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ADVERTENCIA

La motivación fundamental que nos condujo a la elaboración de este libro 
es la necesidad de dar a conocer los resultados de aquellos estudios que 
aportan datos e información rigurosa para comprender las transformacio-
nes recientes de la economía rural y la producción agropecuaria de Méxi-
co, las cuales se iniciaron a partir de las reformas estructurales adoptadas 
por el Estado mexicano en materia económica. Para hacerlo, nos hemos 
asegurado de que en los estudios se tomen en cuenta dos aspectos fun-
damentales del campo mexicano: la enorme heterogeneidad geográ�ca y 
económica del mismo y la idea de que lo rural no es sólo lo agropecuario.

Esperamos que los hallazgos expuestos en los estudios no sólo se cir-
cunscriban al plano académico, sino que contribuyan al diseño de políticas 
que promuevan la equidad, mejoren las condiciones de vida de los habi-
tantes de campo y alienten la producción rural sustentable en México y en 
otros países en desarrollo.
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INTRODUCCIÓN

El sector agropecuario y alimenticio, así como la economía rural de Méxi-
co se han estado transformando durante los últimos veinticinco años, ello 
se re�eja en el sustancial aumento del dé�cit comercial del sector, en el ma-
yor acceso a la educación básica y a los apoyos gubernamentales a los habi-
tantes de las comunidades rurales, así como en la sustancial modi�cación 
del peso que han adquirido las distintas fuentes de ingreso de los hogares 
rurales, dentro de las cuales destaca el proveniente del trabajo asalariado 
no agropecuario. Estas transformaciones se enmarcan en el proceso de las 
reformas económicas iniciadas por el Estado mexicano durante la segunda 
mitad de la década de 1980; las que incluyeron el sector agropecuario en el 
decenio siguiente. Básicamente, las reformas han signi�cado un viraje que 
va de una marcada intervención estatal en la cadena alimentaria a la recu-
rrencia a los mercados y al libre comercio; y del reparto de tierras agrope-
cuarias y restricciones a su explotación y uso por parte de los ejidatarios 
bene�ciarios, a su liberalización. Estas reformas han ido acompañadas de 
políticas para que la producción agropecuaria transite hacia una situación 
de mayor competencia en el marco de la liberalización comercial y por 
acciones del Estado mexicano para combatir la pobreza rural.

Con la reorientación de las políticas al campo se esperaba que los agri-
cultores guiaran sus decisiones a partir de los precios internacionales de los 
alimentos, con el consecuente aumento en la e�ciencia y a la reorientación 
productiva de cultivos no competitivos a competitivos; el desarrollo del 
mercado de tierras; el crecimiento del acceso al crédito formal de aquellos 
ejidatarios que decidieran tener derecho pleno sobre sus tierras y, en gene-
ral, de todos los productores rurales; el aumento del tamaño de los predios 
agropecuarios, entre otros complejos factores que empezarían a cambiar el 
horizonte del México rural.

No obstante la transformación de la economía rural, el crecimiento de 
la producción agropecuaria ha sido bajo, así como el acceso de los agri-
cultores a los servicios �nancieros, situación que ha estado presente desde 
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la crisis macroeconómica de 1994-1995. Además, en el campo mexicano 
subsisten la pobreza, la baja remuneración a los jornaleros, la pequeña 
propiedad agraria, incluida la ejidal, y persiste la heterogeneidad en la pro-
ducción agropecuaria. Los minifundistas privados y ejidales, formados por 
hogares rurales productores de alimentos para el mercado y para el consu-
mo familiar, con fuentes diversi�cadas de ingreso, coexisten con grandes y 
medianas unidades de producción especializadas y orientadas al mercado.

La gran disparidad entre las regiones rurales del país conforma otro de 
los aspectos de la heterogeneidad prevaleciente; persisten, por ejemplo, un 
norte productivo, comercial y con acceso al riego, y un sur pobre, de pe-
queños productores y jornaleros indígenas. Además de las razones histó-
ricas, tales contrastes no sólo se deben a la heterogeneidad agroecológica 
que caracteriza a México, sino a los privilegios que el Estado ha otorgado a 
agricultores comerciales en materia de políticas de apoyo productivo.

Por lo anterior, surgen varias interrogantes, a algunas de las cuales se 
trata de dar respuesta en estas páginas y, vale la pena decirlo, son abor-
dadas por primera vez en los diversos capítulos que componen esta obra. 
¿Cuáles son las características y determinantes de la pobreza rural y sus 
diferencias en las distintas regiones del país? ¿Qué fenómenos determinan 
la diversi�cación de las fuentes de ingreso y cuáles son los efectos en los 
hogares rurales? ¿Cómo han impactado los programas gubernamentales 
al campo en la producción, pobreza y desigualdad? ¿Cuáles han sido las 
tendencias y determinantes de la emigración rural y las diferencias por 
género? ¿Cómo impactan las remesas y las transferencias de ingreso gu-
bernamentales el consumo y la inversión de los hogares rurales? ¿Ha mejo-
rado el acceso de los hogares a los servicios �nanciaros en el medio rural? 
¿Qué efecto tienen los microcréditos en la vulnerabilidad de los hogares al 
caer en pobreza? ¿Qué características han tenido las políticas al campo a 
partir de las reformas y cuáles han sido sus cambios recientes? ¿Por qué la 
transformación de la economía rural de México durante los últimos años 
no ha signi�cado o no ha ido acompañada de la solución de problemas 
estructurales? ¿Puede explicarse este fenómeno aunque sea parcialmente 
por las políticas al campo?

El desenvolvimiento del sector agropecuario y rural del México con-
temporáneo está plagado de claroscuros, lo cual implica una serie de re-
tos que tienen tanto el Estado mexicano como los agentes del campo para 
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promover la provisión de alimentos de manera sustentable a la par que el 
desarrollo rural.

Como se esperaba, la eliminación de los precios de garantía y la apertu-
ra comercial agropecuaria que se dio a partir del Tratado de Libre Comer-
cio de América del Norte (tlcan) han signi�cado la convergencia entre 
los precios internacionales y los mexicanos de los cultivos llamados bá-
sicos antes de las reformas; a saber, frijol, granos y oleaginosas, entre los 
que destacan arroz, maíz, sorgo, trigo, cártamo, semilla de algodón y soya. 
Sin embargo, ello no ha signi�cado necesariamente que la e�ciencia en la 
producción mexicana de estos cultivos se haya elevado de manera genera-
lizada. Lo anterior se puede explicar en parte por los apoyos gubernamen-
tales que han recibido algunos de los grandes productores y por el relativo 
aislamiento de los mercados que padecen los hogares rurales productores 
de cultivos básicos, como el maíz. Lo que ha sucedido es que el volumen de 
estos alimentos que se importan ha aumentado, y a ello se suma el creci-
miento de su valor ante los aumentos en el precio internacional iniciados 
en 2006. Esto último es preocupante, ya que México está expuesto cada vez 
más a los vaivenes del mercado mundial de alimentos —a lo cual se suma 
el cambio climático—, y ello está revirtiendo la tendencia observada en la 
reducción de la pobreza de los mexicanos.

Datos obtenidos en la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México 
(enhrum) muestran que, de 2002 a 2007, las comunidades rurales de Mé-
xico de entre 500 y 2 500 habitantes se bene�ciaron de la inversión pública 
en escuelas y de los programas sociales. Empero, dicha información tam-
bién muestra que persiste la falta de acceso a servicios �nancieros formales 
por parte de sus habitantes, así como de�ciencias en servicios relacionados 
con la comunicación y el transporte (capítulo 1), fenómenos que se corro-
boran con los datos de los censos agropecuarios de 1992 y 2007.

El campo mexicano se caracteriza por una aguda desigualdad en la ri-
queza material de sus hogares. Hay evidencia empírica de que ésta se redu-
ce a partir de la diversi�cación de las fuentes de ingreso en esos hogares: de 
actividades agropecuarias a no agropecuarias, por la emigración de miem-
bros de su familia a Estados Unidos y el envío de remesas que ellos realizan, 
y la participación en los mercados de trabajo no agropecuarios (capítulos 
2 y 4). Sin embargo, el fenómeno se mani�esta de manera diferente en las 
cinco regiones rurales de México: noroeste, noreste, centro-occidente, cen-
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tro y sur-sureste. En efecto, en la última región es donde hay menos diver-
si�cación de las fuentes de ingreso de los hogares hacia lo no agropecuario 
y es también ahí donde viven los más pobres de los pobres (capítulo 3). 
En el otro extremo está la región rural noroeste, con menos pobreza y en 
donde el peso de las fuentes de ingreso de los hogares vinculados a la ma-
nufactura y los servicios es de las más elevadas (capítulo 4). Lo positivo es 
que el programa Oportunidades —un programa de combate a la pobreza— 
ha tenido efectos igualadores en la distribución del ingreso de los hogares 
rurales, sobre todo en los de la región sur-sureste (capítulo 5).

Las remesas que los familiares que emigran a Estados Unidos envían a 
sus hogares de origen se han convertido en una fuente de peso en el ingreso 
de los hogares rurales. El fenómeno ha ayudado a reducir la pobreza rural 
en todas las regiones de México, pero sólo ha contribuido a disminuir la 
desigualdad en el centro-occidente, es decir, en la región rural con más 
tradición migratoria internacional (capítulo 6). Las remesas no contribu-
yen simplemente al aumento del ingreso corriente de los hogares, también 
pueden formar parte de los recursos para �nanciar la compra de activos, 
incluidos los productivos (capítulo 7). En este sentido, las remesas interna-
cionales pueden ser una estrategia de los hogares rurales para enfrentar la 
falta de acceso a servicios �nancieros.

Un aspecto adicional de la emigración rural durante el presente siglo es 
el marcado aumento del número de mujeres que migran a Estados Unidos 
(capítulos 8 y 9). La tendencia ha sido poco investigada; sin embargo, se ha 
vuelto imprescindible para el estudio de la evolución de la economía rural, 
entre otros porque, unido a la elevada migración femenina al México no 
rural, el fenómeno podría estar contribuyendo de manera signi�cativa al 
despoblamiento del campo de personas en edad productiva, con la conse-
cuente reducción en la producción de alimentos. 

La falta de acceso a mercados �nancieros es una cuestión que señalan 
desde hace tiempo los estudiosos de los problemas del desarrollo rural, lo 
cual ha conducido al crecimiento de micro�nancieras que ofrecen servi-
cios en este medio de varios países en desarrollo. En México, son escasos 
los estudios al respecto, y la poca presencia de instituciones �nancieras 
formales es preocupante frente a la reducción del crédito que el Estado 
dejó de otorgar a partir del inicio de las reformas. A ello se unió el desplome 
de la oferta de los servicios �nancieros de la banca privada al campo que 
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permanece así desde mediados de la década de 1990 debido a la crisis ma-
croeconómica que vivió México en esos años (capítulo 10).

Los hogares pobres son los que más padecen la falta de acceso a servi-
cios �nancieros formales; entre otros factores, por descon�anza y desco-
nocimiento (capítulo 11). A lo anterior hay que agregar que un freno para 
elevar el uso de estos servicios en el medio rural tiene que ver con las de�-
ciencias en las reglas gubernamentales para la operación de micro�nancie-
ras rurales (capítulo 12). Solucionarlas es de fundamental importancia, ya 
que una manera de reducir la vulnerabilidad de los hogares rurales, y hasta 
de aumentar su producción de alimentos y de otros bienes, es contar con 
los servicios que ofrecen las micro�nancieras (capítulo 13).

Un motor del desarrollo rural es la inversión productiva. Frente a la in-
su�ciencia de oferta gubernamental y privada de servicios �nancieros, los 
hogares rurales recurren a la migración hacia Estados Unidos de algunos de 
sus miembros a �n de poder recibir remesas e invertir parte de ellas. Además, 
es posible que los hogares rurales usen una porción de las transferencias de 
ingreso que reciben del gobierno para �nes productivos: las de Oportunida-
des por parte de los hogares pobres y las de Procampo de los agrícolas. Esta 
cuestión es fundamental, ya que el acceso a servicios �nancieros y la inver-
sión en actividades productivas son vías para que los hogares rurales reduz-
can su vulnerabilidad ante choques exógenos, como el reciente aumento en 
el precio de los alimentos. Además, con dicha inversión se podrán sostener 
los efectos positivos de las políticas de combate a la pobreza rural.

Puede argumentarse que un rasgo de las políticas al campo mexicano 
desde que iniciaron las reformas es la tendencia del Estado mexicano a 
separar las productivas —que han privilegiado al sector agropecuario— de 
las sociales de combate a la pobreza rural. Entre otras razones, ello ha lle-
vado a que los productores comerciales con grandes extensiones de tierra 
agropecuaria hayan sido los más bene�ciados por los subsidios al sector y, 
en consecuencia, a que los apoyos gubernamentales sean extremadamente 
regresivos. Aun los apoyos de Procampo (el programa de transferencias 
directas de ingreso a productores de cultivos básicos), con una amplia co-
bertura, han sido inequitativos en términos de sus apoyos por tamaño de 
predio. Más aún, hay evidencia empírica de que una proporción considera-
ble de hogares rurales registrados por Aserca como bene�ciarios del pro-
grama, no reciben los apoyos (capítulo 14). 
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Las características de la política agrícola que acabamos de exponer se 
observan con nitidez para el caso del maíz, re�ejadas en el aumento soste-
nido de su producción en las tierras irrigadas del noroeste del país desde 
inicios de las reformas. A ello se le agrega que los hogares rurales siguen 
produciendo este alimento básico, aunque por otras razones (capítulos 14 
y 15). A la heterogeneidad productiva que prevalece en el agro mexicano 
se le suma la regional. Por ejemplo, el sur-sureste es la región rural del 
país en donde hay mayor incidencia de pobreza y menos acceso a servicios 
�nancieros. Una manera de atacar estos problemas es sumar a las medidas 
de combate a la pobreza en esta región, políticas que promuevan el acceso 
al crédito para que sus hogares cuenten con recursos para invertir en sus 
actividades productivas (capítulo 16).

El acervo de conocimientos sobre la evolución del campo mexicano du-
rante el periodo de reformas, así como de los cambios y la situación de los 
hogares rurales del país y del creciente deterioro de los recursos naturales, 
muestran que es necesario corregir las políticas diseñadas a partir de la 
década de 1990.

Desde 2001, México cuenta con la Ley de Desarrollo Rural Sustentable 
(ldrs), un marco adecuado para reformar las políticas al campo. Lamen-
tablemente, la ley no se ha aplicado de manera adecuada ni integral. Es el 
caso de dos propósitos fundamentales de la ldrs: coordinar las secretarías 
de Estado en aquellas acciones encaminadas a promover el desarrollo ru-
ral de manera sustentable, así como llevar a cabo tales intervenciones de 
manera descentralizada (capítulo 17). Las modi�caciones en las políticas 
agropecuarias y rurales que se llevaron a cabo durante la administración 
de Felipe Calderón no incluyeron la aplicación de los preceptos de la ldrs 
(capítulo 18).

El contenido de este libro es una muestra de los avances que ha habido 
para comprender los problemas que subsisten en el medio rural mexicano, 
que podrían ser parte de la urgente y necesaria formulación de propues-
tas que mejoren las políticas para el desarrollo rural sustentable. 

Antonio Yúnez Naude
Fabiola Rivera Ramírez
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1. DINÁMICA ECONÓMICA DE LAS LOCALIDADES 
Y REGIONES DEL MÉXICO RURAL: 2002-2007

Isael Fierros González* 
Pilar Lugo Mendoza* 

Marlen Martínez Domínguez*

Introducción

El propósito de este capítulo es presentar un panorama de los cambios 
socioeconómicos y de acceso a servicios más importantes que han expe-
rimentado las pequeñas localidades del sector rural mexicano de 2002 a 
2007, así como los cambios que por ello se han dado en las regiones rurales 
en donde éstas se ubican. Conocer los cambios recientes de las localidades 
y regiones del campo mexicano es importante para comprender las trans-
formaciones que está experimentando el medio rural del país.1 Para el �n 
que nos ocupa se hará referencia, entre otros puntos, a las actividades pro-
ductivas, la migración tanto hacia el interior del país como hacia Estados 
Unidos, la cobertura de los programas gubernamentales y obras públicas 
y el acceso a los mercados de crédito. Documentar dichos cambios es re-
levante porque éstos forman parte de los fenómenos que explican la gran 
heterogeneidad y diversidad productiva de los hogares rurales de México y 

* Desarrollo y Alimentación Sustentable A.C.
1 Dar a conocer los resultados del estudio entre los actores en las regiones y localidades 

rurales de México es también relevante, ya que no sólo proporciona información sobre 
la evolución de las pequeñas comunidades rurales del país, sino que podría servir para el 
diseño de proyectos de desarrollo local. Para cumplir con estos propósitos, el Precesam/
reap y los colegas y estudiantes de las universidades participantes en el levantamiento 
de la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México (enhrum) tenemos el propósito de 
distribuir el contenido del presente capítulo entre funcionarios públicos, maestros y otros 
actores locales, tal como lo hicimos con las monografías de cada localidad enhrum elabo-
radas con base en datos recabados para 2002. 
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de las regiones en que se asientan, y porque conocer dicha diversidad y su 
transformación es fundamental para el diseño de políticas más e�caces de 
apoyo al sector rural.

El estudio se realizó a partir de la información recabada en las rondas 
2002 y 2007 de la Encuesta Comunitaria (ec en adelante), uno de los dos 
componentes de la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México o en-
hrum (su otro componente es la Encuesta a Hogares; véase capítulo 2). La 
enhrum es representativa de los hogares rurales de México establecidos 
en 80 comunidades de entre 500 y 2 500 habitantes. Los resultados que se 
dan a conocer en este capítulo están expresados en términos de la propor-
ción de localidades enhrum que participaron en alguna actividad o que 
tuvieron acceso a algún servicio durante 2002 y 2007, así como la parti-
cipación por región rural. El Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (inegi) divide el México rural en cinco regiones: sur-sureste, centro, 
centro-occidente, noroeste y noreste. La región sur-sureste está formada 
por los estados de Guerrero, Oaxaca, Veracruz, Tabasco, Chiapas, Cam-
peche, Yucatán y Quintana Roo; la región centro, por Hidalgo, Estado de 
México, Distrito Federal, Tlaxcala, Morelos y Puebla; la centro-occidente, 
por Nayarit, Jalisco, Zacatecas, Aguascalientes, San Luis Potosí, Guana-
juato, Colima, Michoacán y Querétaro; la noroeste, por Baja California, 
Baja California Sur, Sonora y Sinaloa, y la región noreste, por los estados de 
Chihuahua, Durango, Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas.

En la primera parte del capítulo se presentan las actividades económi-
cas más representativas de las comunidades que componen el sector rural 
de México y los cambios en la importancia de las mismas en el periodo de 
análisis, así como los eventos exógenos que han afectado el desarrollo de esas 
comunidades. En la segunda se describen la situación y las transformaciones 
en los mercados �nancieros, y en la tercera se trata el fenómeno migratorio 
hacia el interior del país y hacia Estados Unidos. Los cambios en las princi-
pales obras públicas en las localidades enhrum se exponen en el apartado 
cuatro, mientras que las variaciones correspondientes a la infraestructura 
en educación y a los apoyos gubernamentales se desarrollan en las seccio-
nes cinco y seis, respectivamente. El capítulo concluye con una serie de 
re�exiones.
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Actividades productivas

Una de las características signi�cativas de la economía rural es la diversi-
�cación de las actividades y las fuentes de ingreso de sus hogares, que van 
desde la producción agropecuaria y forestal hasta la provisión de servicios 
comerciales, el trabajo asalariado agrícola y no agrícola y la emigración 
de algunos de los miembros de las familias (véase capítulo 2). Parte de lo 
anterior se re�eja en las grá�cas 1.1 a 1.9 sobre las principales actividades 
productivas en las que están involucrados los agentes de las comunidades 
rurales.

Agricultura

Al menos desde 2002, la agricultura no es ya la principal fuente de ingreso 
de los hogares rurales; asimismo, gran parte de la producción de alimen-
tos básicos, como el maíz, se destinan al consumo familiar, por lo que es 
frecuente que no reporten ganancias monetarias a sus productores (véase 
capítulo 2). No obstante, la participación de las localidades en la produc-
ción agrícola ha crecido de 2002 a 2007.

Cultivos anuales

Entre los cultivos anuales que producen los hogares del campo destacan 
maíz, frijol, sorgo, calabaza, avena, chile y trigo. La grá�ca 1.1 muestra 
que de 2002 a 2007 creció la proporción de comunidades que producían 
la mayor parte de estos cultivos, y de otros como haba, tomate, cebolla, 
cacahuate y papa. Es innegable que los más importantes son, como lo ha 
sido siempre, el maíz y el frijol, aunque también destaca el incremento en 
el porcentaje de comunidades en donde se produce cebada, chile, avena y 
otros cultivos, que incluyen el tomate, la papa y el cacahuate.
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Gráfica 1.1. Principales cultivos anuales en las localidades rurales, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades que participan)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.

Gráfica 1.2. Participación de las localidades en la producción de cultivos anuales por región,  

2002 y 2007 (porcentaje de localidades por cultivo y región en el total regional)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.
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Gráfica 1.3. Principales cultivos perennes en las localidades rurales, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades que participan)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007. 

En términos regionales, el maíz fue el grano que se sembró en más lo-
calidades durante los dos años en que se realizó el análisis, seguido por el 
frijol. Del total de localidades en donde se produjeron estos dos cultivos en 
2002, la mayor proporción se ubicó en la región sur-sureste, mientras que 
para 2007 las regiones que cobraron más importancia fueron la centro y 
centro-occidente para el maíz, y el centro en el cultivo de frijol (grá�ca 1.2).

La importancia de la participación de las localidades que sembraron cala-
baza cambió drásticamente de 2002 a 2007, ya que en el primer año la cultivó 
una mayor proporción de las localidades de la región noreste, mientras que 
en 2007 fueron las de la región centro las que se abocaron a este cultivo. Cabe 
agregar que en 2002 la avena se producía en tres regiones (centro, centro-oc-
cidente y noroeste) y en 2007 ya se había ampliado a las cinco.

Cultivos perennes

En lo referente a cultivos perennes, de 2002 a 2007 creció la proporción de 
localidades en donde se produjeron; es el caso del café, la al falfa, la naranja 



3 0  I .  F I E R R O S  G O N Z Á L E Z  /  P.  L U G O  M E N D O Z A  /  M .  M A R T Í N E Z  D O M Í N G U E Z

y el mango. Por ejemplo, en 2002 el cítrico se producía en poco más de 5% 
de las localidades, mientras que en 2007 se producía en aproximadamente 
19%. En 2002, la alfalfa y otras plantaciones (manzana, nuez, sábila y cirue-
la) se sembraron en 11 y 22% de las comunidades, respectivamente, mien-
tras que en 2007 se sembraron en 19 y 36.2% de éstas (grá�ca 1.3).

En el ámbito regional, más de 50% de las localidades que produjeron 
plátano y naranja en 2002 y 2007 pertenecían a la zona sur-sureste, mien-
tras que, en el mismo periodo, el clavel sólo se cultivó en la región centro, 
y el café en la sur-sureste y el centro (grá�ca 1.4). 

Las localidades de la región noroeste destacaron en este periodo por su 
participación en la producción de dos cultivos: alfalfa y caña de azúcar. La 
alfalfa tuvo mayor presencia en 2002 (44% de sus localidades); mientras 
que, en 2007, la proporción de comunidades de la región noroeste con este 
cultivo disminuyó a poco menos de la mitad (20%). Una situación distinta 
ocurrió con la caña de azúcar, que en 2002 tuvo una participación de 33% 
de las localidades de la región noroeste y de 40% en 2007.

Gráfica 1.4. Participación de las localidades en la producción de cultivos perennes por región,  

2002 y 2007 (porcentaje de localidades por cultivo y región en el total regional)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.
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Gráfica 1.5. Producción ganadera, 2002 y 2007 (porcentaje de localidades que participan)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.

De acuerdo con lo que se observó en la producción de cultivos anuales, 
se puede decir que maíz, frijol, sorgo, calabaza, avena, chile, cebada, trigo 
y otros, se cultivan en todas las regiones del país, en tanto que los cultivos 
permanentes: café, alfalfa, plátano, naranja, mango, clavel, caña de azúcar 
y otros, únicamente en aquellas zonas que cuentan con condiciones �sio-
grá�cas adecuadas.

Ganadería

La ganadería es otra actividad productiva de los hogares del sector rural. 
Por lo general, los habitantes del medio rural crían animales en el traspatio 
de sus casas, que posteriormente destinan al consumo familiar o a la venta.

En las localidades rurales destaca la crianza y engorda de ganado bo-
vino, porcino, caprino y avícola. En 2002, después del ganado bovino (en 
86% de las localidades), siguieron en orden de importancia el caprino 
(63%), el porcino (56%) y el avícola (51%), en tanto que en 2007 hubo 
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un cambio signi�cativo, pues después del ganado bovino (89%) destacó 
el avícola (85%), y a continuación siguieron el porcino (80%) y el caprino 
(74%) (grá�ca 1.5).

El incremento de localidades involucradas en la producción avícola 
durante el periodo 2002-2007 también se observa en el crecimiento del 
porcentaje de localidades por región dedicadas a esta actividad, ya que la 
signi�cancia aumentó en todas las regiones, salvo en la del sur-sureste. Por 
su parte, el peso de las localidades con cría de bovinos sólo creció en el 
centro y noreste, mientras que el de la cría de cerdos lo hizo en el centro, cen-
tro-occidente y noroeste (grá�ca 1.6 y el capítulo 14 del presente volumen).

Gráfica 1.6. Producción ganadera por región, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades por tipo de ganado y en el total por región)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.

Aprovechamiento de recursos naturales

Así como la producción agropecuaria, el aprovechamiento de los recursos 
naturales es una actividad rural frecuente. Estos recursos se utilizan como 
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combustible, alimento, medicina o material para construcción, entre otros. 
En 2007, el principal recurso que aprovecharon los hogares fue la leña (ac-
tividad realizada en 80% de las localidades), seguido por la recolección de 
plantas silvestres (77% de las localidades), la extracción de minerales no 
metálicos (65%), la caza de animales silvestres (30%) y el aprovechamiento 
de magueyes y cactáceas (30%). Los datos recabados muestran que de 2002 
a 2007 hubo un importante incremento en el porcentaje de localidades que 
participaron en esta actividad (grá�ca 1.7).

Gráfica 1.7. Aprovechamiento de recursos naturales, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades que participan)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.

Actividades no agropecuarias

La diversi�cación de las actividades productivas en las comunidades rura-
les es fundamental para incrementar las fuentes de ingresos de los hogares 
(Yúnez, Taylor y Cerón, 2004); entre las actividades más importantes se 
encuentran la creación de establecimientos y talleres en los que se elaboran 
alimentos y bebidas, artesanías y prendas de vestir. Este grupo de activi-
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dades económicas tuvo mayor participación en las localidades rurales en 
2007 respecto a 2002. Destaca la elaboración de alimentos, ya que en 2002 
sólo 26% de las localidades participaba en esta actividad, mientras que en 
2007 este porcentaje se incrementó a 71% (grá�ca 1.8).

Gráfica 1.8. Actividades no agropecuarias, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades que participan)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.

La participación de las localidades en la elaboración de alimentos creció 
en 2007 en todas las regiones, en especial en la sur-sureste y la centro- 
occidente, ya que en 2002 sólo 31 y 25% de las localidades, respectivamente, 
participaba en esta actividad, peso que se incrementó a 81% en 2007 en cada 
una de estas dos regiones. En el caso de la venta de prendas de vestir, en 
2007 destacaron las regiones sur-sureste, centro y noreste, con participacio-
nes en la actividad de 50, 38 y 31% de las localidades, respectivamente. En 
artesanías sobresalió la región centro, con una participación en la actividad 
de 6% de las localidades en 2002 y de 63% en 2007. En la elaboración de 
productos de madera, aluminio y ladrillos, entre otros, destacan las regiones 
sur-sureste y noreste. En 2002, en 6% de las localidades de ambas regiones se 
elaboraron estos productos, mientras que en 2007 hubo un aumento con-
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siderable en el número de localidades en estas regiones, ya que 50% de las 
localidades se involucraron en ese tipo de producción (grá�ca 1.9).

Gráfica 1.9. Actividades no agropecuarias, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades por bien en el total por región)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.

Comercios y otros servicios privados

El comercio y los servicios garantizan a los hogares una fuente de abas-
tecimiento de bienes y servicios y ofrecen la oportunidad de mantenerse 
comunicados con el exterior y de realizar todo tipo de intercambios. Los 
datos de la grá�ca 1.10 muestran que las localidades con comercios y ser-
vicios privados aumentaron entre 2002 y 2007. En el último año (2007), 
más de 90% de las localidades contaba con al menos un comercio, servicio 
y medio de comunicación, y 83% con servicio de transporte. Lo anterior 
contrasta con los datos de 2002, cuando sólo 45% de las localidades tenía 
algún tipo de comercio, como tiendas de abarrotes, papelerías, tianguis, 
carnicerías, entre otros; 29% contaba con establecimientos como talleres, 
estéticas, hoteles, lavanderías, etcétera; sólo 1% con servicios de comuni-
cación (caseta telefónica, telégrafo, servicio de internet, señal de celular o 
telefonía móvil), y 10% con algún tipo de transporte de pasajeros.
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Gráfica 1.10. Servicios privados en las localidades rurales, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades que tienen acceso)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.

Eventos exógenos

Los fenómenos naturales, en general, por ejemplo los meteorológicos, 
tienen importantes repercusiones sobre las actividades productivas en el 
campo, debido a que causan daños inesperados a las cosechas, a la ganade-
ría y muchas veces a los comercios, viviendas y caminos. En la grá�ca 1.11 
se puede apreciar que el porcentaje de localidades que fueron afectadas por 
algún suceso de este tipo aumentó considerablemente de 2002 a 2007. La 
sequía fue el principal evento, el cual afectó 60% de las localidades rurales 
en 2007 (en 2002 solamente ocurrió en 16% de ellas); le siguen las plagas y 
las heladas (43 y 47% en 2007, 15 y 7% en 2002, respectivamente). El resto 
de las afectaciones fueron causadas por inundaciones, huracanes, granizo, 
incendios, degradación, contaminación del agua, entre otras, las cuales es-
tán incluidas en la clasi�cación “otro” de la grá�ca 1.11.

Las cinco regiones presentan afectaciones por sequías y heladas en am-
bos años de análisis, mientras que las localidades afectadas por plagas au-
mentaron en las regiones centro y centro-occidente y disminuyeron en las 
regiones sur-sureste y noreste. El granizo no se presentó en la región cen-
tro-occidente en 2002, pero en 2007 afectó 30% del total de comunidades; 
caso contrario sucedió en la región noreste, donde en 2002 afectó 37% del 
total de localidades y en 2007 sólo 9% de ellas (grá�ca 1.12).



D I N Á M I C A  E C O N Ó M I C A  D E  L A S  L O C A L I D A D E S  Y  R E G I O N E S  D E L  M É X I C O  R U R A L  3 7

Gráfica 1.11. Eventos exógenos en las localidades rurales, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.

Gráfica 1.12. Eventos exógenos en las localidades rurales por región, 2002 y 2007 

(porcentaje de localidades afectadas por región en el total)
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Fuente: elaboración propia con base en la ec 2002 y 2007.
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Servicios financieros

Las instituciones �nancieras, además de ofrecer un medio conveniente 
para el ahorro, facilitan el acceso de los hogares rurales al crédito, que les 
permite enfrentar problemas de liquidez y de riesgos provocados por cho-
ques de distinta naturaleza, como los derivados de situaciones climáticas y 
los causados por enfermedades y accidentes.

La encuesta comunitaria de las enhrum ofrece información sobre dos ti-
pos de servicios �nancieros formales: bancos comerciales y cajas de ahorro. 
Aunque ambas instituciones ofrecen los mismos servicios, una diferencia 
fundamental consiste en la regulación legal por las que se rige cada una de 
ellas (por ejemplo, las cajas tienen prohibido destinar fondos sociales a inver-
siones en bolsa, es decir, una parte de sus dividendos deben destinarse a �nes 
sociales, véase Comisión Nacional Bancaria y de Valores [2011a y 2011b]).

Gráfica 1.13. Servicios financieros dentro y fuera de las localidades, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

Debido a la casi inexistencia de instituciones �nancieras formales en las 
localidades rurales, sus habitantes recurren a las establecidas fuera de ellas 
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(grá�ca 1.13). Es importante considerar que, a diferencia de otros servicios, 
de 2002 a 2007 no aumentó sustancialmente la presencia local de bancos 
comerciales o de cajas de ahorro (grá�ca 1.13). Lo anterior re�eja lo pre-
cario que es el acceso que tienen los hogares rurales a servicios �nancieros 
formales (para más detalles, véase la parte iii de este libro).

Gráfica 1.14. Uso de bancos comerciales fuera de las localidades rurales, 2002 y 2007 

(porcentaje de localidades que recurren en el total de la región)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

Gráfica 1.15. Uso de cajas de ahorro fuera de las localidades rurales, 2002 y 2007 

(porcentaje de localidades que recurren en el total de la región)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.
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Además de lo anterior, llama la atención que, de 2002 a 2007, el porcen-
taje de localidades en las que los habitantes solicitaron los servicios de los 
bancos comerciales bajó de manera notable en las regiones centro y cen-
tro-occidente (grá�ca 1.14) y lo mismo sucedió respecto a las solicitudes a 
cajas de ahorro en las regiones sur-sureste, centro y noroeste (grá�ca 1.15).

Emigración interna y hacia Estados Unidos

El crecimiento de la emigración rural es un fenómeno que acompaña el 
desarrollo económico de algunas naciones, y la migración internacional es 
típica de aquellos países que no ofrecen oportunidades de empleo remu-
nerativo a sus campesinos. No obstante, la migración es un proceso diná-
mico, que cambia de región rural expulsora y región o país receptor. Los 
fenómenos descritos anteriormente han sido y, aún en la actualidad, son 
característicos del México rural.

Gráfica 1.16. Evolución regional de la emigración nacional de las localidades rurales, 2002 y 2007 

(porcentaje de localidades por región rural que participan)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.
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Evolución de la emigración rural interna

En 2002 y 2007 el porcentaje de localidades rurales con emigrantes hacia el 
resto de México se mantuvo elevado (en alrededor de 60%), pero varió de 
una región a otra durante el periodo. En las regiones sur-sureste y noreste 
el porcentaje de localidades con emigración interna disminuyó y en el resto 
de las regiones se vio un incremento (grá�ca 1.16).

Los destinos de la emigración interna cambiaron durante los dos años de 
análisis. En 2002 los principales estados hacia donde se dirigió la población 
rural fueron: Distrito Federal, Chihuahua, Baja California, Nuevo León, 
Puebla, Jalisco y Tamaulipas. En 2007 disminuyó el número de localidades 
cuyos habitantes tenían como destino el Distrito Federal, Chihuahua y Baja 
California, mientras que otros estados surgieron como lugares receptores; 
tal es el caso de Sonora y del Estado de México, que desplazaron en impor-
tancia a Nuevo León y Puebla (grá�ca 1.17).

Gráfica 1.17. Evolución regional de los destinos migratorios nacionales, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades que participan)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.
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Gráfica 1.18. Evolución regional de la emigración hacia Estados Unidos en las localidades rurales,  

2002 y 2007 (porcentaje de localidades por región rural que participan)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

Evolución de la emigración rural hacia Estados Unidos

Durante 2002 y 2007 la proporción de localidades rurales de México con 
emigrantes hacia Estados Unidos fue mayor, en alrededor de 20 puntos 
porcentuales, respecto a la emigración interna. Sin embargo, al igual que 
los �ujos de personas hacia el interior de México, durante estos años han 
variado los porcentajes de localidades por región rural con emigrantes al 
país vecino, así como los estados norteamericanos de destino. En efecto, 
el porcentaje de localidades rurales con migrantes internacionales en las 
regiones centro-occidente y noreste disminuyó, y aumentó en el resto de 
las regiones (grá�ca 1.18). Asimismo, aunque los siete principales lugares 
de destino de los migrantes a Estados Unidos en 2007 siguieron siendo 
los mismos que en 2002 (California, Texas, Arizona, Washington, Nueva 
York, Illinois y Florida), en 2007 los dos destinos tradicionales (California 
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Gráfica 1.20. Evolución de la cobertura de las obras públicas, 2002 y 2007 

(porcentaje de localidades que participan)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

En 2002 y 2007 las obras públicas que se realizaron en más de 50% de las 
localidades fueron las relacionadas con servicios públicos (electri�cación, 
alcantarillado, red de agua potable) y educación (creación de escuelas, au-
las y salas de medios). Las que cubrieron menos de 50% de las localidades 
fueron las de infraestructura agrícola (canales de riego, pozos de agua) y 
los servicios de salud (construcción de clínicas y dotación de equipo mé-
dico). Los rubros que de 2002 a 2007 presentaron mayor incremento son 
los servicios de recreación y culto (auditorios, kioscos, parques y templos) 
y los de salud, mientras que los relacionados con la infraestructura agrícola y 
los servicios públicos se puede decir que se mantuvieron en el mismo nivel.

De 2002 a 2007 la inversión en servicios de recreación y culto aumentó 
en todas las regiones, aunque el mayor crecimiento se presentó en las del 
centro y noreste. En caminos y puentes, el porcentaje de localidades en 
que se desarrollaron estas obras experimentó un incremento en todas las 
regiones durante el periodo, excepto en la región noroeste, que tuvo una 
disminución promedio anual de 14.9%. La totalidad de las regiones se be-
ne�ció con las construcciones o mejoras, y entre todas sobresalió la región 
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noreste. En cuatro regiones se presentaron incrementos en el porcentaje de 
localidades en que se construyeron aulas y escuelas, y destacó, nuevamen-
te, la noreste (grá�ca 1.21).

Gráfica 1.21. Obras públicas, 2002 y 2007  

(porcentaje de localidades cubiertas en el total por región)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

En cuatro de las regiones se incrementó el porcentaje de localidades 
donde se realizaron obras públicas; los incrementos más altos se dieron en 
las regiones noreste y centro (grá�ca 1.22). Mientras que el porcentaje de 
localidades de la región noroeste en las que se realizaron obras públicas de-
creció levemente en el periodo, lo cual pudo haberse debido a que la región 
se bene�ció más en periodos previos (Yúnez y Pulido, 2002).

El gobierno en sus tres niveles, federal, estatal y municipal, fue el que 
proporcionó la inversión en obras públicas, si se consideran las cinco re-
giones en conjunto, y se constituyeron en la principal participación como 
fuente de �nanciamiento en las localidades, ya que bene�ciaron a 66% del 
total de localidades en 2002 y a 71% en 2007. Le siguen en importancia los 
recursos de la localidad y los provenientes de las remesas internaciona-
les que enviaron, a sus localidades de origen principalmente, las personas 
emigrantes a Estados Unidos y que bene�ciaron a 28 y 26% de las localida-
des en 2002 y 2007, respectivamente. La participación de Organismos No 
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Gubernamentales (ong’s) e instituciones privadas fue mínima (6 y 3% en 
2002 y 2007, respectivamente).

Gráfica 1.22. Evolución de la cobertura de las obras públicas por región, 2002 y 2007 

(porcentaje de localidades en el total por región)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

El �nanciamiento gubernamental de obras públicas por región rural 
experimentó cambios notables. En 2002 favoreció a las localidades de las 
regiones del norte del país, en especial a las de la noroeste (donde se vieron 
bene�ciadas 82.9% de las comunidades), en tanto que en 2007 el porcenta-
je más alto de comunidades que recibió la inversión gubernamental se dio 
en el sur-sureste, en 86.5% de las localidades de la región. La participación 
de los habitantes de las localidades y de las remesas internacionales fue 
importante en ambos años para la región centro-occidente (40.6 y 38.5% 
de las comunidades recibieron estos tipos de �nanciamiento, respectiva-
mente). La distribución entre las cinco regiones de las obras �nanciadas 
por ong’s o empresas privadas estuvo por debajo de 10% para los dos años 
(grá�ca 1.23).
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Gráfica 1.23. Fuentes de financiamiento de obras públicas, 2002 y 2007 

(porcentaje de localidades en el total por región)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

Infraestructura en educación

La carencia de escuelas dentro de las localidades vuelve más costoso el ac-
ceso a la educación en el campo, porque los alumnos tienen que transpor-
tarse a otras localidades o a las cabeceras municipales para poder estudiar.

Conforme a los datos de la ec, todas las localidades enhrum contaban 
en 2002 y 2007 al menos con una escuela de educación preescolar y una 
de educación básica primaria y sólo una de ellas con escuela de posgrado 
(el Centro de Investigación en Alimentación y Desarrollo A.C., ubicado en 
La Victoria, Sonora). En ambos años de la encuesta 70% de las localidades 
tenía al menos una escuela de educación secundaria o una telesecundaria. 
La proporción de localidades con escuelas a nivel preescolar, primaria y 
secundaria o equivalente no se modi�có de 2002 a 2007, y la proporción 
de comunidades con al menos una escuela de educación media superior 
o similar se incrementó: en 2002 sólo 8.8% de ellas contaba con una ins-
titución de este nivel, mientras que en 2007 la cobertura aumentó a 15%. 
En 2002, asimismo, 31% de las comunidades no contaba con escuelas de 



4 8  I .  F I E R R O S  G O N Z Á L E Z  /  P.  L U G O  M E N D O Z A  /  M .  M A R T Í N E Z  D O M Í N G U E Z

educación secundaria y en 90% no había media superior, mientras que en 
2007 el porcentaje se redujo a 28.7 y 85%, respectivamente (grá�ca 1.24).

Gráfica 1.24. Evolución de la cobertura de los servicios de educación, 2002 y 2007 

(porcentaje de localidades con escuelas por nivel)
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 Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

Respecto a la información que se obtuvo por región, se encontró que 
sólo en la sur-sureste aumentó el número de localidades con escuelas 
secundarias o telesecundarias, mientras que en el resto no hubo modi-
�caciones. Las regiones que contaban con mayor cobertura de escuelas se-
cundarias o telesecundarias en ambos años de la encuesta fueron la región 
noreste y la centro-occidente. En cuanto a la educación media superior o 
bachillerato, las cinco regiones tuvieron incrementos en el porcentaje de 
localidades con escuelas de este nivel. No obstante, su cobertura siguió 
siendo muy baja; en 2007 se cubrió, por ejemplo, menos de 25% de las 
localidades del centro, la región rural con más escuelas preparatorias o 
bachilleratos (grá�ca 1.25).
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Gráfica 1.25. Evolución de la infraestructura para la educación secundaria y preparatoria, 2002 y 2007 

(porcentaje de localidades en el total por región)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

Por otra parte, durante el periodo, la matrícula escolar para los nive-
les de educación preescolar y primaria creció de 2002 a 2007 a una tasa 
promedio anual de 8.3 y 0.5%, respectivamente. En contraste, la matrícula 
en la educación secundaria disminuyó a una tasa promedio anual de 1%, 
mientras que la correspondiente a la educación media superior aumentó 
en 4.6%. Lo último podría ser resultado del establecimiento de nuevos cen-
tros escolares de ese nivel en todas las localidades enhrum.

Programas gubernamentales

Además de las obras públicas, otros programas gubernamentales contri-
buyen al bienestar de la población rural, ya que pueden reducir la pobreza 
e impulsar las actividades productivas locales. Los principales programas 
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federales de este tipo, implementados en 2002 y 2007 en las localidades de 
la enhrum, se muestran en las grá�cas 1.26 y 1.27 (véase el capítulo 18, en 
donde presentan con mayor especi�cidad las políticas públicas al campo 
mexicano).

El Programa de Apoyos Directos al Campo (Procampo) es el que tuvo 
mayor cobertura, ya que los productores de cultivos básicos de 82.5% de las 
localidades rurales se vieron bene�ciados en ambos años. El programa de 
apoyos productivos Alianza Contigo (antes Alianza para el Campo) mos-
tró un incremento anual promedio de 8.4% en cobertura de localidades, 
durante el periodo 2002-2007, en tanto que los programas de Apoyos y 
Servicios a la Comercialización Agropecuaria (Aserca) y el Fideicomiso de 
Riesgo Compartido (Firco) tuvieron una disminución anual en su cober-
tura de localidades de 19.6 y 38.4%, respectivamente. Por último, durante 
estos años de análisis aumentó la cobertura de localidades bene�ciadas por 
el Programa de Certi�cación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares 
(Procede), que concluyó en 2006 (grá�ca 1.26).

Gráfica 1.26. Evolución de la cobertura de los programas productivos gubernamentales, 2002 y 2007 

(porcentaje de localidades cubiertas)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.
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A partir de la grá�ca 1.27 se observa que las localidades de la región 
noreste fueron las que más se bene�ciaron por apoyos canalizados a la pro-
ducción agropecuaria, como los de Aserca (incluido Procampo), Firco y 
Alianza Contigo, que incluye los programas de Fomento Agrícola y Gana-
dero y Desarrollo Rural. De 2002 a 2007 la cobertura de estos programas 
en las localidades de dicha región y en las noroeste y centro-occidente au-
mentó a un ritmo anual de 1.8, 0.8 y 1.5%, respectivamente. Por su parte, 
tal cobertura no sufrió cambios en la región centro y disminuyó a una tasa 
promedio anual de 5.6% en la sur-sureste.

Gráfica 1.27. Evolución regional de la cobertura de los programas productivos gubernamentales,  

2002 y 2007 (porcentaje de localidades en el total por región)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

Los principales programas sociales con cobertura nacional rural fueron 
cuatro: Oportunidades, Sistema de Distribuidoras Conasupo S.A. de C.V. 
(Diconsa, que desde 1990 forma parte de la Secretaría de Desarrollo Social 
o Sedesol), desayunos escolares del Sistema Nacional para el Desarrollo 
Integral de la Familia (dif) y el Programa de Empleo Temporal (pet). El 
porcentaje de localidades cuyos hogares contaban con Oportunidades se 
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incrementó en promedio en 4.8% por año y las que se bene�ciaron por Di-
consa disminuyeron en 4%; por otro lado, la cobertura de localidades que 
participaron en el programa de desayunos escolares del dif y pet muestran 
una reducción anual de 4.6 y 1.6%, respectivamente (grá�ca 1.28).

A lo anterior hay que agregar que en 2004 se inició la implementación 
de los programas de Atención a Adultos Mayores, de Vivienda Rural y el 
Seguro Popular. En 2007 el primer programa cubrió casi 90% de las loca-
lidades rurales y el tercero cerca de 80%, mientras que el de vivienda no 
rebasó 30% (grá�ca 1.28).

Gráfica 1.28. Evolución de la cobertura de los programas sociales gubernamentales, 2002 y 2007 
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.
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Gráfica 1.29. Evolución regional de la cobertura de los programas sociales gubernamentales,  

2002 y 2007 (porcentaje de localidades en el total por región)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.

Gráfica 1.30. Cobertura regional de los programas sociales gubernamentales (Atención a Adultos  

Mayores, Seguro Popular y Vivienda Rural, 2007) (porcentaje de localidades en el total por región)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la ec 2002 y 2007.
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En la grá�ca 1.29 se muestra la cobertura de localidades de los progra-
mas sociales en las diferentes regiones. En la sur-sureste, noroeste y noreste 
hubo un incremento anual de 2.8, 4.4 y 5.5%, respectivamente, en el por-
centaje de localidades cuyos habitantes fueron atendidos. Por el contrario, 
el porcentaje de localidades de las regiones centro y centro-occidente que 
fueron cubiertas por estos programas disminuyó en 1.1% y 5.9%, respecti-
vamente, en 2007. No obstante, los programas sociales que dieron inicio en 
2004: Atención a Adultos Mayores, Seguro Popular y Vivienda Rural, tu-
vieron en 2007 una mayor cobertura de localidades en las regiones centro 
y centro-occidente (grá�ca 1.30).

Reflexiones finales

La información anterior sobre los cambios que se experimentaron en 
las localidades rurales de 2002 a 2007 indica que, no obstante que en la 
mayoría de ellas se siguen produciendo cultivos básicos (maíz y frijol) y 
ganado en pequeña escala, también sigue subsistiendo la heterogeneidad 
regional. Es notable, por ejemplo, el aumento del número de localidades 
en donde se producen cultivos perennes y se realizan actividades no agro-
pecuarias, en las que destaca también el crecimiento de la provisión de 
servicios privados (comercios), con la excepción de los servicios �nan-
cieros. Lo último re�eja el bajo acceso al crédito y al aseguramiento que 
tienen los habitantes de las pequeñas localidades rurales (véase capítulo 
10), situación que es preocupante no sólo por las limitaciones que impone 
al crecimiento económico y al bienestar rural, sino por el aumento de los 
riesgos que está provocando la creciente ocurrencia de fenómenos natu-
rales adversos.

Es importante señalar la creciente participación de las localidades ru-
rales en la actividad ganadera extensiva, que, junto al aumento en la ex-
tracción de madera como combustible, causan daños irreparables a los 
bosques (Dyer, 2010).

La emigración rural hacia el resto del país y hacia Estados Unidos sigue 
siendo un fenómeno generalizado de las localidades rurales de México. Lo 
que ha cambiado durante el periodo 2002-2007 es el aumento de la emi-
gración internacional en las localidades del sur-sureste; asimismo se han 
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modi�cado los lugares de destino de los emigrantes tanto en México como 
en el país vecino del norte (véanse capítulos 8 y 9).

Un fenómeno que explica en parte el aumento de la participación de las 
localidades rurales en las actividades no agropecuarias es el incremento de 
las obras públicas de infraestructura en puentes y comunicaciones, cuya 
cobertura se vino ampliando en puntos clave del país. A lo anterior hay que 
añadir el crecimiento en la proporción de localidades rurales que se vieron 
bene�ciadas por inversiones públicas en educación y salud; esta tendencia 
se vincula con el aumento de localidades atendidas por el programa Opor-
tunidades. No obstante, el esfuerzo público en materia educativa ha estado 
concentrado en los niveles iniciales (preescolar y primaria), ya que el por-
centaje de localidades con escuelas secundarias no cambió de 2002 a 2007 y 
se mantuvo en menos de 70%, mientras que la cobertura correspondiente a 
escuelas de educación media superior, técnicas y similares, aunque creció, 
sigue siendo muy baja (en 2007, menos de 20% de las localidades rurales 
contaba con este tipo de instituciones).

En contraste con la amplia cobertura de los programas de corte social 
en localidades rurales, la de los programas productivos ha sido baja, y de-
creciente en algunos casos. En efecto, con la excepción de Procampo (en el 
que participaron durante los dos años de estudio productores agrícolas de 
80% de las localidades), la cobertura de otros programas fue baja: Alianza 
para el Campo cubrió a productores sólo en 40% de las localidades en 2002 
y en un poco más de 65% durante 2007; la de Aserca bajó de menos de 20% 
a 5% y la de Firco de 10% a 1% durante estos dos años. Sin menospreciar 
los esfuerzos gubernamentales por combatir la pobreza rural, lo anterior 
ejempli�ca el privilegio que han dado los gobiernos recientes a los pro-
gramas sociales frente a los productivos; y ello no obstante el potencial de 
los segundos para aumentar los ingresos de los hogares rurales y reducir 
una de las fuerzas que impulsan la emigración rural laboral (lo anterior se 
ilustra para el caso de la región sur-sureste en el capítulo 16).

La descripción presentada de las actividades, el acceso a servicios en las 
localidades rurales, así como sus cambios, también muestran la gran hete-
rogeneidad regional que prevalece en el México rural. En materia de políti-
cas públicas, conviene destacar que de 2002 a 2007 la inversión pública en 
proyectos productivos parece haber descuidado la región sur-sureste; no 
así en materia de políticas públicas de combate a la pobreza. Frente a ello y 
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a la ausencia de un desglose regional o estatal de las evaluaciones externas 
que desde hace algunos años se han realizado para los programas federales 
(véase capítulo 18), es importante estudiar las razones por las que se dan 
esas diferencias regionales en la canalización de los programas por tipo de 
objetivos a la luz de los contrastes que hay en la economía y bienestar entre 
el sur y el norte rural.

En síntesis, a partir de los datos de las enhrum recabados en la Encuesta 
Comunitaria, el presente estudio proporciona un panorama de los cambios 
en la producción y acceso a servicios públicos y privados de las comunida-
des del México rural y de sus cinco regiones durante el periodo que cubre 
los años 2002 y 2007, lo cual sirve además para enmarcar algunos de los 
estudios en los capítulos que se presentan a continuación y ha sido usado 
para construir variables de contexto o de efectos �jos en las investigaciones 
empíricas de algunos de éstos.
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2. CAMBIOS EN LAS CARACTERÍSTICAS  
SOCIODEMOGRÁFICAS Y ECONÓMICAS DE LOS HOGARES 
RURALES DE MÉXICO: 2002-2007*

Fabiola Rivera Ramírez** 

Arturo Contreras Corral***

Introducción

La población rural de México es muy diversa. Y esta diversidad atiende a 
las características propias de las diferentes regiones que conforman el país. 
En el norte se ubican los grandes productores agropecuarios, cuya produc-
ción se destina a la venta local, nacional o a la exportación, mientras que en 
el sur viven los pequeños productores, cuyos productos son prácticamente 
para autoconsumo. Como consecuencia de estas diferencias, los problemas 
que enfrentan los hogares rurales son distintos en cada zona, y para identi-
�carlos es necesario elaborar un diagnóstico tanto de las condiciones de la 
localidad como de los mismos hogares.

En el capítulo anterior se realizó un análisis a nivel comunidad, toman-
do como base la Encuesta Comunitaria de la Encuesta Nacional a Hogares 
Rurales de México (enhrum). En este capítulo se estudian los cambios que 
han experimentado los hogares rurales entre 2002 y 2007, en cuanto a sus 
características sociodemográ�cas y económicas, también con base en la 
Encuesta a Hogares de la enhrum.1 En el análisis se utilizan diferencias de 
medias y grá�cas, en los ámbitos nacional y regional. La información que 

* Agradecemos los valiosos comentarios de María de los Ángeles Chávez Alvarado y Anto-
nio Yúnez Naude a este capítulo, y a Justin Kagin y Marcus Böhme por sus contribuciones 
a la creación de algunas variables.

** Desarrollo y Alimentación Sustentable, A.C.
*** El Colegio de México.
1 La enhrum es una encuesta representativa a nivel nacional de los hogares rurales de Mé-

xico. El diseño muestral lo realizó el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi).
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se recaba en este capítulo, al igual que en el anterior, permitirá presentar un 
panorama amplio de las características del medio rural mexicano.

Como ya se dijo, la Encuesta a Hogares contiene una amplia variedad 
de información que permite conocer, entre otras, las características de los 
hogares rurales y las de sus miembros. Con base en esta información se 
conoce la escolaridad del jefe del hogar y del resto de los miembros que 
lo integran, sus edades y también si el jefe habla alguna lengua indígena. 
Asimismo, se identi�can las diferentes fuentes de ingreso y su importancia 
en el ingreso total del hogar, así como el valor de los activos que poseen, 
la cantidad de ahorro y el crédito que recibieron en el periodo analizado, 
entre otras variables. Todo ello permitirá construir una visión general de 
las características socioeconómicas de los hogares.

En 2002 se encuestó a 1 765 hogares rurales y en 2007 se pudo dar 
seguimiento a 1 543, debido a que algunos de los hogares que se encues-
taron en 2002 emigraron y otros hogares se disolvieron. Para poder com-
parar los mismos hogares en las dos rondas de la enhrum la muestra de 
2002 se cortó a 1 543 hogares. Éstos se encontraban distribuidos en cinco 
regiones a lo largo del país: región uno o sur-sureste; región dos o centro; 
región tres o centro-occidente; región cuatro o noroeste y región cinco 
o noreste.2

Este trabajo contribuye al análisis de los hogares rurales en México y 
permite dar continuidad a estudios como el de Yúnez y Taylor (2001), 
quienes hacen un análisis de las comunidades pertenecientes a cuatro es-
tados localizados en las diferentes regiones de México (Coahuila, Puebla, 
Jalisco y Michoacán) y dan a conocer conclusiones relevantes sobre los 
hogares rurales; por ejemplo, la importancia del impacto de la educación 
en el ingreso.

Este capítulo se divide en siete secciones. En la primera parte se pre-
senta un análisis de estadística descriptiva de las características sociode-
mográ�cas de los hogares rurales. En la segunda sección se examinan las 
diferencias que hubo en cinco años respecto de cómo las diversas fuentes 
de ingreso conforman el ingreso total de cada hogar, y la tercera presenta 

2 La región uno incluye los estados de Oaxaca, Veracruz y Yucatán; la región dos incluye 
el Estado de México y Puebla; la región tres incluye Guanajuato, Nayarit y Zacatecas; la 
región cuatro incluye Baja California, Sonora y Sinaloa, y la región cinco incluye Chi-
huahua, Durango y Tamaulipas.
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el gasto del hogar y sus componentes. La cuarta sección analiza los sectores 
de empleo en los que se ocupan los miembros del hogar. La quinta parte 
describe las diferencias en la tenencia de la tierra, y la sexta se ocupa de 
otras variables relevantes para la caracterización de los hogares rurales. Fi-
nalmente, en el último apartado se presentan las conclusiones.

Características sociodemográficas

Las estadísticas descriptivas de variables sociodemográ�cas nos permiten 
conocer las características del hogar rural promedio. Las variables que se 
analizan para este propósito son las siguientes: tamaño del hogar, tasa de 
dependencia, edad del jefe del hogar, escolaridad del jefe del hogar, esco-
laridad promedio de los miembros del hogar, número de migrantes del 
hogar en Estados Unidos y en otras partes de México, y hogares cuyo jefe 
habla alguna lengua indígena. En el cuadro 2.1 se presentan los promedios 
para estas variables con base en datos de 2002 y 2007 de la enhrum. Se 
observa que en el caso del tamaño del hogar no se rechaza la hipótesis 
nula de no diferencia entre las medias. Esto se debe a que los nacimientos 
y la incorporación de nuevos miembros al hogar fueron compensados por 
decesos o migración de alguno o algunos de ellos.

La tasa de dependencia es una variable que mide la relación entre la 
población dependiente y la población económicamente activa. Esta tasa 
se calcula como la razón entre el número de niños (menores de 14 años 
de edad) más las personas de la tercera edad en el hogar (mayores de 65 
años) y los miembros entre 14 y 65 años. Cuanto mayor sea esta tasa, es 
decir, el número de niños y de personas mayores, más alto será el número de 
miembros que no están en edad de trabajar, y que dependen del sostén 
de los miembros que están en edad de hacerlo. Para esta variable existe una 
diferencia en las medias que es signi�cativa a 10%. En el cuadro 2.1 se ob-
serva que la tasa de dependencia aumentó en 2007 respecto a 2002; aunque 
este incremento fue mínimo. Al igual que en 2002, por cada niño o persona 
de la tercera edad existían dos miembros en el hogar que pertenecían a la 
población económicamente activa.
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Cuadro 2.1. Estadística descriptiva de variables sociodemográficas, 2002-2007

Variables

2002 2007 p-valor

Media

Desviación 

estándar Media

Desviación 

estándar

Diferencia  

de medias

Tamaño del hogar 4.77 2.29 4.81 2.63 0.62  

Tasa de dependencia 0.51 0.56 0.55 0.64 0.08 *

Edad del jefe del hogar 48.72 15.85 53.73 15.33 0 ***

Escolaridad del jefe  
del hogar

4.50 3.75 4.34 3.75 0.22  

Escolaridad promedio 
de los miembros  
del hogar

5.77 2.74 6.12 2.63 0 ***

Número de personas 
por hogar que migran 
a Estados Unidos

0.45 1.15 0.60 1.24 0 ***

Número de personas 
por hogar que migran a 
otras partes de México

0.81 1.54 0.56 1.14 0 ***

Jefe de familia habla 
lengua indígena

0.18 0.38 0.20 0.39 0.14  

*** significativo a 1%; ** significativo a 5%; * significativo a 10%.

Nota: la escolaridad promedio de los miembros del hogar no incluye la escolaridad del jefe de familia.

Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002 y 2007.

Las estadísticas descriptivas que se relacionan con el jefe del hogar son 
diversas. En cuanto a la edad existe una diferencia de medias que es sig-
ni�cativa a 1%, ya que la edad promedio varía en 5 años, que es el tiempo 
transcurrido entre las dos rondas de la encuesta. La escolaridad promedio 
del jefe de familia no presenta una diferencia estadísticamente signi�cativa 
entre 2002 y 2007. Éste es un resultado esperado, si se considera que tra-
dicionalmente el jefe es quien mantiene a los miembros del hogar y por lo 
tanto no ocupa su tiempo en continuar con algún tipo de estudio. Por su 
parte, la escolaridad promedio del hogar aumentó de 5.8 años en 2002 a 6.1 
en 2007, y este cambio es estadísticamente signi�cativo. No obstante este 
incremento en la escolaridad promedio del hogar, el resultado no es alen-
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tador, ya que en el periodo de análisis los miembros del hogar concluyeron, 
en promedio, únicamente la educación básica.

En el caso de la emigración se presentan diferencias estadísticamente 
signi�cativas, tanto en la emigración hacia Estados Unidos como en la 
emigración hacia otras partes de México; estos cambios ocurren en sen-
tidos opuestos. Por un lado, la emigración hacia Estados Unidos aumentó 
en 32% en 2007 con respecto a 2002. Este resultado es consistente con las 
estimaciones de Passel y Cohn (2008), quienes encuentran que el número 
de emigrantes mexicanos no autorizados en Estados Unidos aumentó de 
5.3 millones en 2002 a 7.1 millones en 2007. Por otro lado, la emigración 
hacia otras partes de México se redujo en 31%. Como se mencionó ante-
riormente, el tamaño del hogar en promedio no cambió entre 2002 y 2007, 
por lo que es posible que la disminución del número de migrantes internos 
se deba a que los miembros que emigraron hacia otras partes de México 
en 2002 hayan emigrado a Estados Unidos en 2007. Otra hipótesis rela-
cionada con lo anterior es que posiblemente las personas que emigraron a 
otras partes de México en 2002 hayan regresado a su localidad de origen y 
formen parte de otros hogares.

La variable de jefe de familia indígena no presenta cambios estadística-
mente signi�cativos, como era de esperarse, ya que los jefes del hogar son 
los mismos en los dos años y una lengua indígena es lengua materna, por 
lo que no es común que un jefe del hogar la adopte como segunda lengua.

Las variables sociodemográ�cas que se analizan también se calcularon a 
nivel regional y los resultados se presentan a continuación.

En la mayoría de las regiones los promedios de tamaño del hogar y tasa 
de dependencia eran cercanos a los promedios de la muestra total, con 
excepción de la región noreste. En esta región el promedio del tamaño del 
hogar y el de la tasa de dependencia estaban por debajo del promedio na-
cional, con valores de 3.8 y 0.45, respectivamente.

A pesar de que entre las regiones que componen al país existen importan-
tes diferencias en cuanto al ingreso, no se observan diferencias importantes 
en la escolaridad promedio entre regiones, como se muestra en la grá�ca 
2.1. La región noroeste, en la que se tenía una escolaridad promedio más 
alta comparada con el resto de las regiones, no rebasó por más de un año 
de escolaridad el promedio de la región sur-sureste, que es la que tiene el 
menor promedio de las cinco regiones.
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Gráfica 2.1. Número de años de escolaridad promedio del hogar por regiones, 2002-2007
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Fuente: enhrum 2002 y 2007.

En este estudio se utilizan de forma indistinta los conceptos “emigra-
ción internacional” y “emigración hacia Estados Unidos”, ya que la emi-
gración internacional del sector rural mexicano es básicamente hacia ese 
país. La emigración hacia otras partes de México, o nacional, se re�ere a la 
migración para vivir y trabajar fuera de la localidad de origen pero dentro 
del territorio nacional.

En las grá�cas 2.2 y 2.3 se muestra, con información de la enhrum, el 
comportamiento de la emigración rural hacia Estados Unidos y hacia otras 
partes de México, respectivamente. En cuanto a la emigración hacia Esta-
dos Unidos, la región centro-occidente, que incluye Zacatecas y Guana-
juato, es la que tuvo mayor número de emigrantes por hogar. Son estos 
dos de los estados con las mayores tasas de emigración internacional.3 Le 
sigue la región noreste, compuesta por Chihuahua y Tamaulipas, dos es-
tados fronterizos, y Durango, el estado con la cuarta tasa de emigración 
internacional más alta del país. Destaca que la región centro (Estado de 

3 Zacatecas y Guanajuato ocupan el primer y el tercer lugar nacional, respectivamente, de 
acuerdo con los datos del XII Censo General de Población y Vivienda del inegi 2000 y el 
II Conteo de Población y Vivienda 2005.
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México y Puebla), a pesar de no incluir estados con altos niveles de emi-
gración internacional, presentó de 2002 a 2007 un incremento de 60% en 
el número de emigrantes por hogar hacia Estados Unidos. Este aumento 
fue el más alto para la migración internacional en las cinco regiones en el 
periodo de referencia.

Gráfica 2.2. Número de migrantes por hogar hacia Estados Unidos, 2002-2007
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Fuente: enhrum 2002 y 2007.

Por su parte, la región sur-sureste reportó el menor número de emi-
grantes hacia Estados Unidos y el mayor número de emigrantes hacia otras 
partes de México4 (grá�ca 2.3). No obstante, de 2002 a 2007, esta región 
tuvo la mayor disminución porcentual de emigración rural nacional, junto 
con la región centro-occidente (38% y 44%, respectivamente). En esta grá�ca 
también se observa un efecto de “escalera” decreciente, ya que conforme 
se van recorriendo las regiones de sur a norte en el país, se aprecia que la 
emigración hacia otros lugares de México empieza a disminuir.

Respecto a la condición de etnicidad, los hogares en los que el jefe de 
familia habla una lengua indígena tienen un comportamiento regional 
similar al de la grá�ca 2.3, es decir, los estados del sur tienen un mayor 

4 Esto también coincide con los datos a nivel nacional del XII Censo 2000 y el II Conteo 
2005. Veracruz y Oaxaca son los estados que más presentan migración hacia otros estados 
de la República mexicana.
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porcentaje de jefes del hogar que hablan lengua indígena y éste se va re-
duciendo conforme las regiones están más al norte del país. Los datos de 
la enhrum muestran que entre 2002 y 2007, en promedio, en 59% de los 
hogares de la región sur-sureste el jefe de familia hablaba una lengua in-
dígena, mientras que en la región noreste sólo 0.6% de los hogares cubría 
esta característica.

Gráfica 2.3. Número de migrantes por hogar hacia otras partes de México, 2002-2007
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Fuente: enhrum 2002 y 2007.

Participación de las fuentes  
de ingreso en el ingreso total

Una característica fundamental de los hogares rurales de México es la di-
versi�cación del ingreso (Yúnez y Taylor, 2004), por lo que para estudiar la 
composición del ingreso de los hogares rurales se construyeron variables 
que representan las principales actividades productivas. Éstas son: agricul-
tura, ganadería, comercio de bienes y servicios, uso y venta de recursos na-
turales y trabajo asalariado, tanto fuera como dentro del campo.5 Además, 

5 El ingreso que se presenta en este capítulo es neto, es decir, las ventas y autoconsumo 
derivados de la actividad productiva menos los costos asociados a esa actividad.
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los hogares reciben ingresos de fuentes externas, tales como transferencias 
de programas gubernamentales como Procampo y Oportunidades, trans-
ferencias de otras familias de la localidad y las remesas de Estados Unidos y 
de otros lugares de México. En el cuadro 2.2 se presentan los promedios de 
los ingresos netos anuales por tipo de actividad o fuente de ingreso.

Cuadro 2.2. Estadística descriptiva del ingreso neto anual por fuente de ingreso, 2002 y 2007

Fuentes de ingreso

2002 2007 p-valor

Media

Desviación 

estándar Media

Desviación 

estándar

Diferencia  

de medias

Agricultura 6 193.87 49 588.42 3 799.60 30 181.47 0.11

Ganadería 1 687.64 15 315.84 2 802.26 21 190.79 0.09 *

Bienes y servicios 4 967.65 54 516.40 3 049.66 33 461.36 0.24

Recursos
naturales

1 604.45 6 503.06 2 360.26 15 066.15 0.03 **

Transferencias 
totales

3 668.45 8 555.26 4661.48 8 206.52 0.00 ***

Procampo 1 155.53 3 955.06 994.86 2 926.20 0.20

Oportunidades 1 257.36 3 137.15 1 391.87 2 744.65 0.21

Otras  
transferencias

1 255.57 6 957.90 2274.75 7 070.59 0.00 ***

Remesas de
Estados Unidos

6 493.38 30 040.77 6 941.51 37 352.29 0.71

Remesas de otras 
partes de México

1 159.71 5 122.17 2 432.56 18 640.97 0.01 ***

Salario del campo 6 052.10 13 550.53 6 508.74 14 526.66 0.37

Salario fuera  
del campo

17 437.53 35 297.55 15 032.45 31 606.31 0.05 **

Ingreso total 49 264.79 84 533.06 47 588.53 76 903.12 0.57  

*** significativo a 1%; ** significativo a 5%; * significativo a 10%.
Nota: las cantidades se expresan en pesos de 2002.
Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002 y 2007.

En el cuadro 2.2 se observa que cinco de las variables de ingreso tuvie-
ron cambios estadísticamente signi�cativos entre 2002 y 2007: ganadería, 
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recursos naturales, transferencias totales, las remesas de otras partes de 
México y salario fuera del campo. De las variables anteriores, todas presen-
taron incrementos reales, excepto el salario fuera del campo.

Los mayores incrementos porcentuales en los ingresos de 2007 se dieron 
en las remesas de otras partes de México. Las remesas nacionales aumenta-
ron alrededor de 109% en 2007 con una desviación estándar mayor que en 
2002; no obstante, en promedio, el número de migrantes por hogar hacia 
otras partes de México disminuyó (grá�ca 2.3). Por su parte, las remesas de 
Estados Unidos no presentaron cambios signi�cativos en 2007. El ingreso 
por otras transferencias, sin incluir Procampo ni Oportunidades, aumentó 
81%6 en 2007 respecto a 2002.

En contraste, en 2007 el ingreso agrícola disminuyó, de hecho fue la 
variable que registró la caída más drástica (-39%); sin embargo, esta di-
ferencia no fue estadísticamente signi�cativa, por lo que no se rechaza 
la hipótesis nula de igualdad de los valores promedio de la variable. Asi-
mismo, las transferencias promedio de Procampo también disminuye-
ron, aunque en menor proporción (14%), y la diferencia tampoco fue 
signi�cativa.

Entre las variables cuyas diferencias resultaron estadísticamente signi-
�cativas se encuentran los ingresos netos promedio derivados de la acti-
vidad ganadera y del aprovechamiento de recursos naturales. El primero 
tuvo un aumento de 66%, que se debió principalmente al aumento en la 
venta de animales, mientras que el segundo tipo de ingreso se incrementó 
en 55% en 2007 respecto a 2002. Por el contrario, el ingreso neto promedio 
por actividades asalariadas fuera del campo disminuyó 14% en 2007, no 
obstante haber sido la fuente de ingresos productivos que menor cambio 
porcentual tuvo. Asimismo, el salario fuera del campo fue la fuente de in-
gresos más importante para los hogares rurales, tanto en 2002 como en 
2007. En el capítulo 4 se realiza un análisis del impacto que tienen los in-
gresos no agropecuarios en la pobreza y la desigualdad.

6 A diferencia de 2002, en 2007 se incluyeron los apoyos del Programa de Atención a Adul-
tos Mayores que comenzó a operar en 2003 y del Programa de Apoyo a las Organizaciones 
Sociales Agropecuarias y Pesqueras (Prosap). Aunque ya existían algunos programas gu-
bernamentales desde 2002, en este año no se preguntó especí�camente por ellos, pero sí 
en 2007. Lo anterior explica el alto incremento porcentual en 2007 en los ingresos por este 
tipo de transferencias.
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Gráfica 2.5. Composición del ingreso de los hogares rurales, 2007
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2007.

En la siguiente sección se analizan los datos sobre el trabajo asalariado 
y por cuenta propia y se hace énfasis en la importancia de los primeros 
como fuente de empleo en los hogares rurales, ya que la mayor parte de 
los miembros del hogar realizan trabajo asalariado. La estrategia que han 
seguido los hogares rurales para diversi�car el riesgo al que se enfrentan ha 
sido recurrir a fuentes de ingreso fuera del campo, ya que no cuentan con 
seguros ni créditos que protejan y permitan continuar con la actividad 
agrícola (De Janvry y Sadoulet, 2001).

En orden de importancia, el resto de las fuentes del ingreso total es di-
ferente en 2002 y en 2007, excepto para las remesas internacionales, que 
constituyen la segunda fuente de ingresos más importante en ambos años. 
En 2002, los ingresos agrícolas también fueron relevantes y ocuparon la 
segunda posición, 13% del ingreso total, mientras que en 2007 la actividad 
agrícola pasó al cuarto lugar, con 8%. La tendencia de los hogares rurales 
a depender en mayor medida de los ingresos externos se re	eja en las grá-
�cas 2.4 y 2.5, en donde se observa que mientras los ingresos derivados de 
la agricultura (13%) y del comercio de bienes y servicios (10%) ocupaban 
los lugares segundo y cuarto en 2002, ocupan en 2007 el cuarto y quinto 
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lugares respectivamente, mientras que las transferencias totales pasan del 
quinto al tercer lugar en importancia.

Es probable que la emigración hacia Estados Unidos y las remesas ha-
yan tenido efectos en la producción agrícola, y por eso disminuyeron los 
ingresos que provenían de esta actividad; sin embargo, dicha problemática 
no se explora en este capítulo y queda abierta como tema de investigación. 
Los resultados de este tipo de estudio constituirán un aporte al conoci-
miento de los efectos de la emigración internacional. Por ejemplo, Taylor y 
López-Feldman (2010) exploran esta relación y muestran que el acceso de 
los hogares rurales a los mercados de trabajo en Estados Unidos a lo largo 
del tiempo incrementa el ingreso y la productividad de la tierra en los lu-
gares de origen. Por otro lado, en un estudio sobre China, Rozelle, Taylor 
y deBraw (1999) encuentran que el efecto directo de la migración sobre la 
productividad es negativo debido a la pérdida de mano de obra, pero al 
mismo tiempo este impacto se compensa con el acceso a capital.

El ingreso derivado de las actividades ganaderas es de los menos impor-
tantes para los hogares rurales; no obstante, destaca que la participación 
de la ganadería en el ingreso total aumentó de 4% en 2002 a 6% en 2007.

Los ingresos por actividades relacionadas con la explotación de recursos 
naturales y las remesas de otras partes de México son las fuentes que tienen 
menor importancia en el ingreso del hogar en este periodo. En 2007 am-
bas fuentes de ingreso contribuyeron con 5% del ingreso, mientras que en 
2002 el ingreso por recursos naturales representó 3% del total y las remesas 
internas 2 por ciento.

En las grá�cas 2.6 y 2.7 se presenta el análisis de la composición del 
ingreso por región para 2002 y 2007, respectivamente. En estas grá�cas se 
observa que para cada una de las regiones el ingreso más importante es el 
derivado del trabajo asalariado, ya sea en el campo o fuera de él.

Las transferencias totales tienen mayor participación en el ingreso total 
de la región sur-sureste, en comparación con el resto, ya que fue de 13% en 
2002 y de alrededor de 21% en 2007. Además, en 2007 esta fuente de ingre-
sos fue la segunda más importante para los hogares de esta región, después 
del trabajo asalariado fuera del campo. Lo anterior re	eja que los hogares del 
sur-sureste rural, que son los de menores ingresos, dependen fuertemente 
de las transferencias totales, las cuales incluyen apoyos del gobierno, mien-
tras que para el resto de las regiones la dependencia es menor. En el capítulo 
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16 de este libro se evalúa el impacto del programa Oportunidades sobre la 
producción y los ingresos de los hogares de la región sur-sureste, mientras 
que en el capítulo 5 se analiza el efecto de las transferencias de Oportunida-
des y Procampo en la pobreza y la desigualdad en cada una de las regiones 
rurales del país (en ambos estudios se parte de los datos obtenidos por la 
enhrum).

Gráfica 2.6. Composición del ingreso de los hogares rurales por región, 2002
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002.
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Gráfica 2.7. Composición del ingreso de los hogares rurales por región, 2007
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2007.

En 2002 el ingreso derivado del comercio de bienes y servicios fue el 
segundo más importante para las regiones sur-sureste y noreste, mientras 
que en 2007 esta fuente se redujo drásticamente en la primera región, pa-
sando a la séptima posición, y a la tercera en la segunda región.

Las remesas guardan una estrecha relación con los resultados de migra-
ción presentados en la sección anterior. En el caso de las remesas de otras 
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partes de México, éstas tienen mayor participación en la región centro (la 
segunda con el mayor número de migrantes nacionales en 2002 y la pri-
mera en 2007) en los dos años de la encuesta, y una participación mínima 
en las regiones noroeste (0.6%) y noreste (0.3%). En el caso de las remesas 
provenientes de Estados Unidos, las regiones noreste, centro y centro-occi-
dente tuvieron las participaciones más grandes de este componente en 2002, 
y fueron las que contaron con mayor número de migrantes hacia Estados 
Unidos. En 2007, las remesas de Estados Unidos fueron el segundo com-
ponente del ingreso en la región centro-occidente (la región con mayor 
número de emigrantes en ese año), después del salario fuera del campo, 
con una participación de 22%. En las regiones sur-sureste, centro-occiden-
te y noreste se presentó un incremento en la contribución de las remesas de 
Estados Unidos al ingreso neto total en 2007 respecto de 2002.

Para entrar en detalle acerca de las diferencias en los ingresos por reme-
sas que existen entre regiones, en el capítulo 6 se presentan las estimaciones 
del efecto que tienen tanto las remesas internas como las internacionales 
sobre la desigualdad y la pobreza de los hogares rurales, utilizando datos 
de la enhrum 2002.

En los dos años de análisis, los ingresos agrícolas resultaron más impor-
tantes para la región noroeste que para el resto de las regiones, mientras que 
la actividad pecuaria tuvo mayor importancia en la región noreste en 2002 y 
en la noroeste en 2007, con un cambio dramático en esta última, ya que con-
tribuyó al ingreso total con 2% en el primer año y con 12% en el segundo.

En el aspecto geográ�co, la región sur-sureste se caracteriza por la ri-
queza y variedad de sus recursos naturales, así como por el aprovecha-
miento de éstos de manera intensiva. El ingreso por recursos naturales en 
esta región fue de 12% en 2002 y de 10% en 2007. Esta caída se debe, pro-
bablemente, a que los hogares dejaron de aprovechar algunos recursos por 
dos razones principales: falta de mano de obra disponible en el hogar para 
aprovechar el recurso y disminución en la disponibilidad del recurso.

El gasto y sus componentes

Entre las variables más utilizadas para medir el bienestar de un hogar se 
encuentran el ingreso y el gasto. Los componentes del gasto de los hogares 
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rurales se construyeron con base en la clasi�cación de gasto corriente mo-
netario que utiliza el inegi en la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos 
de los Hogares (enigh) de 2008. Los componentes que se incluyen son 
los siguientes: i) alimentos y bebidas;7 ii) vestido y calzado; iii) vivienda y 
servicios de conservación, energía eléctrica y combustibles; iv) artículos 
y servicios de limpieza, cuidados de la casa, enseres domésticos y muebles, 
cristalería, utensilios domésticos y blancos; v) cuidados de salud; vi) trans-
porte y comunicaciones; vii) servicios de educación y artículos educativos; 
viii) artículos de esparcimiento y otros gastos de esparcimiento, y ix) trans-
ferencias de gasto.8

En el cuadro 2.3 se muestra que seis de las nueve categorías y el gasto 
total tuvieron cambios estadísticamente signi�cativos en 2007 con respecto 
a 2002.

Las transferencias de gasto es el rubro que tuvo el cambio porcentual 
más alto entre los dos años de análisis, ya que se redujo en 80%; no obstan-
te, su magnitud es menor, así que este componente no es tan relevante en 
el gasto de los hogares. 

El gasto en servicios de educación y artículos educativos se incrementó 
en 58%, aunque el grado de escolaridad promedio del hogar no se amplió de 
acuerdo con el cuadro 2.1 (pasó de 5.77 años en 2002 a 6.12 años en 2007).

En el futuro se podría explorar cuáles son los efectos del gasto en educa-
ción en el número de años de escolaridad de los miembros del hogar, si hay 
un efecto diferenciado entre hombres y mujeres, y cuáles son los factores 
que determinan que se gaste más en este rubro.

El gasto en alimentos y bebidas tuvo un incremento de 50%, lo cual es 
estadísticamente signi�cativo en 2007 respecto a 2002, mientras que el gas-
to en vestido y calzado disminuyó signi�cativamente en 11%. Este último 
es muy bajo, ya que los hogares en el sector rural dedicaron en promedio 
alrededor de 187 pesos mensuales en 2002 y 166 pesos mensuales en 2007 

7 De la clasi�cación original se excluye el gasto en tabaco porque las preguntas de la enhrum 
hacen referencia a cuánto gastaron los hogares en “el mandado” y es poco probable que los 
hogares incluyan el gasto en tabaco al responder esta pregunta.

8 El inegi se re�ere por transferencias de gasto a aquellos gastos no de consumo de los 
hogares y que tienden a ser pequeños. Como ejemplos se tienen las indemnizaciones pa-
gadas a terceros, la ayuda en dinero a parientes y personas ajenas al hogar y las contribu-
ciones a instituciones bené�cas en dinero, y al pago de servicios del sector público.
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a esta categoría, lo que revela así que el gasto en vestido y calzado no nece-
sariamente está dentro de sus prioridades.

Cuadro 2.3. Estadística descriptiva del gasto, 2002 y 2007

Variables

2002 2007 p-valor

Media

Desviación 

estándar Media

Desviación 

estándar

Diferencia  

de medias

Alimentos  
y bebidas

21 264.89 18 148.25 31 996.03 32 311.98 0.00 ***

Vestido y calzado 2 247.73 3 204.07 1 989.33 2 546.39 0.01 **

Vivienda y servicios 
de conservación, 
energía eléctrica  
y combustibles

3 424.54 3 259.38 4 570.30 5 688.74 0.00 ***

Artículos y servicios 
de limpieza, cuida-
dos de la casa, en-
seres domésticos y 
muebles, cristalería, 
utensilios domésti-
cos y blancos

1 101.93 2 711.69 963.53 2 397.34 0.13

Cuidados  
de la salud

2 413.86 6 431.9 2 580.71 8 848.99 0.55

Transporte  
y comunicaciones

6 741.93 14 435.42 8 120.20 17 096.09 0.02 **

Servicios de  
educación y  
artículos educativos

3 611.94 6 413.803 5 703.44 10 409.99 0.00 ***

Artículos  
de esparcimiento  
y otros gastos de 
esparcimiento

1 361.65 3 689.8 1 544.71 4 225.48 0.2

Transferencias  
de gasto

464.12 2 134.74 88.70 904.12 0.00 ***

Gasto total 42 632.59 35 984.36 57 556.95 48 210.04 0.00 ***

*** significativo a 1%; ** significativo a 5%; * significativo a 10%.
Nota: las cantidades se expresan en pesos de 2002.
Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002 y 2007.
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Los gastos promedio en vivienda y servicios de conservación, energía 
eléctrica y combustibles, y en transporte y comunicaciones aumentaron 
signi�cativamente de 2002 a 2007 en 33 y 20%, respectivamente.

Entre los componentes del gasto cuyas diferencias no fueron signi�ca-
tivas, y que por lo tanto se rechaza la hipótesis nula de diferencia en las 
medias de los dos años, se encuentra el gasto en salud, el gasto en artículos 
y servicios para el cuidado de la casa y el gasto en esparcimiento. 

El incremento estadísticamente signi�cativo en los componentes más 
importantes del gasto total de los hogares se re	eja en el incremento de 
35% del mismo. 

Aunque hubo un aumento en varios de los componentes, la participa-
ción de éstos en el gasto total no presenta grandes cambios entre 2002 y 
2007, como se observa en las grá�cas 2.8 y 2.9. Éstas muestran cómo los 
gastos en alimentos y bebidas son los más importantes en los dos años 
de análisis, ya que representan 50% y 56% del gasto total en 2002 y 2007, 
respectivamente. Los porcentajes re	ejan el valor del coe�ciente de Engel 
en ambos años, que es un indicador del nivel de vida. La participación 
del gasto en alimentos y bebidas de los hogares del sector rural en total es 
alta, debido a que los ingresos que reciben los hogares rurales son bajos 
en promedio, y la prioridad de hogares con ingresos bajos es cubrir sus 
necesidades básicas.

El gasto que ocupa el segundo lugar en importancia es transporte y co-
municaciones, con 16% y 14% de participación en 2002 y 2007, respecti-
vamente. La estadística muestra que los hogares podrían estar enfrentando 
altos costos de transacción debido a la distancia que existe entre las loca-
lidades de la enhrum y los principales centros con los que éstas tienen 
intercambio de bienes y servicios.

El gasto en educación fue el tercero más importante en los dos años 
de análisis, con una participación de 8 y 10% en el gasto total en 2002 y 
2007, respectivamente. Lo anterior sugiere que la educación está entre las 
prioridades de los hogares, pero primero tienen que cubrir las necesidades 
de alimentación, que son las básicas, así como los gastos de transporte, los 
cuales les permiten desarrollar sus actividades productivas.
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Gráfica 2.8. Composición del gasto de los hogares rurales, 2002
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002.

Gráfica 2.9. Composición del gasto de los hogares rurales, 2007
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Los porcentajes que se presentan en las grá�ca 2.9 tienen algunas simi-
litudes con los porcentajes que se obtienen al usar datos de la enigh 2008 
para el sector rural. La enigh reporta que 42% del gasto de estos hogares 
se destina a alimentos; 6% a vestido y calzado; 17% a transporte y comu-
nicaciones, y 8% a educación; mientras que con datos de la enhrum las 
participaciones en el gasto total de estos rubros en 2007 representan 56%, 

3%, 14% y 10%, respectivamente.
En contraste con las grá�cas 2.6 y 2.7, en donde se observan diferencias 

marcadas entre los componentes del ingreso en las distintas regiones, las 
grá�cas 2.10 y 2.11, que presentan la composición del gasto por región, no 
muestran diferencias importantes.

El gasto en alimentos se incrementó de 2002 a 2007 en todas las re-
giones. El resto de los componentes, excepto el de educación, disminuye-
ron ligeramente en la mayor parte de ellas. El peso del gasto en educación 
aumentó en todas las regiones, excepto en la sur-sureste. No obstante, es 
importante señalar que en esta región, la de menores ingresos, los gastos en 
educación ocupan el segundo lugar en importancia en ambos años.

Con base en los datos anteriores, surge la siguiente pregunta: ¿cuáles 
son las razones por las que la inversión en educación no se ve traducida en 
mayor escolaridad y, a su vez, en mayores ingresos? Queda una interrogan-
te abierta para futuras investigaciones.

Las observaciones anteriores indican que, aunque entre regiones hubo 
diferencia en la composición de los ingresos, las necesidades de los hogares 
rurales eran relativamente homogéneas y, por lo mismo, la distribución de 
su gasto fue similar.

Para concluir con el análisis sobre la relación entre ingreso y gasto, la 
grá�ca 2.12 presenta el ingreso neto promedio y el gasto promedio en 2002 
y 2007 en cada una de las regiones del país.

Como se mencionó anteriormente, el gasto (consumo) y el ingreso son 
las variables que se utilizan con más frecuencia para medir el bienestar de 
los hogares. El consumo es el indicador para realizar estudios aplicados 
porque el ingreso es muy variable, en particular para los hogares pobres 
(Ravallion, 1992).
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Gráfica 2.10. Composición del gasto de los hogares rurales por región, 2002
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002.

En la grá�ca 2.12 se observa que el ingreso y el gasto promedio de los 
hogares rurales para cada una de las regiones tiene una magnitud seme-
jante, aunque para la mayoría de éstas el primero es ligeramente mayor, 
ya que es frecuente que las personas encuestadas tiendan a subestimar sus 
ingresos y a sobrestimar sus gastos.
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Gráfica 2.11. Composición del gasto de los hogares rurales por región, 2007
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2007.

Las diferencias de los ingresos y gastos entre las cinco regiones mues-
tran las grandes desigualdades que hay en el sector rural mexicano. Los 
ingresos y gastos promedio más bajos se localizan en la región sur-sureste 
y los más altos en la región noroeste. En la grá�ca 2.12 se observa que los 
ingresos y los gastos promedio aumentan cuanto más al norte del país se 
ubican las regiones. De hecho, el ingreso de la región sur-sureste representa 
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43% del de la región noroeste. Esta última es la que tiene mayores ingresos 
y gastos en promedio, aunque fue la única que en 2007 presentó una dis-
minución en su ingreso total promedio (-29%) y el menor incremento en 
el gasto promedio (18%), mientras que la región sur-sureste tuvo el mayor 
incremento porcentual en el ingreso y en el gasto promedio (23% y 67%, 
respectivamente).

Gráfica 2.12. Ingreso y gasto por hogar y región, promedio 2002-2007
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002 y 2007.

Sectores de empleo

En la enhrum se consideran dos sectores: trabajo en el campo y trabajo fue-
ra de éste.9 Asimismo se incluyen dos modalidades de trabajo: asalariado 
y por cuenta propia. En este apartado se contabiliza el número de miembros 
del hogar que hay en las cuatro combinaciones de sector y de modalidad de 
trabajo: asalariado que trabaja en el campo; asalariado que trabaja fuera del 

9 Excluye a los miembros del hogar que son emigrantes tanto en Estados Unidos como en el 
resto de México.
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campo; que trabaja por cuenta propia en el campo y que trabaja por cuenta 
propia fuera del campo.

El cuadro 2.4 muestra que el número promedio de miembros del hogar 
que participa en actividades asalariadas, tanto en el campo como fuera de 
él, presenta cambios estadísticamente signi�cativos de 2002 a 2007. Por 
una parte, el número promedio de miembros del hogar que realizó trabajo 
asalariado en el campo se incrementó; mientras que el número promedio 
de miembros del hogar que realizó trabajo asalariado fuera del campo dis-
minuyó. No obstante, tanto en 2002 como en 2007 esta última clasi�cación 
es en la que quedó incluido mayor número de miembros del hogar. De 
hecho, los ingresos que los hogares obtienen por esta actividad son preci-
samente los que contribuyen mayormente al ingreso total de los hogares 
rurales (grá�cas 2.4 y 2.5).

Cuadro 2.4. Estadística descriptiva del número de miembros  

del hogar por sector de empleo, 2002 y 2007

Variables

2002 2007 p-valor

Media

Desviación 

estándar Media

Desviación 

estándar

Diferencia  

de medias

Número de miembros 
que realizan trabajo  
asalariado en el campo

0.28 0.45 0.35 0.48 0 ***

Número de miembros 
que realizan trabajo  
asalariado fuera  
del campo

0.5 0.5 0.4 0.49 0 ***

Número de miembros 
que trabajan por cuenta 
propia en el campo

0.3 0.46 0.31 0.46 0.39  

Número de miembros 
que trabajan por cuenta 
propia fuera del campo

0.13 0.34 0.14 0.35 0.75  

*** significativo a 1%; ** significativo a 5%; * significativo a 10%.
Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002 y 2007.
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En las grá�cas 2.13 y 2.14 se presenta la proporción de trabajadores del 
sector rural en cada sector de empleo.

En estas grá�cas se puede observar que el orden de importancia de 
los sectores en los que trabajan los miembros de los hogares rurales se 
mantuvo de 2002 a 2007. En primer lugar, el sector de trabajo asalariado 
fuera del campo es en el que hubo mayor participación por parte de los 
miembros de los hogares rurales, seguido por el sector de trabajo por 
cuenta propia en el campo. El tercer lugar lo ocupa el sector asalariado 
en el campo y, el último, el sector de trabajo por cuenta propia fuera del 
campo. Si bien la participación de los miembros de los hogares rurales 
en actividades asalariadas fuera del campo se redujo en 9 puntos porcen-
tuales en 2007, el orden de importancia de las actividades se mantuvo.

Gráfica 2.13. Composición del empleo en los hogares rurales, 2002 (porcentaje de miembros del hogar)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002.

La participación de los miembros del hogar en actividades tanto fuera 
como dentro del campo son muy parecidas. En 2002, 51% de los miem-
bros de los hogares participaron en actividades fuera del campo, mientras 
que 49% lo hicieron en actividades en el campo. En 2007, la proporción de 
miembros que trabajó en actividades fuera del campo disminuyó a 43% y 
el porcentaje de los que participaron en actividades en el campo aumentó 
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a 57%. Por otro lado, si comparamos la proporción de trabajadores asala-
riados con la proporción de trabajadores por cuenta propia, observamos 
grandes diferencias. En 2002, 65% de los trabajadores eran asalariados 
contra 35% que trabajaron por cuenta propia, mientras que en 2007 esta 
proporción fue de 61% y 39%, respectivamente. Lo anterior muestra que 
las actividades que se realizaron por cuenta propia son menos importantes 
que las asalariadas, debido probablemente a la falta de su�cientes ingresos 
para invertir en un negocio, al riesgo que tiene la actividad agrícola y a 
la falta de seguros y servicios �nancieros que les permitan manejar ese 
riesgo.

A nivel regional se encontró que 28% de la fuerza laboral rural total 
corresponde a la región centro, mientras que sólo 11% corresponde a la 
región noreste. A diferencia del resto de las regiones, la noroeste y la cen-
tro-occidente son las que tienen mayores proporciones de fuerza laboral 
que trabajan por un salario en el campo. Después de la región centro, las 
ubicadas en el sur-sureste y en el centro-occidente destacan por la pro-
porción de mano de obra que se dedica al trabajo por cuenta propia en el 
campo y al trabajo por cuenta propia fuera del campo, respectivamente.

Gráfica 2.14. Composición del empleo en los hogares rurales, 2007 (porcentaje de miembros del hogar)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2007.



84 FA B I O L A  R I V E R A  R A M Í R E Z  /  A R T U R O  C O N T R E R A S  C O R R A L

Tenencia de la tierra

Aunque el ingreso derivado del trabajo por cuenta propia en el campo no 
es el más importante (ocupa el segundo y cuarto lugar en 2002 y 2007 res-
pectivamente), sí lo es la mano de obra que se destina a este tipo de acti-
vidad, ya que ocupa el segundo lugar en importancia después del trabajo 
asalariado fuera del campo. Por lo anterior, resulta fundamental conocer 
las características de la propiedad de la tierra en el medio rural mexicano.

En el cuadro 2.5 se presentan las estadísticas descriptivas de tres va-
riables relacionadas con la propiedad de la tierra de los hogares rurales. 
Estas variables son las siguientes: número de parcelas que el hogar tiene en 
propiedad, super�cie total de las parcelas que posee cada hogar y número 
de parcelas inscritas en el Programa de Certi�cación de Derechos Ejida-
les y Titulación de Solares Urbanos (Procede). La inclusión de esta última 
variable tiene que ver con que Procede, de acuerdo con la Secretaría de 
la Reforma Agraria (sra), ha sido el programa más trascendente para el 
campo después del reparto agrario (para un análisis más detallado de este 
programa véase el capítulo 14).

 
Cuadro 2.5. Estadística descriptiva de variables relacionadas con la tierra, 2002 y 2007

Variables

2002 2007 p-valor

Media

Desviación 

estándar Media

Desviación 

estándar

Diferencia  

de medias

Número de parcelas 
propias

0.69 1.03 0.83 1.18 0.00 ***

Superficie de parcelas 
propias (hectáreas)

4.34 23.62 5.23 26.87 0.33

Parcelas con Procede 0.38 0.80 0.43 0.94 0.09 *

*** significativo a 1%; ** significativo a 5%; * significativo a 10%.
Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002 y 2007.

En 2002, 43% de los hogares contaba con tierra propia, porcentaje que au-
mentó a 48% en 2007. La prueba de diferencia de medias indica que tanto 
el número de parcelas propias por hogar, como las parcelas inscritas en el 
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Procede aumentaron de manera estadísticamente signi�cativa, 20% y 14%, 
respectivamente. En contraste, la super�cie que posee el hogar no presenta 
un cambio estadísticamente signi�cativo. Esto indica que aunque los ho-
gares adquirieron en promedio más parcelas, su super�cie no fue mayor 
y la certi�cación no creció al mismo ritmo que el número de parcelas en 
posesión del hogar.

Gráfica 2.15. Número de parcelas propias e inscritas en el Procede por región, 2002-2007
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Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2002 y 2007.

En la grá�ca 2.15 se presenta la distribución de la tenencia de la tie-
rra por región y la inscripción en el Procede. Se observa que las regiones 
sur-sureste y centro cuentan con el mayor número de parcelas propias. 
Asimismo, estas dos regiones tenían 60% del total de parcelas en 2007 y 
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son las únicas regiones en las que los hogares tienen, en promedio, más 
de una parcela. Sin embargo, el porcentaje de parcelas inscritas en Pro-
cede fue de 43% para la región sur-sureste y de 49% para la región centro, 
mientras que 67% de las parcelas de la región centro-occidente fueron 
certi�cadas.

Del análisis a nivel regional se concluye que no hay una relación pro-
porcional entre la cantidad de parcelas que posee el hogar y el ingreso prove-
niente de actividades agrícolas. No obstante que la región sur-sureste posee 
el mayor número de parcelas, es la que tiene los menores ingresos agrícolas; 
mientras que la región noroeste es la que tiene el mayor ingreso por esta 
fuente. Por otro lado, la super�cie promedio por hogar en la región no-
roeste es similar a la super�cie de la región sur-sureste, por lo que se in�ere 
que las diferencias del ingreso agrícola entre regiones podrían deberse a 
diferencias en la productividad.

Otras variables relevantes  
para la caracterización de los hogares rurales

Para complementar el análisis en torno de las características económicas 
de los hogares rurales, en este apartado se estudian las particularidades de 
la vivienda y el uso de crédito.

Las características de la vivienda del hogar se suman en un solo núme-
ro mediante un índice que se construye a partir del método de análisis de 
componentes principales. Las características de la vivienda que se inclu-
yen en el índice son las siguientes: material de las paredes, material del 
techo, tipo de baño, tipo de combustible que se usa en la cocina; si ésta 
es independiente, hay agua entubada, tiene ventanas, cuenta con drenaje, 
hay luz eléctrica, el hogar tiene teléfono �jo, y cuenta con refrigerador. 
Entre mayor sea el valor del índice, mejores son las condiciones de la vi-
vienda. La prueba de diferencia de medias de esta variable indica que las 
condiciones de las viviendas no se modi�caron entre 2002 y 2007. Este 
resultado es el esperado, ya que una vez establecido el hogar, y puesto 
que el ingreso neto total no muestra un aumento estadísticamente signi-
�cativo, resulta difícil que las características que se acaban de mencionar 
hayan cambiado. Uno de los nuevos enfoques para medir pobreza es el 
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enfoque multidimensional. Éste incluye diferentes indicadores relaciona-
dos con las condiciones de vida de un hogar (véase el capítulo 3), y entre 
los indicadores se encuentran las características de las viviendas de los 
hogares rurales.

El análisis de este índice a nivel región coincide con varios de los re-
sultados de las secciones anteriores. La región sur-sureste, que cuenta con 
menores ingresos y gastos en vivienda, es la que tiene en promedio el ín-
dice más bajo. En contraparte, la región noroeste es la de mayores ingresos 
totales y también la que tiene el índice de vivienda más elevado.

Para conocer el uso de servicios �nancieros que hacen los hogares rura-
les se analizó la variable crédito. Ésta indica si el hogar obtuvo un préstamo 
o crédito de una institución bancaria, de un negocio o de otras personas. 
La �nalidad es saber cuántos hogares hacen uso de estos servicios en caso 
de no poder solventar sus gastos.

La prueba de diferencia de medias indica que hubo un cambio estadís-
ticamente signi�cativo en el número de hogares que obtuvieron crédito, 
aunque este cambio fue de poca magnitud. En promedio, el número de 
hogares que utilizó este servicio pasó de 19% en 2002 a 21% en 2007.

El análisis por región muestra que no hay diferencias tan drásticas en 
cuanto al número de hogares que hicieron uso de un crédito. En promedio, 
entre 2002 y 2007, el porcentaje de hogares que contó con un crédito en la 
región sur-sureste fue de 18%, mientras que el de la región noroeste fue de 
24%. Cabe señalar que en el mismo periodo, en la región noreste en pro-
medio sólo 13% de los hogares hizo uso de un crédito, porcentaje menor al 
de la región sur-sureste. Sin embargo, existen diferencias importantes en el 
monto de los créditos. Mientras que, en promedio entre 2002 y 2007, en la 
región sur-sureste éste no llegó a los 1 000 pesos, en el resto de las regiones 
estuvo por arriba de los 2 000 pesos y en la región noroeste, en particular, 
fue de 6 000 pesos. Estos resultados dan muestra del círculo vicioso en el 
que están inmersos los hogares con menores ingresos, ya que ingresos ba-
jos se traducen en menor capacidad para adquirir activos y pocas posibili-
dades de obtener un crédito.
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Conclusiones

No obstante que éste es un capítulo descriptivo, en él se da cuenta de los 
cambios que han experimentado la economía y la sociedad rural de México. 
Para lo anterior, los datos que proporcionan las dos rondas de la enhrum 
resultan fundamentales, además del hecho de que son las únicas encues-
tas dirigidas a este análisis. El estudio tuvo como objetivo caracterizar los 
hogares rurales mexicanos mediante el análisis grá�co y de diferencia de 
medias. No hay duda de que las diferencias o similitudes que hay entre 
los promedios de las diferentes variables y entre las regiones despertarán 
interés por indagar con mayor profundidad en el porqué de los resultados.

Con base en la Encuesta a Hogares de las dos rondas de la enhrum 
se hizo un análisis socioeconómico completo de los hogares rurales de 
México. En estas rondas se incluyen dos o tres estados de cada una de las 
regiones del país. Algunas de las estadísticas que se calcularon con los da-
tos de esta encuesta son similares a las derivadas de encuestas representati-
vas a nivel nacional, tales como la enigh.

En cuanto a los resultados obtenidos destaca el bajo nivel educativo de 
los hogares rurales. La escolaridad promedio de los miembros del hogar 
rural sólo alcanza la educación básica. En 2007 se presentó un aumento 
de 0.35 años respecto a 2002 en cuanto al número de años de escolaridad.

Otro resultado relevante es el cambio en el patrón de migración. En 
2007, el número promedio de emigrantes por hogar hacia Estados Unidos 
aumentó, mientras que la emigración hacia otras partes de México dis-
minuyó. En contraste, las remesas internacionales no tuvieron cambios 
signi�cativos, mientras que las remesas nacionales en promedio aumenta-
ron más de 100%, lo que muestra que este tipo de emigrantes aumentó el 
monto de los envíos. Con los datos de la siguiente ronda de la enhrum, que 
recoge información de 2010 y que aún está en proceso de análisis, se podrá 
ver el comportamiento tanto de la migración como de las remesas después 
de la última crisis económica que se dio en Estados Unidos.

Los ingresos provenientes de la ganadería, la extracción de recursos na-
turales y las transferencias totales registraron incrementos en 2007. De és-
tos, el ingreso por la actividad ganadera tuvo el segundo mayor incremento 
porcentual después de las remesas nacionales. Por otra parte, el salario fue-
ra del campo presentó una disminución de 14% en 2007, mientras que el 
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resto de las fuentes de ingreso y el ingreso total no presentaron cambios es-
tadísticamente signi�cativos. Aunque el ingreso por salarios fuera del cam-
po sufrió una caída en 2007, en los dos años que se analizaron y en todas las 
regiones, fue el más importante. Esta caída se explica por la disminución 
en el número promedio de miembros del hogar que se dedicaron a este 
tipo de actividades. No obstante, el trabajo asalariado fuera del campo es 
la actividad en la que más se emplean los miembros de los hogares rurales.

El gasto que los hogares rurales realizan en alimentos y bebidas respecto 
a su gasto total nos da el valor del coe�ciente de Engel, que es un indicador 
del nivel de vida. En los hogares rurales de México el gasto en este rubro 
es el que tiene la mayor participación en el gasto total y presentó un incre-
mento en 2007. Lo anterior indica que el nivel de vida de los hogares rura-
les disminuyó, por lo que sería relevante conocer la dinámica de la pobreza 
con base en los datos de las dos rondas de la enhrum.

Por otra parte, resulta interesante que el gasto en educación que ha-
cen los hogares rurales haya sido el tercero en importancia y presentó 
un aumento estadísticamente signi�cativo de 2002 a 2007. Aun así, esto 
no se vio re	ejado en un aumento relevante en el grado de escolaridad, 
por lo que es necesario analizar las causas de esta situación con mayor 
profundidad.

A pesar de que el ingreso agrícola no presentó cambios, sí se observa 
un aumento signi�cativo en el número de parcelas por hogar, aunque no 
en la super�cie total. Otro dato relevante es que la super�cie promedio 
por hogar en la región noroeste es similar a la de la región sur-sureste, 
lo que podría indicar que hay problemas de productividad en la primera 
región. Todo lo anterior demuestra que es necesario proponer políticas al 
sector agrícola que sean integrales, ya que el incremento de la tenencia de 
la tierra no es su�ciente para mejorar los ingresos agrícolas de los hogares 
rurales.

Una de las conclusiones más relevantes de este capítulo tiene que ver 
con los contrastes entre el norte y el sur de México, en particular entre 
las regiones noroeste y sur-sureste, que presentan los dos extremos de 
los valores de la mayoría de las variables analizadas. Los hogares de la 
región sur-sureste tienen los niveles de escolaridad más bajos, en general 
son parte de comunidades indígenas con una alta dependencia de los in-
gresos por transferencias del gobierno y de otras familias y un número 
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importante de los miembros del hogar que se dedica a realizar actividades 
agrícolas por cuenta propia. Sin embargo, el ingreso agrícola de los hoga-
res de esta región es de los menos relevantes. Ahora bien, debido a que su 
ingreso total es muy bajo, los créditos a los que acceden también lo son. 
Los hogares del sur-sureste tienen las peores condiciones en su vivienda 
de acuerdo con el índice de vivienda calculado en la última sección de 
este capítulo.

Los hogares de la región noroeste, por otro lado, cuentan con los ma-
yores niveles de escolaridad del país, tienen un bajo porcentaje de jefes del 
hogar indígenas; de entre todas las regiones del país, son los que menos 
dependen de las transferencias, ya que éstas representan entre 6 y 7% de su 
ingreso, y de entre todas las regiones es la que tiene mayor participación 
del ingreso agrícola en el ingreso total. Asimismo, estos hogares son los 
que más dependen del ingreso asalariado fuera del campo, debido a que 
tienen un mayor número de miembros que trabajan en este sector. Tam-
bién tienen los mayores índices de vivienda y reciben los mayores montos 
de crédito.

El resto de las regiones se encuentra entre los dos extremos, pero lo 
que resulta claro en el análisis grá�co es que, conforme se avanza hacia las 
regiones del norte, las condiciones socioeconómicas empiezan a mejorar. 
Asimismo, la importancia de los ingresos por salarios va aumentando en 
el mismo sentido.

La región centro se caracteriza por tener mayor número de emigran-
tes nacionales que el resto de las regiones y, en consecuencia, las remesas 
que éstos envían tienen mayor peso en el ingreso total de los hogares. Las 
regiones centro, centro-occidente y noreste tienen las remesas de Estados 
Unidos como segunda fuente de ingreso, después de los salarios (en el 
campo y fuera de él). Aunque en 2002 para la región noreste la segunda 
fuente de ingreso más relevante era la derivada del comercio de bienes y 
servicios.

Sin lugar a dudas, las diferentes regiones que conforman el país tienen 
características particulares y diversas, por lo que las políticas para el sector 
rural deben diseñarse tomando en cuenta esas particularidades para que 
puedan tener un impacto positivo en el bienestar de los hogares (véase 
parte v de este libro).
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3. POBREZA MULTIDIMENSIONAL EN EL MÉXICO RURAL: 
UN ENFOQUE DE CONJUNTOS DIFUSOS
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Introducción

La medición de la pobreza es una práctica habitual para la mayoría de los 
gobiernos y se ha convertido, en mayor o menor medida, en un insumo 
para la toma de decisiones y para la focalización de medidas de política 
pública. Dicha medición se realiza, en general, utilizando el enfoque tradi-
cional, es decir, un enfoque unidimensional basado en el ingreso o el gasto. 
En las últimas décadas se ha empezado a reconocer que, dado que la po-
breza es un fenómeno complejo que no puede reducirse a una dimensión 
monetaria, se debe recurrir a un enfoque multidimensional que incluya 
una variedad de indicadores referentes a las condiciones de vida de un ho-
gar o individuo (Sen, 1992; Ravallion, 1996; Atkinson, 2003; Bourguignon 
y Chakravarty, 2003).

Otra característica del enfoque tradicional es la utilización de una línea 
de pobreza que separa a los pobres de los no pobres. Este enfoque facilita 
tanto la estimación como la interpretación y divulgación de los resultados. 
Sin embargo, la pobreza es en realidad un concepto vago, y es difícil acep-
tar que una persona deja de ser pobre en el momento en que su ingreso se 
encuentra un centavo por encima de dicha línea (Qizilbash, 2006). Por lo 
tanto, se puede argumentar que la pobreza debe verse no como una caracte-

* Centro de Estudios Espinosa Yglesias.
** Centro de Investigación y Docencia Económicas.
*** Universidad de Guanajuato.
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rística que está completamente ausente o presente, sino como una función 
de membresía que nos indica el grado en que un hogar o individuo pertene-
ce al conjunto constituido por los pobres (Qizilbash, 2006; Betti et al., 2008).

En este contexto es en el que surge la medición de la pobreza al utilizar 
el enfoque de conjuntos difusos. Este enfoque es una alternativa para me-
dir la pobreza desde una perspectiva multidimensional que permite a la 
vez una caracterización gradual de pertenencia al conjunto formado por 
los hogares que poseen cierto grado de pobreza.

El objetivo principal de este capítulo es caracterizar la pobreza en el 
México rural, utilizando el enfoque de conjuntos difusos. El caso de Mé-
xico ha sido poco analizado hasta la fecha mediante este enfoque. Entre 
los estudios más relevantes se encuentran los de Morales y Morales (2008) 
y Berenger et al. (2009). Los primeros muestran que esta metodología es 
compatible con la información censal disponible para México y además 
hacen una comparación con los resultados o�ciales de marginación. Por 
su parte, Berenger et al. (2009) utilizan los datos del XII Censo General de 
Población y Vivienda para establecer una tipología de la pobreza basándo-
se en un índice de pobreza multidimensional.

El presente capítulo utiliza una base de datos original (la Encuesta Na-
cional a Hogares Rurales de México, enhrum), la cual, por su grado de 
detalle, permite realizar un análisis mucho más desagregado de lo que 
otorgan los datos del Censo. En este trabajo mostramos, entre otras cosas, 
las diferencias que existen, en términos de pobreza multidimensional, en-
tre las distintas regiones del país y entre los hogares que reciben remesas 
provenientes de Estados Unidos y los que no las reciben.

El enfoque de conjuntos difusos  
para la medición multidimensional de la pobreza1

En 1965 Zadeh introdujo la lógica difusa y planteó en ésta que el rango 
de valores de pertenencia de un elemento a un conjunto pueda variar en 
el intervalo [0, 1] en lugar de limitarse a uno de los valores del par {0, 1} 
(dicho de otro modo: No pertenece, Pertenece). A partir de esto, Cerioli y 

1 Esta sección se basa en Dagum y Costa (2004) y en Mussard y Pi Alperin (2007). 
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Zani (1990) desarrollaron el primer método de medición multidimensio-
nal de la pobreza basado en la teoría de conjuntos difusos. El enfoque de 
conjuntos difusos ha sido modi�cado y utilizado desde entonces por Cheli 
y Lemmi (1995), Chiappero (2006), Dagum y Costa (2004) y Mussard y Pi 
Alperin (2007), entre otros.

La teoría de conjuntos difusos permite, entre otras cosas: a) medir el 
nivel relativo de pobreza multidimensional de cada hogar; b) estimar un 
índice promedio de pobreza multidimensional de toda la población, y c) 
medir la pobreza unidimensional relativa correspondiente a cada atributo 
o característica incluida en la medición.

Para proceder con la medición, se de�ne al conjunto { }=A a a a, ..., , ...,i n1  
como la población objetivo de análisis, en este caso los hogares rurales en-
cuestados. Los atributos o características del hogar que serán incluidos en 
el análisis están representados en el vector ( )=X X X X, ..., , ...,j m1 .

Sea B un subconjunto de A, tal que cualquier hogar ∈a Bi  presenta al-
gún grado de pobreza en por lo menos uno de los m atributos de X. Sea:

 

xij

1 , si el hogar i  no posee el atributo j

0 , si el hogar i  posee el atributo j

entre 0 y 1 , si posee el atributo j  en algún grado

⎧

⎨

⎪
⎪
⎪
⎪

⎩

⎪
⎪
⎪
⎪

Se entiende que un hogar que no posee el atributo j es pobre en ese atri-
buto; por ejemplo, un hogar que no posee el atributo agua corriente es pobre 
en ese atributo. El subconjunto B es un subconjunto difuso de A que está 
formado por los hogares que en mayor o menor grado se consideran pobres.

Para el caso en el que los atributos presentan más de una categoría (gra-
do o nivel) se entiende que un hogar posee por completo el atributo cuando 
el hogar tiene el atributo con la categoría (grado o nivel) más alta, y se 
entiende que no posee el atributo cuando el hogar tiene el atributo con la 
categoría más baja. Al tomar como ejemplo la calidad de los materiales de 
construcción de las paredes de una vivienda tendríamos que si un hogar 
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k tiene paredes de ladrillo, entonces se entiende que posee el atributo y no 
pertenece al subconjunto de los pobres en ese atributo, mientras que un 
hogar l con paredes de palma no posee el atributo, y por tanto pertenece 
completamente al subconjunto de pobres en ese atributo. Entre los dos ex-
tremos estaría un hogar s, con paredes de lámina, el cual posee el atributo 
en algún grado.

Pobreza multidimensional

El nivel de pobreza de cada hogar es una función ponderada de los m atri-
butos. La función de pertenencia del hogar i al subconjunto de pobreza B 
queda de�nida por

 

B ai

xijw j

j 1

m

∑

w j

j 1

m

∑

donde w
j
 es el peso que se da a cada atributo j. Tenemos que 0 ≤ µ

B 
(a

i
) ≤ 1, 

especí�camente: 

µ ( )=

















a
i

a m

a m

a m

1

0B

i

i

i

si  está totalmente privado de los  atributos

si  posee totalmente  los  atributos

entre 0 y 1 si  está parcial o totalmente privado de alguno de los  atributos

Siguiendo lo propuesto por Cerioli y Zani (1990), el peso queda de�ni-
do como:
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w j log

g ai
i 1

n

∑

xijg ai
i 1

n

∑

⎛

⎝

⎜
⎜
⎜

⎞

⎠

⎟
⎟
⎟

donde g (a
i
) representa el número de hogares estadísticamente representa-

dos por cada una de las observaciones a
i
 en la muestra.2

Dado lo anterior, el Índice de Pobreza Multidimensional (ipm) se calcu-
la como una media ponderada de las funciones individuales de pertenen-
cia al conjunto difuso B ai :

 

B

B ai g ai
i 1

n

∑

g ai
i 1

n

∑
 

(1)

Descomposición por atributos

Una vez que tenemos el ipm podemos calcular los índices de pobreza uni-
dimensional por atributo, los cuales nos permiten identi�car las princi-
pales dimensiones que contribuyen al estado de pobreza de los hogares 
rurales. Para lograr esto recurrimos a la propuesta de descomposición por 
atributos de Dagum y Costa (2004). De acuerdo con dichos autores el índi-
ce de pobreza unidimensional para cada uno de los m atributos se obtiene 
por medio de la siguiente expresión:

2 Se utiliza el peso propuesto por Cerioli y Zani (1990) dada su facilidad computacional; 
sin embargo, existen otras alternativas (Betti y Verma, 1999), y no hay un consenso en la 
literatura sobre cuál es el peso más adecuado.
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B X j

xijg ai
i 1

n

∑

g ai
i 1

n

∑
 

(2)

Además de calcular el índice para cada atributo es posible medir la con-
tribución absoluta de cualquier atributo j en el índice multidimensional de 
la pobreza. Esta información toma en cuenta el número de hogares afec-
tados por niveles de privación en cada uno de los atributos y por tanto 
nos dice cuáles son los atributos que, de ser atendidos, tendrían un mayor 
impacto en términos de la reducción de la pobreza multidimensional. Lo 
anterior se obtiene mediante la siguiente expresión:

 

C
B

j B X j w j

w j

j 1

m

∑
 (3)

Pobreza multidimensional por grupos

El enfoque de conjuntos difusos para la medición de la pobreza nos permi-
te descomponerla de acuerdo con grupos poblacionales. Siguiendo a Mus-
sard y Pi Alperin (2007) suponemos que el total de la población analizada 
se puede categorizar en K grupos mutuamente excluyentes (por ejemplo, la 
división de los habitantes del país de acuerdo con cinco regiones geográ�-
cas), donde cada grupo es de tamaño n

k
.3 En este escenario tenemos que la 

intensidad de la pobreza para el hogar i del grupo k está dada por:

 

B ai
k

xij
kw j

i 1

m

∑

w j

i 1

m

∑
  

(4)

3 Donde n nk

k

K

1
∑ =
=
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Donde x ij
k  es el grado de pertenencia al conjunto difuso B por parte del 

hogar i del grupo k con respecto al atributo j. El índice de pobreza multidi-
mensional para el grupo k está dado por: 

 

B

k

B
a

i

k g ai
k

i 1

nk

∑

g ai
k

i 1

nk

∑
 

(5)

Mientras que la contribución del grupo k al índice global de pobreza 
multidimensional se obtiene mediante:

 

C
B

k
B a i

k g ai
k

i 1

nk

∑

g ai
i 1

n

∑
 

(6)

Pobreza multidimensional por subgrupos y unidimensional por grupos

El análisis por grupos puede extenderse para medir la pobreza a nivel sub-
grupo, es decir, para grupos dentro de otros grupos. Supongamos que di-
vidimos cada uno de los grupos en P subgrupos mutuamente excluyentes. 
Cada uno de los subgrupos será de tamaño n

pk
. De esta forma, la pobreza 

para el hogar i del subgrupo p del grupo k está dada por:

 

B ai
pk

xij

pkw j

i 1

m

∑

w j

i 1

m

∑
 

(7)

El índice de pobreza multidimensional para cada subgrupo está dado 
por la ecuación (8), mientras que la contribución de cada subgrupo al ín-
dice global de pobreza multidimensional está dada por la ecuación (9).
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B

pk
B a i

pk g ai
pk

i 1

npk

∑

g ai
pk

i 1

npk

∑
 

(8)

 

C
B

pk
B a i

pk g ai
pk

i 1

npk

∑

g ai
i 1

n

∑
  

(9)

Por último, siguiendo a Mussard y Pi Alperin (2007), el índice de pobre-
za unidimensional para el atributo j del grupo k se puede obtener mediante 
la siguiente ecuación:

 

B X j
k

xij
kg ai

k

i 1

nk

∑

g ai
k

i 1

nk

∑
 (10)

Pobreza multidimensional en el México rural

El interés por medir la pobreza en forma multidimensional ha ido crecien-
do en México. Un ejemplo de esto lo constituyen los trabajos de López Cal-
va y Rodríguez (2005) y de López Calva y Ortiz (2009), quienes concluyen 
que una concepción multidimensional de la pobreza es necesaria en Méxi-
co. Además, con la promulgación de la Ley General de Desarrollo Social y 
los requerimientos de información que ésta establece se da un paso hacia 
la transición a una medición multidimensional. Sin embargo, aún es muy 
limitado el número de estudios empíricos para México. El presente trabajo 
busca contribuir a dicha literatura.

Para el presente estudio se utilizan los datos recabados en 2003 por la 
Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México (enhrum). Se encuesta-



P O B R E Z A  M U LT I D I M E N S I O N A L  E N  E L  M É X I C O  R U R A L  103

ron 1 739 hogares rurales, de los cuales se tiene información completa para 
los �nes del presente estudio. Al tomar en cuenta los factores de expan-
sión, los cuales re�ejan el número de hogares que cada hogar entrevistado 
representa, se tiene que la muestra representa a cerca de tres millones de 
hogares rurales. La segunda columna del cuadro 3.1 muestra el número 
de cuestionarios aplicados en cada región. La tercera columna muestra el 
número de hogares estadísticamente representados en cada región y su dis-
tribución con respecto al total. La distribución de los habitantes en comu-
nidades menores a 2 500 habitantes, de acuerdo con el XII Censo General 
de Población y Vivienda del inegi, aparece en la cuarta columna. Los datos 
muestran que la representatividad alcanzada por la enhrum es elevada y 
la distribución (en hogares) es muy similar a la del Censo (en habitantes).

Cuadro 3.1. Distribución de la muestra

Región

Cuestionarios 

aplicados Hogares representados

Población en comunidades 

de menos de 

2 500 habitantes*

Sur-Sureste 365
1 269 430

(43%)
9 786 516

(40%)

Centro 351
549 485
(18%)

4 996 017
(20%)

Centro- 
Occidente

336
818 219
(27%)

6 246 510
(26%)

Noroeste 336
173 638

(6%)
1 379 808

(6%)

Noreste 351
167 448

(6%)
1 867 685

(8%)

Total 1 739 2 978 220 24 276 536

* Datos del XII Censo General de Población y Vivienda del inegi.
Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003 y del XII Censo General de Población y Vi-
vienda del inegi.

Los datos obtenidos mediante la enhrum permiten calcular el ingreso 
neto total para cada uno de los hogares de la muestra. En este capítulo los 
ingresos netos se de�nen como ingresos por adulto equivalente. Para ob-
tener dichas equivalencias se utilizó la escala de equivalencia de Rothbarth 
siguiendo lo sugerido por Teruel, Rubalcava y Santana (2005). 
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Pobreza multidimensional

La elección del conjunto de atributos a ser considerados como indicadores 
del grado de exclusión social y privación de cada hogar se basó en los con-
ceptos de pobreza multidimensional y en la información disponible en la 
enhrum. El vector de atributos utilizado en el presente análisis está com-
puesto por los siguientes elementos: ingreso equivalente; calidad de los ma-
teriales de construcción de la vivienda (techo, pared y piso); condiciones 
de la vivienda (agua corriente, baño, cuarto exclusivo para cocinar, drenaje, 
electricidad y ventanas con vidrio); nivel de hacinamiento (número de in-
tegrantes del hogar entre el número de habitaciones en la vivienda); acceso 
a seguro de salud; tipo de combustible con el que se cocina, y escolaridad 
del jefe de familia.

El cuadro 3.2 muestra los grados de pertenencia de cada atributo, así 
como la fracción de hogares que se encuentra en cada categoría. Los grados 
de pertenencia y las reglas difusas correspondientes al ingreso equivalente 
se de�nieron adaptando al caso mexicano la propuesta de Dagum y Costa 
(2004). Con tal �n se tomó como límite inferior del ingreso ( )ypa

e la línea 
de pobreza alimentaria de 5 937 pesos anuales y como límite superior ( )ypp

e  
la línea de pobreza patrimonial de 10 774 pesos anuales de acuerdo con las 
estimaciones del Coneval (2007). Para el resto de los atributos se eligieron 
grados de pertenencia que re�ejaran las condiciones de vida en las zonas 
rurales de México.4

Al aplicar fórmula (1) a los datos de la enhrum, tenemos que el ín-
dice de pobreza multidimensional (ipm) para el México rural en 2002 es 
µ

B 
= 0.269, es decir, 26.9% de los hogares rurales de México sufren de algún 

grado de pobreza multidimensional.

4 Cabe resaltar que se realizó una serie de análisis de sensibilidad respecto de las de�nicio-
nes de algunos atributos. Especí�camente se modi�caron el número de categorías para los 
atributos de materiales de construcción de la vivienda, se incluyó el dominio del español 
como atributo y se trabajó con distintas versiones del ingreso equivalente. Para esto último 
se utilizó la escala de Engel en lugar de la de Rothbarth, así como el uso de los percentiles 
15 y 60 del ingreso en lugar de las líneas de pobreza alimentaria y patrimonial. Los cua-
dros presentados en este capítulo se mantuvieron prácticamente inalterados en respuesta 
a todos estos cambios.
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Cuadro 3.2. Atributos

Categorías del atributo Grado de pertenencia Fracción de hogares

In
gr

es
o 

 

de
l h

og
ar

Ingreso equivalente ( )yi
e

Si >y yi
e

pp
e

0 0.36

Si < ≤y y ypa
e

i
e

pp
e ( ) ( )− −y y y y/pp

e
i
e

pp
e

pa
e

0.22

Si ≤y yi

e

pa

e
1 0.42

Ca
lid

ad
 d

e 
lo

s 
m

at
er

ia
le

s 

de
 c

on
st

ru
cc

ió
n 

de
 la

 v
iv

ie
nd

a

Material del techo

Losa 0 0.36

Teja 0.25 0.06

Lámina/madera 0.75 0.44

Tierra/cartón/palma 1 0.14

Material de las paredes

Ladrillo/block 0 0.54

Adobe/piedra/madera 0.5 0.41

Lámina 0.75 0.01

Cartón/palma 1 0.04

Material del piso

Cemento/mosaico 0 0.74

Tierra/madera 1 0.26

Co
nd

ic
io

ne
s 

de
 la

 v
iv

ie
nd

a

Agua corriente

Sí 0 0.78

No 1 0.22

Baño

Excusado 0 0.46

Letrina 0.5 0.44

No tienen 1 0.10
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Categorías del atributo Grado de pertenencia Fracción de hogares

Co
nd

ic
io

ne
s 

de
 la

 v
iv

ie
nd

a

Cuarto exclusivo para cocinar

Sí 0 0.93

No 1 0.07

Drenaje

Sí 0 0.76

No 1 0.24

Electricidad

Sí 0 0.91

No 1 0.09

Ventanas

Con vidrio 0 0.53

Sin vidrio  0.75 0.35

No tienen 1 0.12

O
tr

as
 c

ar
ac

te
rí

st
ic

as
 d

el
 h

og
ar

Nivel de hacinamiento (σ)

σ ≤ 2 0 0.60

2 < σ ≤ 3  0.5 0.18

σ > 3 1 0.22

Seguro

Sí 0 0.14

No 1 0.86

Combustible para cocinar

Gas 0 0.32

Gas y leña  0.5 0.27

Leña 1 0.41

Años de escolaridad del jefe de familia

12 o más años 0 0.05

9 a 11 años  0.5 0.10

6 a 8 años  0.75 0.24

0 a 5 años 1 0.61

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003.
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Descomposición por atributos

En el cuadro 3.3 se muestran los resultados a partir de la utilización de la 
ecuación (2) para obtener la pobreza unidimensional para cada atributo. 
El acceso a seguro médico, la educación del jefe y tener drenaje en el hogar 
son los atributos que presentan un grado de pobreza más alto. Los atri-
butos de ingreso equivalente y el insumo utilizado para cocinar también 
presentan altos grados de pobreza. El atributo ingreso equivalente nos dice 
que más de 50% de los hogares rurales de México están en una condición 
de pobreza unidimensional.

Cuadro 3.3. Índice de pobreza unidimensional por atributo

Atributo µ
B
 (X

j 
)

Contribución absoluta
(relativa)

Ingreso 0.538
0.022

(8.26%)

Techo 0.485
0.023

(8.70%)

Paredes 0.256
0.023

(8.64%)

Piso 0.260
0.023

(8.68%)

Agua corriente 0.221
0.022

(8.26%)

Baño 0.319
0.024

(9.03%)

Cuarto para cocinar 0.075
0.013

(4.79%)

Drenaje 0.762
0.014

(5.12%)

Electricidad 0.089
0.014

(5.35%)

Ventanas 0.386
0.024

(9.10%)

Hacinamiento 0.315
0.024

(9.01%)

Seguro 0.855
0.009

(3.31%)

Combustible 0.545
0.022

(8.19%)

Escolaridad 0.843
0.010

(3.56%)

Total
0.269

(100%)

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003.
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Si seguimos la interpretación de Dagum y Costa (2004) podemos ver 
estos atributos como las áreas más urgentes para disminuir la pobreza de 
forma estructural. En este sentido, la inversión en infraestructura (drena-
jes) y en acceso a la educación puede tener un fuerte impacto en el alivio de 
la pobreza estructural. Por otro lado, cabe resaltar que cuando se recolec-
taron los datos utilizados en este estudio el Seguro Popular aún no se ins-
tituía, por lo que es de esperarse que el atributo de seguro médico presente 
en la actualidad un nivel menor de pobreza.

La segunda columna del cuadro 3.3 nos muestra que los atributos re-
lacionados con la calidad de los materiales de construcción de la vivienda 
así como las características del baño y las ventanas y el nivel de hacina-
miento son los atributos que más contribuyen al ipm. Esto indica que la 
inversión pública en digni�cación de la vivienda puede tener un fuerte 
impacto en los indicadores de pobreza multidimensional, por ser dichos 
atributos los que más contribuyen al índice global. El ingreso equivalente 
es también un factor importante, por su impacto relativo en el índice de 
pobreza multidimensional.

Pobreza multidimensional por grupos

Para los objetivos de este capítulo consideramos relevante realizar la des-
composición de acuerdo con tres agrupaciones: región, género del jefe del 
hogar y recepción de remesas provenientes de Estados Unidos.

Los resultados de aplicar las fórmulas 4, 5 y 6 al caso del México rural 
se muestran en el cuadro 3.4. La región con más hogares pobres es la re-
gión sur-sureste (36%), seguida de la región centro (27%). Las otras tres 
regiones presentan niveles de pobreza multidimensional relativamente 
similares, siendo el noroeste la región con menos pobreza (14%). Cabe 
resaltar que estos patrones son similares cualitativamente a los que ob-
tendríamos al utilizar un análisis tradicional de incidencia de la pobreza 
usando la línea de pobreza alimentaria. En términos de la contribución 
de cada región al índice de pobreza multidimensional global (para todo 
el país) tenemos que, como es de esperarse, tanto por su nivel de pobreza 
como por su nivel de población, la región sur-sureste contribuye con 57% 
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al ipm, mientras que las dos regiones del norte combinadas contribuyen 
con menos de 7 por ciento.

Cuadro 3.4. Índice de pobreza multidimensional por región

Sur-Sureste Centro

Centro- 

Occidente Noroeste Noreste

IPM

 B

k

0.36 0.27 0.17 0.14 0.18

Contribución absoluta 
a (

 
µ

B
) (relativa)

0.153
(57.03%)

0.050
(18.60%)

0.047
(17.47%)

0.008
(3.05%)

0.010
(3.84%)

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003.

El cuadro 3.5 muestra que los niveles de pobreza son prácticamente los 
mismos independientemente del género al que pertenezca el jefe del hogar; 
es decir, no encontramos ninguna evidencia de que las mujeres se encuen-
tren en una situación de desventaja respecto a los hombres en términos de 
pobreza multidimensional.

Cuadro 3.5. Índice de pobreza multidimensional por género

El jefe del hogar es:

Hombre Mujer

IPM B

k 0.27 0.26

Contribución absoluta a (
 
µ

B
) (relativa)

0.235
(87.33%)

0.034
(12.67%)

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003.

Los resultados que obtenemos cuando dividimos los hogares en aque-
llos que reciben remesas de Estados Unidos y los que no reciben, se pre-
sentan en el cuadro 3.6. Podemos ver que los hogares que no reciben 
remesas son considerablemente más pobres (28%) comparados con los 
que sí reciben (18%). Con el método de conjuntos difusos no podemos 
obtener ninguna conclusión sobre la causalidad entre remesas y pobreza, 
sin embargo, sí podemos entender mejor las diferencias existentes entre 
ambos grupos. Los resultados de dicho ejercicio se presentan en la si-
guiente sección.
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Cuadro 3.6. Índice de pobreza multidimensional por recepción de remesas de Estados Unidos

¿El hogar recibe remesas provenientes de Estados Unidos?

Sí No

IPM B

k

0.18 0.28

Contribución absoluta a (µ
B 
) (relativa)

0.028
(10.40%)

0.241
(89.60%)

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003.

Pobreza multidimensional por subgrupos y unidimensional por grupos

El cuadro 3.7 muestra los resultados de la descomposición del ipm en sub-
grupos; en este caso por región y por recepción de remesas de Estados 
Unidos. Los resultados muestran que en todas las regiones, excepto en la 
noroeste, la pobreza es mayor en los hogares que no reciben remesas que en 
los que lo hacen. Además, los hogares que no reciben remesas en las regiones 
sur-sureste y centro combinados contribuyen con poco más de 70% al ipm.

Cuadro 3.7. Índice de pobreza multidimensional por región y recepción de remesas

Región

¿El hogar recibe remesas  

de Estados Unidos? B

kp

Contribución relativa  

del subgrupo a µ
B

Sur-Sureste
Sí 0.31 2.49%

No 0.36 54.54%

Centro
Sí 0.22 2.16%

No 0.28 16.44%

Centro-Occidente
Sí 0.14 4.74%

No 0.18 12.73%

Noroeste
Sí 0.14 0.42%

No 0.14 2.63%

Noreste
Sí 0.15 0.58%

No 0.19 3.26%

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003.
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Los resultados que se presentan en el cuadro 3.8 permiten hacer un análisis 
más detallado sobre las diferencias entre los hogares que reciben remesas y 
los que no. Como es de esperarse, los hogares que reciben remesas desde Es-
tados Unidos presentan menor pobreza (0.36) en lo que se re�ere al atributo 
ingreso equivalente, que los hogares que no las reciben (0.57). Sin embargo, 
podemos ver que las diferencias entre ambos grupos van mucho más allá del 
ingreso; de hecho existen diferencias importantes en prácticamente todos los 
atributos. Resulta importante destacar que los hogares que no reciben reme-
sas tienen mayores índices de pobreza en lo que se re�ere a calidad de los 
materiales de la vivienda, a la condición de la vivienda y al hacinamiento. Esto 
podría deberse a muchos factores, pero se puede pensar que las remesas han 
contribuido a crear mejores condiciones en las viviendas de los hogares que 
las reciben. De igual modo, puede argumentarse que los hogares que reciben 
remesas han logrado tener acceso a estufas de gas, y por eso presentan un 
nivel considerablemente menor de pobreza en lo que se re�ere al combustible 
utilizado para cocinar si se comparan con los hogares que no reciben remesas.

Cuadro 3.8. Índice de pobreza unidimensional por atributo y recepción de remesas de Estados Unidos

¿El hogar recibe remesas de Estados Unidos?

Atributo Sí No

Ingreso 0.357 0.571

Techo 0.361 0.507

Paredes 0.189 0.269

Piso 0.116 0.286

Agua corriente 0.132 0.237

Baño 0.292 0.324

Cuarto para cocinar 0.040 0.081

Drenaje 0.676 0.778

Electricidad 0.020 0.102

Ventanas 0.221 0.416

Hacinamiento 0.177 0.340

Seguro 0.892 0.849

Combustible 0.398 0.572

Escolaridad 0.885 0.836

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003.
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El cuadro 3.9 nos muestra los índices de pobreza unidimensional por 
atributo a nivel región. Al comparar estos resultados con los del cuadro 3.3 
podemos ver que los cinco atributos que predominan a nivel país son los 
mismos que predominan en la región sur-sureste. Esto no es de sorprender 
si se toma en cuenta el alto porcentaje de población en el sur-sureste, y por 
tanto su fuerte in�uencia en el valor de los índices a nivel nacional. Em-
pero, esta descomposición nos permite darnos cuenta de dos aspectos im-
portantes, el primero es que la calidad de los techos en el sur-sureste es un 
factor importante aun cuando no lo es tanto a nivel nacional. Por otro lado, 
vemos que en las regiones centro-occidente y norte del país el insumo que 
se utiliza para cocinar no es un factor importante en términos de pobreza 
y la importancia del ingreso es mucho menor que para todo el país. Este 
tipo de información puede ser muy útil al momento de diseñar políticas 
de combate a la pobreza, pues queda claro que el análisis a nivel nacional 
puede ocultar muchas de las diferencias que se presentan a nivel regional.

Cuadro 3.9. Índice de pobreza unidimensional por atributo y región

Atributo Sur-Sureste Centro

Centro- 

Occidente Noroeste Noreste

Ingreso 0.686 0.524 0.390 0.267 0.462

Techo 0.624 0.423 0.318 0.395 0.535

Paredes 0.326 0.186 0.214 0.093 0.329

Piso 0.436 0.270 0.058 0.073 0.069

Agua corriente 0.337 0.285 0.058 0.095 0.052

Baño 0.286 0.485 0.300 0.198 0.250

Cuarto para cocinar 0.087 0.052 0.077 0.039 0.077

Drenaje 0.854 0.738 0.631 0.760 0.795

Electricidad 0.164 0.067 0.015 0.013 0.035

Ventanas 0.574 0.349 0.219 0.181 0.108

Hacinamiento 0.419 0.308 0.222 0.173 0.142

Seguro 0.939 0.879 0.767 0.622 0.815

Combustible 0.785 0.608 0.265 0.203 0.242

Escolaridad 0.868 0.857 0.815 0.788 0.808

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003.
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Conclusiones

Los resultados obtenidos en el presente trabajo ponen de mani�esto 
que alrededor de 27% de los hogares rurales mexicanos presentan algún 
grado de pobreza multidimensional, de acuerdo con la metodología de 
conjuntos difusos. Esta situación de pobreza se mani�esta en la insatis-
facción de un conjunto de necesidades básicas y malas condiciones de la 
vivienda.

La descomposición de la pobreza multidimensional, de acuerdo con los 
distintos atributos, muestra que a nivel nacional la inversión en drenaje, 
educación y digni�cación de la vivienda puede tener un fuerte impacto en 
el alivio de la pobreza. Por otro lado, la descomposición en regiones con�r-
ma la brecha existente entre el norte y el sur de México, y muestra también 
que el análisis a nivel nacional puede ocultar muchas de las diferencias que 
se presentan a nivel regional.

Contrario a lo que podría esperarse, los resultados no muestran ningu-
na diferencia signi�cativa en los niveles de pobreza de hogares cuyo jefe 
es una mujer al compararlos con los hogares que tienen como jefe a un 
hombre. En lo que a las remesas provenientes de Estados Unidos se re�e-
re, los resultados revelan que los hogares que reciben remesas de Estados 
Unidos no sólo están en mejores condiciones monetarias que los que no 
las reciben, sino que además presentan mejores condiciones en la mayor 
parte de los atributos considerados en el análisis multidimensional de la 
pobreza. A pesar de que la metodología empleada no permite llegar a con-
clusiones de causalidad, los resultados sugieren que las remesas pueden 
contribuir a reducir no sólo la pobreza monetaria, sino también la pobreza 
multidimensional.
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4. DIVERSIFICACIÓN EN LA ECONOMÍA RURAL  
HACIA ACTIVIDADES NO AGROPECUARIAS  
Y SUS IMPACTOS EN POBREZA Y DESIGUALDAD

Hazael Cerón Monroy* 

Antonio Yúnez Naude**

La visión tradicional acerca de la economía rural en América Latina como 
una puramente agrícola es obsoleta, ya que cada vez más sus habitantes 
y los hogares participan en actividades no agropecuarias y el ingreso que 
reciben por esta vía crece continuamente (Reardon et al., 2006). El invo-
lucramiento de los miembros del hogar en actividades agropecuarias y no 
agropecuarias lleva consigo que éstos diversi�quen sus ingresos.

La importancia del trabajo por cuenta propia o autoempleo y del trabajo 
asalariado no agropecuario como fuentes de ingreso de los hogares rurales 
se muestra en varios estudios. Por ejemplo, Reardon, Berdegué y Escobar 
(2001) calcularon que en América Latina 40% del ingreso total neto de los 
hogares rurales proviene de este tipo de actividades; mientras que en Mé-
xico corresponde a 55% (De Janvry y Sadoulet, 2001).

Con el presente análisis se pretende conocer los determinantes y el im-
pacto que tienen los ingresos no agropecuarios en la desigualdad del ingre-
so y en la pobreza de los hogares rurales del México rural y de sus regiones, 
a partir de un enfoque econométrico en el que se utilizan los datos que 
arrojó la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México (enhrum).

Este capítulo está ordenado de la siguiente forma: en la primera sección 
se realiza una breve revisión de la bibliografía que existe sobre este tema; 
en la segunda se describen las actividades que se realizan y los ingresos no 
agropecuarios de los hogares rurales de México; en la tercera sección se 
presentan los datos y la metodología para analizar los impactos que tienen 

* Universidad Anáhuac México Norte-ciecas-ipn.
** El Colegio de México.
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los ingresos no agropecuarios en la pobreza y en la desigualdad del ingreso 
de los hogares rurales. Finalmente, en las secciones cuarta y quinta se pre-
sentan los resultados y conclusiones respectivas.

Las actividades y el ingreso no agropecuario  
en el medio rural en la bibliografía

Gran parte de los estudios que analizan las actividades y el ingreso no agro-
pecuario se centran en los determinantes que estimulan la participación de 
los hogares. 	omas Reardon menciona que “los miembros de los hogares 
rurales son motivados a entrar al mercado laboral no agropecuario por 
dos razones:

1) ‘Pull factors’ tales como ganancias más altas en el sector no agrope-
cuario en relación con el sector agrícola.

2) ‘Push factors’ tales como las restricciones en la tierra o bien el riesgo 
en el sector agrícola; además de faltas de mercados de aseguramiento, 
de consumo, de insumos o bien mercados de crédito” (Reardon et al., 
2001).

Dentro de estos estudios, algunos utilizan el método bietápico de Heck-
man (1978), en el que se emplea la razón inversa de Mills como estimador 
de corrección de selectividad para explicar los determinantes de partici-
pación, tal es el caso de Berdegué et al. (2001) para Chile, Lanjouw (2001) 
para El Salvador y Da Silva y Del Grossi (2001) para Brasil.

Algunos más utilizan regresiones probit y regresiones de mínimos cua-
drados ordinarios sin corrección de selectividad; por ejemplo, Corral y 
Reardon (2001) para Nicaragua, De Janvry y Sadoulet (2001) para los eji-
dos en México, y Deininger y Olinto (2001) para Colombia. En un estudio 
sobre Honduras, Ruerd y Van Den Berg (2001) utilizan regresiones logit en 
lugar de las probit, así como mínimos cuadrados ordinarios.

Yúnez y Taylor (2001) sugieren una técnica más creativa, ya que, al con-
siderar que los hogares toman decisiones simultáneas en diversas activida-
des generadoras de ingreso, es necesario resolver las ecuaciones de ingreso 
como un sistema a través de mínimos cuadrados ordinarios en tres etapas, 
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corrigiendo por selectividad en una etapa previa, mediante los parámetros 
de la función de distribución y densidad normales generados en una re-
gresión probit.

De tal forma que resulta una técnica más adecuada para encontrar pa-
rámetros asintóticamente más e�cientes que los propuestos por Heckman 
(1978). La técnica recibe el nombre de generalización de Lee1 del estimador 
de Amemiya (1977) en dos etapas.

En cuanto al papel de las actividades no agropecuarias en el medio ru-
ral, la mayoría de los investigadores concuerda en que el ingreso prove-
niente de estas fuentes es una contribución signi�cativa para las economías 
rurales y coadyuva al alivio de la pobreza.2

Respecto a la bibliografía referente a la relación entre los ingresos no 
agropecuarios y sus impactos en la desigualdad del ingreso, la mayoría 
de los análisis involucran sólo las remesas (Adams, 1989; Barham y Bou-
cher, 1998; Lachaud, 1999) y son escasos los que contemplan al ingreso 
no agropecuario doméstico, a pesar de su importancia. Dentro de éstos 
se encuentran los siguientes: Adams (1999) demuestra que el ingreso no 
agropecuario es la principal fuente de ingreso para la disminución de la 
desigualdad del ingreso en Egipto; De Janvry, Sadoulet y Nong Zhu (2005) 
en un análisis sobre China demuestran, mediante un escenario contrafac-
tual, que, sin empleo no agropecuario, la pobreza es más alta y profunda, 
además de que la desigualdad del ingreso aumenta. Zhu y Luo (2006b) 
realizaron un estudio sobre dos provincias en China, y concluyeron que los 
efectos de los ingresos no agropecuarios contribuyen a que la desigualdad 
del ingreso sea menor, así como a que el porcentaje de pobres por debajo 
de la línea de pobreza también se vea disminuido. En el caso de México, De 
Janvry y Sadoulet (2001) analizan la desigualdad que se genera de diversas 
fuentes de ingreso mediante el coe�ciente de variación, y explican que los 
ingresos salariales y el autoempleo contribuyen a la disminución de la desi-
gualdad del ingreso.

1 La demostración de la propiedad asintótica de los parámetros fue demostrada por Lee 
(1978, 1991).

2 Véanse, por ejemplo, Lanjouw y Shari� (2000) en el caso de la India, Lanjouw (2001) en 
el de El Salvador, Adams (2004) en el de Guatemala, Elbers y Lanjouw (2001) en Ecuador, 
Davis et al. (2004) que analizan tres economías en su conjunto: Armenia, Georgia y Ru-
mania, y más recientemente Zhu y Luo (2006a) en el caso de la China rural.
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Las actividades y el ingreso  
no agropecuario en el México rural

La economía no agropecuaria en el medio rural puede generar impac-
tos positivos mediante varios canales; a saber: 1) el empleo no agrope-
cuario, el cual reduce la presión en la demanda por tierras, incluyendo 
las áreas más pobres; 2) los beneficios provenientes de las actividades 
no agropecuarias que incrementan el ingreso de los hogares y elevan la 
capacidad de inversión en las actividades agropecuarias, lo que puede 
favorecer la transformación de la agricultura tradicional en una moder-
na, y 3) la diversificación del ingreso de los hogares en actividades no 
agropecuarias, lo cual les permite contar con más posibilidades de so-
portar choques exógenos negativos (Zhu y Luo, 2006a). Reardon, Ber-
degué y Escobar (2001) aseveran, de igual forma, que las actividades no 
agropecuarias rurales en América Latina han tenido impactos positivos 
en la generación de empleos.

En México, por otra parte, se ha dado un dramático cambio en la com-
posición de los ingresos rurales: ha disminuido la importancia de la activi-
dad agrícola, se ha dado un incremento sustancial de los ingresos salariales, 
así como un crecimiento del autoempleo y de los ingresos provenientes de 
negocios propios, y un aumento de las transferencias del gobierno, además 
de un decisivo incremento de los empleos no agropecuarios con alta pro-
ductividad (López, 2005).

Los estudios descriptivo y econométrico del presente capítulo se basan 
en la información para 2002 de la enhrum (2003), que cubre 1 782 hoga-
res, representativos del sector rural del país.

Se consideran ingresos no agropecuarios (ina) aquellas remuneraciones 
que reciben los hogares rurales o sus miembros, provenientes de las activi-
dades no agropecuarias. Se dividen en dos rubros: ingresos por autoempleo 

no agropecuario (iaena), que son todos aquellos que provienen de activi-
dades que se llevan a cabo por cuenta propia, y los ingresos salariales no 

agropecuarios (isna), que son los ingresos que se obtienen por el empleo 
en actividades no agropecuarias asalariadas.

En 2002, los ingresos totales promedio de un hogar rural fueron de cer-
ca de 53 465 pesos anuales. Si se divide por fuente, el ingreso no agrope-
cuario fue de 26 426 pesos, por lo que constituyó la fuente de ingreso con 
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la proporción más alta, con 49.4%; visto desde sus dos componentes, co-
rresponde 8.3% a los iaena y 41.2% a los isna. Asimismo, ina es la fuente 
de ingreso con mayor desviación estándar (cuadro 4.1).

Cuadro 4.1. Participación del ingreso no agropecuario en el ingreso neto total de los hogares rurales
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Media 
(pesos)

6 627 1 983 1 122 1 250 2 326 898 5 888 6 944 4 421 22 005 26 426 53 465

Desviación 
estándar

67 055 17 116 7 991 3 233 4 807 4 249 29 685 16 873 23 479 49 017 54 137 97 599

Peso  
de la fuente  
de ingreso  
en el ingreso 
total

12.4% 3.7% 2.1% 2.3% 4.4% 1.7% 11.0% 13.0% 8.3% 41.2% 49.4% 100%

Porcentaje 
de hogares 
con ingreso 
por la propia 
fuente

44.0% 53.9% 20.5% 47.5% 50.3% 13.2% 16.6% 36.8% 17.4% 46.8% 56.2%  

Fuente: elaboración propia con base en datos de la enhrum 2003.

Hay, además, una divergencia en el peso de las distintas fuentes de los 
isna de los hogares según región rural. El cuadro 4.2 muestra que en las 
regiones sur-sureste y centro del país predomina el trabajo asalariado en 
actividades relacionadas con la construcción. En las del centro-occidente, 
noroeste, y noreste destacan las actividades vinculadas a la manufactura, 
incluyendo la maquiladora.
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Cuadro 4.2. Diversificación de los empleos no agropecuarios, por región rural y total

Actividad económica

Sur-

Sureste Centro

Centro-

Occidente Noroeste Noreste

Total

nacional

Minería 1.60% 0.40% 0.00% 2.30% 0.60% 0.94%

Manufactura 19.70% 21.60% 28.30% 33.40% 59.20% 32.05%

Construcción 30.70% 32.40% 26.20% 23.70% 12.80% 25.28%

Electricidad, gas y agua 2.40% 0.80% 2.80% 2.00% 1.70% 1.97%

Comercio, restaurantes  
y hoteles

20.50% 14.50% 10.90% 10.00% 6.70% 11.83%

Transporte  
y comunicaciones

1.60% 3.70% 4.40% 5.70% 4.50% 4.28%

Servicios financieros 0.00% 0.41% 0.62% 0.67% 0.56% 0.51%

Servicios comunales* 23.60% 26.10% 26.80% 22.10% 14.00% 23.14%

Total 100% 100% 100% 100% 100% 100%

* incluye servicios: cartero, policía, pastor, jardinero, empleado del gobierno, miembro del ejército, 
político, profesor, etcétera.
Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003.

Por último, el cuadro 4.3 muestra la relación entre la escolaridad de los 
hogares rurales y su involucramiento en actividades agropecuarias y no 
agropecuarias. Las cifras indican que 82% de los hogares involucrados en 
el segundo tipo de actividad son los que presentan de tres a nueve años de 
escolaridad promedio, es decir, las personas de hogares con niveles bajos 
de educación promedio se emplean en actividades tradicionales o agrope-
cuarias, lo cual hace pensar que, para dedicarse a actividades no agropecua-
rias, la educación ejerce un papel fundamental.

Metodologías

Los objetivos del estudio empírico que se realizó son los siguientes: co-
nocer los impactos de los ingresos no agropecuarios (ina) en la pobreza 
y conocer la desigualdad del ingreso de los hogares rurales en los planos 
nacional y regional. Con el �n de cumplir con el primer propósito se cons-
truyó un escenario contrafactual, mientras que el segundo se atendió utili-
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zando la descomposición del coe�ciente de Gini. Puesto que el ingreso no 
agropecuario incluye el proveniente del autoempleo (iaena) y el que surge 
del pago por trabajo asalariado (isna), el análisis se realizó tanto en cada 
uno de estos dos rubros como en su conjunto.

Cuadro 4.3. Educación promedio de los hogares por tipo de actividades (cantidad de hogares)

Años de escolaridad 

promedio de los miembros 

del hogar

Número de hogares 

sin actividades  

no agropecuarias

Número de hogares 

con actividades  

no agropecuarias

Total  

de hogares

Sin instrucción 27 7 34

Educación básica, 1 a 3 años 140 90 230

Educación básica, 4 a 6 años 425 480 905

Media básica, 7 a 9 años 155 339 494

Bachillerato, 10 a 12 años 28 70 98

Licenciatura, más de 12 años 4 17 21

Total 779 1 003 1 782

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2003.

Medición de los impactos en la pobreza del ina y sus componentes

Se construyó un escenario contrafactual que ilustra y da respuesta a la pre-
gunta acerca de cómo cambia la pobreza si los ingresos no agropecuarios 
desaparecieran (Adams, 2004).

Como paso previo a dicha medición se calculó el índice Foster, Greer y 
	orbecke (fgt, para identi�carlo por sus siglas, 1984) a partir del ingreso 
total de los hogares. Este índice ofrece información que permite analizar 
los hogares que se encuentran por debajo de la línea de pobreza. Compren-
de tres medidas sintéticas de pobreza: la incidencia establece proporción de 
hogares pobres en la población, es decir, el porcentaje de aquellos que se 
encuentran debajo de la línea de pobreza; la profundidad o intensidad mide 
la brecha promedio que existe entre los ingresos de los hogares en condi-
ción de pobreza y la línea de pobreza; en otras palabras, mide la cantidad 
de ingreso necesaria para eliminar la pobreza; y, por último, la severidad 
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de la pobreza, que representa la brecha de pobreza proporcional entre los 
pobres, es decir, eleva al cuadrado dicha brecha y en consecuencia da ma-
yor peso relativo a quienes están más lejos de superar la pobreza. Estas 
medidas se expresan en índices, los cuales responden, respectivamente, a 
las siguientes preguntas: ¿cuántos pobres hay?, ¿cuán pobres son los po-
bres? y ¿qué tan severamente lo son? (detalles en la sección 1 del Apéndice 
metodológico).

Una vez calculado el índice fgt para los ingresos originales de los ho-
gares, se construye un contrafactual donde se simula un escenario en el 
que se estiman los ingresos de los hogares con ausencia de ingresos no 
agropecuarios. El ingreso esperado en el escenario contrafactual Y

cf
 co-

rresponde a suponer que los hogares carecen de ingresos no agropecua-
rios. A partir de este nuevo ingreso contrafactual se calcula nuevamente 
el nivel de pobreza con el índice fgtcf   y se compara con el nivel del índice 
inicial fgt.

Para llevar a cabo con rigor el contrafactual es necesario tomar en cuen-
ta que el ingreso que recibe un hogar por una actividad está determinado 
por la probabilidad de participar en ella y por el ingreso neto esperado, 
sujeto a la participación en esa actividad. Puesto que no se trata de una 
sola actividad, se resuelve un sistema de ecuaciones actividad-ingreso para 
ocho actividades con un modelo de ecuaciones simultáneas corrigiéndo-
las por selectividad (Taylor y Yúnez, 1999). Una vez calculado el sistema, 
se obtienen los parámetros para las ecuaciones de ingreso respectivas que 
incluyen la ecuación de los ingresos no agropecuarios (sección 1 del Apén-
dice metodológico).

Medición de los impactos del ina  

y componentes en la desigualdad del ingreso

Para responder a la pregunta respecto de cuál es el impacto del ingreso no 
agropecuario en la desigualdad del ingreso, se utiliza como método la des-
composición del coe�ciente de Gini (Pyatt, Chen y Fei, 1980; Stark, 1991) 
que, por ejemplo, de acuerdo con Ray (1998), cumple con las cinco propie-
dades básicas que siguen.
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1) La sensibilidad de transferencia Pigou-Dalton: cuando se realiza una 
transferencia de ingreso de un hogar con bajos ingresos a uno con al-
tos ingresos la desigualdad se mantiene.

2) Simetría: la desigualdad se mantiene aun cuando los hogares cambien 
de lugar en el orden del ingreso.

3) Independencia: ante un cambio proporcional de todos los ingresos 
no se altera la desigualdad.

4) Homogeneidad con respecto a la población: frente a una variación en 
el tamaño de la población, la medida de desigualdad será la misma.

5) Descomposición: la medida de desigualdad puede dividirse tanto por 
submuestras de la población como por fuentes de ingreso.

En el estudio se elaboraron los siguientes cálculos relacionados con los 
efectos en la desigualdad del ingreso neto de los hogares del ina, de sus dos 
componentes (iaena e isna) y del resto de las actividades de tales hogares: 
1) participación de la fuente de ingreso (actividad) en el ingreso neto total; 
2) coe�ciente de Gini de la fuente; 3) correlación del Gini con la distribu-
ción de los ingresos netos totales; 4) contribución al coe�ciente de Gini del 
ingreso neto total; 5) proporción del ingreso de la fuente en la desigualdad 
del ingreso neto total, y 6) cambio porcentual en el coe�ciente de Gini ante 
un cambio de 1% de la fuente de ingreso (detalles en la sección 2 del Apén-
dice metodológico).

Datos y definiciones

La información usada para todas las estimaciones reportadas en el presen-
te capítulo proviene de la enhrum 2003.

Ingresos netos

Tanto para las estimaciones sobre pobreza como las vinculadas con la 
desigualdad fue necesario calcular los ingresos netos (valor bruto de la pro-
ducción menos costos) de los hogares de cada una de las fuentes que com-
prenden su ingreso total, conforme a la clasi�cación que sigue.
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a) Ingresos del sector primario y transferencias

• Ingreso agropecuario (provenientes de la venta de cultivos básicos y 
comerciales, de ganado menor y mayor y de sus productos).

• Ingreso por recursos naturales (los recibidos por la venta de la reco-
lección de recursos naturales).

• Transferencias gubernamentales.
• Remesas provenientes del interior del país.
• Remesas procedentes de Estados Unidos.

b) Ingresos no agropecuarios

• iaena: se obtiene de sumar los ingresos provenientes del comercio, 
los servicios y las artesanías en los que se autoemplean los miembros 
del hogar.

• isna: es la sumatoria del ingreso percibido por los miembros del hogar 
que laboraron durante 2002 en actividades no relacionadas con el 
campo, menos los costos de transporte en los que incurrieron.

La cuanti�cación de los ingresos se realizó para cada una de las regiones 
del país: sur-sureste, centro, centro-occidente, noroeste y noreste.

Además de los ingresos netos, se utilizó una serie de variables para la 
estimación de la probabilidad de participación (ecuación 2 del Apéndice 
metodológico), y son las que siguen.

Variables a nivel de hogar

• Tamaño de la familia: número de individuos que integran el hogar.
• Educación del jefe de familia: años de escolaridad que posee el jefe de 

familia.
• Experiencia del jefe de familia: se calcula tomando los años de edad 

menos los años de escolaridad terminados menos cinco.
• Experiencia del jefe de familia al cuadrado.
• Tierras: variable dummy igual a 1 si el hogar posee tierras y 0 en caso 

contrario.
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• Ganado: variable dummy igual a 1 si el hogar posee ganado y 0 en 
caso contrario.

• Tractores: variable dummy igual a 1 si el hogar posee tractor y 0 en 
caso contrario.

• Contactos en Estados Unidos: variable dummy igual a 1 si el hogar 
posee contactos en Estados Unidos, es decir, redes migratorias inter-
nacionales, y 0 en caso contrario.

• Contactos internos: variable dummy igual a 1 si el hogar posee con-
tactos en México, es decir, redes migratorias nacionales, y 0 en caso 
contrario.

• Educación: niveles de escolaridad con rangos de tres años. Las varia-
bles relacionadas con la educación son seis variables dummy igual a 1 
si el hogar tiene en promedio niveles de hasta 3 años (dummy prima-
ria 1), más de 3 y hasta 6 años (dummy primaria 2), más de 6 y hasta 9 
años (dummy secundaria), más de 9 años y hasta 12 (dummy bachille-
rato), más de 12 años (dummy licenciatura). La variable de referencia 
es la dummy de cero años de escolaridad.

Variables comunitarias

Se construyeron algunas variables comunitarias con el �n de incorporar 
los efectos de infraestructura y de integración a los mercados en las deci-
siones de los hogares para incorporarse al trabajo en actividades no agro-
pecuarias. Dichos datos se tomaron de la encuesta comunitaria (ec) de la 
enhrum 2003. Las variables son las que siguen:

• Principales servicios: es la sumatoria de los principales servicios en la 
comunidad (telégrafo, o�cina de correos, teléfono, luz, agua entuba-
da, transporte de carga, internet y banco comercial).

• Mejoramiento del tiempo: descripción de la disminución del tiempo 
promedio de traslado a las diferentes localidades, medida en minutos, 
durante los últimos doce años (1990-2002).

• Crédito formal: variable dummy igual a 1 si el hogar recibió présta-
mos bancarios o tarjeta de crédito durante 2002.
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• Falta de acceso en automóvil: variable dummy igual a 1 si en alguna 
ocasión del año los caminos de la comunidad donde se encuentra el 
hogar estuvieron bloqueados por alguna situación generada por de-
sastre natural.

• Distancia a la localidad más cercana, medida en kilómetros.
• Frecuencia diaria del transporte: número de veces que el transporte 

de personas de la comunidad llega a la localidad más cercana.

Efectos fijos

Son variables dummy que indican 1 si el hogar pertenece a alguna región 
(sur-sureste, centro, centro-occidente, noroeste o noreste) y 0 en el caso 
contrario. La región de referencia seleccionada es la sur-sureste.

Líneas de pobreza

Para calcular el índice fgt se requiere de�nir una línea de pobreza (z). En 
el caso de México, lo hace el Comité de evaluación técnica de la Secretaría 
de Desarrollo Social (Sedesol, 2002). A partir de esta fuente, las líneas de 
pobreza que se consideran en el estudio son las siguientes.

1) Pobreza alimentaria. Esta línea cali�ca como pobres todos aquellos hoga-
res que no tienen ingreso su�ciente para adquirir la canasta alimentaria.

2) Pobreza de capacidades. Esta segunda línea de pobreza da cuenta de 
que el ser humano, para potenciar sus capacidades personales, re-
quiere satisfacer otras necesidades básicas además de las alimenticias, 
para lo que incurre en la realización de gastos relacionados con cui-
dados de la salud y educación básica.

3) Pobreza de patrimonio. La tercera línea agrega, a la canasta alimentaria 
y a las capacidades, aquellos requisitos que permiten al ser humano vi-
vir de manera digna. Estas necesidades adicionales son: vestido y calza-
do; vivienda y servicio para conservarla; energía eléctrica y combusti-
ble; estimación del alquiler de la vivienda; y transporte público.
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Se consideraron para cada umbral los siguientes montos en dinero de�-
nidos por el Comité: línea uno o de pobreza alimentaria, 16.49 pesos diarios 
per cápita; línea dos o de pobreza de capacidades, 19.57 pesos diarios per cá-
pita, y línea tres o de pobreza de patrimonio, 31.54 pesos diarios per cápita.

Resultados econométricos

Los resultados obtenidos en el análisis de los impactos que tienen los in-
gresos no agropecuarios en la pobreza y en la desigualdad del ingreso son 
como siguen.

Pobreza

El escenario contrafactual se construyó considerando el nivel de ingreso 
que obtendrían los hogares si no contaran con ingresos no agropecuarios. 
Cuando se calcula dicho escenario se obtienen, de manera implícita, los 
determinantes en la selección de actividades de los hogares que a conti-
nuación se presentan.

Determinantes de la participación  
de los hogares en actividades no agropecuarias

Los determinantes de la participación de los hogares rurales de México en 
el autoempleo o de sus miembros como asalariados en actividades no agro-
pecuarias se presentan en el cuadro 4.4; éstos se re�eren a la probabilidad 
de participación en los dos tipos de actividades no agropecuarias y en su 
conjunto (en la última columna del cuadro se reportan los resultados para 
el conjunto de estos dos componentes).

Para el caso de los hogares que reciben ingresos por autoempleo no agro-

pecuario (iaena), una de las variables signi�cativas es la que se re�ere a los 
años de escolaridad del jefe: la probabilidad de que un hogar reciba iaena 
se incrementa positiva y signi�cativamente en .79% a medida que aumen-
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ta la escolaridad. La experiencia de este miembro de la familia también 
provoca un aumento en la probabilidad de participación en el autoempleo 
(0.5%).

Cuadro 4.4. Regresiones probit por fuente de ingreso (+)

Variables IAENA ISNA INA

Tamaño de la familia
0.14% 3.95% 3.32%

(-0.29) (5.74)*** (4.87)***

Educación del jefe de familia
0.79% 0.16% 0.63%

(2.25)** (-0.31) (-1.2)

Experiencia del jefe de familia
0.50% -0.34% -0.22%

(1.94)* (-0.98) (-0.66)

Experiencia del jefe de familia al cuadrado
-0.004% 0.0005% -0.0001%

(-1.49) (0.13) (-0.02)

Dummy tierras
-2.04% -9.98% -8.53%

(-0.95) (-3.25)*** (-2.8)***

Dummy ganado
-1.39% -8.08% -7.34%

(-0.68) (-2.73)*** (-2.53)**

Dummy contactos en Estados Unidos
1.16% -16.07% -13.03%

(0.45) (-4.45)*** (-3.62)***

Dummy contactos internos
1.38% 6.17% 5.85%

(0.61) (1.88)* (1.84)*

Tractores
3.38% -15.00% -6.93%

(0.81) (-2.28)** (-1.14)

Dummy primaria 1 (promedio del hogar)
8.30% 10.84% 13.84%

(0.78) (0.99) (1.39)

Dummy primaria 2 (promedio del hogar)
16.94% 17.78% 24.09%

(1.84)* (1.68)* (2.42)**

Dummy secundaria (promedio del hogar)
25.10% 26.80% 32.42%

(2.24)** (2.48)** (3.37)***
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Variables IAENA ISNA INA

Dummy bachillerato (promedio del hogar)
31.92% 27.71% 30.64%

(2.29)** (2.35)** (3.09)***

Dummy licenciatura (promedio del hogar)
32.89% 42.70% 36.05%

(1.92)* (2.96)*** (2.9)***

Principales servicios
1.28% 1.93% 2.78%

(2.58)*** (2.56)*** (3.75)***

Mejoramiento del tiempo
0.03% -0.24% -0.19%

(-0.63) (-4)*** (-3.19)***

Dummy crédito formal
6.41% 4.10% 6.84%

(1.99)** (0.88) (1.48)

Falta de acceso en auto
1.10% -8.91% -6.76%

(-0.37) (-2.22)** (-1.69)*

Distancia a la comunidad más cercana
0.15% -0.63% -0.58%

(-1.12) (-3.21)*** (-3.02)***

Frecuencia diaria del transporte
-0.40% 4.66% 3.88%

(-0.13) (4.18)*** (3.53)***

Región Centro
-12.13% 18.67% 6.66%

(-5.07)*** (4.46)*** (1.64)

Región Centro-Occidente
-10.04% 20.16% 10.28%

(-3.96)*** (4.52)*** (2.37)**

Región Noroeste
-13.72% 27.63% 13.42%

(-5.62)*** (6.13)*** (3.02)***

Región Noreste
-15.56% 5.60% -7.79%

(-6.57)*** (1.28) (-1.82)*

(+) Tamaño de la muestra: 1 782 hogares; estadísticas t en paréntesis: *** significativo a 1%; ** signi-
ficativo a 5%; * significativo a 10%. Los coeficientes expresan los efectos marginales asociados a un 
cambio de una unidad en la variable dependiente.
Fuente: estimaciones propias con datos de la enhrum 2003.

Respecto de las variables de activos físicos, como las tierras y las po-
sesiones de ganado, éstas no son signi�cativas para los iaena; a pesar de 
ello, cuentan con el signo negativo esperado. Asimismo, las variables que 
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capturan las redes migratorias nacionales e internacionales no in�uyen en 
la decisión de los hogares de involucrase en actividades de autoempleo.

En contraste, la probabilidad de autoemplearse en actividades no agro-
pecuarias aumenta signi�cativamente por los años de escolaridad prome-
dio del hogar a partir de la educación básica. En efecto, si los miembros 
del hogar cuentan con un promedio de escolaridad de entre cuatro y seis 
años de educación básica, la probabilidad de que el hogar reciba iaena es 
signi�cativa (16.94%), y tal probabilidad se eleva conforme la escolaridad 
promedio del hogar aumenta; por ejemplo, asciende a 25.10% cuando se 
cuenta con educación media básica, a 31.92% cuando se tiene bachillerato 
y a 32.89% cuando se ha cursado una licenciatura. Lo anterior muestra la 
importancia que tiene la educación cuando los hogares rurales participan 
en actividades propias no agropecuarias.

En cuanto a las variables comunitarias que inciden en la participación 
de los hogares rurales en actividades no agropecuarias de autoempleo, la 
dummy de crédito formal y la de principales servicios son positivas y signi-
�cativas: 6.41 y 1.28%, respectivamente.

Por último, los parámetros que capturan los efectos �jos son todos sig-
ni�cativos, aunque negativos. Debido a que la región de referencia es la 
sur-sureste, los resultados indican que en esta región rural es en donde 
los hogares tienen más probabilidad de autoemplearse en actividades no 
agropecuarias; por ejemplo, el parámetro de -13.72% de la región noroeste 
indica que los hogares de ésta tienen menos probabilidad de recibir iaena 
respecto a los ubicados en el sur-sureste.

En la segunda columna del cuadro 4.4 se presentan los parámetros es-
timados sobre la probabilidad de decisión por parte de los miembros del 
hogar a emplearse como trabajadores asalariados no agropecuarios.

La probabilidad de que el hogar participe en trabajos asalariados no 
agropecuarios aumenta en 3.95%, y signi�cativamente cuando hay un 
miembro más en la familia. En contraste, la tenencia de tierra, la posesión 
de ganado y contar con tractores, desincentivan de manera signi�cativa la 
probabilidad de involucrarse como asalariados en actividades no agrope-
cuarias, en -9.98, -8.08 y -15%, respectivamente.

En cuanto a las redes migratorias nacionales, los resultados indican que 
entre más contactos tenga internamente un hogar rural, la probabilidad 
de empleo salarial no agropecuario crece (6.17%). Ello sugiere que, por 
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medio de las redes de migrantes en el interior de México, el hogar adquie-
re información respecto de la demanda y oportunidades de trabajo que 
existen en localidades o ciudades aledañas a la comunidad. En contraste, 
los contactos en Estados Unidos disminuyen drástica y signi�cativamen-
te la probabilidad en el empleo asalariado no agropecuario (-16.07%). El 
resultado no es de extrañar porque la información que proporcionan los 
migrantes en el extranjero resulta útil sólo para las posibilidades de empleo 
fuera de México (dicha información no está incluida como parte de la va-
riable dependiente en el modelo).

De igual forma, como en el caso del autoempleo, la probabilidad de par-
ticipar en actividades asalariadas no agropecuarias es positiva cuando el 
hogar cuenta con educación básica completa, e incluso aumenta el nivel de 
signi�cancia cuando ésta es mayor; por ejemplo, si alguno de los miembros 
cuenta con licenciatura, la probabilidad es mayor (42.70%) que si se tiene 
bachillerato (27.71%). En contraposición, si la escolaridad es menor a tres 
años, no incentiva ni tiene signi�cancia en la probabilidad de emplearse en 
actividades asalariadas.

Las variables comunitarias que tienen un mayor impacto en la proba-
bilidad de participación en actividades asalariadas no agropecuarias son: 
1) principales servicios (1.93%, que incluye telecomunicaciones, luz, agua 
entubada, transporte de carga, etcétera) y 2) la frecuencia diaria del trans-
porte (4.66%). La variable relacionada con la distancia a la comunidad más 
cercana indica que entre más alejadas estén las comunidades disminuirá 
0.63% la probabilidad de dedicarse a actividades asalariadas no agropecua-
rias, ya que no hay mercados laborales cercanos.

La falta de acceso en automóvil indica que si alguna comunidad carece 
de este acceso la probabilidad de poder laborar en empleos asalariados dis-
minuye en 8.91%. Al combinar ambos resultados se in�ere que cuando la 
comunidad está mejor conectada, ya sea mediante buenos caminos o por 
medios de transporte más frecuentes, sin importar el tiempo que tomen los 
traslados,3 aumenta la probabilidad de que los miembros del hogar salgan de 
sus comunidades a trabajar por un salario en actividades no agropecuarias.

Frente al sur-sureste, en todas las regiones prevalece una probabilidad 
positiva de participación en dichas actividades.

3 La variable mejoramiento del tiempo es signi�cativa, sin embargo, tiene signo negativo.
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Para ampliar el estudio se realizó una regresión adicional que engloba 
los iaena y los isna. Los resultados se reportan en la columna 3 del cua-
dro 4.4 e indican, en términos generales, que la educación, la ausencia de 
activos físicos, los contactos dentro del país, y el hecho de contar con in-
fraestructura en servicios y transporte, determinan la participación de los 
hogares rurales en actividades no agropecuarias en su conjunto.

Efectos de las actividades no agropecuarias en la pobreza rural

La medición de la pobreza se realizó calculando el índice Foster, Greer y 
	orbecke (fgt) para los ingresos originales y, luego, mediante la cons-
trucción del escenario contrafactual se estimaron los ingresos, eliminando 
los provenientes de las actividades no agropecuarias, Ycf, con los cuales se 
calculó un nuevo índice fgtcf, de las tres líneas de pobreza y de los dife-
rentes niveles de α para conocer los índicees de incidencia, profundidad 
y severidad de la pobreza. Con el �n de asegurar la pertinencia de estas 
mediciones, se realizó una prueba de medias para saber si los ingresos ori-
ginales son estadísticamente diferentes de los del escenario contrafactual. 
Los resultados están en el panel A del cuadro 4.5, en el que se observa que 
tales diferencias son signi�cativas.

Cuadro 4.5. Efectos del ingreso no agropecuario en la pobreza (+) 

Panel A. Significancia de medias de los ingresos originales y los ingresos contrafactuales (++)

Nacional Sur-Sureste Centro

Centro- 

Occidente Noroeste Noreste

Ha: diff ≠ 0 Ha: diff ≠ 0 Ha: diff ≠ 0 Ha: diff ≠ 0 Ha: diff ≠ 0 Ha: diff ≠ 0

t = -9.1650*** t = -2.6089*** t = -8.6342*** t = -8.2369*** t = -5.1822*** t = -3.1313***

P > t = 
0.0000

P > t = 
0.0095

P > t = 
0.0000

P > t = 
0.0000

P > t = 
0.0000

P > t = 
0.0019

Panel B. Resultados de fgt original y fgt contrafactual

FGT nacional FGT contrafactual nacional Cambio porcentual (%)

α = 0 1 2 α = 0 1 2 α = 0 1 2

L1 0.44 0.24 0.17 L1 0.79 0.55 0.43 L1 80 129 153

L2 0.51 0.28 0.20 L2 0.83 0.59 0.47 L2 63 111 135

L3 0.65 0.40 0.29 L3 0.90 0.69 0.58 L3 38 73 100
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FGT región sur-sureste

FGT contrafactual

región sur-sureste

Cambio porcentual (%)

región sur-sureste

α = 0 1 2 α = 0 1 2 α = 0 1 2

L1 0.70 0.38 0.26 L1 0.99 0.84 0.73 L1 41 121 181

L2 0.75 0.44 0.31 L2 0.99 0.86 0.77 L2 32 95 148

L3 0.88 0.58 0.44 L3 1.00 0.56 0.33 L3 14 -3 -25

FGT región centro

FGT contrafactual  

región centro 

Cambio porcentual

región centro

α = 0 1 2 α = 0 1 2 α = 0 1 2

L1 0.43 0.19 0.12 L1 0.97 0.72 0.59 L1 126 279 392

L2 0.49 0.24 0.15 L2 0.98 0.76 0.63 L2 100 217 320

L3 0.70 0.38 0.25 L3 1.00 0.85 0.75 L3 43 124 200

FGT región centro-occidente

FGT contrafactual región 

centro-occidente 

Cambio porcentual (%)

región centro-occidente

α = 0 1 2 α = 0 1 2 α = 0 1 2

L1 0.42 0.27 0.22 L1 0.90 0.60 0.46 L1 114 122 109

L2 0.47 0.30 0.24 L2 0.92 0.65 0.51 L2 96 117 113

L3 0.66 0.40 0.31 L3 0.97 0.76 0.64 L3 47 90 106

FGT región noroeste

FGT contrafactual 

región noroeste 

Cambio porcentual (%)

región noroeste

α = 0 1 2 α = 0 1 2 α = 0 1 2

L1 0.18 0.10 0.07 L1 0.41 0.17 0.11 L1 128 70 57

L2 0.23 0.11 0.08 L2 0.54 0.22 0.02 L2 135 100 -75

L3 0.34 0.18 0.12 L3 0.69 0.37 0.24 L3 103 106 100

FGT región noreste

FGT contrafactual  

región noreste 

Cambio porcentual (%)

región noreste

α = 0 1 2 α = 0 1 2 α = 0 1 2

L1 0.38 0.22 0.17 L1 0.64 0.35 0.24 L1 68 59 41

L2 0.43 0.25 0.19 L2 0.67 0.40 0.28 L2 56 60 47

L3 0.61 0.35 0.26 L3 0.82 0.53 0.40 L3 34 51 54

(+) Tamaño de la muestra: 1782 hogares.

(++) Ho: media (ingresos contrafactuales) – media (ingresos originales) ≠ diff ≠ 0; Ha: diff ≠ 0, es la hipó-
tesis alternativa de que las medias de ambos grupos de ingresos sean distintos de cero. Estadísticos t: 
*** significativo a 1%; ** significativo a 5%; * significativo a 10%.
Fuente: estimaciones propias con base en datos de la enhrum 2003.
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Los resultados del estudio contrafactual se presentan en el panel B del 
cuadro 4.5, que incluyen las tres medidas sintéticas de la pobreza; a saber: 
α = 0 es el índice de incidencia; α = 1, el índice de profundidad, y α = 2, el 
índice de severidad, las cuales se estimaron para cada línea de pobreza: L1 
la alimentaria, L2 la de capacidades y L3 la patrimonial.

Cuando α toma el valor de cero en la ecuación 1, el índice obtenido se 
reduce a la proporción de hogares que se encuentran debajo de la línea de 
pobreza, por lo que el índice de incidencia se puede interpretar directa-
mente como un porcentaje. Así entonces, en el ámbito nacional, la inciden-

cia de la pobreza indica que 44% de los hogares tienen ingresos inferiores 
a los que establece la línea L1. Respecto de las regiones, es en la sur-sureste 
donde está la mayor proporción de hogares en pobreza alimentaria (70%), 
seguida por las regiones centro y centro-occidente (43 y 42%, respectiva-
mente) y por las del norte (18% en el noroeste y 38% en el noreste (cuadro 
4.5, panel B, primera columna).

Al considerar la línea L2 en el ámbito nacional, la incidencia de la pobreza 
aumenta 7%; mientras que en las regiones los incrementos oscilan entre 5 
y 6%, en comparación con la L1. Pero si la línea de pobreza se amplía a la 
patrimonial (línea L3), la proporción de población que se ubica debajo de 
ella aumenta en mayor medida que cuando se pasa de la L1 a la L2. A nivel 
nacional, 65% de los hogares rurales está por debajo de L3, 14% más que los 
hogares que se encuentran en la línea L2. La región noroeste es la que cuenta 
con mayores niveles de ingreso y, como consecuencia, la incidencia de la 
pobreza medida con la L3 es de sólo 34% de los hogares.

Respecto al índice de profundidad de la pobreza (α = 1), a nivel nacional, 
considerando la línea L3, el índice es de 0.40, siendo la región sur-sureste 
la que tiene el índice más alto (0.58), seguida del centro-occidente (0.40), 
mientras que los hogares de las regiones del norte son los que experimentan 
menor profundidad en pobreza (cuadro 4.5, panel B, segunda columna).

En relación con el índice de severidad de la pobreza, y considerando la 
línea pobreza patrimonial (L3), ésta es de 0.29 a nivel nacional. De nuevo, 
la región sur-sureste es la que tiene el índice más elevado (0.44) y la región 
noroeste el menor (0.12, cuadro 4.5, panel B, tercera columna).

Los resultados de la simulación del fgtcf en un escenario contrafactual 
(reportados a partir de las columnas intermedias del panel B del cuadro 4.5) 
muestran de manera general que en ausencia de ingresos no agropecuarios, 
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los hogares rurales tendrían mayores niveles de pobreza. Se destaca el hecho 
de que, a nivel nacional, la incidencia de la pobreza aumenta considerable-
mente en todas las líneas de pobreza y, si se considera la línea de pobreza 
patrimonial (L3), 90% se encontraría en pobreza si la población no realizara 
actividades no agropecuarias. Respecto de la línea de pobreza alimentaria, 
el porcentaje de hogares en los que ésta incide pasan de 44 a 79% a nivel na-
cional, es decir, el impacto en la incidencia de la pobreza debido a la ausencia 
de ingresos no agropecuarios aumentaría 80%. En la región sur-sureste la 
incidencia de la pobreza alimentaria subiría de 70 a 99%, en la región centro 
de 43 a 97%, en la centro-occidente de 42 a 90%, en la noreste de 18 a 41% 
y en la noroeste de 38 a 64%. Por tanto, en ausencia de ingresos no agrope-
cuarios, la proporción de hogares en los que incide la pobreza alimentaria 
crece de manera sustancial en todas las regiones rurales, sobre todo en el 
centro, centro-occidente y noroeste. Lo último debido a que en estas tres 
regiones la incidencia de la pobreza alimentaria aumenta en más de 100% 
(antepenúltima columna del cuadro 4.5, panel B).4

En relación con la profundidad de la pobreza cuando se eliminan los 
ingresos no agropecuarios, el fgtcf  contrafactual muestra que los índices 
aumentan en las tres líneas de pobreza y en todo el país.

Por último, los resultados del escenario contrafactual muestran que de 
no haber ingreso no agropecuario, en el plano nacional, la severidad de la 
pobreza aumentaría en más de 100% para las tres líneas de pobreza. En 
cuanto a las regiones, destacan el elevado crecimiento de tal indicador en 
el centro (392, 320 y 200% para L1, L2 y L3, respectivamente) y su disminu-
ción en el sureste para L3 (-25%) y en el noroeste para L2 (-75%).

A partir de los resultados del ejercicio contrafactual puede concluirse que, 
en general, los ingresos de los hogares rurales provenientes de sus activida-
des no agropecuarias reducen la pobreza en el campo —particularmente la 
alimentaria— en todas las regiones. Los resultados también muestran la gran 
heterogeneidad de las regiones rurales de México y, por ello, los ingresos por 
actividades no agropecuarias no conducen necesariamente a la reducción de 
la pobreza en capacidades en el noroeste ni de la patrimonial en el sureste.

4 En las tres últimas columnas de este panel se presentan, respectivamente, los cambios por-
centuales en la incidencia, severidad y profundidad de la pobreza en el escenario contrafac-
tual (fgt

cf
 ), tomando como base los indicadores estimados con el fgt inicial expuestos en 

las tres primeras columnas del panel B.
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Desigualdad del ingreso

Para calcular la descomposición del coe�ciente de Gini y conocer los im-
pactos en la desigualdad que generan las fuentes de ingresos por autoem-
pleo no agropecuario (iaena), de ingresos salariales no agropecuarios 
(isna) y por estas dos fuentes en conjunto (ina), se hicieron las tres esti-
maciones que siguen.

Primero, se calculó la proporción que ocupa cada fuente de ingreso en 
el ingreso neto total de los hogares (S

k
). En el plano nacional, los ina son 

los de mayor peso respecto al resto de las fuentes de ingreso de los hogares 
(49%, primera columna del panel A del cuadro 4.6); en este sentido, des-
tacan los isna, que participa con 41% del total, mientras que el peso de los 
iaena es de 8% (la participación en el ingreso por autoempleo y salarios 
agropecuarios es de 18 y 13%, respectivamente).

Cuadro 4.6. Descomposición del índice de Gini
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Agropecuario 0.180 1.120 0.760 0.155 0.260 0.079

Recursos 
naturales

0.020 0.800 0.100 0.002 0.003 -0.020

Transferencias 
del gobierno

0.040 0.760 0.230 0.008 0.013 -0.031

Remesas
del interior

0.020 0.950 0.250 0.004 0.007 -0.010

Remesas de 
Estados Unidos

0.110 0.940 0.690 0.071 0.120 0.010
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Ingresos  
salariales  
agrícolas

0.130 0.820 0.400 0.043 0.070 -0.058

IAENA 0.080 0.960 0.680 0.054 0.090 0.008

ISNA 0.410 0.790 0.790 0.258 0.430 0.022

INA 0.490 0.760 0.830 0.312 0.530 0.030

Ingreso total 1.000 0.600 1.000 0.595 1.000  

Panel B

Región sur-sureste
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Agropecuario 0.090 1.390 0.570 0.070 0.122 0.036

Recursos  
naturales

0.060 0.700 0.300 0.013 0.023 -0.039

Transferencias  
del gobierno

0.100 0.610 0.240 0.015 0.026 -0.073

Remesas  
del interior

0.040 0.920 0.330 0.011 0.020 -0.017

Remesas de 
Estados Unidos

0.070 0.980 0.840 0.055 0.098 0.031

Ingresos salaria-
les agrícolas

0.150 0.770 0.420 0.048 0.086 -0.063

IAENA 0.210 0.930 0.840 0.160 0.290 0.080

ISNA 0.290 0.840 0.770 0.190 0.340 0.046

INA 0.500 0.810 0.870 0.350 0.630 0.125

Ingreso total 1.000 0.560 1.000 0.560 1.000  
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Región centro
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Agropecuario 0.110 1.190 0.600 0.081 0.152 0.039

Recursos  
naturales

0.040 0.630 0.030 0.001 0.002 -0.041

Transferencias 
del gobierno

0.050 0.660 0.240 0.008 0.015 -0.036

Remesas del 
interior

0.030 0.920 0.110 0.003 0.006 -0.027

Remesas de
Estados Unidos

0.130 0.950 0.770 0.095 0.180 0.050

Ingresos salaria-
les agrícolas

0.160 0.820 0.440 0.057 0.108 -0.051

IAENA 0.080 0.950 0.670 0.048 0.090 0.016

ISNA 0.400 0.790 0.760 0.240 0.450 0.051

INA 0.470 0.760 0.800 0.290 0.540 0.067

Ingreso total 1.000 0.530 1.000 0.530 1.000 0.000

Región centro-occidente
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Agropecuario 0.110 1.380 0.620 0.093 0.180 0.070

Recursos 
naturales

0.030 0.800 0.160 0.003 0.006 -0.019
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Transferencias 
del gobierno

0.040 0.810 0.060 0.002 0.003 -0.035

Remesas del 
interior

0.010 0.980 0.560 0.005 0.011 0.001

Remesas de 
Estados Unidos

0.140 0.860 0.380 0.045 0.090 -0.051

Ingresos salaria-
les agrícolas

0.110 0.820 0.240 0.023 0.040 -0.070

IAENA 0.070 0.980 0.590 0.043 0.080 0.008

ISNA 0.490 0.760 0.820 0.306 0.590 0.097

INA 0.570 0.730 0.840 0.350 0.670 0.105

Ingreso total 1.000 0.520 1.000 0.520 1.000  

Región noroeste
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Agropecuario 0.240 0.970 0.860 0.200 0.370 0.126

Recursos 
naturales

0.010 0.960 0.160 0.001 0.003 -0.006

Transferencias 
del gobierno

0.020 0.860 0.400 0.007 0.012 -0.008

Remesas del 
interior

0.010 0.940 0.310 0.004 0.006 -0.006

Remesas de 
Estados Unidos

0.040 0.940 0.340 0.012 0.022 -0.015

Ingresos salaria-
les agrícolas

0.140 0.750 0.270 0.029 0.053 -0.091

IAENA 0.050 0.980 0.570 0.030 0.050 0.001

ISNA 0.490 0.710 0.770 0.270 0.490 -0.002

INA 0.540 0.680 0.800 0.290 0.540 -0.001

Ingreso total 1.000 0.550 1.000 0.550 1.000  
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Región noreste
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Agropecuario 0.270 1.120 0.780 0.240 0.360 0.085

Recursos
naturales

0.010 0.880 0.170 0.001 0.001 -0.005

Transferencias del 
gobierno

0.050 0.830 0.490 0.020 0.030 -0.019

Remesas del 
interior

0.010 0.980 0.370 0.002 0.003 -0.003

Remesas de Esta-
dos Unidos

0.200 0.940 0.850 0.162 0.242 0.040

Ingresos salaria-
les agrícolas

0.090 0.870 0.340 0.026 0.040 -0.051

IAENA 0.080 0.940 0.770 0.060 0.090 0.007

ISNA 0.290 0.790 0.690 0.160 0.240 -0.055

INA 0.380 0.760 0.760 0.219 0.330 -0.048

Ingreso total 1.000 0.670 1.000 0.670 1.000  

Fuente: estimaciones propias con datos de la enhrum 2003

El segundo cálculo consistió en estimar la desigualdad de la fuente de 
ingreso k (G

k 
). En el plano nacional, los resultados muestran que los co-

e�cientes de Gini más altos son para los iaena (0.96) y para las remesas 
internacionales e internas (0.94 y 0.95, respectivamente). Dicho coe�ciente 
es menor para los isna, de 0.79, que es similar al 0.76 para los ina (cuadro 
4.6, segunda columna del panel A).5

5 En el caso de los ingresos agropecuarios, los coe�cientes de Gini para todo el México 
rural y para sus regiones, excepto la noroeste, resultan ser superiores a 1. Esto re�eja la 
presencia de valores negativos en el ingreso neto proveniente de dicha fuente para algunos 
hogares. El fenómeno es común en la economía de los hogares rurales de países en de-
sarrollo ya que, entre otras, la diversi�cación de sus fuentes de ingreso les permite seguir 
produciendo alimentos para la subsistencia familiar, aunque ello signi�que un ingreso (o 
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El tercer cálculo se re�ere a la relación de los ingresos de cada fuente 
y su inserción en la parte baja o alta de la distribución (R

k 
). En el plano 

nacional, los ingresos provenientes de la extracción de recursos naturales, 
de las transferencias del gobierno y de los migrantes internos se trasladan 
a hogares con bajos ingresos (en la tercera columna del cuadro 4.6, panel 
A se observa que su R

k
 es bajo: 0.10, 0.23 y 0.25, respectivamente) mientras 

que los isna, iaena y las remesas de Estados Unidos se destinan a hogares 
con ingresos altos (su R

k
 es elevada: 0.79, 0.68 y 0.69, respectivamente).

Estos resultados indican que para el sector rural mexicano los ingresos 
no agropecuarios están inequitativamente distribuidos. Con el �n de deta-
llarlos se elaboraron cálculos adicionales; a saber: la contribución de cada 
fuente de ingreso al coe�ciente de Gini del ingreso total, la proporción que 
representa esta contribución y el cambio en el índice de Gini ante cambios 
marginales del ingreso por fuente.

La contribución de cada fuente de ingreso al coe�ciente de Gini del 
ingreso total se obtiene al multiplicar S

k
, G

k
 y R

k
. Los resultados están en 

la cuarta columna del panel A del cuadro 4.6, que indican que la contri-
bución en el coe�ciente de Gini total (que es de 0.595) es la siguiente: de 
0.258 en el caso de los isna, de 0.054 para los iaena y de 0.312 en conjun-
to (ina). Por su parte, las proporciones resultan ser, en primer lugar, los 
isna (43%), seguidos de los ingresos agropecuarios (26%), las remesas de 
Estados Unidos (12%) y los iaena (9%) (porcentaje,penúltima columna 
del cuadro 4.6, panel A).

En cuanto al impacto en la desigualdad del ingreso que puede tener un 
cambio marginal (π) por fuente, conviene mencionar que las que generan 

“ganancia”) agropecuario nulo o negativo. En la bibliografía económica también se han 
reportado coe�cientes de Gini iguales y superiores a 1 (Lerman y Yitzhaki, 1985; Wodon 
y Yitzhaki, 2002; Taylor et al., 2005; y López-Feldman, 2008). Ello se explica porque en las 
estimaciones de Gini por fuente se permiten ingresos con valores de cero o negativos para 
las actividades de�citarias. En términos técnicos, el coe�ciente de Gini es una medida de 
dispersión similar a un coe�ciente de variación, igual a la diferencia esperada entre dos 
observaciones seleccionadas al azar dividas por la media. Dicha media puede interpretar-
se como la diferencia esperada entre cada observación y el cero. Si todas las observaciones 
son positivas, el cero está fuera del rango de las observaciones, por lo que la proporción 
será inferior a uno. No obstante, si algunas observaciones son cero o negativas, el cero no 
está fuera del rango, y la diferencia depende de la ubicación del cero en el rango (Taylor 
et al., 2005).
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mayor desigualdad son aquellas que tienen cambios positivos, y vicever-
sa. Los resultados muestran que ante un cambio de 1% en el ingreso por 
fuente, la que genera mayor desigualdad es aquella que se relaciona con las 
actividades agropecuarias (0.079%) de los hogares,6 siguiéndole el ina en 
conjunto (0.03%) y los isna (0.022%), mientras que los iaena aumentan la 
desigualdad en .008% (última columna del panel A del cuadro 4.6).

Debido a la gran heterogeneidad de las regiones rurales de México, el 
estudio sobre la desigualdad por fuente de ingreso también se hizo en este 
plano (véanse los resultados en el panel B del cuadro 4.6). De igual forma 
que en el plano nacional, se realizaron los cálculos a nivel regional tomando 
en cuenta el ingreso total por región. Los que siguen son los hallazgos para 
las fuentes de ingreso que en este texto se consideran de interés: iaena,  
isna e ina (panel B del cuadro 4.6).

No cabe duda de que los ina representan una gran proporción del in-
greso (S

k 
 ) en las regiones, que oscilan en alrededor de 50% en todas las 

regiones, con excepción de la noreste, en la que sólo representa 38% del 
ingreso total de los hogares. En cuanto a los componentes del ina, los isna 
son los de mayor peso (entre 40 y 49% en las regiones centro, centro-occi-
dente y noroeste, y 29% en las regiones sur-sureste y noreste); por su parte, 
la contribución de los iaena en el ingreso total de los hogares es mucho 
menor, ya que oscilan entre 5 y 8% en todas las regiones, con excepción de 
la sur-sureste, que alcanza 21 por ciento.

Los coe�cientes de Gini (G
k
 ) de los iaena muestran la inequidad entre 

las regiones, ya que son cercanos a la unidad (0.93 en la región sur-sureste, 
0.94 en la noreste, 0.95 en la región centro y 0.98 en las regiones centro-oc-
cidente y noroeste). En cambio, los coe�cientes de Gini de los isna mues-
tran una distribución menos desigual: de 0.71 en la región noroeste, 0.76 
en la centro-occidente, 0.79 en las regiones centro y noreste y 0.84 en la 
sur-sureste. Por último, el coe�ciente de Gini de los ina más bajo es el de 
la región noroeste (0.68) y el más elevado el del sur-sureste (0.81).

6 Esto se debe al alto coe�ciente de Gini que presentaron, el cual se explicó en la nota 5. En 
estudios posteriores es conveniente realizar la descomposición del índice de Gini utilizando 
un ingreso agropecuario bajo dos escenarios, es decir, hogares con ingresos agrope cuarios 
tal y como se muestran en la realidad rural (éstos pueden incluir ingresos positivos, negati-
vos o nulos) y con ingresos exclusivamente positivos.
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La correlación (R
k
 ) de los isna y los iaena con el ingreso total por re-

gión di�ere marcadamente entre regiones. Por ejemplo, los iaena tienen la 
correlación más baja en la región noroeste (0.57) y la más alta en el sur-su-
reste (0.84). La correlación de los isna oscila desde 0.69 en la región noreste 
hasta 0.82 en la región centro-occidente. En su conjunto los ina los reci-
be la parte alta de la distribución del ingreso: en las regiones sur-sureste, 
centro-occidente, centro, noroeste y noreste las correlaciones son de 0.87, 
0.84, 0.80, 0.80 y 0.76, respectivamente.

Respecto a la contribución de las fuentes de ingreso no agropecuario al 
coe�ciente de Gini (S

k
G

k
R

k
 ), la de los isna es elevada en todas las regiones, 

al grado de que supera a la contribución al Gini de todas las otras fuentes 
de ingreso de los hogares. La única excepción se da en la región noreste, 
ya que la contribución del ingreso agropecuario supera a la de los isna 
(0.24 y 0.16, respectivamente).7 En contraste, la contribución de los iaena 
al coe�ciente de Gini es baja en todas las regiones, ya que no supera 0.06, 
con excepción de la región sur-sureste (0.16). En conjunto, los ina contri-
buyen de la siguiente manera en el coe�ciente de Gini del ingreso total por 
región: 0.35 en un coe�ciente de Gini total de 0.56 en la región sur-sureste, 
0.29 en un coe�ciente de Gini total de 0.53 en la región centro, 0.35 en un 
coe�ciente de Gini total de 0.52 en la región centro-occidente, 0.29 en un co-
e�ciente de Gini total de 0.55 en la región noroeste, y 0.22 en un coe�ciente 
de Gini total de 0.67 en la región noreste.

Lo anterior se re�eja en las proporciones que representa cada contribu-
ción (porcentaje de la quinta columna del panel B del cuadro 4.6). Los isna 
poseen las proporciones más altas de la contribución en el índice de Gini 
en todas las regiones; al considerarlos en conjunto con los iaena, los ina 
también resultan con proporciones elevadas, que van de 33% en la región 
noreste hasta 67% en la región centro-occidente.

Los impactos que tienen las fuentes de ingreso en la desigualdad en las 
cinco regiones se presentan en la sexta columna del panel B del cuadro 
4.6. Los resultados muestran que los impactos son diferentes en cada re-
gión. En efecto, aunque los iaena incrementan la desigualdad en todas 

7 Como se mencionó, el índice de Gini del ingreso agropecuario supera el valor de 1; sin 
embargo, aun si se obtuviera el producto S

k
G

k
R

k 
con un índice de Gini un poco menor o 

igual a 1, el resultado de la contribución del ingreso agropecuario al coe�ciente de Gini del 
ingreso total sería mayor a la contribución de los isna.
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las regiones, los cambios marginales indican que tal efecto es mayor en 
la región sur-sureste y menor en la noroeste (0.08% y 0.001%, respectiva-
mente). Asimismo, en las regiones sur-sureste, centro y centro-occidente, 
los isna conducen a una mayor desigualdad (0.046%, 0.051% y 0.097%, 
respectivamente), mientras que en el noroeste y noreste esta fuente de in-
greso conduce a una disminución en el coe�ciente de Gini de desigualdad 
del ingreso de los hogares, de 0.002% y 0.055%, respectivamente.

En síntesis, el principal hallazgo sobre el efecto de los ingresos no agro-
pecuarios en la desigualdad es que éstos incrementan la desigualdad en 
el plano nacional. Aun así, en el ámbito regional y cuando se separan los 
iaena de los isna, resulta que los isna disminuyen la desigualdad en el 
norte del país.

Conclusiones

La principal fuente de ingreso de los hogares rurales mexicanos ya no 
proviene de las actividades agropecuarias, sino de la participación de sus 
miembros en los mercados de trabajo asalariado, relacionados, principal-
mente, con los servicios, la manufactura y la construcción. Aunque esta 
situación se presenta en todo el México rural, hay marcadas diferencias 
entre sus regiones: en el sur-sureste y centro del país la principal fuente de 
ingreso salarial de los hogares en actividades no agropecuarias proviene 
de la construcción y de los servicios, mientras que en el noroeste y nores-
te la fuente se encuentra en las manufacturas. La región centro-occidente 
está en una situación intermedia. Estas características —y la presencia de 
autoempleo de los miembros de los hogares rurales en actividades no agro-
pecuarias— han motivado el presente estudio sobre los determinantes de 
la participación de los hogares rurales en actividades no agropecuarias, 
así como los efectos de dicha participación en la pobreza y desigualdad en 
todo el medio rural mexicano y en sus regiones.

El ingreso que se obtiene de las actividades no agropecuarias es el de 
mayor peso y ha estado creciendo continuamente. Los datos de la enhrum 
2003 muestran que, a pesar de que sólo 56.2% de los hogares del sector 
rural se dedica a estas actividades, el ingreso no agropecuario representa 
49.4% del total de ingresos promedio de un hogar; en comparación con 
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65.7% de los hogares que llevan a cabo actividades primarias (agricultura, 
ganadería y otras), pero cuya proporción del ingreso sólo representa 18%. 
Asimismo, los hogares con mayores niveles de ingreso están muy correla-
cionados con los hogares que se dedican a actividades no agropecuarias.

Un primer hallazgo en la presente investigación es que, para poder 
incorporarse a actividades de autoempleo y trabajo asalariado no agro-
pecuario, los hogares rurales deben contar con ciertas particularidades. 
Los resultados econométricos indican que las características de mayor 
peso en la selección de actividades no agropecuarias son la educación, 
el tamaño de la familia, los contactos en el interior del país y la infraes-
tructura en materia de servicios y transporte. Si se toma en cuenta que 
la participación de los hogares en este tipo de actividades aumenta su 
ingreso, el resultado econométrico muestra la importancia que tiene para 
el desarrollo del país la inversión pública en educación rural y en comu-
nicaciones y transporte.

Como resultado adicional del estudio empírico, el acceso al crédito for-
mal promueve la participación de los hogares en actividades propias (au-
toempleo) no agropecuarias. Esto, y la bajísima penetración �nanciera que 
subsiste, muestran la importancia de las acciones públicas para impulsar 
los servicios bancarios en el medio rural mexicano.

En cuanto a los efectos de los ingresos no agropecuarios en la pobreza 
de los hogares rurales del país, los resultados del ejercicio contrafactual 
muestran que éstos disminuyen la pobreza en todo el medio rural y en sus 
cinco regiones. Tales hallazgos se aplican a los tres niveles de pobreza (ali-
mentaria, de capacidades y patrimonial), y para los tres índices de pobreza 
que se usaron en las estimaciones (incidencia, profundidad y severidad). 
No obstante, los efectos positivos di�eren entre regiones; destaca el resul-
tado que indica que en las regiones sur-sureste, centro y centro-occidente 
es mayor el impacto de los ingresos no agropecuarios en la profundidad y 
severidad de la pobreza respecto a las dos regiones del norte.

Por otro lado, los ingresos no agropecuarios aumentan la desigualdad 
de los hogares rurales en el plano nacional. Aun así, los resultados indican 
que esto no se aplica para el ingreso salarial no agropecuario en las dos 
regiones del norte.

En síntesis, los ingresos de los hogares rurales provenientes de activida-
des no agropecuarias son ya un componente de peso en el campo mexica-
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no, que, además, contribuyen a disminuir la pobreza. No obstante, este tipo 
de ingresos reduce la desigualdad sólo en el norte del país.

A estos hallazgos hay que agregar que la educación y la infraestructura 
de transporte promueven la participación de los hogares rurales en activi-
dades no agropecuarias, así como el hecho de que los hogares que se loca-
lizan en el norte rural del país son los más educados, más productivos, con 
mayor acceso a las comunicaciones, los que más participan como asalaria-
dos en las manufacturas y los que obtienen ingresos más elevados respecto 
a los hogares del resto de las regiones rurales del país.

Con base en lo antes expuesto, se puede concluir que el impulso a las 
actividades no agropecuarias debe ser un componente de las políticas para 
el desarrollo rural de México, y que estas últimas se tendrían que acompa-
ñar de inversión en la formación de capital humano y en obras de comu-
nicaciones y transporte, sobre todo en el centro y sur-sureste del país, para 
que tales medidas conduzcan a aumentar la equidad y no sólo a reducir la 
pobreza rural.

Los resultados empíricos de la presente investigación implican que las 
políticas económicas deben reorientarse regionalmente. El caso de la re-
gión rural sur-sureste —la más pobre del país— es la que adquiere en este 
sentido mayor relevancia. El presente estudio muestra que es en esta región 
donde las actividades no agropecuarias de autoempleo son casi tan impor-
tantes en el ingreso de sus hogares como las de trabajo asalariado (contri-
buyen, respectivamente, en 21 y 29% al ingreso total de sus hogares), por lo 
que las políticas de desarrollo para la región deberían tomar esto en cuenta, 
promoviendo los micro negocios no agropecuarios. Como el sur-sureste es 
además la zona del país en donde hay más biodiversidad, dicho impulso 
podría evitar o reducir, entre otros, la creciente deforestación provocada 
por el aumento de la actividad ganadera.
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Apéndice metodológico

1. Medición de los impactos en la pobreza del ina

Índice de pobreza

Ecuación para el cálculo del índice Foster, Greer y 	orbecke (fgt):

 
∑( ) = α

α

=

P Y z
nz

g;
1

d i

i

q

1  
(1)

donde ( )=Y y y y, , ...,d n1 2  
corresponde a los ingresos ordenados de cada 

hogar; z a la línea de pobreza; n es el número total de hogares; q es el 
número de hogares que se encuentran debajo de la línea de pobreza z;  
g

i
 = z – y

i
 es la brecha entre el ingreso del hogar i y la línea de pobreza  

z; α es el parámetro visto como una medida de aversión a la pobreza en el 
que un mayor nivel de α indica un mayor énfasis en los pobres. Los tres 
índices de la pobreza se pueden obtener con base en los distintos valores 
de α8 (Raghbendra y Sharma, 2003, y Raghbendra, 2000).

Una vez calculado el índice fgt para los ingresos originales de los hoga-
res, se construye un contrafactual donde se simula un escenario en el que 
se estiman los ingresos de los hogares en ausencia de ingresos no agrope-
cuarios. Este ingreso esperado Y

cf
  corresponde a suponer que los hogares 

carecen de ingresos no agropecuarios. A partir de este ingreso se calcula 
nuevamente el nivel de pobreza con el índice fgtcf  (ecuación 1) y se com-
para con el nivel del índice inicial fgt.

Probabilidad de participación en actividades específicas

El cálculo riguroso del ingreso contrafactual Y
cf
  por hogar requiere contro-

lar la participación de éste en cada actividad. Ello debido a que el ingreso 
de una sola actividad en particular está determinado por la probabilidad de 

8 Si α = 0, indica la incidencia de la pobreza; si α =1, la profundidad de la pobreza, y si α = 2, 
la severidad de la pobreza.
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participar en ella y por el ingreso esperado neto recibido, sujeto a la parti-
cipación en esa actividad (Taylor y Yúnez, 1999). Puesto que no se trata de 
una sola actividad, se resuelve un sistema de ecuaciones actividad-ingreso 
para ocho actividades por medio de la generalización de Lee (1978, 1991) 
del estimador en dos etapas de Amemiya (1977). Lo anterior con un modelo 
de ecuaciones simultáneas corregido por selectividad. Una vez calculado el 
sistema, se obtienen los parámetros para las ecuaciones de ingreso respecti-
vas que incluyen la ecuación de los ingresos no agropecuarios.

De manera especí�ca, primero se estima la ecuación de participación 
para las “i” actividades-ingreso mediante una regresión probit:

 Z
i
= б'W

i
 + u

i
 (2)

donde Z es una variable dummy con valor de 1 si participó en la actividad i 
(0 en otro caso), W

i
 es un vector de variables independientes que determi-

nan la participación del hogar en la actividad i.9

A partir del modelo probit se puede calcular la razón inversa de Mills 
(λ)10 para cada actividad i. Este estimador permitirá corregir la selectividad 
en las ecuaciones de ingresos consideradas en el modelo. El sistema intro-
duce en cada ecuación i el sesgo por selectividad:

 
β γ λ= + +y X ulog 'i i i i  

(3)

donde log y
i
 es el logaritmo del ingreso de cada una de las fuentes y X

i
, 

un vector de variables independientes.11 El sistema se resuelve mediante un 
modelo de regresión lineal en tres etapas con ocho ecuaciones de los ingre-
sos provenientes de actividades agropecuarias, iaena, isna y otras cinco 
adicionales.

Los parámetros estimados a partir del sistema de ecuaciones captan la 
información de todas las fuentes de ingreso siempre y cuando el hogar par-

9 Para construir el escenario contrafactual se debe contar con el mismo número de variables 
explicativas en todas las fuentes de ingreso (Zhu y Luo, 2006a).

10 IMR
i

−ϕ
i
δ 'W

i
/Φ

i
δ 'W

i .
11 Uno de los aspectos que podemos rescatar del modelo de simulación es la incorporación 

de variables comunitarias en el vector X
i
. Dichas variables muestran las fallas de mercado 

a las que se enfrentan los hogares rurales.
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ticipe en ellas. Después se estima el ingreso esperado en logaritmos de las 
fuentes de ingreso, este último condicionado por las características obser-
vadas y por la corrección de selectividad.

 β γλ= +E y Xˆ log ˆ ˆ
i i i  (4)

Para realizar la estimación del logaritmo de los ingresos en ausencia 
de ingresos no agropecuarios se utilizan los parámetros β̂  y γ̂  que co-
rresponden a la ecuación de ingresos agropecuarios (ecuación 3). Estos 
parámetros captan la información de las características de los hogares 
con ingresos agropecuarios que no tienen ingresos no agropecuarios. 
Así, con los parámetros de esta ecuación se calculan los nuevos ingresos que, 
como resulta evidente, supondrán que los hogares no cuentan con ingresos 
no agropecuarios sino únicamente agropecuarios. El ingreso esperado en 
ausencia de ingresos no agropecuarios o contrafactual es:

 
=Y E yˆ exp( ˆ log )cf agropecuario  

(5)

La estimación del sistema de ecuaciones incluye una muestra de 1 003 
hogares que tienen ingresos agropecuarios y no agropecuarios excluyentes, 
es decir, hogares con ingresos no agropecuarios sin ingresos agropecuarios 
y viceversa; sin embargo, ambos tipos de hogares sí obtienen ingresos del 
resto de las fuentes i.

2. Coeficiente de Gini y su descomposición

Con la notación de Adams (1999) se considera y
i
 como el ingreso neto total 

del hogar i donde i = 1, ..., n y y
ik
 es el ingreso del hogar i del componente 

k, donde k = 1, ..., K. La distribución del ingreso total del hogar puede 
representarse mediante Y = (y

1 
, ...,y

n
) y la distribución del ingreso del com-

ponente k por Y
k
 = (y

ik 
, ..., y

nk 
).
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El coe�ciente de Gini (G) se deriva como una función de la covarianza 
entre el ingreso y la distribución:

 μ

( )[ ]( )
=G

Y F Y2cov ,

Y  
(6)

en la que µ
Y
 representa la media del ingreso total y F(Y ) es la función de dis-

tribución acumulativa del ingreso total (es decir, ( )( )( )( )=F Y f y f y, ..., n1 , 
donde f (y

i 
) es igual al rango de y

i
 dividido por el número de observacio-

nes (n).
Ahora bien, al utilizar la notación de Stark, Taylor y Yitzhaki (1986), la 

ecuación (6) se reescribe y se expande en una expresión del coe�ciente de 
Gini que capta la contribución a la desigualdad de cada uno de los k com-
ponentes del ingreso. Así, el coe�ciente de Gini puede reexpresarse como:

 
G

2 cov yk ,F Y
k 1

K

∑
Y

RkGkSk
k 1

K

∑
 

(7)

donde S
k
 representa la proporción del componente k en el ingreso total,

 
Sk

k

Y  
(8)

G
k
 es el coe�ciente de Gini correspondiente a la fuente k

 
G

2cov yk ,F yk⎡⎣ ⎤⎦
yk  

(9)

R
k
 es la correlación del coe�ciente de Gini del componente de ingreso k con 

el ingreso total, es decir,

 

Rk

cov yk ,F Y

cov yk ,F yk⎡⎣ ⎤⎦  

(10)
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La reexpresión que presentan Stark et al. (1986) muestra tres aspectos 
importantes del componente k sobre la desigualdad del ingreso, que en 
el caso del presente estudio corresponde a los ingresos no agropecuarios.

a) ¿Qué tan importante es el componente k respecto del ingreso total 
(S

k 
)?

b) ¿Qué tan igual o desigualmente distribuido está el componente k 

(G
k 
)?

c) ¿Qué tan correlacionado está el componente k respecto del ingreso 
total (R

k 
)?

Cada uno de los elementos de la ecuación (7) puede tomar los siguientes 
valores:

S
k 

es siempre positivo y menor que 1.
G

k 
es positivo y generalmente menor que 1.

R
k 

puede tomar valores comprendidos en el intervalo entre -1 y 1.

Con la descomposición del coe�ciente de Gini se estima el impacto que 
genera un cambio en los ingresos no agropecuarios en la desigualdad del 
ingreso. De acuerdo con Stark et al. (1986), el impacto de un cambio pe-
queño π del componente k (ingreso no agropecuario) sobre la desigualdad 
del ingreso, se puede medir con la siguiente expresión:

 

∂G
∂π
G

S
k
G

k
R

k

G
− S

k

 
(11)

tal que y
k
(π) = (1 + π) y

k
. Así, el resultado de un cambio porcentual de 1% 

(López-Feldman, 2006) en los ingresos no agropecuarios podría generar 
que: 1) si la correlación del coe�ciente de Gini de los ingresos y del ingre-
so total, R

k 
, es negativa o tiende a cero, un incremento en los ingresos no 

agropecuarios reduciría la desigualdad, y 2) si R
k
 es positivo, entonces el 

impacto en la distribución de los ingresos no agropecuarios dependería 
del signo de la diferencia R

k
G

k 
– G. Una condición necesaria para que la 

desigualdad aumente con los ingresos no agropecuarios consiste en que 
G

k
 > G, puesto que R

k
 ≤ 1.
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5. TRANSFERENCIAS DEL GOBIERNO, POBREZA 
Y DESIGUALDAD: EL IMPACTO DE PROCAMPO Y 
OPORTUNIDADES EN LOS HOGARES RURALES DE MÉXICO

José Jorge Mora Rivera* 

Alejandro López-Feldman**

Introducción

Durante los últimos años en la mayoría de los países en vías de desarrollo 
se han dado profundas reformas económicas y sociales que, si bien deben 
ser consideradas según la trayectoria particular de cada país, comparten 
características generales que permiten tener una visión comparativa de las 
distintas experiencias y sus correspondientes resultados y, aún más im-
portante, obtener aprendizajes para enfrentar nuevos desafíos con miras a 
alcanzar un desarrollo social sustentable. En este sentido, uno de los retos 
más preocupantes es la superación de la pobreza.

En buena parte de los países en desarrollo aún persiste una alta relación 
entre los niveles de pobreza que enfrenta el sector rural y las actividades 
agropecuarias. A pesar de que el sector rural representa la base fundamen-
tal de la seguridad alimentaria de estas economías, ha sufrido un descuido 
y abandono prolongados. Con el objeto de impulsar y conservarlo, la ma-
yoría de los países mantiene sistemas de apoyo orientados a impulsar su 
sector primario.

En México, la política de subsidios al sector agropecuario se ha realiza-
do mediante diversos mecanismos: con la creación de infraestructura, la 
venta de servicios públicos a bajo costo, los créditos, las exenciones �scales, 
los precios de garantía, entre otros (Taylor et al., 2007; Scott, 2010).

* Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey, campus Ciudad de México.
** Centro de Investigación y Docencia Económicas.
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Durante la década de 1980 en nuestro país se llevaron a cabo importan-
tes cambios en materia económica y social; a partir de entonces comienzan 
a per�larse algunas de las principales orientaciones que se ha dado a las 
políticas que hasta la actualidad siguen vigentes. El tema de la pobreza ad-
quiere relevancia en el contexto de la crisis de inicios de la década de 1980; 
por ello empiezan a aparecer programas destinados fundamentalmente a 
paliar sus efectos y evitar un dramático descenso del nivel de vida y la con-
siguiente pérdida del capital humano dentro de los hogares más vulnera-
bles y desprotegidos (Cohen, 2008).

No cabe duda de que en México se han dado importantes reformas que 
han modi�cado sustancialmente el escenario de los sistemas y las modali-
dades de aplicación de las políticas sociales. El punto de in�exión es la crisis 
de 1982, que llevó a poner en duda y cuestionar los resultados de la expe-
riencia de desarrollo económico y social anterior. Durante la década de 
1980 se asume una doble tarea: por un lado, se inicia la reorientación del 
modelo económico hacia el mercado externo y, por otro, se hace frente al 
impacto de la crisis mediante políticas de ajuste y estabilización, que se ma-
terializaron en medidas tales como disciplina �scal, apertura al comercio 
internacional, �exibilización laboral y reforma del sistema de pensiones, 
entre otras (Barba, 2004).

En el ámbito de la política social, la pobreza pasa progresivamente a 
ocupar un lugar protagónico en la agenda gubernamental. Aun así, no se 
genera en ella un cambio signi�cativo, predominando el propósito de man-
tener el capital físico y humano de los afectados por la crisis por medio de 
subsidios focalizados al consumo y planes de empleo mínimo; a la vez se 
promovía una disminución del gasto mediante el reordenamiento de los 
programas entonces vigentes (Rawlings y Rubio, 2003).

En la década de 1990 se asume con mayor sistematicidad la reforma 
de la política social para la superación de la pobreza. Las expectativas de 
que las reformas económicas realizadas serían su�cientes para generar una 
recuperación que permitiría enfrentar los impactos negativos de la crisis 
no se con�rmaron. Así, surge la conciencia de que la pobreza no es un 
problema coyuntural, y que, por tanto, se requiere de programas sosteni-
dos en el tiempo, es decir, que tengan continuidad y permitan proteger 
tanto a la población estructuralmente pobre, como a aquellos que puedan 
caer en situación de pobreza a consecuencia de la inestabilidad económica 
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(Cohen, 2008; Arriagada, Miranda y Pávez, 2004). La crisis de 1994 y 1995, 
así como el impacto social que produjo —en especial el aumento de la po-
breza— supuso un quiebre fundamental para el curso del reciente proceso 
de transformación económico-social en México, porque muchas de sus 
causas se pueden rastrear en la estrategia seguida: el comportamiento del 
mercado externo que, si bien fue fundamental para el crecimiento econó-
mico, generó las condiciones para una mayor exposición y vulnerabilidad 
de la economía mexicana (Schwentesius y Gómez, 1997).

A partir de 1988 se implementan programas sociales que imprimen un 
nuevo per�l a la política social mexicana, en especial en lo que se re�ere 
al combate a la pobreza (Levy y Rodríguez, 2004). El marco económico 
y político de la crisis de la década de 1990 constituye un parteaguas en el 
que se pueden distinguir dos momentos: el gobierno de Carlos Salinas y 
el gobierno de Ernesto Zedillo, en los que se implementaron dos grandes 
programas sociales: el Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol) y el 
Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa) (Boltvinik y Da-
mián, 2003).

Estas tendencias en la política social durante la década de 1990 se re�e-
jan en la proporción del gasto social sobre el Producto Interno Bruto (pib). 
En 1988 el gasto social representaba 2% del pib, cifra que aumentó hasta 
5.4% durante el gobierno de Carlos Salinas. La crisis económica signi�có 
un aumento del gasto aún más importante durante la segunda mitad de la 
década de 1990, lo que hizo que en 2000 éste fuera casi 5 veces mayor que 
en 1988 (Rawlings y Rubio, 2003).

En relación con las políticas agrícolas, en la década de 1980 se iniciaron 
diversas reformas a las políticas agrícolas: se eliminan los precios de ga-
rantía de productos básicos; se inició el desmantelamiento de la Compañía 
Nacional de Subsistencias Populares (Conasupo); se reforma el artículo 27 
constitucional; se modi�ca el sistema de otorgamiento de subsidios; desa-
parecen los subsidios a los insumos, crédito y seguro; se crean los subsi-
dios a la comercialización y, en 1993, se diseña un mecanismo de apoyo 
directo a la producción con el nombre de Programa de Apoyos Directos al 
Campo (Procampo) (Schwentesius y Gómez, 1997; Taylor, Yúnez Naude y 
González, 2007; Scott, 2010).

El modelo económico adoptado repercutió en el aumento de los costos 
de producción de los cultivos, sobre todo en el incremento del precio de los 
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fertilizantes, la electricidad para el bombeo de agua para riego y la tasa de 
interés bancaria; aunado a los casi inexistentes servicios de crédito, seguro, 
asistencia técnica e investigación en las regiones productoras de granos 
básicos (Juárez y Ramírez, 2006).

Los resultados de las experiencias de reforma de las décadas de 1980 
y 1990 todavía hoy son objeto de debate, pues la revisión de algunos in-
dicadores centrales (desempleo, concentración del ingreso, pobreza, etcé-
tera) muestra una serie de disparidades que mani�estan que crecimiento 
y desarrollo social no se articulan satisfactoriamente, lo que deriva en un 
replanteamiento de las políticas que entonces se emprendieron para ge-
nerar respuestas más efectivas. En esta dirección aparecen experiencias 
innovadoras en materia de política social que buscan retomar los desafíos 
planteados; en este punto los programas de transferencias condicionadas 
han tenido una presencia creciente (Skou�as y Parker, 2001; Rawlings y 
Rubio, 2003; García, 2003).

Los programas de transferencias condicionadas forman parte de una 
nueva generación de programas de desarrollo que busca promover la acu-
mulación de capital humano, principalmente entre los jóvenes, con ob-
jeto de romper los ciclos intergeneracionales de pobreza. Un ejemplo de 
este tipo de programas lo representa el Programa de Desarrollo Humano 
Oportunidades (Oportunidades), que es una de las iniciativas que mayor 
atención ha recibido y se constituye en el principal instrumento del go-
bierno federal para la reducción de la pobreza extrema (De la Torre, 2005). 
El programa consiste en emplear las transferencias de ingreso con corres-
ponsabilidad para incentivar el uso de los servicios públicos en educación, 
salud y alimentación, y así fomentar la acumulación de capital humano 
y el desarrollo de capacidades de las familias urbanas y rurales en situa-
ción de pobreza extrema. Oportunidades ha logrado trascender los cambios 
de gobierno; logró una cobertura mayor a cinco millones de familias para 
2009, convirtiéndose así en el programa social más importante del gobier-
no mexicano (Cortés, Banegas y Solís, 2007; Chávez, 2010).

A partir de esta dinámica de cambios en materia de apoyos sociales y 
productivos, en el presente capítulo se realiza un análisis de los impactos 
que los programas Oportunidades y Procampo tienen sobre la pobreza y 
la distribución del ingreso de los hogares rurales de México. El capítulo 
está organizado en cuatro secciones. En la primera sección se describen 
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las principales características de ambos programas; en la segunda se hace 
una presentación de la metodología que se siguió para analizar los impac-
tos mencionados y una descripción de la base de datos. En la sección tres 
se presentan los principales resultados y en la cuarta las conclusiones del 
análisis efectuado, así como algunas recomendaciones que se desprenden 
de los resultados encontrados.

Oportunidades y Procampo

El Programa de Desarrollo Humano Oportunidades

El Programa de Desarrollo Humano Oportunidades (Oportunidades) es 
una iniciativa del Ejecutivo Federal que tiene como objetivo contribuir a 
que las familias que viven en extrema pobreza salgan de esta condición 
(Teruel y Davis, 2000). Para ello, se han dirigido sus acciones a impulsar y 
fortalecer el desarrollo de las capacidades individuales y colectivas de la po-
blación bene�ciada, al igual que favorecer la vinculación de ésta con nuevos 
programas de desarrollo que propicien la mejoría de sus condiciones so-
cioeconómicas y de calidad de vida. Mediante transferencias de ingreso y la 
inversión en salud, nutrición y educación, el programa busca, como �n úl-
timo, romper el círculo intergeneracional de la pobreza (De la Torre, 2005).

Desde 2001, bajo el mandato de Vicente Fox, Progresa cambia de nom-
bre a Programa de Desarrollo Humano Oportunidades y se transforma. 
Se da, además, un sustancial aumento de la cobertura y los recursos desti-
nados a su implementación en el marco de la promulgación del Programa 
Nacional de Desarrollo Social 2001-2006 (Estrategia Contigo), en el que 
se de�nieron acciones para la ampliación de capacidades, la generación 
de oportunidades de trabajo e ingresos, la formación de patrimonio y la 
protección contra los riesgos (Sedesol, 2006).

La Estrategia Contigo signi�có la constitución de un enfoque más integral 
que apostaba decididamente por la promoción del desarrollo humano y so-
cial mediante el fomento de las capacidades para el desarrollo de las familias. 
Desde esta perspectiva, el programa reconoce como sus objetivos principa-
les: a) generar igualdad de oportunidades para los más pobres y vulnerables; 
b) promover la mejora en la calidad de vida de los indigentes, en especial los 
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indígenas; c) hacer de la equidad su principio básico; d) desarrollar las capa-
cidades personales, familiares y comunitarias de modo que éstas permitan 
incrementar el ingreso de la población marginada, y e) fortalecer el tejido 
social y fomentar el desarrollo comunitario (El Colegio Mexiquense, 2006).

Respecto a la cobertura del programa, la ampliación de la intervención de 
Oportunidades signi�có que éste se extendiera a 750 000 nuevas familias be-
ne�ciarias durante 2001, y un incremento mayor a un millón de familias 
durante 2002. A esto se agregó la introducción de mejoras tendientes a faci-
litar la entrega de las transferencias a aquellas familias que vivían lejos de los 
centros �nancieros, mediante la incorporación de mecanismos de certi�ca-
ción electrónica para establecer si se habían cumplido las condicionalidades 
(González de la Rocha, 2005; Cortés, Banegas y Solís, 2007). De este modo, 
entre los años 2000 y 2004 Oportunidades logró más que duplicar su 
cobertura. En 2005 el programa ya funcionaba en más de 86 000 localidades 
de casi todos los municipios o delegaciones de México, alcanzando un 
total de cinco millones de familias bene�ciarias, lo cual equivale aproxima-
damente a 25 millones de bene�ciarios; esto es, cerca de una cuarta parte de 
la población del país (De la Torre, 2005). Para 2009, el programa atendió a 
5 200 000 hogares en todo el país; con ello llegó a más de 95 000 localidades, 
en todos los municipios. En 2010, el programa incorporó a 600 000 familias 
más, para alcanzar una meta de 5 800 000 hogares (Chávez, 2010).

En cuanto a la distribución geográ�ca de los bene�ciarios de Oportuni-
dades, 65% de las familias incluidas en 2009 vivía en localidades rurales (de 
menos de 2 500 habitantes) y 17% en localidades semirrurales (de 2 500 a 
15 000 habitantes), lo que en conjunto signi�ca más de 4.25 millones de fa-
milias. Los bene�ciarios de zonas urbanas (localidades de 15 000 habitantes 
o más) representaron 18% del total del padrón; su introducción se inició en 
2001 con ciudades de hasta 50 000 habitantes, abriéndose en 2004 a las zonas 
metropolitanas de más de un millón de habitantes (Sedesol, 2010). Por otro 
lado, en 2009 la proporción que el programa del gasto público representó fue 
1.85%, lo que representó 0.14% del pib de ese año. En la actualidad, Opor-
tunidades aparece como el mayor programa de reducción de la pobreza de 
México y uno de los más grandes en América Latina, con un gran incremen-
to de sus niveles de gasto y población atendida (Chávez, 2010).

Una de las enseñanzas signi�cativas de Oportunidades es la importan-
cia que se otorga a la implementación de un sistema de evaluación de im-
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pacto, con la participación de instituciones externas (Parker y Skou�as, 
2000; Gertler, Martínez y Rubio , 2005; De la Torre, 2005; Gutiérrez et al., 
2005; Hoddinot y Skou�as, 2003). Dado que su propósito es producir im-
pactos para la generación de capital humano en las familias pobres, las eva-
luaciones se han propuesto distinguir impactos de corto y mediano plazo, 
así como efectos no previstos y cambios cualitativos.

Este tipo de programas de transferencias condicionadas puede cumplir 
un papel relevante en el combate a la pobreza, si tenemos presente que 
no constituyen únicamente una política social, sino sólo una parte de ella. 
Vale la pena insistir en que la política social no puede asumir por sí sola 
la tarea de terminar con la pobreza. Por de�nición se trata de una empre-
sa conjunta de la política económica y la social. La primera que asegure 
un crecimiento elevado y de buena calidad; y la segunda, que prepare una 
fuerza de trabajo que pueda incorporarse a una economía que se funda 
cada vez más en la palanca dinamizadora del conocimiento.

El Programa de Apoyos Directos al Campo (Procampo)

El Programa de Apoyos Directos al Campo (Procampo) es un programa 
de apoyo �nanciero para los productores agrícolas que se inició en 1993. 
Se plantea como un sistema que tiene como objeto maximizar la e�ciencia 
económica, y que el esquema de pago único por hectárea fuera congruen-
te con un esquema de mercado de apertura comercial y no de distorsión 
de los factores de producción (Sadoulet et al., 2001). En el propósito del 
programa se señala que no va dirigido al combate a la pobreza, aunque al 
proporcionar apoyos monetarios directos a los productores de autoconsu-
mo se eleva el nivel de bienestar de los productores de menores ingresos 
en las zonas rurales.

Con base en las reglas de operación del programa (Sagarpa, 2009), es 
posible señalar los siguientes objetivos:

• Compensar a los productores por la apertura comercial.
• Otorgar pagos directos por hectárea a los productores que histórica-

mente hubieran cultivado granos y oleaginosas.
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• Apoyar la capitalización rural al poder servir como garantía produc-
tiva a partir de su reforma en 2001 con la Ley de Capitalización del 
Procampo.

• Mejorar la distribución del ingreso de los productores del campo.

Actualmente Procampo trans�ere recursos por medio de dos esque-
mas de operación; el primero denominado Procampo Tradicional, y el 
segundo conocido como Sistema de Garantías y Acceso Anticipado a Pa-
gos Futuros del Procampo (Capitaliza), implementado mediante la Ley de 
Capitalización del Procampo en diciembre de 2001 (Yúnez, 2008; Taylor 
et al., 2007).

Los requisitos para recibir los pagos de Procampo han cambiado varias 
veces desde que se inició el programa. En 1994, para ser elegible para Pro-
campo, los agricultores podrían dedicar las tierras a cualquier actividad de 
creación de empleo. En 1995, los pagos se limitaban a los agricultores que 
cultivaran al menos uno de ciertos cultivos elegibles. A partir de 1995, se 
permite dedicar las tierras de Procampo a cualquier cultivo, la ganadería o 
a la actividad forestal (Sadoulet et al., 2001).

El presupuesto federal canalizado a la Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa) creció durante la 
administración del presidente Vicente Fox (32% en términos reales). En 
este periodo la participación en dicho presupuesto para la comercialización 
de la Agencia de Servicios a la Comercialización y Desarrollo de Mercados 
Agropecuarios (Aserca) fue de 15%, la de Procampo de 31% y la de Alianza 
de 14% (Yúnez, 2008).

Asimismo, se realizaron modi�caciones a las políticas públicas rurales. 
Se promulgó la Ley de Desarrollo Rural Sustentable en 2001, cuyo instru-
mento principal es el Programa Especial Concurrente para el Desarrollo 
Rural Sustentable (pec). En 2006, el pec representó 7.75% del Gasto Fe-
deral, con un total de 154 915.8 millones de pesos corrientes (Taylor et al., 
2007). La mayor parte del pec se ha canalizado a Sagarpa, con un porcen-
taje de participación de 33%, y un importe de 51 068 millones de pesos 
para el mismo año, dejando en segundo lugar a la Secretaría de Educación 
Pública (sep), con 16% correspondiente a 24 732.6 millones (Yúnez, 2008). 
En términos de gasto público y dentro del pec, las acciones más impor-
tantes de Sagarpa se implementan mediante Aserca; por ejemplo, en 2005 
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Procampo participó con 30.76% del presupuesto de esta secretaría (Taylor 
et al., 2007).

A partir de lo anterior resulta importante analizar el efecto potencial 
de este cúmulo de transferencias que el gobierno federal asigna a los pro-
ductores del campo mexicano y si en términos de bienestar (medido por 
medio de los indicadores de pobreza y desigualdad) está impactando de 
manera positiva dentro de los hogares rurales del campo mexicano.

Metodología y base de datos

Pobreza

Para analizar el impacto que ambos programas tienen sobre los niveles de 
pobreza en el México rural se utilizan las tres variantes más comunes del 
índice de pobreza propuesto por Foster, Greer, y 	orbecke en 1984. La 
fórmula general del índice fgt es la siguiente:
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 ≤  z es cero en cualquier otro caso; z es la línea de pobreza; 

n es el número total de hogares;  y
i
  es el ingreso equivalente del que dispone 

el hogar i, y α es un parámetro que re�eja la importancia que se le da, en 
términos relativos, al ingreso de los más pobres. Cuando α = 0, la fórmula 
representa lo que se conoce como incidencia de la pobreza (en este caso es 
la proporción de hogares pobres respecto del total de hogares considera-
dos), cuando α = 1 se obtiene la profundidad de la pobreza y cuando α = 2 
se obtiene la severidad de la pobreza.

El índice fgt puede descomponerse de acuerdo con las distintas fuentes 
de ingreso que componen el ingreso total.

Digamos que Y
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, Y
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,..., Y

dI
 ) representa el ingreso de los hogares 

en orden creciente y z > 0 denota una línea de pobreza predeterminada. El 
índice fgt puede de�nirse como:
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, y α es un parámetro. En este trabajo, nos enfocaremos en 

los efectos potenciales en: la incidencia de la pobreza (α = 0), la brecha de 
la pobreza (α =1) y la severidad de la pobreza (α = 2).
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El impacto en el nivel de pobreza originado por un cambio porcentual 
en una fuente de ingreso se puede obtener mediante la siguiente expresión:
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Desigualdad

Para el análisis del efecto que un cambio en los montos de transferencias 
de Oportunidades y Procampo podría tener en la desigualdad, se recurre 
al coe�ciente de Gini y, en particular, a la descomposición del coe�ciente 
de Gini por fuentes de ingreso sugerida por Lerman y Yitzhaki (1985).1

Al utilizar esta metodología es posible estimar el efecto que ciertos cam-
bios porcentuales en alguna de las fuentes de ingreso tendría en la desigual-
dad del ingreso de los hogares rurales mexicanos, dejando los ingresos de 
todas las demás fuentes constantes (Stark, 1986).

1 Para una descripción más detallada de esta metodología, véase el capítulo 6 de este libro.
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Datos

La presente investigación utiliza datos de la Encuesta Nacional a Hogares 
Rurales de México (enhrum en adelante), la cual es un proyecto desarrolla-
do por el Programa de Estudios del Cambio Económico y la Sustentabilidad 
del Agro Mexicano (Precesam) que operó en el Centro de Estudios Eco-
nómicos de El Colegio de México y �e Rural Economies of the Americas 

Program (reap) de la Universidad de California, en Davis. Esta encuesta se 
realizó por primera vez en 2003 y tomó como periodo de análisis el 2002. 
Debido a la importancia de los estudios que se elaboraron a partir de ella, 
y con la �nalidad de tener una encuesta tipo panel, se realizó una segunda 
ronda en los meses de enero a marzo de 2008. De esta forma, la enhrum ii 
constituye un esfuerzo compartido entre las diferentes instituciones par-
ticipantes que permite ofrecer información detallada sobre el sector rural 
mexicano y los cambios que éste ha experimentado durante los últimos años.

La enhrum ii se aplicó en las mismas localidades de estudio que la pri-
mera encuesta, es decir, en 80 localidades del país distribuidas en 14 estados 
agrupados en cinco regiones. La selección de la muestra fue diseñada por 
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi). La enhrum, en sus 
dos ediciones, recabó en el plano nacional los cambios sociodemográ�cos 
y económicos de los hogares encuestados, tales como escolaridad de los 
miembros del hogar, su historia de trabajo y migratoria, los costos e ingresos 
de sus actividades productivas y el consumo. Con esta información se pre-
tenden elaborar estudios empíricos rigurosos sobre el ingreso, la producción, 
la emigración y el mantenimiento de la diversidad genética de los cultivos 
de los hogares y del sector rural, mercados �nancieros y recursos naturales.

Los datos obtenidos permiten calcular el ingreso total para cada uno de 
los hogares de la muestra. En este trabajo, el ingreso total se de�nió como la 
suma de siete fuentes de ingreso: agricultura, ganadería, trabajo asalariado, 
remesas (internas e internacionales), transferencias recibidas por Oportu-
nidades y Procampo y otros ingresos.

En todas las estimaciones que se presentan, los ingresos netos que se 
utilizan son ingresos per cápita. Para el cálculo de los índices de pobreza 
se recurrió a los datos del Consejo Nacional de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social (Coneval) (2009). Especí�camente se utilizó la línea de 
pobreza rural alimentaria de 2006, que en precios del segundo trimestre 
de 2002 fue de 507.5 pesos mensuales.
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Resultados

En esta sección se presentan datos descriptivos sobre los niveles de pobreza 
y la distribución del ingreso en el México rural a partir de la enhrum ii. 
Asimismo, se muestran los resultados del análisis efectuado sobre los efectos 
de corto plazo en la desigualdad y la pobreza atribuidos a cambios en los 
montos recibidos por concepto de transferencias de los programas Opor-
tunidades y Procampo.

Cuadro 5.1. Ingreso per cápita por fuente y proporción de hogares que participa en cada actividad

Fuente 

Total

nacional

Sur-

sureste Centro

Centro-

occidente Noroeste Noreste

Ingresos por fuente

(pesos constantes, 2002)

Oportunidades 372.79 561.26 452.94 322.18 262.05 212.43

Procampo 321.92 174.75 164.26 326.40 178.29 889.34

Agricultura 1 818.94 366.02 1 299.20 2 657.03 3 224.98 1 719.71

Ganadería 3 278.54 1 411.15 1 049.11 1 104.94 4 755.29 9 613.39

Salarios 7 484.94 3 656.29 5 397.29 8 120.81 13 567.10 7 293.76

Remesas 846.66 665.94 1 642.23 708.19 237.16 917.27

Otros 4 767.64 3 555.89 3 200.48 5 053.41 5 210.67 7 565.65

Ingreso total 18 891.41 10 391.30 13 205.51 18 292.96 27 435.52 28 211.56

Participación en cada fuente

(porcentaje)

Oportunidades 35 49 43 34 23 21

Procampo 22 25 31 16 13 26

Agricultura 47 63 69 40 19 39

Ganadería 55 71 67 55 29 51

Salarios 64 51 61 71 76 59

Remesas 35 30 44 43 21 34

Otros 80 95 83 85 58 75

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2007.
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El cuadro 5.1 muestra los valores promedio por hogar para el ingreso 
per cápita total y para los ingresos per cápita por fuente. La región más 
pobre es la región sur-sureste con 10 391.30 pesos anuales per cápita, mien-
tras que la región noreste tiene el ingreso promedio más alto con 28 211.56 
pesos anuales. Se puede ver que en el ámbito nacional la fuente más impor-
tante de ingresos la constituyen los salarios, los cuales representan 40% del 
ingreso total de los hogares rurales de México. Esta tendencia se mantiene 
en todas las regiones, excepto en el noreste, donde la fuente más impor-
tante es el ingreso por ganadería, el cual representa 34% del ingreso total.

En cuanto a las transferencias gubernamentales, objeto de estudio del 
presente trabajo, tenemos que las transferencias de Oportunidades represen-
tan 2% del ingreso per cápita a nivel nacional, mientras que las de Procam-
po representan 1.7%. La grá�ca 5.1 muestra claramente que la importancia 
relativa de ambas fuentes de ingreso varía en el ámbito regional. En el 
sur-sureste Oportunidades representa 5.4% del ingreso, mientras que en 
el noreste, no llega ni a 1%. Por su parte, Procampo representa 3.2% del 
ingreso en el noreste pero únicamente 0.7% en el noroeste. Las regiones 
noreste y sur-sureste son las que reciben el monto más alto por concepto de 
transferencias por estas dos fuentes, con un promedio de 1 101.77 y 736.01 
pesos anuales per cápita, respectivamente.

Gráfica 5.1. Ingresos promedio por Oportunidades y Procampo  

como porcentaje del ingreso total de los hogares
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Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2007.
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En cuanto al porcentaje de hogares que se bene�cian de cada una de 
las fuentes de ingreso tenemos que, a nivel nacional, 35% de los hogares 
reciben Oportunidades y 22% reciben Procampo. En el sur-sureste prác-
ticamente 1 de cada 2 hogares recibe Oportunidades, mientras que en el 
noreste, únicamente 21% tiene acceso. La región en la que más hogares 
se bene�cian de Procampo es la región centro, con 31%; en tanto que la 
región noroeste es la que tiene menos hogares que lo reciben, con sólo 13 
por ciento.

El cuadro 5.2 muestra la desigualdad, medida por el coe�ciente de 
Gini, tanto en la distribución del ingreso per cápita como en la distribu-
ción del ingreso por concepto de Oportunidades y Procampo. La región 
noreste presenta la desigualdad del ingreso más alta, mientras que la re-
gión centro-occidente es la que presenta el menor grado de desigualdad. 
La distribución de Oportunidades es desigual en todo el país, siendo las 
regiones noroeste y noreste las que presentan un Gini más alto. La dis-
tribución de Procampo es aún más desigual en las regiones del país; las 
regiones centro-occidente y noroeste presentan coe�cientes de Gini de 
0.92 y 0.93, respectivamente. Esto es consistente con lo señalado por el 
Grupo de Economistas Asociados (gea) (2005), en el sentido de que la 
distribución de los recursos de Procampo es inequitativa: 30% de los apo-
yos otorgados se concentran en sólo 3% de los bene�ciarios y 60% de los 
apoyos totales es absorbido por 30% de los bene�ciarios totales. La alta 
desigualdad en la distribución de estos programas en el norte del país se 
explica, en parte, por el bajo porcentaje de hogares que reciben dichas 
transferencias.

Cuadro 5.2. Coeficiente de Gini a nivel nacional y por región

Fuente

Total

nacional

Sur- 

sureste Centro

Centro-

occidente Noroeste Noreste

Ingreso total 0.64 0.56 0.59 0.55 0.64 0.69

Oportunidades 0.80 0.73 0.77 0.78 0.86 0.87

Procampo 0.91 0.87 0.84 0.92 0.93 0.87

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2007.
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Para poder entender con mayor claridad el impacto que tienen los in-
gresos de Oportunidades y Procampo en la distribución del ingreso per 
cápita, como se mencionó anteriormente, se utilizó la técnica propuesta 
por Lerman y Yitzhaki (1985). Siguiendo a estos autores se procedió a 
descomponer el coe�ciente de Gini y obtener los impactos marginales 
de cambios en las fuentes de ingreso. El cuadro 5.3 nos muestra que las 
transferencias gubernamentales tienen un efecto igualador. Especí�ca-
mente, en el ámbito nacional podemos ver que un incremento de 1% en 
Oportunidades disminuiría el Gini en 0.020%, mientras que un incre-
mento de 1% en Procampo se vería re�ejado en una disminución más 
modesta en la desigualdad (0.007%). Ambos cambios son estadísticamen-
te signi�cativos.2

Cuadro 5.3. Cambio porcentual en el coeficiente de Gini  

ante un aumento de 1% en Oportunidades o Procampo

Fuente

Total 

nacional Sur-sureste Centro

Centro- 

occidente Noroeste Noreste

Oportunidades -0.020*** -0.042*** -0.030*** -0.019*** -0.010*** -0.008***

Procampo -0.007*** -0.014*** -0.011*** -0.006*** -0.001 -0.013***

Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2007.
*** Cambios estadísticamente significativos a 99%.

En el ámbito regional todos los efectos en la desigualdad son negativos 
y estadísticamente signi�cativos, excepto para cambios en Procampo en el 
noroeste. Sin embargo, es necesario notar que existen diferencias impor-
tantes en la magnitud de dichos efectos. La grá�ca 5.2 muestra que en el 
caso de Oportunidades, los mayores impactos se presentan en la región 
sur-sureste y los más pequeños en las regiones noroeste y noreste. Esto es 
consistente con el hecho de que la mitad de los hogares en el sur-sures-
te reciben Oportunidades, y el programa está diseñado para apoyar a los 
hogares con ingresos más bajos. La tendencia en el caso de Procampo es 
menos clara puesto que a pesar de que todos los cambios son negativos 
y signi�cativos (excepto para el noroeste), éstos no son estadísticamente 

2 La descomposición del coe�ciente de Gini y la obtención de errores estándar se realizó en 
Stata, con el comando descogini tal y como se muestra en López-Feldman (2006).
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distintos entre sí. Es de esperarse, considerando la alta desigualdad en la 
distribución de Procampo y la relativamente baja proporción de hogares 
que reciben este programa en todas las regiones.

Gráfica 5.2. Cambios en el coeficiente de Gini ante aumentos de 1%  

en el ingreso proveniente de Oportunidades y Procampo
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Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2007.

Cuadro 5.4. Pobreza nacional y por región

Total 

nacional Sur-sureste Centro

Centro- 

occidente Noroeste Noreste

FGT (0) 0.36 0.50 0.42 0.30 0.27 0.29

FGT (1) 0.20 0.26 0.24 0.15 0.17 0.20

FGT (2) 0.17 0.20 0.20 0.11 0.15 0.20

Fuente: elaboración propia con los datos de la enhrum 2007.

El cuadro 5.4 muestra los índices de pobreza tanto a nivel nacional 
como por región, utilizando las tres variantes principales del índice fgt 
propuesto por Foster, Greer y 	orbecke (1984). En el ámbito nacional, 
36% de los hogares se encuentran por debajo de la línea de pobreza (como 
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se mencionó anteriormente, para este análisis se utilizó la línea de pobreza 
alimentaria propuesta por el Coneval). Los resultados muestran que la po-
breza no es uniforme en el ámbito regional: en la región sur-sureste la mitad 
de los hogares rurales están en condiciones de pobreza mientras que sólo 
27% lo están en la región noroeste.

El índice fgt tiene como una de sus características el poder descompo-
nerse por fuente de ingreso. Aprovechando lo anterior se procedió a rea-
lizar dos ejercicios de simulación mediante los cuales se aumentó en 10% 
el ingreso que se recibe por concepto de Oportunidades o Procampo en 
aquellos hogares que contaron con dichos apoyos.

Los resultados para la simulación de Oportunidades se presentan en el 
cuadro 5.5. De acuerdo con la información, el incremento en Oportuni-
dades se vería re�ejado en una disminución de la pobreza a nivel nacional 
(medida con cualquiera de los tres índices). Con respecto al cambio en 
la proporción de pobres a nivel nacional, éste se debe básicamente a una 
disminución en el número de hogares pobres en el sur-sureste, puesto que 
en las regiones centro y noroeste no se modi�ca el porcentaje de hogares 
que se encuentran por debajo de la línea de pobreza, mientras que la dismi-
nución en las regiones centro-occidente y noreste no es estadísticamente 
diferente de cero.

Cuadro 5.5. Cambio porcentual en pobreza ante un aumento simulado de 10% en Oportunidades

Total

Nacional Sur-sureste Centro

Centro- 

occidente Noroeste Noreste

FGT (0) -1.08** -2.40** 0 -1.08 0 -1.35

FGT (1) -0.97*** -1.50*** -1.05*** -0.97*** -0.49*** -0.46***

FGT (2) -0.99*** -1.50*** -1.12*** -1.11*** -0.41*** -0.59***

Fuente: elaboración propia con los datos de la enhrum 2007.

*** Significativo a 99%, ** significativo a 95%.

Con la intención de analizar de manera más precisa las posibles diferen-
cias regionales, nos enfocamos en el comportamiento del fgt (2), debido 
a que es el que en general presenta los mayores cambios. La grá�ca 5.3 
muestra que la mayor disminución se da en el sur-sureste, aunque estos 
cambios no son estadísticamente diferentes de los que se dan en las regio-
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nes centro y centro-occidente. Los cambios menores se dan en las regiones 
noroeste y noreste.

Gráfica 5.3. Cambios en la pobreza ante aumentos de 10%  

en el ingreso proveniente de Oportunidades y Procampo
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Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2007.

En el cuadro 5.6 se muestran los resultados para la simulación de incre-
mentos en Procampo. Los aumentos no son su�cientes para que se dé un 
cambio estadísticamente signi�cativo en la incidencia de la pobreza. De 
hecho, de las cinco regiones únicamente en la sur-sureste se modi�caría 
el porcentaje de hogares pobres pero dicho cambio no es estadísticamente 
signi�cativo. Respecto de los otros dos índices de pobreza, sí se presenta 
una disminución estadísticamente signi�cativa a causa del aumento en el 
ingreso por concepto de Procampo. Tal y como lo muestra la grá�ca 5.3 
para el caso del fgt(2), los cambios más pequeños se dan en las regiones 
centro-occidente y noroeste, mientras que el cambio mayor se presenta en 
la región noreste (aunque este cambio no es estadísticamente diferente del 
que se da en las regiones sur-sureste y centro).
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Cuadro 5.6. Cambio porcentual en pobreza ante un aumento simulado de 10% en Procampo 

Total

nacional Sur-sureste Centro

Centro- 

occidente Noroeste Noreste

FGT (0) -0.18 -0.60 0 0 0 0

FGT (1) -0.45*** -0.56*** -0.44*** -0.14*** -0.08** -0.98***

FGT (2) -0.78*** -0.55*** -0.75*** -0.14*** -0.13** -2.09***

Fuente: elaboración propia utilizando los datos de la enhrum 2007.

*** Significativo a 99%, ** significativo a 95%. 

Consideraciones finales

Uno de los mayores retos que tiene el gobierno mexicano en materia de polí-
tica de desarrollo económico y social consiste en diseñar y aplicar las políti-
cas adecuadas que promuevan el desarrollo rural. Eliminar la inequidad e 
ine�ciencia de las políticas dirigidas al campo es un requerimiento funda-
mental para lograr lo anterior.

Los resultados del análisis que presentamos en este capítulo nos per-
miten realizar algunos señalamientos sobre la efectividad de promover el 
bienestar de los hogares rurales a partir del apoyo que el gobierno les brin-
da por concepto de transferencias; éstas, por un lado, buscan promover la 
formación de capital humano y, por otro, intentan incentivar las activida-
des productivas del campo mexicano.

A partir de los hallazgos es posible señalar que los efectos que tiene 
Oportunidades sobre la incidencia en la pobreza son positivos si consi-
deramos el plano nacional, aunque al hacerlo a nivel regional es posible 
detectar que dichos impactos se diseminan y sólo son signi�cativos en la 
región sur-sureste. En cambio, los efectos de este programa sobre la distri-
bución del ingreso son positivos y signi�cativos prácticamente en todo el 
territorio nacional, con excepción de la región sur-sureste.

El efecto igualador que tiene Oportunidades sobre la distribución del 
ingreso se puede apreciar si se consideran los efectos sobre los indicadores 
de profundidad y severidad de la pobreza, que en todos los casos son nega-
tivos y estadísticamente distintos de cero.

Existen ciertas regularidades en términos del impacto en la pobreza; los 
efectos relativos tienden a ser mayores en la disminución de la intensidad 
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y severidad que en la atenuación de la incidencia de la pobreza, es decir, 
las transferencias del programa Oportunidades son más efectivas en ha-
cer menos pobres a los pobres que en sacarlos de la pobreza; entonces la 
distribución del ingreso entre los pobres presenta efectos similares como 
consecuencia del programa. En todos los casos los índices de severidad e 
intensidad son negativos y signi�cativos. Por su parte, si consideramos que 
ya para 2005 el programa cubría cinco millones de hogares en el ámbito 
nacional (casi el número de hogares considerados con pobreza de capa-
cidades), se percibe que el programa no ha sido tan bené�co como se ha 
venido señalando, puesto que la reducción en la incidencia de la pobreza 
es apenas marginal ante los efectos de Oportunidades. Es importante enfa-
tizar que los resultados obtenidos se re�eren a los impactos de corto plazo, 
por lo que sería recomendable realizar un análisis de largo plazo para de-
terminar si los objetivos del programa se están cumpliendo.

Los resultados del efecto de Procampo sobre la incidencia de la pobreza 
parecen ser nulos, a pesar de que se da una mejora en la distribución del 
ingreso, como se puede apreciar en los índices de la severidad e intensidad 
de pobreza. Este efecto también se puede apreciar en el impacto negativo 
que Procampo tiene sobre el coe�ciente de Gini, excepto para la región 
noroeste. Los efectos en la distribución del ingreso a nivel regional van en 
la misma dirección, aunque las magnitudes son diferentes. A pesar de tener 
un alcance relativamente amplio, la mayoría de los bene�cios de Procam-
po, atados a la tenencia de la tierra, llegan a los productores grandes y por 
ende su efecto en la promoción de la igualdad en la distribución del ingreso 
rural es, en la mayoría de las regiones, mucho menor al de Oportunidades.

Si consideramos algunas recomendaciones respecto de los objetivos de 
bienestar implícitos en el programa Procampo, sería conveniente facilitar 
e incrementar las transferencias monetarias a los pequeños propietarios, 
ligándolas a condiciones productivas claras, así como al manejo respon-
sable de los recursos naturales; lo anterior podría contribuir a reducir las 
restricciones de liquidez que enfrenta este sector de la población y con ello 
contribuir a la disminución de la pobreza rural. A pesar de que se incluya 
el objetivo social, su enfoque debe ser la producción agrícola y un correcto 
manejo ambiental. De igual manera, se sugiere proveer de las transferen-
cias por montos su�cientes y a tiempo de acuerdo con los componentes 
condicionados y no condicionados. De manera adicional, se debería hacer 
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uso de instrumentos diferenciados de acuerdo con la situación particular 
de las distintas localidades y sobre todo de aquéllas más desprotegidas.

Resulta importante señalar que las estimaciones presentadas en este tra-
bajo dejan de lado cualquier efecto de equilibrio general que las transferen-
cias pudieran tener, ya que estos efectos podrían incrementar o disminuir 
el impacto neto en la pobreza y la desigualdad. Además, los impactos aquí 
estimados son de corto plazo, en el sentido de que no se permite a los hoga-
res ajustar sus actividades productivas de acuerdo con los cambios simula-
dos. Queda claro, pues, que sería necesario realizar estudios más detallados 
para poder presentar una idea más amplia del fenómeno y del efecto neto 
que las transferencias tienen en los ingresos de los hogares rurales.
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6. REMESAS, DESIGUALDAD Y POBREZA.  
EVIDENCIAS DEL MÉXICO RURAL
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Introducción

Los efectos de las remesas sobre la distribución de los ingresos se han cons-
tituido en el tema central de diversas investigaciones económicas. Sin em-
bargo, los resultados a menudo han sido contradictorios, y no se ha llegado 
a establecer una teoría uni�cadora sobre la relación entre las remesas y la 
desigualdad. Lo mismo ocurre en el caso de los efectos de las remesas sobre 
la pobreza, los cuales, hasta hace poco, habían sido ignorados en gran me-
dida por la bibliografía económica. En este sentido, desconocemos algún 
intento por explicar las diferencias, a veces sorprendentes, en los efectos 
que tienen las remesas internas e internacionales sobre la desigualdad y la 
pobreza en distintas regiones rurales de México.

La �nalidad de este capítulo consiste en exponer los diversos impactos 
que tienen las remesas sobre la desigualdad y la pobreza en el plano re-
gional. Con datos de la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México 
(enhrum) de 2003 y mediante técnicas de descomposición del coe�ciente 
de Gini y de la pobreza, se presentan pruebas de que los efectos margina-
les de las remesas sobre la desigualdad y la pobreza varían, de una manera 
predecible, entre regiones con niveles distintos de prevalencia migratoria. 

* Universidad de California en Davis.
** Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey, campus Ciudad de México.
*** �e World Bank.

**** Centro de Investigación y Docencia Económicas.
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En el caso de la migración internacional, que involucra costos y riesgos 
elevados, los efectos de las remesas son más igualadores y tienen un mayor 
efecto para aliviar la pobreza en la medida en que la proporción de hogares 
que tiene acceso a las remesas aumenta.

Investigación sobre remesas, desigualdad y pobreza

Diversos investigadores han estudiado los efectos distributivos de las re-
mesas, al comparar la distribución de los ingresos con y sin remesas (Bar-
ham y Boucher, 1998; Oberai y Singh, 1980; Knowles y Anker, 1981), o al 
usar descomposiciones por fuentes de ingresos de las medidas de desi-
gualdad (Stark, Taylor y Yitzhaki, 1986, 1988; Adams, 1989, 1991; Adams 
y Alderman, 1992; Taylor, 1992). Sin embargo, estos estudios presentan 
resultados contradictorios sobre el impacto de las remesas respecto de la 
desi gualdad. Stark, Taylor y Yitzhaki (1986) ofrecen una explicación teó-
rica de tales contradicciones: en su opinión, la migración rural, lo mismo 
que la adopción de una nueva tecnología de producción, implica costos 
y riesgos, los cuales pueden ser en especial elevados en el caso de la mi-
gración internacional. En virtud de esto, los primeros migrantes suelen 
pertenecer a hogares de los niveles medio superior y superior de la dis-
tribución de ingresos de sus lugares de origen (Portes y Rumbaut, 1990; 
Lipton, 1980) y los ingresos que envían a sus familias en forma de remesas 
tenderán, por tanto, a ampliar las desigualdades de ingresos en sus zonas 
de origen.

Con el tiempo, el acceso a los mercados de trabajo para migrantes se 
empieza a ampliar a otros hogares de la zona emisora, por medio del creci-
miento y expansión de las redes migratorias (Massey, Goldring y Durand, 
1994), de la misma forma en que las tecnologías agrícolas se extienden y 
difunden entre los agricultores. Si los hogares de los niveles medio e infe-
rior de la distribución de ingresos logran entonces acceder a los mercados 
de trabajo para migrantes, el efecto inicialmente desigualador de las re-
mesas puede frenarse o incluso revertirse. Stark, Taylor y Yitzhaki (1988) 
hallaron que las remesas que envían los migrantes internacionales tuvieron 
un efecto desigualador sobre la distribución de los ingresos en una locali-
dad de México con poca historia migratoria en el extranjero, mientras que 
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su efecto fue igualador en otra comunidad con mayor experiencia dentro 
de la migración internacional. El presente trabajo amplía la investigación de 
Stark, Taylor y Yitzhaki (1988) y utiliza datos que son representativos en el 
ámbito nacional del México rural para estimar los efectos marginales de las 
remesas enviadas por migrantes internacionales e internos sobre la desi-
gualdad, en regiones con distintos niveles de prevalencia migratoria. Si la 
teoría sobre la difusión de la migración es correcta, sería predecible encon-
trar una correlación negativa entre la prevalencia de la migración interna-
cional (es decir, la proporción de hogares con migrantes en el extranjero) 
y el impacto marginal de las remesas internacionales sobre la desigualdad. 
En cuanto a la migración interna, que suele implicar menos costos y ries-
gos, es de esperarse que la correlación sea más débil.

Remesas y pobreza

Las interacciones entre migración y pobreza (tanto en el lugar de origen 
como de destino del migrante) son uno de los temas menos investigados 
y comprendidos en la ciencia económica. Esto no debe sorprender, puesto 
que la mayoría de la migración en el mundo tiene su origen en zonas rura-
les, en donde también se concentra la mayor parte de la pobreza mundial.

Los posibles impactos de la migración sobre la pobreza se encuentran 
agrupados en dos extremos, que podemos llamar las visiones “optimista” 
y “pesimista”. La visión optimista a�rma que la migración reduce la po-
breza en las zonas de origen, pues lleva a una población del sector rural 
de bajos ingresos hacia una economía urbana (o extranjera) de ingresos 
relativamente altos. Las remesas contribuyen de manera directa en los in-
gresos de los hogares en las zonas de origen de los migrantes. Si las remesas 
representan una cantidad considerable y si algunos migrantes provienen 
de hogares pobres, es de esperarse que dichas remesas puedan reducir la 
pobreza rural.

La visión pesimista sostiene que las familias pobres enfrentan falta de 
liquidez, riesgos y quizá otras limitantes que les impiden acceder a los mer-
cados de trabajo para migrantes. Esto es muy probable que ocurra en el 
caso de la migración internacional, que por lo general implica costos eleva-
dos de transporte, entre otros (por ejemplo, los pagos que deben hacer a los 
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“polleros” o “coyotes”). Sin duda, las familias e individuos que participan 
en la migración obtienen bene�cios, de lo contrario no se entendería que 
lo hagan. No obstante, es posible que entre los bene�ciarios de la migra-
ción no se encuentren los hogares rurales más pobres. Si la migración es 
costosa y peligrosa, lo más probable es que, al menos al inicio del proceso, 
los migrantes pertenezcan a los segmentos medio y alto de la distribución 
de ingresos de las zonas de origen, y no a los hogares más pobres. Éstos no 
se verán bene�ciados a menos que los obstáculos para que participen en la 
migración disminuyan con el tiempo.

Lo más probable es que los impactos que la migración provoca en la 
pobreza se encuentren, no en un extremo o el otro, sino en algún punto 
intermedio y que estos signos varíen tanto en lo geográ�co como en lo 
temporal. La hipótesis de la difusión de la migración, que expusimos antes 
en relación con la desigualdad, puede también aplicarse a la pobreza. Al 
inicio, cuando sólo unos cuantos hogares tienen acceso a los mercados de 
trabajo para migrantes en el extranjero, las remesas internacionales ten-
derán a �uir principalmente hacia las familias de ingresos medios y altos. 
Entonces, el hecho de que se produzcan cambios en las remesas no tendrá 
muchas repercusiones sobre la pobreza. Por otro lado, si con el tiempo 
el acceso a la migración internacional empieza a ampliarse a hogares que 
se encuentran en la parte baja de la distribución del ingreso, la pobreza 
podría volverse cada vez más sensible a esos cambios; es decir, puede ha-
ber una relación negativa entre la prevalencia de migración internacional 
y el efecto marginal de las remesas enviadas por migrantes internacionales 
sobre la pobreza. Así, determinado porcentaje de aumento en las remesas 
reducirá la pobreza en mayor proporción en una región en la que muchos 
de los hogares tienen migrantes en el extranjero, que en otra en la que 
el número de migrantes internacionales es escaso. Si la migración interna 
implica pocos gastos y riesgos, es posible que incluso los primeros migran-
tes internos provengan de familias pobres y, por tanto, será más débil la 
relación entre la prevalencia de la migración interna y los efectos de las 
remesas sobre la pobreza. Si las remesas que envían los migrantes internos 
fueran inferiores a las de los migrantes internacionales, esto atenuaría aún 
más los efectos de determinado porcentaje de cambio en las remesas inter-
nas sobre la pobreza, incluso si muchos migrantes internos provienen de 
hogares rurales pobres.
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De la bibliografía con que contamos pueden deducirse, casi siempre de 
manera indirecta, algunas ideas sobre las interacciones entre migración y 
pobreza. Por ejemplo, Adams (2004) comparó distintos índices de pobreza 
entre los hogares de Guatemala que habían recibido remesas de migrantes 
internacionales o internos, con aquéllos de hogares que no habían recibido 
remesas. Encontró que tanto las remesas internas como las internaciona-
les reducían la pobreza. Las remesas tenían un efecto cuantitativamente 
mayor sobre la severidad de la pobreza (la “brecha de pobreza”) que sobre 
la tasa de pobreza (incidencia). Ese estudio destaca la importancia de to-
mar en consideración tanto la incidencia como la severidad de la pobreza 
cuando se miden los efectos de las remesas. Asimismo, en una muestra de 
hogares rurales de Egipto, Adams (1986) encontró que las remesas inter-
nacionales tenían un impacto reducido pero favorable sobre la pobreza. El 
número de hogares en pobreza declina 9.8% y el índice de pobreza de Sen 
cae 12% cuando el ingreso per cápita se calcula incluyendo las remesas. 
Adams y Page (2003) realizaron un análisis comparado de varios países so-
bre la migración internacional y la pobreza. Encontraron que un aumento 
de 10% en la migración internacional (el porcentaje de población de un 
país que vive en el extranjero) estaba asociado con una disminución de  
1.9% en el número de personas que vivían en pobreza. En un estudio  
de 2 400 municipios, López-Córdova (2004) halló que, en el año 2000, una 
mayor preponderancia de remesas (la proporción de hogares que reciben 
remesas) estaba correlacionado con menor pobreza.

Hasta donde sabemos, no hay un estudio que haya intentado explicar las 
diferencias espaciales del impacto de las remesas internacionales e internas 
sobre la pobreza. El presente trabajo pretende llenar este vacío, usando los 
datos de una encuesta en hogares rurales de México para estimar los efec-
tos que los cambios en el envío de las remesas producen sobre la pobreza, 
en regiones con distintos niveles de historia migratoria. Para ello usamos 
tres variantes del índice de pobreza de Foster, Greer y �orbecke (fgt).

Migración, remesas, desigualdad y pobreza en el México rural

En las décadas pasadas, el sector rural mexicano vivió un éxodo masivo de 
trabajadores hacia los centros urbanos de México y hacia Estados Unidos. 
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Entre 1990 y 2002, el porcentaje de población rural mexicana que trabajaba 
en Estados Unidos se elevó de 7 a 14%, y la proporción en los destinos de 
migrantes internos aumentó de 11 a 15%; sin embargo, la cifra varía mu-
cho de una región a otra (Mora y Taylor, 2004). Esto hace de México un 
laboratorio ideal para examinar los impactos de la migración y las remesas 
en zonas rurales con distintos niveles de integración con los mercados de 
trabajo para migrantes.

A la fecha, la investigación empírica sobre los efectos económicos de la 
migración en el México rural se ha basado, cuando mucho, en encuestas 
detalladas que se realizaron en pocas comunidades. Esto, aunado a la enor-
me heterogeneidad que caracteriza al sector rural mexicano, ha limitado 
las posibilidades de generalizar los resultados de estos estudios a la econo-
mía rural en su conjunto.

Para llevar a cabo este trabajo se utilizaron los datos de la Encuesta Na-
cional a Hogares Rurales de México (enhrum) del Programa de Estudios 
del Cambio Económico y Sustentabilidad del Agro Mexicano (Precesam), 
la cual ofrece información detallada sobre activos, características socio-
demográ�cas, actividades productivas, fuentes de ingreso y migración, de 
una muestra representativa de hogares rurales encuestados entre enero y 
febrero de 2003. Esta muestra comprende 1 782 hogares1 en 14 estados de 
la República mexicana. El Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(inegi) diseñó el marco muestral para obtener una caracterización estadís-
ticamente con�able de la población mexicana que vive en las zonas rurales 
o en comunidades con menos de 2 500 habitantes. Por razones de costo y 
manejo, los individuos que habitan en localidades o en poblaciones muy 
dispersas con menos de 500 habitantes no fueron incluidos en la encuesta.2 

El resultado es una muestra representativa de más de 80% de la población 
que el inegi considera rural.

Para realizar la encuesta, México se dividió en cinco regiones, de acuer-
do con la regionalización estándar del país que aplica el inegi: centro, cen-
tro-occidente, noreste, noroeste y sur-sureste. La muestra estadística se 

1 Este número representa el total de las encuestas realizadas y di�ere del número de hogares 
reportados por el Precesam, que corresponde a 1 765 hogares.

2 El porcentaje de la población mexicana que vive en localidades de menos de 500 personas 
representaba menos de 20% en 2000, de acuerdo con el Censo de Población y Vivienda 
2000 del inegi.
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diseñó para que fuera representativa tanto a nivel nacional como regional. 
Los datos obtenidos de esta encuesta permiten cuanti�car la migración y 
las remesas a escala de los hogares, así como poner a prueba la in�uencia 
de estas variables sobre los ingresos totales de los hogares, la desi gualdad de 
ingresos y la pobreza.

El cuadro 6.1 muestra datos de la migración de los hogares rurales de 
México; en 16% de los hogares de la muestra había al menos un miembro 
que vivía en Estados Unidos a inicios de 2002, y 26% de ellos tenía algún 
integrante de la familia viviendo en otras partes de México. En muchos 
hogares había más de un migrante. El número de migrantes por hogar en 
Estados Unidos oscilaba entre 0 y 9, mientras que el número de migrantes 
internos iba de 0 a 10. Así, en 2002, el hogar promedio en la muestra tenía 
0.35 migrantes en Estados Unidos y 0.71 migrantes internos.

Cuadro 6.1. Estadísticas descriptivas migratorias del sector rural mexicano
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Sur- 
Sureste

Hogares con migrantes en Estados 
Unidos (%)

7.53 – 0.26 – –

Migrantes en Estados Unidos  
por hogar

  0.10 0.42 0 3

Hogares con migrantes internos (%) 34.95 – 0.48 – –

Migrantes internos por hogar   0.89 1.61 0 8

Número de observaciones   372      

Centro 

Hogares con migrantes en Estados 
Unidos (%)

14.52 – 0.35 – –

Migrantes en Estados Unidos  
por hogar

  0.27 0.89 0 8

Hogares con migrantes internos (%) 29.32 – 0.46 – –

Migrantes internos por hogar   0.70 1.48 0 8

Número de observaciones 365      

Centro- 
Occidente

Hogares con migrantes en Estados 
Unidos (%)

27.75 – 0.45 – –
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Centro- 
Occidente

Migrantes en Estados Unidos  
por hogar

0.62 1.29 0 7

Hogares con migrantes internos (%) 30.06 – 0.46 – –

Migrantes internos por hogar 1.02 1.99 0 10

Número de observaciones   346      

Noroeste

Hogares con migrantes en Estados 
Unidos (%)

12.09 – 0.33 – –

Migrantes en Estados Unidos  
por hogar

  0.23 0.79 0 9

Hogares con migrantes internos (%) 22.42 – 0.42 – –

Migrantes internos por hogar 0.72 1.71 0 8

Número de observaciones 339      

Noreste

Hogares con migrantes en Estados 
Unidos (%)

19.72 – 0.40 – –

Migrantes en Estados Unidos  
por hogar

  0.54 1.43 0 9

Hogares con migrantes internos (%) 11.67 – 0.32 – –

Migrantes internos por hogar 0.23 0.80 0 8

Número de observaciones   360      

Total

Hogares con migrantes en Estados 
Unidos (%)

16.22 – 0.37 – –

Migrantes en Estados Unidos  
por hogar

0.35 1.04 0 9

Hogares con migrantes internos (%) 25.76 – 0.44 – –

Migrantes internos por hogar 0.71 1.58 0 10

Número de observaciones 1 782

Fuente: enhrum, 2003.

Existen diferencias importantes en la experiencia migratoria entre las 
cinco regiones rurales de México. La región centro-occidente siempre ha 
sido la más propensa a enviar migrantes hacia Estados Unidos y presenta 
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las tasas de participación y experiencia más altas en la migración inter-
nacional. Casi 28% de todos los hogares de esta región tiene al menos un 
miembro de la familia en Estados Unidos y el hogar promedio tiene 0.62 
migrantes en ese país. En cambio, sólo 7.5% de los hogares en el sur-su-
reste tiene migrantes en Estados Unidos, con un promedio de 0.10 mi-
grantes por hogar. Estas diferencias interregionales conforman la base para 
comparar las diferencias en los efectos distributivos y sobre la pobreza que 
tienen las remesas, en hogares con distintos niveles de participación en la 
migración.

Las poblaciones con altas concentraciones de migrantes internacionales 
en 2002 tienen un historial de participación creciente en la migración a lo 
largo del periodo 1980-2002. Sólo en algunos casos una población con alta 
concentración de migrantes en 2002 comenzó a participar en la migración 
a �nales del periodo que estamos analizando. Usamos la concentración de 
migrantes de 2002 como un proxy para ilustrar los antecedentes migrato-
rios en nuestro análisis de los efectos de las remesas sobre la distribución 
del ingreso y la pobreza, el cual presentamos a continuación.

Remesas e ingresos en el México rural

La información detallada sobre la producción agrícola familiar, el trabajo 
asalariado y la migración permiten estimar el ingreso total de cada hogar 
incluido en la muestra de la enhrum. El ingreso total es la suma del ingre-
so proveniente de seis fuentes: producción familiar (agrícola, no agrícola, 
ganadera, comercio, servicios, extracción de recursos naturales); trabajo 
agrícola asalariado; trabajo no agrícola asalariado; remesas de migrantes 
internos; remesas de migrantes internacionales y apoyos gubernamentales. 
Esta lista de ingresos es exhaustiva, es decir, la suma de ingresos de las seis 
fuentes es igual al ingreso total del hogar.

En el cálculo del ingreso neto derivado de las actividades productivas 
de los hogares rurales no intentamos imputar valores a insumos familia-
res como mano de obra, tierra y capital, porque no es claro cuáles son los 
precios a usar para determinar su valor. El ingreso neto proveniente de las 
actividades productivas del hogar se estimó como el valor bruto de produc-
ción (usando los precios locales observados) menos los insumos adquiri-
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dos. Por este método se obtuvieron ingresos netos agrícolas que eran muy 
bajos o en algunos casos negativos, especialmente en el caso de los alimen-
tos básicos. Descontar los valores atribuidos a los insumos familiares (por 
ejemplo, el trabajo familiar a los salarios locales) a esas cifras de ingresos 
netos resultaría en ingresos netos agrícolas y pecuarios casi siempre nega-
tivos. El ingreso neto por producción de ganado se calculó como el cambio 
en el valor del ganado en pie entre el inicio y el �nal del año de la encuesta, 
más a) las ventas de animales y productos de origen animal, b) el consumo 
en el hogar de animales de crianza doméstica y de productos de origen 
animal, menos c) compras de ganado y d) costo de insumos para el ganado 
(alimento, medicinas y otros gastos).

Los ingresos que se derivan de cualquier otra actividad productiva del 
hogar se calculan de manera análoga al ingreso neto agrícola (como el va-
lor bruto de la producción menos los costos de los insumos adquiridos). 
Para los ingresos por sueldos y salarios se sumaron los que recibían todos 
los miembros del hogar. Se sumaron también las remesas enviadas por los 
distintos migrantes y, en el caso de aquéllas denominadas en dólares de 
Estados Unidos, se cambiaron a pesos usando el tipo de cambio promedio 
vigente en 2002, que fue de 10 pesos por dólar.

El cuadro 6.2 presenta los ingresos netos totales de los hogares rurales 
y las remesas enviadas por migrantes internos e internacionales, en el ám-
bito nacional y por región. El ingreso total promedio familiar para toda la 
muestra de 2002 fue de 53 465 pesos (5 347 dólares). Esto se traduce en un 
ingreso promedio per cápita de alrededor de 1 372 dólares al año. La com-
posición de los ingresos registrados en el cuadro 6.2 nos permite observar 
el importante papel que juegan las remesas en el México rural: 13% del 
ingreso total familiar y 16% de ingreso per cápita provienen de las remesas 
que envían los migrantes (en su mayoría de Estados Unidos).

Las remesas no se distribuyen de igual manera entre las distintas re-
giones de México (cuadro 6.2). Así, vemos que el porcentaje del ingreso 
familiar que generan las remesas de migrantes internacionales varió de 
3.6% en el noroeste a 20.1% en el noreste, mientras que el porcentaje co-
rrespondiente a las remesas de migrantes internos estuvo en un rango de 
0.54% a 3.7 por ciento.

Las cifras de los cuadros 6.1 y 6.2 revelan que las remesas pueden tener 
impactos signi�cativos sobre la desigualdad del ingreso rural y la pobreza, 
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pero es probable que éstos no sean homogéneos en regiones que son distin-
tas en cuanto a participación y antecedentes migratorios.

Cuadro 6.2. Ingreso y remesas de los hogares en el sector rural mexicano, 2002

Ingreso neto total  

(promedio por hogar)

Sur- 

Sureste Centro

Centro- 

Occidente Noroeste Noreste Total

Pesos 27 400 48 285 52 353 87 841 54 351 53 465

Dólares 2 740 4 828 5 235 8 784 5 435 5 347

Proporción  
de las remesas en  
el ingreso neto total 

10.37% 16.25% 14.79% 4.85% 20.69% 12.69%

Internas 3.66% 3.26% 1.04% 1.20% 0.54% 1.68%

Externas 6.71% 12.99% 13.75% 3.64% 20.15% 11.01%

N: 1 782 hogares. 
Fuente: enhrum, 2003.

Descomposición del coeficiente de Gini por fuentes de ingreso

Para analizar los impactos de las remesas sobre la desigualdad del ingreso 
rural primero es necesario elegir un índice de desigualdad. De acuerdo 
con Ray (1998), un índice de desigualdad debe tener cinco propiedades 
básicas: 1) cumplimiento del principio de transferencias de Pigou-Dalton, 
2) simetría, 3) independencia de la escala, 4) homogeneidad con respecto a 
la población y 5) debe poder descomponerse.

El principio de Pigou-Dalton sostiene que la desigualdad, medida por 
el índice, debe aumentar cuando el ingreso se trans�ere de un hogar de 
bajos ingresos a uno de altos ingresos. Un índice muestra simetría si el ni-
vel medido de desigualdad no cambia cuando los individuos intercambian 
posiciones en la distribución del ingreso; en otras palabras, la identidad de 
los individuos o de los hogares es irrelevante.

Independencia de la escala de ingresos signi�ca que un cambio pro-
porcional en todos los ingresos no altera la desigualdad. Homogeneidad 
quiere decir que un cambio en el tamaño de la población no afectará la 
desigualdad estimada. Por último, a �n de examinar la in�uencia de deter-
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minadas fuentes de ingresos sobre la desigualdad, el índice debe poder 
descomponerse en las distintas fuentes de ingresos que lo integran.3

Las medidas de desigualdad que satisfacen estos cinco requisitos son: 
el coe�ciente de variación, el índice de entropía de �eil (T ), la segunda 
medida de desigualdad de �eil (L) y el coe�ciente de Gini (G). Las dos 
medidas de �eil pueden ser desagregadas por subgrupo de población, 
pero no por fuentes de ingreso. Por su parte, el coe�ciente de Gini es qui-
zá la medición más inmediata para interpretar la desigualdad del ingreso 
debido, entre otras cosas, a la correspondencia tan directa que tiene con la 
curva de Lorenz y la facilidad para interpretar los efectos de las remesas 
mediante la descomposición. Por ello, ésta es la medida que utilizamos en 
el presente trabajo.

De acuerdo con Lerman y Yitzhaki (1985), el coe�ciente de Gini del 
ingreso total, G, puede representarse de la siguiente manera:

 
∑=
=

G R G Sk k k

k

K

1  
(1)

donde S
k
 representa la participación de la fuente k en el ingreso total; G

k
 es 

el coe�ciente de Gini de la fuente de ingresos k, y R
k
 representa la correla-

ción de la fuente k con el ingreso total.4

La ecuación (1) nos permite descomponer el impacto que tiene cual-
quier componente del ingreso (en nuestro caso, las remesas) sobre la 
desigualdad del ingreso total; dicho impacto es igual al producto de tres 
términos que fácilmente pueden ser interpretados:

a) la importancia de la fuente de ingresos con respecto al ingreso total (S
k 
).

b) el coe�ciente de Gini de cada fuente de ingresos (G
k
 ).

c) la correlación entre la fuente de ingresos, k, con el ingreso total (R
k
 ).

3 Ray también hace referencia a la descomposición del índice por subgrupo de población; 
sin embargo, esto no es de interés en el presente trabajo.

4 Las propiedades de R
k
 son las siguientes:

 a) -1 ≤ R
k 
≤ 1. R

k
 igual a cero si y

k
 e Y son independientes; y es igual a 1(-1) si y

k
 es una 

función creciente/decreciente del ingreso total.

 b) Si  y
k
 e Y se distribuyen como normales, entonces R

k
 es igual al coe�ciente de correla-

ción de Pearson.
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Por ejemplo, si las remesas representan una proporción importante del 
ingreso total, podrían tener un impacto fuerte sobre la desigualdad. Si su 
participación en el ingreso total es nula, su contribución a la desigualdad 
lo será también. No obstante, si la fuente está distribuida de forma per-
fectamente igualitaria (G

k
 = 0), entonces no puede in�uir en la desigual-

dad, aunque su magnitud sea grande. Si las remesas son cuantiosas y están 
desigualmente distribuidas (S

k
 y G

k
 son grandes), pueden aumentar o dis-

minuir la desigualdad, dependiendo de qué hogares las reciban y en qué 
puntos de la distribución del ingreso se encuentren. Si las remesas están 
desigualmente asignadas y �uyen en mayor grado hacia hogares de la parte 
alta de la distribución de ingresos (R

k 
 es positiva y grande), su contribución 

a la desigualdad será positiva. En cambio, si están desigualmente distri-
buidas pero llegan a hogares pobres, las remesas podrían tener un efecto 
igualador sobre la distribución de los ingresos rurales y el índice de Gini 
sería más bajo con las remesas que sin ellas.

Usando la descomposición de Gini, podemos estimar el efecto que pro-
ducen sobre la desigualdad pequeños cambios en las remesas, cuando se 
mantiene constante el ingreso proveniente del resto de las fuentes (Stark, 
Taylor y Yitzhaki, 1986). Consideremos un pequeño cambio en el porcen-
taje del ingreso de la fuente j (remesas), igual a π, de tal suerte que y

j 
(π) = 

(1 + π) y
j 
. Tenemos, entonces, que:

 

π
∂

∂
= −

G

G

S R G

G
S

j j j

j

 
(2)

donde S
j 
, G

j
 y R

j
 denotan la proporción del ingreso j en el ingreso total, 

el coe�ciente de Gini de dicha fuente, y G denota el índice de Gini del 
ingreso total antes de que ocurriera el cambio en las remesas. El porcen-
taje de cambio en la desigualdad que resulta de un pequeño cambio en el 
porcentaje de las remesas equivale a la proporción inicial de las remesas en 
la desigualdad menos la proporción de las remesas en el ingreso total. Es 
posible observar fácilmente que, siempre que las remesas sean un compo-
nente importante de los ingresos rurales:
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1) si la correlación del Gini de las remesas y el ingreso total, R
j 
, es nega-

tiva o nula, un incremento en las remesas necesariamente reducirá la 
desigualdad, pero,

2) si la correlación del Gini es positiva, el impacto distributivo de las re-
mesas dependerá del signo de R

j
G

j 
– G. Una condición necesaria para 

que la desigualdad aumente con las remesas es que el Gini de las re-
mesas exceda el coe�ciente de Gini del ingreso total, es decir, G

j 
> G. 

Esto resulta del hecho de que R
j 
≤ 1.

Descomposición de la pobreza

Se utilizó una variante del índice de Foster, Greer y �orbecke (fgt) (1984) 
para analizar los efectos de las remesas sobre la pobreza; dicha modi�ca-
ción aparece en Huppi y Ravallion (1991), quienes realizaron una descom-
posición de la pobreza por fuente de ingresos para el caso de Indonesia. De 
manera general, encontramos en la literatura reciente que las descompo-
siciones sectoriales de la pobreza se aproximan por medio de descomposi-
ciones estándar de la pobreza para grupos de�nidos por su fuente sectorial 
primaria de ingresos, o por otras características, como el tamaño de la fa-
milia, el grupo o la ubicación.5 Este método es difícil de justi�car cuando 
el ingreso de un hogar agrícola típico se diversi�ca en varias actividades, 
como ocurre en el sector rural mexicano.

De acuerdo con la notación de Foster, Greer y �orbecke, sean Y
d
 = (Y

d1 
, 

Y
d2  

, ..., Y
dI

 ) los ingresos del hogar en orden creciente, y z > 0 la línea de 
pobreza predeterminada, la medida de pobreza fgt se de�ne como:

 
P(Y ; z =

nz
g)

1
d

i=

q

i

1
∑α

α

 
(3)

5 Por ejemplo, Balisacan (1993) llevó a cabo un estudio semejante para Filipinas; Gustafsson 
y Makonnen (1993) exploraron los principales efectos de las fuentes de ingresos sobre la 
incidencia de la pobreza en Lesoto; Boateng et al. (1992) descompusieron los índices por 
localidad y grupo para el caso de Ghana; Kanbur (1990) descompuso el índice de pobreza 
por grado de diversi�cación de los ingresos, región y grupo, y Kakwani (1993), por región 
y características del hogar en Costa de Mar�l.
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donde n es el número total de hogares, q = q (Y
d
 ; z) es el número de ho-

gares pobres, y g
i
 = z – Y

di
 

 
es la brecha de ingresos (la diferencia entre el 

ingreso del hogar y la línea de pobreza) del i-ésimo hogar (pobre) y α es 
un parámetro.

Este índice satisface los dos axiomas que, de acuerdo con Sen (1976, 
1979), deben cumplir las medidas de pobreza: 1) que una reducción en el 
ingreso de un hogar pobre, ceteris paribus, aumente la medida de pobre-
za (monotonicidad) y, 2) que una transferencia de ingresos de un hogar 
pobre hacia uno no pobre aumente la medida de pobreza (el axioma de 
transferencia).

Foster, Greer y �orbecke presentan una descomposición de esta medi-
da de pobreza por subgrupo de población; por su parte, Reardon y Taylor 
(1996) descomponen el coe�ciente de pobreza (fgt) por fuente de ingre-
sos. Para descomponer P ( Y

d
 ; z) por determinantes del ingreso sustituimos 

Y
di
 por la suma del ingreso desagregado entre las distintas fuentes en el 

índice de pobreza, fgt, lo que da como resultado:

 
P Y z =

nz
z - y;

1
( )d

i=

q

k

k

K

1 1
∑ ∑( )

α

α

=

El impacto que tiene un pequeño porcentaje de cambio en las remesas, 
e, sobre la pobreza, dP (Y

d 
; z)/de, está dado por:

 
∑ ∑ ∑α−








α

α α+dP T ,e z

de
=

1

nz
g e - g e g e

( ; )
( ) ( ) ( )d

i=1

q

i
q-

i

q+

i

0

donde q
0
 denota el número de hogares en pobreza tanto antes como des-

pués del cambio en las remesas, y q- (q+) expresa el número de hogares 
que salen de (entran en) la pobreza como resultado de dicho cambio. Si 
suponemos que las remesas ejercen un efecto positivo en los ingresos, el 
tercer término, ∑ αg e( )

q+

i , desaparece y el efecto sobre la pobreza es negativo, 
es decir, la pobreza disminuye o al menos no se incrementa. La magni-
tud del efecto en la pobreza debe determinarse de manera empírica; ésta 
depende de que los hogares pobres tengan o no acceso al ingreso por 
remesas.
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Se utilizaron tres variantes del índice de pobreza de fgt para calcular los 
impactos de los cambios en las remesas sobre la pobreza rural:

• El índice de recuento (α = 0, P Y z =
q

n
( ; )H d ) que mide la incidencia 

de la pobreza, es decir, la proporción de la población que vive por de-

bajo de la línea de pobreza.

• La brecha de la pobreza (α = 1, ∑P Y z =
1

nz
z Y( ; ) ( – )G d

i =

q

di

1

) mide la pro-

fundidad de la pobreza, es decir, cuán por debajo de la línea de pobreza 

se halla el ingreso promedio de los hogares pobres.

• La brecha de la pobreza al cuadrado (α = 2, ∑P Y z =
1

nz
z Y( ; ) ( - )SG d

i =

q

di2
1

2) 

mide la severidad de la pobreza, indicador que es sensible a los cambios 

en la distribución del ingreso entre los pobres (Adams, 2004).

Todas las descomposiciones del coe�ciente de Gini y del índice de po-
breza anteriores se calculan para el ingreso familiar per cápita, a �n de 
tomar en cuenta las diferencias en el tamaño de los hogares entre regiones 
y entre hogares con acceso a distintas fuentes de ingresos.

Resultados empíricos

Descomposiciones de la desigualdad por fuentes de ingresos

El cuadro 6.3 presenta la contribución de cada fuente de ingresos al ingreso 
total per cápita, y la desigualdad de ingresos en el México rural en 2002.6 La 
columna 1 muestra la proporción que corresponde a cada fuente de ingre-
sos. Las remesas representaron 16% del ingreso promedio rural per cápita 
en 2002, y la mayoría del ingreso por remesas (87%) provino de migran-
tes en Estados Unidos. Los salarios constituyeron la mayor fuente de ingre-
sos, representando más de 50%; de éstos, la mayoría (80%) correspondió a 
empleos no agrícolas. Las actividades productivas familiares representaron 

6 Las descomposiciones del coe�ciente de Gini presentadas en este capítulo fueron realiza-
das en Stata, utilizando el comando descogini documentado en López-Feldman (2006).
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menos de 29% del ingreso rural per cápita y los apoyos gubernamentales, 
4.5 por ciento.

Las remesas están distribuidas de manera desigual entre los hogares 
rurales (columna 2). El Gini de las remesas internacionales e internas es 
similar: 0.95 y 0.96, respectivamente.7

Cuadro 6.3. Descomposición del coeficiente de Gini por fuente de ingreso: muestra nacional
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Transferencias  
gubernamentales

0.045 0.79 0.29 0.017
-0.280 (-0.323, 

-0.237)

Remesas de
Estados Unidos

0.140 0.95 0.78 0.169
 0.281 (0.079, 

0.532)

Remesas internas 0.020 0.96 0.36 0.011
-0.089 (-0.118, 

-0.062)

Producción 
familiar

0.288 1.00 0.75 0.350
 0.630 (0.299, 

0.925)

Salarios agrícolas 0.117 0.82 0.37 0.057
-0.601 (-0.675, 

-0.528)

Salarios no
agrícolas

0.390 0.80 0.78 0.396
 0.061 (-0.178, 

0.337)

Ingreso total 1.000 0.61 1.00 1.000

Fuente: enhrum, 2003.
N = 1 782 hogares. Los ingresos se expresan en términos per cápita.
Intervalos de confianza generados con la técnica bootstrap en paréntesis.

Como se indicó antes, un Gini elevado (G
k
 ) no implica que una fuen-

te de ingresos tenga un efecto igualador sobre la desigualdad del ingreso 
total. Una fuente de ingresos puede estar desigualmente distribuida y, sin 
embargo, favorecer a los pobres. Éste es el caso de las remesas de migrantes 
internos. La correlación del Gini entre las remesas internas y la distribu-
ción del ingreso total per cápita (R

k
 ) es tan sólo de 0.36, equiparable al de 

7 Los coe�cientes de Gini son elevados en parte porque incluyen remesas nulas en el caso de 
algunos hogares.



200 J .  E .  TAY L O R  /  J .  J .  M O R A  R I V E R A  /  R .  A D A M S  /  A .  L Ó P E Z - F E L D M A N

los salarios agrícolas. Puesto que la correlación de Gini entre las reme-
sas internas y el ingreso total es baja, la contribución porcentual de las 
remesas internas a la desigualdad (1.1%) es menor que su contribución 
porcentual a los ingresos (2%). Así, las remesas internas tienen un ligero 
efecto igualador sobre la distribución del ingreso rural total. Al mantener 
lo demás constante, un aumento de 10% en las remesas internas reduce 
0.1% el coe�ciente de Gini del ingreso total.

La correlación de Gini entre las remesas internacionales y el ingreso total 
es mucho más alta (R

k
 = 0.78). Por ello, las remesas internacionales tienen 

un efecto desigualador sobre los ingresos rurales; un aumento de 10% en las 
remesas de migrantes en el extranjero eleva 0.3% el coe�ciente de Gini.

Los apoyos gubernamentales están distribuidos de manera desigual 
(G

k
 = 0.79). Aun así, la correlación de Gini entre éstos y el ingreso total 

es baja (R
k
 = 0.29), lo que indica que los subsidios bene�cian a los pobres 

más que cualquier otra fuente de ingreso. Al conservar lo demás constante, 
un aumento de 10% en los apoyos gubernamentales ocasiona una reduc-
ción de 0.3% en el coe�ciente de Gini del ingreso total. En el sector rural 
mexicano, dichos apoyos consisten en subsidios directos a los productores 
de granos básicos que forman parte del programa Procampo, así como en 
transferencias monetarias incluidas en el programa Oportunidades.8 Los 
salarios agrícolas representan la fuente de ingresos con impactos más igua-
ladores sobre la distribución de ingresos en el México rural, mientras que 
los ingresos derivados de las actividades productivas familiares ejercen el 
mayor impacto positivo sobre la desigualdad.

Tanto la importancia como el impacto distributivo de las remesas y 
otras fuentes de ingresos di�eren de una región a otra. En la zona cen-
tro-occidente de México (cuadro 6.4.A.), que tiene la mayor prevalencia 
de migración internacional, las remesas internacionales tienen un efecto 
igualador sobre los ingresos rurales, equivalente al de los apoyos guber-
namentales. Ahí, un aumento de 10% en las remesas del extranjero reduce 

8 Procampo se instituyó en el contexto de la eliminación gradual de los precios de garantía 
para los productores de granos básicos. Con este programa se dio un giro en el uso de me-
didas de apoyo basadas en los precios subsidiados al otorgamiento de apoyos económicos 
directos. Por su parte, Oportunidades otorga transferencias monetarias a los hogares rura-
les pobres condicionadas a que los hijos de estas familias asistan a la escuela y a revisiones 
clínicas periódicas en los centros de salud locales.
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0.3% el índice de Gini del ingreso total. En esta región, las remesas inter-
nacionales representan cerca de 16% del ingreso total per cápita. El índice 
de Gini para las remesas internacionales (0.87) es inferior y la correlación de 
Gini (0.50) es mucho más baja en la región centro-occidente que en el resto 
del México rural. En cambio, en la región sureste de México, que tiene el 
menor índice de migración, las remesas internacionales constituyen 6% del 
ingreso total per cápita, y tanto el Gini de esta fuente como la correlación 
del Gini en esta fuente de ingresos son elevadas (0.98 y 0.87, respectiva-
mente). Lo anterior se traduce a que cambios marginales en las remesas 
internacionales aumentan la desigualdad en esta región (cuadro 6.4.B.). 
En ambas regiones, la producción familiar y los salarios no agrícolas ejer-
cen los efectos desigualadores más importantes en la distribución rural del 
ingreso, mientras que el efecto de los salarios agrícolas es favorable en la 
distribución de dicho ingreso.

Cuadro 6.4.A. Descomposición del coeficiente de Gini por fuente  

de ingreso: región de alta migración (centro-occidente)
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Transferencias 
Gubernamentales

0.047 0.84 0.25 0.019 -0.279

Remesas  
de Estados Unidos

0.159 0.87 0.50 0.133 -0.263

Remesas internas 0.009 0.98 0.42 0.007 -0.019

Producción 
familiar

0.231 1.00 0.72 0.320 0.880

Salarios
agrícolas

0.110 0.83 0.20 0.035 -0.746

Salarios  
no agrícolas

0.445 0.75 0.76 0.487 0.428

Ingreso total 1.000 0.52 1.00 1.000

Fuente: enhrum, 2003.
N = 346 hogares. Los ingresos se expresan en términos per cápita.
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Cuadro 6.4.B. Descomposición del coeficiente de Gini por fuente de ingreso:  

región de baja migración (sur-sureste)
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Transferencias 
Gubernamentales

0.083 0.60 0.19 0.015 -0.674

Remesas de
Estados Unidos

0.064 0.98 0.87 0.086 0.224

Remesas internas 0.038 0.93 0.42 0.024 -0.145

Producción 
familiar

0.438 0.92 0.86 0.550 1.092

Salarios agrícolas 0.126 0.77 0.42 0.064 -0.610

Salarios no
agrícolas

0.252 0.86 0.77 0.265 0.114

Ingreso total 1.000 0.63 1.00 1.000

Fuente: enhrum, 2003.
N = 372 hogares. Los ingresos se expresan en términos per cápita.

El cuadro 6.5 resume los efectos estimados al incrementar 10% las re-
mesas enviadas por migrantes internacionales e internos y los porcentajes 
de hogares con migrantes en cada una de las cinco regiones de la enhrum. 
Las grá�cas 6.1A y 6.1B ilustran la relación entre estas dos variables. En el 
caso de la migración internacional, la grá�ca 6.1A sugiere una relación en 
forma de U invertida entre la migración internacional y el efecto distri-
butivo de las remesas. La elasticidad del coe�ciente de Gini respecto a las 
remesas internacionales es positiva y es la más elevada en la región en la 
que poco más de 14% de los hogares tiene migrantes en el extranjero (el 
centro), siendo la más baja en la región en la que 20% de los hogares tiene 
migrantes internacionales (el noreste) y es negativa en la región en la que 
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28% de los hogares participa en la migración internacional (centro-occi-
dente). Se utilizó el método de bootstraping para construir intervalos de 
con�anza a 95% en torno de los cálculos de elasticidad utilizando el méto-
do de percentiles.9

Cuadro 6.5. Comparación interregional de los efectos  

marginales de las remesas en la desigualdad de la distribución  

del ingreso per cápita total (elasticidad del coeficiente de Gini)

Región

Migración internacional Migración interna

Porcentaje de 

hogares con 

migrantes

Efecto de un  

incremento de 10%  

en las remesas en el Gini 

del ingreso per cápita 

total 

Porcentaje de 

hogares con 

migrantes

Efecto  

de un incremento de 

10% en las remesas en el 

Gini del ingreso  

per cápita total

Sur-Sureste  7.530  0.224 34.950 -0.145

Noroeste 12.090  -0.114 22.420 -0.044

Centro 14.520  0.784 29.320 -0.170

Noreste 19.720 .0576 11.670 -0.018

Centro- 
Occidente

27.750 -0.263 30.060 -0.019

Total 16.220  0.281 25.760 -0.089

Fuente: enhrum, 2003.

La elasticidad de las remesas enviadas por migrantes internos es cer-
cana a cero en las cinco regiones (grá�ca 6.1B), a pesar de que las pro-
porciones de los hogares con migrantes internos van de 12% a 35%. La 
desigualdad del ingreso rural es mucho menos sensible a cambios porcen-
tuales en las remesas internas que a cambios porcentuales en las remesas 
internacionales. Esto se debe tanto a la baja correlación del Gini entre las 
remesas internas y la distribución del ingreso total como al escaso porcen-

9 Para un análisis del método percentil y otras técnicas para obtener intervalos de con�anza 
usando bootstrap, véase Chernick (1999).
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taje que representan las remesas internas en el ingreso total de los hogares 
rurales.10

Gráfica 6.1. Relación entre el porcentaje de hogares con migrantes y el efecto  

de un incremento de 10% en las remesas
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Nota: las líneas punteadas representan intervalos de confianza a 95% utilizando la técnica bootstrap.

10 En dos casos presentados en los cuadros 6.3 y 6.4.B, los coe�cientes de Gini de las fuentes 
de ingresos son iguales a 1.0 (ambos son para la producción familiar). Esto no implica 
una desigualdad perfecta del ingreso, sino que más bien re�eja la presencia de algunos 
valores de ingreso negativos. Coe�cientes de Gini de las fuentes de ingreso mayores a 1.0 
se han reportado en otros trabajos (Lerman y Yitzhaki, 1985). El coe�ciente de Gini es 
una medida de dispersión, similar a un coe�ciente de variación. Es igual a la diferencia 
esperada entre dos observaciones obtenidas al azar divididas entre la media. Ésta puede 
considerarse como la diferencia esperada entre cada observación y cero. Si todas las ob-
servaciones son positivas, el cero queda fuera del rango de observaciones, por lo que el 
valor del Gini será inferior a uno. Sin embargo, si algunas observaciones son negativas, 
el cero no queda fuera del rango del grupo y el valor del Gini dependerá de la ubicación 
del cero en dicho rango. Wodon y Yitzhaki (2002: 79) sostienen que la capacidad para 
manejar resultados negativos es una ventaja que ofrece el coe�ciente de Gini sobre el 
índice de Atkinson.
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B. Migración interna
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Nota: las líneas punteadas representan intervalos de confianza a 95% utilizando la técnica bootstrap.

Efectos de las remesas sobre la pobreza

La línea de pobreza que usamos para calcular los efectos que tienen los cam-
bios en las remesas sobre la pobreza es el ingreso per cápita que se necesita 
para adquirir la canasta básica de productos alimenticios y no alimenticios 
en las zonas rurales. La Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) lo estimó 
entonces en 28.1 pesos diarios, que comprenden 15.4 pesos para alimentos, 
3.5 para salud básica y educación, y 9.8 para vestido, vivienda, servicios y 
transporte.11 Los individuos en pobreza son aquellos que viven en hogares 
en los que el ingreso per cápita diario es inferior a 28.1 pesos. El cuadro 6.6 
presenta la proporción de habitantes que en 2002 vivía por debajo de la línea 
de pobreza en cada región y en todas las zonas rurales de México. En térmi-
nos generales, 58% de los mexicanos que vivían en zonas rurales pertenecía a 
hogares con ingresos per cápita inferiores a la línea de pobreza. La incidencia 
de la pobreza fue de 35% en la región noroeste y 81% en la región sur-sureste.

11 Véase [http://www.sedesol.gob.mx/subsecretarias/prospectiva/medicion_pobreza].
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Cuadro 6.6. Incidencia de la pobreza rural, nacional y por región en 2002 a partir  

de la medida del Headcount

Región

Porcentaje de la población rural en hogares pobres  

usando la línea de pobreza

Alimentaria Capacidades Patrimonio

Sur-Sureste 0.62 0.69 0.81

Centro 0.36 0.45 0.63

Centro-Occidente 0.30 0.36 0.52

Noroeste 0.20 0.25 0.35

Noreste 0.38 0.43 0.58

Total 0.38 0.44 0.58

Fuente: enhrum, 2003.

Para estimar el efecto de las remesas sobre la pobreza calculamos prime-
ro las tres variantes de la medida de pobreza del fgt, usando la ecuación (3), 
con α = 0, 1 y 2. Después, redujimos 10% cada uno de los dos tipos de re-
mesas, considerando una variación a la vez. Los hogares que no recibían 
remesas no fueron afectados. Los efectos de los cambios en las remesas 
sobre la pobreza dependen del grado en el que éstas llegan a los hogares 
pobres.

El cuadro 6.7 muestra los resultados de estas simulaciones. En términos 
generales, la pobreza disminuye cuando las remesas aumentan. En el plano 
nacional, usando las tres medidas de pobreza, el efecto sobre la pobreza 
rural es sustancialmente mayor en el caso de las remesas internacionales 
que en aquéllas enviadas por migrantes internos. Por ejemplo, el índice 
fgt con α = 2 disminuye 0.53% como resultado de un aumento de 10% 
en las remesas internacionales, contra 0.30% para las remesas internas. La 
medida de conteo disminuye 0.39 puntos porcentuales cuando las remesas 
internas aumentan, pero 0.77% en respuesta a un incremento en las reme-
sas del extranjero.
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Cuadro 6.7. Impactos en la pobreza rural de un incremento de 10% en las remesas

Región

Migrantes internacionales Migrantes internos
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Sur-
Sureste

7.53 0.00% -0.11% -0.11% 34.95 -0.33% -0.41% -0.45%

Noroeste 12.09 -0.85% -0.30% -0.31% 22.42 0.00% -0.16% -0.13%

Centro 14.52 -1.30% -0.35% -0.33% 29.32 -0.87% -0.61% -0.67%

Noreste 19.72 -0.48% -0.58% -0.51% 11.67 -0.48% -0.10% -0.08%

Centro-
Occidente

27.75 -1.68% -1.65% -1.64% 30.06 0.00% -0.05% -0.05%

Total 16.22 -0.77% -0.53% -0.53% 25.76 -0.39% -0.30% -0.30%

Fuente: enhrum, 2003.

Las elasticidades de la pobreza de las remesas internacionales varían en 
forma considerable entre cada región. La mayor sensibilidad de la pobreza 
a las remesas internacionales se presenta en la región centro-occidente, que 
cuenta con alta migración, y la más baja se observa en la región sur-sures-
te, que es una región de baja migración. Al mantener lo demás constante, 
un aumento de 10% en las remesas internacionales reduce la pobreza en 
1.64% en el centro-occidente (según el índice fgt con α = 2), contra tan 
sólo 0.11% en el sur-sureste. Con base en el índice de conteo, la pobreza 
decrece 1.68% en el centro-occidente, pero no hay cambio alguno en la 
región sur-sureste. Las medidas de la brecha de pobreza revelan un pa-
trón similar, es decir, mayor sensibilidad de la pobreza a las remesas en las 
regiones en las que un porcentaje elevado de los hogares tiene migrantes 
internacionales. Esto se ilustra en la grá�ca 6.2. La relación entre los im-
pactos de las remesas sobre la pobreza (para α = 2) y la magnitud de la par-
ticipación de los hogares en la migración internacional parece indicar una 
relación monotónicamente negativa y es más pronunciada que la relación 
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entre los impactos de las remesas sobre la desigualdad y la prevalencia de 
la migración, tal como se expresa en la grá�ca 6.1. Como en el caso de la 
desigualdad, se calcularon intervalos de con�anza para las elasticidades de 
la pobreza utilizando métodos de bootstrap.

Gráfica 6.2. Relación entre la elasticidad de la pobreza a las remesas  

y el porcentaje de hogares con migrantes internos (índice fgt, α = 2)
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Nota: las líneas punteadas representan intervalos de confianza a 95% utilizando la técnica bootstrap.

Estos resultados sugieren que el efecto positivo de las remesas interna-
cionales sobre la pobreza rural aumenta cuando hay mayor participación 
en la migración. Al parecer, representan un corolario a la hipótesis de 
Stark, Taylor y Yitzhaki (1986), y que se ilustra en la grá�ca 6.1; a saber, 
que los efectos distributivos de la migración se vuelven más igualitarios 
en la medida en que más hogares tienen mayor acceso a mercados de tra-
bajo en el extranjero. En teoría, la relación entre las elasticidades de la 
pobreza y la prevalencia migratoria no es más obvia que la relación entre 
migración y desigualdad. Depende de la medida en que las familias po-
bres tienen acceso a los mercados de trabajo en el extranjero a lo largo del 
tiempo, lo que constituye una cuestión empírica. Al parecer, en el caso de 
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la migración internacional, la expansión de las redes migratorias es cru-
cial para determinar el impacto que tienen las remesas sobre la pobreza 
rural.

B. Migración interna
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Nota: las líneas punteadas representan intervalos de confianza a 95% utilizando la técnica bootstrap.

Conclusiones

Nuestros resultados indican que las remesas enviadas por migrantes en 
el extranjero aumentan ligeramente las desigualdades en el ingreso rural, 
mientras que las remesas internas tienen un efecto positivo en la distribu-
ción del ingreso al utilizar datos representativos del sector rural mexicano. 
No obstante, ambos tipos de remesas tienen un efecto igualador sobre los 
ingresos en las regiones con alta densidad migratoria. Nuestros resultados 
refuerzan la hipótesis expuesta por Stark, Taylor y Titzhaki (1986) de 
que la difusión de la migración tiene inicialmente un efecto desigualador 
sobre la distribución del ingreso rural, pero que la propagación del acceso 
a la migración hace que a la larga el efecto de las remesas sobre los ingre-
sos rurales sea más equitativo (o en todo caso, menos inequitativo). Esto 
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puede explicar las inconsistencias que presentan los estudios existentes en 
cuanto a los efectos estimados de las remesas sobre las desigualdades en el 
ingreso, debido a que se utilizan datos de economías con distintos niveles 
de integración con los mercados de trabajo para migrantes.

A pesar de su efecto positivo sobre la desigualdad, las remesas interna-
cionales reducen la pobreza rural en mayor medida que las remesas inter-
nas. El efecto de las remesas para aliviar la pobreza aumenta en la medida 
en que las economías se integran más a los mercados de trabajo fuera de 
sus lugares de origen, como se re�eja en la prevalencia migratoria. Hasta 
donde sabemos, no existen precedentes de este resultado en la bibliografía 
económica, que se aplica al México rural independientemente de que la 
emigración se dirija hacia destinos internos o extranjeros.

Estos resultados tienen diversas implicaciones en materia de políticas 
públicas. Así, aquellas políticas que restringen la migración elevan la po-
breza, sobre todo en regiones en las que la prevalencia de la participación 
familiar en la migración es alta. Por otra parte, las medidas que promueven 
el envío de remesas o que desarrollan los multiplicadores de remesas en los 
hogares expulsores de migrantes pueden ser una herramienta efectiva para 
reducir la pobreza. Las repercusiones de estas medidas sobre la pobreza y 
la desigualdad son al parecer más favorables en las regiones que presentan 
los índices más altos de emigración.
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7. ¿LA MIGRACIÓN MODIFICA LOS PATRONES DE GASTO 
EN LOS HOGARES RURALES? EVIDENCIAS DE MÉXICO

J. Edward Taylor* 

José Jorge Mora Rivera**

El impacto de la migración en los patrones de gasto de los hogares expulso-
res de migrantes ha recibido mucha atención en la literatura reciente debi-
do a las repercusiones sobre el desarrollo económico y sus vínculos con la 
demanda en las economías rurales. Una cuestión clave que han abordado 
los investigadores es si las remesas familiares tienen algún efecto —y, en su 
caso, cuál es éste— sobre las inversiones productivas, que se consideran un 
motor de desarrollo de las zonas rurales y generadoras potenciales de alter-
nativas económicas locales distintas a la migración. La investigación empí-
rica sobre los patrones de gasto en los hogares con migrantes a menudo ha 
propiciado que se tenga una imagen negativa del impacto de la migración 
en el desarrollo de las regiones expulsoras de migrantes. La mayoría de los 
estudios concluye que las remesas se consumen, en lugar de invertirse y, 
por tanto, no se hace un uso productivo de ellas en las regiones de origen 
de los migrantes (Chami, Fullenkamp y Jahjah, 2003; Taylor et al., 1996; 
Durand y Massey, 1992; Papademetriou y Martin, 1991; Cornelius, 1990).1 
Sin embargo, otros investigadores han encontrado evidencias de lo opuesto 
(Massey et al., 1987; para un análisis detallado, véase Taylor et al., 1996).

Hay dos enfoques fundamentales para la investigación empírica sobre la 
migración y el gasto. El primero está basado en encuestas sobre el uso de 

* Universidad de California en Davis.
** Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey, campus Ciudad de México.
1 En su informe para la O�cina Internacional del Trabajo sobre una revisión de 50 estu-

dios relativos al uso de las remesas, Rempel y Lobdel (1978) concluyeron que “la mayor 
parte del dinero enviado como remesas se usa para el consumo, la educación y para 
ha cer mejoras a la vivienda”. Asimismo, Lipton (1980) concluye que la inversión no repre-
sentó un uso prioritario de las remesas en las localidades expulsoras de migrantes y que 
“las necesidades [de consumo] cotidianas a menudo absorben 90% o más de las remesas 
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las remesas, en las que se pregunta a los hogares receptores de remesas en 
qué bienes y servicios utilizan dichos ingresos. Estos estudios tienen varias 
limitaciones, la más importante es que ignoran el carácter fungible del in-
greso familiar proveniente de diversas fuentes. Las formas en que las pro-
pias remesas se gastan quizá no nos diga mucho sobre los efectos de éstas 
en la variedad de bienes y servicios que compran las familias. Cuando los 
migrantes envían remesas, este ingreso se integra al presupuesto familiar y 
puede, por tanto, alterar simultáneamente el conjunto total de gastos de ese 
hogar. En los estudios sobre el uso de las remesas se comete el error de 
suponer que el ingreso familiar no es fungible. Por ello, no aportan la evi-
dencia su�ciente sobre las distintas formas en cómo las remesas realmente 
in�uyen en los patrones de gasto de los hogares receptores de remesas.

El segundo y más reciente grupo de estudios emplea un enfoque eco-
nométrico, que añade el ingreso por concepto de remesas como una variable 
explicativa dentro de un sistema de ecuaciones de demanda de los hogares. 
Esto es, la demanda se modela como una función no sólo de las variables 
de ingreso, precios y sociodemográ�cas, sino también de la cantidad del in-
greso por remesas que reciben los hogares. Ejemplo de ello son los estudios 
de Adams (2005, 1998 y 1991) y de Alderman (1996). Una ventaja de este 
enfoque es su coherencia con los modelos de demanda más utilizados. Al 
mismo tiempo, admite la posibilidad de que las remesas tengan un efecto in-
dependiente sobre los patrones de gasto. Por ejemplo, si el ingreso aumenta 
un dólar por remesas, esto puede tener un efecto en el gasto que no sea igual 
a un aumento de un dólar en el ingreso agrícola. Las remesas pueden in-
teractuar con otras variables, incluidos los gastos totales y las características 
sociodemográ�cas de los hogares, como lo ilustra claramente Adams (2005).

Aun así, este enfoque también tiene varias desventajas. En primer lu-
gar, la migración puede afectar el gasto familiar en formas que el uso de las 
remesas no capta adecuadamente, como se describe más adelante. De he-
cho, resulta sumamente difícil diferenciar los efectos de las remesas de los 
efectos de la migración sobre los gastos. Más aún, cabría preguntarse para 
qué querría hacerse este ejercicio. En segundo lugar, las remesas pueden 

 de las ciudades”. Un estudio citado por Chandavarkar (1980: 39) señala que las remesas “se 
derrochan en consumo personal, ceremonias sociales, bienes raíces y en un comercio que 
in�a los precios”.
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ser endógenas, al re�ejar los ingresos de los migrantes lo mismo que el 
comportamiento de las remesas (Lucas y Stark, 1985). Por ejemplo, una 
variable como la educación o la información que envían los migrantes pue-
de afectar tanto los gastos de los hogares como las remesas. En términos 
econométricos, una pregunta clave es si las remesas se miden con error 
y, en tal caso, si el error está correlacionado con los errores en el sistema 
de gastos. De ser así, si no se toma en cuenta la endogeneidad de las re-
mesas probablemente se obtendrá un cálculo sesgado de los efectos de las 
remesas sobre los gastos. En tercer lugar, los estudios empíricos muestran 
que la migración es un proceso selectivo.2 Los hogares que participan en la 
migración y reciben remesas di�eren fundamentalmente de aquellos que 
no lo hacen (Mora y Taylor, 2005). Por esto, es importante tomar en cuenta 
los determinantes de la migración cuando se evalúan los impactos de la 
migración sobre el gasto familiar. Los efectos del sesgo de selección de los 
hogares respecto de participar o no en la migración pueden ser confun-
didos con los efectos de las remesas sobre los gastos. Por ejemplo, si se 
encuentra que las remesas están negativamente asociadas con la cantidad 
de inversiones de los hogares, podría interpretarse como que los hogares 
con una alta propensión a invertir tienen una baja propensión a emigrar.

En este capítulo sostenemos, con evidencia empírica, que la migración 
transforma los patrones de gasto de los hogares de manera directa e indi-
recta, fenómeno que los modelos existentes no han abordado adecuada-
mente. El tipo de modelo que empleamos toma en cuenta la endogeneidad 
de la decisión que se toma en el interior de un hogar de emigrar o no, a la 
vez que examina las diferencias en los patrones de gasto entre los hogares 
con y sin migrantes. Los datos que se utilizaron para estimar el modelo 
provienen de la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México (enhrum) 
de 2003. Esta encuesta recabó información detallada sobre los ingresos, la 
migración y los gastos de una muestra representativa a nivel nacional de los 
hogares rurales en México.

Los resultados del análisis econométrico revelan que los patrones de 
gasto di�eren signi�cativamente entre los hogares con migrantes y aqué-

2 Esto no implica necesariamente que la migración seleccione positivamente respecto al 
capital humano, la riqueza u otras variables. Véanse, por ejemplo, Borjas (1989) y Hatton 
y Williamson (2004).
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llos sin migrantes, a veces de manera sorprendente. Esto es cierto en el caso 
de la migración tanto internacional como interna. Al comparar hogares 
con migrantes internacionales con hogares similares (incluidos los gastos 
totales) pero sin migrantes, los primeros presentan mayores propensiones 
marginales a gastar en inversión, salud y bienes de consumo durables, y 
menores propensiones en alimentos y vivienda. Por su parte, los hogares 
con migrantes internos tienen propensiones marginales a gastar relativa-
mente elevadas en salud, vivienda, servicios y educación, y reducidas para 
gastos en supermercados, bienes durables e inversiones.

Estimación de los impactos de la migración  
sobre los patrones de gasto

La mayoría de los modelos de gasto de los hogares supone que éstos distri-
buyen su presupuesto entre las diversas categorías de gasto para maximizar 
la utilidad que se puede obtener por el consumo de bienes y servicios, ya 
sea en el presente o, en el caso de los gastos de inversión, en el futuro, con 
una restricción del ingreso total.3 La solución es un conjunto de funciones 
de gasto que se expresa de la siguiente forma:

 
e f P Y Z u( , , )hi h h h hi= +

 (1)

donde los subíndices h e i se re�eren al hogar y a la categoría de gasto, res-
pectivamente; e

hi
 expresa el gasto en el bien i efectuado por el hogar h; Ph  

es un vector de los precios que enfrenta el hogar; Y
h
 es el ingreso del hogar; 

Z
h
 representa otras variables que in�uyen en las utilidades marginales y 

restricciones sobre el comportamiento del hogar y u
hi
 es un término de 

error que se supone está distribuido aproximadamente normal con media 
cero y varianza σ 2. En el modelo del consumidor estándar, para un hogar 

3 Se puede suponer que este presupuesto es exógeno o �jo, como en el modelo de consumi-
dor estándar, o bien puede ser un resultado endógeno de las asignaciones del trabajo en el 
hogar o de las elecciones de producción, como en el modelo de hogares agrícolas (Singh, 
Squire y Strauss, 1986). El análisis de las inversiones junto con la demanda de consumo 
por lo general requiere de una formulación dinámica de estos modelos en cuanto que las 
ganancias económicas de las inversiones se realizarán en el futuro.
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con un número k de fuentes diversas de ingresos (que puede incluir las 
remesas), el ingreso es la suma de ingresos de dichas fuentes:

 
Y yh hk

k

K

1
∑=
=  

(2)

Al combinar las ecuaciones (1) y (2) se hace evidente que un cambio 
mínimo en el ingreso de una determinada fuente k (digamos, las remesas) 
tiene el mismo efecto sobre los gastos que un cambio mínimo en cualquier 
otra fuente de ingresos:
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(3)

Si suponemos el resto de las variables �jas, entonces un aumento en 
las remesas de los migrantes modi�ca las restricciones de presupuesto de 
los hogares que reciben remesas por la cantidad de la transferencia de las 
mismas remesas. Esto eleva (disminuye) la demanda de bienes normales 
(inferiores). En este modelo, la in�uencia de las remesas se limita a los 
efectos indirectos que operen por medio del ingreso total; los efectos por la 
fuente de ingresos quedan excluidos.

Los estudios recientes de Adams (2005, 1998, 1991), Zarate-Hoyos 
(2004) y Alderman (1996) añaden una nueva variable explicativa en el lado 
derecho de la ecuación (1): el ingreso de los hogares por remesas R

h
, donde 

R
h
 también está incluida en Y

h
. Es decir:

 
e f P E Z R u( , , , )hi h h h h hi

'
= +

 
(4)

Aquí, como en la mayoría de los estudios sobre demanda, los gastos 
totales E

h
 son utilizados en lugar del ingreso. El efecto marginal de un cam-

bio en el ingreso por remesas, y
hk 

, sobre el gasto del hogar h en el bien i es, 
entonces:



2 1 8  J .  E D WA R D  TAY L O R  /  J O S É  J O R G E  M O R A  R I V E R A

 

e

y

f P Y Z

E

f P Y Z

y

( , , ) ( , , )
hi

hk

h h h

h

h h h

hk' '

∂

∂
=
∂

∂
+
∂

∂  
(5)

Nótese que la expresión (5) es equivalente a 
f P Y Z

E

( , , )h h h

h

∂
∂  sólo si las reme-

sas no tienen efectos directos sobre los gastos. En la práctica, en lugar del 
nivel de las remesas, se usa una variable dicotómica (dummy) que indica si 
los hogares reciben remesas. De acuerdo con este enfoque e incluyendo las 
interacciones entre la variable de recepción de remesas y otras variables en 
la ecuación (4), Adams encontró evidencias de que el comportamiento de 
gasto de los hogares rurales guatemaltecos que recibían remesas era signi-
�cativamente distinto del de aquellos que no las recibían. En particular, los 
hogares con ingresos por remesas gastaban menos en bienes de consumo 
que otros hogares, similares pero sin ingresos por remesas, lo que desmien-
te la idea de que las remesas son “derrochadas”. Esto implica que el segundo 
término en la parte derecha de la ecuación es distinto de cero. Resultados 
similares se reportan en Adams (1998, 1991) y Alderman (1996), con datos 
de otros países menos desarrollados.

A�rmar que la recepción de remesas in�uye en los patrones de gastos 
lleva naturalmente a la pregunta “¿por qué?” La ecuación (4) sugiere dos ex-
plicaciones posibles. En primer lugar, la recepción de remesas puede estar 
correlacionada con otros determinantes de la demanda, a saber, los precios 
( Ph , que puede incluir precios de referencia para bienes no comerciables 
y costos de transacción para bienes comerciables) y/u otras variables, Z

h
. 

Tanto las remesas como los gastos pueden verse in�uidos por variables no 
incluidas en la ecuación (4), entre las cuales la más obvia es la propia mi-
gración, que es altamente selectiva respecto a aquellas características de los 
hogares que pueden también in�uir en los gastos.

El vector de precios, Ph , en la ecuación (4) puede contener “precios de 
referencia” no observados para los bienes no comerciables de los hogares 
(Strauss, 1986; De Janvry, Fafchamps y Sadoulet, 1991), así como precios 
de mercado. Los precios de referencia son endógenos y se ven in�uidos por 
las decisiones familiares, incluida la de emigrar. Las remesas son el resulta-
do de la integración de los hogares con mercados de trabajo externos, por 
medio de los migrantes; pero la migración también vincula a los hogares 
de la localidad con nuevos mercados, sociedades y culturas. Los migran-
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tes pueden también facilitar la integración de los hogares con mercados 
distantes para bienes de consumo e inversión, reduciendo así los costos de 
transacción y alterando los precios a los que hacen frente los hogares. La 
pérdida de mano de obra a causa de la migración puede elevar los precios 
de referencia. En un modelo tipo Becker (1965), la disminución de los pre-
cios de los bienes combinada con un aumento del salario de referencia, en 
igualdad de circunstancias, induciría al hogar a sustituir bienes adquiridos 
por productos de fabricación casera y a cambiar a bienes de menor tiempo 
intensivo de fabricación casera.

Las restricciones al gasto familiar incluyen no sólo el ingreso, sino tam-
bién información, incertidumbre, aversión al riesgo y preferencias. Si los 
migrantes proveen a los hogares información, esto puede tener varios efec-
tos sobre los gastos; por ejemplo, al ampliar la gama de productos consu-
midos, al crear una demanda de nuevas características (como sería el caso 
en la nutrición) o al modi�car las tecnologías de producción doméstica (es 
decir, “mejores” formas de producir los bienes en casa). La información 
que proveen los migrantes puede reducir las restricciones de capital huma-
no sobre las actividades domésticas de producción, inversión y consumo, y 
al mismo tiempo puede in�uir en las preferencias.

Aunque los migrantes no contribuyan al ingreso, su contacto con una 
economía y sociedad externas a la localidad puede repercutir en las prefe-
rencias y demandas de dicha localidad. El consumo se constituye, al menos 
en parte, por los grupos e identidades de referencia. A medida que la eco-
nomía global atrae a los hogares de las naciones menos desarrolladas, tanto 
por su participación en el trabajo asalariado y su creciente dependencia de 
las remesas que envían otros miembros de la familia, como por el incre-
mento en el consumo de mercancías no locales, sus patrones de gasto cam-
bian, lo que re�eja tanto la in�uencia de nuevos estándares culturales como 
la reorganización de las �nanzas hacia el interior de la propiedad familiar.

Si el hogar es averso al riesgo y las remesas no están perfectamente co-
rrelacionadas con otras fuentes de ingreso, lo más probable es que el efecto 
de las remesas sobre el consumo y las inversiones en un mundo incierto 
sea distinto del efecto del ingreso con otros per�les de riesgo. Los efectos 
del ingreso proveniente de varias fuentes, incluida la migración, re�ejaría 
en este caso la in�uencia del riesgo y la incertidumbre sobre los gastos 
familiares.



2 2 0  J .  E D WA R D  TAY L O R  /  J O S É  J O R G E  M O R A  R I V E R A

Es posible que el ingreso por remesas se perciba como más o menos 
transitorio que el proveniente de otras fuentes. El �ujo permanente de re-
mesas puede incitar a los hogares a invertir en bienes cuyo uso y mante-
nimiento requiera de posteriores adquisiciones (por ejemplo, combustible 
para un vehículo nuevo). De igual manera, varios miembros de la familia 
pueden controlar el ingreso que envían los migrantes, a diferencia del 
que proviene de otras fuentes. En este caso, un modelo de hogar no uni-
tario podría predecir las diferencias en los gastos marginales entre las di-
versas fuentes de ingresos, como re�ejo de las preferencias y la in�uencia 
que ejercen dentro del hogar aquellos que reciben ingresos de determinada 
fuente (McElroy, 1990; Schultz, 1990; Udry, 1996).

La endogeneidad de la migración

La asignación de trabajo familiar a la migración es por lo general un pre-
rrequisito para recibir remesas. La migración es altamente selectiva de los 
individuos, los hogares y las comunidades. Algunas variables que “expli-
can” la migración también pueden estar correlacionadas con los patrones 
de gasto familiares. Los hogares con migrantes pueden ser fundamental-
mente diferentes de aquéllos en donde no hay migrantes en lo relativo a sus 
gastos y a su asignación del trabajo. Los gastos esperados en el bien i por 
un hogar con migrantes están condicionados por la decisión de participar 
en la migración (M

hi
 = 1):

 
= = + =E e M Ef P E Z R E u M( / 1) ( , , , ) ( / 1)’

hi hi h h h h hi hi  
(6)

En cambio, los gastos esperados de los hogares sin migrantes están con-
dicionados por la no migración. Los errores condicionados E (e

hi
 / M

hi 
) no 

pueden suponerse iguales a cero, porque las variables no observadas que 
afectan a la migración pueden estar correlacionadas con los gastos.

A partir de la revisión de los estudios recientes sobre los efectos de las 
remesas en los gastos familiares, surgen tres aspectos de interés en términos 
econométricos. Primero, las remesas no son una variable predeterminada, 
sino más bien son resultado de decisiones endógenas que están in�uencia-
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das por algunas variables que pueden incidir en los gastos, como puede ser 
la propia migración. Segundo, incluir las remesas en las ecuaciones de gas-
to no necesariamente controla la gama de efectos que la migración puede 
tener sobre los gastos. Tercero, la migración es endógena; está determinada 
por variables que también pueden in�uir en las distintas formas en que los 
hogares gastan sus ingresos. Al respecto, surgen las siguientes preguntas: 
¿Las familias que presentan una alta probabilidad ex ante de migrar tienen 
mayores o menores probabilidades de destinar su ingreso a inversiones 
productivas? ¿Están estos hogares más integrados con los mercados ex-
ternos de bienes y trabajo, tal que pudiera afectar la forma en que gastan 
sus ingresos? En el caso de los gastos en consumo y en inversiones que 
son “irregulares”, hay otro aspecto econométrico que es el de la censura, es 
decir, muchas familias tienen un gasto nulo en ciertas categorías. Algunos 
ejemplos de esto son la vivienda y otras inversiones, así como el gasto en 
bienes durables. El tipo de modelo que se propone a continuación busca 
dar cuenta de estos aspectos.

Modelo empírico

La especi�cación que se empleó implica un modelo de ecuaciones simultá-
neas en el que las variables dependientes, los porcentajes de gasto familiar, 
están censurados por variables latentes no observadas que in�uyen en la 
decisión de gastar los ingresos en determinados bienes de consumo y de 
inversión, y que también dependen de la decisión de participar o no en la 
migración. El gasto de un hogar h en un bien i es observado (e

hi
 > 0) sólo 

si el gasto total deseado de ese hogar en ese artículo supera cierto umbral. 
Tanto la decisión de gastar el ingreso en una categoría especí�ca de bie-
nes como el importe gastado dependen de las variables en la ecuación (1) 

P E Z( , , )h h h , así como de la migración. Suponiendo que los errores estocás-
ticos son aproximadamente normales con media cero, y una matriz �nita 
de varianza-covarianza con parámetros constantes a lo largo de todas las 
observaciones —es decir, iid—, entonces el sistema de ecuaciones de gasto 
se puede calcular usando la generalización de Lee (1978) en dos etapas de 
Amemiya (1974) para un modelo de ecuaciones simultáneas. Lee demos-
tró que los estimadores que resultan de este procedimiento son asintóti-
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camente más e�cientes que otros estimadores en dos etapas, a saber, los 
propuestos por Heckman (1978) y Nelson y Olsen (1978). Hay diversos 
estudios que emplean un modelo de regresión censurada para modelar los 
sistemas de demanda. Entre éstos se encuentran Heien y Wessells (1990), 
Shonkwiler y Yen (1999), Lazaridis (2003) y Jabarin (2005).

En la primera etapa, se estima un modelo probit para la participación en 
cada categoría de gasto. La variable dependiente en este modelo es igual a 1 
si (e

hi
 > 0) e igual a cero en caso contrario. Las variables explicativas inclu-

yen P E,h h  y Z
h
 (de�nidas arriba), E

h
 también está en interacción con M

h 
, 

donde M
h
 = 1, si la familia participa en la migración y 0 en caso contrario 

(M
h
 es endógena; la construcción de un instrumento para esta variable se 

explica más adelante). Los modelos probit se usan para calcular un conjun-
to de razones inversas de Mills, una para cada categoría de gasto en la que 
la censura puede representar un problema:

 hiIMR  = -ϕ(X
h
) / Φ(X

h
)  (7)

donde ϕ (X
h
) expresa la función de densidad normal estándar, Φ X( )h  

denota la función de distribución normal y X
h
 es un vector que contiene 

P E Z, ,h h h y sus interacciones con M
h
.

En el segundo paso, las razones inversas de Mills se incluyen como va-
riables explicativas en las ecuaciones de gasto correspondientes. Calcula-
mos el sistema de gasto usando el método del Sistema de Demanda Casi 
Ideal (aids, por sus siglas en inglés), extendido para incluir las interaccio-
nes de la migración descritas anteriormente (Deaton y Muellbauer, 1980). 
No se contó con información de precios para todas las categorías de gasto, 
la mayoría de las cuales no son homogéneas. Las regresiones no restringi-
das son de la forma:

 e
hi
 / E

h
 = α

i
 + β

1i
 ln (E

h
) + β

2i 
Z

h
 + β

3i 
M

h
 + ln (E

h
) M

h
 + u'

hi
 (8)

donde e
hi 

/
 
E

h
 es la proporción del gasto en el hogar h aplicada al bien i, y 

iα y kiβ , con k = 1, ..., 4, son parámetros que deben ser estimados. Esta 
forma funcional presenta varias ventajas para nuestros propósitos: es lo 
su�cientemente �exible para permitir que los patrones de gasto cambien 
con el nivel total de gasto; permite que la participación en la migración 
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modi�que la propensión marginal a gastar, además de considerar el efecto 
marginal de otras variables sobre los gastos en cada categoría de bienes. 
También da cuenta de la endogeneidad de la migración y la censura para 
algunas categorías de gasto. Por último, tiene propiedades atractivas des-
de el punto de vista teórico; por ejemplo, las restricciones pueden impo-
nerse fácilmente, de tal suerte que se ajusta a las propiedades de adición, 
homogeneidad y simetría derivadas de la teoría de la demanda estándar 
(Lazaridis, 2003).

La regresión restringida es de la forma:

 α β β= + + +e E E Z u/ log( ) ”
hi h i i h i h hi1 2  (9)

Puesto que el sistema de ecuaciones en (9) está incorporado en (8), se 
puede llevar a cabo fácilmente una prueba de verosimilitud (likelihood-ratio) 
para las diferencias en la demanda entre hogares migrantes y no migrantes.

Se obtuvieron variables instrumentales para la variable migración a par-
tir de regresiones probit de M

h
 sobre las características de los hogares Z

h
 y 

el número de miembros de la familia que participaron en los dos tipos de 
migración (internacional e interna) en 1990, doce años antes del momento 
en que se observan los gastos familiares. Estos últimos fueron las variables 
clave de identi�cación que se utilizaron para obtener los instrumentos de 
migración. Las probabilidades predichas de migración que se obtuvieron 
de estos modelos probit fueron utilizadas para la estimación del sistema de 
gastos.

El sistema de ecuaciones del gasto se estimó conjuntamente para la 
muestra entera de hogares, usando mínimos cuadrados en tres etapas para 
explotar la información contenida en las correlaciones cruzadas de errores 
de las distintas ecuaciones. Para mejorar la e�ciencia calculamos el siste-
ma usando mínimos cuadrados iterados en tres etapas. Se estimó tanto 
un sistema de gasto “no restringido” como uno “restringido”. El sistema 
no restringido incluye la variable de migración y sus interacciones con el 
logaritmo del gasto total P E( , )h h . El sistema restringido omite la variable 
migración y sus interacciones. Se usó una prueba de log-verosimilitud para 
veri�car si los patrones de gasto son signi�cativamente diferentes en los 
hogares con migrantes y los que no tienen migrantes, tomando en cuenta 
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tanto la migración como sus interacciones con el logaritmo del gasto total 
en el sistema de demanda.

Datos

Los datos para calcular el modelo provienen de la Encuesta Nacional a 
Hogares Rurales de México (enhrum del Precesam), la cual proporcio-
na información detallada sobre activos, características sociodemográ�cas, 
actividades productivas, fuentes de ingresos y gastos de una muestra re-
presentativa de hogares rurales encuestados entre enero y febrero de 2003. 
Esta muestra consta de más de 1 700 hogares en 14 estados de la República 
mexicana. El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) diseñó 
el marco muestral para obtener una caracterización estadísticamente con-
�able de la población mexicana que vive en las zonas rurales, en comuni-
dades con menos de 2 500 habitantes. Por razones logísticas y de costos, 
los individuos que habitan en localidades o en poblaciones dispersas con 
menos de 500 habitantes no fueron incluidos en la encuesta.4 El resultado 
es una muestra representativa de más de 80% de la población que el inegi 
considera rural.

Para realizar la encuesta, México se dividió en cinco regiones, de acuer-
do con la regionalización estándar del país que aplica el inegi: sur-sureste, 
centro, centro-occidente, noroeste y noreste. Los datos que se obtuvieron 
en esta encuesta permiten cuanti�car la migración y las remesas a nivel 
hogar, así como probar la in�uencia de estas variables en los gastos de con-
sumo e inversión familiares.

Los datos sobre migración recabados en 2002 incluyen al jefe de familia, 
su cónyuge, todas las personas que vivían en el hogar y todos los hijos e 
hijas de cualquiera de los jefes de familia, sin importar dónde residieran 
éstos en el momento en que se llevó a cabo la encuesta. En 2002, 26% de los 
hogares de la muestra tenían cuando menos un migrante interno, lo que 
dio un promedio de 2.7 migrantes internos; 16% participaba en migración 
internacional, con un promedio de 2.2 migrantes internacionales en cada 

4 El porcentaje de la población mexicana que vive en localidades de menos de 500 personas 
representaba menos de 20% en 2000, de acuerdo con el Censo de Población y Vivienda de 
2000 del inegi.
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hogar. Las remesas de los migrantes internacionales representaron una im-
portante fuente de ingresos, en promedio 11% del ingreso total de la familia. 
Aunque el número de migrantes internos es más alto que el de migrantes 
internacionales, las remesas de los migrantes internos representaron un 
porcentaje menor del ingreso total de los hogares: 1.7 por ciento.

Cada tipo de gasto tiene una periodicidad distinta y esto se tomó en 
cuenta al recabar la información sobre los gastos. Se diseñaron distintas 
secciones en el formato de la encuesta para los gastos anuales (bienes du-
rables familiares, inversiones en vivienda, maquinaria agrícola, impuestos, 
salud, educación, etcétera) y los gastos mensuales y semanales (servicios 
públicos, gastos de consumo en supermercados, carnicerías, vendedores 
ambulantes, entre otros). Para los gastos intermitentes se preguntó a las 
familias si habían gastado o no en un determinado producto en algún mo-
mento durante 2002 y, de ser así, con qué frecuencia, dónde y cuánto en 
cada ocasión. El consumo de bienes de producción familiar (por ejemplo, 
el maíz) se calculó como la producción menos las ventas y el uso interme-
dio (por ejemplo, uso del maíz para alimento de animales).

Los datos de gastos obtenidos en la encuesta se agregaron en tres catego-
rías de consumo, cuatro tipos de inversiones y una categoría de “otros” gastos 
(misceláneos) (cuadro 7.1). Las categorías de consumo incluyen alimentos, 
excepto los adquiridos en supermercados; bienes durables (muebles, apa-
ratos eléctricos, etcétera), y compras en supermercados. Estos últimos se 
aislaron de los gastos en otros bienes perecederos, por la importancia cre-
ciente que tienen en América Latina y otras partes del mundo (Reardon y 
Berdegué, 2002).5 Las categorías de inversión incluyen los rubros de salud, 
educación, vivienda y otras inversiones (en adelante, referidas simplemente 
como “inversiones”). La categoría de “otros” consta esencialmente de gastos 
en servicios misceláneos (en adelante, nos referiremos a esta categoría sim-
plemente como “servicios”). Estas categorías de consumo e inversión son 
exhaustivas, en el sentido de que al sumar dichas categorías dan como resul-
tado los gastos familiares totales. Existe un alto grado de congruencia entre 
el gasto total y los ingresos totales estimados. El ingreso total se calculó en 

5 El módulo de gastos de la encuesta se diseñó para evitar la contabilización doble de los 
gastos en productos durables y perecederos en los supermercados. Por tanto, la suma de 
estas tres categorías de gasto representa el gasto total en bienes de consumo.
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forma separada de los gastos, usando datos detallados sobre la producción 
agrícola familiar, el trabajo asalariado y la migración.6 El ingreso promedio 
per cápita en la muestra total fue de 15 766 pesos, mientras que el gasto 
promedio total per cápita fue de 14 965 pesos.7

Cuadro 7.1 Categorías de gasto

Categoría Descripción Ejemplos

Alimentos 

Alimentos  
comprados

Tortillas, carne, leche, verduras, frutas

Alimentos  
no comprados

Alimentos agrícolas de producción propia  
(por ejemplo, maíz)

Durables
Bienes de consumo 
durable

Muebles, ropa, juguetes, entre otros

Super- 
mercados

Compras  
en supermercados

Cualquier clase de bien comprado  
en supermercados

Salud Gastos en salud
Hospitalización, honorarios médicos, 
medicinas

Educación 
Gastos en
educación

Uniformes, transporte, colegiaturas,  
útiles escolares, alojamiento

Vivienda 
Gastos en vivienda  
y reparaciones  
domésticas 

Pago anual de la vivienda (alquiler,  
hipoteca) y la construcción (reparación)  
de la vivienda

Inversiones

Valor anual de nuevos ac-
tivos productivos adquiri-
dos y de la reparación de 
activos ya existentes 

Compra de maquinaria agrícola,  
de labranza, y renovación y reparación  
de maquinaria

Otros
Servicios de la vivienda,
transporte

Electricidad, gas, agua, teléfono, transporte  
de pasajeros (con excepción del transporte 
escolar), gasolina

Fuente: elaboración propia.

6 Calculamos los ingresos netos de doce fuentes: agrícola, ganadera, no agrícola (que in-
cluye artesanías, talleres o empresas pequeñas no agrícolas, procesadoras de alimentos 
de pequeña escala y otras actividades productivas de tipo familiar), comercio, servicios, 
extracción de recursos naturales, trabajo asalariado (agrícola y no agrícola) y migración 
(interna e internacional), así como ingresos por apoyos gubernamentales (subsidios de 
Procampo para los productores de granos básicos y pagos de Progresa-Oportunidades). 
Esta lista de ingresos es exhaustiva, es decir, la suma de ingresos de las doce fuentes equi-
vale al total de los ingresos netos.

7 El tipo de cambio en el momento de la encuesta era aproximadamente de 10 pesos por dólar.



¿ L A  M I G R A C I Ó N  M O D I F I C A  L O S  PAT R O N E S  D E  G A S T O … ?  2 2 7

El cuadro 7.2 muestra el resumen de los gastos familiares. El panel su-
perior presenta las participaciones promedio del presupuesto para cada 
grupo de hogares. El panel inferior compara los niveles de gasto con los 
gastos totales. Las proporciones de gasto más grandes en los hogares sin 
migrantes son las de alimentos (0.42), servicios (0.18) y bienes de consumo 
durables (0.10). Alrededor de 23% de los gastos de los hogares sin migran-
tes correspondió a salud, educación, vivienda y otras inversiones. Las pro-
porciones menores fueron en educación (0.09) y otras inversiones (0.06), 
seguidas por salud (0.05) y vivienda (0.04).

Cuadro 7.2. Promedio de participaciones en el presupuesto, niveles de gasto  

y gastos totales, por condición migratoria del hogar

Categoría  

de gasto

Hogares sin 

migrantes

Hogares con 

migrantes en 

Estados Unidos

Hogares con 

migrantes 

internos

Diferencia 

porcentual entre 

hogares con 

migrantes en 

Estados Unidos 

versus no  

migrantes 

Diferencia  

porcentual entre 

hogares con  

migrantes internos 

versus  

no migrantes

(A) (B) (C) (D) (E)

A. Participaciones del gasto

Alimentos 0.421 0.374 0.407 -11.087 -3.39

Bienes 
durables

0.105 0.085 0.071 -18.574 -32.774

Super- 
mercados

0.063 0.035 0.049 -44.746 -22.139

Salud 0.046 0.072 0.056 56.411 23.368

Educación 0.088 0.06 0.07 -31.508 -20.662

 Vivienda 0.038 0.03 0.027 -19.502 -29

Inversiones 0.058 0.076 0.06 30.665 3.521

Otros 0.182 0.268 0.261 47.06 43.343

Suma 1 1 1 NA NA

B. Niveles de gasto promedio y gastos totales (per cápita, pesos) 

Alimentos 4 896.05 5 795.91 4 105.44 18.379 -16.148

Bienes 
durables

1 705.76 2 005.78 1 260.05 17.589 -26.129

Super- 
mercados

1 146.77 679.87 860.60 -40.714 -24.955

Salud 715.72 1 218.45 915.56 70.242 27.923

Educación 999.14 808.22 686.09 -19.108 -31.332
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Categoría  

de gasto

Hogares sin 

migrantes

Hogares con 

migrantes en 

Estados Unidos

Hogares con 

migrantes 

internos

Diferencia 

porcentual entre 

hogares con 

migrantes en 

Estados Unidos 

versus no  

migrantes 

Diferencia  

porcentual entre 

hogares con  

migrantes internos 

versus  

no migrantes

(A) (B) (C) (D) (E)

Vivienda 1 037.27 905.26 665.93 -12.727 -35.8

Inversiones 1 963.80 2 778.00 2 828.90 41.46 44.052

Otros 2 251.69 4 478.93 3 318.17 98.914 47.364

Gastos tota-
les (pesos)

14 716.18 18 670.41 14 640.74 26.87 -0.513

Fuente: enhrum, 2003.

En comparación con los hogares sin migrantes, aquéllos con migrantes 
internacionales tienen proporciones de gastos más altas en alimentación 
(0.37), servicios (0.27), bienes de consumo durables (0.08), inversiones 
(0.08) y salud (0.07); proporciones más reducidas en supermercados (0.03) 
y educación (0.06), y proporciones iguales en vivienda (0.03). Los hoga-
res con migrantes internos gastan más en alimentación (0.41), servicios 
(0.26), bienes de consumo durables (0.07) y educación (0.07); tienen me-
nores proporciones de gastos en salud (0.06) y supermercados (0.05) y una 
proporción igual en vivienda (0.03).

La parte inferior del cuadro 7.2 revela que, en términos absolutos, los 
gastos totales per cápita de los hogares con migrantes internacionales son 
26% más elevados que los de los hogares sin migrantes. Asimismo, estos 
hogares gastan, en promedio, más ingresos en bienes de consumo dura-
bles y alimentación, así como en inversiones, salud y servicios. En cambio, 
los hogares con migrantes internos tienen gastos totales per cápita que son 
0.5% inferiores a los de los hogares sin migrantes y sus gastos en la mayoría 
de las categorías también son más bajos. Una excepción notable son las 
inversiones, en las que los hogares con migrantes internos gastan en pro-
medio 44% más que los hogares sin migrantes.

No queda claro si estas diferencias en los niveles o proporciones de gasto 
se deben a la condición migratoria de los hogares o si son el resultado de di-
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ferencias en otras variables, entre las que se incluyen los gastos totales y cier-
tas características sociodemográ�cas. Por ejemplo, aunque los hogares con 
migrantes internacionales destinan una mayor parte de sus ingresos a bienes 
de consumo, la proporción de su presupuesto marginal para estos productos 
puede ser más alta o baja que las de los hogares sin migrantes. Es posible 
que los aumentos en el ingreso y los gastos den como resultado un mayor 
incremento en los gastos de consumo en los hogares sin migrantes que en los 
que sí hay migrantes. Se requiere de un análisis econométrico para comparar 
los patrones de gasto de los hogares con migrantes contra aquellos que son 
similares en otras características, pero que no tienen migrantes.

La migración familiar y las variables sociodemográ�cas, que se presume 
tienen una in�uencia en los gastos (los Z

h
 en nuestro modelo economé-

trico), se resumen en el cuadro 7.3, para cada uno de los tres grupos de 
hogares. Las características sociodemográ�cas de los hogares en nuestro 
modelo incluyen: tamaño del hogar (con promedio de 4.05 para los ho-
gares sin migrantes, 3.80 para los hogares con migrantes internacionales y 
3.75 para aquéllos con migrantes internos); número de hijos (0.64, 0.37 
y 0.36, respectivamente); edad del jefe de familia (44, 56 y 59 años); exten-
sión de las tierras (4.42, 7.69 y 4.57 hectáreas, respectivamente); educación 
del jefe de familia (5.17, 3.30 y 2.93 años), y número de miembros de la 
familia con grado escolar (6, 9 y 10 o más años de educación terminada).

El modelo también incluye dos indicadores de acceso a mercados ex-
ternos. El primero es un índice de la frecuencia del transporte disponible 
entre la localidad y los centros comerciales con los que los pobladores reali-
zan transacciones. Para construir la frecuencia de la variable del transporte 
se siguieron los siguientes pasos: a) se elaboró una lista de centros comer-
ciales (nodo) con los que cada localidad interactuaba; b) se construyó un 
índice de frecuencia de transportes programados regularmente entre el po-
blado y cada uno de esos nodos, variando de 0 (menos de un viaje por día) 
a 3 (más de seis viajes por día), y c) se sumó este índice de frecuencias entre 
los nodos comerciales. Mientras más alto es el valor de este índice, mayor 
es la frecuencia del transporte y el número de comunidades externas con 
las que la localidad está vinculada por medio de un transporte regular-
mente programado. El cuadro 7.3 muestra que, en promedio, los hogares 
con migrantes tienen mayor acceso a transporte, según la medición por 
esta variable, que los hogares sin migrantes. La segunda variable de acceso 
a mercados es una variable dummy que es igual a 1 si la población en la 
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que está situado el hogar no puede acceder a mercados externos cuando 
hay mal tiempo y 0 si tiene acceso a los mercados externos a lo largo del 
año. Existe poca diferencia en el promedio para esta variable entre los tres 
grupos de hogares. Por último, el modelo incluye un conjunto de cuatro 
variables dummy para distinguir la región a la que pertenecen los hogares 
(noroeste, noreste, centro y centro-occidente). El sureste se utilizó como 
región de refencia y se omite de las regresiones.

Cuadro 7.3. Promedios y desviaciones estándar de las variables explicativas  

en el sistema de gasto, por condición migratoria del hogar

Variable

Hogares sin migrantes 

Hogares con migrantes 

internacionales

Hogares con migrantes 

internos

Media DS Media DS Media DS

Tamaño del hogar 4.049 1.954 3.795 2.011 3.748 1.919

Número de niños 0.636 0.932 0.372 0.759 0.366 0.77

Edad del jefe  
del hogar

43.801 15.012 56.271 13.129 59.441 14.067

Escolaridad  
del jefe del hogar

5.168 3.87 3.302 3.043 2.928 3.101

Número  
de miembros  
del hogar con seis 
años de escolaridad

1.646 1.368 2.708 1.516 2.45 1.482

Número  
de miembros del  
hogar con nueve 
años de escolaridad

0.746 0.987 1.021 1.221 0.888 1.161

Número  
de miembros del ho-
gar con diez o más 
años de escolaridad

0.402 0.822 0.417 0.843 0.496 0.933

Tenencia de la tierra 4.416 26.33 7.692 32.184 4.571 10.696

Frecuencia  
del transporte

7.873 5.99 8.375 5.211 9.3 5.99

Inaccesibilidad 
durante cambios 
bruscos en el clima 
(dummy)

0.127 0.334 0.146 0.354 0.156 0.363

Fuente: enhrum, 2003.
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Resultados

Los resultados de las regresiones probit que se utilizaron para obtener las 
variables instrumentales de la migración aparecen en el apéndice 7.1. Los 
resultados probit de la migración sugieren que los instrumentos para la 
migración de 1990 tuvieron un considerable poder predictivo para ex-
plicar las variables de la migración de 2002, las cuales pueden estar po-
tencialmente contaminadas. Los resultados de las regresiones probit para 
obtener las razones inversas de Mills incluidas en el sistema de demanda 
se presentan en el apéndice 7.2. Aunque éste no era el principal punto de 
interés de este trabajo, los resultados con�rman que el logaritmo de los 
gastos totales y ciertas variables demográ�cas tienen un efecto estadística-
mente signi�cativo sobre la probabilidad de observar gastos familiares en 
todas las categorías de bienes. La variable de la frecuencia de transporte, 
un indicador del costo de hacer transacciones con mercados externos, es 
también positiva y signi�cativa en la mayoría de los casos. El instrumento 
de la migración internacional es signi�cativo en cuatro de las siete ecua-
ciones de gasto incluidas y el término de la interacción que involucra a 
esta variable de migración y al logaritmo del gasto total también es signi-
�cativo en el caso de las inversiones. La variable de la migración interna 
es estadísticamente signi�cativa en dos probits de gasto, y la interacción 
entre esta variable y el gasto total también lo es en la ecuación de los 
supermercados.

Los resultados de mínimos cuadrados iterados en tres etapas del sistema 
de gasto no restringido, de acuerdo con el estimador de Lee, aparecen en 
el cuadro 7.4. Una prueba de razón de verosimilitud rechaza fácilmente la 
hipótesis nula de que los efectos de todos los términos de interacción de 
la migración son iguales a cero para ambos tipos de migración.8

8 La estadística χ2 (grados de libertad), que corresponde a la hipótesis nula de que todos 
los efectos de la migración son iguales a cero, es igual a 156.12(28), signi�cativa muy por 
debajo del nivel de 0.01.



Cuadro 7.4. Resultados de la estimación de mínimos cuadrados en tres etapas del sistema de gasto usando el estimador de Lee

 Categorías del gasto

 Comida Durables

Super- 

mercados Salud Educación Vivienda Inversiones Otros

Variable (1) (2) (3) (4) (5) (6) (7) (8)

Log del gasto
-0.05973 0.02058 -0.0009 -0.00786 -0.01862 0.03141 0.048 -0.01289

(-5.78)*** (4.21)*** (-0.15) (-1.60) (-3.55)*** (5.74)*** (7.88)*** —

’Tamaño del hogar
0.00757 0.00379 -0.00098 -0.00243 0.01222 -0.00608 -0.00588 -0.00821

(2.20)** (2.46)** (-0.53) (-1.59) (4.76)*** (-4.02)*** (-3.25)*** —

Número de niños
-0.00059 0.00742 -0.00224 -0.0015 -0.01439 -0.00277 0.00281 0.01126

(-0.09) (2.44)** (-0.62) (-0.47) (-4.31)*** (-0.99) (-0.78) —

Edad del jefe del hogar
0.00001 -0.00068 0.00028 0.00075 -0.00027 -0.00042 0.00031 0.00002

(-0.02) (-2.53)** (-0.98) (3.20)*** (-0.97) (-1.78)* (-1.09) —

Escolaridad del jefe del hogar

-0.00571 0.00205 0.00057 0.00087 -0.00007 -0.00042 0.00052 0.00221

(-2.90)*** (2.39)** (-0.55) (-1.02) (-0.08) (-0.53) (-0.5) —

Número de miembros del hogar 
con seis años de escolaridad

0.00451 0.00028 0.00116 0.00081 -0.0068 0.00329 -0.00387 0.00062

(-0.9) (-0.13) (-0.44) (-0.36) (-2.54)** (-1.61) (-1.47) —

Número de miembros de la familia 
con nueve años de escolaridad

-0.0049 0.00132 0.00405 -0.00377 -0.00183 0.0014 -0.00111 0.00484



(-0.81) (-0.5) (-1.27) (-1.45) (-0.60) (-0.56) (-0.35) —

Número de miembros  
del hogar con diez o más años  
de escolaridad

-0.03661 0.00302 0.00256 -0.0025 0.02544 -0.00615 -0.00017 0.0144

(-4.71)*** (-0.89) (-0.62) (-0.75) (6.77)*** (-1.92)* (-0.04) —

Tenencia de la tierra
0.00003 0.00012 -0.00014 0.00005 -0.0001 0.00004 0.00006 -0.00006

(-0.11) (-1.23) (-1.15) (-0.49) (-0.90) (-0.41) (-0.52) —

Probabilidad de migración  
internacional (p1)

0.89101 -0.60435 0.09137 0.04377 0.40833 -0.01302 -1.54803 0.73092

(2.10)** (-3.29)*** (-0.41) (-0.24) (2.01)** (-0.07) (-6.94)*** —

Log del gasto * p1
-0.09644 0.06202 -0.00986 -0.00376 -0.0359 -0.00268 0.1452 -0.05857

(-2.42)** (3.60)*** (-0.47) (-0.22) (-1.88)* (-0.16) (6.96)*** —

Probabilidad de migración interna 
(p2)

-0.6543 0.76899 0.15017 -0.15429 -0.10474 0.04421 0.72713 -0.77718

(-2.26)** (6.04)*** (-0.98) (-1.22) (-0.75) (-0.37) (4.79)*** —

Log del gasto * p2
0.06069 -0.08014 -0.01506 0.01457 0.00935 -0.00332 -0.06678 0.08069

(2.16)** (-6.50)*** (-1.02) (-1.19) (-0.7) (-0.29) (-4.57)*** —

Tasa inversa Mills
— 0.03858 -0.05663 -0.06668 -0.0491 0.00808 -0.02064 7.11292

— (-1.58) (-12.84)*** (-4.78)*** (-6.27)*** (-0.89) (-1.91)* —

Estadístico t en paréntesis, *** significativo a 1%; ** significativo a 5%; * significativo a 10%.
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Los resultados de la regresión revelan que ambos tipos de migración 
in�uyen en los patrones de gasto en dos formas. En primer lugar, la migra-
ción cambia signi�cativamente la intersección de la ecuación de gastos en 
algunos casos (por ejemplo, la migración internacional en las ecuaciones 
para las proporciones de gasto en alimentos, bienes de consumo durables, 
educación e inversiones; y la migración interna en las ecuaciones para ali-
mentos, bienes durables e inversiones). En segundo lugar, la migración 
altera la propensión marginal a consumir, como se re�eja en los paráme-
tros que multiplican los términos de interacción migración y gasto (éstos 
son signi�cativos para la migración internacional en las ecuaciones para el 
gasto en alimentación, bienes durables, educación e inversiones, y para la 
migración interna en las ecuaciones para alimentación, bienes durables e 
inversiones).

Cuadro 7.5. Comparación de participaciones marginales y niveles de gasto  

por condición migratoria del hogar

Categoría  

del gasto

Hogares sin 

migrantes

Hogares con 

migrantes 

en Estados 

Unidos

Hogares con 

migrantes 

internos

Diferencia 

porcentual 

entre hogares 

con migrantes 

en Estados 

Unidos versus 

no migrantes

Diferencia 

porcentual 

entre hogares 

con migrantes 

internos 

versus no 

migrantes

(A) (B) (C) (D) (E)

Alimentos 0.384 0.175 0.382 -54.484 -0.485

Durables 0.122 0.225 0.023 84.73 -80.715

Super- 
mercados

0.059 0.038 0.037 -35.94 -36.899

Salud 0.043 0.044 0.055 2.037 27.636

Educación 0.06 0.059 0.062 -2.145 3.18

Vivienda 0.07 0.026 0.076 -62.363 9.045

Inversiones 0.099 0.207 0.064 109.625 -35.111

Otros 0.164 0.226 0.307 38.366 87.697

Suma 1 1 1

Fuente: elaboración propia.
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Como ya se mencionó, la cuestión central del presente trabajo es deter-
minar de qué manera la migración in�uye en los patrones de gasto de los 
hogares. En este sentido, las cifras del cuadro 7.5 ofrecen evidencia para 
responder esta pregunta, reportando las participaciones marginales del 
presupuesto asignadas a cada tipo de gasto de los hogares sin migrantes, 
con migrantes internacionales y con migrantes internos. Éstas se obtuvie-
ron a partir del cálculo del sistema de demanda no restringido que se dio 
en la ecuación (8). La fórmula general para la proporción marginal del pre-
supuesto es:

 α β β β β∂ ∂ = + + + + +e E M E Z M/ ˆ ( ˆ ˆ )(1 ln( )) ˆ ˆ
hi h i i i h h i h i h1 4 2 3  (10)

En esta ecuación, “^” hace referencia a los parámetros estimados. La 
participación marginal del presupuesto en los hogares sin migrantes se 
calcula estableciendo en cero las variables de migración M

h
 en la ecua-

ción (10), con lo que se eliminan todos los efectos de la migración sobre 
el sistema.9 Las participaciones marginales del presupuesto para una clase 
determinada de migrantes (internacionales o nacionales) se calcularon �-
jando en 1.0 las variables de migración correspondientes y los términos de 
la migración para la otra clase de migración en 0. El resto de las variables 
del sistema se establecieron iguales a sus medias. Para cada tipo de hogar 
las proporciones marginales del presupuesto suman la unidad.

Es importante tener en mente que el análisis econométrico permite 
comparar las participaciones marginales del presupuesto entre hogares con 
migrantes y hogares sin migrantes. Los resultados reportados en el cuadro 
7.5 toman en cuenta todas las variables explicativas incluidas en el sistema 
de gastos, las cuales se describen en el cuadro 7.3.

Las participaciones marginales del presupuesto en los hogares sin mi-
grantes son más elevadas para alimentos (0.38), servicios (0.16), bienes de 
consumo durables (0.12) e inversiones (0.10), seguidas de vivienda (0.07), 
educación (0.06), supermercados (0.06) y salud (0.04) (columna A del cua-

9 No se usaron regresiones restringidas para este propósito porque, dado el rechazo de la 
hipótesis nula de que el efecto de los términos de la migración sea igual a cero, es proba-
ble que los cálculos de los parámetros restringidos para otras variables del sistema estén 
sesgados.
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dro 7.5). Estas participaciones marginales del presupuesto constituyen la 
línea base para determinar el impacto de la migración internacional y na-
cional sobre los patrones de gasto familiar, tomando en cuenta las variables 
que se indican en el cuadro 7.3.

Los hogares con migrantes internacionales tienen una participación 
marginal del presupuesto considerablemente más elevada para inversiones 
que los hogares sin migrantes (0.21, comparado con el 0.10; columna B 
del cuadro 7.5). Al controlar mediante otras variables del sistema de ecua-
ciones, incluidos los gastos totales, los hogares con migrantes en Estados 
Unidos gastan 11 centavos más de su peso marginal en inversiones que los 
hogares sin migrantes. La participación marginal del presupuesto para bie-
nes de consumo durables también es alta en los hogares con migrantes en 
Estados Unidos respecto a los hogares sin migrantes (0.22 contra 0.12). Al 
mantener el resto de las variables constantes, las participaciones margina-
les del presupuesto para servicios son mayores en los hogares con migran-
tes en Estados Unidos que en aquéllos sin migrantes (0.23 contra 0.16). Las 
participaciones marginales del presupuesto para alimentos, supermerca-
dos, educación y vivienda son menores en los hogares con migrantes en 
Estados Unidos que en los hogares sin migrantes.

Los hogares con migrantes internos asignan una participación marginal 
del presupuesto para inversiones inferior a la de los hogares sin migrantes 
(0.06 contra 0.10). No obstante, las participaciones marginales del presu-
puesto en los hogares con migrantes internos son mayores para servicios 
(0.31 contra 0.16), salud (0.06 contra 0.04) y vivienda (0.08 contra 0.07). 
Los hogares con migrantes internos presentan una proporción marginal 
considerablemente inferior en bienes de consumo durables, supermerca-
dos e inversiones.

Estas diferencias en las participaciones marginales del presupuesto 
dan por resultado niveles de gasto drásticamente diferentes en artículos 
especí�cos en el caso de hogares sin migrantes. Si se mantienen constan-
tes otras variables, incluidos los gastos totales, los hogares con migrantes 
internacionales gastan 110% más de su ingreso en inversiones; 85% más 
en bienes de consumo durables; 38% más en servicios; 2% más en salud, 
y menos en alimentación, vivienda, educación y supermercados, que los 
hogares sin migrantes. Los hogares con migrantes internos gastan 28% más 
de su ingreso en salud; 87% más en servicios; 3% más en educación; 9% 
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más en vivienda y menos en bienes de consumo durable, supermercados 
e inversiones, que los hogares sin migrantes. El grupo con migrantes in-
ternacionales gasta 62% menos en vivienda que los hogares sin migrantes 
que tienen ingresos y características sociodemográ�cas similares al primer 
grupo. En resumen, si los hogares sin migrantes internacionales parecen 
gastar una mayor parte de su ingreso en consumo y vivienda, ello no se 
debe a su condición migratoria, sino a que su ingreso total es más alto y a 
otras características que diferencian a los hogares con migrantes de aqué-
llos sin migrantes.

La razón inversa de Mills es signi�cativa en cuatro de las ecuaciones de de-
manda: las de supermercados, salud, educación e inversiones. Estas categorías 
incluyen un alto porcentaje de gastos iguales a cero (78%, 37%, 42% y 47%, 
respectivamente). En las otras categorías, la censura no parece ser un proble-
ma importante para calcular las demandas incluidas en el sistema de gastos.

Conclusiones

En este trabajo se expuso un modelo empírico para poner a prueba y cuan-
ti�car las diferencias en las demandas de gasto entre los hogares con y sin 
migrantes, usando para ello nueva información sobre hogares rurales de 
México. El tipo de modelo que proponemos es más general que los mode-
los de consumidor estándar, los estudios sobre el uso de las remesas y los 
trabajos recientes que extienden los modelos del consumidor, ya que inclu-
yen los efectos directos de las remesas. El modelo toma en cuenta tanto la 
censura en las demandas como la endogeneidad de la migración, a la vez 
que ofrece una prueba comprensiva de los efectos de la migración sobre los 
patrones de gasto. Los resultados indican que las formas en que la migra-
ción transforma las demandas de los hogares son independientes del ingre-
so total. De este análisis tres conclusiones fundamentales se desprenden.

En primer lugar, la migración tiene efectos complejos sobre las decisio-
nes de gasto de los hogares. Algunos estudios anteriores que se enfocaban 
en el uso de las remesas o incluían las remesas como variables explicativas 
en los modelos de la demanda de los hogares, captan un solo componen-
te (aunque potencialmente importante) de estos efectos de la migración. La 
migración, además de contribuir al ingreso familiar, pone en contacto a los 
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hogares de la localidad con nuevos mercados, sociedades y culturas; puede 
inducir cambios en las tecnologías de consumo y hacer que los productos 
comprados se sustituyan por productos de fabricación casera, en respuesta 
a la mano de obra perdida y otros efectos; y puede alterar la información, el 
per�l de riesgos y las preferencias de los hogares, de tal suerte que se afecten 
las utilidades marginales del consumo y la inversión. En la práctica, resulta 
difícil distinguir algún efecto de las remesas que sea distinto de los efectos de 
la migración sobre los gastos. El presente trabajo ha procurado no hacerlo.

En segundo lugar, la migración, al igual que los gastos, es una elección en-
dógena. Los estudios que no toman en cuenta la endogeneidad de la migra-
ción (o de las remesas) corren el riesgo de producir cálculos de parámetros 
sesgados que pueden, a su vez, conducir a errores en los hallazgos y por 
ende en las recomendaciones que se desprendan de ellos.

En tercer lugar, como lo han señalado algunos investigadores, resulta 
fundamental tomar en cuenta otras características de los hogares, incluidos 
los gastos totales, para estudiar los efectos del gasto sobre la migración. La 
migración in�uye en los gastos de manera tanto directa como indirecta, por 
medio de las interacciones con los gastos totales y otras variables familia-
res. Por ejemplo, la simple comparación entre hogares con y sin migrantes 
revela que los primeros gastan más en vivienda, consumo e inversiones. Sin 
embargo, los hogares con migrantes también tienen, en promedio, ingresos 
más elevados que aquéllos sin migrantes, y sus características sociodemo-
grá�cas también di�eren. No es fácil determinar a priori si las diferencias 
en los gastos promedio entre los hogares con y sin migrantes se deben a la 
migración o a estas diferencias en los ingresos y otras variables.

Los resultados de nuestro análisis econométrico revelan que, en compa-
ración con hogares similares, pero sin migrantes, a medida que los gastos 
totales de los hogares con migrantes aumentan, la proporción del ingreso 
aplicada a inversiones también se incrementa, mientras que la porción gas-
tada en consumo disminuye. Esto es evidente en el caso de la migración 
internacional.

Este resultado no apoya la visión de que los hogares con migrantes gas-
tan una parte desproporcionadamente mayor de su ingreso en consumo. 
En cambio, coincide con los resultados reportados por Adams (2005), los 
cuales se basan en un tipo de modelo diferente y datos de la población rural 
de Guatemala.
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Una conclusión importante a la que se llegó en esta investigación es que 
las críticas que se hacen a la migración, en el sentido de que no estimula las 
inversiones productivas, pueden ser equivocadas y quizá sean resultado, 
más bien, del modelo utilizado y de que los datos empleados sean limita-
dos, más que a diferencias reales en los patrones de gasto de los hogares 
con y sin migrantes.

A medida que aumentan los ingresos rurales, cambian los patrones de 
gasto. Esto es cierto, y no importa si dichos incrementos provienen de la 
migración o de otras fuentes. El asunto clave que debería interesar a los 
investigadores y responsables de las políticas públicas es si los patrones 
cambian en los hogares que participan en la migración y, de ser así, por 
qué. Esto requiere de un tipo de modelo más complejo que el que se ha 
venido realizando hasta el momento sobre los impactos de las remesas en 
los gastos. Los posibles efectos de la migración incluyen otros elementos 
que in�uyen además de los producidos por las remesas; los patrones de 
gasto en los hogares con migrantes deben compararse contra aquellos que 
son similares, pero sin migrantes, tomando en cuenta la endogeneidad de 
las elecciones relativas a la migración. Nuestros resultados revelan que la 
migración sí in�uye signi�cativamente en los patrones de gasto en las áreas 
rurales, pero no de la forma en que otros estudios sobre el uso de las reme-
sas predicen. En particular, la propensión a invertir parece ser considera-
blemente mayor en los hogares con migrantes.
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Apéndice 7.1

Resultados de las regresiones probit para las variables instrumentales de migración

Variable Migración internacional Migración interna

Tamaño del hogar
0.1191 0.1913

(7.70)*** (13.08)***

Escolaridad del jefe del hogar
-0.0367 -0.0139

(-2.67)*** (-1.07)

Edad del jefe del hogar
0.0838 0.0263

(4.52)*** (-1.62)

Edad del jefe del hogar al cuadrado
-0.0007 0

(-4.46)*** (-0.17)

Número de niños
-0.0243 -0.1551

(-0.47) (-3.28)***

Tenencia de la tierra
0.0017 -0.0018

(-1.32) (-0.72)

Índice de riqueza
0.1569 -0.0347

(5.57)*** (-1.34)

Índice de riqueza al cuadrado
-0.0057 -0.0095

(-0.56) (-1.16)

Inaccesibilidad durante cambios  
bruscos en el clima (dummy)

0.3604 0.0622

(2.89)*** (-0.54)

Empresas no agrícolas locales (dummy)
-0.0193 -0.0258

(-0.19) (-0.28)

Frecuencia del transporte
-0.0029 0.0177

(-0.37) (2.60)***

Número de miembros de la familia 
migrantes en Estados Unidos en 1990

0.628 0.1424

(7.45)*** (-1.57)

Número de miembros de la familia 
migrantes internos en 1990

0.0009 0.2186

(-0.01) (3.16)***
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Variable Migración internacional Migración interna

Región 2
0.15 -0.3335

(-1.04) (-2.82)***

Región 3
0.3161 -0.3883

(2.10)** (-2.92)***

Región 4
-0.1036 -0.2494

(-0.63) (-1.83)*

Región 5
0.2984 -0.756

(1.91)* (-5.30)***

Constante
-4.1008 -2.8928

(-7.87)*** (-6.28)***

Estadístico t en paréntesis, *** significativo a 1%; ** significativo a 5%; * significativo a 10%.



Apéndice 7.2

Resultados de las regresiones probit en la primera etapa para obtener la razón inversa de Mills

Variable

Categoría del gasto

Durables Supermercados Salud Educación Vivienda Inversiones Otros

Log del gasto
0.4009 0.4587 0.2652 0.302 0.5184 0.4749 0.4714

(4.11)*** (5.71)*** (4.04)*** (4.10)*** (7.10)*** (7.00)*** (-0.62)

Tamaño del hogar
0.1174 -0.1018 -0.0016 0.778 -0.0554 -0.0579 -2.6219

(2.14)** (-2.35)** (-0.05) (16.42)*** (-1.48) (-1.69)* (-1.84)*

Número de niños
0.0907 0.0071 0.2231 -0.1625 -0.0875 0.0644 3.564

(-0.85) (-0.1) (3.61)*** (-2.45)** (-1.39) (-1.11) (1.90)*

Edad del jefe del hogar
-0.0145 0.001 -0.0014 -0.0114 -0.008 -0.0016 -0.1742

(-2.61)*** (-0.19) (-0.35) (-2.42)** (-1.79)* (-0.39) (-1.44)

Escolaridad del jefe del hogar
-0.0046 0.0549 -0.0066 0.0323 0.0133 -0.0058 0.0217

(-0.18) (2.86)*** (-0.40) (1.68)* (-0.77) (-0.35) (-0.07)

Número de miembros del hogar 
con seis años de escolaridad

-0.0187 0.138 0.0609 -0.4369 0.0602 0.1043 1.3187

(-0.26) (2.14)** (-1.21) (-7.27)*** (-1.09) (2.07)** (-1.64)

Número de miembros de  
la familia con nueve años  
de escolaridad

-0.1009 0.1315 -0.0472 -0.4769 0.0043 0.2068 2.4203

(-1.01) (1.77)* (-0.76) (-6.55)*** (-0.07) (3.31)*** (-1.63)



Variable

Categoría del gasto

Durables Supermercados Salud Educación Vivienda Inversiones Otros

Número de miembros  
del hogar con diez o más años  
de escolaridad

0.049 0.0248 0.0613 -0.2555 -0.1636 0.2141 0.0395

(-0.38) (-0.3) (-0.79) (-2.83)*** (-1.95)* (2.65)*** (2.17)**

Tenencia de la tierra
0.0084 -0.0107 -0.0058 0.0031 0.0001 0.031 0.1734

(-0.68) (-2.04)** (-1.17) (-0.7) (-0.02) (3.54)*** (-0.66)

Frecuencia del transporte
0.0246 0.0468 0.0253 0.0227 0.0161 0.0081 0.1514

(1.71)* (4.17)*** (2.85)*** (2.19)** (1.71)* (-0.93) (-1.05)

Inaccesibilidad durante cambios 
bruscos en el clima (dummy)

-0.2413 0.0656 -0.0604 -0.2577 -0.103 -0.1805 -0.1661

(-1.06) (-0.32) (-0.40) (-1.47) (-0.62) (-1.21) (-0.80)

Probabilidad de migración  
internacional (p2)

-7.9771 12.8876 -0.6848 8.2183 2.8392 -12.3545 -78.4101

(-1.77)* (2.88)*** (-0.18) (2.04)** (-0.72) (-3.12)*** (-1.07)

Log del gasto * p1
0.5543 -0.6526 -0.0198 -0.1037 -0.4376 0.786 8.2587

(-1.54) (-1.80)* (-0.06) (-0.31) (-1.36) (2.43)** (-1.26)

Probabilidad de migración 
interna (p2)

2.9082 -7.3829 -2.8149 -0.3481 -2.1028 4.8754 -6.773

(-1.08) (-2.19)** (-1.12) (-0.13) (-0.74) (2.03)** (-0.30)

Log del gasto * p2 
-0.2602 0.6951 0.2381 0.1082 0.2529 -0.3295 0.3615

(-1.13) (2.41)** (-1.08) (-0.46) -1 (-1.56) (-0.24)



Variable

Categoría del gasto

Durables Supermercados Salud Educación Vivienda Inversiones Otros

Región 2
0.2173 -1.2832 0.3791 0.0447 -0.5043 0.0982 0.0973

(-1.27) (-6.41)*** (3.30)*** (-0.33) (-3.80)*** (-0.87) (-0.91)

Región 3
-0.1391 -0.2925 -0.1739 0.1215 -0.0729 -0.1298 0.0343

(-0.69) (-1.74)* (-1.30) (-0.77) (-0.50) (-0.96) (-0.39)

Región 4
-0.1264 0.7883 -0.1767 0.1143 0.1041 -0.5776 2.7012

(-0.74) (5.61)*** (-1.50) (-0.83) (-0.81) (-4.74)*** (-1.34)

Región 5
-0.2841 0.1681 0.0466 -0.3212 -0.4514 -0.6163 4.069

(-1.42) (-0.97) (-0.33) (-1.92)* (-2.88)*** (-4.30)*** (-1.22)

Constante
-2.3735 -6.344 -2.7488 -4.2829 -5.477 -4.8081 8.864

(-2.32)** (-7.33)*** (-3.98)*** (-5.47)*** (-7.12)*** (-6.78)*** (-0.92)

Estadístico t en paréntesis, *** significativo a 1%; ** significativo a 5%; * significativo a 10%.
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8. LA MIGRACIÓN DEL MÉXICO RURAL  
HACIA LOCALIDADES NACIONALES O INTERNACIONALES.
UN ANÁLISIS DE GÉNERO1

Susan M. Richter*

Introducción

En las ciencias sociales existe una conciencia cada día mayor respecto de 
la importancia de tomar en cuenta el género para comprender las motiva-
ciones, resultados y barreras relacionados con la migración internacional.2 
Kanaiaupuni (2000) a�rma que “la migración es un proceso profundamen-
te condicionado por el género, y de ahí que las explicaciones que se pueden 
aplicar a la migración masculina en muchos casos no sean pertinentes para 
las mujeres”. En varios estudios se ha incorporado el papel que desempe-
ña el género para entender las diferencias y semejanzas de la migración 
del sector rural mexicano hacia Estados Unidos (Richter y Taylor, 2008). 
Sin embargo, pocos de ellos han tomado en cuenta los múltiples destinos 
migratorios y las diferencias de género entre los factores que determinan 
la migración a dichos puntos. Una pregunta clave que se plantea en el pre-
sente trabajo es la siguiente: ¿cuáles son los efectos, diferenciados por gé-
nero, de la migración del sector rural mexicano hacia destinos nacionales o 
internacionales? Antes que nada es fundamental tomar en cuenta que hay 
múltiples destinos, pues el hecho de dejar su comunidad de origen para 
trabajar en otro lugar del país es a menudo una decisión tan importante 
como la de emigrar al extranjero. Asimismo, muchos individuos pueden 
optar primero por emigrar dentro del propio país antes de emigrar a otro 
destino en el extranjero.

* International Food Policy Research Institute. 
1 Traducción de Yadira E. Flores Suárez y Fabiola Rivera Ramírez.
2 Para una revisión crítica véase Pfei�er et al. (2006).
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En el presente estudio se evalúa la importancia del género en la emigra-
ción del sector rural de México hacia destinos nacionales e internacionales, 
estimando un modelo econométrico con los datos que ofrece la Encuesta 
Nacional a Hogares Rurales de México (enhrum). La enhrum es una am-
plia encuesta sobre hogares del México rural, con representatividad nacio-
nal, que ofrece información retrospectiva sobre la migración de cada uno 
de los hogares que la integran. En la encuesta se recabaron datos sobre los 
jefes o jefas del hogar, sus cónyuges y sus hijos. Como resultado, la encuesta 
proporciona el tipo de muestra amplia y detallada que se requiere para exa-
minar a fondo la in�uencia del género sobre los factores que determinan la 
emigración de México hacia Estados Unidos y sobre las probabilidades de 
éxito que pueden tener las políticas diseñadas en el segundo país para fre-
nar la inmigración indocumentada,3 así como para promover el comercio. 

Este trabajo se divide en cuatro secciones. En la primera se presenta 
un breve análisis de la forma en que se ha tratado el género en los mode-
los de determinantes de la migración, subrayando la necesidad de realizar 
estudios microeconómicos sobre ésta enfocados al género. En la segunda 
sección se describen los datos tipo panel del sector rural mexicano que 
se usaron para el análisis empírico. En la tercera sección se presentan los 
resultados econométricos y, en la cuarta, las conclusiones y posibles temas 
de investigación para trabajos futuros.

Implicaciones del género  
en los determinantes de la migración

Los modelos microeconómicos de la teoría migratoria se derivan de tres 
ramas de la literatura económica: 1) la teoría del capital humano, 2) la nue-
va economía de la migración laboral (nelm, por sus siglas en inglés) y 3) la 
teoría del capital social. Cada uno de estos enfoques, por separado, permite 
comprender ciertos aspectos de los factores que determinan la migración y, 
al unirlos, es posible desarrollar un marco conceptual que permite enten-
der la in�uencia que tiene el género en el proceso de migración.

3 Bajo el supuesto de que todos los migrantes de la base de datos son indocumentados, puesto 
que para los campesinos mexicanos resulta prácticamente imposible obtener la visa.
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Los modelos del capital humano sobre la migración evolucionaron a 
partir de la teoría del ingreso esperado, cuya principal aportación para 
comprender este fenómeno es que los individuos eligen emigrar si con-
sideran que al tomar esta decisión sus ingresos serán mayores durante el 
resto de su vida. La persona debe tomar en cuenta tanto la probabilidad de 
estar empleada como el salario que obtendría en su lugar de origen, en otra 
localidad del país y en Estados Unidos. Puede ocurrir que los ingresos que 
obtenga el individuo como migrante sean superiores a los ingresos seguros 
recibidos en su comunidad de origen durante el periodo t y, sin embargo, 
que el ingreso esperado sea negativo (Todaro, 1969), debido a la baja pro-
babilidad de ser empleado o a los elevados costos de la emigración, o am-
bos. El componente del horizonte temporal indica que, no habiendo otras 
diferencias, los individuos más jóvenes pueden esperar que la diferencia 
entre los ingresos devengados en el lugar de origen y en el de destino sea 
mayor que la que pueden esperar las personas de más edad (Todaro, 1969). 
En estos modelos es posible incorporar múltiples opciones migratorias, al 
seleccionar la localidad que ofrece el mayor ingreso esperado. Por ejemplo, 
un migrante potencial compararía el ingreso que obtendría si emigra del 
mercado de trabajo local al mercado nacional, contra aquel que recibiría si 
emigrara del empleo local al mercado de trabajo internacional. Entonces, 
la localidad que ofreciera el mayor ingreso esperado sería el destino �nal 
del futuro migrante.

Por tanto, la razón más fuerte para emigrar es la expectativa de conse-
guir el mayor ingreso esperado en el lugar de destino. Behrman y Wolfe 
(1984) hallaron que las mujeres de Nicaragua que se mudaban de las zo-
nas rurales a las urbanas por lo general lo hacían por motivos de trabajo, 
aunque la probabilidad de conseguir un marido motivaba a un número 
considerable de ellas. Findley y Diallo (1993) encontraron que las mujeres 
de Mali también respondían a variables económicas y sociales relacionadas 
con la región de origen. En los estudios sobre capital humano, las variables 
proxies para las ganancias económicas esperadas de la migración suelen 
medirse como el total de años de educación o de experiencia laboral de un 
individuo. En la mayoría de los estudios sobre los factores que determinan 
la migración se ha encontrado que el nivel de educación de los migrantes es 
más elevado que el de los no migrantes y que un mayor número de años de 
preparación escolar estimula la emigración. La in�uencia de la educación 
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sobre la migración depende de los retornos económicos que la educación 
genere, tanto en el lugar de origen como en el de destino. Kanaiaupuni 
(2000) encontró que la emigración de las mujeres desde México hacia el 
extranjero está correlacionada positivamente con su nivel educativo. No 
obstante, usando datos de corte transversal del sector rural de México, 
Mora y Taylor (2006) encontraron que la migración nacional sí está co-
rrelacionada positivamente con la escolaridad, no así la migración inter-
nacional, que por lo general implica trabajos agrícolas y de servicio que 
requieren de bajos niveles de escolaridad.

Por tanto, el género puede ser una variable clave que explique esta 
contradicción. Hondagneu-Sotelo (1994) ofrece la siguiente explicación: 
mientras más educación tiene una mujer del México rural, mayor es la 
probabilidad de que se sienta limitada por las normas sociales y la falta de 
oportunidades laborales. Al cruzar la frontera se le abren nuevas opciones 
de trabajo y alternativas sociales. De esta manera, los factores puramente 
económicos pueden ser un estímulo menos importante para la migración 
de las mujeres que para la de los hombres.

Los costos de la migración han sido ampliamente estudiados como un 
determinante importante para quien emigra y para quien no lo hace. Por lo 
general, la variable proxy para los costos de la migración ha sido la distan-
cia hasta la frontera del país receptor o hasta el lugar especí�co de destino 
(por ejemplo, la distancia hasta la frontera México-Estados Unidos contra 
la distancia hasta Los Ángeles, California desde la localidad de origen). Los 
costos de la migración están en función de muchos factores, incluidas las 
medidas de control fronterizo y la existencia de redes migratorias (Hanson 
y Spilimbergo, 1999).

Las medidas de control fronterizo tienen el propósito de impedir la in-
migración, haciéndola más costosa. Una vigilancia muy rigurosa puede 
traducirse en múltiples intentos por cruzar y en el pago a los “coyotes” por 
cada cruce. Cuando los costos de la migración internacional son elevados, la 
ganancia esperada de la migración disminuye, lo que incrementa los incen-
tivos a emigrar dentro de México o seguir trabajando en el lugar de origen. 
Además, cualquier grupo que sea averso al riesgo y/o tenga limitaciones en 
términos de capital se verá desalentado a intentar cruzar la frontera.

Las redes migratorias, por su parte, pueden reducir los costos que los 
nuevos migrantes enfrentan. Los migrantes más experimentados com-
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parten información crucial no sólo sobre cómo cruzar la frontera, sino 
también sobre cómo encontrar trabajo y vivienda en Estados Unidos. Asi-
mismo, pueden brindar apoyo económico directo. Estos bene�cios pueden 
ser determinantes al momento de tomar una decisión e in�uir positiva-
mente tanto en la probabilidad de emigrar como en las ganancias econó-
micas que ello genera (Winters, De Janvry y Sadoulet, 1999).

De esta forma, las redes son una especie de capital social que, junto con 
el capital humano y el físico, crean disparidades en los costos y bene�cios 
de la migración entre los hogares y los individuos. En algunos estudios 
se ha encontrado que las redes migratorias aparecen de manera constante 
como uno de los factores más importantes que in�uyen en la migración 
futura (Massey y García España, 1987; Massey et al., 1993; Massey y Espi-
noza, 1997; Taylor, 1987).

Existen razones justi�cadas para pensar que los efectos de las redes son 
especí�cos del género. Puesto que el valor de las redes se deriva de su capaci-
dad para brindar información laboral y dado que hombres y mujeres suelen 
estar concentrados en sectores distintos de la economía de destino, las redes 
que sirven a los hombres pueden ser de escaso valor para las mujeres, y vice-
versa. Por ejemplo, un trabajador agrícola que ya radique en Estados Unidos 
no podrá ayudar mucho a su hermana que quiera emigrar a una zona urba-
na, en donde la oferta de trabajo es básicamente de tipo doméstico.

Algunos estudios han mostrado que el género de una red es una varia-
ble importante que determina la migración internacional. Davis y Win-
ters (2001) hallaron que la existencia de redes masculinas y femeninas es 
un factor importante para explicar la migración por ambos géneros, pero 
que las decisiones de las mujeres sobre hacia dónde dirigirse están más 
in�uidas por las redes femeninas. Asimismo, de acuerdo con Curran y 
Rivero-Fuentes (2003), con datos de corte transversal del Proyecto sobre 
Migración Mexicana, las redes migratorias masculinas determinan de ma-
nera más importante la migración internacional de los hombres que la de 
las mujeres. Mediante otras variables, los autores estiman que la probabili-
dad de emigrar es 2.5 veces más alta para los hombres, adultos jóvenes, que 
tienen acceso a una red migratoria masculina. La decisión de emigrar de las 
mujeres no se vio afectada de manera signi�cativa por la presencia de redes 
masculinas, pero la existencia de una red femenina elevó 3.8 veces su pro-
babilidad de emigrar.
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Por su parte, Hondagneu-Sotelo (1994) sostiene que las mujeres deben 
acudir a las “redes femeninas” (compuestas por familiares mujeres y ami-
gas), pues las normas sociales en México, en términos generales, desalien-
tan a las mujeres para cruzar solas la frontera o con un hombre que no sea 
su familiar o para vivir en Estados Unidos fuera de sus unidades familiares. 
En consecuencia, las normas sociales pueden restringir la migración fe-
menina, a la vez que aumentan el valor de las redes migratorias femeninas 
para las mujeres.

Datos y estadísticas descriptivas

Los datos que se utilizaron en este estudio se generaron por medio de una 
encuesta a hogares rurales en el ámbito nacional. La Encuesta Nacional a 
Hogares Rurales de México (enhrum), que realizaron de manera conjunta 
la Universidad de California en Davis y El Colegio de México, ofrece infor-
mación retrospectiva sobre migración a nivel individual, con base en una 
muestra de hogares rurales representativa a nivel nacional. La encuesta, 
realizada entre enero y marzo de 2003, parte de una muestra de 22 hoga-
res ubicados en cada una de las 80 localidades seleccionadas. El Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (inegi) diseñó el marco muestral para 
brindar una caracterización estadísticamente con�able de la población que 
vive en las zonas rurales, las cuales se de�nen como aquellas comunidades 
con menos de 2 500 habitantes. Por razones de costo y tratamiento, se ex-
cluyeron de la muestra a las poblaciones con menos de 500 habitantes. Por 
tanto, la muestra resultante es representativa de más de 80% de la pobla-
ción que el inegi considera rural.

La enhrum recabó información sobre las historias migratorias para 
cuatro tipos de miembros en el hogar: 1) el jefe o jefa de familia; 2) el cón-
yuge del jefe o jefa de familia; 3) todas las personas que vivieron en el hogar 
durante tres meses o más en 2002, y 4) una muestra aleatoria de hijos e 
hijas tanto del jefe o jefa de familia como de su cónyuge, que vivieron fuera 
del hogar por más de tres meses en 2002. En la encuesta se preguntó a cada 
una de estas personas si había trabajado como migrante nacional o inter-
nacional y, en caso a�rmativo, si su trabajo había sido asalariado o por su 
cuenta, y si había sido en el sector agropecuario o en el no agropecuario. Esta 
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información permitió reconstruir con detalle las historias de trabajo migra-
torio de estos individuos durante el periodo comprendido entre 1980 y 2002.

Puesto que para los cuatro tipos de miembros del hogar en 2002 se usó 
información basada en la memoria, no todos los individuos habían nacido 
en 1980 y, por tanto, el conjunto de datos no está balanceado. Por ejemplo, 
se cuenta con información de 23 años de migración de personas que tenían 
38 años o más en el momento de la encuesta, pero sólo con 20 años para 
un individuo que tenía 35 años en ese momento. De las 6 456 personas 
entrevistadas en 2002, sólo 2 746 tenían edad su�ciente para proporcionar 
su historial migratorio desde 1980. En total, la muestra contiene 104 967 
observaciones de persona-año sobre migración.

En la muestra se pidió a los individuos de cada hogar que recordaran 
datos sobre el empleo y la migración de otros miembros de la familia que 
no estaban presentes en el momento de la encuesta. Como es natural, las 
personas pueden no recordar su historial laboral (o el de sus hijos e hijas 
migrantes) de los 22 años precedentes. Aun así, si el empleo se vincula con 
un hecho de la vida, como la migración internacional, es menos probable 
que la información proporcionada sea errónea. Un estudio realizado por 
Smith y �omas (2003) mostró que la cantidad de información equívoca 
era insigni�cante cuando a los encuestados se les pedía que recordaran 
datos relacionados con algún hecho sobresaliente, como su matrimonio 
o el nacimiento de un hijo. De igual forma, las personas a las que se les 
pedía que recordaran sus historias de trabajo o migración proporcionaban 
información más exacta sobre trayectos que habían implicado distancias 
más largas o estancias más prolongadas.

Aunque la encuesta recabó datos de los cuatro tipos de individuos, en 
este trabajo sólo nos interesa examinar la migración de la población eco-
nómicamente activa (pea), la cual se de�ne como aquellas personas que 
son mayores de 15 años y que dejaron de estudiar.4 El presente análisis 
sólo incluye a los individuos que satisfacen estos requisitos. En 2002 había 
6 396 personas económicamente activas, de las cuales aproximadamente 
50% eran mujeres.

4 La edad a la que un individuo termina la escuela se calcula como sigue: cinco años más el 
total de años de escolaridad más el número de años de educación que el individuo repitió.
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Variables explicativas

La variable dependiente es la decisión de emigrar del individuo i en tiempo 
t (y

it
 ).Un individuo puede emigrar dentro del país, hacia Estados Unidos o 

puede decidir permanecer en su localidad. Las variables explicativas que 
se usaron para estimar la variable dependiente y

it
 son: 1) capital humano, 

2) variables de la red migratoria, 3) variables macroeconómicas y de políti-
ca y 4) características invariables en el tiempo.

La primera categoría se representa por la experiencia del individuo o 
el capital humano de la fuerza laboral migrante. La experiencia de trabajo 
incrementa el capital humano de la persona en un empleo determinado y, 
por tanto, el salario y prestaciones esperados en dicho empleo. También 
se incluye la variable que mide el número de años que la persona trabajó 
como migrante nacional o internacional desde 1980, año en que inicia el 
periodo que comprende la encuesta. El número de años de experiencia 
como migrante es la variable de experiencia de Mincer (1974). También 
se incluye la experiencia de trabajo al cuadrado para explicar los retornos 
decrecientes de esta variable.

Las variables de las redes migratorias se construyeron para cada indi-
viduo i en el tiempo t. La variable de la red migratoria de un hogar en el 
tiempo t se calculó como el número de miembros del hogar, excepto la 
persona i, que fueron migrantes en el tiempo t-1 (esto evita que el indivi-
duo pertenezca a su propia red). Aunque la investigación se enfoca en la 
migración internacional, se calcularon las variables de las redes migrato-
rias familiares para migrantes tanto nacionales como internacionales. La 
existencia de una red migratoria nacional tuvo un efecto ambiguo sobre la 
migración internacional en el tiempo t. Por una parte, tendería a aumentar 
la propensión a la migración internacional si, por ejemplo, los miembros 
de la red proporcionan a las personas información general sobre la mi-
gración. Por otra parte, podría disminuir la probabilidad de que hubiera 
migración internacional si hay opciones laborales para los migrantes en 
destinos nacionales.

De igual modo, se construyeron variables de redes separadas para hom-
bres y mujeres, a �n de probar los efectos de cada una de esas redes sobre su 
propio género y sobre el género opuesto. Por ejemplo, para una persona de-
terminada en el tiempo t, la variable de la red nacional femenina es la suma 
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de los miembros femeninos de la familia que fueron migrantes naciona-
les en t-1. Las variables rezagadas de las redes nacionales e internacionales 
desempeñaron un papel en nuestro modelo similar al que desempeñan la 
experiencia general versus la experiencia laboral en una empresa especí�ca 
en los modelos de ingresos.

Las redes migratorias familiares pueden de�nirse como redes migra-
torias fuertes, puesto que se trata de personas que son conocidas y tienen 
contacto con ellas. Las redes migratorias también pueden ser débiles o es-
tar formadas por individuos conocidos de la comunidad o conocidos por 
medio de otra persona. Las redes migratorias débiles se de�nen como el 
número de pobladores de una localidad que fueron migrantes internacio-
nales o nacionales en el tiempo t-1, excluyendo a las personas del hogar del 
individuo i. El número de pobladores que fueron migrantes puede aumen-
tar la propensión a emigrar, puesto que estas redes ofrecen información, 
por ejemplo, sobre las oportunidades de empleo, el salario promedio ob-
tenido y los costos de cruzar la frontera. Existen dos tipos de redes migra-
torias: el número de miembros del hogar que emigraron en t-1, sin incluir 
al individuo i y el número de pobladores de la localidad que emigraron 
en el tiempo t-1, sin incluir al hogar del individuo i. Ambas redes pueden 
también descomponerse por género.

Las fuerzas económicas, tanto en México como en Estados Unidos, son 
determinantes primordiales para tomar la decisión de emigrar. A �n de to-
mar en cuenta las oportunidades económicas en ambos países, se evalúan 
diversas variables macroeconómicas. Primero, se incluye el pib de México 
y de Estados Unidos en el tiempo t-1, que mide las condiciones econó-
micas y las oportunidades potenciales de empleo en cada país. Se incluye 
el cambio porcentual de los tipos de cambio porque esta variable indica el 
grado de poder adquisitivo de los salarios devengados por los migrantes 
en Estados Unidos. Si hay un aumento en el tipo de cambio también lo 
hay en la probabilidad de emigrar, puesto que el dinero que los migrantes 
envían al hogar permitirá comprar más bienes en México. En este trabajo 
se utilizan índices de tipo de cambio, en lugar del tipo de cambio nominal, 
porque el primero toma en cuenta la apreciación (o depreciación) tanto del 
peso como del dólar estadounidense. Por tanto, el índice tomará en cuenta 
las �uctuaciones en los mercados de ambos países y, en consecuencia, el 
poder adquisitivo de las remesas enviadas al hogar. Otras variables macro-
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económicas que pueden incluirse son los salarios y las tasas de desempleo. 
Se hizo la prueba de incluir estas variables para veri�car si mejoraba el 
análisis.

En el modelo se examinan tres políticas fundamentales: el Tratado de Li-
bre Comercio de América del Norte (tlcan), la Ley de Reforma y Control 
de la Inmigración (irca, por sus siglas en inglés) y el control fronterizo. 
Para tomar en cuenta el efecto del tlcan se incluyó una variable dum-

my que captura el choque de las nuevas políticas sobre los hogares rurales 
mexicanos, tales como la reducción en los precios de apoyo para cultivos, 
recortes en los créditos para insumos agrícolas y la privatización de la pro-
piedad comunal. Se añade una variable de balanza comercial para controlar 
por la apertura de la frontera entre los dos países. Un valor negativo de la 
balanza comercial indica que las exportaciones desde México hacia Estados 
Unidos son superiores a las exportaciones de Estados Unidos hacia México.

En segundo lugar, se analiza el papel de la irca. Ésta fue diseñada para 
disminuir la contratación de inmigrantes ilegales y regularizar a inmigran-
tes indocumentados que hubiesen cubierto ciertos requisitos.5 Se incluye 
una variable dummy que permite medir el impacto de la irca y el efecto 
que esta política pudo haber tenido sobre las expectativas de los posibles 
migrantes. Por ejemplo, estos últimos podrían pensar que en el futuro pu-
diera haber leyes de amnistía en Estados Unidos y que por tanto decidieran 
emigrar, aunque en el presente haya más restricciones para que los emplea-
dores puedan contratar inmigrantes indocumentados. En este caso, la irca 
tendría un efecto positivo sobre la migración. También se pudo incluir al 
principal componente de la irca, que es la investigación y las multas a los 
empleadores, cuyas sanciones iniciaron en 1986. El anuario de estadísticas 
de inmigración contiene datos sobre el número de investigaciones com-
pletas de empleadores y el número de arrestos de empleadores durante el 
periodo 1986-2002. No obstante, estas estadísticas podrían ser poco con-
�ables porque ha habido cambios administrativos en la forma de reportar 
y recabar los datos.

5 La irca ofrecía amnistía a las personas indocumentadas siempre y cuando éstas compro-
baran que habían estado viviendo en Estados Unidos desde antes de 1982. Asimismo, la 
ley impuso sanciones para las personas que emplearan a trabajadores indocumentados, ya 
que esto era ilegal, por lo que los empleadores tenían que dar fe del estatus migratorio de 
sus trabajadores (Lowell y Suro, 2002).
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Por último, se incluye la variable que mide el cambio en el gasto para 
el control fronterizo. En la década de 1990, Estados Unidos incrementó 
drásticamente el gasto para el control fronterizo a �n de evitar la entrada 
de inmigrantes indocumentados. Se toma en cuenta este efecto, incluyendo 
el porcentaje de variación en dicho gasto.

Estadísticas descriptivas

Los cuadros 8.1 y 8.2 presentan estadísticas descriptivas por persona-año 
para las variables utilizadas en este análisis. En el cuadro 8.1 se compara 
a los individuos que tuvieron trabajos asalariados a nivel local, nacional e 
internacional, mientras que en el cuadro 8.2 se muestra el mismo resumen 
de estadísticas, pero desagregadas por género. Para los propósitos de este 
análisis, los migrantes nacionales se re�eren a individuos que trabajaron 
fuera de su localidad de origen, mientras que los migrantes internacionales 
son aquellos que trabajaron en Estados Unidos.

Durante el periodo de 23 años que cubren los datos, un promedio de 
8.66% de las observaciones persona-año (individuos de más de 15 años 
que habían dejado de estudiar y estaban trabajando) correspondió a mi-
grantes internacionales, de los cuales 25.69% trabajó en el sector agrícola 
y 75.70% en el no agrícola.6 Cerca de 28.49% de las observaciones perso-
na-año correspondió a mujeres, pero sólo 15.08% de los migrantes inter-
nacionales estaba conformado por mujeres. Del total de hombres incluidos 
en la muestra, un promedio de 10.28% fueron migrantes internacionales. 
La proporción de migrantes nacionales fue mayor que la de migrantes in-
ternacionales (12.63%), de los cuales 32.52% eran mujeres. La mayoría de 
los migrantes nacionales trabajó en el sector no agrícola (86.77%).7

6 La suma del porcentaje de migrantes internacionales que trabajan en los sectores agrícola 
y no agrícola es mayor a 100 porque 72 personas de la muestra trabajaron simultáneamen-
te en ambos sectores.

7 La suma del porcentaje de migrantes nacionales que trabajan en los sectores agrícola y no 
agrícola es mayor a 100 porque 22 personas de la muestra trabajaron simultáneamente en 
ambos sectores.
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Cuadro 8.1. Estadísticas descriptivas por persona-año para la muestra completa,  

migrantes internacionales y nacionales y trabajo local asalariado

Muestra  

completa

Migrantes

internacionales

Migrantes 

nacionales

No migrantes

Trabajo local 

asalariado

Número de observaciones 59 782 5 178 7 549 47 055

Porcentaje del total — 8.66 12.63 78.71

Variables dependientes (%)

Migrante internacional 8.66 100.00 — —

Sector agrícola 2.22 25.69* — —

Sector no agrícola 6.56 75.70* — —

Migrante nacional 12.63 — 100.00 —

Sector agrícola 1.73 — 13.52* —

Sector no agrícola 11.03 — 86.77* —

Variables del individuo

Género (% mujeres) 28.49 15.08 32.52 29.31

Edad 34.60 30.78 28.78 35.95

Años de escolaridad 5.13 6.31 6.53 4.77

Redes migratorias internacionales a nivel localidad (número de pobladores )

Mujer 0.51 1.09 0.41 0.47

Hombre 2.76 7.69 1.79 2.38

Redes migratorias nacionales a nivel localidad (número de pobladores )

Mujer 1.68 1.10 2.62 1.59

Hombre 3.23 2.27 4.77 3.09

Redes migratorias internacionales familiares (número de miembros de la familia)

Mujer 0.03 0.11 0.02 0.02

Hombre 0.13 0.56 0.08 0.09

Redes migratorias nacionales familiares (número de miembros de la familia)

Mujer 0.09 0.07 0.27 0.06

Hombre 0.13 0.08 0.34 0.10

* Las sumas son mayores a 100% debido a que algunos individuos trabajan en ambos sectores (agrí-
cola y no agrícola) en el mismo año.
Fuente: enhrum, 2002.
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Cuadro 8.2. Estadísticas descriptivas por persona-año, por género y estatus migratorio

Variable

Hombres Mujeres

Muestra 

completa
Internacional Nacional Local

Muestra 

completa
Internacional Nacional Local

Núm. de obs. 42 753 4 397 5 094 33 262 17 029 781 2 455 13 793

Variables dependientes (%)

Migrante  

internacional
10.28 100.00     4.59 100.00    

Agrícola 2.92 28.38*     0.48 10.50    

No agrícola 7.53 73.25*     4.10 89.50    

Migrante

Nacional
12.03   100.00   14.46   100.00  

Agrícola 2.07   17.04*   0.90   6.23*  

No agrícola 10.02   83.37*   13.57   93.81*  

Variables del individuo

Edad 35.22 30.94 29.77 36.62 33.03 29.90 26.76 34.33

Años de 

escolaridad
5.10 6.08 6.41 4.78 5.18 7.60 6.76 4.76

Redes migratorias internacionales a nivel localidad (número de pobladores)

Mujer 0.52 1.07 0.39 0.47 0.49 1.17 0.46 0.46

Hombre 2.96 7.99 1.78 2.48 2.26 6.02 1.80 2.13

Redes migratorias nacionales a nivel localidad (número de pobladores)

Mujer 1.59 1.04 2.54 1.52 1.90 1.48 2.79 1.77

Hombre 3.08 2.21 4.57 2.97 3.60 2.60 5.19 3.37

Redes migratorias internacionales familiares (número de miembros de la familia)

Mujer 0.02 0.10 0.02 0.01 0.03 0.19 0.02 0.02

Hombre 0.13 0.56 0.06 0.08 0.12 0.56 0.12 0.10

Redes migratorias nacionales (número de miembros de la familia)

Mujer 0.08 0.07 0.21 0.06 0.11 0.07 0.40 0.06

Hombre 0.11 0.07 0.28 0.09 0.19 0.17 0.45 0.14

* Las sumas son mayores a 100% debido a que algunos individuos trabajan en ambos sectores (agrí-
cola y no agrícola) en el mismo año.
Fuente: enhrum, 2002.
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La grá�ca 8.1 muestra las tendencias a lo largo del tiempo de la parti-
cipación de mujeres y hombres en la migración internacional. Esta grá�ca 
revela que la proporción de mujeres migrantes fuera de México fue inferior 
a la de hombres en todos los años. Aunque la tendencia de la migración fe-
menina aumentó durante el periodo, no mostró el mismo incremento que 
la migración masculina a mediados de la década de 1990. Estas tendencias 
no toman en consideración otras variables que pudieron haber afectado de 
manera distinta a la migración por género durante el periodo.

Gráfica 8.1. Migración internacional por género
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Fuente: enhrum, 2002.

En las grá�cas 8.2 y 8.3 se presentan las tendencias migratorias por gé-
nero y por destino de migración. En estas grá�cas se ve claramente que la 
mano de obra migrante nacional ha ido en aumento al parejo de la inter-
nacional. Asimismo, se observa que la migración nacional femenina ha 
aumentado a una tasa estable durante el periodo, mientras que la mano 
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de obra migrante nacional masculina se incrementó a un ritmo más lento. 
A partir de estas grá�cas se puede observar la importancia que tiene la 
evaluación de los factores que determinan la migración nacional femenina.

Gráfica 8.2. Trabajo masculino por destino de migración
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Fuente: enhrum, 2002.

En la muestra total, la persona promedio tenía 34.60 años de edad y 
5.13 años de educación concluidos. Los niveles de escolaridad fueron lige-
ramente más altos en el caso de los migrantes internacionales y naciona-
les que en el caso de los no migrantes (6.31, 6.53 y 4.77, respectivamente; 
cuadro 8.1). La diferencia en años de escolaridad concluidos para los mi-
grantes y los no migrantes fue mayor en las mujeres que en los hombres 
(cuadro 8.2). Las migrantes internacionales tenían un promedio de 7.60 
años de escolaridad, mientras que las migrantes nacionales promediaban 
sólo 6.76 años. Las no migrantes tenían cerca de 4.76 años de escolaridad, 
en promedio. Por su parte, los migrantes internacionales varones tenían un 
promedio de 6.08 años de escolaridad, mientras que los migrantes naciona-
les sólo tenían 6.41 años y los no migrantes, 4.78 años de educación.
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Gráfica 8.3. Trabajo femenino por destino de migración
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Fuente: enhrum, 2002.

Las redes migratorias a nivel localidad se de�nen como el número de 
individuos económicamente activos y migrantes en el tiempo t-1, sin in-
cluir al individuo i ni a los miembros de su hogar. Las redes migratorias de 
las localidades se pueden desagregar por género y lugar (cuadro 8.1). En la 
muestra completa, las localidades tienen en promedio 0.51 (2.76) migran-
tes internacionales femeninos (masculinos). Los migrantes internacionales 
provienen de localidades con un número mayor de migrantes internacio-
nales (1.09 de los habitantes son mujeres migrantes y 7.69 son hombres).

La segunda red migratoria que se utiliza se calcula a nivel hogar. En este 
estudio, las redes migratorias se de�nieron como el número de personas 
en el hogar, sin incluir al individuo i, que eran migrantes en el periodo 
t-1. Las redes migratorias familiares se pueden de�nir por la ubicación de 
los migrantes (internacional o nacional), así como el género (estadísticas 
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en el cuadro 8.2). Alrededor de 13% de todos los individuos de la mues-
tra tenía cuando menos un familiar que había vivido en Estados Unidos 
durante el año precedente, es decir, tenía acceso a un red migratoria. La 
composición de las redes era predominantemente masculina: cada familia 
tenía en promedio 0.13 hombres migrantes internacionales y solamente 
0.03 mujeres que también habían emigrado a Estados Unidos. Las redes 
migratorias internacionales familiares para el grupo de hombres y para el 
de mujeres son similares. Las mujeres tienen en su red familiar de migran-
tes internacionales 0.12 hombres y 0.3 mujeres en promedio, mientras que 
los hombres tienen 0.13 hombres y 0.02 mujeres migrantes internacionales 
en sus familias. Los migrantes internacionales masculinos contaban con 
mayores redes familiares internacionales de género masculino que los 
hombres no migrantes (0.56 y 0.08 migrantes, respectivamente). Por su 
parte, las mujeres migrantes internacionales tenían 0.56 migrantes mas-
culinos internacionales en sus redes familiares y 0.19 migrantes femeninas 
internacionales, mientras que las mujeres que trabajaban en la localidad 
solamente tenían 0.10 migrantes masculinos internacionales y 0.02 muje-
res migrantes internacionales en sus hogares.

El cuadro 8.3 resume las variables de las políticas que se usaron en el 
análisis. Las variables macroeconómicas incluyen la diferencia entre el pib 
de Estados Unidos y el de México, el cambio porcentual en el índice del 
tipo de cambio, la tasa de desempleo y los salarios mínimos por hora en 
México y en Estados Unidos. En cuanto a la irca, las variables incluyen una 
variable dummy para los años posteriores a la irca, el número de arrestos 
de empleadores y el número de casos de investigación a empleadores. Res-
pecto al tlcan, entre las variables se incluye una variable dummy para los 
años posteriores al tlcan y la balanza comercial para las exportaciones de 
Estados Unidos a México menos las importaciones de México a Estados 
Unidos. Por último, para las políticas de control fronterizo se incluye el 
cambio porcentual en el gasto para el control fronterizo y el número de 
puestos de trabajo de control fronterizo.
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Cuadro 8.3. Estadísticas descriptivas para variables de política

Variables Media

Macroeconómicas

Rezago del PIB de Estados Unidos (millones de dólares de 2000) 7.1705

Rezago del PIB de México (millones de dólares de 2000) 0.42655

Cambio porcentual en el índice del tipo de cambio 1.7

Tasa de desempleo 6.3

Salarios mínimos en México 0.48

Salarios mínimos en Estados Unidos 5.42

Ley de Reforma y Control de la inmigración (irca en inglés)

IRCA (dummy igual a 1 en 1986) 0.74

Número de arrestos 5 258.44

Número de casos 4 084.17

Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan)

TLCAN (dummy igual a 1 en 1994) 0.39

Exportaciones (dólares de 2000) 38 652.7

Importaciones (dólares de 2000) 46 799.99

Balanza comercial -8 147.32

Variables de control fronterizo

Cambio porcentual en el gasto para el control fronterizo 19.1

Número de puestos 19 833

Fuente: elaboración propia con base en varias fuentes de datos: Servicio de Investigación Económica 
del Departamento de Agricultura de Estados Unidos, Anuario Estadístico del Fondo Monetario Inter-
nacional 2002 y 2003, Resúmenes Estadísticos de Estados Unidos (varios años), XII Censo General de 
Población y Vivienda (inegi, 2000), Departamento de Seguridad Nacional de Estados Unidos, Oficina 
del Censo de Estados Unidos y Servicios de Naturalización e Inmigración de Estados Unidos.

Resultados econométricos

En este trabajo se utiliza un modelo logit multinomial para estimar el efec-
to de los factores que determinan la migración internacional y nacional en 
relación con la categoría básica: trabajar en el mercado laboral local. Una 
persona puede elegir entre emigrar a Estados Unidos, emigrar a una loca-
lidad dentro de México pero fuera de su estado de origen, o permanecer 
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en su estado. Se utiliza el procedimiento logístico condicional (clogit) en 
Stata 9, que se ajusta al modelo de elección de McFadden, pero también 
toma en consideración la heterogeneidad no observada a nivel individual 
(Maddala, 1983). Asimismo, se agrupan los errores estándar a nivel hogar, 
puesto que los datos de los individuos se conjuntan con los de los hogares.

Los resultados del modelo logit multinomial se presentan en el cuadro 
8.4. La categoría base es el trabajo local, es decir, la persona trabaja en su 
estado de origen y no trabaja en mercados laborales nacionales o interna-
cionales.

Migración internacional

La migración internacional mostró un efecto cuadrático de la experiencia, 
tanto para los hombres como para las mujeres. En otras palabras, la ex-
periencia como migrante en el extranjero aumentó las probabilidades de 
emigrar a una tasa decreciente. El efecto de un año adicional de experiencia 
sobre la propensión a emigrar es mayor en el caso de las mujeres que en el 
de los hombres. El efecto de los años de experiencia migratoria nacional 
sólo fue signi�cativo para la migración internacional masculina. Este resul-
tado refuerza la teoría de que los emigrantes masculinos primero emigran a 
un destino nacional, antes de emigrar al extranjero (Cornelius, 1992).

Las redes migratorias familiares se diferenciaron por destino (nacional 
o internacional) y por género. El modelo ofrece resultados interesantes so-
bre el efecto que tienen las conexiones familiares de los mercados labora-
les de migrantes sobre la propensión a emigrar, en relación con el hecho 
de permanecer en el mercado asalariado local (cuadro 8.4). El número de 
migrantes internacionales masculinos en el hogar tiene un efecto positivo 
y signi�cativo sobre la migración, tanto de hombres como de mujeres. En 
cambio, la migración internacional de las mujeres no tiene efecto alguno 
sobre la migración femenina, pero sí sobre la masculina. El hecho de que 
haya una mujer migrante en la familia no aumenta la propensión de las 
mujeres a emigrar, puesto que hay demanda local de esa mano de obra. Los 
migrantes nacionales varones sí incrementan la propensión de las mujeres 
a emigrar al extranjero respecto a permanecer en el hogar, pero no tiene un 
efecto signi�cativo sobre la emigración masculina.



Cuadro 8.4. Logit multinomial con efectos fijos condicionados (categoría base: trabajo local)

Total Mujer Hombre

1 2 3 4 5 6

Migración internacional

Constante
-4.429 -4.011 -6.225 -6.708 -4.202 -3.444

(38.99)*** (8.64)*** (10.15)*** (4.33)*** (35.41)*** (7.17)***

Experiencia laboral

Años de experiencia internacional
1.513 1.521 5.698 5.781 1.358 1.371

(18.14)*** (18.33)*** (3.86)*** (3.66)*** (17.80)*** (18.09)***

Años de experiencia internacional al cuadrado
-0.059 -0.059 -0.235 -0.236 -0.052 -0.053

(17.23)*** (17.30)*** (3.81)*** (3.62)*** (16.76)*** (16.84)***

Años de experiencia nacional
0.095 0.112 -0.297 -0.359 0.101 0.121

(1.57) (1.89)* (0.91) (0.99) (1.67)* (2.03)**

Años de experiencia nacional al cuadrado
-0.003 -0.004 0.016 0.02 -0.003 -0.004

(1.11) (1.25) (1.0) (1.11) (1.06) (1.22)

Redes migratorias familiares

Número de mujeres del hogar migrantes 
internacionales en t-1

0.601 0.639 0.609 0.614 0.502 0.551

(2.42)** (2.56)** (1.3) (1.15) (1.78)* (1.94)*

Número de hombres del hogar migrantes 
internacionales en t-1

0.726 0.734 0.562 0.628 0.733 0.735

(7.55)*** (7.48)*** (2.26)* (2.59)*** (7.44)*** (7.25)***



Total Mujer Hombre

1 2 3 4 5 6

Número de mujeres del hogar migrantes 
nacionales en t-1

0.233 0.255 -0.232 -0.235 0.238 0.25

(1.43) (1.55) (0.33) (0.32) (1.31) (1.36)

Número de hombres del hogar migrantes 
nacionales en t-1

-0.06 -0.041 0.51 0.534 -0.187 -0.159

(0.37) (0.25) (1.98)** (2.11)** (0.97) (0.81)

Redes migratorias a nivel localidad

Número de mujeres de la localidad migrantes 
internacionales en t-1

-0.033 .0002248 -0.3 -0.275 -0.068 -0.031

(0.55) (0.00) (1.41) (1.31) (1.07) (0.47)

Número de hombres de la localidad migrantes 
internacionales en t-1

0.061 0.077 0.059 0.073 0.061 0.079

(4.71)*** (5.29)*** (1.77)* (1.93)* (4.87)*** (5.48)***

Número de mujeres de la localidad migrantes 
nacionales en t-1

0.022 0.044 0.073 0.109 0.018 0.042

(0.7) (1.37) (0.83) (1.15) (0.5) (1.19)

Número de hombres de la localidad migrantes 
nacionales en t-1

-0.009 0.008 -0.049 -0.053 -0.004 0.016

(0.37) (0.3) (0.77) (0.78) (0.14) (0.57)

Variables macroeconómicas

PIB de México en t-1
0.004 -0.027 0.004

(1.34) (2.18)** (1.36)

PIB de Estados Unidos en t-1
-.0002452 0.001976 -0.0003218

(-1.41) (2.30)** (-1.9)*

Cambio porcentual en el índice del tipo de 
cambio

0.195 0.631 0.267

(1.36) (0.61) (1.83)*



Total Mujer Hombre

1 2 3 4 5 6

Variables de política

TLCAN

-0.271 0.143 -0.328

(1.76)* (0.3) (2.00)**

Balanza comercial en t-1
-6.75e-06 0.0000768 -0.0000164

(-0.84) (2.25)** (-1.93)*

Cambio porcentual en el gasto para el control 
fronterizo

0.093 -3.386 0.255

(0.49) (2.02)** (1.4)

IRCA

-0.37 -1.599 -0.215

(1.8)* (1.82)* (1.22)

Migración nacional 

Constante
-3.706 -1.385 -3.858 -1.675 -3.631 -1.222

(47.48)*** (4.27)*** (28.01)*** (2.88)*** (41.55)*** (3.30)***

Experiencia laboral

Años de experiencia internacional
-0.253 -0.213 -0.565 -0.469 -0.22 -0.175

(1.47) (1.26) (0.65) (0.55) (1.41) (1.13)

Años de experiencia internacional al cuadrado
0.014 0.013 0.022 0.018 0.013 0.012

(2.00)** (1.84)* (0.58) (0.48) (2.08)** (1.86)*

Continúa cuadro 8.4



Total Mujer Hombre

1 2 3 4 5 6

Años de experiencia nacional
0.961 0.99 1.045 1.065 0.932 0.967

(31.97)*** (34.45)*** (17.27)*** (17.97)*** (30.05)*** (32.96)***

Años de experiencia nacional al cuadrado
-0.038 -0.038 -0.042 -0.042 -0.036 -0.037

(25.74)*** (26.17)*** (14.86)*** (14.82)*** (22.92)*** (23.53)***

Redes migratorias familiares

Número de mujeres del hogar migrantes inter-
nacionales en t-1

0.796 0.951 0.499 0.703 0.956 1.092

(4.79)*** (5.34)*** (1.25) (1.74)* (5.69)*** (5.79)***

Número de hombres del hogar migrantes 
internacionales en t-1

0.183 0.227 0.296 0.35 0.087 0.119

(1.72)* (2.19)** (1.81)* (2.05)** (0.57) (0.86)

Número de mujeres del hogar migrantes 
nacionales en t-1

0.578 0.635 0.701 0.785 0.466 0.505

(5.06)*** (5.15)*** (4.60)*** (4.70)*** (3.46)*** (3.63)***

Número de hombres del hogar migrantes 
nacionales en t-1

0.772 0.847 0.69 0.74 0.799 0.889

(11.07)*** (11.43)*** (5.85)*** (6.12)*** (9.38)*** (9.90)***

Redes migratorias a nivel localidad

Número de mujeres de la localidad migrantes 
internacionales en t-1

-0.033 0.09 0.036 0.153 -0.09 0.034

(0.55) (1.38) (0.37) (1.44) (1.3) (0.46)

Número de hombres de la localidad migrantes 
internacionales en t-1

-0.041 -0.012 -0.025 0.008 -0.05 -0.022

(2.33)** (0.64) (0.8) (0.25) (2.52)** (1.04)

Número de mujeres de la localidad migrantes 
nacionales en t-1

-0.041 0.003 -0.038 -0.003 -0.039 0.01

(1.61) (0.1) (0.95) (0.07) (1.23) (0.31)



Total Mujer Hombre

1 2 3 4 5 6

Número de hombres de la localidad migrantes 
nacionales en t-1

0.042 0.081 0.068 0.107 0.029 0.068

(2.29)** (3.98)*** (2.33)* (3.32)*** (1.29) (2.79)***

Variables macroeconómicas

PIB de México en t-1
0.001 -0.001 0.002

(0.74) (0.27) (1.08)

PIB de Estados Unidos en t-1
-.0004041 -.0002608 -.0004655

(-4.19)*** (-1.44) (-4.40)***

Cambio porcentual en el índice del tipo de 
cambio

0.415 0.41 0.422

(5.04)*** (2.63)*** (4.55)***

Variables de política

TLCAN

-0.444 -0.386 -0.498

(3.83)*** (1.82)* (3.89)***

Balanza comercial en t-1
-.0000322 -.0000222 -.0000372

(-5.55)*** (-2.18)** (-5.53)***

Cambio porcentual en el gasto para el control 
fronterizo

0.067 0.162 0.04

(0.65) (0.75) (0.37)

IRCA

-0.407 -0.401 -0.399

(4.63)*** (2.49)* (4.12)***

Observaciones 174 714 174 714 49 860 49 860 124 854 124 854

Estadísticos z robustos entre paréntesis.
* significativo a 10%; ** significativo a 5%; *** significativo a 1%.
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Las redes migratorias calculadas a nivel localidad revelan la importancia 
de la discriminación de género en las redes, ya que las redes migratorias 
internacionales masculinas son las únicas que resultan estadísticamente 
signi�cativas en el modelo. Por tanto, a nivel localidad (o redes migrato-
rias débiles), la información que generan los migrantes masculinos eleva la 
propensión a emigrar; en cambio, la información de las redes migratorias 
femeninas no afecta de manera importante dicha propensión.

En las columnas 2, 4 y 6 del cuadro 8.4 se presentan los resultados de la 
regresión y se incluyen en el modelo variables macroeconómicas y de polí-
tica; estos resultados muestran que existen diferencias por género. En pri-
mer lugar, un aumento en el pib de México en t-1 reduce la propensión de 
las mujeres a emigrar internacionalmente y no tiene un efecto signi�cativo 
para los hombres. El pib de Estados Unidos en t-1 es positivo y signi�-
cativo sólo para mujeres. Esto puede deberse a que los hombres ya están 
reaccionando a la diferencia salarial entre Estados Unidos y México, mien-
tras que las mujeres apenas van entrando al mercado migratorio. El cambio 
porcentual en el índice del tipo de cambio es signi�cativo y positivo en el 
caso de los hombres y no signi�cativo para las mujeres. El efecto positi-
vo y signi�cativo del tipo de cambio sobre la propensión a la migración 
masculina re�eja la importancia de las remesas. Un aumento en el tipo 
de cambio incrementa el poder adquisitivo del dinero que los migrantes 
envían al hogar.

Las variables de política también muestran efectos distintos por género. 
El tlcan disminuye la migración internacional de los hombres, en rela-
ción con su participación en los mercados de trabajo locales. En teoría, 
el tlcan debería estimular el empleo en el sector manufacturero y en el 
agrícola de exportación, y por lo tanto sería una opción local a la migra-
ción. Los estudios concluyen que la mayoría de los nuevos empleos creados 
por el tlcan estarían en México y no en Estados Unidos (Martin, 2003). Por 
otra parte, la variación en el gasto para el control fronterizo es negativa y 
signi�cativa en el caso de las mujeres, y positiva, aunque no signi�cativa, 
para los hombres. En otras palabras, un aumento en el gasto para el control 
fronterizo disminuye la probabilidad de que haya migración internacional 
femenina. De igual forma, el papel de la irca es negativo y signi�cativo 
para las mujeres, por lo que la probabilidad de migración femenina a desti-
nos internacionales disminuyó en los años posteriores a dicha ley.
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Migración nacional

La migración nacional mostró un efecto cuadrático de la experiencia, tan-
to en los migrantes hombres como en las mujeres. En otras palabras, la 
experiencia como migrante incrementó la probabilidad de emigrar a tasas 
decrecientes. El efecto de un año adicional de experiencia migratoria na-
cional sobre la propensión a emigrar es mayor en el caso de las mujeres que 
en el de los hombres. El efecto de los años de experiencia internacional no 
fue signi�cativo.

De nuevo, las redes migratorias familiares se diferenciaron por destino 
y por género. El modelo presenta resultados interesantes respecto al efecto 
de las conexiones familiares en los mercados nacionales de trabajo sobre 
la propensión a emigrar dentro del país. El número de familiares migran-
tes nacionales, hombres y mujeres, tiene un efecto positivo y signi�cati-
vo sobre la migración nacional tanto masculina como femenina. Ambos 
reaccionan a las redes migratorias nacionales, sin importar el género del 
migrante. Esto di�ere de los resultados que hallamos en el caso de la mi-
gración internacional. Tener un migrante internacional del mismo género 
en el hogar disminuyó la propensión de las mujeres a emigrar al extranjero; 
no ocurre lo mismo en el caso de los migrantes nacionales. No obstante, la 
presencia de migrantes internacionales femeninas tiene un efecto no sig-
ni�cativo sobre la migración nacional femenina, así como las redes migra-
torias internacionales masculinas no tienen un efecto signi�cativo sobre la 
migración nacional masculina.

Las redes migratorias, medidas a nivel localidad, destacan una vez más 
la importancia de las redes migratorias masculinas. Sólo los hombres mi-
grantes nacionales de la localidad generan impactos estadísticamente sig-
ni�cativos. Un incremento en el número de hombres de la localidad en 
las redes migratorias nacionales aumenta la propensión, tanto de hombres 
como de mujeres, a emigrar dentro del país. Por tanto, a nivel localidad 
(o redes migratorias débiles), la información que generan los migrantes 
hombres aumenta la propensión a emigrar, mientras que la información 
generada por las redes migratorias femeninas no afecta signi�cativamente 
la propensión a emigrar dentro del país.

Los resultados del modelo al añadir las variables macroeconómicas y de 
política se presentan en las columnas 2, 4 y 6 del cuadro 8.4. Éstos mues-
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tran que existen diferencias mínimas por género, contrario a lo que ocurre 
con los resultados de la migración internacional. Por otro lado, algunas va-
riables son signi�cativas para todos los modelos. En primer lugar, el coe�-
ciente para el cambio porcentual del índice del tipo de cambio es positivo y 
signi�cativo. Segundo, el tlcan desincentivó la migración nacional tanto 
en hombres como en mujeres, respecto a la participación en los mercados 
de trabajo locales. Este resultado refuerza la hipótesis de que el tlcan au-
mentó la participación en el mercado local. Por último, el impacto de la 
irca es negativamente signi�cativo para ambos géneros; la probabilidad 
de emigrar a destinos nacionales, en comparación con la realización de 
un trabajo local, disminuye en los años posteriores a la puesta en marcha 
de la irca. Aunque la irca es una ley que tiene efectos directos sobre la 
migración hacia Estados Unidos, es posible que también tenga un efecto 
indirecto sobre la migración nacional. Este efecto indirecto podría darse 
mediante el efecto que la irca tiene sobre la migración internacional, es 
decir, negativo debido al incremento en las sanciones impuestas a los em-
pleadores. Si los potenciales migrantes consideran la migración nacional 
como un trampolín para la migración internacional, el riesgo de llegar a 
ser un trabajador indocumentado en Estados Unidos después de la irca 
disminuiría los bene�cios de la migración nacional. Este resultado se trata 
con mayor detalle en el siguiente apartado.

Conclusión y propuestas para trabajos futuros

En resumen, los resultados de las características de la emigración rural 
nacional e internacional indican que la experiencia laboral en ambos des-
tinos tiene un efecto cuadrático, es decir, las personas que poseen mayor 
experiencia laboral en un mercado de trabajo para migrantes tienen más 
probabilidades de continuar en ese trabajo, aunque la propensión decre-
ce a medida que la experiencia aumenta. Un resultado no esperado fue 
el relacionado con el efecto de la propensión de los miembros del hogar 
femeninos a emigrar, si fueron migrantes internacionales en el tiempo t-1, 
ya que fue mayor que el de los migrantes internacionales hombres en el 
hogar; lo mismo ocurrió en el caso de los migrantes nacionales. Este efecto 
parecería contradictorio, pero se puede explicar por el hecho de que las 
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mujeres han mostrado tener redes más extensas que los hombres, una vez 
que se encuentran laborando en el lugar de destino (Ellis, Conway y Bailey, 
1996; Grassmuck y Pessar, 1991; Hondagneu-Sotelo, 1994). Otro resultado 
poco esperado pero consistente es el efecto no signi�cativo de las redes 
migratorias femeninas a nivel localidad. Al parecer, sólo la información 
que generan los hombres tiene un peso importante en las decisiones de 
emigración para ambos géneros.

Los resultados muestran que hay claras diferencias en la forma en que 
las redes migratorias afectan la propensión a emigrar de ambos géneros. 
Por ejemplo, las redes migratorias del género opuesto, a nivel hogar, son 
determinantes más importantes para que una mujer tome la decisión de 
emigrar, que las redes migratorias de su propio género; mientras que para 
los hombres las redes de su mismo género son signi�cativas. Estas diferen-
cias sugieren que, a nivel hogar, los hombres proporcionan información 
más valiosa como red migratoria que las mujeres. A pesar de ello, una vez 
que las mujeres emigran, su experiencia laboral incrementa la propensión 
a emigrar respecto de los hombres. Este resultado sugiere que la experien-
cia adquirida por la emigración tiene un efecto diferente sobre mujeres y 
hombres. ¿Generan las mujeres tipos diferentes de redes como migrantes 
que los hombres?, ¿las mujeres ocupan puestos de trabajo que les ofrecen 
oportunidades distintas a las que los hombres reciben? Una línea de in-
vestigación importante para entender cómo las redes migratorias tienen 
un impacto sobre la propensión a emigrar, que es diferente entre géneros, 
consiste en profundizar en el estudio de las diferentes formas en que se 
utilizan y crean esas redes.

Las diferencias que hay entre hombres y mujeres se deben también a la 
in�uencia de las variables macroeconómicas. Los rezagos del pib de Mé-
xico y de Estados Unidos fueron signi�cativos para las mujeres. Un in-
cremento en el rezago del pib de México disminuye la propensión de las 
mujeres a emigrar a Estados Unidos, mientras que un incremento en el 
rezago del pib de Estados Unidos tiene el efecto opuesto sobre las mujeres. 
Por otro lado, un incremento en el rezago del pib de México no es signi�-
cativo en la propensión a emigrar de los hombres. De lo anterior se in�ere 
que las mujeres responden a las fuerzas de la economía mexicana más que 
los hombres, ya que ellos deciden emigrar sin importar si la economía de 
México está creciendo o no. Este resultado sugiere que el crecimiento eco-
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nómico de México disuade a las mujeres de emigrar hacia Estados Unidos. 
Finalmente, el cambio porcentual del tipo de cambio es positivo y signi�-
cativo para los hombres, mientras que para las mujeres no es signi�cativo. 
Por lo tanto, la propensión a emigrar internacionalmente incrementa para 
los hombres si el poder de compra de las remesas también aumenta, mien-
tras que para las mujeres no tiene ningún efecto. Estos resultados muestran 
que las razones que tienen los hombres para emigrar a un destino interna-
cional son diferentes a las que tienen las mujeres. La razón principal por la 
que los hombres emigran es para enviar remesas y regresar eventualmente 
a su lugar de origen en México, mientras que para las mujeres ésta no es la 
razón principal.

En cuanto a los efectos de los cambios de política, el aumento porcen-
tual en el gasto para el control fronterizo estadounidense resultó positivo 
pero no estadísticamente signi�cativo para los hombres, lo cual indica las 
limitaciones de dicha política para contener la inmigración indocumen-
tada. Por el contrario, el gasto para el control fronterizo tiene un efecto 
negativo y signi�cativo sobre la emigración internacional de mujeres. La 
propensión de las mujeres a emigrar hacia Estados Unidos decrece confor-
me el gasto para el control fronterizo se incrementa. Este resultado indica 
que las mujeres podrían ser más aversas al riesgo de cruzar la frontera que 
los hombres, cuando existen mayores controles fronterizos. Por lo tanto, 
las políticas podrían tener como objetivo indirecto a las mujeres emigran-
tes, las cuales constituyen una pequeña proporción del número total de 
emigrantes.

En contraste, se encontró un efecto consistentemente signi�cativo y ne-
gativo de la irca sobre la emigración rural nacional e internacional tanto 
masculina como femenina. Este resultado es consistente con la investiga-
ción de Phillips y Massey (1999) en la que los salarios de los trabajadores 
indocumentados disminuyeron después de la irca en comparación con 
los de trabajadores documentados, lo que disminuyó los bene�cios de la 
emigración indocumentada hacia Estados Unidos. Asimismo, en otro es-
tudio Chang (2010) encuentra que la irca tuvo un efecto negativo sobre 
la migración internacional. Por otro lado, el resultado di�ere del de otros 
estudios cuya hipótesis es que la irca incrementaría la migración al moti-
var a los migrantes documentados a que sus familiares se fueran con ellos a 
Estados Unidos (Cornelius, 1990). Es posible que el efecto negativo encon-
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trado se deba a que la información de la enhrum no contiene datos acerca 
de individuos que emigraron por motivos personales, sino solamente para 
trabajar.

Existen pocos estudios que documenten los efectos de la irca en la mi-
gración nacional. Los resultados de este artículo indican que es necesario 
realizar más investigaciones en las que se midan los efectos indirectos de la 
irca en relación con este tema.

El tlcan tuvo un efecto negativo y signi�cativo sobre la migración tan-
to internacional como nacional y asimismo tanto para hombres como para 
mujeres. El resultado contrasta con la expectativa de que el Tratado provo-
caría una contracción en la producción de cultivos no competitivos, como 
el maíz, impulsando con ello la emigración rural. Debido a que la produc-
ción de maíz en los hogares rurales ha crecido (Zahniser y Coyle, 2004), 
la expectativa no ha llegado a cumplirse y, en consecuencia, tampoco el 
esperado aumento de la emigración rural.

Un tema pendiente para trabajos futuros sería investigar el resultado 
negativo de la irca sobre la emigración nacional e internacional. El resul-
tado parece contradictorio, pero podría explorarse si se amplía el modelo, 
para incluir a aquellas personas que emigran por motivos no laborales; 
en este caso quizá podría comprenderse mejor el efecto de la irca sobre 
la emigración nacional e internacional. Otro tema adicional para futuras 
investigaciones sería analizar la dinámica del fenómeno migratorio. ¿Sue-
len las personas emigrar primero dentro del país y luego al extranjero? ¿Es 
más probable que las mujeres sigan este patrón que los migrantes hombres? 
Más aún, ¿los varones son los migrantes líderes en el hogar?, ¿son las mu-
jeres de la familia quienes siguen a los migrantes hombres a los mercados 
de trabajo para migrantes? Contestar las preguntas anteriores ayudaría, sin 
duda alguna, a comprender mejor los determinantes y la dinámica de la 
emigración rural mexicana.
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9. EL GÉNERO Y LOS DETERMINANTES  
DE LA MIGRACIÓN INTERNA E INTERNACIONAL:  
EL CASO DEL MÉXICO RURAL*

María de los Ángeles Chávez Alvarado** 

Aslihan Arslan***

Introducción

Durante los últimos veinte años la proporción de mujeres en la población de 
migrantes internacionales ha ido creciendo en el mundo hasta alcanzar 50%. 
De acuerdo con las Naciones Unidas, en 2010 cerca de cien millones de mu-
jeres vivían fuera de su país de nacimiento. En el caso de México, la migra-
ción internacional de áreas rurales se dirige casi por completo hacia Estados 
Unidos y está conformada sobre todo por hombres, a pesar de la creciente 
migración femenina que se ha ido observando (Kanaiaupuni, 2000; Richter y 
Taylor, 2008). Por otro lado, la migración rural nacional o interna, es decir, la 
migración de comunidades rurales hacia las ciudades, es una de las principa-
les características del cambio económico de los países en desarrollo. En algu-
nos países asiáticos, por ejemplo, el número de mujeres que migra al interior 
del país crece más rápido que el de hombres; en Latinoamérica y Filipinas las 
mujeres que migran hacia el interior son tan numerosas como los hombres 
(Lauby y Stark, 1988). México no es la excepción y, desde 1990, la migración 
nacional ha seguido el comportamiento latinoamericano (inegi, 2009).1

* Presentado en el seminario “Desarrollo rural en México: retos y políticas”, organizado 
por el Precesam y reap de la Universidad de California en Davis, El Colegio de México, 
México, 10 y 11 de diciembre de 2012.

  Agradecemos los comentarios de Francesca Bettio y Tiziano Razzolini de la Universi-
dad de Siena.

** Universidad de Siena y Desarrollo y Alimentación Sustentable, A.C. 
*** Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (fao).
1 Es importante señalar que para el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) 

un migrante interno es aquella persona que cambió su residencia habitual de una entidad
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Los cientí�cos sociales, entre los que se encuentran antropólogos y so-
ciólogos, han venido estudiando el fenómeno de la migración como un 
proceso de género y aceptan la diferencia en los comportamientos migra-
torios; no obstante, los economistas apenas comienzan a reconocer que los 
determinantes y las consecuencias de la migración de los hombres no son 
los mismos que los de las mujeres. En los modelos económicos teóricos de 
migración, el género ha sido ignorado y en los modelos econométricos, a lo 
más, ha entrado como una variable de control (Pfei�er et al., 2008; Richter 
y Taylor, 2008; Cerruti y Massey, 2001; Kanaiaupuni, 2000).

No sólo los investigadores académicos sino también los encargados de 
diseñar la política han pasado por alto que la migración es un proce-
so de género, lo cual ha conducido a elaborar políticas migratorias desde 
una perspectiva única (Ghosh, 2009). Como consecuencia, a las mujeres 
migrantes no se les ha reconocido como actores fundamentales del pro-
ceso de migración, de allí que éste no se interprete de manera adecuada y 
por ello se diseñen políticas migratorias inconvenientes para atender las 
consecuencias de esa migración. Si académicos y diseñadores de política 
reconocieran que la migración es un proceso de género e identi�caran los 
diferentes determinantes y consecuencias tanto para hombres como para 
mujeres, sería posible formular políticas migratorias mejor enfocadas y 
más efectivas en términos de desarrollo y bienestar para las dos regiones 
involucradas: la receptora y la expulsora de migrantes.

Una de las limitaciones de la investigación en migración desde el punto 
de vista económico ha sido la falta de datos, en particular, de panel. Puesto 
que la migración es un fenómeno que cambia de dirección y características 
en el tiempo y como respuesta a procesos sociales y naturales, los datos 
de panel son necesarios para investigar las tendencias migratorias y cómo 
éstas di�eren a lo largo del tiempo (Richter y Taylor, 2008). En este capítulo 
se analizan los determinantes de la migración interna e internacional del 
sector rural mexicano, teniendo en cuenta el género y el comportamien-
to durante dos años de observaciones. Usamos datos de panel únicos de 

 federativa de origen a otra de destino. Esta de�nición no coincide del todo con la que 
usamos en este capítulo, pero debido a la carencia de investigación económica en el tema, 
las estadísticas basadas en tal de�nición ofrecen una referencia aproximada a la migración 
interna por género en México
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las dos rondas de la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México (en-
hrum i y enhrum ii). Estas encuestas proporcionan información detallada 
de 2002 y 2007 acerca de las características de los hogares rurales y todas 
sus actividades económicas, así como un amplio módulo de migración. 
Como referencia teórica, nos basamos en la bibliografía referida en la Nue-
va Economía de la Migración Laboral (nelm, por sus siglas en inglés), y 
exploramos cuáles son las decisiones que determinan la migración en el 
contexto del hogar. Con �nes descriptivos y de análisis de los datos usamos 
modelos probit para examinar los factores que explican la probabilidad de 
migrar de hombres y mujeres, por separado, y según su destino migrato-
rio (internacional, es decir, hacia Estados Unidos; o interno o nacional, 
es decir, hacia otras partes de México fuera de la comunidad de origen). 
Además, discutimos cómo han cambiado esos factores entre 2002 y 2007. 
Las diferencias regionales en México en cuanto a los patrones de migración 
son muy signi�cativas (Arslan y Taylor, 2010), por esta razón analizamos 
también su efecto en la migración por género. Nuestra metodología nos 
permite explicar cómo características que no varían en el tiempo, como 
condición indígena y región socioeconómica en que se sitúa el hogar, afec-
tan las decisiones de migración. A pesar de que un modelo de efectos �jos 
tiene ventajas que permiten analizar datos de panel (controlando por he-
terogeneidad no observada), no es posible analizar los efectos de caracte-
rísticas invariantes en el tiempo que pueden contribuir en las decisiones 
de migración. En este trabajo dejamos el análisis de efectos �jos para un 
futuro y nos concentramos en explorar y describir los cambios del proceso 
migratorio rural mexicano con base en variables de corte transversal.

Nos enfocamos especí�camente en responder las siguientes preguntas: 
¿Cuáles son los determinantes de la migración interna e internacional del 
México rural? ¿Cómo di�eren estos factores de acuerdo con el género? 
¿Cómo han cambiado estos determinantes en el tiempo? Nuestros resulta-
dos principales señalan que la edad es un factor que detiene la migración 
masculina internacional en mayor medida que la femenina; sin embargo, 
la edad frena más a las mujeres que a los hombres para migrar al interior 
del país. También encontramos evidencia de que la educación selecciona 
de manera positiva a las mujeres y no tiene signi�cancia estadística para 
la migración internacional de los hombres, aunque selecciona de forma 
positiva a ambos géneros para migrar en el ámbito nacional. En cuanto al 
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estado civil, encontramos evidencia de que es más probable que las mujeres 
casadas migren dentro del país a que lo hagan hacia el extranjero, en este 
caso Estados Unidos, y esta probabilidad aumentó en 2007. Por último, en-
contramos que las redes migratorias tanto internas como internacionales 
son especí�cas de género en ambos años de observación, es decir, las redes 
migratorias masculinas contribuyen de manera positiva a la migración de 
hombres, ya sea interna o internacional, mientras que las redes femeni-
nas in�uyen de manera positiva a la migración de mujeres; pero las redes 
de hombres no contribuyen positiva ni signi�cativamente a la migración de 
mujeres, ni viceversa.

Es importante destacar que si los factores que explican la migración 
di�eren por el género del migrante según su destino y en el tiempo, con-
tribuimos a la literatura basada en la Nueva Economía de la Migración 
Laboral desde una perspectiva de género y con datos novedosos.

El capítulo está organizado de la siguiente forma. En la sección Consi-
deraciones teóricas, describimos el marco teórico; en la sección Literatura 
empírica: el caso de México, hacemos una revisión de los textos empíricos 
existentes con respecto a la investigación sobre migración por género en 
México, desde el punto de vista económico; presentamos las estadísticas 
en la sección Datos y estadísticas descriptivas; y en Análisis econométri-
co y resultados, presentamos resultados de las especi�caciones probit que 
analizan la probabilidad de migrar de hombres y mujeres a los diferentes 
destinos. Por último, presentamos las conclusiones.

Consideraciones teóricas

Los modelos de migración individual basados en la teoría del capital hu-
mano asumen que los individuos toman la decisión de migrar con objeto 
de maximizar su utilidad, en respuesta a diferenciales de ingreso esperados 
entre sectores o países. El ingreso esperado se de�ne como la probabilidad 
de encontrar un empleo en el lugar de destino por el diferencial de ingreso, 
neto de costos (Todaro, 1969). Bajo esta perspectiva, ciertas características 
de capital humano pueden in�uir tanto en los salarios como en la proba-
bilidad de conseguir un empleo una vez que se ha migrado, además de 
afectar los costos de migración (Mora y Taylor, 2006).
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Sin embargo, hasta cierto punto, todos los migrantes potenciales están 
in�uenciados por las necesidades y recursos de sus familias (Lauby y Stark, 
1988). En particular, los hogares de áreas rurales enfrentan restricciones de 
liquidez debido a una gran variedad de fallas de mercado, y una estrategia 
para relajar estas restricciones es enviar a uno o más miembros de la familia 
a trabajar, ya sea en la ciudad o en el extranjero. La nelm señala que no son 
los individuos los que toman una decisión personal para migrar, sino uni-
dades sociales de personas relacionadas, es decir, los hogares. De acuerdo 
con la nelm, los miembros de un hogar actúan en la colectividad no sólo 
para maximizar el ingreso del hogar, sino también para minimizar los ries-
gos del mismo. Los migrantes no pierden los lazos sociales ni económicos 
que los unen a sus hogares de origen. De hecho, actúan como intermedia-
rios �nancieros mediante las remesas que envían a sus hogares de origen, 
y representan una “póliza de seguro” al ofrecer apoyo �nanciero cuando el 
hogar enfrenta eventos adversos (Stark y Bloom, 1985; Stark, 1991).

La cuestión de género, hasta ahora, no ha �gurado de manera destacada 
en ninguno de estos modelos teóricos (Cerruti y Massey, 2001). Por una 
parte, en los modelos de migración basados en la teoría del capital huma-
no, los economistas no han analizado por género las variables clave, tales 
como salarios, costos de la migración y rendimientos de la educación, a 
pesar de que otras ciencias sociales han formulado ya la hipótesis en torno 
a que estas variables son diferentes para hombres y mujeres (Pfei�er et al., 
2008). Por otra parte, la nelm no ha tomado en cuenta los con�ictos de 
género que se pueden presentar en el interior del hogar al tomar la decisión 
de que uno o algunos de sus miembros migren.

Pfei�er et al. (2008) señalan que la literatura ha identi�cado dos tipos 
de modelos de migración de los hogares: modelos de migración de sepa-
ración (split migration) y modelos de migración conjunta ( join migration). 
La migración de separación de�ne la migración de uno o varios miem-
bros del hogar, pero no de todos. En este sentido la composición del hogar 
puede cambiar; no obstante, el hogar sobrevive como una unidad social y 
económica en el área expulsora de migrantes. Los modelos de migración 
conjunta consideran el caso en el que el hogar entero migra y su ubica-
ción cambia; como consecuencia, la migración conjunta posee di�cultades 
inherentes para que se puedan llevar a cabo investigaciones aplicadas, ya 
que requiere que se siga a estos hogares hasta el lugar de destino.
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Dadas las di�cultades involucradas en el análisis de la migración con-
junta, la mayor parte de la investigación empírica, incluida la realizada en 
el marco de la nelm, se enfoca en la migración de separación. En este capí-
tulo tomamos la nelm como marco conceptual ya que, además de ajustarse 
a las características de la mayoría de los hogares rurales de México, los 
datos de que disponemos para esta investigación cubren hogares involu-
crados en la migración de separación.

Literatura empírica: el caso de México

La incorporación del género en las investigaciones sobre la migración 
desde el punto de vista económico es reciente, como lo mencionamos an-
tes; no obstante, para el caso de la migración en México, estudios previos 
muestran ya algún avance en el tema. Richter y Taylor (2008) analizan la 
dinámica de género en la migración internacional del México rural hacia 
Estados Unidos, los determinantes de dicha migración, así como los im-
pactos macroeconómicos y los de las políticas migratorias. Richter y Taylor 
(2008) encuentran indicadores de que el incremento de los costos para 
cruzar la frontera detiene signi�cativamente la migración de las mujeres, 
pero no la de los hombres. Los autores también encontraron que es menos 
probable que las mujeres migren hacia Estados Unidos, y también que la 
migración internacional selecciona de forma diferente respecto al capital 
humano de ambos géneros. Por ejemplo, la edad frena un poco más la mi-
gración internacional de los hombres que de las mujeres; la escolaridad 
está positivamente asociada con la migración internacional de las mujeres, 
pero no con la de los hombres. Respecto a las redes migratorias, Richter y 
Taylor (2008) encontraron evidencia de que los efectos de éstas son espe-
cí�cos de género; no obstante, las redes femeninas también son altamente 
signi�cativas para explicar la migración masculina.

Kanaiaupuni (2000) utiliza datos de 1999 recolectados por el Proyecto 
de Migración Mexicana (mmp, por sus siglas en inglés), el cual se concen-
tra en proveer información sobre áreas de alta migración. Kanaiaupuni 
(2000) analiza las decisiones de migración dentro de un contexto de ins-
tituciones sociales y económicas que re�ejan particulares relaciones de 
género, es decir, entre individuos, en el interior de las familias y a nivel 
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macro para diferentes estructuras comunitarias y en redes migratorias. Al 
igual que Richter y Taylor (2008), Kanaiaupuni (2000) encuentra que las 
mujeres pueden migrar a una edad más avanzada que los hombres, y que 
la migración internacional selecciona positivamente a las mujeres respec-
to de la educación, pero no a los hombres. Además, Kanaiaupuni (2000) 
encuentra que es más probable que emigren las mujeres solteras que las 
casadas, y que la probabilidad de que los hombres migren aumenta con 
el número de niños en el hogar, mientras que esta relación no se observa 
para las mujeres. Otros hallazgos relevantes son que la posesión de tierra 
agrícola disminuye la probabilidad de migrar de las mujeres; asimismo, la 
propiedad de un negocio desalienta la migración tanto de hombres como 
de mujeres.

Por su parte, Cerruti y Massey (2001) consideran diferencias de géne-
ro en el comportamiento migratorio y se enfocan en responder cuándo 
hombres y mujeres migran en relación con otros miembros de la familia. 
Ellos también usan datos del mmp de 1983 y del periodo 1986-1996, y en-
cuentran que sólo una minoría de las mujeres que emigraron lo hizo de 
manera independiente, es decir, en la mayoría de los hogares los hombres 
migran primero y las mujeres siguen a sus padres o esposos. Cerruti y Mas-
sey (2001) concluyen que, en general, la mayoría de las mujeres mexicanas 
comienzan a migrar por razones familiares más que por consideraciones 
de trabajo. Para los hombres, por otro lado, el trabajo es la principal moti-
vación para dejar su comunidad de origen.

Los autores antes citados en este apartado están de acuerdo en que los 
patrones y razones de la migración que alientan a mujeres y hombres a 
migrar son diferentes. En el caso mexicano, la escasa literatura sobre la mi-
gración por género se ha enfocado sólo en el contexto internacional, sin 
poner atención en la migración interna o nacional. Bajo la premisa de que 
los patrones de la migración internacional pueden ser diferentes de los de 
la migración nacional, tanto para hombres como para mujeres, en este ca-
pítulo consideramos el análisis de los determinantes de estos dos tipos de 
migración para ambos géneros en el contexto del sector rural mexicano. 
De esta forma contribuimos al análisis de la migración como un proceso 
de género.
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Datos y estadísticas descriptivas

Los datos

En este capítulo usamos datos de panel únicos recabados durante las dos 
rondas de la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México: enhrum i y 
enhrum ii. Estas encuestas fueron llevadas a cabo en 2003 y 2008, y am-
bas proveen información sobre individuos y sus hogares, de 2002 y 2007, 
respectivamente. La muestra cubre 80 localidades, en 14 estados del país, 
distribuidas en las cinco regiones económicas de México: centro, cen-
tro-occidente, noroeste, noreste y sur-sureste. Los datos de 2002 incluyen 
11 187 individuos pertenecientes a 1 765 hogares (en promedio 22 hogares 
por localidad), y los datos de 2007 incluyen 11 445 individuos en 1 543 ho-
gares (en promedio 19 hogares por localidad). En 2007 se presentó una 
tasa de no respuesta de hogares de 12.6 por ciento.

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) realizó el diseño 
muestral de la enhrum con el objetivo de proveer información estadísti-
camente aceptable y representativa del sector rural de México.2 Debido al 
diseño muestral de la enhrum (estrati�cado y con selección aleatoria de 
localidades y hogares) fue posible incluir en la muestra localidades con 
distintos niveles de migración, tanto interna como internacional. De esta 
forma, a diferencia de la encuesta del mmp, que como ya se mencionó, 
sólo se concentra en zonas de alta migración internacional, los datos de la 
 enhrum tienen la ventaja de proveer información diversa y variada respec-
to de las características de la población rural de México.

Las dos rondas de encuestas enhrum incluyen información detallada 
sobre los hogares y sus miembros: características sociodemográ�cas, un 
amplio módulo de migración, activos del hogar y todas las actividades eco-
nómicas. Los datos sociodemográ�cos y de migración incluyen informa-
ción para tres grupos de individuos: 1) el(la) jefe(a) del hogar y su cónyuge; 
2) todos los hijos del(a) jefe(a) del hogar y su cónyuge, y 3) otros individuos 
(por ejemplo, nietos, sobrinos, etcétera) que vivieron en el hogar durante el 

2 El inegi de�ne como “sector rural” a aquél con localidades con menos de 2 500 habitantes. 
Por razones de costo y factibilidad, localidades con menos de 500 habitantes no fueron 
incluidas en la encuesta; sin embargo, la muestra �nal es representativa de más de 80% de 
la población rural de México.
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año de referencia de cada encuesta, es decir, 2002 para la enhrum i y 2007 
para la enhrum ii. Para todas las personas incluidas en los tres grupos 
mencionados se recabó información sobre cuántos meses vivieron en el 
hogar y, en caso de no haber vivido allí los 12 meses del año de referen-
cia, también se indagó dónde vivieron el resto del año la mayor parte del 
tiempo: en la localidad, fuera de la localidad en otras partes de México o 
en Estados Unidos.

Las encuestas también proporcionan datos retrospectivos sobre trabajo 
y migración de los individuos con edades de 15 años y más: de 1980 a 
2002 en la enhrum i y de 1990 a 2007 en la enhrum ii. Estos datos con-
tienen información acerca del lugar de trabajo (en la localidad, fuera de 
la localidad en otras partes de México o en Estados Unidos) y del sector 
(agrícola o no agrícola). Además, para las personas que trabajaron en 2002 
y 2007, la enhrum reporta los meses trabajados durante esos años. Con base 
en la información mencionada, en este trabajo se de�nen como migrantes 
internacionales las personas que trabajaron o vivieron al menos un mes 
en Estados Unidos durante el año de referencia de cada encuesta, y como 
migrantes nacionales a las personas que trabajaron o vivieron al menos un 
mes fuera de la localidad en otras partes de México.

Estadísticas descriptivas

Siguiendo la nelm incluimos en el análisis tres tipos de variables que pue-
den in�uenciar la decisión de migración: variables a nivel de individuo, a 
nivel de hogar y a nivel de localidad. Puesto que nuestro objetivo es ex-
plorar diferencias en patrones y determinantes de migración por género, 
hemos construido las variables para hombres y mujeres por separado.

En los cuadros 9.1 y 9.2 se presentan los promedios muestrales de los 
tres tipos de variables mencionados. En el cuadro 9.1 se comparan las es-
tadísticas de las variables asociadas a la migración internacional o hacia 
Estados Unidos de hombres versus la de mujeres en 2002 y 2007, y en el 
cuadro 9.2 se comparan las estadísticas correspondientes a la migración 
interna o nacional.
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Migración internacional o hacia Estados Unidos en 2002 y 2007

En el cuadro 9.1 se observa que, en ambos años de referencia, el porcentaje 
de hombres que migraron hacia Estados Unidos es signi�cativamente más 
alto que el de mujeres: 15.9% versus 5.4% en 2002, y 17.4% comparado con 
7.5% en 2007. Como se observa, estos porcentajes se incrementaron de 
2002 a 2007 para ambos sexos; sin embargo, el mayor aumento se registró 
para la migración femenina con 2.1 puntos porcentuales comparado con 
1.8 para la migración masculina. 

Variables a nivel de individuo

Las variables por individuo, utilizadas como proxies de capital humano, 
incluyen edad, años de escolaridad completada y estado civil. Este último 
está de�nido como una variable dicotómica igual a 1 si el individuo es ca-
sado y 0 en otro caso. Con el propósito de no incluir a niños en el análisis 
de la investigación, estas variables se construyeron con datos de personas de 
15 años y más.

En el cuadro 9.1 se observa que en 2002, los hombres migrantes in-
ternacionales reportaron una edad promedio de 32 años y las mujeres de 
31.6, aunque la diferencia no fue signi�cativa. En 2007, los hombres repor-
taron un promedio de 33.7 años y las mujeres de 35.1, esta vez la diferen-
cia resultó estadísticamente signi�cativa. En cuanto a la escolaridad de los 
migrantes, tanto en 2002 como en 2007 las mujeres migrantes en Estados 
Unidos tenían signi�cativamente mayor número de años de escolaridad 
que los hombres. En 2002, las mujeres habían completado en promedio 
7.4 años de escolaridad y los hombres, 6.8; y en 2007, el promedio fue de 7.9 
años de escolaridad completada para mujeres y 7.2 para hombres. En cuanto 
al estado civil de los migrantes internacionales, la proporción de mujeres 
casadas es mayor que la de los hombres en ambos años de observación: en 
2002, 65% de los hombres y 72% de las mujeres reportaron ser casados; y, 
en 2007, 58% de los hombres y 69% de las mujeres eran casados(as). Estas 
diferencias son signi�cativas en los dos años de observación y, como se 
observa, los porcentajes disminuyen de 2002 a 2007, tanto para hombres 
como para mujeres.
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Variables a nivel de hogar

Este tipo de variables incluye el número promedio de niños (individuos me-
nores de 15 años) en el hogar, el número promedio de personas de 65 años y 
más, el promedio de educación de todos los miembros del hogar (sin incluir 
a los migrantes), la experiencia migratoria acumulada por los miembros del 
hogar hacia ambos destinos, un índice de activos y una variable para carac-
terizar los hogares por su condición de etnicidad (esta variable es igual a 1 si 
el jefe del hogar habla alguna lengua indígena, 0 en otro caso).

En el cuadro 9.1 se reporta que en los hogares de origen de los migran-
tes internacionales hombres, el número promedio de niños es mayor que 
el de los hogares de origen de las mujeres migrantes y esta diferencia es 
estadísticamente signi�cativa. También se observa que de 2002 a 2007 el 
promedio de esta variable disminuyó tanto para hombres como para muje-
res: en 2002 se reporta un promedio de 1.1 niños en el caso de los hombres 
versus 0.9 niños por hogar en el caso de las mujeres migrantes; y, en 2007, 
0.8 versus 0.5, respectivamente.

El número promedio de personas de 65 años y más por hogar presenta 
una diferencia estadísticamente signi�cativa en los hogares con migrantes 
internacionales sólo en 2007. En este año el promedio de la variable para la 
migración internacional fue mayor para las mujeres que para los hombres: 
0.8 comparado con 0.6, respectivamente.

El promedio de educación del hogar se re�ere al promedio de años de 
escolaridad completados de todos los miembros del hogar de 15 años y más 
(sin considerar al migrante en cuestión). La diferencia en el promedio de 
educación del hogar entre los hogares que cuentan con migrantes internacio-
nales hombres y los que cuentan con migrantes internacionales mujeres es 
signi�cativa sólo en 2007, ya que el promedio para los hogares con migración 
masculina fue de 5.1 años y el de los hogares con migración femenina, de 4.6.

Para construir la variable de experiencia migratoria internacional de los 
hogares usamos cinco años de datos retrospectivos de las historias de tra-
bajo individual, es decir, de 1997 a 2001 para datos de 2002, y de 2002 
a 2006 para datos de 2007.3 De�nimos la experiencia migratoria interna-

3 Usamos sólo los últimos cinco años de historia migratoria ya que creemos que el efecto de 
experiencia previa se debilita a lo largo del tiempo y es menos probable que afecte el com-
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cional del hogar como el número total de años acumulados por los mi-
grantes y miembros del hogar que trabajaron en Estados Unidos durante 
los periodos de referencia. La experiencia migratoria interna se de�ne, de 
manera similar, como el total de años acumulados por los miembros y mi-
grantes del hogar que trabajaron fuera de la localidad, en otras partes de 
México, durante los cinco años de referencia. El cuadro 9.1 muestra que 
los hogares con migración internacional femenina han acumulado mayor 
número de años de experiencia migratoria internacional (9.5 años) que 
los hogares con migración masculina (9.2 años); aunque la diferencia es 
estadísticamente signi�cativa sólo en 2007. En este año los hogares con 
migrantes internacionales mujeres tenían un promedio de 13.3 años de ex-
periencia migratoria internacional acumulada, mientras que los hogares 
con migrantes internacionales hombres tenían sólo 11.8 años. La experien-
cia en migración interna o nacional muestra un patrón opuesto al de la 
experiencia internacional en los dos años analizados; sin embargo, no hay 
signi�cancia estadística en estas diferencias.

El índice de activos se construyó con base en el análisis de componen-
tes principales. Se incluyeron características de la vivienda, tales como nú-
mero de habitaciones, servicios (teléfono �jo, agua potable y electricidad), 
tipo de propiedad de la vivienda (rentada o propia), valor de los activos 
durables (vehículos, maquinaria agrícola y activos de negocios propios), 
valor del ganado y el de la tierra. El cuadro 9.1 muestra que, en ambos años 
de referencia, el índice de activos es mayor para los hogares con migración 
femenina que para los hogares con migración masculina, y la diferencia es 
estadísticamente signi�cativa en los dos años.

Por último, la proporción de hogares cuyo jefe es hablante de una lengua 
indígena es más grande en 2007 para hogares con migración internacional 
masculina que para hogares con migración internacional femenina.

Variables a nivel de localidad

Las variables a nivel de localidad incluyen redes de migrantes nacionales e 
internacionales por género. Mediante la construcción de redes por género 

portamiento migratorio actual. Esta de�nición también nos permite minimizar el efecto 
de recall bias, el cual es probable que empeore conforme uno retrocede.
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tratamos de capturar el �ujo de información que llega a la localidad, para 
hombres y mujeres por separado, sobre el proceso de migración, ya sea 
internacional o hacia el interior del país. Dicha información es adicional 
a la que puedan proveer, por medio de la experiencia migratoria, quienes 
hayan sido migrantes en el hogar. Además, al construir las redes migrato-
rias por género captamos información que puede perderse si considera-
mos redes generales, es decir, redes que agrupen a hombres y mujeres. Por 
ejemplo, si un hogar sólo cuenta con hombres migrantes, la información y 
ayuda que ellos proporcionan a las mujeres del hogar puede ser diferente 
o incompleta si se compara con la que una mujer migrante proporciona-
ría (Richter y Taylor, 2008). Esta información puede ser recogida en otros 
hogares de la localidad que ya cuenten con algún miembro del hogar mi-
grante de sexo femenino.

Las redes locales masculinas de migrantes internacionales se constru-
yeron como el porcentaje de hogares de la muestra de cada localidad que 
contaba con al menos un migrante internacional hombre, excluyendo al 
hogar al que pertenecían el o los migrantes en cuestión, para así evitar que 
un hogar fuera su propia red en la localidad. El resto de las variables de re-
des a nivel de localidad (redes femeninas internacionales, redes masculinas 
nacionales y redes femeninas nacionales) se construyeron de forma similar.

En el cuadro 9.1 se observa que en 2002 las redes masculinas interna-
cionales fueron signi�cativamente mayores para los migrantes internacio-
nales hombres que para las mujeres (42.6% versus 37.7%); y ya para 2007 
las magnitudes de esta variable, además de aumentar, se invirtieron (las 
redes masculinas internacionales son mayores para las mujeres que para 
los hombres); sin embargo, no se presenta signi�cancia estadística en la 
diferencia. Las redes femeninas internacionales resultaron más grandes 
para las mujeres que para los hombres en ambos años de referencia y esta 
diferencia resultó estadísticamente signi�cativa. Por ejemplo, en 2002 las 
localidades de donde procedían los hombres migrantes internacionales 
contaban con una red femenina de sólo 15%, mientras que en las locali-
dades de donde procedían las mujeres la red era de 21.1%; en 2007, estas 
magnitudes fueron de 22.4 y 28.3%, respectivamente. Las internas o nacio-
nales, ya sean masculinas o femeninas, reportaron diferencias signi�cati-
vas en sus medias sólo en 2007, y en ambos casos las magnitudes fueron 
mayores para los hombres que para las mujeres.
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Migración interna o nacional en 2002 y 2007

En el cuadro 9.2 se presentan las estadísticas descriptivas por género sobre 
la migración nacional o interna en 2002 y 2007. En este cuadro se advierte 
que el porcentaje de mujeres migrantes es más alto que el de hombres en 
ambos años de observación, pero la diferencia es signi�cativa sólo en 2007; 
en ese año, las mujeres migrantes constituyeron 20.1% del total de mujeres 
de la muestra y los hombres, 16.9 por ciento.

Variables a nivel de individuo

La edad promedio de los migrantes nacionales hombres se reportó de 32.4 
años en 2002 y 34.6 en 2007; y la edad promedio de las mujeres migrantes 
nacionales, de 31 años en 2002 y 33.1 en 2007. Como se observa, las mu-
jeres migrantes nacionales informaron ser, en promedio, más jóvenes que 
los hombres. Las diferencias en esta variable resultaron estadísticamente 
signi�cativas en ambos años.

En el caso de la migración nacional, la diferencia en el promedio de 
años de escolaridad entre hombres y mujeres migrantes no es signi�cati-
va. Aunque llama la atención la diferencia de esta variable entre migran-
tes nacionales e internacionales, ya que en los hombres la escolaridad de 
los migrantes internacionales es menor que la de los migrantes nacio-
nales,4 mientras que en las mujeres el promedio de escolaridad es casi 
similar para las migrantes en ambos destinos. Por ejemplo, en 2007 el 
número promedio de años de escolaridad de los migrantes internacio-
nales hombres fue de 7.2 (cuadro 9.1) comparado con 8.1 de los migran-
tes nacionales hombres (cuadro 9.2), mientras que las mujeres en ambos 
destinos migratorios reportaron 7.9 años de escolaridad terminada (cua-
dros 9.1 y 9.2).

4 No se reporta en este capítulo, sin embargo, se hizo la prueba t de diferencia de medias 
y la diferencia entre la escolaridad de los migrantes nacionales hombres y los migrantes 
internacionales hombres resultó estadísticamente signi�cativa, no así la de las mujeres.
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Cuadro 9.1. Estadísticas descriptivas de migración internacional o hacia Estados Unidos en 2002 y 2007
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Número total  
de observaciones
(individuos de 15 
años y más)

8 187 4 051 4 136 9 066 4 422 4 644

Número  
de migrantes

870 645 225 1 109 763 346

Porcentaje
respecto del total 
de observaciones

10.6 15.9 5.4 15.6124 12.2 17.3 7.5 14.4012

Variables explicativas a nivel de individuo

Edad 31.9 32.0 31.6 0.5263  34.0 33.6 35.1 -2.1203

Años de escolari-
dad completada

7.0 6.8 7.4 -2.2718 7.4 7.2 7.9 -3.6784

Estado civil 0.64 0.61 0.72 -3.0269 0.62 0.58 0.69 -3.3867

A nivel de hogar

Número promedio 
de niños

1.1 1.1 0.9 2.0111 0.7 0.8 0.5 3.3341

Número promedio 
de personas de 65 
años y más

0.5 0.5 0.5 -0.5107 0.7 0.6 0.8 -3.1046

Promedio de edu-
cación del hogar

4.5 4.6 4.3 1.1335 5.0 5.1 4.6 2.4599

Experiencia  
migratoria
internacional

9.3 9.2 9.5 -0.6168 12.3 11.8 13.3 -2.4139

Experiencia  
migratoria
interna o nacional

2.1 2.2 1.9 1.0297 2.5 2.6 2.3 1.0312

Índice de activos 0.9 0.8 1.2 3.5385 0.6 0.5 0.8 -3.0865
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Jefe del hogar 
que habla lengua 
indígena (1 = sí)

0.07 0.07 0.05 1.0029 0.07 0.09 0.04 3.1880

A nivel de localidad (% de hogares con al menos un migrante)

Redes masculinas 
internacionales

41.3 42.6 37.7 2.9106 43.9 43.8 44.1 -0.1581

Redes femeninas 
internacionales

16.5 15.0 21.1 -6.2813 24.3 22.4 28.3 -4.6757

Redes masculinas 
internas
o nacionales

19.1 18.8 20.0 -1.1208 22.5 23.9 19.4 4.8021

Redes femeninas 
internas
o nacionales

25.1 25.0 25.3 -0.2766 32.2 32.9 30.8 2.3662

Fuente: enhrum i y enhrum ii.

Respecto a la variable de estado civil, a diferencia de la migración in-
ternacional (cuadro 9.1), en el cuadro 9.2 se observa que la proporción de 
hombres y mujeres migrantes nacionales casados es muy similar, así que las 
diferencias no son signi�cativas y no cambian de un año a otro: 60% de los 
hombres migrantes nacionales eran casados (en 2002 y en 2007) versus 63 
y 65% de las mujeres (en 2002 y 2007, respectivamente).

Variables a nivel de hogar

El número promedio de niños por hogar, el número promedio de personas 
de 65 años y más y el promedio de educación del hogar no reportaron 
diferencias signi�cativas entre migrantes nacionales hombres y migrantes 
nacionales mujeres en ninguno de los dos años estudiados. Además, los 
promedios fueron similares a los que presentó la migración internacional.

En cuanto a la experiencia migratoria, la experiencia internacional es 
mayor en las mujeres que en los hombres migrantes nacionales; y, por el 
contrario, la experiencia nacional que poseen los hombres es mayor que la 
de las mujeres. Para las dos variables las diferencias son estadísticamente 
signi�cativas y se mantiene la relación de orden en ambos años.
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Cuadro 9.2. Estadísticas descriptivas de migración interna o nacional en 2002 y 2007

2002 2007

Variables To
d

o
s

H
o

m
b

re
s

M
u

je
re

s

Es
ta

d
ís

ti
co

 t

To
d

o
s

H
o

m
b

re
s

M
u

je
re

s

Es
ta

d
ís

ti
co

 t

Número total  
de observaciones 
(individuos de 15 
años y más)

8 187 4 051 4 136 9 066 4 422 4 644  

Número de 
migrantes

1 465 711 754 1 684 749 935  

Porcentaje  
respecto del total  
de observaciones

17.9 17.6 18.2 -0.8013 18.6 16.9 20.1 -3.9134

Variables explicativas a nivel de individuo

Edad 31.7 32.4 31.0 2.3068 33.6 34.6 33.1 2.4524

Años de escola-
ridad completada

7.3 7.4 7.3 0.5636 8.0 8.1 7.9 1.3575

Estado civil 0.62 0.60 0.63 -1.0464 0.63 0.60 0.65 -1.8394

A nivel de hogar

Número prome-
dio de niños

1.1 1.1 1.1 0.8731 0.7 0.8 0.7 1.6114

Número prome-
dio de personas 
de 65 años y más

0.6 0.5 0.6 -1.0133 0.7 0.7 0.7 -0.7038

Promedio  
de educación  
del hogar

4.4 4.5 4.3 1.8709 4.9 4.9 4.9 0.5376

Experiencia 
migratoria  
internacional

2.0 1.6 2.5 -4.6259 2.6 2.0 3.1 -4.1676

Experiencia mi-
gratoria interna  
o nacional

6.8 7.2 6.5 1.9958 7.8 8.6 7.1 3.6977

Índice de activos -0.2 -0.3 -0.1 -3.3040 -0.04 -0.11 0.01 -2.0520
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Jefe del hogar 
que habla lengua 
indígena (1 = sí)

0.27 0.29 0.24 2.2763 0.28 0.32 0.24 3.6072

A nivel de localidad (% de hogares con al menos un migrante)

Redes masculinas 
internacionales

18.9 15.3 22.3 -6.6803 24.3 21.5 26.5 -5.1965

Redes femeninas 
internacionales

7.3 6.4 8.1 -3.1073 10.1 8.6 11.5 -4.6081

Redes masculinas 
internas  
o nacionales

33.9 36.0 31.9 4.2847 34.7 37.2 32.7 5.6440

Redes femeninas 
internas  
o nacionales

30.1 28.7 31.5 -3.4552 38.0 36.2 39.4 -3.5858

Fuente: enhrum i y enhrum ii.

El índice de activos en el caso de migración nacional reporta diferencias 
estadísticamente signi�cativas entre hombres y mujeres en ambos años de 
observación, aunque contrario a la migración internacional (cuadro 9.1) y 
a excepción de una, todas las magnitudes son negativas.

Por último, la proporción de hogares cuyo jefe es hablante de lengua 
indígena es signi�cativamente más grande para los migrantes nacionales 
hombres que para las mujeres: 0.29 versus 0.24 en 2002, y 0.32 versus 0.24 
en 2007. Destaca que, en comparación con la migración internacional, es-
tas proporciones son mayores. Para la migración internacional la propor-
ción de hogares con jefe que habla una lengua indígena no llega a 0.1 en 
ningún caso.

Variables a nivel de localidad

En cuanto a las redes de migrantes por género, en el cuadro 9.2 resaltan 
las diferencias signi�cativas entre hombres y mujeres migrantes nacionales 
para las cuatro variables, y, de 2002 a 2007, un aumento de las redes feme-
ninas internas o nacionales de casi 8 puntos porcentuales (de 28.7 en 2002 
a 36.2 en 2007 para los hombres y de 31.5 en 2002 a 39.4 en 2007, para las 
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mujeres), en comparación con el incremento en las redes masculinas inter-
nas de a lo más 1.2 puntos porcentuales.

En resumen, las estadísticas descriptivas muestran que existen diferen-
cias signi�cativas entre la migración femenina y la masculina hacia los di-
ferentes destinos, y estas diferencias han cambiado a lo largo del tiempo. 
Las estadísticas que presentamos respaldan la hipótesis de que los determi-
nantes de la migración no sólo di�eren entre destinos, sino también entre 
géneros. En el siguiente apartado, mediante especi�caciones probit, explo-
ramos y analizamos si estas diferencias basadas en medias condicionales 
aún se mantienen en un análisis multivariado de decisión de migración 
por género y destino.

Análisis econométrico y resultados

Con objeto de explorar los factores que explican las decisiones de mi-
gración de hombres y mujeres, por separado, de acuerdo con el destino 
y en el tiempo, empleamos especi�caciones probit. Con datos de 2002 y 
2007 estimamos la probabilidad de que 1) las mujeres migren al extran-
jero; 2) los hombres migren al exterior del país; 3) las mujeres migren 
al interior del país, y 4) los hombres migren a otros lugares del interior. 
Esto es,

 
p y X XPr[ 1 ] ( )i i

g d
i i

,
0 βββ= = = Φ +

donde y 1i
g d, =  si el individuo i de género g ( g = masculino, femenino) es 

un migrante en el destino d (d = nacional, internacional), 0 de otro modo; 
X

i
 = (I

i 
, H

i 
, C

i 
, R

i
 ) es el vector de variables explicativas que incluye: varia-

bles a nivel de individuo (I
i
 ), de hogar (H

i
 ), de localidad (C

i
 ) y un grupo de 

variables dicotómicas que indican la región geográ�ca de México donde se 
sitúa el hogar al que pertenecen los migrantes. (.)Φ  es la función acumula-
tiva de una distribución normal estándar; 0β  y ββ  son parámetros.
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Resultados

En el cuadro 9.3 se reportan los efectos marginales estimados de las pro-
babilidades predichas de migrar al extranjero de hombres y mujeres en 
2002 y 2007, y en el cuadro 9.4 se presenta este mismo tipo de resultados 
para la migración nacional. Las columnas en estos cuadros corresponden 
a las estimaciones por año y por género y los renglones a los cuatro gru-
pos de variables explicativas de�nidas en el párrafo anterior. Los errores 
estándar en todos los modelos probit se agruparon a nivel de localidad 
para controlar por el error de correlación entre los individuos de la misma 
localidad.

Variables a nivel individual

En general, las características individuales de hombres y mujeres mani�es-
tan un efecto signi�cativo en la probabilidad de migrar tanto hacia Estados 
Unidos (cuadro 9.3) como al interior del país (cuadro 9.4), en ambos años 
de observación; con excepción de la variable de años de escolaridad de 
los hombres migrantes internacionales en 2002 y 2007 y el estado civil de las 
mujeres migrantes internacionales en 2007.

En todos los casos, es decir, en los dos años de observación y tanto para 
la migración internacional (cuadro 9.3) como nacional (cuadro 9.4) de 
hombres y mujeres, el efecto marginal de la edad es negativo; un año más 
de edad disminuye la probabilidad de migración de personas de ambos 
sexos y hacia ambos destinos. No obstante, para las mujeres el efecto mar-
ginal en la probabilidad de ser migrante internacional es menos negativo 
que para los hombres (cuadro 9.3): en 2002 un año más de edad disminuye 
la probabilidad de migrar hacia Estados Unidos de las mujeres en -0.0008 
contra -0.0038 de los hombres; y, con datos de 2007, esta disminución es de 
-0.0009 para las mujeres contra -0.0047 para los hombres. Este resultado 
concuerda con los de los textos que señalan que la edad frena la migración 
internacional en mayor medida para los hombres (Richter y Taylor, 2008; 
Kanaiaupuni, 2000). Por el contrario, en el caso de la migración nacional 
(cuadro 9.4) el efecto marginal de la edad es menos negativo para los hom-
bres que para las mujeres; para éstas el efecto se mantuvo constante de 2002 
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a 2007. Los efectos marginales son los siguientes: -0.0036 para hombres 
versus -0.0051 para mujeres en 2002 y -0.0025 para hombres versus -0.0050 
para mujeres en 2007. Es decir, respecto a la probabilidad de migrar al 
interior del país, la edad detiene más a mujeres que a hombres. Por último, 
para las mujeres un año más de edad afecta en mayor medida la migración 
nacional que la internacional.

La escolaridad reportó un efecto marginal positivo y signi�cativo en la 
probabilidad de que las mujeres migren al extranjero (cuadro 9.3): en 2002, 
un año más de educación incrementaba la probabilidad de que una mujer 
migrara hacia Estados Unidos en 0.0018 y en 2007, en 0.0032. Para la pro-
babilidad de que los hombres migren al extranjero, como ya se mencionó, 
no se presentó un efecto signi�cativo. Estos resultados respaldan los en-
contrados por Richter y Taylor (2008) y Kanaiaupuni (2000). En cuanto 
a la probabilidad de migrar al interior (cuadro 9.4), encontramos que el 
efecto marginal de la escolaridad es signi�cativo y positivo para ambos gé-
neros en los dos años de observación; no obstante, de un año a otro dicho 
efecto cambió de ser mayor para las mujeres en 2002 a ser mayor para los 
hombres en 2007: en 2002 era 0.0132 para mujeres comparado con 0.0106 
para hombres, y en 2007 era de 0.0131 para hombres versus 0.0110 para 
mujeres.

La variable estado civil también reportó un efecto marginal positivo y 
signi�cativo en la probabilidad de migrar tanto de hombres como de mu-
jeres hacia ambos destinos (con excepción de la migración internacional 
de mujeres en 2007). La magnitud de tal efecto es mayor para los migrantes 
nacionales de ambos géneros que para los migrantes internacionales, es 
decir, casarse incrementa en mayor medida la probabilidad, tanto de hom-
bres como de mujeres, de migrar al interior que de migrar al extranjero. 
Cabe resaltar que para las mujeres la diferencia de los efectos marginales 
entre la migración nacional y la internacional es dramática en ambos años. 
Por ejemplo, en 2002, para una mujer casada la probabilidad de migrar ha-
cia el interior del país aumentaba 0.0597 (cuadro 9.4), mientras que dicho 
aumento en la probabilidad de migrar hacia Estados Unidos era de sólo 
0.0088 (cuadro 9.3). Más aún, en 2007 el efecto marginal del estado civil 
dejó de ser signi�cativo para migrar hacia Estados Unidos, no así para la 
migración nacional de mujeres, para quienes además el efecto marginal 
aumentó 50% (de 0.0597 a 0.0899). El cambio reportado en la signi�cancia 
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estadística de 2002 a 2007 en la migración internacional femenina sugiere, 
a su vez, un cambio en sus determinantes, es decir, es posible que la reuni-
�cación familiar, al contrario de la conclusión de Cerruti y Massey (2001), 
no continúe siendo la motivación principal para la migración internacio-
nal de las mujeres, y deje paso a los factores económicos como prioridad 
para migrar. Sin embargo, para la migración femenina interna el matrimo-
nio se refuerza como una variable importante.

Variables a nivel de hogar

El número promedio de niños por hogar no reporta efectos marginales 
signi�cativos en la probabilidad de migrar hacia Estados Unidos de hom-
bres ni de mujeres (cuadro 9.3). Este resultado respalda de manera parcial 
los hallazgos de Kanaiaupuni (2000); como se había mencionado, la autora 
encuentra que, en efecto, el número de niños no in�uye con signi�cancia 
estadística la probabilidad de que las mujeres migren hacia el extranjero 
aunque sí la de los hombres. No obstante, el número promedio de niños 
por hogar tiene un efecto negativo y estadísticamente signi�cativo para la 
probabilidad de migrar hacia el interior del país de las mujeres en los dos 
años de estudio y de los hombres en 2002 (cuadro 9.4): en 2002, un niño 
más en el hogar disminuía la probabilidad de migrar de los hombres en 
0.0109 y de las mujeres en 0.0218; y en 2007, la probabilidad femenina de 
migrar hacia el interior del país se reducía en 0.03.

El número promedio de personas de 65 años y más por hogar reportó 
efectos opuestos: negativos para la probabilidad de migrar hacia el extran-
jero y positivos para la probabilidad de migrar hacia el interior del país. 
En 2002, una persona adicional en el hogar de 65 años y más disminuye la 
probabilidad de migrar hacia el extranjero de las mujeres en 0.0064. En el 
caso de la migración nacional, un adulto de 65 años y más incrementa la 
probabilidad de las mujeres de migrar en 0.04 en ambos años de referencia, 
este efecto es estadísticamente signi�cativo a 1%; y en 2002, con una sig-
ni�cancia de 10%, esta variable aumenta la probabilidad de migrar de los 
hombres en 0.0205. Los resultados sugieren que, por una parte, las perso-
nas de 65 años y más cuando no requieren todavía de cuidados continuos 
de otros miembros del hogar, apoyan de manera positiva la decisión de 
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migrar de los adultos más jóvenes y se hacen cargo de los niños o quedan 
al cuidado de los activos del hogar (animales, tierras, etcétera), siempre y 
cuando la migración sea nacional y hacia localidades cercanas, esto con el 
�n de facilitar las visitas y monitoreo de los migrantes hacia sus hogares y 
viceversa. Para con�rmar esta hipótesis sería necesario controlar por dis-
tancia del hogar al lugar donde sus miembros han migrado, aunque, en 
este capítulo no nos ocupamos de este punto y lo dejamos para posteriores 
investigaciones.

El efecto negativo y signi�cativo de la variable en discusión sobre la mi-
gración internacional femenina, en 2002, re�eja los altos costos de opor-
tunidad (aparte de los monetarios), así como los riesgos tanto para las 
potenciales migrantes como para el hogar respecto de este tipo de migra-
ción. La literatura en torno a la migración por género no ha incluido esta 
variable a nivel de análisis del hogar; no obstante, y como nuestros hallaz-
gos lo indican, las personas mayores desempeñan un papel determinante 
cuando el hogar toma la decisión de que uno o alguno de sus miembros 
migre, sobre todo en el caso de las mujeres.

El promedio de educación del hogar reporta un efecto marginal nega-
tivo y signi�cativo en la probabilidad de migrar hacia cualquier destino, 
tanto para hombres como para mujeres, y en ambos años de observación 
(con excepción de la migración internacional de hombres en 2007), es de-
cir, cuanto mayor es la escolaridad promedio del hogar la probabilidad 
de migrar de sus miembros disminuye. En particular, en el caso de la mi-
gración femenina nacional, la probabilidad disminuye en mayor medida 
que para los hombres, en ambos años de observación (cuadro 9.4). Pode-
mos interpretar los resultados anteriores siguiendo a Taylor y Yúnez Naude 
(2000), quienes a�rman que una mayor educación del hogar rural se asocia 
con un desplazamiento de producción de cultivos básicos hacia produc-
ción de cultivos comerciales y trabajo local asalariado debido a que hay 
rendimientos más altos de la educación en dichas actividades; entonces, 
mujeres y hombres que pertenecen a hogares mejor educados tienen más 
incentivos para explotar oportunidades locales en lugar de migrar. En otro 
aspecto, mayor autonomía e independencia son otros bene�cios, además 
de los económicos, que las mujeres pueden obtener de la migración (Pfei-
�er et al., 2008); no obstante, cuando el hogar es más educado, es posible 
que los miembros de sexo femenino tengan menos restricciones en cuanto 
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a autonomía e independencia y, por lo tanto, la opción de migrar por estos 
motivos sea menos atractiva.

La variable de experiencia acumulada en migración internacional por el 
hogar tiene un efecto positivo y estadísticamente signi�cativo en la proba-
bilidad de migrar hacia el extranjero; este efecto es mayor para los hombres 
que para las mujeres, en ambos años de referencia (cuadro 9.3): un año más 
de experiencia internacional acumulado por el hogar aumentaba la proba-
bilidad de los hombres de migrar hacia el extranjero en 0.0119 en 2002 y en 
0.015 en 2007; para las mujeres dicha probabilidad se incrementaba en sólo 
0.0031 en 2002 y en 0.0049 en 2007. La experiencia del hogar en migración 
internacional tuvo un efecto negativo en la probabilidad de migrar hacia 
el interior (cuadro 9.4). Por ejemplo, en 2007 un año más de experiencia 
internacional disminuía la probabilidad de migrar hacia el interior del país 
en 0.0066 para los hombres y en 0.0037 para las mujeres.

Las variables de experiencia migratoria tienen efectos consistentes en 
las probabilidades de migrar, es decir, tanto para hombres como para muje-
res, y en ambos años de observación, la experiencia migratoria internacio-
nal del hogar presentó efectos marginales positivos sobre la probabilidad 
de migrar hacia el extranjero, asimismo, la experiencia migratoria nacio-
nal reportó el mismo tipo de efectos en la probabilidad de migrar dentro 
del país. Hacia los dos destinos y en ambos años de análisis, los efectos 
marginales son mayores para los hombres que para las mujeres, en otras 
palabras, los hombres se bene�cian en mayor medida de la experiencia 
migratoria del hogar. Por su parte, los efectos cruzados, es decir, el efecto 
de la experiencia migratoria internacional en la probabilidad de migrar en 
el interior del país, y viceversa, son negativos y de menor signi�cancia es-
tadística; este resultado sugiere que no hay evidencia de dependencia entre 
los dos tipos de migración ni para los hombres ni para las mujeres.

En 2002, el índice de activos tuvo un efecto signi�cativo y positivo en 
la probabilidad de migrar hacia Estados Unidos para personas de ambos 
sexos; este efecto fue mayor para los hombres (0.0179) que para las mujeres 
(0.0062) (cuadro 9.3). Este resultado sugiere que los costos iniciales de mi-
grar hacia el extranjero sólo los pueden cubrir algunos hogares, los de mayor 
riqueza, y que aun cuando es posible cubrir dichos costos, las mujeres se de-
tienen para migrar, quizá porque son quienes están a cargo del patrimonio 
del hogar. Respecto a la migración interna, el resultado es opuesto (cuadro 
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9.4): un aumento en el índice de activos tiene un efecto negativo y signi�-
cativo en la probabilidad de migrar hacia el interior, y es más negativo para 
hombres que para mujeres, es decir, ante una mayor riqueza del hogar, el 
costo de oportunidad de migrar dentro del país es mayor para los hombres 
que para las mujeres. Por ejemplo, si el hogar cuenta con algún tractor o 
negocio, o bien, tiene una vivienda más sólida (hecha con materiales du-
raderos en lugar de perecederos) el incentivo para migrar a otra localidad 
en el país disminuye, y lo hace en mayor proporción para los hombres si 
éstos son quienes explotan los activos (por ejemplo, un tractor) o, como es 
común en el sector rural, son los encargados de satisfacer las necesidades 
de vivienda del hogar.

Por último, la condición indígena del hogar, en general, no reportó nin-
gún efecto marginal estadísticamente signi�cativo en la probabilidad de 
migrar de hombres ni mujeres hacia ningún destino.

Variables a nivel localidad

En el cuadro 9.3 vemos que las redes migratorias internacionales masculi-
nas y femeninas a nivel de localidad tienen un efecto positivo y estadística-
mente signi�cativo en la probabilidad de migrar hacia el extranjero de los 
individuos del mismo género que la red, en ambos años de observación. En 
otras palabras, un aumento en las redes internacionales masculinas incre-
mentó la probabilidad de migración internacional de un hombre en 0.0036 
en 2002 y en 0.0030 en 2007, y un aumento en las redes internacionales 
femeninas incrementó la probabilidad de migrar hacia Estados Unidos de 
las mujeres en 0.0013 en 2002 y en 0.0008 en 2007. Por el contrario, las 
redes de migrantes internacionales por género tienen un efecto negativo en 
la probabilidad de migrar de personas del sexo opuesto a la red. Por ejem-
plo, en 2002 un aumento en las redes internacionales masculinas implicó 
una disminución en la probabilidad de migración femenina de -0.0003, 
mientras un aumento en las redes femeninas implicó una disminución de 
la probabilidad de migración masculina de -0.0025. En el cuadro 9.3 tam-
bién se reporta que las redes nacionales por género no tienen ningún efecto 
signi�cativo en la probabilidad de migrar hacia el extranjero para hombres 
ni para mujeres.
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Cuadro 9.3. Efectos marginales estimados de la probabilidad  

de migrar internacionalmente o hacia Estados Unidos en 2002 y 2007

 
2002 2007

Variables Hombres Mujeres Hombres Mujeres

A nivel de individuo

Edad
-0.0038*** -0.0008*** -0.0047*** -0.0009***

(0.000) (0.000) (0.000) (0.000)

Años de escolaridad 
completada

0.0018 0.0018** -0.0006 0.0032***

(0.222) (0.011) (0.743) (0.000)

Estado civil
0.0280** 0.0088** 0.0374*** 0.0044

(0.030) (0.040) (0.006) (0.544)

A nivel de hogar

Número promedio  
de niños

0.0031 -0.0015 -0.0057 -0.004

(0.471) (0.324) (0.233) (0.227)

Número promedio  
de personas de 65 años 
y más 

-0.001 -0.0064** -0.0084 -0.0016

(0.913) (0.043) (0.369) (0.754)

Promedio de educación 
del hogar

-0.0060*** -0.0027*** -0.0028 -0.0050***

(0.004) (0.002) (0.178) (0.000)

Experiencia migratoria 
internacional

0.0119*** 0.0031*** 0.0150*** 0.0049***

(0.000) (0.000) (0.000) (0.000)

Experiencia migratoria 
nacional

-0.0006 -0.0009* -0.0028*** -0.0006

(0.582) (0.097) (0.004) (0.230)

Índice de activos
0.0179*** 0.0062*** 0.0067 0.0034**

(0.001) (0.000) (0.120) (0.032)

Jefe del hogar que habla 
lengua indígena

-0.0111 -0.0056 -0.0025 -0.0148

(0.575) (0.442) (0.886) (0.128)

A nivel de localidad

Redes internacionales 
masculinas

0.0036*** -0.0003*** 0.0030*** -0.0002*

(0.000) (0.001) (0.000) (0.085)

Redes internacionales 
femeninas

-0.0025*** 0.0013*** -0.0017** 0.0008***

(0.000) (0.000) (0.014) (0.000)
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2002 2007

Variables Hombres Mujeres Hombres Mujeres

Redes internas  
o nacionales masculinas

0.0004 0.0002 -0.0010* -0.0002

(0.342) (0.159) (0.079) (0.566)

Redes internas  
o nacionales femeninas

0.0002 0.0002 0.0007 0.0003

(0.636) (0.199) (0.153) (0.221)

Variables dicotómicas regionales

Sur-Sureste
-0.0679*** -0.0186** -0.0335 -0.0288***

(0.001) (0.025) (0.128) (0.000)

Centro
-0.0557*** -0.0126** -0.0328 -0.0327***

(0.001) (0.017) (0.096) (0.000)

Centro-Occidente
-0.0399*** -0.0091** -0.0220 -0.0251***

(0.004) (0.021) (0.240) (0.000)

Noroeste
-0.0568*** -0.0123*** -0.0421** -0.0215***

(0.001) (0.007) (0.021) (0.000)

Número  
de observaciones

4 051 4 136 4 422 4 644

Fuente: enhrum i y enhrum ii.
Nota: en paréntesis los valores p.
* significativo a 10%; ** significativo a 5%; *** significativo a 1%.

En el cuadro 9.4 se observa que, de igual manera que en las redes inter-
nacionales, las redes migratorias nacionales femeninas y masculinas repor-
tan un efecto positivo y estadísticamente signi�cativo en la probabilidad 
de que personas del mismo género que la red migren hacia el interior y un 
efecto negativo y/o no signi�cativo en la probabilidad de que personas del 
sexo opuesto al de la red migren hacia otros lugares en el país. En cuanto 
a las redes internacionales, éstas no tienen impacto sobre la migración in-
terna de personas de género opuesto al de la red, además de que el efecto 
marginal sobre la migración nacional de los individuos del mismo género 
que la red es pequeño, negativo y signi�cativo en casi todos los casos, con 
excepción de las mujeres en 2002.
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Cuadro 9.4. Efectos marginales estimados de la probabilidad  

de migrar interna o nacionalmente en 2002 y 2007

 2002 2007

Variables Hombres Mujeres Hombres Mujeres

A nivel individual

Edad
-0.0036*** -0.0051*** -0.0025*** -0.0050***

(0.000) (0.000) (0.000) (0.000)

Años de escolaridad 
completada

0.0106*** 0.0132*** 0.0131*** 0.0110***

(0.000) (0.000) (0.000) (0.000)

Estado civil
0.0585*** 0.0597*** 0.0529*** 0.0899***

(0.000) (0.000) (0.000) (0.000)

A nivel de hogar

Número promedio  
de niños

-0.0109** -0.0218*** -0.0067 -0.0300***

(0.027) (0.001) (0.115) (0.000)

Número promedio  
de personas de 65 años 
y más 

0.0205* 0.0354*** 0.0079 0.0378***

(0.080) (0.005) (0.373) (0.001)

Promedio de educación 
del hogar

-0.0076*** -0.0141*** -0.0135*** -0.0153***

(0.001) (0.000) (0.000) (0.000)

Experiencia migratoria 
internacional

-0.0049*** -0.001 -0.0066*** -0.0037**

(0.01) (0.560) (0.000) (0.001)

Experiencia migratoria 
nacional

0.0135*** 0.0133*** 0.0156*** 0.0141***

(0.000) (0.000) (0.000) (0.000)

Índice de activos
-0.0133** -0.0108** -0.0074** -0.0033

(0.014) (0.037) (0.035) (0.562)

Jefe del hogar que habla 
lengua indígena

-0.0046 0.0253 -0.0195 -0.0006

(0.770) (0.162) (0.155) (0.975)

A nivel de localidad

Redes masculinas  
internacionales

-0.0009** 0.0002 -0.0007* 0.0001

(0.041) (0.564) (0.057) (0.898)

Redes femeninas  
internacionales

0.0013 -0.0009 0.0008 -0.0012**

(0.133) (0.177) (0.134) (0.047)
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 2002 2007

Variables Hombres Mujeres Hombres Mujeres

Redes masculinas  
internas o nacionales

0.0031*** 0.0006 0.0025*** -0.0026***

(0.000) (0.155) (0.000) (0.001)

Redes femeninas  
internas o nacionales

-0.0013** 0.0030*** -0.0016*** 0.0032***

(0.019) (0.000) (0.000) (0.000)

Variables dicotómicas regionales

Sur-Sureste
-0.0259 0.0303 0.0395* 0.0642*

(0.42) (0.265) (0.081) (0.055)

Centro
-0.0112 0.0024 -0.0083 -0.0017

(0.681) (0.924) (0.593) (0.948)

Centro-Occidente
-0.0273 0.0166 -0.0007 -0.0094

(0.303) (0.394) (0.967) (0.661)

Noroeste
-0.0256 -0.0055 -0.0174 0.0245

(0.344) (0.810) (0.30) (0.238)

Número  
de observaciones

4 051 4 136 4 422 4 644

Fuente: enhrum i y enhrum ii.
Nota: en paréntesis los valores p.
* significativo a 10%; ** significativo a 5%; *** significativo a 1%.

Los resultados anteriores, así como los de Richter y Taylor (2008), sugie-
ren que las redes internacionales y nacionales de migrantes son especí�cas 
de género. Además, se puede inferir que las redes nacionales por género no 
inter�eren con la migración internacional de hombres ni de mujeres. Esto 
no sucede con las redes internacionales.

Variables regionales

Se construyeron cinco variables dicotómicas regionales para controlar por 
factores que podrían afectar a los individuos de la misma región, en la mis-
ma forma. Las regiones son: sur-sureste, centro, centro-occidente, noroeste 
y noreste. Se tomó la región noreste como base para comparar las otras 
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regiones porque se caracteriza por tener un gran �ujo de migración inter-
nacional y poca migración interna.

En el cuadro 9.3 puede observarse que, en 2002, tanto para hombres 
como para mujeres, el efecto de todas las variables regionales es negativo 
y signi�cativo en la probabilidad de migrar hacia el extranjero. En otras 
palabras, el no pertenecer a una región de alta migración internacional 
repercute de manera negativa en la probabilidad de migrar al exterior del 
país. Aun así, en 2007 estas variables ya no resultan signi�cativas para los 
hombres, con excepción de la región noroeste. Y, como era de esperarse, 
para la probabilidad de migración nacional (cuadro 9.4), este grupo de 
variables no tiene efectos estadísticamente signi�cativos ni para hombres 
ni para mujeres, con excepción de la región sur-sureste en 2007. En este 
caso los efectos marginales son positivos y estadísticamente signi�cativos 
(a 10%) para ambos géneros, aunque de mayor magnitud para las muje-
res. Cabe señalar que la región sur-sureste se caracteriza por ser alta en 
migración nacional.

Conclusiones e investigación futura

Con base en la información que se tomó de la enhrum, una novedosa base 
de datos, analizamos los determinantes de la migración por género y des-
tino a lo largo del tiempo. Para llevar a cabo dicho análisis exploramos 
los datos mediante la estimación de modelos probit, por separado, para 
hombres y para mujeres, por tipo de migración (nacional e internacional) y 
comparando dos años de observaciones (2002 y 2007). El marco de nuestro 
estudio es la Nueva Economía de la Migración Laboral (nelm) la cual, a di-
ferencia de los modelos de individuos, considera el hogar como la unidad 
que toma las decisiones de migración de sus miembros.

Encontramos evidencia de diferentes efectos, tanto entre géneros 
como por destino de migración a lo largo del tiempo. Nuestros resulta-
dos respecto a la migración nacional e internacional de los habitantes 
del México rural contribuyen a la incipiente literatura económica sobre 
la migración por género; algunos de nuestros hallazgos respaldan los en-
contrados por investigaciones previas y otros surgieren nuevas direccio-
nes de investigación.
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Los datos de la enhrum señalan que la migración nacional así como la 
internacional de hombres y mujeres van en aumento. Nuestros principales 
resultados señalan que la edad detiene la migración internacional más para 
hombres que para mujeres; pero respecto a la migración nacional obtuvimos 
el resultado contrario: la edad frena más a las mujeres que a los hombres. 
La educación selecciona de manera positiva a mujeres pero no a hom-
bres para migrar hacia el extranjero; sin embargo, respecto a la migración 
nacional, la educación selecciona de manera positiva a ambos géneros. 
En cuanto al estado civil, encontramos que es más probable que las muje-
res casadas migren hacia ambos destinos. En 2007, el estado civil dejó de 
afectar signi�cativamente la probabilidad de las mujeres de migrar hacia 
Estados Unidos. Este hallazgo sugiere un cambio de 2002 a 2007 en los de-
terminantes de la migración internacional femenina: el matrimonio, proxi 
de la reuni�cación familiar, deja de ser uno de los propósitos principales de 
la migración internacional, y abre paso a la motivación económica. Este 
resultado contribuye a clari�car las conclusiones contradictorias de la lite-
ratura previa que, por un lado, encuentran que las mujeres migran, en su 
mayoría, con el propósito de seguir a los esposos (Cerruti y Massey, 2001) 
y, por otro, que es más probable que las mujeres solteras migren en lugar de 
que lo hagan las casadas (Kanaiaupuni, 2000). Los resultados de las otras 
características individuales por género ya analizadas (edad y escolaridad) 
concuerdan con la literatura sobre la migración internacional ya existente, 
e ilustran en cuanto a los casi inexplorados determinantes y diferenciales 
de la migración interna de hombres y mujeres.

En cuanto a las variables por hogar, encontramos que el número prome-
dio de niños disminuye la probabilidad de las mujeres de migrar hacia el 
interior del país en ambos años, pero esta variable no tiene ningún efecto 
signi�cativo en la migración internacional femenina ni en la masculina. El 
número promedio de personas de 65 años y más, afecta positiva y signi�-
cativamente la probabilidad femenina de migrar hacia el interior, y afecta 
de forma negativa la probabilidad de migrar hacia el extranjero, aunque en 
este caso la variable deja de ser signi�cativa en 2007. La variable que deter-
mina la condición indígena de los hogares no es signi�cativa en explicar la 
probabilidad de migrar.

Respecto a las variables a nivel de localidad, con�rmamos que las redes 
migratorias, tanto internas como internacionales, son especí�cas de géne-
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ro (Richter y Taylor, 2008), es decir, las redes migratorias de hombres en 
ambos destinos son un determinante positivo de la migración de hombres 
y negativo o no signi�cativo de la migración de mujeres, y viceversa en el 
caso de las redes femeninas.

Nuestros hallazgos muestran diferencias en los determinantes de la mi-
gración entre ambos géneros y entre destinos a lo largo del tiempo. Estos 
resultados destacan la importancia de incorporar el género en la agenda de 
investigación sobre migración, tanto interna como internacional. La meto-
dología que usamos para este documento nos permite analizar los efectos 
en la migración por género de características invariantes en el tiempo, tales 
como escolaridad, estado civil, condición indígena y diferencias regiona-
les. No obstante, el análisis de corte transversal es sólo informativo y no 
aprovecha de manera adecuada la riqueza contenida en los datos de panel. 
Nuestro siguiente paso es explotar la estructura de datos de panel de la 
enhrum usando métodos econométricos más apropiados para este tipo de 
información.
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10. ESTRUCTURA DE LOS MERCADOS  
FINANCIEROS RURALES EN MÉXICO

Susan M. Richter*

Introducción

La liberalización de los sistemas �nancieros en América Latina y el Caribe 
fue un paso importante por parte de los gobiernos de esta región para pro-
veer de instituciones �nancieras con�ables y e�cientes que pudieran brin-
dar atención a los hogares rurales. La creación de este tipo de instituciones 
en las zonas rurales es fundamental para la determinación de los ingresos, 
la pobreza y equidad de toda la región. La falta de datos microeconómicos 
precisos y detallados ha impedido la construcción de una imagen clara de la 
estructura de los mercados �nancieros rurales después de la liberalización, 
así como de su capacidad para llegar a los hogares rurales marginados.

En los últimos años, se han llevado a cabo encuestas nacionales y regio-
nales a hogares en México, las cuales ofrecen datos microeconómicos sobre 
los mercados �nancieros rurales. Estos conjuntos de datos permiten eva-
luar la penetración de las instituciones �nancieras en las zonas rurales de 
México. La evaluación de estas instituciones en México abre la posibilidad 
a nuevos campos de estudio ya que, en los últimos 30 años, México ha par-
ticipado en la liberalización de los sistemas �nancieros y en la promoción 
del ahorro y del crédito mediante la Ley de Ahorro y Crédito Popular 
(laycp) de 2001. Dicha ley tiene por objeto regular la gran cantidad de 
bancos de ahorro y crédito popular que ha tratado de llenar el vacío creado 
por la restricción de los programas de crédito del gobierno. Sin embar-
go, como sucede en otros países de América Latina, mientras promueve 
la liberalización, México ha seguido impulsando la prestación de servicios 
�nancieros en las zonas marginadas.

* International Food Policy Research Institute.
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El objeto de este trabajo es proporcionar un panorama de los mercados 
�nancieros en México después de la liberalización y de la penetración que 
éstos tienen en zonas rurales. A primera vista el panorama es desolador. 
Según Castañeda y Ruiz (2006), 30 años después de la liberalización 74% 
de los municipios rurales, cuya población es menor a 500 000 habitantes, 
no cuenta con presencia de sucursales de la banca comercial. De igual 
forma, 22% de la población del país no tiene acceso a servicios bancarios 
comerciales, y esta proporción se eleva a 40% en los estados con alta mar-
ginación del sur y del sureste.

Si bien el panorama es desolador, hay evidencia de un incremento en el 
número de bancos de ahorro y crédito popular, tales como las cajas solida-
rias o uniones de crédito. Estas instituciones en general otorgan servicios a 
los hogares de bajos ingresos, y en los últimos cinco años han estado bajo 
la regulación de la laycp. Es posible que cuando estas instituciones se eva-
lúen, el acceso a los servicios �nancieros sea mayor y su utilización se haya 
extendido entre la población.

Este capítulo tiene cuatro objetivos principales. En primer lugar, se ana-
lizan someramente los diferentes papeles que el Estado mexicano ha des-
empeñado en el mercado �nanciero rural en los últimos 30 años. Se verá 
que el Estado ha comenzado a abandonar, con lentitud, el papel que ejercía 
para conceder créditos directamente a los productores rurales; en respues-
ta a ello, el número de bancos populares se ha incrementado con el �n de 
satisfacer la demanda de los servicios �nancieros que requiere la población 
rural. El segundo objetivo consiste en describir el funcionamiento de estos 
bancos populares, su evolución y penetración en las zonas rurales. Des-
pués de describir las principales instituciones �nancieras, el tercer objetivo 
es examinar el grado en que los hogares rurales utilizan los servicios de 
ahorro y crédito que ofrecen las distintas instituciones �nancieras, inclu-
yendo los bancos comerciales, gubernamentales y populares. Este objetivo 
se alcanzará utilizando tres bases de datos que son representativas a nivel 
nacional en México y que proporcionan información sobre la demanda 
de los hogares por servicios �nancieros. Al �nal, se hará un análisis más 
profundo del sector de la banca popular y las tres grandes preguntas por 
responder serán:



E S T R U C T U R A  D E  L O S  M E R C A D O S  F I N A N C I E R O S  R U R A L E S  E N  M É X I C O  319

1. ¿Cuáles son las principales razones por las que los hogares no piden 
prestado ni ahorran?

2. ¿Hay diferencias sistemáticas en las características de los miembros 
de los bancos populares frente a los que no lo son?

3. ¿Cuáles son las diferencias en los términos de los contratos de crédito 
que ofrecen los bancos populares frente a los que ofrecen los presta-
mistas informales?

Este objetivo �nal se alcanza mediante el empleo de cinco bases de datos 
únicas, incluidas las tres a las que ya se ha referido. Decimos únicas por-
que estas bases recogen información detallada sobre la participación de los 
hogares en los mercados �nancieros, las razones de la no participación y 
los términos de los contratos de crédito. Estas tres bases de datos dan un 
panorama descriptivo de la estructura y de la penetración de los mercados 
�nancieros rurales en México.

El papel del Estado mexicano  
en los mercados financieros rurales

La historia de la política �nanciera en México es compleja y los periodos 
de preliberalización y de posliberalización no están diferenciados con 
claridad. La intención de este capítulo no es describir con detalle toda la 
intervención del Estado en el sector rural, sino centrarse en las políticas 
clave y en los cambios que han afectado a los mercados �nancieros rurales 
mexicanos, es decir, a la demanda y oferta de crédito. Por lo tanto, genera-
lizando, es posible señalar tres periodos para describir el papel del Estado 
mexicano en las �nanzas rurales entre 1976 y 2006.

Periodo dirigido por el Estado

Durante el primer periodo, que va de 1976 a 1988, el gobierno siguió lo que 
denominamos un enfoque de �nanciamiento rural dirigido por el Estado. 
Fue en 1976 cuando el gobierno fusionó tres bancos nacionales agrícolas 
(Banco Nacional de Crédito Agrícola, fundado en 1926; Banco Nacional de 
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Crédito Ejidal, fundado en 1936, y Banco Nacional Agropecuario, fundado 
en 1965) en el Banco Nacional de Crédito Rural (Banrural) (Pessah, 1987).1 

Al igual que en muchos países de América Latina, el gobierno mexicano iden-
ti�có la falta de crédito como un obstáculo para la modernización agraria de 
los agricultores de menor escala, principalmente aquellos que se encuentran 
en el sector ejidal. En respuesta, el gobierno canalizó enormes cantidades de 
créditos subsidiados al sector rural. Asimismo, en 1979 se puso en marcha 
el Sistema Alimentario Mexicano (sam) para hacer frente a la baja produc-
tividad del sector ejidal de grupos de alimentos básicos. Por medio del sam, 
Banrural se enfocó más en el suministro de crédito a los productores rurales 
(Wiggins et al., 2002) y ello produjo un impacto inmediato sobre el monto 
total de los créditos rurales que se ofrecieron a los agricultores.

A partir de lo anterior se obtuvieron tres efectos principales: 1) la ex-
pansión en el volumen de crédito, 2) el incremento en el número de hectá-
reas �nanciadas, y 3) el aumento del número de productores �nanciados. 
De 1976 a 1981, el monto total de crédito otorgado por Banrural pasó de 
18 243.7 millones a 26 658.4 millones de pesos (Myhre, 1994). También 
hubo un incremento en el crecimiento porcentual de créditos otorgados; 
pasó de 9.1% entre 1979 y 1980, a 27.2% de 1980 a 1981. Las hectáreas 
�nanciadas aumentaron de 3.9 a 6.9 millones, y el número de productores 
aumentó de 668 000 a más de 1.5 millones (Muñoz, Santoyo y Altamirano, 
2002) durante este periodo.

La crisis de la deuda de 1982, provocada por la caída de los precios in-
ternacionales del petróleo en 1981, obligó a México a suspender el pago de 
su deuda externa. Esta crisis provocó que se abandonara el sam (Wiggins et 

al., 2002) y de 1981 a 1987 la política agrícola se redujo de manera drástica. 
Por consiguiente, durante el periodo 1982-1987, el porcentaje de crédito de 
la banca comercial y de desarrollo tuvo una disminución general (grá�ca 
10.1) y hubo una disminución drástica en el volumen de crédito de Ban-

1 En 1930 el gobierno creó siete bancos de propiedad estatal mediante los cuales se pro-
movieron ciertos sectores de la economía. Además de Banrural los bancos de desarrollo 
fueron: Nacional Financiera (Na�n), Banco Nacional de Comercio Exterior (Bancomext), 
Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos (Banobras), Fideicomisos Instituidos en 
Relación con la Agricultura (fira), Fondo para el Fomento de las Exportaciones de Pro-
ductos Manufacturados (Fomex) y Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la 
Vivienda (Fovi).
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rural (grá�ca 10.2). En 1981, el volumen de crédito otorgado por Banrural 
fue de alrededor de 50 000 millones de pesos mientras que en 1987 fue 
de cerca de 30 000 millones de pesos. También hubo una ligera disminu-
ción en el número de hectáreas �nanciadas, de 7.1 millones de hectáreas 
en 1982 a menos de seis millones en 1984, aunque volvió a incrementarse a 
siete millones de hectáreas entre 1985 y 1988 (grá�ca 10.3).

Gráfica 10.1. Volumen de crédito agrícola prestado por el sector bancario
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Fuente: datos de 1982 a 1993: Sexto Informe de Gobierno de Carlos Salinas de Gortari, p. 172; datos de 
1994 a 2005: Sexto Informe de Gobierno de Vicente Fox Quesada, p. 332.

Los Fideicomisos Instituidos en Relación con la Agricultura (fira) son 
otra organización gubernamental que comenzó a operar hace más de 50 
años; ésta otorgaba crédito a los productores rurales, pero operaba como 
una entidad de segundo piso. fira ofrecía préstamos con descuento a los 
bancos comerciales por medio de cuatro fondos.2 Los préstamos estaban 
dirigidos a los productores agrícolas para el �nanciamiento de capital de 

2 Los fondos eran: 1) Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avi-
cultura (Fondo), 2) Fondo Especial para Financiamientos Agropecuarios (fefa), 3) Fondo 
Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios (fega), y 4) 
Fondo de Garantía y Fomento para las Actividades Pesqueras (Fopesca).
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trabajo, inversión en capital o comercialización de productos agrícolas. Sin 
embargo, para obtener estos préstamos los productores tenían que cumplir 
con requisitos más estrictos que los que solicitaba Banrural. Durante la 
década de 1980, el volumen de crédito que se concedió por medio de fira 
fue sistemáticamente inferior al otorgado por Banrural (grá�ca 10.2).

Gráfica 10.2. Monto de crédito otorgado por Banrural y fira
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Fuente: Datos de 1980 a 1989: Sexto Informe de Gobierno de Carlos Salinas de Gortari, p. 173; datos de 
1994 a 2005: Sexto Informe de Gobierno de Vicente Fox Quesada, p. 435.

A �nales del periodo que se analiza en este apartado hubo una reduc-
ción general en la ayuda para el desarrollo, y la administración de Carlos 
Salinas de Gortari comenzó a suprimir la mayor parte de las políticas gu-
bernamentales que apoyaban a la producción agrícola e impulsó políticas 
más abiertas y de mercado; esto nos ubica en el periodo de liberalización. 
Un símbolo de la liberalización fue la adopción del Tratado de Libre Co-
mercio de América del Norte (tlcan) en 1994.3 Si bien no se discutirá en 

3 Hubo cuatro efectos principales del tlcan en los hogares agrícolas: 1) privatización de 
las tierras de propiedad común, 2) pagos de transferencias disociadas para cultivos de sub-
sistencia, 3) el Estado dejó de ser proveedor de insumos agrícolas y comprador de los 
productos, y 4) desmantelamiento de apoyo a los precios.
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este trabajo el efecto del tlcan sobre los productores agrícolas, las refor-
mas adoptadas por el gobierno bajo el tlcan fueron el hilo conductor que 
unió las políticas más importantes durante este periodo.

Gráfica 10.3. Número de hectáreas financiadas por Banrural
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Fuente: datos de 1980 a 1989: Sexto Informe de Gobierno de Carlos Salinas de Gortari, p. 173; datos de 
1990 a 2005: Sexto Informe de Gobierno de Vicente Fox Quesada, p. 435.

Periodo de reforma y liberalización

El periodo de reforma y liberalización fue un momento de transición del 
programa de desarrollo dirigido por el Estado hacia políticas de liberaliza-
ción económica, más abiertas y orientadas al mercado, que fueron imple-
mentadas en la década de 1990. Este trabajo se enfoca en los dos sucesos 
principales dentro de este periodo de transición, que son clara muestra de 
cómo el Estado llevó a cabo la transición de programas de desarrollo estata-
les. El primero es la reestructuración de Banrural y el segundo es la creación 
de un nuevo programa del gobierno denominado Crédito a la Palabra (cap).

El cambio más dramático para el sector rural fue la reclasi�cación de 
los productores que habían sido elegibles para los préstamos otorgados por 
Banrural en 1989. Se clasi�caron y determinaron cuatro tipos de produc-
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tores mediante la reestructuración (Myhre, 1998) y con base en su poten-
cial económico. No obstante, Banrural no absorbió todos estos grupos de 
productores, sólo uno.

Los agricultores de las dos primeras clasi�caciones no reunieron los 
requisitos para los préstamos subsidiados, y en su lugar cubrieron sus ne-
cesidades de crédito en el sector comercial. La primera clasi�cación de pro-
ductores estaba formada por los productores comerciales que habían sido 
clientes solventes de Banrural. Se calcula que había entre 75 000 y 150 000 
productores que entonces obtendrían créditos de los bancos comerciales 
recientemente privatizados. Los pequeños y medianos productores y los 
ejidatarios formaban parte de la segunda clasi�cación de productores, cu-
yas necesidades de crédito fueron atendidas por la banca comercial. Éstos 
recibían créditos en los bancos comerciales mediante los préstamos subsi-
diados de fira. Se calcula que había entre 500 000 y 600 000 productores 
en este grupo. La tercera clasi�cación de productores era el único grupo 
elegible para los préstamos de Banrural. Este grupo estaba compuesto de 
pequeños productores y se estima que había entre 400 000 y 600 000 pro-
ductores en este rango. La última clasi�cación que se estima en 1.1 mi-
llones de productores también dejó de ser elegible para los préstamos de 
Banrural porque no eran productivos (Myhre, 1998).

La reclasi�cación de los prestatarios de Banrural signi�có que sólo 25% 
de los productores que antes había tenido acceso al crédito aún lo seguía 
teniendo. Los efectos de las políticas fueron inmediatos y drásticos. El nú-
mero de prestatarios elegibles pasó de 800 000 a 224 000 (Myhre, 1998). 
Entre 1988 y 1991, el número de hectáreas �nanciadas disminuyó de 7.2 
millones de hectáreas a poco más de un millón. El porcentaje de crédito 
agrícola que otorgaba la banca de desarrollo decreció de manera constante, 
ya que después de 1988 la participación de la banca comercial en el otorga-
miento de créditos agrícolas se incrementó de forma considerable (grá�ca 
10.4). La reducción en volumen fue aún más drástica después de 1989, de 
más de 30 000 millones de pesos a cerca de 10 000 millones de pesos en 
2005 (grá�ca 10.2). Lo que es interesante señalar es que aunque el número 
de productores y el volumen de crédito se redujeron de manera drástica, la 
cantidad �nanciada por hectárea aumentó en este periodo de poco más de 
4 000 pesos en 1989 a un máximo de 18 000 pesos en 1994 (grá�ca 10.5). 
No obstante, los agricultores comerciales encontraron que la reestructura-
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ción facilitaba el acceso a los préstamos, ya que las operaciones de fira se 
expandieron para otorgar préstamos con descuento a los bancos comercia-
les. El monto total de los préstamos que otorgó fira se duplicó entre 1988 
y 1993 (Myhre, 1998). En 1989 el volumen de crédito de fira superó al de 
Banrural, y fira tuvo un crecimiento positivo en el volumen de créditos, 
mientras que Banrural tuvo un crecimiento negativo.

Gráfica 10.4. Porcentaje de crédito agrícola del sector bancario 
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Fuente: datos de 1982 a 1993: Sexto Informe de Gobierno de Carlos Salinas de Gortari, p. 172; datos de 
1994 a 2005: Sexto Informe de Gobierno de Vicente Fox Quesada, p. 332.

Mientras que el Estado redujo de manera drástica la disponibilidad de 
crédito a los productores de subsistencia y el crédito agrícola se hizo más 
fácil de obtener para los agricultores comerciales, el Estado inició en 1989 
el programa Crédito a la Palabra (cap), dirigido por el Programa Nacional 
de Solidaridad (Pronasol). El objetivo del cap era llegar a los productores 
que no recibían crédito de la banca del Estado ni de la banca comercial.4

4 Otro programa que se inició para �nanciar la producción agrícola fue Procampo. Aunque 
Procampo fue una fuente importante de entrada de efectivo no se analizará en este capí-
tulo, ya que se trata de una transferencia directa a los productores y no de un préstamo.
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Gráfica 10.5. Monto de financiamiento de Banrural por hectáreas 
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Fuente: datos de 1980 a 1989: Sexto Informe de Gobierno de Carlos Salinas de Gortari, p. 173; datos de 
1990 a 2005: Sexto Informe de Gobierno de Vicente Fox Quesada, p. 435.

El cap se diseñó para �nanciar la producción en un máximo de tres 
hectáreas de tierra a los ejidatarios o a cualquier persona que se dedicara 
a la producción agrícola. Los préstamos se otorgaban de forma directa al 
productor por parte del gobierno local o municipal. El único requisito que 
tenían los prestatarios era su compromiso verbal de que el préstamo se 
utilizaría para la producción agrícola y que sería devuelto al �nal del ciclo 
agrícola (Sedesol, 2006).

De acuerdo con Sedesol (2006), entre 1995 y 2000 el cap �nanció en 
promedio a 608 839 productores por año en 1.3 millones de hectáreas, lo 
que equivale a 2.1 hectáreas de tierra por productor. El préstamo promedio 
fue de 350 pesos por hectárea sembrada y sólo se elevó a 550 pesos en el 
año 2000. Mientras que el cap tuvo la capacidad de atender a muchos de 
los productores desplazados por Banrural, el número de productores, la 
cantidad de super�cie �nanciada y el monto de los préstamos por hectá-
rea no fueron su�cientes para superar la pérdida de �nanciamiento que se 
produjo con el desmantelamiento de los préstamos de Banrural. En 1991, 
sólo 27% de la super�cie que se perdió fue recuperada por medio del cap. 
Además, la dotación promedio por hectárea que era de 2 000 pesos pasó a 
ser de más de 10 000 pesos para préstamos Banrural, y de sólo 1 500 pesos 
para los préstamos del cap.
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Al �nal del ciclo agrícola los préstamos tenían que ser devueltos al go-
bierno municipal o local, los cuales podían usar estos fondos para tres 
propósitos: 1) desarrollo de actividades productivas, 2) mejora de la in-
fraestructura en la comunidad y 3) creación de cajas solidarias (Myhre, 
1998; Sedesol, 2006). La creación de cajas solidarias con fondos del cap fue 
uno de los acontecimientos más importantes de este programa y su creci-
miento simboliza el aumento de los ahorros locales y de las instituciones de 
crédito durante este periodo.

Las cajas solidarias, creadas a partir de fondos del cap, podían recibir 
el apoyo técnico del gobierno por medio del Fondo Nacional de Apoyo 
para las Empresas en Solidaridad (Fonaes). No obstante, cada caja solida-
ria mantenía su autonomía y capacidad para generar sus propios ahorros y 
proyectos de préstamo. Para las cajas solidarias a la vez se creó una estruc-
tura multinivel que brindaba el apoyo técnico y la asistencia administrati-
va. El primer nivel lo conformaba la caja de la comunidad, o caja local, en 
donde el miembro establecía contacto inicial con la caja. El segundo nivel 
era la caja solidaria o caja regional, en la que los préstamos estaban regu-
lados y la o�cina contaba con una ubicación física. El tercer nivel estaba 
compuesto por los coordinadores estatales, quienes vigilaban a los bancos 
populares regionales. El cuarto, también era un grupo de coordinadores 
estatales que se reunían a nivel nacional (Muñoz, Santoyo y Altamirano, 
2002).

En 1993 se creó la primera caja solidaria con fondos del cap y a �nales 
de ese año había 49 cajas solidarias en 19 estados (Muñoz, Santoyo y Alta-
mirano, 2002). El incremento en el número de cajas solidarias y cajas loca-
les entre 1993 y 2000 se puede observar en el cuadro 10.1. Desde 1993 hasta 
2000 hubo un aumento de cajas solidarias, de 49 a 216, y la a�liación de 
miembros se incrementó de 25 000 a 202 000 personas (Sedesol, 2006). El 
número de cajas locales aumentó de 2 338 a 3 692 en 2000 (Sedesol, 2006). 
Mientras que el monto de los préstamos no aumentó de manera signi�-
cativa durante este periodo, el número de cuentas de ahorro y el tamaño 
promedio de los depósitos aumentó de forma considerable. El número de 
cuentas de ahorro se incrementó de 4 100 a 26 863. Esto equivale a un in-
cremento en los ahorros de 1.5 a 11 millones de dólares entre 1995 y 2002 
(Banco Mundial, 2000).
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Cuadro 10.1. Evolución de las cajas solidarias

 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000

Número  
de cajas solidarias

49 120 117 133 155 159 176 216

Número  
de cajas locales

2 338 n.d 2 551 2 579 2 889 2 924 3 244 2 692

Número de  
miembros (miles)

251 97 115 126 143 145 167 202

Número de cuentas 
de ahorro

n.d n.d 4 100 7 700 13 200 20 124 26 863 n.d

Fuente: Banco Mundial (2000) y Sedesol (2006).

El incremento en las cuentas de ahorro indica que hubo una demanda 
insatisfecha de formas de ahorrar fuera del hogar.5 Una vez que las cajas 
solidarias se establecieron, éstas también podían ser utilizadas por los ho-
gares no productores, ya que ofrecían servicios �nancieros a un segmento 
más amplio de la población del que era posible por medio de Banrural. 
De igual modo, el crecimiento de estos bancos no comerciales tipi�caba la 
emergencia de una nueva generación de instituciones �nancieras locales. 
Había numerosos tipos de instituciones �nancieras locales, a éstas en su 
conjunto, incluidas las cajas solidarias, se les llamará bancos de ahorro y 
crédito popular o Cajas de Ahorro y Crédito Popular (cacps de aquí en 
adelante). Durante el periodo de liberalización y reforma, el crecimiento 
de las cacps fue dramático. Más adelante se hablará de la mezcla de las ins-
tituciones cacps y se explora la forma en que han llenado el vacío creado 
por la restricción del crédito agrícola.

Mientras que el tlcan es un símbolo de la transición de un Estado pro-
tector hacia políticas de apertura y liberalización, la devaluación del peso 
en 1994 es un signo de la crisis por la que atravesaba el sector �nanciero en 
los últimos años de este periodo. En 1994, la devaluación del peso tuvo 
cuatro efectos relevantes. En primer lugar, el crédito agrícola que ofrecía 
la banca de desarrollo disminuyó de manera drástica (grá�ca 10.1). En se-

5 Durante este periodo las cuentas de ahorro en Banrural también se incrementaron de 
212 000 a 482 000 (Hidalgo, 2002).
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gundo lugar, hubo un crecimiento negativo de los fondos de fira (grá�ca 
10.2). En tercer lugar, la disminución en el monto de la super�cie �nan-
ciada por Banrural (grá�ca 10.3). Por último, el crecimiento de las cacps 
se vio atenuado por la devaluación del peso, ya que muchos deudores no 
pudieron pagar los préstamos y además se vieron afectados por los fraudes 
de las cacps que ocurrieron en la década de 1990 (para los detalles véase el 
apartado dedicado a este tipo de instituciones), lo que aminoró la con�an-
za pública y limitó la participación en el sector de las cacps.

El periodo de liberalización se inició con una amplia gama de reformas 
que modi�có la manera en que los productores podían �nanciar las acti-
vidades agrícolas. Aun así, el periodo está de�nido por la crisis económica 
que provocó la disminución del crédito agrícola para los hogares rurales y 
para los productores de todos los niveles. Esto nos lleva al último periodo, 
el posterior a la liberalización.

Periodo posterior a la liberalización

En la década de 2000, el gobierno promulgó otra serie de reformas para 
profundizar las políticas de liberalización económica, pero también como 
un medio para hacer frente a la crisis que caracterizó el �nal de la década 
anterior. Se estableció así tanto el crédito agrícola como un sistema de re-
gulación de las cacps.

Al sustituir a Banrural en 2002 por un banco agrícola más pequeño 
llamado Financiera Rural, quedó restringido el papel que el Estado des-
empeñaba como proveedor de crédito. Hubo tres cambios fundamentales 
en esta nueva institución. Los prestatarios que no habían cumplido con 
los pagos de algún préstamo otorgado por Banrural no eran elegibles para 
obtener créditos de Financiera Rural. Los fondos provenían de una partida 
del presupuesto del gobierno, y por ello Financiera Rural no podía captar 
depósitos o inversiones de fuera como medio de �nanciamiento; todo el 
�nanciamiento ahora provenía del Estado. Por último, Financiera Rural 
debía tener una buena gestión �nanciera, ya que no podía endeudarse para 
continuar funcionando (iadb, 2003).

A principios de la década de 2000, el monto del crédito agrícola otorgado 
por la banca de desarrollo se mantuvo estable, pero disminuyó después de 
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la introducción de Financiera Rural (grá�ca 10.1). También disminuyó el 
número de hectáreas �nanciadas por Banrural, aunque a partir de 2003 
éste comenzó a incrementarse, pero sin alcanzar los niveles anteriores a 
1988 (grá�ca 10.3). El volumen de préstamos de fira aumentó durante este 
periodo, pero no alcanzó los niveles anteriores a 1994 (grá�ca 10.2).

Una de las principales iniciativas que tomó el Estado fue incrementar 
su labor en la prestación de asistencia técnica y en la regulación de las 
cacps, a �n de asegurarse de que éstas podían convertirse en institucio-
nes �nancieras formales y sostenibles. La necesidad de regulación de las 
cacps se hizo evidente a �nes de la década de 1990, cuando salieron a la 
luz una serie de fraudes en los bancos populares en todo el país. Original-
mente sólo dos sociedades de ahorro y crédito se declararon en quiebra 
en febrero de 1999. Estas dos sociedades tenían sucursales en 28 estados y 
contaban con una cartera de más de 200 000 miembros. Sin embargo, para 
2000 el número de fraudes de las cacps creció. Por ejemplo, la Caja de 
Ahorro El Sol entró en bancarrota en el noreste de México. Esta cacp te-
nía 97 sucursales en seis estados y más de 5.5 millones de pesos (Mestries 
y Hernández, 2004). La urgencia de regular las cacps que impusieron una 
regulación interna y la decisión del gobierno de proteger a los prestatarios 
llevaron a la aprobación de la Ley de Ahorro y Crédito Popular (laycp) 
en 2001.

La laycp requiere que cada cacp sea supervisada por una federación, 
que a su vez debe ser aprobada por la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores (cnbv). Estas cacps reguladas se denominaron Entidades de Aho-
rro y Crédito Popular (eacps). Es importante señalar que la regulación era 
necesaria tanto para las cacps rurales como urbanas. La ley incluye todas 
las cacps bajo el cobijo de dos tipos de entidades reguladas: 1) Sociedades 
Cooperativas de Ahorro y Crédito Popular y 2) Sociedades Financieras 
Populares (Klaehn, Helms y Deshpande, 2006; Banco Mundial, 2002). El 
primer tipo de entidad está formado por instituciones sin �nes de lucro 
y el segundo por instituciones con �nes de lucro parcial, propiedad de 
accionistas.

Cada eacp debe demostrar viabilidad �nanciera, debe estar regulada 
y supervisada por una federación y tiene que comprar un seguro de depó-
sitos privados (Banco Mundial, 2001). La fecha límite para cumplir con 
la laycp fue junio de 2005; aunque el plazo se extendió hasta diciembre 
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de 2008 para las instituciones que mostraran disposición para cumplir los 
reglamentos necesarios (Klaehn, Helms y Deshpande, 2006).6 

Si bien el paso de Banrural a Financiera Rural y la creación de la ley 
de ahorro y crédito constituyeron un avance hacia la liberalización, el go-
bierno mexicano dio un paso atrás con la creación del banco mexicano 
Banse� (Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros), antes Pa-
tronato del Ahorro Nacional (Pahnal). El principal papel de Banse� era 
el de coordinar y supervisar la incorporación de estas instituciones en la 
laycp. Sin embargo, un objetivo importante que tenía Banse� radicaba en 
incrementar el número de cuentas de ahorro entre la población rural. Un 
medio para conseguir este objetivo fue la creación de cuentas de ahorro 
para coordinar los programas de transferencias condicionadas en efectivo 
realizadas por el gobierno, tal como el programa Oportunidades (antes 
conocido como Progresa). Los bene�ciarios de Oportunidades podían 
acceder a los fondos mediante las cuentas de ahorro, en lugar de recibir 
los fondos en las o�cinas municipales en los días para ello designados. A 
partir de 2000, Banse� tuvo más de dos millones de cuentas, en compara-
ción con 950 000 clientes que fueron atendidos por Pahnal. No obstante, la 
entrada de Banse� y la focalización de los hogares marginados generaron 
una competencia en los servicios de ahorro con las instituciones �nancie-
ras locales.

El panorama que emerge de este análisis es que ha habido una reducción 
signi�cativa en el papel del Estado como proveedor directo de crédito. No 
obstante, el Estado continúa operando Financiera Rural y ofrece directa-
mente préstamos a los productores. Por otra parte, el Estado ha creado 
una variedad de programas de desarrollo rural que tienen como objetivo 
otorgar dinero a productores para poder �nanciar sus actividades agríco-
las, tales como Alianza para el Campo y Procampo. Aunque ninguno de 
los dos programas otorga créditos, las transferencias monetarias pueden 
tener el efecto de disminuir la demanda de crédito en el sector comercial. 
Además, la creación de Banse� ha generado una competencia directa con 
los mercados �nancieros locales. Por lo tanto, aunque el Estado se retiró de 

6 El número de federaciones y eacps autorizadas, aprobadas y pendientes de aprobación 
cambia constantemente. La cnbv elabora un reporte que se actualiza cada semestre y se 
encuentra disponible en: [http://www.cnbv.gob.mx/Paginas/PADR%C3%93N-DE-ENTI-
DADES-SUPERVISADAS.aspx].
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tener un papel más regulador, aún mantiene mano �rme en la provisión 
de servicios de ahorro y crédito al sector rural.

Panorama de las cajas de ahorro y crédito popular (cacps)

A �nales de la década de 1990, el sector �nanciero rural tenía un mercado 
fragmentado y pocas instituciones �nancieras concedían créditos en las 
zonas rurales. Los productores que se habían acostumbrado a trabajar con 
Banrural ahora tenían que aprender cómo manejarse con un nuevo con-
junto de programas e instituciones gubernamentales para poder �nanciar 
sus actividades agrícolas. Mientras que las cacps siempre habían existido 
en México, en esa década aumentó su importancia para la provisión de los 
servicios �nancieros al sector rural, debido a la desaparición de la banca de 
desarrollo de las zonas rurales. Las cacps en general daban servicio a los 
sectores de bajos ingresos.

El análisis de la evolución de las cacps se hará con base en la estructura 
organizacional de la laycp. Cada una de las eacps, diseñadas por la laycp, 
tenía un conjunto único de cacps que habían evolucionado por diferentes 
circunstancias.7 A continuación se examinará el origen de estas institucio-
nes y su cobertura en México.

Las primeras eacps, sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, 
se formaron por uniones de crédito y Sociedades de Ahorro y Préstamo 
(sap). En 1926 la Ley Agrícola autorizó al gobierno la canalización de cré-
dito a grupos, con el �n de distribuirlo entre sus miembros. En 1932 la Ley 
General de Instituciones de Crédito legalizó formalmente a estos grupos 
como uniones de crédito, pero no fue hasta 1975 en que se fundó la prime-
ra unión de crédito agrícola. En 1985 la Unión Nacional de Organizaciones 
Regionales Campesinas Autónomas (Unorca) estaba conformada por 24 
organizaciones distribuidas en 14 estados de la República. El objetivo de la 
Unorca era promover la participación de los productores en las decisiones 
principales, tales como la producción, la distribución y el �nanciamien-
to. En 1988 hubo una oleada de uniones de crédito, lo que resultó en el 

7 Para un análisis a profundidad de las instituciones �nancieras no bancarias consulte Mu-
ñoz Rodríguez, Santoyo y Altamirano, 2002.
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abandono por parte del Estado de sus funciones de provisión de crédito 
agrícola. En 1991 la Unorca se transformó en la Asociación Mexicana de 
Uniones de Crédito del Sector Social (Amucss). No fue sino hasta 1993 en 
que la ley se modi�có para permitir que las uniones de crédito empezaran 
a captar ahorros y prestar servicios de crédito a sus miembros (Mestries y 
Hernández, 2004; Muñoz, Santoyo y Altamirano, 2002).

Las saps se formaron históricamente a partir de cajas de ahorro o gru-
pos de personas que trabajaban en el mismo lugar. La Ley Federal del Tra-
bajo establecía regulaciones para que las empresas pudieran retirar dinero 
de los salarios de los empleados con el �n de generar cuentas de ahorro. En 
1991, las cajas de ahorro estaban reguladas legalmente bajo el nombre de 
sap por la Ley General de Organizaciones Auxiliares de Crédito.

En las segundas eacp, entidades cooperativas de ahorro y préstamo, hay 
tres tipos de cacps. Las primeras, las cajas solidarias, se revisaron en la 
sección anterior. En segundo lugar se encuentran las cajas populares que 
tienen su origen en la Iglesia católica. En 1949, un sacerdote, Pedro Veláz-
quez, estaba decidido a establecer un sistema de servicios �nancieros simi-
lares a los ofrecidos en Estados Unidos y Canadá, y envió a dos sacerdotes 
a estos países para que estudiaran el funcionamiento de las cooperativas de 
crédito; así estableció la primera caja popular en la ciudad de México en 
1951. En 1954 se fundó el Consejo Central de Cajas Populares y en 1964 
la Confederación Mexicana de Bancos Populares se reunió y estableció un 
conjunto de normas y reglamentos para la organización de numerosas ca-
jas. En 1971, una junta de directores de Cajas Populares decidió separarse 
de la Iglesia católica para tener más autonomía. En este punto, varias de 
las cajas populares se unieron a la confederación y otras permanecieron 
reguladas por las normas locales.

El último tipo de cacps que forma parte de estas eacps, son las Coo-
perativas de Ahorro y Crédito. Estas sociedades de ahorro y crédito se 
iniciaron con la �nalidad de proporcionar ahorros y préstamos a grupos 
de personas que carecían de estos servicios. Al parecer no se tiene idea de 
cuándo empezó a funcionar la primera, pero la Ley General de Sociedades 
Cooperativas las convirtió en entidades legales.

La información sobre el número y el alcance de las cacps es escasa y 
confusa. En el cuadro 10.2 se observa que el número de cacps varía en-
tre 338 y 1 235. En el censo económico de las instituciones �nancieras de 



334 S U S A N  M .  R I C H T E R

1999 se estimó que existían 666 uniones de crédito y cajas de ahorro. El 
censo económico no proporciona información sobre cajas solidarias, por 
lo que este número es una estimación (inegi, 1999). Aunque el censo de 
2002 reveló que había 1 039 instituciones que daban servicio a 7% de la 
población económicamente activa, es decir, a cerca de 2.3 millones de per-
sonas (Banco Mundial, 2002), de las cuales 340 000 pertenecían a cajas so-
lidarias (Klaehn, Helms y Deshpande, 2006). Por otra parte, otro estudio 
estimó que existían 800 instituciones �nancieras no bancarias (Mestries 
y Hernández, 2004). Es difícil saber con exactitud cuántas cacps había y 
cuántas eran económicamente viables. También es importante señalar que 
este cuadro incluye los bancos populares que dan servicio en las zonas 
rurales y urbanas.

Cuadro 10.2. Número de cacps

 Número  

de instituciones Cajas solidarias Cajas populares Uniones de crédito

Gavito Mohar 
(2002)

630 210 388 32

INEGI (1999) 666 n.d 471 195

Caskey, Ruiz y Solo 
(2006)

737 300 300 137

Mestries y  
Hernández (2004)

800 207 585 32-80

Banco Mundial 
(2002)

1 039 176 793 70

Muñoz, Santoyo y 
Altamirano (2002)

1 235 179 900 156

Hasta donde se tiene conocimiento, sólo un estudio ha proporcionado 
un censo de instituciones que otorgan servicios �nancieros en las zonas ru-
rales de México (Blancas et al., 2002). Se estima que hay 726 instituciones 
que ofrecen servicios de ahorro y crédito en las zonas rurales de México. 
De estas instituciones, 322 proporcionan servicios de ahorro y préstamo, 
32 promueven el ahorro y otorgan crédito y 372 sólo ofrecen servicios de 
crédito. La mayoría de los préstamos fueron otorgados por instituciones 
que sólo proporcionan servicios de crédito (54.8%). La mayoría de los 
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miembros de estas instituciones provenían de entidades de gobierno, ex-
cluyendo al Banrural (cuadro 10.3). Sin embargo, la mayor parte de los 
ahorros y préstamos fueron otorgados por instituciones de ahorro y présta-
mo no gubernamentales. Se calcula que 839 000 clientes fueron atendidos 
por estas instituciones, con un ahorro promedio de 1 400 pesos por miem-
bro (cuadro 10.3), y que el monto de los préstamos concedidos fue de 70% 
del total. Estos datos muestran que la mayoría de los préstamos y servicios 
de ahorro los ofrece el sector bancario popular.

Cuadro 10.3. Tipos de instituciones financieras en áreas rurales

Miembros

Ahorros (miles 

de pesos) %

Créditos (miles 

de pesos) % Total

Ahorros y créditos  
rurales en instituciones 
no gubernamentales

838 951 2 012 418 60 5 936 714 70

Instituciones  
gubernamentales  
(excepto Banrural)

2 975 549 147 269 1 1 046 034 12

Banrural 153 408 1 189 863 36 1 568 015 18

Fuente: Blancas et al., 2002.

La mayoría de las instituciones que otorgan servicios a las áreas rurales 
son las cajas solidarias, pero a su vez éstas son las que tienen el menor 
porcentaje de ahorro y crédito si se comparan con el total (12 y 14.5%, 
respectivamente). Las uniones de crédito otorgaron la mayor parte de los 
préstamos y tuvieron el menor número de miembros y un pequeño por-
centaje de los ahorros (cuadro 10.4). Una de las razones de esta disparidad 
es que las uniones de crédito atienden a poblaciones rurales que tienen ma-
yor nivel de ingresos que los que atienden las cajas solidarias. Aunque las 
sap tienen sólo tres instituciones, abarcan 37.6% del ahorro total y 25.8% 
del total de préstamos. Estas entidades se localizan principalmente en Oa-
xaca (16.9%), Jalisco (11.3%), Nayarit (6.5%) y Durango (5.4%) (Blancas 
et al., 2002).
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Cuadro 10.4. Instituciones rurales que proveían de servicios de ahorro y crédito

 

Número % Miembros %

Ahorros

(miles de pesos) %

Créditos

(miles de pesos) %

Caja solidaria 216 67.1 203 416 35.7 240 063 12 384 419 14 5

Sociedades  
de Ahorro y  
Préstamos (SAPs)

3 0.9 37 686 24.1 754 669 37.6 684 189 25 8

Cooperativas de 
Ahorro y Crédito

60 18.6 148 074 26 848 823 42.3 586 619 22.1

Uniones  
de crédito

13 4 44 169 7.7 83 759 4.2 934 256 35.2

Otras 30 9.3 36 892 6.5 78 266 3.9 62 810 2.4

Fuente: Blancas et al., 2002.

Los datos secundarios nos dan un panorama de los principales actores 
en los mercados rurales, pero no proporcionan ninguna información sobre 
el tipo de hogares que son miembros de bancos populares, ni qué tipos de 
servicios �nancieros requieren. Tampoco se conocen los términos de los 
contratos y los servicios que ofrecen los bancos populares, cosa que sí su-
cede con las instituciones comerciales o de gobierno. Por último, la infor-
mación disponible no proporciona ningún detalle sobre el crédito informal 
y los mecanismos de ahorro, componentes fundamentales de los servicios 
�nancieros en zonas rurales. Por lo tanto, se debe dirigir la atención hacia 
los datos de encuestas a hogares para entender la demanda de los hogares 
por servicios �nancieros, los términos de los contratos de los préstamos y 
la prevalencia de los prestamistas informales. En este capítulo se utilizan 
cinco bases de datos para investigar no sólo la penetración de los mercados 
�nancieros rurales, sino también las características de los hogares rurales 
que demandan servicios �nancieros.

Descripción de los datos

En este capítulo se utilizan cinco encuestas a hogares que proporcionan 
información sobre la oferta y la demanda de servicios �nancieros (cuadro 
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10.5). Las primeras tres encuestas son representativas del México rural y se 
describen a continuación. La Encuesta Nacional sobre Niveles de Vida de 
los Hogares (ennvih) fue llevada a cabo por la Universidad Iberoamerica-
na de la Ciudad de México y su principal objetivo es evaluar el bienestar de 
los hogares a través del tiempo.8 La encuesta tiene una cobertura geográ�ca 
en 30 estados y más de 4 000 familias que viven en localidades con menos 
de 15 000 habitantes. La encuesta de evaluación del Programa de Educa-
ción, Salud y Alimentación (Progresa) fue diseñada para evaluar el impac-
to de los programas de transferencias condicionadas en efectivo en México. 
La ronda más reciente de esta encuesta rural (1999) contiene información 
sobre más de 34 000 hogares.9 La Encuesta Nacional a Hogares Rurales de 
México (enhrum) se llevó a cabo de manera conjunta por El Colegio de Mé-
xico y la Universidad de California en Davis en 2002, y fue diseñada para 
capturar con detalle la participación de los hogares rurales en el mercado 
de trabajo y sus experiencias migratorias. La enhrum contiene informa-
ción sobre 1 765 hogares rurales.10 Aunque ninguna de estas encuestas tenía 
como objetivo primordial la exploración de los mercados �nancieros, todas 
contienen distintos grados de información sobre el ahorro y el crédito.

Otras dos encuestas y la segunda ronda de la enhrum se diseñaron con 
el objetivo especí�co de explorar los mercados �nancieros rurales. La en-
cuesta basis cuenta con una muestra aleatoria de 600 hogares rurales en 20 
localidades del estado de Oaxaca. Esta entidad fue elegida para el estudio 
por tener diversidad en el tipo de tenencia de la tierra y en los cultivos 
agrícolas, además de que tiene gran cantidad de bancos populares. La En-
cuesta de Banse� incluye un panel de 2 700 hogares rurales y se diseñó 
para evaluar el impacto de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. La encuesta 
fue llevada a cabo por Banse� en 26 estados del país. En 2007 se llevó a 
cabo una segunda ronda de la enhrum que contiene información detallada 
sobre la participación y la no participación de los hogares en el mercado 
crediticio. Es importante mencionar que la Encuesta de Banse� tiene un 
diseño muestral basado en la respuesta; esto quiere decir que la muestra 

8 Esta encuesta está disponible en [http://www.radix.uia.mx/ennvih/begin.php].
9 Esta encuesta está disponible en [http://evaluacion.oportunidades.gob.mx:8010/es/ba-

ses_cuan_c.php].
10 Esta encuesta está disponible en [http://precesam.colmex.mx/ENHRUM/PAG%20PRIN_

ENHRUM_.htm].
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se seleccionó con base en la respuesta que dio el hogar a la pregunta de 
si tenía o no una cuenta en Banse�, en vez de seleccionarla con base en el 
listado del total de hogares que tenían cuenta en dicho banco, según los 
registros del mismo. Como resultado de esto no es posible utilizar esta base 
de datos para estimar las tasas de participación.

El tema de interés es saber qué proporción de los hogares rurales aho-
rran y solicitan créditos en los mercados �nancieros rurales.

Cuadro 10.5. Bases de datos mexicanas

Número 

de

estados

Definición 

de población 

rural

Número  

de localidades

Número  

de hogares

Añ0Total Rural Total Rural

Encuesta Nacional 
Sobre Niveles de 
Vida de los Hogares 
(ENNViH)

30 <15 000 150 95 8 436 4 232 2002 y 2005

Evaluación Progresa 7 500-2 500 657 657 34 203 34 203 1991-2003

Encuesta Nacional  
a Hogares Rurales  
de México (ENHRUM)

14 500-2 500 80 80 1 760 1 760 2002 y 2007

BASIS 1 500-2 500 20 20 600 600 2005 y 2006

Bansefi 26 500-10 000 345 179 5 768 2 729 2004-2006

Participación de la población rural  
en los mercados de crédito y ahorro

La evaluación de la participación en los mercados de crédito y ahorro se 
basa en las tres encuestas que son representativas a nivel nacional (ennvih, 
Evaluación Progresa y enhrum) y en la encuesta basis.
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Participación en el mercado de crédito

Con el �n de estudiar la penetración de los bancos populares en las zonas 
rurales, a continuación se analiza la participación de los hogares en los mer-
cados de crédito por medio de seis sectores: bancos comerciales, bancos 
de gobierno, programas de gobierno, organizaciones no gubernamentales, 
bancos populares y prestamistas informales. En primer lugar, se observa  
que en los 12 meses anteriores a la encuesta, la mayoría de los hogares no 
pidieron prestado en ninguno de los sectores (cuadro 10.6). En todas las 
encuestas la tasa de participación es de cerca de 20%. En segundo lugar, se 
observa que la tasa de participación del sector de crédito institucional es en 
extremo baja. Por ejemplo, en la encuesta de Progresa menos de 1% tenía un 
préstamo bancario, mientras que alrededor de 1% contaba con un préstamo 
de algún banco popular. Sin embargo, en la encuesta basis se observa un 
porcentaje ligeramente mayor de préstamos de los bancos populares que en 
las otras encuestas. El 6% de los hogares contaba con préstamos de bancos 
populares, mientras que sólo 2.7% reportó tener un préstamo en ese tipo de 
banco en la enhrum 2007 y 1.5% en la ennvih. Estas estadísticas re�ejan 
el hecho de que el movimiento de los bancos populares es relativamente 
activo en el estado de Oaxaca, lugar en donde se realizó la encuesta basis.

Cuadro 10.6. Participación de los hogares en el mercado de crédito 

(porcentaje con créditos activos)

enhrum 

(2002)

ennvih 

(2002)

Progresa 

(2003)

basis 

(2005)

basis 

(2006)

enhrum 

(2007)

Bancos
comerciales

2

0.5 0.1 0 0 1.4

Bancos de 
gobierno

n.d. 0.1 0.6 0 1.7

Programas 
de gobierno

n.d. 1.4 0 0 0

Bancos 
populares

1.5 0.7 6 6 2.7

ONG’s 1 n.d. n.d 0.6 0.7 0.7

Informales 26 15 11 13 12 16.7

Ninguno 72 83 87 81 83.2 81

Nota: En algunos casos las columnas suman más de 100% debido a que el mismo hogar puede tener 
créditos en diferentes instituciones financieras.
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Los hogares que se endeudan en el sector informal constituyen el gru-
po más importante. El sector informal incluye una mezcla heterogénea 
de prestamistas, desde agiotistas hasta familiares y amigos. En la enhrum 
2002, una cuarta parte de los hogares reportó haber recibido un préstamo 
del sector informal, mientras que este porcentaje descendió hasta 17% en 
2007.

La mayoría de los hogares no tienen créditos. Hay una similitud en las 
encuestas en cuanto a la no participación en el mercado de crédito. En las en-
cuestas enhrum, ennvih, Progresa y basis, cerca de 80% de los hogares 
no solicitó ningún préstamo.

Razones de la no participación

Los resultados del cuadro 10.6 nos llevan a formular la siguiente pregunta: 
¿Por qué existe una baja tasa de participación entre los hogares si hubo un 
enorme incremento en el sector de bancos populares?

La primera explicación intuitiva para la no participación en el mercado 
de crédito de los bancos populares es que muchos de los hogares rurales 
están racionados, es decir, no cali�can para un préstamo en los bancos 
populares a las tasas de crédito que están en el contrato. De las encuestas 
que se analizaron, sólo la basis y la enhrum contienen preguntas refe-
rentes a las tasas de no participación en el mercado de crédito. En estas 
encuestas, a los hogares que no cuentan con un préstamo de algún banco 
popular se les preguntó si consideraban que podían obtener un préstamo 
de los bancos populares. En la encuesta de basis de 2005, 41% de los no 
prestatarios dijo que no podían obtener un préstamo, mientras que 59% en 
2005 y 36.8% en 2006 dijeron que los bancos populares sí les concederían 
préstamos. Esto sugiere que la razón principal por la que no piden prestado 
no es el racionamiento.

Entonces, ¿por qué los hogares no piden prestado? Los dos años de la 
encuesta basis reportan que de los hogares no prestatarios con una oferta 
de crédito positiva, cerca de 65% en 2005 y 60% en 2006 dijeron que la 
tasa de interés era demasiado alta. Para estos hogares el mercado de cré-
dito funcionaba bien, es decir, al precio vigente para el préstamo, el hogar 
determinó que el precio era demasiado alto y no pidieron el préstamo. En 
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segundo lugar están los costos de transacción. En 2005 y 2006, 23 y 27% 
de los hogares, respectivamente, no solicitaron un crédito debido a que 
los costos de transacción eran muy elevados. Por último, cerca de 12% 
de los hogares, en ambos años, no estaba dispuesto a poner en riesgo la 
garantía exigida por los bancos populares, es decir, estaban racionados por 
riesgo. En otras palabras, con información perfecta el hogar obtendría el 
préstamo, pero debido a las asimetrías de información, éste considera que 
los términos de los contratos de crédito establecidos por el prestamista son 
demasiado riesgosos y, por lo tanto, no participa en el mercado.

Si bien la base de datos de la enhrum 2007 no contiene muchas varia-
bles relacionadas con el crédito, podemos evaluar si hay similitudes en las 
respuestas entre esta encuesta y la basis. Alrededor de 39% de los hogares 
de la enhrum 2007 mencionaron que no podrían conseguir un présta-
mo de un banco popular. Por lo tanto, 61% de los hogares tenía la posi-
bilidad de obtener una línea de crédito y optaron por no pedir prestado. 
De aquellos que podían obtener un préstamo, 67% mencionó que la razón 
fundamental por la que no pidió un préstamo fue la alta tasa de interés o la 
incapacidad pagarlo. Sólo 11% mencionó el riesgo como la razón principal, 
mientras que 13% se re�rió a los costos de transacción. Estas cifras son 
muy similares a las de la encuesta basis.

En conjunto, estas respuestas sugieren que la mayoría de los hogares 
están racionados por cuestiones distintas a las tasas de interés; podría tra-
tarse de cantidad, costos de transacción, o del riesgo. Se puede concluir que 
los hogares que caen dentro de estas categorías con frecuencia recurren 
al sector informal para cubrir sus necesidades de crédito. Esto no es ne-
cesariamente malo si no hay diferencias sistemáticas que expliquen algún 
tipo de racionamiento entre los términos de los contratos de crédito de 
los bancos populares y los préstamos informales. Si, por ejemplo, el sector 
informal ofrece un sustituto cercano fácil de obtener, entonces tendríamos 
que estar preocupados por el racionamiento en el mercado de crédito de 
los bancos populares.

A continuación se revisarán las diferencias entre los términos de los 
contratos de crédito de los bancos populares y del sector informal para 
determinar si existen diferencias sistemáticas.
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Términos de los contratos de crédito

Basándonos en la información sobre los términos de los contratos de cré-
dito de las encuestas de Banse� y basis, presentamos tres observaciones 
(cuadro 10.7). En primer lugar, bajo términos generales de un contrato, 
se observa que los préstamos de los bancos populares son más grandes, 
tienen un plazo de préstamo más largo y sus tasas de interés anuales son 
inferiores. En segundo lugar, el costo de obtener un préstamo de los ban-
cos populares es más grande que el de obtener un préstamo informal. Para 
recibir un préstamo de los bancos populares, el proceso tarda en promedio 
seis días más que el de un préstamo informal y la persona tiene que pagar 
costos más altos.

Cuadro 10.7. Términos de contrato de los créditos

Caja (N=682) Informal (N=1 493)

Términos de contrato de crédito convencional

Tamaño (pesos) 17 000 4 000

Plazo del crédito (número de meses) 15 6

Tasa de interés anual* 46 118

Costos de transacción

Número de días para recibir el crédito 10 4

Costo de la documentación (pesos) 12 0

Reglas del riesgo compartido

Título de propiedad (tierra o casa) (%) ** 21 14

Aval (%) 69 23

Número de requisitos de la garantía (%) 36 91

* Con base en préstamos con tasas de interés positivas.
** La Encuesta de Bansefi no especifica si la propiedad está hipotecada.
Fuente: Encuesta basis 2005 y Encuesta de Bansefi 2004.

Por último, los préstamos de los bancos populares exigen más garantías 
que los préstamos informales. El 21% de los préstamos de los bancos po-
pulares requiere que el prestatario tenga un título de propiedad, ya sea de 
tierra o de una casa. Pero lo más importante es que 69% de los préstamos 
de los bancos populares requiere de un aval. La garantía que el hogar se 
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arriesga a perder no está en términos monetarios, sino que se presenta en 
forma de capital social. Asimismo, tener un aval es un activo escaso, ya que 
por lo general tiene que ser un miembro de los bancos populares y no sólo 
ser un miembro del hogar del prestatario. Estos términos de los contratos 
de crédito no sólo limitan la capacidad de muchos hogares para obtener un 
préstamo de los bancos populares, sino también su voluntad para aceptar 
los términos del crédito.

Mediante el análisis de la información de los contratos de crédito de la 
enhrum 2007, se observa que esta encuesta revela conclusiones similares a 
las de basis. Los préstamos informales rara vez cobran tasas de interés, sólo 
38% de los préstamos informales cargaron intereses, mientras que 86% de 
los préstamos de cajas tuvieron una tasa de interés positiva. La cantidad 
que prestaron los prestamistas informales fue más grande que los présta-
mos de cajas, 19 121 pesos frente a 11 255 pesos. Estos resultados fueron di-
ferentes a los encontrados en las otras encuestas. Los préstamos informales 
tuvieron un periodo de recuperación más largo que los préstamos de caja, 
128 meses versus 11 meses, respectivamente. Alrededor de la mitad de los 
préstamos de cajas solicitaron un aval, mientras que sólo 7% de los présta-
mos informales lo solicitaron. Una estadística similar se presenta cuando 
a los hogares se les preguntó si tenían que �rmar un documento para reci-
bir el préstamo; para 87% de los préstamos de cajas solicitaban una �rma, 
mientras que sólo 43% de los préstamos informales la requirió.

La necesidad general de disponer de un aval que sea también un miem-
bro de los bancos populares nos lleva a la cuestión de de�nir cuáles son las 
diferencias sistemáticas entre los miembros de los bancos populares y los 
no miembros. Para lo anterior se analizan los datos de la Encuesta de Ban-
se�, que fue diseñada especí�camente para encontrar las diferencias entre 
los miembros y no miembros.

Miembros versus no miembros

Se encontró que los hogares no son diferentes en su estructura familiar, 
pero los hogares que son miembros de los bancos populares tienen mayo-
res niveles de educación, mayor probabilidad de estar involucrados en mi-
croempresas, y cuentan con grandes parcelas agrícolas (cuadro 10.8). Por 
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otra parte, se encontró que un porcentaje alto de los miembros de los ban-
cos populares recibe remesas de los migrantes de Estados Unidos. Dado el 
drástico incremento de la migración y las remesas en el México rural, la 
relación entre los mercados �nancieros y las remesas tiene una importan-
cia crucial. Más adelante se profundizará sobre este tema.

Cuadro 10.8. Miembros versus no miembros

Miembros No miembros

Número de adultos 3 3

Número de niños 1.5 1.6

Edad del jefe de hogar 49 48

Educación del jefe de hogar 5.7 4.5**

Porcentaje de negocios propios 40 26**

Porcentaje de parcelas 40 39

Superficie total (ha) 5.3 3.9**

Porcentaje con remesas internacionales 18 13**

** Las medias entre miembros y no miembros son estadísticamente diferentes a un nivel de signifi-
cancia de 0.05.
Fuente: Encuesta de Bansefi, 2004.

La participación en el mercado de ahorro

La participación en el mercado de crédito es sólo la mitad del panorama 
de los mercados �nancieros. Vamos ahora a referirnos a la participación de 
los hogares en el mercado del ahorro. La situación por el lado del ahorro 
es similar a la que se presenta en el mercado de crédito. Aquí lo que se 
analiza es el porcentaje de hogares que ahorran en cualquiera de las insti-
tuciones formales o informales fuera del hogar (cuadro 10.9). Se observa 
que la participación en el mercado de ahorro es ligeramente mayor en los 
bancos y cajas populares que lo que se observó en el mercado de crédito, 
a excepción de la encuesta Progresa. Aun así, la mayoría de los hogares no 
ahorran fuera del hogar.
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Cuadro 10.9. Participación en el mercado de ahorros (porcentaje)

enhrum 

(2002)

ennvih 

(2002)

Progresa 

(2003)

basis 

(2005)

basis
(2006)

enhrum 

(2007)

Banco 6 12 1 1 1.4 9.0

Caja 4 n.d. <1 13 8.5 2.2

Tanda 16 n.d. <1 7 5.5 19.3

Ninguno 74 88 98 81 90.23 71.3

Nota: en algunos casos las columnas suman más de 100% debido a que el mismo hogar puede tener 
ahorros en más de una institución.

A pesar de que ha habido un importante crecimiento en el sector de 
los bancos populares, la cobertura de los mismos en zonas rurales es aún 
muy limitada. Por el lado del crédito lo anterior se podría explicar por la 
imposibilidad de cali�car para un préstamo, pero por el lado del ahorro 
la cali�cación no es necesaria. Sólo las encuestas basis y la enhrum 2007 
incluyen preguntas para entender la no participación. Hay cuatro razones 
principales que lo explican. En primer lugar, casi dos terceras partes de los 
hogares en ambas encuestas (67% en basis y 63% en enhrum) no aho-
rraron porque no tuvieron exceso de liquidez. Esta razón puede tener dos 
explicaciones plausibles: se puede suponer que los hogares son pobres y 
que por lo tanto no pueden ahorrar, o podría indicar que las familias pre-
�eren ahorrar en el hogar (por ejemplo, invertir en ganado, joyas, u otros 
activos), ya que las tasas de interés que pagan los bancos populares son 
demasiado bajas. Por lo tanto, después de invertir en el hogar no hay exce-
so de liquidez. En segundo lugar, 16% de los hogares en la encuesta basis 
mencionó que el costo de llegar a los bancos populares era demasiado alto, 
mientras que sólo 6% re�rió esta razón en la enhrum. En tercer lugar, 9% 
señaló las cuotas y comisiones en la encuesta basis como razones para no 
participar en el ahorro y 12% declaró las mismas razones en la enhrum. 
Esto no es de extrañar ya que estos hogares son muy pobres y sólo hacen 
depósitos de cantidades muy pequeñas. Por último, 5% de los hogares en 
basis y 7% en la enhrum estaban preocupados por perder su dinero en los 
bancos populares, es decir, los hogares no confían en estas instituciones.
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Remesas y servicios financieros

Un común denominador en cuanto a la participación y no participación 

de los hogares es que los hogares que reciben remesas internacionales tam-

bién tienen más probabilidades de ser miembros de los bancos populares. 

Sin embargo, a pesar de que los receptores de remesas tienen mayor par-

ticipación en estos bancos, es interesante observar que existe una gran de-

manda insatisfecha de los receptores de remesas por medio de los mismos 

bancos (cuadro 10.10). Sólo 4% de los hogares recibió remesas por medio 

de bancos populares.

Cuadro 10.10. Participación de los miembros de la Caja en la migración y las remesas

Miembro No miembro

Porcentaje con:

Migrantes internacionales* 37 25**

Migrantes nacionales* 24 21

Remesas internacionales 19 15**

Remesas nacionales 6.4 5.9

% Recepción de remesas mediante:

Bancos 43 27

Cajas 4 4

* Los datos son de la encuesta basis.
** Las medias entre miembros son estadísticamente diferentes.
Fuente: basis, 2005 y Encuesta de Bansefi, 2004.

En una entrevista que se realizó a los directores de los bancos populares, 

ellos señalaron que el costo �jo de la adopción de tecnologías de transfe-

rencias bancarias y la complejidad de la contratación de servicios de trans-

ferencia de dinero limita su capacidad para canalizar las remesas.11 Esto 

es un hecho signi�cativo porque los bancos populares pueden utilizar las 

remesas como una señal de solvencia y también como una forma de ga-

rantía; de esta manera aumentaría la línea de crédito disponible para los 

hogares rurales. Como se puede observar, ésta es un área para posteriores 

investigaciones.

11 Las entrevistas a directores de caps fueron realizadas por la autora en 2005 en Oaxaca.
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Conclusiones

La relación entre el Estado mexicano y los mercados �nancieros rurales 
ha experimentado cambios signi�cativos en los últimos años. Respecto al 
importante sector de los pequeños agricultores, el Estado se retiró de la 
concesión de créditos directos para fortalecer indirectamente los merca-
dos �nancieros mediante la protección de los derechos de propiedad y la 
ampliación del alcance regulador para el sector de los bancos populares.

Se ha desarrollado una impresionante base local formada por el sector 
emergente de la banca popular en respuesta a la apertura dada por el Esta-
do. Sin embargo, a pesar del crecimiento del sector de los bancos popula-
res, los mercados �nancieros rurales siguen siendo muy poco profundos. 
Las encuestas que se analizaron muestran que menos de 5% de los hogares 
rurales participa en el sector institucional, aunque pocas de las encuestas 
realizan un análisis a profundidad sobre por qué las familias no participan 
en los servicios �nancieros. Éste es un componente clave que falta en las 
encuestas nacionales. En el futuro, las encuestas deben incluir preguntas 
sobre las razones por las cuales los hogares no participan en los servicios 
�nancieros, con la �nalidad de evaluar por qué los hogares rurales siguen 
siendo excluidos de los mercados �nancieros.

Concluimos este capítulo con dos preguntas clave. El gobierno mexi-
cano aún tiene por resolver varias cuestiones importantes de política. En 
primer lugar, ¿qué explica la larga demora en la implementación de la ley 
de ahorro y crédito popular? ¿Los costos excesivos de la formalización de 
los bancos populares podrían reducir su viabilidad y su capacidad para 
expandir el servicio a los hogares rurales pobres? En segundo lugar, ¿el Es-
tado socava la aparición de un mercado �nanciero basado en la propiedad 
enviando señales mixtas acerca de su papel? En particular, el Estado parece 
desincentivar a los bancos populares en la captación de ahorros de una 
manera activa, ya que continúa operando bancos de ahorro y proveyendo 
líneas de crédito subsidiado al sector de bancos populares. 



348 S U S A N  M .  R I C H T E R

Bibliografía

Banco Mundial. 2002. Savings and Credit Sector Strengthening and Rural Micro�-
nance Capacity Building: Technical Assistant Project. Reporte núm. 23868-ME, 
Washington D.C. 

_______. 2001. Mexico Rural Finance: Savings Mobilization Potential and Depo-
sit Instruments in Marginal Areas. Reporte núm. 21286-ME, Banco Mundial, 
Washington D.C.

_______. 2000. Mexico: Rural Finance: Savings Mobilization potential and deposit 
instruments in marginal areas.

Blancas Macayo, K. G., et al. 2002. Diagnóstico de entidades de ahorro y crédito del 
sector rural, El Mercado de Valores, 62 (8): 23-29.

Caskey, J., C. Ruiz Durán y T. M. Solo. 2006. �e Urban Unbanked in Mexico and 
the United States, Policy Research Working Paper, núm. 3 835, World Bank, 
Washington D.C.

Castañeda, G. y C. Ruiz Durán. 2006. El sistema �nanciero mexicano: acceso a los 
servicios de ahorro, crédito y medios de pago por parte de los grupos de bajos 
ingresos.

Fox Quesada, V. 2006. Sexto informe de gobierno. Anexo, Presidencia de la Repú-
blica, México, 760 p.

Gavito Mohar, J. 2002. Censo de las Sociedades con Actividades de Ahorro y Cré-
dito Popular (acp), El Mercado de Valores, agosto, 41-46.

Hidalgo, N. 2002. El micro�nanciamiento y la política gubernamental mexicana. 

2001-2006, Universidad Autónoma Chapingo, México.
Institutito Nacional de Estadística, Geografía e Informática (inegi). 1999. XII Cen-

so de Servicios: censos económicos 1999. Servicios Financieros.
Inter-American Development Bank (iadb). 2003. Mexico: Rural Financial System 

Consolidation Program, Loan Proposal ME-0243.
Klaehn, J., B. Helms y R. Deshpande. 2006. Mexico: Country-Level Savings As-

sessment. Consultative Group to Assist the Poor (cgap), Working Paper, núm. 
34094, World Bank, Washington D.C.

Mestries Benquet, F. y J. M. Hernández Trujillo. 2004. Crédito, seguro y ahorro rural: 

las vías de la autonomía, Universidad Autónoma Metropolitana-Azcapotzalco, 
México.

Muñoz Rodríguez, M., V. H. Santoyo Cortés y J. Altamirano Cárdenas. 2002. Mer-

cados e instituciones �nancieras rurales: una nueva arquitectura �nanciera rural 

para México, Universidad Autónoma de Chapingo, México.
Myhre, D. 1998. �e Achilles’ Heel of the Reforms: �e Rural Finance System, en 

W. A. Cornelius y D. Myhre (eds.), �e Transformation of Rural Mexico: Refor-



E S T R U C T U R A  D E  L O S  M E R C A D O S  F I N A N C I E R O S  R U R A L E S  E N  M É X I C O  349

ming the Ejido Sector. Center for U.S.-Mexican Studies, University of California, 
San Diego, 1, pp. 39-65.

_______. 1997. Créditos agrícolas adecuados: pieza faltante de la reforma agraria 
mexicana, Financiamiento rural, 15: 9-25.

_______. 1994. �e Politics of Globalization in Rural Mexico: Campesino Initia-
tives to Restructure the Agricultural Credit System, en P. McMichael (ed.), �e 

Global Restructuring of Agro-Food Systems, Cornell University Publishing Press, 
Ithaca, 1: 303.

Pessah, R. 1987. Channeling Credit to the Countryside, en J. E. Austin y G. Esteva 
(eds.), Food Policy in Mexico: �e Search for Self-Su�ciency, Cornell University 
Press. Ithaca, Nueva York, 1, pp. 92-110.

Salinas de Gortari, C. 1994. Sexto informe de gobierno. Anexo, Presidencia de la 
República, México, 784 p.

Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol). 2006. La política social del gobierno de 
México. Resultados 1995-2000 y retos futuros, Sedesol, México.

Wiggins, S. et al. 2002. Ag ricultural Policy Reform and Rural Livelihoods in Cen-
tral America, �e Journal of Development Studies, 38 (4): 179-202.





351

11. EL EFECTO DE LA DESCONFIANZA EN EL USO  
DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS FORMALES

Patricia López Rodríguez* 

Martín Lima Velázquez**

Introducción

El objetivo de la presente investigación consiste en analizar el efecto de la 
descon�anza en el uso de los servicios �nancieros formales. En el proceso 
se identi�can y caracterizan los componentes de la descon�anza asociados 
con el uso de los servicios �nancieros formales, lo que se esperaría genere 
insumos para el análisis de la inclusión de la población vulnerable a los 
servicios �nancieros formales.

El sector de la población con bajos e inestables ingresos casi siempre 
representa un segmento del mercado con baja cobertura porque implica 
alto riesgo en créditos, altos costos operativos y produce bajos márgenes de 
ganancia. Las causas de la exclusión se sustentan en los costos y riesgos que 
representa asignar créditos formales a la población que no cuenta con un 
colateral o garantía (Mansell, 1995). La literatura sobre el tema menciona 
que la descon�anza1 puede ser una fuente de exclusión de este tipo de po-
blación al sector �nanciero (Datta, 2009).2

Es menos probable que los hogares pobres participen en el sector �nan-
ciero formal si se comparan con los hogares que ocupan mejor posición 
económica; asimismo, el uso de servicios �nancieros formales no depen-

* Universidad Iberoamericana/Instituto Tecnológico Autónomo de México. Agradecemos 
los valiosos comentarios y revisión de este trabajo que realizó Ángeles Chávez.

** Universidad Iberoamericana Puebla.
1 La descon�anza se da por parte de la población de bajos e inestables ingresos hacia el 

sector �nanciero.
2 En este artículo se analizarán los elementos que están detrás de la descon�anza, los 

cuales afectan el acceso de la población en condiciones de pobreza al sistema �nanciero 
formal.
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de sólo del estatus socioeconómico de los hogares, sino de otros factores 
como la descon�anza (Bendig, Giesbert y Steiner, 2009).

Algunos análisis han mostrado que los factores que alientan la descon-
�anza se re�eren a experiencias individuales y características comunita-
rias (Alesina y La Ferrara, 2000), entre ellos se encuentran experiencias de 
rechazo, la pertenencia a grupos discriminados, no ser económicamente 
exitoso en términos de ingreso y educación, o vivir en una comunidad con 
alta desigualdad en el ingreso. Esto podría indicar que aun cuando se pre-
sentan diferencias en el uso de los servicios �nancieros, existen elementos 
asociados a la descon�anza de las personas que afectan la relación de éstas 
con las instituciones. En la descon�anza de los individuos demandantes de 
servicios �nancieros hacia las instituciones, prevalecen elementos que se 
asocian con la falta de identidad y proximidad.

Nuestro entendimiento sobre cómo la inclusión �nanciera se puede ex-
tender a un sector de la población vulnerable nos motiva a explorar la posi-
bilidad de identi�car y caracterizar los componentes de la descon�anza que 
podrían guiar la acción de la inclusión a este sector. Esta investigación busca 
analizar el efecto de la descon�anza en el uso de los servicios �nancieros 
formales, midiendo el peso y signi�cancia de la descon�anza en el uso de 
estos servicios.

La investigación toma como fuente de información las encuestas reali-
zadas por el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros (Banse�) 
en 2004, 2005, 2006 y 2007. La unidad de análisis es el hogar;3 se utilizan 
variables socioeconómicas, demográ�cas, de descon�anza y de activos �-
nancieros. Para medir pobreza se considera el ingreso del hogar y las líneas 
de pobreza del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarro-
llo Social (Coneval). El sector �nanciero formal está representado por los 
bancos comerciales y el Sector de Ahorro y Crédito Popular (sacp) (Woo-
dru�, 2006).

Se construye un modelo panel con los cuatro levantamientos disponi-
bles de las encuestas del Banse� para analizar el efecto de la descon�anza 
a lo largo del periodo de estudio (2004-2007). Se analiza sólo el uso de los 

3 La unidad de análisis es el hogar, especí�camente el jefe del hogar, quien se supone toma 
las decisiones sobre los activos o pasivos �nancieros. El jefe del hogar fue la unidad de 
seguimiento constante a lo largo de los cuatro levantamientos de la Encuesta de Banse�.
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servicios �nancieros por el lado de la demanda. Se utiliza como variable 
dependiente la frecuencia de uso de los servicios �nancieros formales de 
ahorro, crédito y seguros; el indicador de descon�anza en las institucio-
nes �nancieras formales es una variable endógena que se relaciona con 
las variables que los textos sobre el tema señalan como los determinantes 
de la descon�anza, tal es el caso de la desigualdad del ingreso. Como va-
riables exógenas se incluyen las características socioeconómicas del jefe 
del hogar asociadas a su condición de ingreso y su condición de pobre-
za. En este capítulo se utiliza el modelo de variables instrumentales para 
probar endogeneidad (Hausman, 1978) y modelos panel con efectos �jos 
y aleatorios (Hausman y Taylor, 1981) para probar la hipótesis de que a 
mayores niveles de descon�anza disminuye el uso de servicios �nancie-
ros formales.

Suavizar el consumo y la generación de ingresos son factores impor-
tantes en la demanda de servicios �nancieros formales, sin embargo, los 
factores asociados a la con�anza podrían tener un efecto sobre la demanda 
de estos servicios. Aumentar la oferta por sí sola podría ser insu�ciente 
para impulsar la inclusión de servicios �nancieros; la educación �nanciera 
y la construcción de la con�anza son factores importantes para la amplia-
ción de la cobertura en este sector. Generar o fortalecer la con�anza de la 
población usuaria y no usuaria de servicios en las instituciones �nancieras 
formales podría tener efectos sobre la demanda de éstos así como sobre la 
inclusión de un sector marginado de ellos.

El capítulo se encuentra estructurado de la siguiente forma: se hace 
una revisión de la literatura relacionada con el uso de servicios �nancie-
ros formales y la descon�anza; a continuación se presentan los objetivos 
y la hipótesis del estudio; en la siguiente sección se describen los datos y 
las variables que se utilizan en los modelos; a continuación se justi�ca la 
metodología utilizada en las estimaciones de los modelos, y en seguida se 
reportan los resultados. Por último, se presentan comentarios �nales.

Revisión de la literatura

Los grupos de la población vulnerables corren altos riesgos de enfrentar 
una mayor exclusión �nanciera (Collins et al., 2009). Las personas de ba-
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jos ingresos que habitan en zonas rurales remotas y marginadas son parte 
de ese grupo. Su exclusión se debe, en parte, a que no tienen acceso a las 
facilidades de ahorro y crédito que ofrecen las instituciones �nancieras for-
males,4 y además a la descon�anza hacia estas instituciones.

Las causas de la exclusión �nanciera son multifacéticas e incluyen dife-
rentes prácticas �nancieras en cada región del país. Algunas causas se sus-
tentan en los costos y riesgos que representa asignar créditos formales a la 
población que no cuenta con un colateral o garantía (Mansell, 1995), otra 
razón es la descon�anza hacia las instituciones �nancieras (Datta, 2009). 
Según el censo de 2002 conducido por el Banse� sobre las instituciones del 
sacp, en el sector hay alrededor de 3.86 millones de cuentas bancarias; el 
Censo General de Población y Vivienda de 2000 señala que hay cerca de 
22.6 millones de hogares en México, esto sugiere una tasa de penetración 
de los hogares entre las instituciones del sacp de sólo 8 por ciento.5

Los problemas del acceso a las instituciones �nancieras formales tie-
nen dos vías. Por un lado, se tienen los problemas de la oferta de los 
servicios que prestan las instituciones �nancieras formales a la población; 
por el otro, los que se re�eren a la demanda de los servicios �nancieros por 
parte de la población. Desde la perspectiva de la demanda, se observan 
dos aspectos que in�uyen en el uso de los servicios �nancieros formales: 
uno es el de la educación �nanciera, ya que el lenguaje que se utiliza 
en el manejo de los recursos establece una brecha entre la población de 
bajos ingresos y las instituciones �nancieras, y el otro es la descon�an-
za. Existen algunos mecanismos que ayudan a cerrar esta brecha, como 
el programa de educación �nanciera,6 que permite tomar decisiones en el  

4 De acuerdo con Woodru� (2006), el sector �nanciero formal está integrado por bancos 
comerciales y el sacp. En México, el sacp está integrado por las instituciones del sector �-
nanciero popular, incluyendo sucursales de Banse� y del Proyecto Regional de Asistencia 
Técnica de Micro�nanciamiento Rural (patmir) de Sagarpa.

5 La Encuesta de Banse� de 2004 indica que 27% de los hogares con cuentas bancarias tiene 
dos cuentas y 5.4% de hogares tiene más de dos cuentas. Extrapolando de la encuesta al 
censo que reporta 3.86 millones de cuentas, estos datos sugieren que alrededor de 1.8 
millones de hogares se bene�cian de una o más cuentas en instituciones del sacp, repre-
sentando una penetración de 8.0% (1.8/22.6).

6 La educación �nanciera se de�ne como el proceso por el cual consumidores �nancieros 
e inversionistas mejoran su entendimiento de productos �nancieros, conceptos y riesgos. 
En este proceso, y por medio de la información, instrucción y/o consejos, los consumi-
dores desarrollan las habilidades y con�anza para volverse más conscientes de los riesgos 
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manejo de los recursos de los usuarios y contribuye a crear una cultura 
�nanciera.

La descon�anza de las personas hacia las instituciones �nancieras for-
males se expresa en el siguiente sentido: las cuentas en esas instituciones 
funcionan como un medio para recibir pagos, salarios, transferencias pú-
blicas y privadas y bene�cios; las personas con descon�anza en estas ins-
tituciones retiran sus recursos o no los incluyen y los depositan en otros 
medios más con�ables para ellos, como son familiares y amigos o agiotistas 
(Datta, 2009).

Las personas de bajos ingresos son reticentes a generar productos �nan-
cieros en forma de cuentas de ahorro y depósitos, porque éstos pueden ser 
usados como mecanismos de monitoreo sobre su �ujo de recursos o tran-
sacciones monetarias; consideran que sus ingresos pueden ser una fuente 
de focalización de las transferencias de programas públicos, y en periodos 
en los que se trans�eren los recursos gubernamentales estarían limitados 
como candidatos para recibirlos. Además, esta población limita la infor-
mación sobre sus ingresos porque no está dispuesta a pagar impuestos so-
bre sus entradas.

Las investigaciones sobre el efecto de la descon�anza señalan que las per-
sonas de bajos ingresos representan una fuente importante de demanda de 
servicios y productos �nancieros una vez que se incorporan a economías más 
desarrolladas (Nishigori y Stone, 2005). La “�nancialización” en la vida de es-
tas personas muestra que sus necesidades apremiantes se centran en el medio 
de pago laboral (nómina), hipotecas y auto�nanciamiento, las cuales deman-
dan una cuenta en alguna institución formal; sin embargo, los acuerdos mu-
chas veces no se llevan a cabo por la descon�anza de las personas o la falta de 
apalancamiento. Esto podría indicar que aun cuando existen diferencias en 
el uso de los servicios �nancieros, existen elementos asociados a la descon-
�anza de las personas que afectan la relación de éstas con las instituciones.

Algunos análisis han mostrado que los factores que se encuentran detrás 
de la descon�anza se re�eren a experiencias individuales y características 

�nancieros y las oportunidades, así como para tomar decisiones informadas, conocer a 
dónde acudir para obtener ayuda, y tomar otras acciones para mejorar su bienestar �nan-
ciero (ocde, 2005). En México la educación �nanciera se está llevando a cabo mediante la 
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros 
(Condusef).
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comunitarias (Alesina y La Ferrara, 2000). En la relación de descon�anza 
entre individuos e instituciones �nancieras prevalecen los elementos que 
se asocian con la falta de identidad y proximidad de los clientes con este 
tipo de instituciones (Karlan, 2003; Stiglitz, 1990; Wydick, 1999).

Diferentes autores muestran que la con�anza estructura las relaciones 
del sector �nanciero con la población vulnerable. Este sector de la pobla-
ción con bajos e inestables ingresos casi siempre representa un segmento 
del mercado con baja cobertura porque implica alto riesgo en créditos, altos 
costos operativos y produce bajos márgenes de ganancia. Mediante la con-
�anza de las instituciones �nancieras en la población de bajos ingresos se 
otorga credibilidad a las transacciones de esta población cuando se le pro-
porciona un respaldo �nanciero en el manejo de sus activos (Datta, 2007).

Ahora bien, la literatura referente al estudio de la demanda de servicios 
�nancieros en los países en desarrollo se ha enfocado, máxime, en el análisis 
del crédito y no tanto en el del ahorro o de los seguros; una explicación para 
ello se encuentra relacionada con la concentración del crédito en las zonas 
rurales. Algunos trabajos que estudian la concentración de la demanda �-
nanciera en el crédito, la explican por el racionamiento del crédito en el mer-
cado �nanciero formal (Kochar, 1997; Atieno, 1997) y otros por la necesidad 
de préstamos formales e informales (Pal, 2002; Barslund y Tarp, 2008).

Una idea que se plantea en estos estudios es que el racionamiento del 
crédito no es el único determinante de la demanda de crédito formal e 
informal, puesto que son distintos factores explicativos los que la determi-
nan. Barslund y Tarp (2008) encuentran que la educación, el número de 
personas dependientes, el historial de crédito y los derechos de propiedad 
de la tierra tienen un efecto estadísticamente signi�cativo en la demanda de 
crédito, ya sea formal o informal. Pal (2002) muestra que mayor tenencia 
de la tierra y mayor ingreso laboral aumentan signi�cativamente la proba-
bilidad del uso de préstamos formales, pero esta relación no se mantiene en 
el caso de los préstamos informales.

Las investigaciones señalan que la demanda de préstamos formales, la 
cual se ve afectada en gran medida por la tenencia de la tierra, está positi-
vamente asociada a objetivos de producción y manejo de activos; mientras 
que la demanda de crédito informal está asociada de manera negativa a 
factores como la edad y la educación, y positivamente relacionada con un 
mal historial de crédito y el número de personas dependientes (Barslund 
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y Tarp, 2008). Los factores que in�uyen en la demanda de crédito también 
están relacionados con la motivación para utilizar un préstamo; los présta-
mos se pueden utilizar con �nes de inversión o para suavizar el consumo, 
siendo este último más frecuente en el caso de los préstamos informales 
(Swain, 2002).

Algunos autores identi�can como determinantes adicionales de la de-
manda de crédito formal a las �uctuaciones estacionales en los ingresos 
(Pitt y Khandker, 2002), el género y el nivel educativo del jefe del hogar, la 
capacitación, la prevalencia de un préstamo vigente (Jabbar, Ehui y Kauf-
mann, 2002), el tamaño del hogar, la principal actividad económica del jefe 
del hogar, la tasa de interés, el precio de la producción y el área de funcio-
namiento de las propiedades (Swain, 2002).

Zeller y Sharma (2002) señalan que el endeudamiento en tiempos ad-
versos es una parte integral de los medios de subsistencia de los hogares 
en los países en desarrollo; esto, así como la vivencia de una crisis, está 
relacionado con la demanda de préstamos, lo cual con�rman Nguyen et al. 
(2002). Ellos encuentran que muchos prestatarios en Burkina Faso no to-
man préstamos para iniciar una nueva actividad económica, sino más bien 
para complementar el funcionamiento del capital de su negocio, el cual se 
encuentra operando en condiciones críticas o para reiniciar una actividad 
después de un periodo que podría ser el resultado de un suceso negativo 
inesperado o shock.

Algunos estudios muestran que la falta de con�anza afecta la demanda 
de servicios �nancieros y señalan que la descon�anza de una persona ha-
cia una institución �nanciera tiene un efecto negativo y signi�cativo sobre 
la demanda de préstamos, tanto formal como informal (Bendig, Giesbert 
y Steiner, 2009). También se encuentran factores estacionales que afectan 
esta relación de forma diferente; según Zeller y Sharma (2002), en época 
de crisis las personas suelen ser más descon�adas para tomar un présta-
mo formal, al margen de la con�anza hacia la institución �nanciera.

Si se comparan con publicaciones sobre la demanda de crédito, exis-
ten pocos estudios sobre el comportamiento del ahorro de los hogares 
en los países en desarrollo. Las opciones del ahorro informal, tales como 
las asociaciones de crédito y ahorro rotativos,7 o de ahorro no �nanciero 

7 rosca, por sus siglas en inglés.
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(por ejemplo, el ganado, la existencia de cosechas o joyas) han sido más 
estudiadas que las opciones formales, en especial en países en desarrollo 
(Gurgand, Pederson y Yaron, 1994; Fafchamps, Udry y Czukas, 1998; Ki-
muyu, 1999; Aryeetey y Udry, 2000; Hoogeveen, 2003). Los trabajos que 
se centran en la demanda de ahorro formal suelen analizar el patrón de 
ahorro en el ciclo de vida y, por lo tanto, consideran la edad como un factor 
explicativo importante.

Estos estudios encuentran que los determinantes de la demanda de 
ahorro en los países en desarrollo suelen ser distintos de los determinan-
tes de los países desarrollados, y a menudo contradicen los supuestos de 
la teoría del ciclo de vida (Ando y Modigliani, 1963; Deaton, 1992; Spio 
y Groenewald, 1996) o la hipótesis del ingreso permanente (Friedman, 
1957; Kelley y Williamson, 1968; Gupta, 1970; Muradoglu y Taskin, 1996). 
Por ejemplo, los fuertes lazos familiares parecen hacer menos necesario 
ahorrar para la jubilación futura, las remesas parecen in�uir en el calenda-
rio de ahorros y el nivel de descon�anza en la institución parece tener un 
efecto negativo sobre los depósitos (Spio y Groenewald, 1996). Algunos 
autores señalan que el nivel de los depósitos netos se ve in�uido por la 
disponibilidad de créditos, los costos de transacción y el nivel de ingreso 
permanente (Gupta, 1970). Un estudio que no comparte estas teorías es 
el de Kiiza y Pederson (2002), quienes muestran que en Uganda el nivel 
de con�anza del jefe del hogar hacia el banco, su nivel de educación y 
experiencia laboral, así como su proximidad a la institución �nanciera se 
relacionan de manera positiva con la decisión de mantener depósitos en 
un banco.

Los trabajos que se encuentran en la literatura sobre la demanda de se-
guros en los países en desarrollo son pocos. Existen estudios sobre el seguro 
informal (Townsend, 1995; Morduch, 1995 y 1999; Dercon, 2002; Chur-
chill, 2006), pero no se sabe mucho acerca de la demanda formal de segu-
ros (basada en el mercado).8 Si se considera que muchos hogares carecen 
de opciones apropiadas para asegurarse contra shocks, diversos trabajos 
concluyen que existe un alto potencial para los (micro) seguros (Loewe et 

8 Este capítulo se centra en la provisión de servicios �nancieros basados en el mercado y por 
lo tanto, no implica, por ejemplo, el análisis de seguros de enfermedad provistos por los 
sistemas de seguridad pública como el imss, issste, Marina o Seguro Popular.
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al., 2001; Cohen, McCord y Sebstad, 2005; McCord, Ramm y McGuinness, 
2006). No obstante, lo que prevalece son los estudios sobre los determi-
nantes de seguros de salud en los países en desarrollo (Wang y Rosenman, 
2006; Bhat y Jain, 2006; Schneider y Diop, 2004; Jütting, 2003). Un estudio 
que va más allá del seguro de salud analiza el seguro productivo para pre-
venirse del efecto de las lluvias, en los agricultores de pequeña escala en la 
India (Gine, Townsend y Vickery, 2007). 

Los estudios relacionados con seguros señalan que la educación tiene 
un efecto positivo en la demanda de estos servicios porque se relaciona con 
la capacidad de las personas para evaluar el riesgo y considerar al seguro 
como una forma de mitigarlo (Wang y Rosenman, 2006; Pauly, 2004). Las 
variables demográ�cas del hogar se suelen estudiar para el análisis de los 
determinantes de la demanda de seguros; por ejemplo, el tamaño del hogar 
y la edad del jefe del mismo. Estas variables tienen un efecto positivo y sig-
ni�cativo en la demanda de seguros (Wang y Rosenman, 2006; Schneider y 
Diop, 2004; Bhat y Jain, 2006).

Algunos estudios muestran que la situación de riesgo de los hogares y 
el nivel de conocimiento del mismo juegan un papel importante sobre la 
demanda de seguros (Gine, Townsend y Vickery, 2007; Bhat y Jain, 2006). 
Gine, Townsend y Vickery (2007) encuentran que la aversión al riesgo, en 
contraste con la evidencia de los países desarrollados, no conduce a una 
mayor probabilidad de contratación de seguros; este fenómeno lo atribu-
yen a la mala comprensión del concepto de seguro entre los hogares ana-
lizados. Estudios como el de Wang y Rosenman (2006) y el de Schneider 
y Diop (2004) señalan que la proximidad a la institución �nanciera tie-
ne un efecto positivo sobre la demanda de seguros. Los estudios de Gine, 
Townsend y Vickery (2007) y Jütting (2003) muestran que la inclusión en 
ciertas redes y la mayor con�anza en las instituciones pueden aumentar la 
demanda de seguros.

El análisis anterior de ciertos estudios muestra que la demanda de aho-
rros, préstamos y seguros en países en desarrollo es distinta a la de los 
países desarrollados y se encuentra relacionada muchas veces con aspectos 
diferentes a los del mercado; por ejemplo, la descon�anza.

La presente investigación considera la demanda de crédito, ahorros y 
seguros de manera conjunta y estima estas tres demandas determinadas 
de forma simultánea en un marco multivariado. Este estudio incorpora 



360 PAT R I C I A  L Ó P E Z  R O D R Í G U E Z  /  M A R T Í N  L I M A  V E L Á Z Q U E Z

además los puntos de vista de la literatura en torno a estos temas y pone 
énfasis en los factores que pueden in�uir en la demanda de los tres servi-
cios �nancieros en México. El análisis incluye variables que ya han sido 
utilizadas por otros investigadores en el estudio del uso de los tres servicios 
�nancieros de forma conjunta; por ejemplo, las características demográ�-
cas y los estratos de ingresos. Al mismo tiempo, considera que las personas 
presentan diferencias en algunos factores de la demanda de los servicios 
�nancieros, como la proximidad y la descon�anza en la institución.

Objetivos e hipótesis de trabajo

La pregunta para iniciar la investigación es la siguiente: ¿cómo afec-
ta la descon�anza el uso de los servicios �nancieros formales? De ésta 
se desprenden las siguientes preguntas particulares: ¿de qué depende la 
descon�anza de la población para el uso de los servicios �nancieros forma-
les?, ¿se encuentra asociada la descon�anza de las personas en situación de 
pobreza al bajo o nulo uso de servicios �nancieros formales?, ¿es mayor el 
efecto pobreza o el efecto educación al efecto descon�anza en relación con 
el uso de servicios �nancieros formales?

Para responder a las preguntas formuladas antes, se prueban las siguien-
tes hipótesis de trabajo:

1. El uso de servicios �nancieros formales se encuentra asociado a la 
descon�anza de la población, ceteris paribus.

2. La población en situación de pobreza hace menos uso de servicios �-
nancieros formales, ceteris paribus.

3. El efecto de la descon�anza es mayor que el efecto ingreso o pobreza, 
o que el efecto educación en el uso de servicios �nancieros formales, 
ceteris paribus.

Los datos y las variables

La investigación toma como fuente de información la Encuesta Panel de 
Ahorro, Crédito Popular y Micro�nanzas Rurales del Banse� para cuatro 
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años disponibles:9 2004, 2005, 2006 y 2007. El primer levantamiento se rea-
lizó entre el 5 de marzo y el 2 de julio de 2004 en 5 767 hogares, en 25 de 
las 32 entidades federativas de México. Los otros tres levantamientos se 
llevaron a cabo en la primavera de 2005, 2006 y 2007. La muestra de las 
Encuestas se diseñó para que fuera representativa de tres regiones en Mé-
xico, norte, centro y sur, y para generar un igual número de observaciones 
tanto de clientes como de no clientes de instituciones �nancieras formales; 
de esta forma las Encuestas representan también a la población que no es 
parte de este tipo de instituciones. Dentro de cada una de las regiones, las 
instituciones en el sacp se seleccionaron de manera aleatoria, con una pro-
babilidad proporcional a su número de clientes. Esto signi�ca que cuanto 
más grande es el tamaño de la institución del sacp mayor es la probabili-
dad de que un hogar esté incluido en la muestra. Para cada una de las 100 
instituciones del sacp seleccionadas, se eligieron de manera aleatoria de 
su directorio de clientes entre 20 y 30 de cada institución. Entonces, ha-
ciendo un rápido análisis de las Encuestas se encuentra que igual número 
de hogares se seleccionó en localidades en donde alguno de sus miembros 
había usado una cuenta �nanciera, así como en localidades donde ningún 
miembro había usado una cuenta �nanciera por lo menos cinco años antes 
de la entrevista (Woodru�, 2006).

Se utilizó la Encuesta Panel de Banse� porque es la única fuente de da-
tos en México de donde se pueden obtener información �nanciera y ca-
racterísticas de los demandantes asociadas con la descon�anza; además, 
es la única encuesta de panel que conocemos hasta el momento con esta 
información.

En el análisis se consideran como servicios �nancieros formales los que 
proporcionan los bancos comerciales y las instituciones del sacp (Woo-
dru�, 2006), es decir, instituciones privadas como cajas de ahorro, cajas 
solidarias, sociedades de ahorro y préstamo, cooperativas y uniones de cré-
dito y Sociedades Financieras de Objeto Limitado (Sofoles); instituciones 
del gobierno como Nacional Financiera, Sociedad Nacional de Crédito,  
Fideicomisos Instituidos en Relación con la Agricultura (fira), Financiera 
Rural (antes Banrural), Crédito a la Palabra, Banse�, Bonos del Ahorro Na-

9 De aquí en adelante se referirá a este panel de encuestas como Encuesta Panel del Banse� 
o simplemente la Encuesta.
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cional y Panal. De acuerdo con Collins et al. (2009) en el presente capítulo 
se consideran servicios �nancieros el ahorro, el crédito y los seguros; para 
ello se supone que las elecciones de los hogares sobre cualquiera de estos 
servicios están muy interconectadas, por lo que en esta investigación se 
estima de forma simultánea la demanda del hogar por ahorros, préstamos 
y seguros.

Tomando en cuenta el criterio anterior se construyó el indicador de fre-
cuencia de uso de los servicios �nancieros formales (fsff), formado por 
los siguientes tres componentes: el indicador de uso de seguros, S, el indi-
cador de uso de préstamos (pasivos �nancieros), P, y el indicador de uso 
de servicios de ahorro o depósitos (activos �nancieros), A. Puesto que los 
tres indicadores arrojan diferentes unidades de medición para el cómputo 
de fsff, se utilizó la metodología del Índice de Desarrollo Humano (idh),10 
ya que con este índice se pueden contabilizar unidades de medición dife-
rentes. A continuación se muestran las fórmulas del indicador fsff y de 
sus tres componentes.

 
=S P A

x valor mínimo

rango
, ,

–
i i i

i muestra
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de uso de seguros (s
i 
), la frecuencia de uso de préstamos (p

i 
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i 
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halla calculando (S
i
, P

i
 o A

i 
);11 rango

muestra
 se re�ere al valor máximo menos el 

10 El Índice de Desarrollo Humano (idh) del Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo (pnud) transforma una variable prima x en un índice de libre unidad con rango 
[0-1]. Esto permite contabilizar índices de diferentes unidades de medición de forma con-
junta (Mahbub ul Haq et al., 1990). 

11 Explícitamente, s reporta el promedio de seguros que el hogar compra al año, p el número 
de meses en que un hogar recibió préstamos durante el año, y a reporta el número de veces 
que el hogar realiza depósitos al año.
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valor mínimo que x
i
 puede tomar. El indicador fsff se re�ere a la frecuencia 

en el uso de servicios �nancieros de ahorro, crédito y seguros; es una varia-
ble continua y representa el porcentaje de avance promedio del hogar i en 
el uso de los tres tipos de servicios. El indicador de descon�anza (NTrust) 
en el uso de los servicios �nancieros formales es una variable dicotómica 
con valor igual a 1 si el hogar desconfía de las instituciones �nancieras for-
males y 0 en otro caso. Este indicador se construyó utilizando las siguientes 
respuestas de las encuestas de Banse�: “nunca ha pedido préstamos porque 
no cree que se los den o porque no se siente cómodo con la institución”, 
“nunca han tenido una cuenta de ahorros o de inversión en el hogar porque 
no tienen con�anza en la institución o porque el personal no trata bien a los 
clientes” y “dejó de tener una cuenta de ahorros porque temió la posibilidad 
de un fraude en su institución”. Estas respuestas se asocian con la falta de 
credibilidad para conseguir préstamos, la falta de con�anza en la institu-
ción, la percepción de mal trato por parte de la institución hacia el cliente y 
la consideración de una posibilidad de fraude en la institución.

Los indicadores que de forma exógena podrían determinar la des-
con�anza están asociados con experiencias individuales y características 
comunitarias (Alesina y La Ferrara, 2000). De acuerdo con Alesina y La Fe-
rrara (2000), a continuación se describen las variables que se utilizan en el 
presente estudio como determinantes de la descon�anza. El jefe del hogar 
es mujer y se dedica a los quehaceres del hogar (jefem_qh); ésta es una va-
riable dicotómica igual a 1 si el hogar cumple la condición y 0 en otro caso. 
Según los autores mencionados, la raza es un indicador importante en la 
descon�anza, así que para el caso de México consideramos la etnicidad, y 
como proxy de ésta la variable dicotómica “indígena” con valor igual a 1 si 
el jefe del hogar habla alguna lengua indígena y 0 en otro caso. El índice de 
�eil, el cual re�eja la desigualdad del ingreso por regiones y entre regio-
nes rural y urbana. Un indicador de pobreza o ingreso por debajo de una 
norma o estándar (pobre)12 que asigna valor igual a 1 si el ingreso mensual 

12 La norma es la línea de pobreza de patrimonio. Los que no son pobres podrían ser con-
siderados exitosos en términos de ingreso. Se considera la pobreza de patrimonio porque 
es incluyente de las otras dos mediciones de pobreza (pobreza de capacidades y pobreza 
alimentaria). Considerando las estimaciones elaboradas por el Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política de Desarrollo Social (Coneval), los valores de las líneas de pobreza 
de patrimonio analizadas para los cuatro años son los siguientes: 2º trimestre de 2004: 
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per cápita del hogar es menor a la línea de pobreza de patrimonio y 0 en 
otro caso. El rezago educativo del jefe del hogar representado por el hecho 
de ser jefe mayor de 18 años y no haber ido a la escuela (jefe18se), jefe del 
hogar de la tercera edad que no está jubilado o pensionado (jefe65np), jefe 
incapacitado permanentemente para trabajar (jefe_incapaz) y jefe “que no 
trabajó porque ya no trabaja” (jefe_notrab)13 también son variables dicotó-
micas con valor igual a 1 si se cumple la condición y 0 en otro caso.

Los determinantes en el uso de los servicios �nancieros formales están 
relacionados con las características de los hogares que muestran una rela-
ción con la institución; entre ellas prevalecen las características asociadas 
con la identidad y proximidad de los clientes con las instituciones (Karlan, 
2003; Stiglitz, 1990; Wydick, 1999). Estos dos elementos, identidad y proxi-
midad, están vinculados especí�camente con el límite de acceso al uso de 
estos servicios; por ejemplo, la población vulnerable caracterizada por pre-
sentar bajos e inestables ingresos tiene poca proximidad con las institu-
ciones �nancieras porque representa alto riesgo en créditos, altos costos 
operativos y produce bajos márgenes de ganancia a dichas instituciones 
(Datta, 2007; Bendig, Giesbert, Steiner, 2009).

Considerando estos elementos, las variables que se utilizan en este capítu-
lo son las siguientes. El logaritmo del ingreso total anual del hogar reportado 
en la Encuesta en los años de referencia (ing_log);14 el ingreso total del hogar 
incluye las transferencias de gobierno y de otro tipo, como ingresos por ren-
ta de la propiedad y equipos, ingresos por negocios y actividades agrícolas, 
ingresos por venta de activos utilizados en las actividades agrícolas del ho-
gar y por venta de productos y animales, ingresos por negocios propios no 
agropecuarios, ingreso por venta o renta de activos muebles e inmuebles e 
ingreso laboral. Los años de educación o escolaridad del jefe del hogar (esco-
laridj). El tiempo promedio, en minutos, requerido para llegar de la vivienda 
a la institución �nanciera (tiempo). Un índice de activos con los que cuenta 

1 454.79 pesos (urbano) y 973.91 pesos (rural); 2º trimestre de 2005: 1 577.80 pesos (urba-
no) y 1 056.94 pesos (rural); 2º trimestre de 2006: 1 597.17 pesos (urbano) y 1 068.96 pesos 
(rural); 2º trimestre de 2007: 1 681.13 pesos (urbano) y 1 128.78 pesos (rural).

13 Se re�ere a las personas no ocupadas porque ya no trabajan y no porque sean jubiladas 
o pensionadas. Es un rubro de las encuestas de Banse� llamado así en la condición de 
actividad.

14 La transformación logarítmica se aplicó con la �nalidad de no captar el problema de esta-
cionalidad o cuando se presentan altas o bajas en las entradas de recursos.



E L  E F E C T O  D E  L A  D E S C O N F I A N Z A  E N  E L  U S O  D E  L O S  S E R V I C I O S  F I N A N C I E R O S  365

el hogar (i_activosh), por ejemplo, si el hogar tiene lavadora, refrigerador, 
estufa, máquina de coser, televisión, radio, reproductor de video, bicicleta, 
motocicleta, automóvil, joyas o monedas de valor. Un índice de materiales 
y condición de la vivienda (i_vivienda),15 es decir, un índice que considera 
si la vivienda es propia o no y el tipo de materiales de que está hecha.16 Es-
tos dos últimos indicadores son importantes porque tanto los activos como 
la vivienda, en muchos casos, pueden servir como colaterales para obtener 
préstamos (Mansell, 1995). Y por último, la frecuencia en la percepción de 
recursos de tipo laboral, gubernamental y transferencias (freq_ingresos).

La literatura señala (Bendig, Giesbert y Steiner, 2009) que si el jefe tiene 
una pareja presente en el hogar es más probable que haga uso de servicios 
�nancieros formales, debido a la distribución de tiempo y actividades entre 
ellos. Al respecto, se considera una variable dicotómica adicional como de-
terminante del uso de servicios �nancieros formales, cuyo valor es 1 si el jefe 
del hogar vive con su cónyuge, ya sea en unión libre o casados (juntos), y 0 
en otro caso. Bendig, Giesbert y Steiner (2009) mencionan que las variables 
pobre e indígena pueden tener un doble papel, a saber, ser determinantes 
de la demanda de servicios �nancieros y determinantes de la descon�anza.

Respecto a la construcción de los indicadores de pobreza y de desigual-
dad (índice de �eil) es importante aclarar el criterio que de�ne el concep-
to de población rural. Las diferencias regionales entre rural y urbano que 
establece la Encuesta de Banse� consisten en un corte respecto al núme-
ro de habitantes por localidad. Las localidades consideradas rurales son 
aquéllas con menos de 10 000 habitantes, y urbanas aquéllas con más de 
10 000 habitantes. Según el Coneval, y para las estimaciones de pobreza, las 
localidades urbanas son aquellas que tienen más de 15 000 habitantes y las 
rurales menos de 15 000 habitantes. En este estudio se parte de las divisio-
nes que establece Coneval cuando se considera el indicador de pobreza, y 
las de Banse� cuando se considera el indicador de desigualdad del ingreso 
por regiones (�eil).

Se incluyen variables dummy de tiempo para los cuatro años que se em-
plean en el panel (2004, 2005, 2006, 2007) y se usan sólo tres para evitar 
problemas de multicolinealidad.

15 Las variables llamadas i_activosh e i_vivienda son continuas en un rango de cero a uno.
16 Para las ponderaciones de los índices se utilizó el método de componentes principales.
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La unidad de análisis es el hogar. El jefe del hogar, quien se supone toma 
las decisiones sobre los activos o pasivos �nancieros (Becker, 1974), fue la 
unidad de seguimiento constante a lo largo de los cuatro levantamientos de 
la Encuesta de Banse�.

El cuadro 11.1 muestra los estadísticos descriptivos de las variables 
mencionadas.

Cuadro 11.1. Estadísticos descriptivos de las variables 

Nombre de la variable

Número  

de  

observaciones

Promedio  

de la variable

Desviación 

estándar

Valor  

mínimo de  

la variable

Valor máximo 

de la variable

Variable dependiente

FSFF 4 553 0.0474 0.0765 0 0.6394

Características socioeconómicas del hogar

NTrust (si=1) 7 140 0.0334 0.1798 0 1

ing_log 6 958 10.7028 1.1930 0.6931 16.0492

escolaridj 7 134 6.0894 4.5925 0 20

tiempo 6 148 40.5290 50.0475 0 960

i_activosh 7 137 0.4650 0.2129 0 1

i_vivienda 7 140 0.6364 0.1551 0.1609 1

juntos (si=1) 7 140 0.7953 0.4034 0 1

freq_ingresos 6 333 54.4977 69.6197 1 340

Determinantes exógenos de la desconfianza

jefem_qh (si=1) 7 140 0.0581 0.2339 0 1

indígena (si=1) 7 140 0.2943 0.4558 0 1

pobre (si=1) 7 140 0.6098 0.4878 0 1

Theil 7 140 0.5861 0.0989 0.4713 0.7358

jefe18se (si=1) 7 140 0.4207 0.4937 0 1

jefe65np (si=1) 7 140 0.1294 0.3356 0 1

jefe_incapaz (si=1) 7 140 0.0162 0.1264 0 1

jefe_notrab (si=1) 7 140 0.0203 0.1410 0 1

Variables dicotómicas de tiempo  

(periodos de levantamiento de las encuestas de Bansefi)

a2005 (2005=1) 7 140 0.25 0.4330 0 1

a2006 (2006=1) 7 140 0.25 0.4330 0 1

a2007 (2007=1) 7 140 0.25 0.4330 0 1
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El número de observaciones se re�ere al número total de los cuatro años 
de las encuestas de Banse� (2004, 2005, 2006 y 2007). El número de obser-
vaciones en la Encuesta basal (2004) disminuyó por problemas de atrición y 
subreporte, ya que no se pudieron recontactar las unidades muestrales y se 
presentó “no respuesta” de los entrevistados de un periodo a otro. El número 
de observaciones del panel (7 140) se recuperó en el caso de variables dicotó-
micas, aunque no ocurrió en el caso de variables continuas como la variable 
fsff. El número de observaciones de las estimaciones econométricas varían 
a partir de la información disponible para cada periodo, y para las variables 
que componen los modelos no son constantes debido a la limitación de la 
información y a la “no respuesta” de variables clave en este estudio.

Del cuadro 11.1 se desprende que, en promedio en los cuatro años, 3.3% 
de los hogares de la muestra desconfía de las instituciones �nancieras for-
males; el porcentaje de avance en la frecuencia en el uso de servicios �nan-
cieros de ahorro, crédito y seguros es de 4.7%; y 61% de los hogares de la 
muestra se encuentra en condición de pobreza de patrimonio.

Metodología

El modelo estructural propuesto para explicar el efecto de la descon�anza 
en la frecuencia en el uso de servicios �nancieros es 

 FSFF NTrust0 1β β σ= + + , (1)

donde fsff es el indicador de la frecuencia en el uso de los servicios �-
nancieros formales de ahorro, crédito y seguros; NTrust es el indicador de 
descon�anza en las instituciones �nancieras formales, y σ es el término del 
error. Se anticipó un problema de endogeneidad en el modelo porque los 
jefes del hogar que tienen descon�anza no usan los servicios �nancieros 
formales, entonces el término del error σ podría estar correlacionado con 
la variable NTrust debido a variables omitidas o características no obser-
vables de los jefes del hogar que hacen que éstos desconfíen; a su vez estas 
características que generan la descon�anza están relacionadas con el uso 
de servicios �nancieros formales. Ante la presencia de endogeneidad, el 
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método de variables instrumentales provee una solución general al proble-
ma (Cameron y Trivedi, 2005; Wooldridge, 2002 y 2009). Las variables ins-
trumentales o instrumentos se eligieron considerando lo que la literatura 
sugiere: variables asociadas con experiencias individuales y características 
comunitarias entre las que se encuentran experiencias de rechazo, la perte-
nencia a grupos discriminados, no ser económicamente exitoso en térmi-
nos de ingreso y educación, o vivir en una comunidad con alta desigualdad 
en el ingreso (Alesina y La Ferrara, 2000).

La variable que se seleccionó como instrumento es el índice de �eil. De 
acuerdo con Uslaner y Brown (2005), la relación que guarda el índice de 
�eil con el nivel de descon�anza y el uso de servicios �nancieros formales 
es la siguiente: los crecientes niveles de desigualdad económica son la prin-
cipal razón por la cual la participación en los servicios �nancieros formales 
disminuye, pero esta relación entre la desigualdad y la menor participación 
no es directa. Si hay aumento de la desigualdad los individuos son menos 
optimistas respecto al futuro y desconfían de los demás; de esta forma es 
menos probable que participen en actividades que los liguen a sus comuni-
dades, y ello incluye el uso de servicios �nancieros formales.

Para probar si la variable propuesta (�eil) podría ser un instrumento 
en cada una de las cuatro encuestas de Banse�, se estimaron las siguien-
tes ecuaciones mediante el método de variables instrumentales (Hausman, 
1978; Heckman, 1997):

 
∑δ δ δ= + + +

∧

FSFF NTrust X ui i j

j

ij i0 1

 ∑α α= + +Z eNTrusti k

k

ik i0  

(2)

Donde X
ij 
,
 j = 1, ..., 7

 son los determinantes de la variable fsff (caracterís-
ticas socioeconómicas del hogar), el subíndice i identi�ca los hogares, las 
Z

ik 
,
 k = 1, ..., 8

 son los determinantes exógenos de la descon�anza, u
i
 y e

i
 son 

los términos de error aleatorios, tales que E[u
i 
| X

i 
] = 0 y E[e

i 
| Z

i 
] = 0. Es-

tas ecuaciones se estimaron para cada uno de los años de las encuestas de 
Banse�.
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Mediante la prueba de endogeneidad de Hausman (1978) se encontró 
que, en efecto, la variable NTrust es endógena;17 se observó que las varia-
bles signi�cativas relacionadas con fsff son descon�anza, ingreso, años de 
escolaridad, activos en la vivienda, materiales y condición de la vivienda 
y la constante. Se usó el índice de �eil como instrumento en las esti-
maciones de los cuatro años. Sólo la variable �eil presentó una relación 
con NTrust de forma signi�cativa: los demás instrumentos que se analiza-
ron no fueron concluyentes o estadísticamente signi�cativos en los cuatro 
años, éstos son: jefem_qh, indígena, pobre, jefe18se, jefe65np, jefe_incapaz 
y jefe_notrab. La variable �eil fue negativa y estadísticamente signi�cativa 
en los años de referencia, lo que implica que las personas que viven en una 
zona con mayor desigualdad en el ingreso usan menos los servicios �nan-
cieros formales debido al factor de descon�anza asociado.

Las estimaciones anteriores permitieron probar el problema de endo-
geneidad año por año. En el periodo (2004-2007) se utilizó el método de 
efectos �jos y aleatorios con datos panel. Lo interesante de tener datos pa-
nel y de utilizar el método de efectos �jos es que el problema de la endo-
geneidad ya no se tiene que atacar con variables instrumentales, ya que el 
método mismo se encarga de eliminar la fuente de endogeneidad (Wool-
dridge, 2002). En el caso de la variable �eil y la fuente de endogeneidad, 
los modelos panel con efectos �jos corrigen el problema de endogeneidad 
de la variable NTrust, por lo que ya no es necesario tratar este problema 
con variables instrumentales. 

Se estimaron tres variantes del modelo mediante el método de efectos 
�jos y efectos aleatorios para el panel con las cuatro bases de datos de Ban-
se�. La unidad de análisis son los hogares y se analizan a los jefes del hogar 
�jos a lo largo del periodo 2004-2007. El modelo a estimar con efectos �jos 
y efectos aleatorios es el siguiente:

 
∑ ∑β β β β ζ= + + + + +FSFF X D CNTrustit it j itj

j

s its

s

i it0 1

 

(3)

17 El coe�ciente de los residuales fue 0.29 con un error estándar de 0.113, en promedio para 
los cuatro años analizados, en otras palabras los residuales fueron signi�cativos con un 
nivel de signi�cancia de 99 por ciento.
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Donde C
i
 es el efecto individual no observable que captura todos los fac-

tores no observables y constantes para el hogar durante los cuatro periodos 
de muestreo. El método de efectos �jos parte del supuesto de que el efecto 
individual no observable (C

i 
) está correlacionado con alguna de las varia-

bles exógenas; esto implica endogeneidad, debido a que C
i
 forma parte del 

término de error. En este caso C
i
 está asociado con las características de los 

jefes del hogar que hacen que estos desconfíen pero utilizan los servicios 
�nancieros formales.

La idea de emplear este método es transformar el modelo estructural 
para deshacerse del efecto individual no observable que genera endoge-
neidad, en este caso en la variable llamada NTrust; una vez que esta trans-
formación se alcanzó, se esperan estimaciones consistentes mediante el 
método de Mínimos Cuadrados Ordinarios (mco) (Hausman y Taylor, 
1981). Sin embargo, junto con el efecto individual no observable C

i 
, tam-

bién desaparecen todas aquellas variables que permanecen constantes du-
rante el periodo de referencia.

Se aplica también el método de efectos aleatorios en el modelo panel 
para probar si C

i
 no se encuentra correlacionado con variables explicativas 

en el tiempo. El método de efectos �jos tiene como objetivo eliminar el 
término C

i 
, porque se supone que esta variable puede estar correlacionada 

con una o más de las variables explicativas, en este caso con NTrust. Aun 
así, bajo el supuesto de que C

i
 no se encuentra correlacionado con cada va-

riable explicativa en cada momento del tiempo, la eliminación del término 
C

i
 resulta en estimadores ine�cientes; por esta razón se probará el modelo 

panel bajo efectos aleatorios.
Una de las ventajas del método de efectos aleatorios18 sobre el método 

de efectos �jos es que el primero permite que algunas variables explicativas 
sean constantes en el tiempo; entonces el método de efectos aleatorios po-
sibilita que tanto las variables exógenas del modelo que quedaron �jas en 
el tiempo como aquellas que sí variaron se queden dentro de la regresión.

Se estiman modelos panel y no modelos pooling o modelos de corte 
transversal con mco en los cuatro periodos, porque los errores de los mo-

18 El método de efectos aleatorios parte de dos supuestos: el efecto individual no está corre-
lacionado con ninguna de las variables exógenas, por lo que no hay problema de endo-
geneidad y se esperaría que en la estimación del panel con efectos aleatorios la variable 
instrumental �eil no fuera signi�cativa.
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delos podrían estar serialmente correlacionados a lo largo del tiempo y los 
errores estándar de un modelo pooling o uno de mco por años ignora esta 
correlación.

Reporte de resultados

En los modelos panel de este estudio se utilizan las variables que tienen 
efectos sobre la variable uso de los servicios �nancieros formales (fsff) y el 
indicador de descon�anza como variable exógena. Se estiman tres modelos 
sobre el uso de los servicios �nancieros formales, los modelos 1 y 2 están 
relacionados con la descon�anza y con la pobreza. Aun cuando la variable 
“pobre” se utilizó como un determinante exógeno de NTrust, se vuelve a 
incluir en el modelo 2 como un determinante de fsff para analizar el efec-
to de la pobreza en fsff. El modelo 3 busca obtener las semielasticidades 
para comparar el efecto ingreso, el efecto educación y el efecto descon�an-
za en el modelo. No se estiman las elasticidades puesto que NTrust es una 
variable dicotómica. Los modelos se estiman con los métodos de efectos 
�jos y efectos aleatorios (cuadros 11.2 y 11.3, respectivamente). Se pre-
sentan los resultados estandarizados para hacer las comparaciones de los 
coe�cientes y para facilitar la interpretación. A partir de la estimación de 
los modelos se prueban las tres hipótesis antes enunciadas.

De las estimaciones del modelo panel, tanto con efectos �jos como con 
efectos aleatorios, se in�ere que la descon�anza afecta de manera negativa 
la frecuencia en el uso de los servicios �nancieros formales; los hogares con 
descon�anza usan los servicios �nancieros formales en alrededor de 0.24 
desviaciones estándar menos respecto de los que no tienen descon�anza 
(modelos 1 y 2 con efectos �jos y aleatorios).

La variable de pobreza tiene un efecto negativo en la frecuencia en el 
uso de los servicios �nancieros formales; si un hogar es pobre de patrimo-
nio su indicador fsff es menor en 0.011 desviaciones estándar respecto 
de los no pobres de patrimonio (modelo 2 con efectos aleatorios). En otras 
palabras, los pobres de patrimonio usan los servicios �nancieros formales 
con menos frecuencia. Los estimadores signi�cativos de la variable pobre 
se captan en el modelo de efectos aleatorios y no de efectos �jos debido a 
la trayectoria permanente y no temporal del ingreso (la incidencia de la 
pobreza en los hogares está medida por medio del ingreso).



Cuadro 11.2. Estimaciones del uso de los servicios financieros con modelo panel de 2004 a 2007 y efectos fijos

Modelo 1 Modelo 2 Modelo 3

Estimaciones

Estimaciones  

estandarizadas

Estimación  

que incluye la  

variable de pobreza

Estimación estanda-

rizada que incluye la 

variable de pobreza Semielasticidades

Semielasticidades 

estandarizado

Variable dependiente fsff

NTrust
-0.0194***
(0.0056)

-0.2545***
(0.0735)

-0.0196***
(0.0056)

-0.2568***
(0.0736)

-0.7150***
(0.1720)

-0.4272***
(0.1027)

ing_log 
0.0003
(0.0015)

0.0040
(0.0201)

-0.0005
(0.0019)

-0.0073
(0.0250)

ing
1.14e-07
(1.39e-07)

6.79e-08
(8.32e-08)

escolaridadj 
0.0026***
(0.0009)

0.0350***
(0.0124)

0.0026***
(0.0009)

0.0348***
(0.0124)

0.0360***
(0.0154)

0.0215***
(0.0092)

tiempo 
0.0001***
(0.0000)

0.0014***
(0.0005)

0.0001***
(0.0000)

0.0014***
(0.0005)

0.0036***
(0.0007)

0.0022***
(0.0004)

i_activosh 
0.0334***
(0.0120)

0.4367***
(0.1579)

0.0336***
(0.0120)

0.4393***
(0.1580)

0.8901***
(0.2727)

0.5319***
(0.1629)

i_vivienda 
0.0469***
(0.0189)

0.6131***
(0.2478)

0.0470***
(0.0189)

0.6143***
(0.2476)

0.7476***
(0.3939)

0.4468**
(0.2354)

juntos 
-0.0058
(0.0070)

-0.0758
(0.0925)

-0.0056
(0.0070)

-0.0743
(0.0925)

-0.0493
(0.1436)

-0.0294
(0.0858)



freq_ingresos 
7.77e-06
(0.0000)

0.0001
(0.0002)

9.15e-06
(0.0000)

0.0001
(0.0002)

-0.0001
(0.0005)

-0.00006
(0.0003)

pobre
-0.0034
(0.0041)

-0.0444
(0.0537)

-0.0205
(0.0778)

-0.0122
(0.0465)

a2005
-0.0065***
(0.0022)

-0.0857***
(0.0293)

-0.0065***
(0.0022)

-0.0858***
(0.0293)

-0.6177***
(0.0623)

-0.3691***
(0.0372)

a2006
0.0379***
(0.0037)

0.4965***
(0.0485)

0.0378***
(0.0037)

0.4949***
(0.0485)

0.5673***
(0.0628)

0.3390***
(0.0375)

a2007
0.0183***
(0.0044)

0.2392***
(0.0579)

0.0181***
(0.0044)

0.2374***
(0.0580)

0.5355***
(0.0753)

0.3200***
(0.0450)

const
-0.0280
(0.0219)

-0.3672
(0.2868)

-0.0168
(0.0260)

-0.2200
(0.3409)

-5.3206***
(0.3255)

-3.1794***
(0.1945)

Número de 
observaciones

3 957 3 957 3 957 3 957 3 630 3 630

Número  
de grupos

1 588 1 588 1 588 1 588 1 547 1 547

ρ 0.36068 0.3606 0.3598 0.3598 0.4766 0.4766

Ftest
F(

11,
 
1 587

)=19.54
Prob>F=0.0000

F(
11,

 
1 587

)=19.54
Prob>F=0.0000

F(
12,

 
1 587

)=17.97
Prob>F=0.0000

F(
12,

 
1 587

)=17.97
Prob>F=0.0000

F(
12,

 
1 546

)=39.54
Prob>F=0.0000

F(
12,

 
1 546

)=39.54
Prob>F=0.0000

Nota: *90%, **95% y ***99% de nivel de significancia, desviación estándar entre paréntesis. Se corrigió la heteroscedasticidad.



Cuadro 11.3. Estimaciones del uso de los servicios financieros con modelo panel de 2004 a 2007 y efectos aleatorios

Modelo 1 Modelo 2 Modelo 3

Estimaciones

Estimaciones  

estandarizadas

Estimación que 

incluye la variable  

de pobreza

Estimación  

estandarizada que 

incluye la variable  

de pobreza Semielasticidades

Semielasticidades 

estandarizado

Variable dependiente: fsff

NTrust
-0.0180***
(0.0047)

-0.2355***
(0.0621)

-0.0181***
(0.0047)

-0.2371***
(0.0624)

-0.7928***
(0.1324)

-0.4737***
(0.0791)

ing_log
0.0025***
(0.0011)

0.0329***
(0.0146)

-0.0004
(0.0012)

-0.0053
(0.0147)

ing
1.23e-07
(8.73e-08)

7.36e-08
(5.22e-08)

escolaridadj
0.0022***
(0.0003)

0.0292***
(0.0047)

0.0021***
(0.0003)

0.0280***
(0.0047)

0.0367***
(0.0064)

0.0219***
(0.0038)

tiempo
0.0001***
(0.0000)

0.0013***
(0.0003)

0.0001***
(0.0000)

0.0013***
(0.0003)

0.0032***
(0.0005)

0.0019***
(0.0003)

i_activosh
0.0363***
(0.0065)

0.4751***
(0.0856)

0.0355***
(0.0065)

0.4649***
(0.0853)

0.9934***
(0.1521)

0.5936***
(0.0909)

i_vivienda
0.0398***
(0.0085)

0.5204***
(0.1123)

0.0385***
(0.0086)

0.5037***
(0.1124)

1.1093***
(0.2078)

0.6629***
(0.1241)



juntos
-0.0046
(0.0031)

-0.0602
(0.0418)

-0.0031
(0.0032)

-0.0409
(0.0421)

-0.0230
(0.0700)

-0.0137
(0.0418)

freq_ingresos
-0.00001
(0.0000)

-0.0002
(0.0001)

-0.00001
(0.0000)

-0.0001
(0.0001)

-0.0000
(0.0003)

-0.00002
(0.0002)

pobre
-0.0113***
(0.0030)

-0.1482***
(0.0396)

-0.2261***
(0.0572)

-0.1351***
(0.0342)

a2005
-0.0075***
(0.0020)

-0.0980***
(0.0264)

-0.0073***
(0.0020)

-0.0965***
(0.0264)

-0.7240***
(0.0574)

-0.4326***
(0.0343)

a2006
0.0376***
(0.0034)

0.4924***
(0.0455)

0.0372***
(0.0034)

0.4874***
(0.0455)

0.5034***
(0.0582)

0.3008***
(0.0348)

a2007
0.0254***
(0.0038)

0.3330***
(0.0500)

0.0250***
(0.0038)

0.3278***
(0.0500)

0.6447***
(0.0635)

0.3852***
(0.0379)

const
-0.0463***
(0.0115)

-0.6054***
(0.1503)

-0.0076
(0.0147)

-0.1005***
(0.1929)

-5.4982***
(0.1540)

-3.2856***
(0.0920)

Número de 
observaciones

3 957 3 957 3 957 3 957 3 630 3 630

Número  
de grupos

1 588 1 588 1 588 1 588 1 547 1 547

ρ 0.06383 0.0638 0.05896 0.05896 0.24050 0.2405

χ2
χ2 (

11
) = 385.24

Prob> χ2 = 0.000
χ2 (

11
) = 385.24

Prob> χ2 = 0.000
χ2 (

12
) = 395.43

Prob> χ2 = 0.000
χ2 (

12
) = 395.43

Prob> χ2 = 0.000
χ2 (

12
) = 1 174.20

Prob> χ2 = 0.000
χ2 (

12
) = 1 174.20

Prob> χ2 = 0.000

Nota: *90%, **95% y ***99% de nivel de significancia, desviaciones estándar en paréntesis. Se corrigió la heteroscedasticidad.
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La variable de ingreso (ing_log) no fue estadísticamente signi�cativa en 
ninguno de los modelos estimados con efectos �jos. Este resultado podría 
atribuirse a que no se capta la variabilidad en el ingreso; ya sea por la forma 
en la que éste se capta en la Encuesta de Banse� o a la forma en la que está 
construida nuestra variable de ingresos, es decir, el ingreso de los hogares 
podría estar subreportado o sobrerreportado, y esto podría tener un efecto 
en la signi�cancia de la relación entre la variable del ingreso y la variable 
fsff. Esta relación es signi�cativa sólo en el caso en el que se estima el pri-
mer modelo con efectos aleatorios, ya que el indicador fsff podría estar 
asociado con la trayectoria y las �uctuaciones que presenta el ingreso, y 
esta trayectoria se capta mediante el modelo panel con efectos aleatorios. 
En este sentido se observa que a mayor ingreso mayor uso de los servicios 
�nancieros formales en una trayectoria temporal, lo cual es consistente con 
la teoría del ingreso permanente (Friedman, 1957).

La variable que se re�ere a la escolaridad del jefe del hogar (escolaridad) 
es estadísticamente signi�cativa en todos los modelos bajo los dos tipos 
de efectos: �jos y aleatorios. Este resultado es consistente con la teoría que 
señala que a mayores niveles de escolaridad la frecuencia en el uso de los 
servicios formales es mayor. La variable tiempo también es signi�cativa 
en todos los modelos estimados, aunque el signo positivo que presenta el 
coe�ciente no es el esperado.

Los activos (i_activosh) y las características y condiciones de la vivienda 
(i_vivienda) del hogar desempeñan un papel importante en la frecuencia en 
el uso de los servicios �nancieros formales; en los modelos estimados bajo 
efectos �jos y efectos aleatorios estas dos variables fueron positivas y estadís-
ticamente signi�cativas. En otras palabras, cuanto mayores son los índices 
de activos y de vivienda (por ejemplo, los hogares cuentan con más activos, 
la vivienda es propia y los materiales de los que está hecha son más per-
durables) entonces los hogares usan más los servicios �nancieros formales. 
Este comportamiento puede estar asociado con un efecto ingreso o con la 
existencia de un colateral, ya que tanto los activos como la vivienda pueden 
servir como garantía o respaldo para el uso de servicios �nancieros formales.

En el caso de la variable “juntos” se esperaría que si el jefe tiene una 
pareja presente, hiciera mayor uso de los servicios �nancieros debido a 
la distribución de tiempo y actividades; sin embargo, esta hipótesis no se 
pudo corroborar ya que el indicador “juntos” no fue estadísticamente sig-
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ni�cativo en ningún modelo. En el caso de la frecuencia de recepción de 
ingresos (freq_ingresos) se esperaría que hogares que reciben ingresos con 
mayor frecuencia también hicieran un mayor uso de los servicios �nancie-
ros, pero tampoco fue signi�cativa.

Las variables dummy 2005, 2006 y 2007 se incorporaron al modelo para 
controlar los efectos temporales y se incluyeron sólo tres de ellas para evi-
tar la multicolinealidad. Se tomó como base el 2004. Las tres variables de 
tiempo fueron signi�cativas en los modelos de efectos �jos y aleatorios, 
por lo que se in�ere que la trayectoria temporal tiene un efecto en el uso 
de los servicios �nancieros formales. Los coe�cientes de las variables dum-

my de los años considerados muestran una disminución en el uso de los 
servicios �nancieros formales en 2005, si se compara con 2004; en los dos 
años subsecuentes el uso de servicios �nancieros se recupera y aumenta 
respecto a 2004.

Se corrigió el problema de heteroscedasticidad en la prueba de bondad 
de ajuste de los modelos, los valores p del estadístico F fueron de 0.000 y 
el valor ρ de los modelo de efectos �jos fue menor a 0.48 Estos resultados 
indican que el método de mco con efectos �jos aplicado al panel arroja 
estimadores consistentes porque se corrigió el problema de endogeneidad. 
Los regresores tienen un comportamiento similar en todos los modelos 
estimados, tanto con efectos �jos como con efectos aleatorios; esto muestra 
consistencia en las estimaciones de los modelos.

El modelo 3 de los cuadros 11.2 y 11.3 presenta las estimaciones de las 
semielasticidades con efectos �jos y efectos variables. En cuanto al efec-
to descon�anza (variable NTrust), los resultados reportan que los hogares 
que desconfían usan los servicios �nancieros formales 71.5% menos que 
los hogares que confían, ceteris paribus. En cuanto al efecto educación, un 
año adicional de educación del jefe del hogar aumenta el uso de servicios 
�nancieros formales en 3.6%, ceteris paribus. La variable del ingreso (ing_
log) no fue signi�cativa en este modelo, así que el efecto ingreso no tiene 
una interpretación estadística. De estos resultados se in�ere que la descon-
�anza tiene un efecto mayor que la educación en la variable fsff.

El modelo 3 con efectos aleatorios (cuadro 11.3) muestra que las per-
sonas que desconfían usan los servicios �nancieros formales 79.3% menos 
que la gente que confía, ceteris paribus. Si aumenta en un año la educación 
del jefe del hogar, el uso de servicios �nancieros formales aumenta en 3.7%, 
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ceteris paribus. Si aumenta en 10 000 pesos anuales el ingreso del hogar, el 
uso de servicios �nancieros formales aumenta en 0.000012%, ceteris pari-

bus. De estos resultados se in�ere que el efecto descon�anza sobre el uso 
de los servicios �nancieros formales es mayor que los efectos educación e 
ingreso. Esta conclusión podría implicar que una política que incentive la 
con�anza hacia las instituciones �nancieras tendría más efecto sobre el uso 
de los servicios que éstas ofrecen, que una política que afecte de manera 
positiva al ingreso o a la educación; no obstante, alguna política que incida 
en estos dos últimos factores también tendría un efecto sobre la frecuen-
cia en el uso de los servicios �nancieros formales.

Se probó, además, la causalidad entre la descon�anza y la frecuencia 
en el uso de los servicios �nancieros formales, aunque la relación fsff y 
NTrust en el sentido inverso no está todavía bien de�nida en la literatura 
existente. La idea era probar si el uso de los servicios �nancieros formales 
explica la descon�anza. Para probar el sentido de esta relación se realiza-
ron pruebas de causalidad del tipo Granger, con adaptaciones para panel 
(Granger, 1969; Hurlin y Venet, 2003). En el modelo 3, estimado con efec-
tos �jos y aleatorios, el coe�ciente de la variable fsff fue estadísticamente 
signi�cativo con un valor de alrededor de -0.1050 y errores estándar de 
alrededor de 0.0250; en otras palabras, si el hogar usa servicios �nancieros 
formales disminuye la descon�anza. Este resultado sugiere que el uso de 
servicios �nancieros implica mayor conocimiento y con�anza en la ins-
titución �nanciera formal, no obstante, es conveniente realizar mayores 
pruebas en este sentido porque el resultado anterior podría estar asociado 
con un problema de simultaneidad.

Comentarios finales

En este capítulo buscamos identi�car la relación entre la descon�anza y 
el uso de los servicios �nancieros formales en México. Analizamos la de-
manda de este tipo de servicios mediante los tres componentes de la triada 
�nanciera (ahorro, préstamos y seguros) y no sólo utilizando uno de ellos, 
como ocurre a menudo en la literatura referente. Al mismo tiempo, anali-
zamos el efecto que tienen la descon�anza, el ingreso y la educación en la 
frecuencia de uso de los servicios �nancieros formales. Con base en datos 
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de cuatro años de observaciones de la Encuesta Panel de Banse� (2004, 
2005, 2006 y 2007) estudiamos las características sociodemográ�cas y eco-
nómicas que podrían estar relacionadas con la descon�anza de las perso-
nas, así como las características asociadas con la frecuencia en el uso de los 
servicios �nancieros formales.

Nuestros resultados con�rman los hallazgos de contribuciones anterio-
res sobre la demanda de estos servicios (Alesina y La Ferrara, 2000) y de 
forma adicional corroboran las hipótesis que se manejan en la literatura so-
bre la relación de la con�anza y el uso de los servicios �nancieros formales. 
En este sentido presentamos evidencia empírica de que la descon�anza se 
asocia de forma negativa con el uso de los servicios �nancieros formales, es 
decir, a mayor descon�anza menor uso de este tipo de servicios. También 
corroboramos la hipótesis de que los hogares pobres participan menos en 
el sector �nanciero formal, en comparación con los hogares que están en una 
mejor posición económica: las personas en pobreza utilizan estos servi-
cios con menos frecuencia. Al �nal, encontramos que el uso de servicios 
�nancieros formales depende no sólo del estatus socioeconómico de los 
hogares sino también de factores como la descon�anza, y que el efecto de 
la descon�anza es mayor en el uso de estos servicios que el efecto ingreso 
o el efecto educación.

Además, se con�rma la importancia de la educación del jefe del hogar 
en el uso de servicios �nancieros formales, ya que una mayor escolari-
dad del jefe podría facilitar el acceso del hogar a la educación �nanciera 
disponible.

Suavizar el consumo y la generación de ingresos son factores impor-
tantes en la demanda de servicios �nancieros formales; sin embargo, los 
factores asociados a la descon�anza podrían tener también un efecto rele-
vante sobre la demanda. Aumentar la oferta por sí sola es insu�ciente para 
impulsar la inclusión en los servicios �nancieros; para promover un mayor 
acercamiento de la población vulnerable a los servicios �nancieros forma-
les es importante fomentar la educación �nanciera, ya que ésta permite, 
entre otras cosas, el entendimiento de elementos de difícil comprensión 
para la población de bajos recursos. La construcción de la con�anza es un 
factor tan importante como la educación �nanciera para dar cobertura a 
este segmento de la población, porque reduce la distancia entre estos y el 
sector �nanciero.
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La educación �nanciera dirigida a la población de bajos recursos se im-
pulsa por medio de programas sociales que lleva a cabo la Condusef, con la 
�nalidad de crear un mayor entendimiento de las actividades que esta po-
blación realiza día a día y en el manejo de sus recursos.19 Conocer el efecto 
de la descon�anza en el uso de los servicios �nancieros formales así como 
los factores que afectan esta relación en México podría producir insumos 
para el diseño de políticas públicas encaminadas a generar o fortalecer la 
con�anza entre las instituciones �nancieras formales y la población tanto 
usuaria como no usuaria de estos servicios.

Una mayor educación �nanciera de forma que se enfoque en la pobla-
ción con descon�anza podría tener efectos en la inclusión �nanciera. Ge-
nerar una mayor con�anza entre los usuarios y las instituciones �nancieras 
formales podría dirigir la acción pública para incorporar el mayor número 
de personas al sistema �nanciero formal.

Existen esfuerzos públicos para que las instituciones �nancieras forma-
les traten de ampliar sus márgenes de maniobra para captar un sector de 
la población excluido, mediante mecanismos que implican más con�anza 
y menos documentación para abrir una cuenta, solicitar una hipoteca o 
un auto�nanciamiento. Estos ejemplos se re�eren al caso de Passport Ac-

counts en Inglaterra o Welcome banking en Italia, cuyas iniciativas se con-
centran en llegar a las actividades comunitarias abriendo más sucursales 
en áreas densas donde se concentra la población vulnerable y donde los 
lazos de con�anza son más estrechos entre los usuarios. Tales programas 
están reintroduciendo las prácticas bancarias “cara a cara” para llegar a la 
población excluida.

En México todavía no se implementan programas que consideran la 
con�anza en los servicios �nancieros formales. Sería conveniente retomar 
las experiencias de Inglaterra e Italia para estudiar qué efecto tendrían en 
México. Además, convendría analizar propuestas cuyo objetivo sea am-
pliar la cobertura �nanciera hacia la población excluida mediante modelos 
que estudien el impacto de la con�anza en la cobertura de sistemas �nan-
cieros formales.

19 Compras, préstamos, ahorros y manejo de riesgo.
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12. ¿ES ÓPTIMA LA FORMULACIÓN  
DE LAS REGLAS QUE RIGEN A LAS  
MICROFINANCIERAS RURALES EN MÉXICO?

Roberto Jiménez Fernández*

Introducción

La provisión de servicios �nancieros, al igual que la provisión de cualquier 
servicio, resulta difícil en las zonas rurales de México, debido a las caracte-
rísticas particulares que estas zonas presentan. En general estas áreas tienen 
menores niveles de educación, carecen de infraestructura básica, cuentan 
con menor acceso a información y mercados, y las fuentes de ingreso de las 
personas son limitadas y volátiles (Seibel, 2005). Dadas estas circunstan-
cias, los gobiernos alrededor del mundo han creado leyes e implementado 
políticas para llevar el acceso de los servicios �nancieros a estas áreas y, así, 
promover su desarrollo. Una manera mediante la cual este proceso se ha 
llevado a cabo es el desarrollo de la industria micro�nanciera.

La importancia de la industria micro�nanciera1 radica en su efectividad 
para reducir la pobreza. Entre los principales bene�cios de esta industria 
se encuentran que incrementa el ingreso del hogar, permite un mejor ma-
nejo de riesgos y recursos, y promueve mayores tasas de ahorro (Cohen y 
Burjorjee, 2003). Ello se ha podido comprobar en las zonas urbanas; sin 
embargo, la historia es diferente en las áreas rurales.

En agosto de 2009, México reformó la legislación de la industria micro-
�nanciera. Estas reformas crearon por primera vez una �gura legal lucra-
tiva, especializada en la provisión de servicios micro�nancieros en áreas 
rurales: las micro�nancieras rurales, que en el derecho mexicano vigente 

* �e London School of Economics and Political Science.
1 Se de�ne como aquella industria que emplea una “metodología de crédito basada en sus-

titutos e�caces de garantía para la provisión y recuperación a corto plazo de los préstamos 
de capital a microempresarios” (cgap, 2003).
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se de�nen como Sociedades Financieras Comunitarias (So�cos).2 Sin em-
bargo, a un año de la reforma, ninguna sociedad mercantil se ha registrado 
como tal debido a que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (cnbv), 
que es la instancia �nanciera reguladora en México, aún no ha publicado 
las reglas operativas correspondientes.

Las anteriores circunstancias representan una oportunidad para evaluar 
los riesgos que dicha legislación tiene, antes de que sea implementada y 
aplicada. Cada regla presenta limitaciones intrínsecas, cuyo efecto adverso 
se puede reducir mediante una adecuada formulación. Si la formulación 
de las reglas no es óptima, éstas pueden estar “condenadas al fracaso”. Por 
esta razón, la presente investigación evalúa si la formulación de las reglas 
operativas que rigen a las micro�nancieras rurales en México es óptima. 
Esta valoración es importante debido a que permite detectar posibles fallas 
en las primeras etapas del proceso de regulación.

La hipótesis es que la formulación de estas reglas no es óptima porque 
los procesos legislativos y de elaboración de reglas en México, se encuen-
tran inmersos en formalismos estructurales, los cuales impiden que éstas 
se redacten de manera práctica, �exible y efectiva para la solución de pro-
blemas. Esta idea se sustenta en el hecho de que la ley que rige a las mi-
cro�nancieras en México3 ha sido reformada nueve veces durante sus casi 
diez años de existencia (Decreto lacp, 2009). Básicamente, los nombres 
cambian, pero las fórmulas quedan intactas.

El segundo apartado de este capítulo presenta las limitantes intrínsecas 
de las reglas, como un preámbulo para su futuro análisis. El tercer aparta-
do explora teóricamente la manera en que la formulación de reglas puede 
ser óptima. El cuarto identi�ca las características de las reglas que rigen a 
las micro�nancieras rurales en México,4 para ello se utiliza la herramienta 
de análisis Gramática de las Instituciones, que desarrollaron Crawford y 
Ostrom (1995). El quinto apartado evalúa si estas reglas son óptimas en la 
medida en que las características que se identi�can en el apartado anterior 
empatan con aquellas que conducen a una formulación óptima, de acuerdo 

2 El Anexo 1 presenta un índice de las entidades que se mencionan en este capítulo, junto 
con sus siglas y su función en la industria �nanciera.

3 Ley de Ahorro y Crédito Popular (lacp, 2001).
4 Las reglas contenidas en el Título Segundo, Capítulo IV de la Ley de Ahorro y Crédito 

Popular (lacp, 2001).
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con el tercer apartado. Por último, se presentan las conclusiones de esta 
investigación así como su relevancia.

Limitaciones en el uso de reglas

Antes de hacer un análisis de los avances recientes en el estudio de la 
formulación óptima de las reglas, es importante mencionar que éstas no 
son herramientas perfectas de control, y por lo tanto tienen limitaciones. 
Black, Hopper y Band (2007) identi�can cuatro limitantes. La primera es 
que las reglas siempre son una “mejor apuesta sobre el futuro”, es decir, al 
momento de elaborar una regla, de acuerdo con los autores, el “creador de 
la regla”5 intenta predecir la manera en que ésta se interpretará y aplicará. 
Esta predicción no siempre será exacta debido a las restricciones cognitivas 
de los humanos. Por lo tanto, la regla podría interpretarse y aplicarse de 
una manera distinta a como la concibió su redactor, lo cual no conducirá a 
los resultados deseados.

La situación anterior crea una segunda limitante: “las reglas nunca son 
perfectamente congruentes con su propósito”, es decir, cuando una regla se 
aplica, inevitablemente incluirá más (regla sobreincluyente) o menos (re-
gla subincluyente) comportamientos que aquellos que originalmente in-
tentaba controlar. Por consiguiente, las reglas podrían terminar generando 
“efectos no intencionados”. Es así como la discrepancia entre el objetivo de 
la regla y su efecto genera una falta de congruencia.

La tercera limitante es que la claridad o certeza de una regla depende 
del nivel de “entendimientos compartidos”. Las palabras pueden tener dis-
tintos signi�cados para personas con distintos conocimientos o antece-
dentes. Entonces, si el creador de reglas, el regulador y las partes reguladas 
asignan diferentes signi�cados al mismo concepto, la regla no necesaria-
mente tendrá la misma claridad para todos, lo que creará incertidumbre 
en su interpretación y aplicación. Por consiguiente, el éxito de una regla 
también depende del nivel de conocimientos comunes de su “comunidad 
interpretativa”.

5 Rule-maker.
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La cuarta limitante es que la forma en que las reglas afectan el compor-
tamiento de las partes reguladas también depende de factores externos, 
no sólo de las características de la propia regla. Las actitudes hacia la re-
gulación, los incentivos para el cumplimiento, los niveles de con�anza y la 
manera de abordar su ejecución y observancia son también factores que 
afectan la manera en que el comportamiento se ve modi�cado por una 
regla (Black, Hopper y Band, 2007).

Estas limitaciones sugieren que todo proceso de regulación, compuesto 
por las etapas de establecimiento de estándares, monitoreo y aplicación 
(Hood, Rothstein y Baldwin, 2001), enfrenta importantes retos desde sus 
primeras etapas. Black, Hopper y Band (2007) argumentan que es posi-
ble superar estos retos siguiendo tres estrategias: “el uso de distintos tipos 
de reglas, el desarrollo y el uso de comunidades interpretativas en la re-
gulación, y la adopción de un modelo conversacional de regulación”. Esta 
investigación se enfoca en la primera de estas estrategias: el uso y formula-
ción de distintos tipos de reglas.

La formulación óptima de reglas

La investigación sobre la formulación óptima de reglas se ha enfocado 
en el análisis de las diferentes dimensiones de éstas (Diver, 1983; Bald-
win, 1995; Black, 1997). Diver (1983) identi�ca tres dimensiones: trans-
parencia, accesibilidad y congruencia. Esta clasi�cación se enfoca en las 
propiedades lingüísticas de las reglas, lo que la hace no adecuada para 
la realización de un análisis más amplio de sus implicaciones. Baldwin 
(1995) se basa en la clasi�cación de Diver y agrega algunos de los aspectos 
formalistas de la creación de reglas (Black, 1997). Baldwin (1995) observa 
cinco dimensiones: forma legal, efecto legal, especi�cidad, accesibilidad, 
inteligibilidad y alcance. Black (1999) encuentra un punto medio entre 
las clasi�caciones de Baldwin y de Diver al combinar aspectos legales y 
lingüísticos; de esta forma identi�ca cuatro dimensiones de las reglas: sus-
tancia, estatus, carácter y estructura. Para el propósito de esta investiga-
ción, la última clasi�cación resulta más conveniente y manejable para dar 
una respuesta teórica acerca de cuál es la formulación óptima de las reglas. 
Primero, porque la clasi�cación de Black es más simple y al mismo tiem-
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po más amplia que la clasi�cación de Baldwin.6 Segundo, la clasi�cación 
de Black es más completa que la de Diver, al incluir no sólo dimensiones 
lingüísticas, sino también legales. A continuación se exploran cada una de 
las dimensiones de Black.

Sustancia: las reglas óptimas tienen un nivel  

de inclusión que empata con su propósito

La sustancia de una regla se re�ere a la situación o comportamiento que se 
desea controlar, es decir, su contenido. Para determinar su forma óptima es 
necesario introducir el concepto de inclusión. Black (1997) propone con-
cebir las reglas como generalizaciones, porque éstas agrupan característi-
cas de situaciones o comportamientos que se pueden categorizar como una 
forma de simpli�cación. Dada esta de�nición, Black (1997) considera que 
el grado de inclusión de una regla es una “función de su propósito o justi-
�cación”. Entonces se sugiere que la inclusión de una regla se relacione con 
el grado de generalización de su propósito. De esta manera, al momento 
de identi�car la sustancia óptima de una regla, el que crea las reglas debe-
rá decidir si el objetivo de la regla es “determinar solamente los aspectos 
centrales de una actividad” o “controlar todas las facetas, incluyendo asun-
tos detallados” (Baldwin, 1995). Por lo anterior, la sustancia de una regla 
es óptima cuando incluye todos aquellos comportamientos o situaciones 
que son congruentes con su propósito, es decir, cuando controla compor-
tamientos indeseados y al mismo tiempo evita restringir comportamientos 
deseados.

Estatus: las reglas óptimas están orientadas al cumplimiento  

y tienen una forma legal de acuerdo con su sustancia

El estatus de una regla está determinado por dos características (Black, 
1997): 1) su forma, es decir, el nivel por el cual la regla o conjunto de re-

6 Baldwin (1995) menciona en el análisis de su libro que se enfoca sólo en el estudio de 
reglas públicas.
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glas se posicionan en un sistema regulatorio (legislación, estatuto, contrato, 
guía, entre otros) y 2) su efecto, que se re�ere a las consecuencias de su 
inobservancia (multas, sanciones penales o civiles, acciones disciplinarias). 
Por ejemplo, las reglas contenidas en el Código Penal Federal de México 
tienen un estatus muy distinto a aquellas que conforman un contrato de 
trabajo. Por un lado, las primeras tienen una forma legal superior al ser 
parte de una legislación de observancia general para todos los habitantes 
del país, cuyo efecto es el establecimiento de penas de privación de las ga-
rantías constitucionales a las personas que incumplen con ellas, tales como 
ir a prisión. Por otro lado, el estatus de las reglas contenidas en un contrato 
de trabajo está compuesto por una forma legal que sólo es observable entre 
las partes contratantes, es decir, son reglas privadas. El efecto del cumpli-
miento o incumplimiento del contrato es principalmente monetario: sa-
larios, prestaciones y bene�cios, entre otros. A continuación se expone la 
manera en que la forma y el efecto de una regla conforman su estatus.

Forma

De acuerdo con su forma, las reglas pueden clasi�carse en públicas o pri-
vadas. Para el propósito de este trabajo, se consideran reglas públicas to-
das aquellas que son creadas por una legislatura, ministerios de gobierno, 
agencias gubernamentales independientes y otras instituciones cuyo poder 
de crear reglas haya sido delegado de manera directa por el Estado. Las 
reglas privadas se consideran como el resto de las reglas, las reglas con-
tractuales y las reglas de autorregulación. Puesto que el objetivo de esta 
investigación es analizar un conjunto de reglas públicas, las características 
de las reglas privadas no se examinan.

Baldwin (1995) identi�ca tres categorías de reglas públicas: primarias, 
secundarias y terciarias. Las reglas primarias abarcan todos aquellos es-
tatutos que son producto de un proceso legislativo en un parlamento o 
congreso. La razón principal para utilizar este tipo de reglas públicas es 
que habilitan y crean marcos base para la regulación; también, sirven como 
herramienta para delegar la discreción para elaborar reglas (secundarias o 
terciarias) y para conducir política (Baldwin, 1995). La Ley de Institucio-
nes de Crédito en México es un ejemplo de regla primaria. Esta ley, además 
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de establecer un marco para regular los servicios �nancieros y las institu-
ciones que participan en este mercado, otorga facultades a la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público (shcp) para establecer lineamientos que 
regulen aspectos especí�cos de la actividad �nanciera. En el cuadro 12.1 se 
presentan las justi�caciones, de acuerdo con Baldwin (1995), para el uso de 
los distintos tipos de reglas públicas.

Las reglas secundarias incluyen todas aquellas reglas creadas por mi-
nisterios y agencias gubernamentales mediante un mandato legislativo o 
reglas primarias. Los reglamentos y circulares son ejemplos de este nivel de 
legislación. En México, la Circular Única de Bancos es un ejemplo de regla 
secundaria. La cnbv emite esta circular mediante el mandato legislativo es-
tablecido en la Ley de Instituciones de Crédito. El uso de reglas secundarias 
se justi�ca porque permiten que la legislación primaria permanezca clara, 
simple y corta, lo cual hace posible alcanzar un mayor nivel de tecnicidad, 
especi�cidad y pericia (Baldwin, 1995). La principal ventaja de este tipo de 
reglas es que dejan los aspectos más técnicos de la regulación a expertos 
(mediante procesos de consulta), separándolos del proceso político de la 
legislación y permitiendo cierta discreción a los diseñadores y aplicadores 
de políticas.

Las reglas terciarias, a diferencia de las secundarias, no se originan de 
un mandato otorgado por una legislatura a un regulador. Estas reglas “po-
drán no ser de aplicación directa, pero sí podrán producir efectos legales 
indirectos” (Baldwin, 1995). Las reglas terciarias comprenden todas las 
reglas administrativas; por ejemplo, reglas de procedimiento, guías, ins-
trucciones, códigos, entre otros (cuadro 12.1). La principal justi�cación 
para utilizar este tipo de reglas es que permiten altos niveles de �exibi-
lidad para una discreción compleja. Además, proporcionan aumento de 
espacio para lograr un nivel de especialización más avanzado con el �n 
de proveer “niveles más altos de comprensión para las partes afectadas” 
(Baldwin, 1995). Por último, Baldwin (1995) menciona que las reglas ter-
ciarias pueden redactarse de una forma persuasiva, en lugar de una forma 
mandante, sugiriendo que éstas pueden enfocarse más al cumplimiento. 
En México, un ejemplo de reglas terciarias son las Normas O�ciales Mexi-
canas, las cuales establecen estándares métricos y de calidad. Estas normas 
las publican dos organismos dependientes de la Secretaría de Economía: el 
Centro Nacional de Metrología y la Dirección General de Normalización.
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Una vez identi�cada la sustancia de la regla y el objetivo de la regula-
ción, entonces es posible hacerlas coincidir con la forma más apropiada. 
Por ejemplo, si el objetivo es regular un mercado totalmente nuevo, como 
la banca móvil, la forma de la regla que mejor se ajusta sería la legislación 
primaria, debido a que esta clase de reglas sirve como marco dentro del 
cual se puede crear una regulación más detallada conforme se va desarro-
llando el nuevo mercado.

Cuadro 12.1. Justificaciones para el uso de los distintos tipos de reglas públicas

Tipo de forma Ejemplos Justificaciones

Reglas primarias Leyes
Habilitan marcos de regulación

Delegan poder y discreción

Reglas secundarias
Reglamentos
circulares

Pericia

Eficiencia

Tecnicidad

Permiten que la legislación primaria sea 
simple, clara y corta

Reglas terciarias

Reglas de  
procedimiento

Consistencia

Guías Flexibilidad

Instrucciones Uso de lenguaje no técnico

Códigos Altos niveles de comprensión

Estándares y  
mejores prácticas

Permiten que las reglas sean persuasivas y 
voluntarias en lugar de ordenantes

Fuente: elaboración propia, basado en Baldwin (1995).

Efecto

El uso de reglas es efectivo cuando llevan a su cumplimiento, en lugar de 
su aplicación o coerción, y cuando el cumplimiento está ligado a los resul-
tados deseados (Baldwin, 1995). Baldwin argumenta que al momento de 
redactar una regla, el creador de reglas necesita saber y tomar en cuenta 
tanto la cantidad y calidad de información que las partes reguladas po-
seen como sus actitudes hacia la regulación. Tomando en cuenta estas dos 



¿ E S  Ó P T I M A  L A  F O R M U L A C I Ó N  D E  L A S  R E G L A S . . . ?  393

variables (nivel de información y actitud), Baldwin identi�ca tres tipos de 
partes reguladas: 1) las bien intencionadas y bien informadas, 2) las bien 
intencionadas y mal informadas, y 3) las mal intencionadas y mal infor-
madas. Black (1999) agrega un cuarto grupo, las mal intencionadas y bien 
informadas. Para cada tipo de partes reguladas Baldwin y Black observan 
que ciertos tipos de reglas y “estrategias de aplicación y coerción”7 resultan 
óptimas. Por ejemplo, Black encuentra que para las partes reguladas que 
son mal intencionadas y bien informadas, las reglas necesitan ser más deta-
lladas y deben enfocarse en la persuasión, apoyadas por “amenazas reales”. 
Al utilizar reglas detalladas, Black argumenta que es más fácil para el re-
gulador demostrar que la parte regulada no ha cumplido una regla, lo que 
hace más fácil su subsecuente aplicación y coerción. Otro ejemplo con este 
grupo es el problema de “cumplimiento creativo”8 que emerge porque su 
posición les permite manipular de manera útil la información que poseen 
y cumplir con la interpretación literal de la regla, en lugar de hacerlo con su 
“espíritu”, en especial cuando las reglas son evaluativas (Black, 1999). Para 
este caso, el uso de principios generales en lugar de reglas detalladas hace 
más difícil el cumplimiento creativo, debido a que esos restringen el grado 
en el que las partes reguladas pueden cumplir con la interpretación literal 
de la regla. Un sesgo en el formalismo al momento de formular una regla 
puede convertirse en un serio problema si la comunidad que interpreta la 
regla presenta las características de este tipo de partes reguladas (McBarnet 
y Whelan, 1991).

Además, otros autores han realizado investigaciones para entender mejor 
las actitudes de las partes reguladas hacia la regulación y el cumplimien-
to (Braithwaite, Murphy y Reinhart, 2007; Gunningham, Kagan y �orn-
ton, 2004; Parker, 2006; Winter y May, 2001). En particular, son relevantes 
los resultados de Winter y May (2001), los cuales muestran que las partes 
reguladas también tienen motivaciones no económicas para el cumpli-
miento. Tradicionalmente, los reguladores han enfocado sus estrategias de 
aplicación y coerción en utilizar amenazas como las multas y otras accio-
nes punitivas. Estas amenazas dan a las partes reguladas una motivación 
económica para el cumplimiento de la regla; las disuaden de su incumpli-

7 Enforcement strategies.
8 Creative compliance.
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miento, ya que su inobservancia es costosa. Sin embargo, encuentran que 
las partes reguladas también tienen motivaciones normativas y sociales 
para cumplir con las reglas. Las motivaciones normativas son aquéllas re-
lacionadas con el deber moral de cumplir, mientras que las motivaciones 
sociales son las que llevan a buscar aprobación y respeto de las personas 
con las que se interactúa (Winter y May, 2001). Por esta razón, existen 
también argumentos para formular reglas que tomen en cuenta una gran 
variedad de motivaciones para cumplir, a �n de que la regla se oriente en 
realidad a su ejecución.

Este apartado ha demostrado que el estatus óptimo de una regla puede 
alcanzarse cuando se decide la forma legal más adecuada con su sustancia, 
y al diseñar un efecto legal orientado al cumplimiento. Por un lado, para 
determinar la forma más adecuada, primero es necesario analizar la natu-
raleza de la sustancia de la regla y después decidir cuál sería la forma legal 
más apropiada para ésta. En general, se supone que cuanto mayor sea el 
nivel de tecnicidad de la sustancia de la regla, menor será el nivel jerárquico 
de la forma legal de la regla. No obstante, como se vio antes, otras variables 
también deben tomarse en cuenta, como la necesidad de �exibilidad y la 
necesidad de poder de discreción por parte del regulador. Por otro lado, 
para diseñar un efecto legal orientado al cumplimiento, el creador de re-
glas necesita evaluar y considerar las actitudes y los conocimientos que las 
partes reguladas tienen respecto a la regulación, así como sus motivaciones 
para cumplir.

Carácter. Las reglas óptimas tienen un grado  

de imposición adecuado con la sustancia de  

la regla y con las actitudes de las partes reguladas

El carácter de una regla se re�ere a las implicaciones que tiene cuando las 
instancias consideradas en la generalización9 concurren (Black, 1997). En 
otras palabras, el carácter de la regla se asocia con la prescripción o sanción 
que tiene (Baldwin, 1995). El carácter de la regla puede ser mandatario, 
director, discrecional o permisivo (Black, 1997).

9 En términos de la sustancia de la regla.
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El estudio del carácter de las reglas se basa en la lingüística de los di-
ferentes verbos auxiliares10 que expresan la prescripción o sanción de la 
regla, como lo sugieren Trosborg (1991), Maley (1994) y Kurzon (1986). 
En particular, Trosborg (1991) introduce el concepto de “grado de imposi-
ción” para medir el nivel en el que el creador de reglas trata de “ejercer po-
der o control directo sobre el comportamiento intencional del destinatario, 
y de esta manera se entromete con el derecho de libertad de acción”. Es así 
como un conjunto de reglas tiene un grado de imposición más alto cuanto 
más obligaciones o prohibiciones presenta.

Lo anterior tiene importantes implicaciones en términos de cumpli-
miento. Trosborg (1991) sugiere que cuanto mayor sea el grado de im-
posición, mayor será el sentimiento de amenaza de las partes reguladas. 
Entonces, si éstas se sienten oprimidas, podrían incrementar su “dis-
tanciamiento social”11 frente al regulador. De acuerdo con Braithwaite, 
Murphy y Reinhart (2007), entre mayor sea el distanciamiento social, la 
probabilidad de que las partes reguladas tengan una “postura motivacio-
nal de retirada”12 hacia la regulación aumenta, lo que provocaría menos 
cumplimiento.

Asimismo, la sustancia de la regla también debe tomarse en cuenta al 
de�nir el grado de imposición del carácter de la regla. Por ejemplo, si el 
propósito de la regla es prevenir un daño serio a la sociedad, quien crea 
reglas optaría por enviar a las partes reguladas un mensaje enérgico y serio 
sobre la prohibición. Por lo tanto, el carácter óptimo de la regla deberá tener 
un grado de imposición que no sólo tome en cuenta las actitudes y moti-
vaciones de las partes reguladas, sino también la naturaleza de la sustancia 
de la regla.

10 En inglés, may (poder) para permisos, must y shall (deber) para obligaciones, y must not y 
shall not (negación de deber) para prohibiciones.

11 De�nido como “la manera por la cual los individuos se posicionan más allá del alcance 
e in�uencia de una autoridad, de manera que no entienden o escuchan sus demandas 
y no temen a las consecuencias del incumplimiento” (Braithwaite, Murphy y Reinhart, 
2007).

12 Disengagement motivational posture.
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Estructura. Las reglas óptimas tienen  

un adecuado nivel de generalidad y precisión

Esta dimensión se relaciona con las características lingüísticas de las reglas 
(Black, 1997) en lo que respecta a su grado de generalidad y precisión. Para 
el propósito de este trabajo, se entiende como “generalidad” el grado en 
que una regla es detallada o amplia, mientras que “precisión” se re�ere a la 
medida en la cual la regla es transparente, accesible y congruente (Diver, 
1983). De esta manera, la generalidad de una regla se re�ere a la meticu-
losidad del mensaje enviado por la misma, mientras que la precisión tiene 
que ver con el lenguaje que se utiliza para transmitir el mensaje deseado.

Generalidad

La determinación del nivel óptimo de generalidad de una regla puede lle-
varse a cabo al comparar dos tipos opuestos de reglas: principios generales 
contra reglas detalladas. Black (1999) de�ne los principios generales como 
“reglas implícitamente entendidas, las cuales son generales en su lenguaje, 
intencionadas en su contenido y no legales en su efecto”. Este autor iden-
ti�ca las ventajas más importantes de los principios generales como sigue: 
conceden una aplicación �exible; permiten una interpretación teleológi-
ca; conducen a una igualdad sustancial en el trato de las diferentes par-
tes reguladas, y ofrecen una manera de comparar el cumplimiento con el 
espíritu de la regla, en lugar del cumplimiento con la lectura literal de la 
regla (Black, 1999). Respecto a las desventajas de los principios generales, 
Black (1999) considera que pueden ser vagos e inciertos, así como condu-
cir a un trato impredecible, además, no proporcionan un marco de com-
paración adecuado para los reguladores. En cuanto a las reglas detalladas, 
ofrecen ventajas como certeza, previsibilidad, consistencia y un marco de 
comparación para evaluar el desempeño; pero al mismo tiempo facilitan 
el cumplimiento creativo, generan rigidez y conducen a una aplicación 
ina decuada (Black, 1999). Puesto que ambos tipos de reglas ofrecen tanto 
ventajas como desventajas, determinar la generalidad óptima de una re-
gla implica una compensación de las ventajas y desventajas (Black, 1999; 
Braith waite, 2002).
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Braithwaite (2002) propone criterios para elegir entre el uso de princi-
pios generales y reglas detalladas. Por un lado, cuando el tipo de comporta-
miento por regularse es “simple, estable y no involucran grandes intereses 
económicos”, las reglas detalladas tienden a regular con mayor certeza que 
los principios generales. Por otro lado, en el caso opuesto, cuando el com-
portamiento regulado es “complejo, cambiante e implica grandes intereses 
económicos”, los principios generales tienden a regular con mayor certeza. 
Con estos criterios, Braithwaite (2002) sugiere que no existen soluciones 
precisas para la formulación óptima de reglas, por lo que es imprescindible 
combinar distintos tipos de reglas.

Precisión

Diver (1983) propone que el éxito de una regla depende de las palabras que 
utiliza quien crea reglas para expresar sus intenciones. Este autor identi�ca 
tres dimensiones de las reglas en relación con su precisión, como se expuso 
con anterioridad. La primera dimensión es la transparencia; ésta se des-
cribe como la calidad con la cual las palabras utilizadas son correctamente 
comprendidas por la comunidad que las interpreta. La segunda dimensión, 
la accesibilidad, describe la facilidad con la que una regla puede ser concre-
tamente aplicada por la comunidad interpretativa. La tercera dimensión es 
la congruencia, la cual se relaciona con el grado con el que una regla em-
pata sus objetivos. Las tres dimensiones descritas pueden combinarse para 
encontrar el grado óptimo de precisión. Para lograr esto, es necesario, en 
principio, medir con objetividad estas dimensiones y a continuación esta-
blecer un criterio para compensarlas; en particular, Diver (1983) propone 
el criterio de e�ciencia para realizar la compensación. Este criterio consiste 
en evaluar los costos y bene�cios de cada compensación para después se-
leccionar la mezcla de dimensiones que maximice el bene�cio neto.

Por consiguiente, para lograr la estructura óptima de una regla, el crea-
dor de reglas necesita tomar en cuenta máxime dos aspectos: 1) una eva-
luación de la complejidad de la situación o comportamiento regulado que 
ayude a decidir qué tan general debe ser la regla, y 2) un examen de los cos-
tos y bene�cios en términos de transparencia, accesibilidad y congruencia 
que resulten de seleccionar una formulación y un lenguaje en particular, 
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tomando en cuenta los entendimientos compartidos de la comunidad que 
los interpreta.

En resumen, en este apartado se han explorado las características idea-
les que la formulación de reglas debe presentar para que sea óptima. Una 
observación importante es que aun cuando las cualidades deseables de 
cada una de las dimensiones de las reglas pueden identi�carse, es impo-
sible proponer una “regla de oro” para la formulación óptima de reglas. 
Como se analizó, un aspecto importante de la formulación de reglas es la 
sustancia del mensaje y la manera en que éste se envía. Es también esen-
cial entender las motivaciones, actitudes y conocimientos en común de 
las partes reguladas y del resto de la comunidad interpretativa. Tomando 
en cuenta este análisis, ahora es necesario identi�car las características 
de la formulación de las reglas que regulan a las micro�nancieras rurales 
en México, para después compararlas con los resultados de este apartado.

Las características de la formulación de las reglas  
que regulan a las microfinancieras rurales en México

Antecedentes. El marco regulatorio  

de las instituciones microfinancieras 13 en México

La industria micro�nanciera en México se desarrolló, a lo largo de la histo-
ria, mediante cooperativas y uniones de crédito (Decreto lacp, 2009). En 
1994, el Congreso aprobó dos importantes reformas relacionadas con los 
diferentes tipos de instituciones que pueden proveer servicios micro�nan-
cieros. Primero, se crearon las Sociedades de Ahorro y Préstamo, �guras 
legales similares a las Sociedades Cooperativas, pero con orientación al 
mercado, en lugar de la tradicional orientación a servir a la comunidad que 
conforma la cooperativa. Segundo, se reformó y mejoró el régimen de las 
cooperativas; sin embargo, estas reformas tuvieron efectos adversos debido 
a que crearon la oportunidad de arbitraje regulatorio y muchas empresas 
abusaron de las ventajas ofrecidas por la �gura legal de Sociedad Coopera-

13 Todas aquellas personas jurídicas que pueden proveer servicios micro�nancieros, sin im-
portar si persiguen lucro o no.
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tiva, provocando muchos fraudes y quebrantos (Decreto lacp, 2009). Por 
esta razón, en 2001 el Congreso aprobó una nueva ley, la Ley de Ahorro 
y Crédito Popular (lacp, 2001), la cual considera una nueva �gura legal: 
la Sociedad Financiera Popular (So�po), que en términos conceptuales se 
clasi�caría como una micro�nanciera ordinaria. El propósito de crear un 
nuevo marco regulatorio fue abarcar a todas las �guras legales existentes 
que ofrecieran servicios micro�nancieros, prevenir el arbitraje regulatorio 
y simpli�car la regulación y supervisión. Las So�pos fueron formuladas 
como personas jurídicas con �nes de lucro, con la �nalidad de promover y 
masi�car la provisión de servicios micro�nancieros.

Respecto a esta ley, en el Congreso se registra que ha sido reformada 
ocho veces durante los primeros siete años de su existencia (Decreto lacp, 
2009: 6). Esta multitud de enmiendas re�eja la falta de éxito de la ley para 
abarcar todas las instituciones micro�nancieras dentro de una sola forma 
legal. Por esta razón, en 2009 el Congreso decidió reformar una vez más 
los regímenes de las Sociedades Cooperativas y de las So�pos siguiendo 
dos principios: 1) las Sociedades Cooperativas serían consideradas como 
la parte social o no lucrativa del sector de la economía, y 2) las So�pos se-
rían consideradas como parte del sector privado lucrativo (Decreto lacp, 
2009:7). En esta reforma también se crearon dos �guras legales más orien-
tadas al desarrollo económico rural: la Sociedad Financiera Comunitaria 
(So�cos), en términos conceptuales una micro�nanciera rural, y sus Or-
ganismos de Integración Financiera Rural (oifr). La creación de estas dos 
�guras, de acuerdo con la Exposición de Motivos del Decreto de Reforma 
de la Ley de Ahorro y Crédito Popular (Decreto lacp, 2009), obedeció a 
los siguientes objetivos:

1. Habilitar un sistema de regulación para la operación lucrativa de em-
presas dedicadas a proveer servicios �nancieros en el medio rural, las 
So�cos, basando su negocio en los principios de territorialidad, parti-
cipación comunitaria, autorregulación y especialización por activi-
dad económica. Además, crear una �gura legal: los oifr, que sirvie-
ran para coordinar e integrar la actividad económica de las So�cos, a 
�n de que gocen de las ventajas derivadas de las economías de escala.

2. Otorgar poderes a las autoridades �nancieras la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público (shcp), y la Comisión Nacional Bancaria y de 
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Valores (cnbv) para conducir políticas públicas dirigidas a incremen-
tar la cobertura de los servicios �nancieros en las áreas rurales y pro-
mover su integración �nanciera.

Esta reforma creó por primera vez una sociedad mercantil enfocada a 
las micro�nanzas rurales. En agosto de 2010, un año después de que la 
reforma fue promulgada, el regulador �nanciero, es decir, la cnbv, no ha-
bía publicado las correspondientes reglas operativas, por lo que ninguna 
empresa se pudo crear bajo este marco. La �gura 12.1 muestra el diagrama 
del marco regulatorio para las instituciones �nancieras en México. En esta �-
gura se observan las relaciones de todas las entidades legales que pueden 
proveer servicios micro�nancieros en México, con la ley que las rige y su 
modo de supervisión.

Metodología: la herramienta de la Gramática de las Instituciones

La herramienta que se utilizó para analizar e identi�car de manera sistemá-
tica las características de las reglas que rigen las micro�nancieras rurales 
en México es la Gramática de las Instituciones. Ésta fue desarrollada por 
Crawford y Ostrom (1995) como una herramienta de análisis para el estu-
dio de reglas dentro del marco de Análisis y Desarrollo Institucional (adi) 
(Ostrom, 2005). De hecho, las reglas son sólo un tipo de lo que Crawford 
y Ostrom (1995) llaman “declaración institucional”. Crawford y Ostrom 
(1995) utilizan este concepto para englobar todas las distintas restricciones 
u oportunidades lingüísticas compartidas que ordenan, permiten o acon-
sejan acciones o resultados a ciertos actores en una situación, sin importar 
que éstos sean transmitidos por vía oral, escrita o sean tácitamente com-
prendidos.





402 R O B E R T O  J I M É N E Z  F E R N Á N D E Z

Existen tres tipos de declaraciones institucionales: estrategias, normas 
y reglas. Cada tipo de declaración se relaciona con una forma distinta de 
abordar el concepto de institución. La primera forma, “instituciones como 
equilibrios”, se relaciona con estrategias y concibe las instituciones como re-
sultados estables generados por entendimientos comunes, expectativas y 
por el comportamiento optimizador de un grupo de individuos (Crawford 
y Ostrom, 1995). La segunda, “instituciones como normas”, se basa en la 
suposición de que estos resultados estables son producto de entendimientos 
compartidos “acerca de las acciones apropiadas para una situación en par-
ticular”, las cuales son “tratadas como si tuvieran fundamentos similares”. 
La tercera forma, “instituciones como reglas”, se basa en la hipótesis de que 
“muchos de los patrones de interacción observados se basan en entendi-
mientos comunes de acciones inconsistentes con aquellas que son proscritas 
o requeridas, las cuales son probables de ser sancionadas o anuladas si se in-
forma a los actores con autoridad para imponer penas acerca de las mismas”.

Con el �n de estudiar las declaraciones institucionales de una manera 
sistemática, Crawford y Ostrom (1995) desarrollaron la Sintaxis adico, 
cuyas siglas están relacionadas con el nombre en inglés de los cinco ele-
mentos que la componen: atributos (A), deóntica (D), propósito (I), con-
diciones (C) y el elemento “o de lo contrario” (O). Cada componente de la 
Sintaxis adico se de�ne de la siguiente manera:

• Atributo: elemento que identi�ca las características de quien aplica la 
declaración institucional.

• Deóntica: titular de los tres verbos modales de la lógica deóntica; “po-
der” (para lo permitido), “deber” (para lo obligado) y “no deber” 
(para lo prohibido).

• Propósito: acciones o resultados ligados a la lógica deóntica.
• Condiciones: componente que describe cómo, cuándo, dónde y en qué 

grado una acción o resultado es permitido, obligado o prohibido.
• “O de lo contrario”: elemento que contiene las consecuencias resul-

tantes de la inobservancia de una declaración institucional.

Cada uno de los elementos de la Sintaxis adico permite clasi�car las 
declaraciones institucionales como estrategias, normas y reglas. De acuerdo 
con Crawford y Ostrom (1995), una estrategia puede de�nirse como una 
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declaración institucional que está dirigida a un individuo o grupo de in-
dividuos con ciertos atributos o características (A), con un propósito (I) 
sobre el cual se establecen condiciones para lograrlo (C). Una norma es una 
estrategia que también contiene un elemento de permiso, obligación o pro-
hibición (D). Por último, una regla es una norma que incluye sanciones o 
penas (O) cuando el propósito de la declaración no se cumple. De esta ma-
nera, como puede observarse, las diferentes declaraciones institucionales no 
son mutuamente excluyentes, sino que cada una de ellas se re�ere a distintos 
niveles en la jerarquía del poder coercitivo. El cuadro 12.2 muestra los dife-
rentes elementos de la Sintaxis adico que componen las estrategias, normas 
y reglas de acuerdo con la herramienta de la Gramática de las Instituciones.

Cuadro 12.2. Elementos de sintaxis de cada declaración institucional

 Estrategias Normas Reglas

Atributos A A A

Deóntica   D D

Propósito I I I

Condiciones C C C

“O de lo contrario”     O

Fuente: elaboración propia con base en Crawford y Ostrom (1995).

A pesar de la simplicidad que aparenta a primera vista la aplicación de 
la Sintaxis adico, algunos autores han considerado retadora su implemen-
tación empírica. Basurto et al. (2009) y Schlüter y �eesfel (2008) señalan 
que cuando la Gramática de las Instituciones se aplica de manera empírica 
no ofrece una guía clara para su implementación. Por su parte, Siddiki et 

al. (2009) argumentan que al incluir un sexto elemento, el objeto (B), a la 
Sintaxis adico, ahora llamada abdico, se puede reducir la ambigüedad 
cuando no hay un atributo (A) completamente identi�cable. También ar-
gumentan que la inclusión de este sexto elemento ayuda a separar al agente 
de la acción, del objeto sobre el cual se realiza la acción. Puesto que el ob-
jeto (B) se desprende del propósito (I), el primero se encuentra en los tres 
tipos de declaraciones. La �gura 12.2 muestra un ejemplo de la identi�ca-
ción de los elementos de una declaración institucional.
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Figura 12.2. Ejemplo del análisis de una norma y de una regla  
utilizando la herramienta de la Gramática de las Instituciones

Sintaxis ADICO

Sintaxis ABDICO

Deóntica

Deóntica

Atributo Propósito

PropósitoAtributo Objeto

“O de lo contrario”

“O de lo contrario”

Condiciones

Condiciones

Todos los estudiantes deben guardar silencio en la biblioteca o serán expulsados de las instalaciones.

Todos los estudiantes deben guardar silencio en la biblioteca o serán expulsados de las instalaciones.

Regla

Fuente: elaboración propia.

La herramienta de la Gramática de las Instituciones permite identi�-
car el grado de desarrollo institucional de la correspondiente legislación o 
regulación, debido a que se puede detectar si dicha legislación está princi-
palmente integrada por simples estrategias o por reglas formales. Siddiki et 

al. (2009) argumentan que esta herramienta constituye una con�guración 
analítica que ayuda a mostrar cómo los diferentes elementos de política pú-
blica se pueden agregar con el �n de identi�car relaciones prácticas y útiles 
entre ellos. Basurto et al. (2009) también mencionan que la Gramática de 
las Instituciones puede ser utilizada para encontrar el énfasis teórico de una 
legislación y permite entender mejor la participación de cada uno de los 
actores sujetos a ella.
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Resultados

Conforme a la guía propuesta por Basurto et al. (2009) para analizar una 
legislación, en este estudio se aplica la herramienta de la Gramática de las 
Instituciones al Título Segundo, Capítulo iv de la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular (lacp, 2001).14 Es importante mencionar que los artículos conte-
nidos en esta sección de la ley no son los únicos aplicables a las So�cos. 
Aunque, dado el interés particular por identi�car las características que 
el creador de reglas, en este caso el legislador, ha dado a las micro�nanzas 
rurales, los artículos que son comunes con otro tipo de micro�nancieras 
no fueron considerados en el análisis.

El Capítulo iv está compuesto por 25 artículos. De este número se identi-
�caron y codi�caron 77 declaraciones institucionales utilizando la Sintaxis 
abdico, la cual incluye el objeto (B). Como primer resultado, se determinó 
que las 77 declaraciones institucionales entran dentro de la categoría de 
reglas puesto que éstas incluyen, en particular, los elementos de deóntica 
y la cláusula de sanción “o de lo contrario” (O). Por este motivo, en este 
apartado “reglas” se referirá a las declaraciones institucionales codi�cadas. 
Este resultado se esperaba —un alto nivel de formalismo en la redacción de 
la ley. A continuación se incluyen los resultados del análisis de cada uno 
de los elementos de la Sintaxis abdico.

(A) Atributos

La grá�ca 12.1 muestra el porcentaje de reglas dirigidas a cada atributo 
(A). Se encontraron reglas dirigidas a más de un atributo, por lo que la 
suma de la frecuencia de cada atributo no es igual a 77, el número total 
de reglas encontradas. Es importante observar que los dos atributos más 
frecuentes fueron las Sociedades Financieras Comunitarias (So�pos) y sus 
Organismos de Integración Financiera Rural (oifr), con 70% del total de 
las reglas dirigidas a ellos. En menor medida, la cnvb y las Federaciones 
de Micro�nancieras resultaron ser el segundo grupo de destinatarios más 
importante, con 9.5% de las reglas dirigidas a ellos, respectivamente.

14 De aquí en adelante se referirá a esta parte de la Ley de Ahorro y Crédito Popular como 
capítulo iv.
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Gráfica 12.1. Porcentaje de las reglas dirigidas a cada atributo (A)
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Fuente: elaboración propia.

Se puede sugerir, con sorpresa, que el Capítulo iv no otorga un papel im-
portante a las organizaciones no gubernamentales (ong’s), que a lo largo de 
la historia han desarrollado la industria micro�nanciera alrededor del mun-
do. Sólo 3% de las reglas se dirigieron a estas organizaciones. Las reglas sólo 
especi�caron que las ong’s podrían participar en el capital social de las So�-
cos y que también podrían participar en el proceso de toma de decisiones de 
sus oifr (Artículos 46 BIS 7 y 46 BIS 22, lacp, 2001). Los partidos y organi-
zaciones políticas también fueron los menos a los que se dirigieron las reglas. 
Estas últimas imponían prohibiciones para in�uir la administración tanto 
de las So�cos como de sus oifr (Artículos 46 BIS 6 y 46 BIS 27, lacp, 2001).

El Capítulo iv crea dos tipos de So�cos de acuerdo con su nivel de opera-
ción. El primer tipo son aquéllas con un grado de operación básico, estable-
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cido en el Artículo 46 BIS 9 (lacp, 2001). Se requiere que estén registradas 
ante una Federación de Micro�nancieras, pero no necesitan autorización 
por parte de la cnbv para operar. Por consiguiente, su nivel de supervisión 
es muy bajo y las operaciones que pueden realizar son muy limitadas. Este 
esquema para empresas pequeñas puede estimular el crecimiento de la in-
dustria, ya que reduce la carga regulatoria y los subsecuentes costos de cum-
plimiento. Una vez que las So�cos han crecido lo su�ciente y han rebasado 
el nivel de operaciones básico, éstas adquieren un nivel de operaciones 
avanzado, o del I al IV como se menciona en la ley (Artículo 46 BIS 15, 
lacp, 2001). Entonces, estas So�cos transformadas requieren contar con 
autorización para operar por parte de la cnbv y, por lo tanto, enfrentan una 
supervisión más intrusiva. Entre mayor es el nivel de operaciones de estas 
empresas, mayor es el nivel de supervisión y más diversas y complejas son 
las operaciones que pueden realizar. La cnbv tiene el poder de crear reglas 
de operación y de establecer cada nivel de operación basándose en la can-
tidad de activos mencionados en la ley (Artículo 32, Decreto lacp, 2009).

Gráfica 12.2. Distribución de las reglas dirigidas a las Sociedades Financieras Comunitarias (Soficos) por 
su nivel de operaciones

Ambos niveles

de operación

57%

Nivel básico

de operación

30%

Niveles
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Fuente: elaboración propia.
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La grá�ca 12.2 muestra el porcentaje de las reglas dirigidas a las So�-
cos de nivel de operaciones básico y avanzado, así como a ambos niveles 
de operación. Las So�cos con nivel de operaciones básico son destinata-
rias de 30% de las reglas dirigidas a estas empresas, mientras que las de 
nivel de operaciones avanzado lo son de sólo 13%. Lo anterior podría 
explicarse debido a que muchos artículos del Capítulo iv están ligados 
a otros en la ley, que también son aplicables para las So�cos con nivel 
de operaciones avanzado. No obstante, es importante resaltar el papel 
esencial que ha dado esta sección de la ley al sector cuasi regulado de las 
So�cos.

(D) Deóntica

De las 77 reglas identi�cadas, alrededor de 65% eran obligaciones. Estas 
obligaciones se manifestaron de manera implícita y explícita. Las obli-
gaciones explícitas fueron las que utilizaron el tiempo futuro del verbo 
“deber”,15 mientras que las implícitas utilizaron el tiempo futuro de otros 
verbos.16 Estas últimas representaron casi 60% de las obligaciones totales. 
Por otro lado, sólo 9% del total de reglas fueron prohibiciones, éstas tam-
bién se mostraron implícita17 y explícitamente.18 En este caso, las prohibi-
ciones explícitas sólo signi�caron 40% del total de las prohibiciones.

Los permisos constituyeron casi 26% de las reglas y fueron siempre ex-
plícitos, identi�cándose por la inclusión del verbo “poder” en su forma 
futura.19 La grá�ca 12.3 muestra el número de reglas dirigidas a los cuatro 
atributos principales, divididos por el tipo de deóntica. Se puede argumen-
tar que los Organismos de Integración Financiera Rural han recibido un 

15 Por ejemplo: “Las Sociedades Financieras Comunitarias deberán registrarse ante una Fe-
deración…” (Artículo 46 BIS 3, lacp, 2001).

16 Por ejemplo: “La Comisión emitirá los lineamientos mínimos de regulación prudencial…” 
(Artículo 46 BIS, lacp, 2001).

17 Por ejemplo: “Las Sociedades Financieras Comunitarias… tendrán prohibido recibir en 
garantía…” (Artículo 46 BIS 9, lacp, 2001).

18 Por ejemplo: “Ninguna persona física podrá contar con más de 1% del capital social…” 
(Artículo 46 BIS 7, lacp, 2001).

19 Por ejemplo: “La Comisión, podrá ordenar la disolución y liquidación de las Sociedades 
Financieras Comunitarias…” (Artículo 46 BIS 14, lacp, 2001).
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poco más de poder discrecional que las empresas que coordinan las So-
�cos. Lo anterior tiene sentido debido a que es necesario un mayor mar-
gen de maniobra y �exibilidad para que este tipo de organismos puedan 
integrarse a las So�cos. En general, puede concluirse que la intención del 
Capítulo iv es establecer obligaciones para los nuevos tipos de empresas y 
organismos, en lugar de crear mecanismos que los habiliten a conducir su 
negocio con mayor libertad.

Gráfica 12.3. Número de reglas prohibitivas, obligatorias y permisivas por atributo (A)
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Fuente: elaboración propia.

Otra importante observación es que la cnbv recibe mayor poder de dis-
creción que las Federaciones de Micro�nancieras, que tienen la función 
de realizar la supervisión auxiliar. Esto es lógico porque se espera que la 
cnbv, como parte del sector público, tenga más poderes, por ejemplo, para 
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conducir política; mientras que las Federaciones, al formar parte del sector 
privado, tengan sus poderes limitados a la supervisión.

(I) Propósito

Crawford y Ostrom (2005), dentro del marco adi y con el �n de identi-
�car el vínculo de las reglas con un elemento de una “acción-situación”, 
desarrollaron una clasi�cación de reglas basada en el propósito que éstas 
persiguen. Es importante mencionar que la clasi�cación sólo debe usarse 
con �nes comparativos, debido a que las reglas no funcionan al margen 
unas de otras. El cuadro 12.3 muestra dicha clasi�cación. Las tres pri-
meras columnas del cuadro indican la relación del tipo de regla con un 
verbo-propósito y el componente regulado de la acción-situación. En la 
cuarta columna se presenta la clasi�cación de los verbos identi�cados en 
el conjunto de reglas contenidas en el Capítulo iv, sección segunda, por 
tipo de regla.

La grá�ca 12.4 muestra la distribución de las reglas que conforman el 
Capítulo iv, clasi�cadas por su propósito (I). De acuerdo con esta informa-
ción, puede sugerirse que, en términos del marco adi, las reglas contenidas 
en el Capítulo iv se enfocan a regular las acciones que se pueden realizar 
(reglas de elección, 27%), el �ujo de información entre los participantes de 
la acción-situación (reglas de información, 26%) y la posición que éstos 
pueden tener (reglas de posición, 25%). Las reglas del Capítulo iv tienen 
un propósito limitado de lograr resultados, ya que sólo 9% de éstas tratan 
de regularlo (reglas de alcance). También es importante señalar que no se 
encontraron reglas de recompensas.

(B) Objeto

Los objetos (B) de las reglas fueron agrupados siguiendo la clasi�cación del 
área de la regulación micro�nanciera descritas en el Anexo 2. La grá�ca 
12.5 muestra la distribución de las reglas analizadas y clasi�cadas por su 
objeto. Como puede observarse, el objeto de 35% de las reglas se relacio-
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na con controles en la estructura organizacional y gobierno interno de las 
So�cos y sus oifr. Otros objetos (B) que resultan relevantes por el por-
centaje de las reglas codi�cadas son las reglas de licencia y registro (17%), 
las reglas sobre operaciones permitidas y restringidas (14%) y las reglas 
sobre revelación de información y noti�caciones (11%). Esta información 
es consistente con la clasi�cación de reglas de acuerdo con su propósito (I) 
debido a que las reglas sobre estructura organizacional y gobierno interno 
(objeto) tienen como función establecer reglas de límites (propósito), las 
reglas de operaciones permitidas y restringidas (objeto) tienen la misma 
función que las reglas de elección (propósito) y las reglas sobre revelación 
de información y noti�caciones (objeto) también tienen la misma función 
que las reglas de información (propósito).

Cuadro 12.3. Clasificación de reglas de acuerdo con su propósito (I)

Tipo de Regla

Verbo-propósito 

(I) básico

Componente  

regulado de la 

acción-situación

Clasificación de los verbos  

observados en el Capítulo iv,  

sección segunda

Posición Ser Posiciones Ser

Límites Entrar o salir Participantes
Admitir, autorizar, constituir, desha-
bilitar, permitir, participar, remover 
y tener

Elección Hacer Acciones
Capitalizar, considerar, continuar, 
escoger, elaborar, hacer, promover, 
ofrecer y utilizar

Agregación
Afectar
conjuntamente

Control 
Agrupar, compartir, dividir, formar 
e incluir.

Información Enviar o recibir Información
Actualizar, informar, notificar, obte-
ner, promulgar, proveer, publicar, 
recibir, registrar, reportar y requerir

Recompensas Pagar o recibir
Costos  
y beneficios

— 

Alcance Ocurrir Resultados
Aspirar, cumplir, fortalecer  
y gobernar.

Fuente: Crawford y Ostrom (2005), excepto la columna correspondiente a “Tipo de regla”.
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Gráfica 12.4. Clasificación por propósito (I) de reglas que conforman el Capítulo IV
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Fuente: elaboración propia.

(C) Condiciones

Respecto a las condiciones de las reglas, se intentó evaluar su complejidad. 
Con el �n de establecer una manera objetiva de evaluar esta característica 
subjetiva, se utilizaron dos medidas: 1) el número de condiciones por regla 
y 2) el número de reglas que estuvieran ligadas a otras reglas. La grá�ca 12.6 
muestra la frecuencia de las condiciones por regla. Como puede observarse, 
la mayor parte de las reglas tiene sólo una o dos condiciones. Respecto al 
número de reglas ligadas a otras, sólo siete de las 77 totales presentaron esta 
característica. De estas siete, cuatro estaban ligadas sólo con menos de tres 
reglas. Una regla destacó al estar ligada con 19 reglas. Sin embargo, esta 
información no ofrece evidencia concluyente sobre el grado de complejidad 
de las condiciones de las reglas o de las reglas mismas. Sería necesario llevar 
a cabo una investigación más profunda acerca del nivel de entendimiento 
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que comparten los miembros de la comunidad interpretativa sobre las re-
glas, para poder concluir con más solidez sobre su grado de complejidad.

Gráfica 12.5. Distribución del objeto (O) de las reglas de acuerdo con el área que regulan
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Fuente: elaboración propia.

(O) “O de lo contrario”

El elemento “o de lo contrario” (O) de las reglas no se encontró escrito 
como tal. No obstante, las sanciones y penas criminales se establecieron 
en el Título Sexto, Capítulos I y II de la ley (lacp, 2001). El único tipo de 
sanción que se consideró para las reglas estudiadas fueron las multas. Al 
respecto, el Artículo 125 establece las multas como la sanción común para 
cualquier incumplimiento de cualquiera de los artículos de la ley o de las 
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regulaciones que deriven de ésta (lacp, 2001). Las multas dependen de 
la magnitud del quebranto; algunas son aplicables a individuos y otras a 
personas morales. Con el �n de poner el monto de las multas en contexto, 
la mayor de ellas representa 52% del límite superior de activos necesarios 
para considerar una institución como So�cos con nivel de operaciones bá-
sico, y sólo 0.65% del nivel mínimo de activos necesarios para considerar 
una institución como de cuarto nivel de operaciones o avanzado.20 Por úl-
timo, es importante mencionar que la ley incluye un tipo de medidas de 
clemencia al reducir el monto de la multa cuando el individuo o la persona 
moral responsable del quebranto lo reporta o coopera con la cnbv. Estas 
medidas podrían fomentar el cumplimiento. 

Gráfica 12.6. Frecuencia en el número de condiciones (C) por regla
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Fuente: elaboración propia.

20 La multa más alta equivale a 100 000 unidades del salario mínimo diario, este último equi-
valente a 57.46 pesos en 2010. El nivel máximo de activos para las empresas del nivel básico 
es de 2 500 000 unidades de inversión, mientras que el nivel mínimo para el nivel iv es de 
200 000 000. Las unidades de inversión al 30 de julio de 2010 tenían un valor de 4 415 pesos 
(sat, 2010).
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¿El conjunto de reglas que rigen  
a las microfinancieras rurales en México es óptimo?

En el tercer apartado de este capítulo se identi�caron las variables que de-
ben considerarse para lograr una formulación de reglas óptima. Éstas se 
encontraron al analizar cada una de las cuatro dimensiones de las reglas 
propuestas por Black (1999). En el cuarto apartado se utilizó la herra-
mienta de la Gramática de las Instituciones para identi�car de manera 
sistemática las principales características de las reglas que rigen las mi-
cro�nancieras rurales en México, las cuales se de�nen como So�cos en 
el derecho vigente. A continuación se evalúa el grado en el que éstas dos 
empatan.

Sustancia

El grado de inclusión es óptimo

En el tercer apartado de este capítulo se concluyó que las reglas óptimas tie-
nen un grado de inclusión relativo a su propósito. Por lo tanto, es necesario 
contrastar el objetivo de la regulación con lo que en realidad controlan 
las reglas. Respecto al objetivo de las reglas, en el tercer apartado también 
se encontró que tienen dos metas principales. Primero, habilitar un mar-
co de operación para las So�cos y sus oifr, basando su actividad en los 
principios de territorialidad, participación comunitaria, autorregulación y 
especialización por actividad económica. Segundo, conferir poderes a las 
autoridades �nancieras para conducir políticas públicas dirigidas a incre-
mentar la cobertura de los servicios �nancieros en áreas rurales y promo-
ver su integración �nanciera.

Por otro lado, respecto a lo que las reglas en realidad regulan, en el cuar-
to apartado de este capítulo se demostró que al analizar y clasi�car las re-
glas por su propósito (I) y objeto (O), se puede concluir que la mayoría de 
las reglas que rigen a las So�cos en México regulan la constitución, opera-
ción y �ujos de información entre éstas y el Regulador Financiero, lo que 
sugiere que dichas reglas se enfocan más a su primer objetivo, dejando a 
un lado el segundo. Se puede concluir entonces que las reglas son subinclu-
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yentes, ya que regulan menos áreas que las que deberían, y por lo tanto su 
dimensión de sustancia no es óptima.

Estatus

La forma es óptima

En el tercer apartado se concluyó que las reglas óptimas tienen una forma 
legal de acuerdo con su sustancia. Especí�camente se encontró que la le-
gislación primaria es la forma legal más adecuada para las reglas que son 
creadas para habilitar marcos y conferir poderes. Puesto que las reglas que 
se analizaron forman parte de una ley creada por el Congreso, es decir, son 
legislación primaria, y que su propósito es habilitar un marco de regula-
ción y conferir poderes a autoridades, se puede concluir que la forma de las 
reglas que rigen las So�cos en México es óptima.

El efecto no es óptimo, se requiere mayor investigación

Respecto al efecto de las reglas, en el tercer apartado de este capítulo se 
encontró que las reglas óptimas tienen una orientación hacia el cumpli-
miento. Sin embargo, los resultados del cuarto apartado son inconclusos 
respecto a esta dimensión. Por un lado, se identi�có que las reglas crearon 
varios grados de carga regulatoria de acuerdo con la cantidad de activos 
que la empresa tuviera. Entre mayor es la Sociedad Financiera Comunitaria 
mayor será el nivel de supervisión y más amplia será la gama de operaciones 
que puede llevar a cabo. Para empresas pequeñas, dentro de este esquema 
de supervisión, se puede argumentar que las reglas están más orientadas al 
cumplimiento que a su coerción. Además, al analizar los atributos (A) de 
las reglas, se encontró que una proporción importante de éstas estaba diri-
gida a las Sociedades Financieras Comunitarias cuasi reguladas o con nivel 
de operación básico, dando mayor importancia a este nicho.

Por otro lado, al estudiar el elemento “o de lo contrario” (O) de las re-
glas, se encontró que las multas son el único mecanismo de disuasión, es 
decir, las partes reguladas sólo tienen una motivación económica para 
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cumplir. Sin embargo, como se discutió en el tercer apartado, y de acuerdo 
con Winter y May (2001), las partes reguladas no sólo tienen motivacio-
nes económicas para cumplir las reglas, sino también tienen motivaciones 
normativas y sociales que podrían in�uir con mayor fuerza en la decisión 
de apegarse a las mismas. Por lo tanto, la evidencia anterior sugiere que 
los mecanismos de aplicación y coerción de las reglas no toman en cuenta 
las actitudes que los diferentes tipos de partes reguladas tienen hacia el 
cumplimiento ni sus distintas motivaciones, contrario a lo sugerido por 
Baldwin (1995) y Black (1999).

El análisis del atributo (A) y el análisis del elemento “o de lo contrario” (O) 
ofrecen conclusiones contradictorias. El primer análisis sugiere que el efecto 
de las reglas está orientado al cumplimiento, mientras que el segundo refuta 
esta conclusión. Al advertir esta contradicción, resulta imposible determinar 
con claridad si el efecto de las reglas está orientado al cumplimiento. Sin 
embargo, si se concibe a lo “óptimo” en un sentido estricto, algo no puede ca-
li�carse de esta manera si existen elementos que lo ponen en duda. A partir 
de lo anterior, se deduce que el efecto de la regla no es óptimo.

Carácter

En el tercer apartado de este capítulo se concluyó que las reglas óptimas 
tienen un grado de imposición relativo a su sustancia y a las actitudes de las 
partes reguladas hacia el control. Respecto a la sustancia de la reglas, se ha 
mencionado que su objetivo es habilitar marcos y otorgar poderes de dis-
creción. Por lo tanto, puesto que la regla no tiene como objetivo penalizar 
un comportamiento indeseable, sino promover uno deseable (el desarrollo 
e integración de los servicios �nancieros rurales) se esperaba un bajo ni-
vel de imposición. Sin embargo, al analizar la deóntica (D) de las reglas, 
se observó que más de tres cuartas partes del total eran o prohibitorias u 
obligatorias, como se mostró en el cuarto apartado. Entonces, las reglas 
presentan un grado de imposición relativamente alto respecto a su sustan-
cia, lo que hace que el carácter de las reglas no sea óptimo.

El otro aspecto que tiene que considerarse al evaluar el grado de impo-
sición es el conjunto de actitudes de las partes reguladas hacia el control. 
Sin embargo, esta variable no pudo evaluarse con la Gramática de las Ins-



418 R O B E R T O  J I M É N E Z  F E R N Á N D E Z

tituciones; por consiguiente, es necesario llevar a cabo mayores investiga-
ciones en este tema para obtener conclusiones más sólidas acerca del grado 
de imposición apropiado.

Estructura

El grado de generalidad no es óptimo

En el tercer apartado se encontró que las reglas óptimas tienen un nivel 
adecuado de generalidad y precisión, y que estos niveles dependen de la 
complejidad de la situación que se va a regular y del nivel de entendimien-
to compartido por la comunidad interpretativa. La sola aplicación de la 
herramienta de la Gramática de las Instituciones no ofrece su�ciente in-
formación sobre la complejidad de la situación por regular. En este caso, el 
desarrollo histórico de la legislación de la industria micro�nanciera en Mé-
xico, de acuerdo con el cuarto apartado, sugiere un alto grado de comple-
jidad de la situación por regular. Por consiguiente, es necesario tomar en 
cuenta dos observaciones: primero, es importante notar que el creador de 
reglas, en este caso el legislador, ha intentado formular sin éxito una �gura 
legal para instituciones micro�nancieras lucrativas durante los últimos 20 
años; segundo, se debe considerar que las micro�nanzas rurales presentan 
mayores retos que las urbanas.

Puesto que la situación por regular es compleja, el criterio de Braithwaite 
(2002) sugiere que una regulación basada en principios generales apoyados 
por reglas detalladas ofrece mayor certeza. Siguiendo este razonamiento, 
las reglas que gobiernan las So�cos requerirían un mayor grado de gene-
ralidad. No obstante, éste no es el caso porque la evidencia sugiere que 
las reglas son detalladas. Primero, en los artículos estudiados, el número 
promedio de palabras por oración es relativamente extenso, es de casi 34. 
Segundo, el análisis de las condiciones (C) muestra que las reglas tienen en 
promedio 2.17 condiciones. Este nivel se puede comparar con los resulta-
dos de Gustafsson (1975), citado por Trosborg (1991), quien concluye que 
las regulaciones tienen en promedio 2.86 cláusulas, lo cual se considera un 
término alto. En consecuencia, el grado de generalidad de las reglas no es 
óptimo dada la situación que se intenta regular. Es importante tomar en 
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cuenta que esta medida de generalidad pudiera no ser perfecta, por lo que 
se requiere mayor investigación sobre la lingüística de las reglas para eva-
luar de manera más sólida el grado de generalidad de las mismas.

El grado de precisión fue imposible evaluarlo con la metodología uti-
lizada.

Respecto a la precisión de las reglas, la aplicación de la Gramática de las 
Instituciones no proporcionó información relevante para concluir si ésta 
es óptima. Puesto que la precisión óptima depende de los entendimien-
tos compartidos, es necesario investigar más sobre este tema y evaluar las 
características lingüísticas de estas reglas, así como las percepciones e in-
terpretaciones de los distintos miembros de la comunidad interpretativa.

Entonces… ¿la formulación es óptima?

Tomando en cuenta la evaluación previa, se puede concluir que la eviden-
cia muestra que la formulación de las reglas que rigen a las micro�nancie-
ras rurales en México no es óptima. Aun cuando con la implementación 
de la herramienta de la Gramática de las Instituciones no fue posible eva-
luar por completo todas las variables teóricas que, de acuerdo con el tercer 
apartado de este trabajo, deben ser estudiadas, existe clara evidencia de que 
algunas de las dimensiones de la formulación de las reglas no son óptimas, 
especí�camente su sustancia y carácter. Por consiguiente, si lo óptimo se 
considera como un estado “inmaculado”, entonces deja de serlo cuando 
al menos una de sus partes constitutivas o dimensiones puede mejorarse.

Conclusión

En agosto de 2009, por primera vez en la historia, el Congreso de Mé-
xico creó una nueva �gura legal lucrativa especializada en micro�nanzas 
rurales: las So�cos. La relevancia de esta nueva regulación recae en el in-
cansable y fallido intento del gobierno de llevar el acceso de los servicios 
�nancieros a las comunidades rurales, con el �n de promover su desarrollo. 
Hasta el mes de agosto de 2010, ninguna empresa se había creado bajo este 
esquema, debido a que la cnbv no publicaba las reglas operativas corres-
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pondientes. Estas circunstancias representan una oportunidad excepcional 
de evaluar las posibles fuentes de falla regulatoria, antes de que la legisla-
ción se implemente y se aplique.

Una manera de identi�car estas posibles fuentes de falla regulatoria se 
logra mediante el estudio de cada una de las fases del proceso de regula-
ción. La formulación de las reglas funge como una parte inicial de este 
proceso y se vincula a las etapas restantes de monitoreo y aplicación. Con 
el �n de disminuir el efecto negativo de las limitantes naturales de las re-
glas, se han realizado estudios teóricos sobre las características que de�nen 
que la formulación sea óptima. No obstante, evaluar empíricamente estas 
características teóricas representa un gran reto debido a que son difíciles 
de identi�car y medir.

Esta investigación realizó un análisis para evaluar si la formulación de 
las reglas que rigen a las micro�nancieras rurales (So�cos) en México es 
óptima o no. A �n de determinar esto, la herramienta de la Gramática de 
las Instituciones se utilizó para medir e identi�car sistemáticamente las ca-
racterísticas de las reglas. El resultado de este análisis se comparó con las 
características teóricamente óptimas de las reglas, con el �n de dar respues-
ta a la investigación que se planteó. La evidencia sugiere que la formulación 
de las reglas que rigen a las micro�nancieras rurales en México no es ópti-
ma porque es subincluyente, no tiene una clara orientación para lograr el 
cumplimiento, es relativamente detallada respecto al alto nivel de comple-
jidad de lo que se intenta regular; y porque tienen un carácter impositivo 
en lugar de uno habilitador, lo cual contradice su objetivo. Sin embargo, 
esta conclusión puede reforzarse al llevar a cabo mayores investigaciones, 
en particular sobre el nivel de entendimientos compartidos, las respuestas 
y actitudes de la comunidad interpretativa hacia esta regulación.

Esta conclusión es importante, ya que apoya el argumento de que la re-
gulación de las micro�nancieras rurales (So�cos) en México podría estar 
condenada al fracaso, aun antes de que ésta sea implementada y aplicada. 
Esta conclusión muestra la magnitud del impacto que tiene la formulación 
de reglas en el proceso de regulación. También resalta que la formulación de 
reglas debe ser resultado de un cuidadoso y holístico análisis de las dife-
rentes dimensiones de las reglas, una evaluación de los pros y contras de 
cada característica de las reglas y un profundo estudio de la comunidad 
interpretativa.
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ANEXO 1

Cuadro A1. Índice de entidades

Siglas / Referencia 

corta Entidad Función

Bansefi
Banco del Ahorro Nacional  
y Servicios Financieros (Bansefi)

Banco de Desarrollo

Cooperativas Sociedades Cooperativas Cooperativas

Federaciones Federaciones de Microfinancieras Federaciones de Microfinancieras

Sofoles
y Sofomes

Sociedades Financieras de Objeto 
Limitado (Sofoles) y Sociedades 
Financieras de Objeto Múltiple 
(Sofomes)

Financieras no bancarias

Sofipos Sociedades Financieras Populares
Microfinancieras
ordinarias

Soficos
Sociedades Financieras  
Comunitarias

Microfinancieras rurales

SHCP

Secretaría de Hacienda  
y Crédito Público (SHCP)

Secretaría de Hacienda

OIFR

Organismos de Integración  
Financiera Rural (OIFR) 

Organismos
integradores

CNBV

Comisión Nacional Bancaria  
y de Valores (CNBV) 

Regulador financiero

Fuente: elaboración propia.
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ANEXO 2

Figura A2. Variables que componen la regulación microfinanciera

Regulación

prudencial

Licencia

y registro

Regulación

prudencial

(riesgos

�nancieros)

Estructura

organizacional

y buen gobierno

Operaciones

permitidas

y restringidas

Revelación

de información

y noti�caciones

Educación

�nanciera

Desregulación

Formulación

de políticas

Regulación

micro�nanciera

Regulación

de conducta

de negocios

Medidas

de promoción

de la Industria

Fuente: elaboración propia con base en Wymeersch (2006).

Utilizando el trabajo de Gallardo (2002), Meagher (2002), Meagher et 

al. (2006), Microcapital (2008) y Nimal (2008), la Figura A2 resume las 
variables que componen un marco regulatorio para la industria micro�-
nanciera.
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13. MICROCRÉDITOS Y VULNERABILIDAD:  
UNA EVALUACIÓN DE IMPACTO  
PARA EL CASO MEXICANO

José Luis Bustos Villegas*

Introducción

La utilización de servicios micro�nancieros como una estrategia para 
reducir la pobreza se ha extendido, en especial en los países en vías de 
desarrollo, a partir de la formalización de las iniciativas encabezadas por 
Muhammad Yunus a �nales de la década de 1970. Sin embargo, pocos es-
tudios han cuanti�cado de forma rigurosa los impactos reales de las mi-
cro�nanzas en las condiciones de vida de sus bene�ciarios (Du�o et al., 
2009). Esto se explica en parte por los problemas metodológicos inherentes 
a todas las evaluaciones de impacto (Giné et al., 2006; Karlan y Goldberg, 
2006) y porque la agenda de investigación sobre este tema se ha concen-
trado en la autosu�ciencia o en la sustentabilidad �nanciera de las institu-
ciones micro�nancieras a largo plazo (Lashley, 2004). Como resultado, la 
evidencia empírica sobre el impacto real de las micro�nanzas en la reduc-
ción de la pobreza no es clara ni concluyente.

* Maestro en Políticas Públicas (mpp) por la Escuela de Políticas Públicas Irving B. Harris 
de la Universidad de Chicago, 2010, adscrito a la Fundación Idea. Correo electrónico: 
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cualquier error en este documento es mi responsabilidad. También agradezco a El Colegio 
de México, en especial al Precesam, por proporcionarme los fondos, las bases de datos y 
comentarios valiosos para realizar esta investigación.

El contenido de este documento no expresa en ningún momento la perspectiva insti-
tucional de la Fundación Idea.
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Por un lado contamos con evidencia que revela impactos positivos de 
los microcréditos en las condiciones de vida de sus bene�ciarios. Algu-
nas investigaciones han encontrado una asociación entre microcréditos y 
1) reducción de la pobreza (Khandker, Samad y Khan, 1998; Khandker, 
2003; Chowdhury, Ghosh y Wright, 2005; Navajas et al., 2000; Arun, Imai 
y Sinha, 2006; Khandker, Koolwal y Sinha, 2008); 2) mayores ingresos per 
cápita (Hulme y Mosley, 1996); 3) mayores capacidades de consumo (Pitt 
y Khandker, 1998); 4) mejores resultados en el logro de las Metas de Desa-
rrollo del Milenio (Setboonsarng y Parpiev, 2008), y 5) menor probabilidad 
de que los hogares sean vulnerables a caer en la pobreza (Morduch, 1998; 
Zaman, 2000; Khandker, 2005; Swain y Floro, 2007), entre otros impactos 
analizados por medio de métodos econométricos.1

Por otro lado, hay investigaciones que no han encontrado un impac-
to signi�cativo de las micro�nanzas en la reducción de la pobreza (Bhatt, 
Painter y Tang, 1999; Schreiner, 1999; Bhatta, 2001; Sanders, 2002; Schrei-
ner y Woller, 2003; Takahashi, Higashikata y Tsukada, 2010), o que señalan 
efectos ambiguos en la pobreza o vulnerabilidad de los hogares (Buckley, 
1997; Amin, Rai y Topa, 2001; Snow y Buss, 2001; Aroca, 2002; Du�o et al., 
2009). Además, en los últimos años se han incrementado las críticas que 
abordan los riesgos inherentes a la transformación de algunas instituciones 
micro�nancieras en grandes negocios, dejando de lado el objetivo origi-
nal de reducir la pobreza en las comunidades más deprimidas económica-
mente. Como señala Sam Daley-Harris, director de la Microcredit Summit 
Campaign: “ahora el gran peligro es concentrarse en qué tan bien les está 
yendo a los inversionistas y a las instituciones micro�nancieras, en lugar de 
enfocarse en terminar con la pobreza (Malkin, 2008)”.

En consecuencia, aún no existe una respuesta sólida a la pregunta de si 
los servicios micro�nancieros son en realidad efectivos para ayudar a redu-
cir la pobreza entre sus bene�ciarios directos. La evidencia es todavía más 
limitada respecto al impacto que esos servicios tienen en la vulnerabilidad 

1 Sobre la importancia de realizar más evaluaciones econométricas rigurosas en lugar de 
estudios de caso, Du�o et al., (2009) señalan que “las anécdotas sobre empresarios que han 
sido muy exitosos mediante el uso de los microcréditos o bien, aquellas que nos revelan 
el lado opuesto de personas que han terminado muy endeudadas, nos revelan muy poco 
sobre el impacto de las micro�nanzas en el usuario promedio de esos servicios”. Sobre el 
mismo tema véase Karlan, D. y J. Zinman (2010).
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de los hogares. Como se analiza en el siguiente apartado, el término vulne-
rabilidad se re�ere a la exposición de los hogares a contingencias, presiones 
y riesgos económicos de cualquier tipo y nivel y a la di�cultad de los mis-
mos para afrontarlos y superarlos. En especial, la vulnerabilidad a caer en 
la pobreza, es decir, el hecho de que un hogar tenga una probabilidad alta 
de ser pobre en el futuro. La relación entre el concepto de vulnerabilidad 
y los servicios micro�nancieros se deriva de que éstos pueden mejorar las 
capacidades de los hogares para afrontar las contingencias, las presiones 
y los riesgos, por medio de varios mecanismos o vías, reduciendo así su 
probabilidad de caer en pobreza en el futuro.

Hasta ahora, las iniciativas de investigación que analizan la relación en-
tre micro�nanzas y vulnerabilidad han encontrado límites por la novedad 
del concepto y por la inexistencia de una de�nición clara del mismo (Ho-
ddinott y Quisumbing, 2003; �ürbeck, 2009). Por lo tanto, la literatura 
académica carece hoy en día de evidencia sólida sobre las vías o mecanis-
mos por medio de los cuales los servicios micro�nancieros, en especial los 
microcréditos, in�uyen en la pobreza y en la vulnerabilidad a caer en la 
pobreza de los hogares que son bene�ciarios de los mismos.

En México, a pesar de que cerca de 14 millones de hogares podrían ser 
bene�ciarios potenciales del mercado micro�nanciero,2 la ausencia de 
evidencia es más pronunciada. Esto se debe a que la mayoría de las eva-
luaciones son estudios de caso cualitativos. Por ejemplo, Rogaly, Castillo 
y Romero (2004) encontraron en su análisis de Tequisquiapan, Queréta-
ro, que la provisión de servicios micro�nancieros, como la apertura de 
cuentas de ahorro y microcréditos, había reducido la probabilidad de que 
sus bene�ciarios fueran más vulnerables a caer en la pobreza y les había 
permitido adquirir algunos activos. Delalande y Paquette (2007) mos-
traron resultados similares en su análisis cualitativo de otra comunidad 
en el centro de México. Este tipo de investigaciones proveen descripcio-
nes valiosas y detalladas acerca de la realidad en pequeñas comunidades, 
pero sus resultados no pueden generalizarse, es decir, su validez externa 
es limitada.

2 Esto representa más de la mitad de los hogares en México. La estimación de hogares po-
tencialmente bene�ciarios corresponde al Banco Compartamos. En términos de utili-
dades, este banco representa a la institución micro�nanciera más exitosa del país.
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En este sentido, la presente investigación busca proveer evidencia so-
bre la relación entre micro�nanzas y vulnerabilidad en hogares de México 
mediante el análisis de una base de datos panel proveniente de una en-
cuesta sobre servicios micro�nancieros que levantan cada año (de 2004 
a 2008) Banse�3 y Sagarpa4 en 25 de las 32 entidades federativas del país. 
Las preguntas que guían esta investigación son las siguientes: ¿Reduce el 
acceso a microcréditos la vulnerabilidad de los hogares mexicanos a caer 
en la pobreza? ¿Utilizan los hogares bene�ciarios de microcréditos estos 
últimos sobre todo para garantizar sus niveles de consumo, es decir, como 
créditos al consumo, o para adquirir activos productivos? Esta pregunta es 
relevante puesto que en teoría el objetivo principal de los microcréditos 
es promover el desarrollo de actividades productivas autosustentables en 
lugar de fomentar el consumo directo de bienes no duraderos.

Esta investigación intenta responder dichas preguntas utilizando el mé-
todo de apareamiento por índice de propensión a participar (psm por sus 
siglas en inglés, Propensity Score Matching) combinado con la técnica de 
diferencias en diferencias (did). La razón para combinar psm con did es 
reducir el sesgo de selección en las estimaciones debido a ambos tipos de 
características de los hogares: observables y no observables. Por un lado, el 
método psm ayuda a corregir el sesgo de selección debido a las característi-
cas observables y, por otro, la técnica de did contribuye a la reducción del 
sesgo ocasionado por las características no observables.

De igual forma, esta investigación busca contribuir a la literatura actual 
sobre micro�nanzas y vulnerabilidad mediante tres aportaciones. En pri-
mer lugar, éste es un estudio pionero sobre el análisis del impacto de las 
micro�nanzas en la vulnerabilidad a la pobreza en México utilizando una 
base de datos panel que se construyó a partir de una encuesta a hogares con 
representatividad de casi todo el país. En segundo lugar, esta investigación 
emplea una estrategia empírica que permite obtener resultados con mayor 
validez externa que los estudios de caso cualitativos realizados por diver-
sos investigadores, quienes se han enfocado en pequeñas comunidades de 
México. La estrategia empírica que se propone en este documento ha sido 
utilizada por otros investigadores para evaluar el mismo tipo de impacto 

3 Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros (Banse�).
4 Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa).
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en otros países; por ejemplo, Zaman (2000) en Bangladesh. En tercer lugar, 
los resultados de esta investigación podrían ser útiles para desarrollar mo-
delos explicativos que señalen de manera clara las vías y los mecanismos 
por medio de los cuales los servicios micro�nancieros podrían ayudar a las 
personas que viven en pobreza a mejorar sus condiciones de vida.

El resto del capítulo se organiza de la siguiente manera. En el siguien-
te apartado se analizan brevemente los diferentes enfoques que de�nen y 
miden la vulnerabilidad. En este apartado también se presentan algunos 
de los mecanismos mediante los cuales las micro�nanzas pueden reducir 
la vulnerabilidad de los hogares a caer en la pobreza. En el tercero se des-
cribe la estrategia empírica, así como las características más importantes 
de la base de datos, y en el cuarto se estudian los principales resultados 
econométricos. Por último se presentan las conclusiones.

Revisión de la literatura

Enfoques de vulnerabilidad

El estudio de la pobreza siempre se ha enfocado en la evaluación de las 
condiciones socioeconómicas actuales de los hogares, es decir, en las con-
diciones de éstos al momento del levantamiento de las encuestas. Este en-
foque nos permite identi�car a los hogares en pobreza y puede darnos la 
oportunidad de estimar los efectos de políticas públicas implementadas 
para mejorar el bienestar de los mismos. No obstante, dichas mediciones 
no necesariamente proporcionan una estimación de los posibles cambios 
en el estatus socioeconómico de los hogares como resultado de sus capa-
cidades y habilidades para afrontar riesgos o eventos inesperados. A ma-
nera de ejemplo, como Ligon y Schechter (2003) señalan, un hogar con 
un valor esperado de consumo muy bajo, pero que no enfrente el riesgo 
de inanición, puede considerarse pobre; pero ese mismo hogar es menos 
vulnerable que otro con un valor esperado de consumo más alto, pero que 
enfrenta un riesgo efectivo de inanición. En este punto es donde el concep-
to de vulnerabilidad adquiere relevancia.

Hasta ahora no hay un consenso en la literatura sobre el tema para de�-
nir vulnerabilidad. En general, el término se re�ere a “la propensión a sufrir 
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un choque negativo en el bienestar, ocasionando que un hogar se ubique 
por debajo de un nivel de bienestar mínimo antes de�nido” (Kühl, 2003, 
citando a Alwang, Siegel y Jørgensen, 2001). A su vez, Chambers (1989) 
proporciona una de�nición más precisa, la cual sigo en esta investigación:

[…] vulnerabilidad se re�ere a la exposición de los hogares a contingencias, 

riesgos y presiones, y a la di�cultad de los mismos para afrontarlas. De este 

modo, el concepto de vulnerabilidad tiene dos lados, uno externo que indica los 

riesgos, choques, presiones y contingencias a las que se enfrenta un individuo 

o un hogar; y otro lado interno que implica indefensión, o en otras palabras, 

la carencia de medios para afrontar esos eventos negativos externos sin salir 

perjudicado.

La vulnerabilidad puede medirse en el ámbito macro, por ejemplo 
entre naciones (Tesliuc y Lindert, 2004; Makoka y Kaplan, 2005), o bien 
en el ámbito micro —a nivel individual o de hogar (Swain y Floro, 2007; 
�ürbeck, 2009; Ligon y Schechter, 2003; Hoddinott y Quisumbing, 2003; 
Chaudhuri, Jalan y Suryahadi, 2002; Calvo y Dercon, 2005). Asimismo, 
otros autores (Glewwe y Hall, 1998) identi�can dos tipos de vulnerabili-
dad, una relacionada con la acción de programas gubernamentales (vul-
nerabilidad inducida por políticas) y otra generada por cambios en las 
condiciones socioeconómicas (vulnerabilidad inducida por el mercado). 
En este capítulo se evalúa la vulnerabilidad en los hogares sin considerar la 
distinción formulada por Glewwe y Hall.

En la literatura, también hay tres enfoques para de�nir y evaluar la vulne-
rabilidad de los hogares: vulnerabilidad como utilidad esperada baja, vul-
nerabilidad como exposición no asegurada al riesgo y vulnerabilidad como 
pobreza esperada. Aunque los tres enfoques comparten el rasgo de construir 
un modelo que calcula el bienestar futuro de los hogares, cada uno genera 
estimaciones distintas con aplicaciones diferenciadas de política pública.

Vulnerabilidad como utilidad esperada baja

Se trata de un enfoque utilitario que utiliza funciones Von Neumann-Mor-

genstern para describir la propensión al riesgo de los hogares (Calvo y 
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Dercon, 2005; Ligon y Schechter, 2003). Desde esta perspectiva, la vul-
nerabilidad se calcula como la diferencia entre la utilidad derivada de un 
nivel de consumo equivalente de certidumbre (certainty equivalent, un ni-
vel donde el hogar no es vulnerable) y la utilidad derivada del consumo 
esperado de un hogar especí�co (Hoddinott y Quisumbing, 2003). De esta 
forma, el nivel de consumo equivalente de certidumbre funciona como una 
“línea de vulnerabilidad”, la cual separa a los vulnerables de los no vul-
nerables. A nivel agregado, si se garantizara el mismo nivel de consumo 
para todos los hogares, exentándolos de cualquier riesgo, entonces todos 
disfrutarían del mismo nivel de utilidad a lo largo del tiempo y no existiría 
vulnerabilidad (siempre y cuando todos los hogares compartan la misma 
función de utilidad).

Ligon y Schechter (2003) siguen este enfoque. Su modelo se representa 
por la siguiente ecuación:

V i = [U i(z) – U i(Eci )] + [U i(Eci ) – EU i(ci )] (1)

donde V i es la vulnerabilidad del hogar i; z, el nivel equivalente de certi-
dumbre o la “línea de vulnerabilidad”; U i, una función débilmente cón-
cava y estrictamente creciente; C i, el gasto en consumo del hogar i y E, 
el valor esperado. En este modelo, el primer término en corchetes pro-
vee una estimación equivalente a la medición tradicional de pobreza: la 
diferencia entre la utilidad derivada de consumir al nivel equivalente de 
certidumbre y la utilidad derivada del consumo esperado de un hogar es-
pecí�co. En otras palabras, ésta es la diferencia entre una función cóncava 
evaluada justo en la línea de pobreza y la misma función evaluada al nivel 
de consumo esperado del hogar i. Ligon y Schechter (2003) interpretan el 
segundo término entre corchetes como una medida del riesgo que enfren-
ta cada hogar. Ellos calculan Eci como el promedio mensual de consumo 
durante un año. De ahí que intuitivamente este segundo factor provea una 
estimación de la pérdida de utilidad derivada de cambios en los niveles 
de consumo del hogar i. En este modelo, los cambios se deben sobre todo 
a los riesgos que cada hogar enfrenta a nivel agregado e individual. De 
hecho, este término puede descomponerse para estimar la pérdida en uti-
lidad a causa de riesgos agregados (como una inundación que afecta a 
toda la comunidad), riesgos individuales (como una enfermedad grave de 
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un miembro del hogar) y riesgos no explicados los cuales se adicionan al 
error de medición.

La principal ventaja de este enfoque es que proporciona información 
para identi�car y cuanti�car diferentes causas de vulnerabilidad. Sin em-
bargo, el problema de este modelo es que requiere que se de�nan de mane-
ra arbitraria las funciones de utilidad, lo cual implica generalizar funciones 
similares para todos los hogares. Además, los resultados que se generan 
están dados en esos términos. Por ejemplo, si obtenemos V i = 0.40 signi�ca 
que la utilidad del hogar i es 40% menor de lo que sería si toda la inequidad 
en el consumo fuera eliminada. Esta interpretación carece de la sencillez 
necesaria para traducirla en acciones de política claras y especí�cas.

Vulnerabilidad como exposición no asegurada al riesgo

Este enfoque se ocupa de evaluar ex post las respuestas en el bienestar y el 
consumo de los hogares como consecuencia de eventos inesperados, tales 
como riesgos agregados o individuales (Amin et al., 2001; Dercon y Krish-
nan, 2000; Glewwe y Hall, 1998). Si el consumo habitual del hogar i resulta 
afectado de manera negativa por alguno de esos riesgos, entonces se puede 
inferir que dicho hogar carece de los medios para afrontar tal riesgo. Lo 
anterior signi�ca que el hogar no cuenta con los medios para asegurar un 
nivel de bienestar determinado una vez que enfrenta presiones económicas 
inesperadas. En el caso del consumo, el hogar carece de los recursos para 
mantener su nivel habitual dadas ciertas contingencias cuyo origen es in-
terno o externo (Ligon y Schechter, 2002).

Amin, Rai y Topa (2001) siguen este enfoque tratando de identi�car a los 
hogares en su muestra, cuyo nivel de consumo varía en mayor medida en 
función de sus ingresos. Ellos controlan por efectos �jos a nivel hogar y por 
la variación agregada en el consumo promedio. Su modelo está dado por:

E (c i | x , xi ) = αi + η
t
 + xi

t 
βi

 
(2)

donde α i es la constante de la ecuación; η
t
 es el número de adultos en el 

hogar i en el periodo t; ci es el consumo del hogar; x i
t
 es un vector de carac-

terísticas o variables particulares iguales al ingreso del hogar i, y β i captura 
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la vulnerabilidad como una reducción en el bienestar del hogar i asociada 
con los riesgos adicionales que éste enfrenta si su consumo varía al mismo 
tiempo que el ingreso, y t es un indicador de tiempo. De este modo, x  es un 
vector de características o variables de ingreso centradas en su media y x i es 
el valor de esas variables para el hogar i. Bajo este modelo, si dos hogares tie-
nen el mismo nivel de consumo en cada periodo, pero uno de ellos muestra 
mayor variabilidad como resultado de sus cambios en el ingreso (un valor 
absoluto más grande de βi ), entonces este hogar es más vulnerable.

Una de las ventajas de este modelo es que permite identi�car si choques 
agregados o particulares de cada hogar representan la causa principal en la 
reducción de su bienestar (al igual que el enfoque de vulnerabilidad como 
utilidad esperada baja). Sin embargo, este enfoque tiene tres limitaciones 
potenciales (Hoddinott y Quisumbing, 2003). En primer lugar, β i represen-
ta más una medida de correlación entre ingreso y consumo que un indi-
cador puro de vulnerabilidad. En segundo lugar, puesto que no se asignan 
ponderadores diferenciados por los cambios en el bienestar que enfrenta 
cada hogar como resultado de las modi�caciones en su consumo, el mo-
delo trata de manera equivalente una reducción de 10% en el consumo de 
un hogar rico y una reducción de la misma proporción en un hogar pobre 
(Hoddinott y Quisumbing, 2003), a pesar de que las consecuencias de esa 
modi�cación puedan ser del todo distintas para cada uno. En tercer lugar, 
el modelo supone que las contingencias positivas y negativas tienen efectos 
simétricos, lo cual no es necesariamente cierto.

Vulnerabilidad como pobreza esperada

Este enfoque de�ne vulnerabilidad como la probabilidad de que un hogar 
caiga en la pobreza en el futuro. Ello representa la probabilidad o el riesgo 
actual de caer en el futuro en la pobreza o en niveles más graves de pobreza 
(si el hogar ya se encuentra en ese estado). Dichas probabilidades se pue-
den estimar mediante una predicción de los niveles futuros de consumo o 
ingreso de los hogares, considerando las varianzas derivadas de los riesgos 
que los mismos enfrentan (�ürbeck, 2009). Se trata de una medida ex 

ante útil para estimar los resultados de una política o programa antes de su 
implementación.
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Este método para medir la vulnerabilidad es el más utilizado en la lite-
ratura.5 Por ejemplo, Chaudhuri, Jalan y Suryahadi (2002) siguen esta pers-
pectiva. Su modelo de�ne el bienestar en términos de niveles de consumo. 
La vulnerabilidad del hogar i en el tiempo t (V

it 
) es la probabilidad de que 

para el nivel de consumo del hogar i en el periodo t + 1 (C
i,
 

t + 1
) ésta se 

encuentre por debajo de la línea de pobreza (z). De esta forma, el modelo 
está dado por:

V
it
 = Pr (C

i,  t + 1
 ≤ z) (3)

Tanto la línea de pobreza (z) como el rango de probabilidades (Pr) en el 
que se considerará a un hogar como no vulnerable se determinan ex ante. 
En general, se consideran no vulnerables a todos los hogares que tengan 
una probabilidad baja de estar en la parte inferior de la línea de pobreza 
(por ejemplo, Pr ≤ 0.5).

Este modelo para evaluar el nivel de vulnerabilidad de hogares en distin-
tos países ha sido utilizado por varios investigadores (Christiaensen y Sub-
barao, 2001; Kamanou y Morduch, 2002). Algunos han agregado supuestos 
y mejoras. Por ejemplo, Pritchett, Suryahadi y Sumarto (2000) muestran que 
suponiendo incertidumbre en el futuro, la probabilidad de ser vulnerable se 
incrementa a la par del horizonte temporal. De esta forma, un hogar con una 
Pr = 0.50 de ser pobre para el año siguiente, puede tener una Pr = 0.75 en al 
menos uno de los dos años subsecuentes, y una Pr = 0.875 en al menos uno 
de los tres años siguientes (Haughton y Khandker, 2009).

Aquí se sigue este enfoque para estimar la vulnerabilidad en los hoga-
res mexicanos incluidos en la muestra de la base de datos panel Banse�/
Sagarpa. Las ventajas de tratar la vulnerabilidad desde este punto de vista 
son varias. En primer lugar, la perspectiva permite identi�car ex ante a 
los hogares que están en situación de vulnerabilidad, incluso si ya se en-
cuentran por encima de la línea de pobreza. En segundo lugar, a partir de 
este modelo es posible predecir la pobreza a nivel agregado o individual 
(por hogares) (Chaudhuri, 2003). Esta información puede ser relevante 

5 Haughton y Khandker (2009) describen esa perspectiva y muestran cómo calcular la vul-
nerabilidad como pobreza esperada con base en información sobre el consumo e ingreso 
de los hogares.
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para focalizar los recursos de iniciativas diseñadas para reducir la pobreza 
en los hogares (como los microcréditos) o para evitar que vuelvan a caer en 
ese estado. En tercer lugar, el modelo estima una medición de vulnerabili-
dad, la cual es fácilmente entendible para propósitos de política pública, ya 
que genera estimaciones en términos de probabilidades. En cuarto lugar, 
a partir de este enfoque también es posible calcular las diferentes fuentes 
de riesgo que aumentan la vulnerabilidad de un hogar. De acuerdo con 
Chaudhuri (2003), si se utiliza el consumo promedio y su varianza para 
cada uno de los hogares, es posible crear un contrafactual del nivel de vul-
nerabilidad de los mismos en la ausencia de riesgos. En general, ese con-
trafactual puede proyectarse manteniendo �jo el consumo promedio de los 
hogares en cada periodo de análisis.

Microfinanzas y vulnerabilidad

Ahora bien, además de la de�nición del concepto de vulnerabilidad y el 
enfoque que se seguirá en esta investigación, resulta conveniente anali-
zar algunos de los mecanismos por medio de los cuales los servicios mi-
cro�nancieros pueden tener algún efecto en el bienestar de los hogares. 
En principio, este tipo de servicios genera un efecto ingreso directo que 
mejora la capacidad monetaria de los hogares para enfrentar los riesgos. 
Además, genera un efecto ingreso indirecto, el cual se mani�esta en los 
bene�cios que no representan un ingreso a corto plazo pero que pueden 
coadyuvar para que en el futuro los bene�ciarios obtengan más recursos. 
Entre éstos se encuentran mayor capacitación y educación, mejores redes 
sociales y mayor autoestima.

Efecto ingreso directo

Los microcréditos incrementan los ingresos monetarios de los hogares, 
lo cual, en principio, produce un efecto ingreso que puede aumentar los 
niveles de consumo de los hogares (Armendáriz y Morduch, 2005). Este 
efecto ingreso puede perderse (o balancearse) total o parcialmente por 
un efecto sustitución en el consumo. Esto se debe a que comenzar una 
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microempresa requiere de recursos, tales como tiempo y capital para ope-
rar, que pueden generar un efecto sustitución para algunos bienes de con-
sumo. Por ejemplo, es posible que disminuya el consumo en alimentos, 
al menos en el corto plazo, como resultado de que el hogar utilice más 
recursos para mantener la operación de la microempresa o para cubrir sus 
costos hundidos.

En consecuencia, no es del todo claro cómo funciona el efecto ingre-
so. Proveer de recursos �nancieros y otros servicios a los hogares pobres 
puede ser una estrategia efectiva para reducir su vulnerabilidad a mediano 
plazo, siempre y cuando ellos utilicen los recursos en inversiones produc-
tivas más que para afrontar gastos imprevistos derivados de contingencias 
externas o internas. También es posible que el efecto ingreso sea mucho 
más directo. Los hogares podrían usar los préstamos sólo para mantener 
estables sus niveles de consumo durante momentos o temporadas de crisis, 
en lugar de utilizar los recursos para mantener actividades empresariales. 
Estudios de caso en comunidades rurales de México revelan que muchos 
hogares utilizan los microcréditos como transferencias directas de dinero 
en efectivo para mantener sus niveles regulares de consumo o para enfren-
tar contingencias con efectos �nancieros (Delalande y Paquette, 2007).

Mayores capacidades monetarias  

para enfrentar riesgos o contingencias

Los hogares se enfrentan a fuentes de riesgo muy variadas. En las comuni-
dades rurales, uno de los problemas más serios es la pérdida o la disminu-
ción en las ganancias que se obtienen de las cosechas, como consecuencia 
de las condiciones meteorológicas o por las �uctuaciones en los merca-
dos que implican cambios en los precios de insumos y productos (Swain 
y Floro, 2007). Además, este tipo de comunidades enfrenta riesgos agre-
gados como choques o crisis económicas nacionales, regionales o locales, 
desastres naturales, entre otros, o bien riesgos de carácter particular como 
enfermedades o muerte de los miembros de la familia. Estas contingencias 
pueden disminuir el ingreso disponible de los hogares haciendo su restric-
ción presupuestal más estricta, lo que genera menor consumo y bienestar. 
Como Swain y Floro (2008) muestran, toda esa variedad de riesgos tiene 
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consecuencias directas que reducen la capacidad de los hogares para afron-
tar obligaciones cotidianas como cubrir tres comidas al día, pagar los útiles 
escolares de los niños, obtener asistencia médica en caso de enfermedad 
o pagar deudas. En estos casos, los hogares con acceso a microcréditos u 
otros servicios micro�nancieros pueden absorber las contingencias al me-
nos manteniendo estables sus niveles de consumo. Esos hogares pueden 
ser menos vulnerables en comparación con aquéllos sin acceso a micro-
créditos, al menos en el corto plazo, pero esta estrategia reduce los recur-
sos disponibles para las actividades productivas de las microempresas, las 
cuales tienen mayor potencial para reducir la pobreza y vulnerabilidad a 
largo plazo.

Efecto ingreso indirecto mediante  

beneficios no financieros a corto plazo

Algunas instituciones micro�nancieras imparten cursos o capacitación 
a sus bene�ciarios a �n de que mejoren sus posibilidades de emprender 
proyectos exitosos. Ese entrenamiento puede tener impactos en la forma 
mediante la cual los bene�ciarios afrontan los riesgos (por ejemplo, mayor 
educación implica mejores decisiones en el cuidado de la salud). Una ven-
taja adicional es que pueden mejorarse las capacidades de los individuos 
para diversi�car sus fuentes de ingreso. Para los hogares pobres esto signi-
�ca aprovechar mejor las oportunidades existentes y manejar mejor las cri-
sis o eventos inesperados. De esta forma, los bene�ciarios pueden obtener 
un efecto ingreso indirecto, a mediano plazo, porque aprenden mejores es-
trategias para enfrentar contingencias y porque descubren nuevas fuentes 
de ingreso o aprovechan mejor las existentes. Al �nal, este efecto ingreso 
indirecto reduce la vulnerabilidad de los hogares.

Efectos no monetarios

Las interacciones frecuentes entre redes de usuarios de servicios micro�-
nancieros, y entre usuarios y los representantes de las instituciones incre-
mentan la información disponible y reducen los niveles de incertidumbre 
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de los bene�ciarios en muchos ámbitos de la vida cotidiana de sus partici-
pantes (por ejemplo, el aumento de su autoestima). Este efecto puede redu-
cir la vulnerabilidad de los hogares, ya que al menos en teoría incrementa 
su capital social y sus capacidades para sobrevivir ante riesgos agregados 
o particulares.

Además de los mecanismos relacionados con los servicios micro�nan-
cieros formales, la evidencia cualitativa deja ver que los hogares en ocasio-
nes hacen uso de las siguientes estrategias para reducir su vulnerabilidad 
(Cohen y Sebstad, 1999): 1) construyen una base diversi�cada de activos 
(como maquinaria agrícola o ganado) que potencialmente genere ingresos 
en tiempos de mayor necesidad; 2) incrementan los ahorros y reducen los 
gastos; 3) reducen el consumo sobre todo en alimentos, ropa y educación; 
4) aumentan los ingresos laborales, por ejemplo, al trabajar más horas 
en actividades nuevas o ya existentes; 5) venden activos que no estaban 
contemplados para su venta, por ejemplo, aparatos electrodomésticos, y 
6) integran grupos informales dedicados a proveer préstamos de dinero o 
asistencia de otro tipo. Los hogares que son clientes de instituciones �nan-
cieras, en general, también tienen una tendencia menor a poner en práctica 
estrategias negativas para enfrentar los riesgos, tales como dejar de pagar 
deudas o sacar a los niños de la escuela (Cohen y Sebstad, 1999).

En resumen, existe gran variedad de mecanismos mediante los cuales 
los microcréditos afectan la vulnerabilidad de los hogares, por lo que es 
muy difícil metodológicamente analizar a cada uno por separado. No obs-
tante, sí es posible conducir una evaluación menos ambiciosa. Y si conside-
ramos este hecho, la estrategia empírica de esta investigación se enfoca en 
estimar el impacto de los microcréditos en la probabilidad de que un hogar 
sea vulnerable a caer en la pobreza en el futuro. Asimismo, se explora el 
efecto de los microcréditos en los niveles de consumo y la adquisición de 
activos destinados a actividades productivas relacionadas con microem-
presas. Ambas estimaciones proporcionarán información para inferir qué 
mecanismos son los más relevantes para explicar qué está detrás de la aso-
ciación entre microcréditos y vulnerabilidad.
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Estrategia empírica

Descripción de la información

Los datos que se utilizaron en esta investigación forman parte de una ini-
ciativa más amplia para analizar el impacto de la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular (laycp) que fue aprobada por el Congreso en 2001. La laycp 
provee un marco legal para regular y estimular la creación de instituciones 
�nancieras no tradicionales en México, en especial las dedicadas al cré-
dito popular. Hasta ahora pocos estudios econométricos han evaluado el 
impacto de la laycp en el bienestar de los hogares mexicanos. Townsend 
(2009) llevó a cabo el análisis más completo haciendo uso de una serie de 
modelos estructurales complementarios para evaluar los impactos macro 
(en el desarrollo económico del país) y micro (en las decisiones de los 
hogares).

Los datos se recolectaron por medio de la Encuesta Panel Sobre Ahorro, 

Crédito Popular y Micro�nanzas Rurales, cuyo levantamiento estuvo a car-
go de Banse� y Sagarpa en hogares localizados en 25 de las 32 entidades 
federativas del país, de manera anual, entre 2004 y 2008.6 La muestra se di-
señó para ser representativa de tres regiones: norte, centro y sur; así como 
para recolectar información para igual número de clientes y no clientes de 
instituciones micro�nancieras.

La encuesta incluye a usuarios y no usuarios de los servicios que presta 
Banse�, las instituciones �nancieras tradicionales y las micro�nancieras. La 
encuesta contiene información especí�ca sobre ingreso, consumo, remesas 
del exterior y otras fuentes de ingreso, situación laboral, microempresas 
desarrolladas por los hogares encuestados, grado educativo, contingen-
cias y riesgos agregados y particulares que enfrentan los hogares, pro-
ducción agrícola y ganadera, activos �nancieros y no �nancieros, deudas y 
otros aspectos de relevancia.

6 Para resolver el problema de pérdida de observaciones a lo largo del tiempo (attrition), se 
diseñó desde el inicio un esquema en el que se seleccionaba una submuestra en cada ronda 
con observaciones que presentaban características similares a las que tenían los hogares 
que se excluyeron del estudio por razones diversas.
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Cuadro 13.1. Entrevistas efectivas de la encuesta panel de Bansefi/Sagarpa

Rondas

Entrevistas a hogares donde 

al menos un miembro era 

cliente de una institución 

microfinanciera

Entrevistas a hogares  

donde ningún miembro era 

cliente de una institución 

microfinanciera

Total de 

entrevistas

Primera ronda 2004 2 975 2 793 5 768

Segunda ronda 2005 2 464 2 212 4 676

Tercera ronda 2006 2 166 1 748 3 914

Cuarta ronda 2007 1 968 1 755 3 723

Nota: Dada la disponibilidad, en esta investigación sólo se utilizarán los datos de las primeras cua-
tro rondas.

Este estudio se concentra en los hogares de la muestra que no tenían ac-
ceso a servicios �nancieros de ningún tipo, ya fuera en la banca tradicional 
o en las micro�nancieras, durante la primera ronda de la encuesta. Algu-
nos de esos hogares recibieron un microcrédito en alguna de las siguientes 
rondas y algunos continuaron sin recibir microcréditos7 o algún otro ser-
vicio micro�nanciero. En consecuencia, la primera ronda puede utilizarse 
como una encuesta de línea basal para ese conjunto de observaciones, la 
cual puede compararse, mediante métodos econométricos, con los resulta-
dos de esas mismas observaciones al �nal de la cuarta ronda.

Es importante mencionar que los hogares que recibieron microcréditos 
no debían demostrar que en efecto utilizaron los recursos para realizar ac-
tividades productivas relacionadas con micronegocios. Los clientes tenían 
la libertad de elegir cómo gastar o invertir. En general, la mayoría de las 
instituciones micro�nancieras preguntan a la gente cómo invierten los mi-
crocréditos, pero es muy difícil e incosteable para las mismas veri�car o 
monitorear los patrones de gasto reales de sus clientes.

7 En el análisis de�no microcréditos como los préstamos extendidos a hogares por parte de 
instituciones micro�nancieras (por ejemplo, Banco Compartamos, Promujer o came). 
Asimismo como las instituciones denominadas por la lacp “Sociedades de Ahorro y 
Crédito Popular” comparten la mayoría de las características con las instituciones micro-
�nancieras, también se incluyen a los clientes (de microcréditos) correspondientes a esas 
sociedades en el análisis.
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Modelo econométrico

El sesgo de selección representa uno de los problemas más difíciles de su-
perar en la estimación de los impactos de microcréditos, debido a la asig-
nación no aleatoria de los mismos. Cuando las personas deciden solicitar 
un microcrédito podemos decir que se autoseleccionan para recibirlo y 
después, de entre el conjunto de solicitantes, la micro�nanciera selecciona 
a aquellos que son aptos para recibirlo. Esta doble selección puede generar 
sesgos de diversa índole en los estimadores de impacto. Primero, los ho-
gares menos pobres, menos vulnerables y con mayores habilidades empre-
sariales tienen mayores probabilidades de autoseleccionarse para recibir 
un microcrédito. Segundo, incluso si los más pobres reciben un crédito 
de este tipo, entre ellos di�eren en diversas características, tales como su 
escolaridad, la fortaleza de sus redes sociales, sus habilidades para enfren-
tar los riesgos y contingencias, etcétera. En otras palabras, aquellos que 
reciben un microcrédito suelen tener características clave diferentes a las 
de aquellos que no lo recibieron,8 lo cual genera un sesgo de selección so-
bre las características observables (Heckman y Robb, 1985) y un sesgo de 
selección sobre las características no observables. Como resultado, realizar 
una comparación simple de los resultados de clientes y no clientes de mi-
cro�nancieras, en variables clave como los niveles de consumo, conduce a 
estimaciones sesgadas y conclusiones erróneas sobre los impactos de los 
microcréditos.

Puesto que el objetivo de este estudio es calcular los impactos promedio 
de los microcréditos en los hogares que son bene�ciarios de los mismos, 
es necesario estimar el efecto de tratamiento promedio sobre los tratados 
(atet por sus siglas en inglés, Average Treatment E�ect on the Treated), el 
cual se de�ne como:

atet = E ( y
1i
 – y

0i 
| D

i 
= 1) = E ( y

1i 
| D

i 
=1) – E ( y

0i 
|D

i 
= 1) (4)

8 Para la realización de este documento se compararon las características de los grupos de 
tratamiento y comparación, y se estimaron sus diferencias estadísticamente signi�cativas 
en variables observables antes de la aplicación de la técnica psm. Por razones de espacio 
no se incluyen aquí los cuadros comparativos correspondientes, pero están a disposición 
de los interesados, bajo petición al autor.
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donde y
1i
 es el impacto de interés (en este caso niveles de vulnerabilidad, 

consumo y activos productivos) del hogar i que recibe un microcrédito; y
0i
 

es el impacto de interés para el hogar i en caso de que no hubiera recibido 
el microcrédito; en tanto D es el indicador de tratamiento para el hogar i, 
donde D = 1 para los hogares con microcréditos y D = 0 en cualquier otro 
caso.

El problema central con el sesgo de selección consiste en construir el 
escenario contrafactual apropiado. El principio consiste en comparar gru-
pos con características similares con el �n de evitar comparaciones entre 
grupos que tienen características diferentes en variables relevantes. Si lo-
gramos que nuestros grupos tengan rasgos similares, las diferencias en las 
variables de interés serán los impactos reales del programa. En este caso, si 
sólo hiciéramos una comparación simple entre los hogares que consiguie-
ron un microcrédito (grupo de tratamiento) y aquellos que no lo obtuvieron 
(grupo de comparación), lo cual signi�caría reemplazar (y

0i 
| D

i 
= 1) con 

( y
0i 

| D
i 
= 0), obtendríamos un estimador sesgado:

atet = E ( y
1i
 | D

i 
= 1) – E ( y

0i
 | D

i 
= 1) (5)

 = [E ( y
1i
 | D

i 
= 1) – E ( y

0i
 | D

i 
= 0)] – [E ( y

0i
 | D

i 
= 1) – E ( y

0i
 | D

i 
= 0)]

 = atet + Sesgo de selección

Al considerar la carencia de datos experimentales, una técnica para 
superar este problema es el apareamiento por índice de propensión a 
participar (psm, Propensity Score Matching). Con este método es posible 
emparejar observaciones del grupo de tratamiento con observaciones del 
grupo de comparación cuyas características sean similares, de manera que 
obtenemos grupos balanceados. Esto permite reducir los sesgos de selec-
ción sobre características observables.

Así, el psm genera un escenario contrafactual a partir del grupo de ho-
gares que no recibieron un microcrédito. Este grupo es comparable en un 
conjunto de características observables relevantes (X) con los hogares que 
sí consiguieron un microcrédito. El índice de propensión es una probabili-
dad condicional de que un hogar será asignado al grupo de tratamiento, es 
decir, que será bene�ciario de un microcrédito. Esta probabilidad se de�ne 
como Pr (D

i
 = 1 | X

i 
) = p (X

i 
); que es un índice particular que muestra la 
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propensión de un hogar a recibir un microcrédito condicionado por (X). 
Idealmente, los hogares que se encuentran en un par emparejado, o sea, un 
par de hogares con un índice de propensión similar, son idénticos excepto 
por el hecho de que uno es cliente de una micro�nanciera mientras que el 
otro no lo es. En otras palabras, para un índice de propensión especí�co, 
el microcrédito está distribuido de manera aleatoria en los hogares pro-
medio, bene�ciarios y no bene�ciarios, que son iguales en características 
observables (de�nido por el índice de propensión). En cualquier caso no es 
posible emparejar hogares con índices de propensión que di�eran más allá 
de un rango predeterminado. De este modo, el psm reduce la heterogenei-
dad observable entre los prestatarios y no prestatarios de microcréditos, lo 
cual permite realizar comparaciones entre ellos.

Para que el método de psm sea válido es necesario cumplir dos supues-
tos (Takahashi, Higashikata y Tsukada, 2010). El primero es el supuesto de 
la independencia condicional, el cual establece que la selección de hogares 
u observaciones dentro del grupo de tratamiento se explica sólo por las 
características observables (X). Esto signi�ca que, condicionado en la pro-
babilidad de participación dadas las variables observables, el impacto de 
interés en la ausencia de tratamiento, y 

0i
, y la participación, D

i 
, son inde-

pendientes de manera que ( y
0i ╨ 

D
i
 | p (x

i 
)).

El segundo supuesto se denomina soporte común. Esta condición es-
tablece que todos los hogares que recibieron un microcrédito tienen una 
contraparte dentro del grupo de hogares que no lo recibieron, con un ín-
dice de propensión p (X

i 
)< 1. En otras palabras, esto implica que existe un 

hogar con características similares dentro del grupo de comparación para 
los hogares en el grupo de tratamiento incluido en el psm. Si esta condi-
ción es cierta, entonces E (( y

0i
 | D

i
 = 1)), p (X

i
) = E (( y

0i
 | D

i
 = 0), p (X

i 
)). 

La implicación directa de este supuesto es que el método de psm es útil 
para eliminar los sesgos derivados de características observables, cuando 
empleamos observaciones provenientes del grupo de no bene�ciarios para 
construir el escenario contrafactual. Otra implicación es que el manejo del 
psm puede reducir el tamaño de muestra útil, debido a que las observacio-
nes que no encuentran un soporte dentro del grupo de no prestatarios (es 
decir, aquellas observaciones que no es posible emparejar) no se emplean 
en el análisis. Sólo de esta manera es posible cumplir con la condición de 
soporte común.
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En general, esta metodología requiere el siguiente procedimiento (Bec-
ker e Ichino, 2002):

1) Ajustar el modelo probit (o logit) para Pr (D
i
 = 1 | X

i 
) = Φ {h(X

i 
)}; 

donde Φ denota la función de la distribución de probabilidad normal (lo-
gística) y h (X

i 
) es la especi�cación que incluye a todas las covariables como 

lineales sin interacciones o términos de orden mayor.9

2) Una vez que se ha estimado el índice de propensión, se pueden em-
plear diferentes algoritmos para identi�car las parejas de observaciones 
que serán comparables. En esta investigación se utilizó el algoritmo del 
vecino más cercano (nn, Nearest-Neighbor). En este algoritmo, la obser-
vación del grupo de comparación se elige con base en su cercanía a la del 
grupo de tratamiento en términos de sus índices de propensión.

Es posible implementar este algoritmo mediante dos métodos: con re-
emplazo y sin reemplazo. En el primer caso, cada observación dentro del 
grupo de comparación puede servir como pareja a más de una observa-
ción dentro del grupo de control, mientras que en el segundo caso una 
observación puede emparejarse sólo con otra observación, es decir, no hay 
reemplazo. Estos dos métodos tienen implicaciones directas en los sesgos 
y las varianzas de las estimaciones. Si se utiliza el reemplazo, se logrará 
mayor exactitud en el emparejamiento de observaciones y en consecuencia 
los sesgos serán menores. No obstante, el reemplazo reduce el número de 
hogares que no recibieron microcréditos utilizados para construir el con-
trafactual, lo cual incrementa la varianza de los estimadores.

Al utilizar este algoritmo es necesario tomar en cuenta un asunto adicio-
nal. Si la observación más cercana a un hogar que recibió un microcrédito, 
dentro del grupo de comparación, se encuentra muy lejos en términos de 
su valor en el índice de propensión, se corre el riesgo de que se comparen 
hogares que en realidad son muy distintos, lo cual aumenta la probabilidad 
de que se generen estimaciones sesgadas. Este riesgo puede reducirse si se 
impone de manera previa un rango de tolerancia que de�na la distancia 
máxima a la que puede encontrarse una observación del grupo de com-
paración para ser emparejada con otra del grupo de tratamiento. Imponer 

9 El modelo probit utilizado en este estudio está a disposición del lector previa petición al 
autor.
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este rango máximo funciona en la misma dirección que permitir el reem-
plazo, ya que se reduce el riesgo de que se comparen hogares muy distintos 
y se logra mayor exactitud. No obstante, si el rango es muy restrictivo, es 
posible que sólo se pueda comparar una proporción pequeña de la muestra 
original, lo cual incrementaría la varianza de las estimaciones (Caliendo y 
Kopeinig, 2005).

Al valorar estas precisiones, aquí se aplica el algoritmo del vecino más 
cercano sin reemplazo mediante el empleo de un rango de tolerancia máxi-
mo de 0.001 en el valor del índice de propensión. Por un lado, el algoritmo 
sin reemplazo reduce la varianza de las estimaciones y, por otro, la de�ni-
ción de un rango máximo de tolerancia incrementa la calidad de las com-
paraciones, lo que se traduce en estimadores con menores sesgos.10

3) Por último se contrastan los valores de las variables de interés para 
los hogares de los grupos de tratamiento y comparación, de acuerdo con 
su índice de propensión, siguiendo la restricción del rango máximo de 
tolerancia.

De esta forma, el método de psm ayuda a corregir los sesgos de selección 
de las estimaciones, bajo la condición de que sólo características observa-
bles afecten el proceso de selección.11 Sin embargo, es muy probable que 
otras características no observables también afecten la selección, generan-
do un sesgo de selección en los no observables.

Puesto que la base de datos Banse�/Sagarpa se construyó con infor-
mación de una encuesta panel, es posible reducir esta fuente de sesgos 
mediante la técnica de diferencias en diferencias (did), la cual ayuda a re-
mover los sesgos que son resultado de diferencias permanentes entre los 
grupos de tratamiento y comparación, así como los sesgos que pudieran 
derivarse de comparaciones a lo largo del tiempo en el grupo de tratamien-
to. De esta manera, con did podemos eliminar sesgos derivados de fuen-

10 Para la realización de esta investigación se probaron el método del vecino más cercano 
con reemplazo, así como el método sin reemplazo, aplicando diferentes valores para el 
rango máximo de tolerancia. Ninguna de esas técnicas generó resultados signi�cativa-
mente distintos a los que se obtuvieron mediante el algoritmo del vecino más cercano sin 
reemplazo con un rango de tolerancia máximo de 0.001.

11 En los grupos de tratamiento y comparación que se emplearon en esta investigación para 
calcular el atet, el sesgo de selección se eliminó, como lo muestran las pruebas realizadas 
para identi�car las diferencias signi�cativas en las variables observables relevantes, tanto 
antes como después de la implementación del psm.
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tes invariantes a lo largo del tiempo, las cuales pueden presentarse, por 
ejemplo, cuando los clientes y los que no son clientes de microcréditos no 
coinciden geográ�camente.

Entonces la combinación de psm con did puede reducir los sesgos de 
selección en los rasgos observables y no observables de las estimaciones. 
Formalmente, la técnica de did se expresa como:

Y
it
 = α + β

0
D

i
 + β

1 
T

t
 + δ (T

t
* D

i
) + U

it (6)

donde Y
it
 denota el valor de la variable de interés en el hogar i en el periodo 

t; α, β
0
, β

1
, y δ son parámetros a ser calculados; T es el periodo de tiempo 

(igual a 1 para la observación después del tratamiento y 0 antes del trata-
miento. En este caso, nuestras observaciones tienen el valor de 0 durante la 
primera ronda de la encuesta y 1 en la cuarta ronda); D es el indicador del 
tratamiento (D = 1 para los hogares que recibieron el microcrédito después 
de la primera ronda y D = 0 si no lo recibieron); U

it 
es el término para de-

notar el error. En este modelo, el parámetro δ nos proporciona el impacto 
promedio de los microcréditos en los hogares que los recibieron (el atet).

En otras palabras, al combinar psm y did obtenemos un estimador del 
atet, el cual se de�ne como (Takahashi, Higashikata y Tsukada, 2010):

atet = [E (∆y
1i 
| D

i 
= 1) – E (∆y

0i 
| D

i 
= 0)] – [E (∆y

0i 
| D

i 
= 1) – E (∆y

0i 
| D

i 
= 0)]

(7)
donde

δ = [E (∆y
1i
| D

i 
= 1) – E (∆y

0i
| D

i 
= 0)]

y

[E (∆y
0i 
| D

i 
= 1) – E (∆y

0i 
| D

i 
= 0)] = sesgo si E (∆y

1i 
| D

i 
= 1) ≠ E (∆y

0i 
| D

i 
= 0)

Al utilizar psm y did eliminamos el sesgo derivado de rasgos inobserva-
bles que no cambian a lo largo del tiempo. Si asumimos que ambos grupos 
(tratamiento y comparación) siguen una tendencia paralela a lo largo del 
tiempo (uno de los supuestos clave de did); entonces tenemos E (∆y

1i 
| D

i 
= 1) 

= E (∆y
0i 

| D
i 
= 0), lo cual quiere decir que el sesgo se ha eliminado. En este 

sentido, la combinación de psm y did representa una estrategia poderosa 
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para eliminar buena parte de los sesgos observables y no observables en 
nuestras estimaciones.

Modelo para estimar la vulnerabilidad como pobreza esperada

De acuerdo con estudios anteriores como los de Chaudhuri, Jalan y Sur-
yahadi (2002), Haughton y Khandker (2009), y �ürbeck (2009), con este 
modelo se estima la vulnerabilidad de la siguiente manera:

V
it
 = Pr (C

i, t + 1
 ≤ z) (8)

donde C
i 
es el nivel de consumo del hogar y z es el nivel de consumo que 

de�ne la línea de pobreza.12

Empíricamente, V
it
 se calcula con un modelo de consumo que se de�ne 

como:

ln C
i
 = X

i
 b + e

i 
(9)

donde X
i
 es un vector de características observables del hogar, e

i
 es el tér-

mino que incluye el error y que captura también los choques o contingen-
cias del hogar, e

i
 ∼ N (0, X

i
 θ); y σ2 

e, i 
= X

i
 θ es la varianza de e

i 
.

La estrategia de estimación implica llevar a cabo los pasos siguientes. 
1) Estimar el log del consumo per cápita sobre un conjunto de variables in-
dependientes a �n de estimar los coe�cientes. 2) Calcular el cuadrado de los 
residuales de la ecuación obtenida en el primer paso y estimar esos residua-
les sobre las mismas variables independientes para conseguir el coe�ciente 
θ  y la varianza estimada de X

i
 θ , lo cual es útil para obtener una estimación 

de la varianza particular de cada hogar. 3) Así se puede generar un valor 
esperado del log del consumo por hogar y su correspondiente desviación 
estándar, de modo que la vulnerabilidad como pobreza esperada sea igual a:

12 La línea de pobreza se de�ne de acuerdo con la de�nición de pobreza patrimonial publi-
cada por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval). 
Esa línea de pobreza equivale a un ingreso per cápita mensual de 1 624 pesos mexicanos 
de 2006.
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Vl
  = Pr (ln C

i 
< ln z | X

i
) = Φ [(ln z - X

i
 b) / ( Xi


θ )] (10) 

donde Φ es la función de probabilidad de la distribución normal estándar. 
De ahí que obtengamos un valor en términos de probabilidades.

Resultados

En este apartado se examinan los principales resultados del análisis reali-
zado empleando psm-did (cuadro 13.2). En los modelos de regresión que 
se presentan, el parámetro δ nos brinda el impacto promedio de los mi-
crocréditos en los hogares que los recibieron (el atet) para las variables 
de interés: vulnerabilidad, niveles de consumo y la adquisición de activos 
destinados a actividades productivas relacionadas con microempresas.

El resultado más relevante es que el impacto de los microcréditos sigue 
la dirección esperada para las tres variables de interés. En primer lugar, la 
probabilidad de ser vulnerable es menor en los hogares que recibieron un 
microcrédito. De acuerdo con esta estimación, el acceso a microcréditos 
redujo en aproximadamente 2.5% la probabilidad de ser vulnerable para 
los hogares incluidos en esta evaluación. En segundo lugar, los microcré-
ditos incrementaron los niveles de consumo de los hogares en cerca de 
25%. En tercer lugar, la obtención de un microcrédito incrementó el mon-
to destinado a la adquisición de activos productivos en aproximadamen-
te 12% por hogar. Esta medición de activos incluye máquinas, animales, 
herramientas y otros bienes duraderos que son útiles para la operación de 
micronegocios.

Estas estimaciones son muy similares en magnitud, signi�cancia esta-
dística y dirección, a los resultados obtenidos mediante especi�caciones 
alternativas del método de psm: 1) algoritmo del vecino más cercano con 
reemplazo y un rango máximo de 0.001; 2) algoritmo del vecino más cerca-
no sin reemplazo y un rango máximo de 0.01; 3) algoritmo del vecino más 
cercano sin reemplazo y un rango máximo de 0.01.

Un segundo resultado relevante es que el impacto de los microcréditos 
en la adquisición de activos es menor (en proporción y en signi�cancia 
estadística) que el efecto en el consumo. Considerando que los activos des-



M I C R O C R É D I T O S  Y  V U L N E R A B I L I D A D :  U N A  E VA L UA C I Ó N  451

tinados a actividades productivas requieren niveles de gasto relativamente 
mayores que el consumo de bienes no duraderos, los resultados de los mo-
delos podrían explicarse mediante dos hipótesis. Por un lado, es posible que 
los microcréditos no sean tan importantes para sustentar micronegocios. 
Por otro lado, también es posible que los microcréditos fomenten micro-
negocios para los cuales se requieren niveles de inversión muy pequeños 
para generar ingresos. En este sentido, conviene revisar el impacto de los 
microcréditos en la actividad empresarial de los hogares (esta variable es 
igual a 1 si algún miembro del hogar comenzó un micronegocio durante 
el periodo de estudio y 0 si no lo hizo) y en las ganancias derivadas de los 
micronegocios (cuadro 13.3).

Cuadro 13.2. Impactos promedio de los microcréditos  

en la vulnerabilidad, los niveles de consumo y adquisición de activos

Parámetros  

en el modelo

Modelos de psm-did

Vulnerabilidad

Consumo (niveles  

reales per cápita)

Activos (niveles  

reales per cápita)

Constante
0.4672732

(0.0028867)***
t = 161.87

41377.07
(1902.908)***

t = 21.74

1812.308
(100.3452)***

t =18.06

β
0
 (Indicador del 

tratamiento, D)

-0.0010411
(0.0041275)
t = -0.25

11752.33
(2775.659)***

t = 4.23

1640.117
(174.128)***

t =9.42

β
1
 (Periodo de 

tiempo, T)

-0.0013617
(0.0056625)
t = -0.24

-2081.095
(3970.478)
t = -0.52

104.3733
(173.7182)
t =0.60

δ (ATET=D*T)
-0.0251138

(0.0085547)***
t = -2.94

17835.5
(7702.317)**

t =2.32

706.1828
(391.5674)*
t = 1.80

Observaciones 6 349 6 588 6 547

R-cuadrada 0.0028 0.0067 0.0208

Nota: errores estándar robustos entre paréntesis. * Significativo a 10%; ** significativo a 5%; *** sig-
nificativo a 1%.

El modelo muestra un impacto positivo de aproximadamente 7% en la 
probabilidad de comenzar un micronegocio después de recibir un micro-
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crédito.13 No obstante, los microcréditos no tienen un impacto estadística-
mente signi�cativo en el aumento de las ganancias derivadas de actividades 
empresariales. Así, es probable que los microcréditos tengan en mayor 
medida un efecto ingreso, directo e indirecto, que un efecto en las proba-
bilidades de que se fomenten micronegocios exitosos. Esto signi�ca que 
quizá los hogares utilizan estos instrumentos para mantener sus niveles 
de consumo regulares durante periodos de crisis, así como para ayudar 
a mantener actividades empresariales que requieren niveles de inversión 
bajos y que generan ganancias escasas.

Cuadro 13.3. Impactos promedio de los microcréditos  

en la actividad empresarial y las ganancias derivadas de micronegocios

Parámetros  

en el modelo

Modelos psm-did

Actividad

empresarial Incremento en ganancias de pequeños negocios 

Constante
0.2427791 

(0.0084734)***
t = 28.65 

1353.582
(97.24692)***

t = 13.92 

β
0
 (Indicador del 

tratamiento, D)

 0.0790215
(0.012371)***

t = 6.39 

687.4624
(144.0132)***

t = 4.77 

β
1
 (Periodo de 

tiempo, T)

-0.0435866
(0.0169298)***

t = -2.57 

 -240.1231 
(156.0686)
t = -1.54

δ (ATET=D*T)
0.0686557

(0.0274122)**
t = 2.50 

416.3884 
(274.8378)
t = 1.52 

Observaciones 6 584 1 710

R-cuadrada 0.0119 0.0212

Nota: errores estándar robustos entre paréntesis. * Significativo a 10%; ** significativo a 5%; *** sig-
nificativo a 1%.

13 La probabilidad es de aproximadamente 7%, pero puesto que se trata de un modelo de 
probabilidad lineal, la estimación exacta di�ere ligeramente de esta estimación.
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En relación con la vulnerabilidad, estas estimaciones muestran que los 
microcréditos ayudan a disminuir la probabilidad de caer en la pobreza. Pero 
los modelos no nos proporcionan información directa para identi�car los 
mecanismos que hay detrás de este efecto. Por ejemplo, si examinamos las 
tendencias de consumo y los niveles de vulnerabilidad de los hogares inclui-
dos en el análisis, es posible identi�car que en 2005 el consumo de los ho-
gares se redujo y, en consecuencia, aumentó la probabilidad de que el hogar 
promedio fuera vulnerable (grá�cas 13.1 y 13.2). Es probable que el cambio 
esté relacionado con una reducción en la tasa de crecimiento del pib en Mé-
xico de alrededor de 1.4% durante 2005, en comparación con el año previo.

Los modelos de psm-did no nos proveen de una respuesta clara para las 
variables que están detrás de esos cambios, pero sí nos proporcionan una 
idea general y permiten hacer inferencias especí�cas sobre los mecanismos 
que pueden explicar de qué manera los microcréditos inciden en la vulne-
rabilidad y el consumo:

• Los hogares probablemente enfrentan las contingencias mediante el 
ingreso que obtienen de los microcréditos. De ahí que sean más pro-
pensos a pedir un microcrédito como una forma de asegurar un in-
greso ante cualquier eventualidad.

• De ser cierto, no queda claro si los hogares pueden ser más o menos 
vulnerables en el largo plazo implementando esta estrategia. Por un 
lado, esto reduce los recursos disponibles para actividades producti-
vas, las cuales podrían tener un mayor potencial para generar ingre-
sos que les permitan superar la pobreza. Por otro lado, mantener un 
nivel de consumo regular a lo largo del año puede incrementar la ca-
pacidad de los hogares para obtener más recursos en el futuro (por 
ejemplo mediante mayores inversiones en capital humano) siempre y 
cuando puedan pagar los créditos adquiridos.

• Una reducción en los niveles de pobreza podría darse si los créditos se 
emplean para consumo de bienes no duraderos, pagar deudas ante-
riores o enfrentar gastos de diversa índole en el hogar. Sin embargo, 
en el futuro una parte del consumo deberá sacri�carse para pagar las 
obligaciones adquiridas con la institución micro�nanciera. En conse-
cuencia, las tasas de interés que imponen estas instituciones pueden 
tener efectos positivos o negativos de importancia en el estatus so-
cioeconómico de los hogares en el largo plazo.
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Gráficas 13.1 y 13.2. Tendencias en vulnerabilidad y consumo para los hogares incluidos en el psm
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• Los microcréditos pueden generar un efecto ingreso indirecto que 
no se ha estimado en esta investigación (por ejemplo, mayor ca-
pacitación y educación, mejores redes sociales, mayor autoestima 
entre los bene�ciarios, etcétera).
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Ahora bien, es interesante analizar el impacto de los microcréditos entre 
diferentes segmentos de la muestra. Puesto que la pobreza está concentrada 
en las áreas rurales de México, en los cuadros 13.4 y 13.5 se muestran las esti-
maciones de impacto para este segmento y se les compara con las correspon-
dientes a las zonas urbanas. El resultado principal es que los microcréditos 
no tienen un efecto signi�cativo en el consumo de los hogares urbanos, sino 
sólo en sus niveles de vulnerabilidad y adquisición de activos. Para estos ho-
gares recibir un microcrédito redujo en 4% la probabilidad de ser vulnerable 
e incrementó el monto dedicado a la adquisición de activos productivos en 
aproximadamente 28.5% (las estimaciones son signi�cativas estadísticamen-
te a 1% y 5%, respectivamente). En contraste, en las zonas rurales el impacto 
en el consumo es el más importante. Ahí los microcréditos aumentaron el 
consumo per cápita de los hogares en 34%. Por su parte, el impacto en la 
compra de activos no es signi�cativo y apenas hay indicios de la existencia 
de un efecto positivo en los niveles de vulnerabilidad (la probabilidad de ser 
pobre se reduce en 1.7%, pero el efecto es signi�cativo sólo a 10%).

Con base en esta evidencia, es posible inferir que los hogares rurales son 
más proclives a contratar microcréditos para apoyar o mejorar sus niveles 
de consumo cotidianos y ante contingencias; en tanto, los hogares urbanos 
sí usan el dinero predominantemente para adquirir activos. En consecuen-
cia, el impacto en la reducción de la vulnerabilidad es mayor en los hogares 
urbanos que en los rurales. Variables como mejores habilidades empresa-
riales entre los hogares urbanos o mayor probabilidad de enfrentar riesgos 
frecuentes en los hogares rurales podrían explicar esta clara diferencia en 
el uso que ambos segmentos le dan a los microcréditos.

Muchas de las iniciativas para fomentar el desarrollo de las micro�nan-
zas se enfocan en comunidades rurales. Paradójicamente estos resultados 
sugieren que los microcréditos, como una herramienta para fomentar mi-
croempresas, no necesariamente tienen su mayor potencial de éxito en esas 
zonas. Por éxito se entiende la reducción de los niveles de pobreza como 
resultado de un aumento en los ingresos derivados de los micronegocios 
desarrollados por los hogares. En estos términos, es posible que los micro-
créditos pudieran ser más exitosos en las comunidades rurales si se distri-
buyeran conjuntamente con otros programas destinados a la reducción de 
la pobreza (como transferencias incondicionadas en efectivo, un seguro 
médico de calidad o seguros ante daños a los hogares por contingencias 
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meteorológicas o reducciones inesperadas en sus cosechas) que aseguraran 
a los hogares la cobertura de otros gastos. De esta forma, estos hogares po-
drían destinar los recursos de los microcréditos a las actividades producti-
vas, lo que potencialmente les redituaría en mayores ingresos a largo plazo.

Cuadro 13.4. Impactos promedio de los microcréditos en la vulnerabilidad, 

los niveles de consumo y adquisición de activos en hogares urbanos

Parámetros en el modelo

Modelos de psm-did

Vulnerabilidad

Consumo (niveles 

reales per cápita)

Activos (niveles 

reales per cápita)

Constante 0.3968919
(0.0034757)***

t = 114.19

46314.55
(3422.176)***

t = 13.53

2186.457
(109.5066)***

t = 19.97

β
0
 (Indicador  

del tratamiento, D)
0.0002599
(0.005261)
t = 0.05

15781.48
(4599.938)***

t = 3.43

2225.662
(261.1765)***

t = 8.52

β
1
 (Periodo  

de tiempo, T)
-0.0070743
(0.0073616)
t = -0.96

-10705.4
(4475.745)**
t = -2.39

-314.7548
(201.0513)
t = -1.57

δ (ATET = D*T) -0.040926
(0.0118412)***

t = -3.46

6221.676
(7764.078)
t = 0.80

1681.452
(760.4401)**

t = 2.21

Observaciones 2 641 2 736 2 714

R-cuadrada 0.0102 0.0077 0.0402

Nota: errores estándar robustos entre paréntesis. * Significativo a 10%; ** significativo a 5%; *** sig-
nificativo a 1%.

Por último, puesto que muchos programas públicos de micro�nanzas 
dan preferencia a los préstamos solicitados por mujeres, es pertinente ana-
lizar si el impacto de los microcréditos es diferente dependiendo del género 
del líder o jefe del hogar (cuadro 13.6). En este sentido, las estimaciones 
revelan que los efectos de los microcréditos sobre la vulnerabilidad y los 
niveles de consumo y adquisición de activos son signi�cativos estadística-
mente sólo donde el jefe del hogar es hombre (la vulnerabilidad se reduce 
cerca de 2.7%, el consumo se incrementa en 22% y la compra de activos au-
menta en 12%). Desafortunadamente, en donde el jefe del hogar es mujer 
no hay impactos signi�cativos en términos estadísticos.
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Detrás de este efecto diferenciado puede haber diversos factores expli-
cativos como discriminación, empoderamiento, habilidades empresariales 
o simplemente una probabilidad más alta de que se presenten contingen-
cias en lugares donde el principal sostén es una mujer, en parte porque 
quizá en estos hogares existen menos fuentes de ingresos. Una vez más, 
este hallazgo sugiere que las iniciativas que fomentan el otorgamiento de 
créditos a mujeres podrían complementarse con programas que respondan 
en especí�co a las necesidades de este tipo de hogares, a �n de que se incre-
menten sus probabilidades de éxito.

Cuadro 13.5. Impactos promedio de los microcréditos en la vulnerabilidad, 

los niveles de consumo y adquisición de activos en hogares rurales

Parámetros en el modelo

Modelos de PSM-DID

Vulnerabilidad

Consumo (niveles 

reales per cápita)

Activos (niveles 

reales per cápita)

Constante
0.5222506

(0037566)***
t = 139.2

37495.91
(2073.425)***

t = 18.08

1518.054
(156.8368)***

t = 9.68

β
0
 (Indicador  

del tratamiento, D)

-0.0035887
(0.0052681)
t = -0.68

8855.844
(3380.518)***

t = 2.62

1214.126
(232.868)***

t = 5.21

β
1
 (Periodo  

de tiempo, T)

-0.0159962
(0.0069091)**

t = - 2.32

3753.711
(5511.475)
t = 0.68

422.4616
(252.3922)*
t = 1.67

δ (ATET=D*T)
-0.0176066
(0.010022)*
t = -1.76

24 216.85
(10812.59)**

t = 2.24

376.9494
(450.9807)
t = 0.84

Observaciones 3 708 3 852 3 833

R-cuadrada 0.0067 0.0097 0.0124

Nota: errores estándar robustos entre paréntesis. * Significativo a 10%; ** significativo a 5%; *** sig-
nificativo a 1%.



Cuadro 13.6. Impactos promedio de los microcréditos en la vulnerabilidad, los niveles de consumo y adquisición de activos por género del jefe del hogar

Parámetros en el 

modelo

Modelos de psm-did

Vulnerabilidad Consumo (niveles reales per cápita) Activos (niveles reales per cápita)

Hombre Mujer Hombre Mujer Hombre Mujer

Constante 0.4758103 
(0.0032588)***

t = 146.01

0.43068
(0.0058598)***

t = 73.50

40141.27
(2043.258)***

t = 19.65

46712.58 
(4956.383)***

t = 9.42

1914.288 
(121.321)***
t = 15.78

1372.65 
(100.2027)***

t = 13.70

β
0
 (Indicador del 

tratamiento, D)
-0.0004495 
(0.0046279)
t = -0.10

-0.0033282
(0.0086918)
t = -0.38

9715.305
(2855.777)***

t = 3.40

20205.83 
(8033.304)*
t = 2.52

1626.487 
(204.8899)***

t = 7.94

1705.989 
(282.4049)***

t = 6.04

β
1
 (Periodo de 

tiempo, T)
-0.0001077 
(.0062606)
t = -0.002

-0.0068561
(0.0125174)
t = -0.55

-1464.255
(4605.814)
t = -0.32

-4778.307 
(7165.963)
t = -0.67

102.6184 
(210.0811)
t = 0.49

116.8289 
(176.1426)
t = 0.66

δ (ATET=D*T) -0.0277856
(0.0096264)***

t = -2.89

-0.0071852
(0.0180368)
t = -0.40

15681.47
(8111.145)*
t = 1.93

24044.86
(19955.15)
t = 1.20

718.696
(437.2553)*
t = 1.64

711.0327
(850.3501)
t = 0.84

Observaciones 5125 1224 5320 1268 5288 1259

R-cuadrada 0.0029 0.0015 0.0055 0.0109 0.0188 0.0357

Nota: errores estándar robustos entre paréntesis. *Significativo a 10%; ** significativo a 5%; *** significativo a 1%.
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Conclusiones

En este capítulo se exploró la relación entre microcréditos y vulnerabilidad, 
la cual representa una dimensión importante del bienestar de los hogares. 
La estrategia empírica se centró en evaluar si los microcréditos tuvieron 
el potencial de reducir la vulnerabilidad de los hogares incluidos en la en-
cuesta panel de Banse�/Sagarpa, que incluye información de 25 de las 32 
entidades federativas del país.

Mediante la combinación de los métodos psm y did, se corrigió el sesgo 
de selección en características observables y no observables para obtener 
estimaciones más precisas del atet. El hallazgo principal fue que los mi-
crocréditos reducen ligeramente la probabilidad de caer en la pobreza entre 
los hogares bene�ciarios. Los microcréditos incrementan el consumo pero 
tienen un efecto más débil en la adquisición de activos productivos para 
emprender micronegocios. Esto sugiere que el incremento en los niveles 
de consumo se debe a efectos ingreso directos e indirectos. Asimismo, los 
modelos revelan que los microcréditos no necesariamente estimulan el de-
sarrollo de micronegocios ni el aumento en sus márgenes de ganancia.

Por último, dados los resultados en los segmentos urbano, rural y los 
efectos diferenciados según el género del jefe del hogar, la principal impli-
cación de política pública es que si se busca utilizar los microcréditos como 
una iniciativa para superar la pobreza, sería necesario complementarlos 
con programas que contribuyan a que los hogares se aseguren frente a las 
contingencias que en la actualidad los obligan a desviar recursos que ori-
ginalmente se destinarían a desarrollar micronegocios o microempresas. 
También sería recomendable que estos programas pusieran en práctica in-
centivos diferenciados por segmento. Así se lograrían impactos de mayor 
importancia en la vulnerabilidad, la pobreza y el bienestar general de los 
hogares bene�ciarios.

Proporcionar seguros médicos es una de las estrategias que podrían 
complementar y mejorar las probabilidades de éxito de los microcréditos 
para impulsar el desarrollo económico de los hogares. En este sentido, el 
programa Seguro Popular que se ha puesto en práctica en México desde 
2002, en principio representa un complemento útil, ya que provee de co-
bertura médica al sector informal, el cual se integra en parte por los bene-
�ciarios de los microcréditos. La cobertura del Seguro Popular equivale 



460 J O S É  L U I S  B U S T O S  V I L L E G A S

a una parte de los ingresos de estos hogares, por lo tanto, reduce su vul-
nerabilidad y les permite, en caso de recibir un microcrédito, utilizar los 
recursos de manera efectiva para actividades productivas y no para cubrir 
contingencias médicas.

Los microseguros también podrían constituirse en un complemen-
to natural para los microcréditos. En general, se trata de pólizas de bajo 
costo que ofrecen cobertura por muerte accidental, problemas médicos, 
pérdidas en las cosechas y otros choques exógenos a los hogares. Estos ins-
trumentos son útiles en especial para las familias sin recursos, las cuales 
están más expuestas a riesgos y carecen de medios para hacerles frente. De 
hecho, varias empresas micro�nancieras obligan a sus clientes a contratar 
una póliza de microseguros.

En zonas que sufren los efectos de los desastres naturales con frecuen-
cia (por ejemplo, zonas rurales o áreas urbanas cuya ubicación es de alto 
riesgo), sería recomendable que se complementen los microcréditos con 
seguros contra las pérdidas derivadas de inundaciones, sequías, etcétera.
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14. LAS REFORMAS DE LAS POLÍTICAS  
AL CAMPO Y EL DESEMPEÑO DEL SECTOR

Antonio Yúnez Naude*

Introducción

La dinámica del agro mexicano —el principal componente del sector pri-
mario del país— experimenta un cambio sustantivo a partir de �nes de la 
década de 1960, ya que el ritmo de crecimiento del valor de la producción 
agropecuaria cayó a menos de la mitad entre 1966 y 1979 respecto a 1950-
1965: 2.2% en promedio anual a pesos constantes frente a 4.9%, respecti-
vamente. Lo anterior, sumado con el ritmo de crecimiento de la población 
del país, conformaron fenómenos como el comienzo de importaciones 
crecientes de alimentos. En consecuencia, para mediados de la década de 
1970, la agricultura deja de constituir uno de los principales proveedores 
de divisas para la economía mexicana.

En la actualidad las exportaciones de petróleo —a las que en la década 
de 1990 se sumó la entrada de divisas por las remesas enviadas al país por 
los emigrantes mexicanos que trabajan en Estados Unidos— han sustitui-
do a la agricultura como el proveedor de divisas por excelencia (Yúnez, 
2010a).

Ante la reducción del ritmo de crecimiento en la producción agrícola, 
el Estado mexicano incrementó sus intervenciones y los recursos públicos 
hacia el sector agrícola durante la década de 1970 y principios de la de 
1980, sin embargo, al año siguiente, a raíz de la crisis macroeconómica que 
dio inicio en 1982, la participación del Estado se vio signi�cativamente 
disminuida. La inestabilidad, unida a la poca aceptación que en el contexto 
mundial se daba a la intervención estatal en la economía, marcó el princi-
pio de la reorientación de las acciones públicas en la economía mexicana. 

* El Colegio de México.
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A partir de la administración del presidente Miguel de la Madrid (1982-
1988), las políticas gubernamentales empezaron a transitar de una fuerte 
intervención gubernamental a la liberalización económica. Durante el ré-
gimen del presidente Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) se profundizó 
este proceso de cambio estructural y se extendió al sector agropecuario; 
así, se negoció con los gobiernos de Canadá y Estados Unidos el Tratado 
de Libre Comercio de América del Norte (tlcan). Hasta la fecha, la libe-
ralización se mantiene como el principio general de las políticas públicas 
dirigidas al campo mexicano, a las cuales se han añadido medidas de com-
bate a la pobreza rural desde que inició la década de1990.

En este capítulo desarrollamos un marco de referencia para los capítulos 
que componen el libro: se presentan los cambios en las políticas públicas 
dirigidas a los sectores agropecuario y rural y se describen sus tendencias 
durante los últimos 30 años.

A continuación describimos las principales reformas que han experi-
mentado las políticas públicas al campo que se adoptaron durante las úl-
timas dos décadas del siglo xx y las características que fueron siguiendo 
durante los 15 primeros años del presente siglo, así como los impactos es-
perados de tales cambios. En el tercer apartado presentamos las principales 
tendencias del sector agropecuario y rural a partir de la segunda mitad de 
la década de 1980, incluyendo los precios y el comercio, la emigración y la 
pobreza, la producción agropecuaria y la inversión. Concluimos el capítulo 
con una serie de re�exiones.

Las reformas y las políticas al campo en el siglo xxi

Hacia �nes de 1980 el diagnóstico y pronóstico o�cial sobre la situación 
del sector agropecuario de México pueden resumirse en tres puntos: 1) Era 
necesario concluir la repartición de la tierra y promover el mercado de las 
tierras pertenecientes al ejido para usarlas como garantía de crédito, de-
bido a los límites para expandir la frontera agropecuaria y al crecimiento 
del minifundio; para ello, era fundamental reformar el artículo 27 consti-
tucional, el cual restringía los derechos de propiedad sobre este recurso. 
La insu�ciencia de tierras para la agricultura y la parcelación de las origi-
nalmente repartidas, provocada por el crecimiento de la población rural, 
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habían creado minifundios en amplias zonas del país, caracterizados por 
su estancamiento productivo. 2) Además de los efectos negativos en el era-
rio público, la intervención estatal y la protección comercial a la cadena 
alimenticia promovían la ine�ciencia productiva y el rentismo, fenómenos 
que incidían en el pobre desempeño del sector. 3) El desempleo rural, pre-
visto a raíz de la transformación agropecuaria que provocarían la reforma 
ejidal y la liberalización, estaría resuelto en el “mediano plazo” por el cre-
cimiento de otros sectores de la economía, debido a los efectos positivos 
del tlcan, entre otros, incluido el aumento de la inversión extranjera en la 
industria y los servicios. 

La administración del presidente Miguel de la Madrid dio los primeros 
pasos para reducir la participación del estado en la economía mexicana, y 
durante el gobierno del presidente Carlos Salinas fue que se llevó a cabo la 
transformación de las políticas al agro. Éstas incluyeron medidas prepa-
ratorias para que el sector agropecuario se incorporara a la competencia 
internacional; la negociación para �ncar el tlcan a partir de 1991 y que 
dio inicio en enero de 1994, y la reforma ejidal de 1992 (cuadro 14.1). Al 
mismo tiempo, el gobierno incluyó medidas de transición y de combate 
a la pobreza rural. Las primeras con el propósito de apoyar y preparar a 
los productores mexicanos de gramíneas y oleaginosas ante la apertura 
comercial; es decir, a aquéllos dedicados a producir cultivos básicos para 
la alimentación nacional y considerados no competitivos en el marco de la 
apertura comercial.1 Por su parte, las acciones públicas para reducir la po-
breza rural dieron lugar a la aplicación de políticas sociales —no producti-
vas— las cuales se dirigieron a los hogares pobres del campo.

Desde entonces las medidas de liberalización agropecuaria han abarca-
do la mayor parte de los componentes del sector, entre ellas destacan: 1) La 
disolución gradual durante la década de 1990 de la Compañía Nacional de 
Subsistencias Populares (Conasupo) y, con ello, la desaparición o venta 
de sus almacenes, bodegas y empresas —todas relacionadas con la cadena 
alimenticia— así como la eliminación de los precios de garantía a produc-
tores de cultivos básicos, de los permisos previos a la importación de ali-

1 En parte, las medidas de transición se inspiraron en los resultados de modelos de equili-
brio general aplicados con los que se estimaron los posibles efectos de la liberalización co-
mercial en la economía y sector agropecuario mexicanos. Véanse, por ejemplo, Robinson 
et al. (1993) y Levy y Van Wijnbergen (1994).
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mentos y de los subsidios al consumo de alimentos (entre los que destaca la 
tortilla). 2) El desmantelamiento de los subsidios a los insumos agrícolas y 
la sustitución del llamado extensionismo por profesionistas privados para 
asesorar a los productores agropecuarios. 3) Reducción de los subsidios al 
crédito para las actividades agropecuarias. El único componente del sis-
tema Conasupo que prevaleció fue Distribuidora e Impulsora Comercial 
Conasupo, o Diconsa, conformada por tiendas estatales que vendían los 
productos de consumo esenciales a precios bajos en zonas rurales (en 1994 
Diconsa fue transferida a la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), crea-
da en 1991).

Cuadro 14.1. Proceso de liberalización agropecuaria

Política Descripción Años

Adhesión de México  
al GATT e inicio de la libe-
ralización del comercio 
agropecuario

En los años 1990 y 1991, los permisos para 
importar productos agrícolas fueron elimi-
nados, y en 1994 la mayor parte de ellos ya 
estaba sujeto al régimen de aranceles en un 
rango entre 0% y 20%.

1986

Desmantelamiento/venta 
de empresas estatales

Las compañías estatales que se ocupaban 
de la venta de semillas, fertilizantes y alma-
cenamiento fueron privatizadas.

1988-1989
Se eliminaron todas aquellas compañías 
estatales dedicadas a la comercialización de 
azúcar, tabaco y café. 

Reformas al Artículo 27 
de la Constitución  
Política referente  
a la Ley Agraria

Concluye la redistribución de la tierra.

1992

Se garantiza la libertad de decisión y de 
gestión de los ejidos y de sus integrantes.

Se da cabida a que los ejidatarios cuenten 
con derechos individuales sobre la tierra.

Busca impulsar el mercado de tierras y su 
uso como garantía para el crédito.

Tratado de Libre
Comercio de América  
del Norte (TLCAN)

Define condiciones obligatorias de acceso a 
mercados y subsidios a la exportación. 

enero 
1994

Elimina permisos previos de importación y 
se aplica el principio de arancelización.

 Desgravación total en un plazo de 15 años.
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Autonomía de los tres países para estable-
cer subsidios internos, medidas fitosanita-
rias, reglas de origen y normas de empaque 
y etiquetado, con el requisito de hacerlas 
transparentes.

Congruencia con reglas del Acuerdo Gene-
ral de Tarifas y Comercio (GATT).

Eliminación de los pre-
cios de garantía (de apo-
yo a los productores de 
cultivos básicos). En 1999 
desaparece Conasupo 

En 1989 se eliminan los precios de garantía 
para trigo, sorgo, soya, arroz, cebada, cárta-
mo, ajonjolí y girasol; y en 1995  
los de maíz y frijol.

1989-1995

Los precios de los granos y oleaginosas  
se determinan tomando en cuenta  
sus referencias internacionales.

Creación de Aserca (Apoyos y Servicios a 
la Comercialización Agropecuaria), que da 
apoyos a la comercialización de los cultivos 
básicos, 1991.

Otoño-invierno 1993-1994. Creación del 
Programa de Apoyos Directos al Productor 
de Cultivos Básicos (Procampo, parte de 
Aserca).

Alianza para el campo

Conjunto de programas de apoyo  
a productores rurales para competir  
en una economía abierta.

1995- 2007
Operación federalizada. Cada estado  
o municipio es responsable de la aplicación 
de los programas de Alianza.

Fuente: elaboración propia.

En cuanto a la liberalización comercial agropecuaria y en el marco del 
tlcan, México incluyó un periodo de desgravación gradual de las impor-
taciones de bienes del agro sensibles (granos y oleaginosas), que concluyó 
en 2008 (Yúnez y Barceinas, 2004)).

El Programa de Certi�cación de Derechos Ejidales y Titulación de So-
lares Urbanos (Procede), iniciado por la Secretaría de la Reforma Agraria 
(sra) en 1992 una vez que fue promulgada la reforma ejidal, se estableció 
para impulsar el mercado de tierras. Uno de sus fundamentos es que para 
que éstas pudieran estar sujetas a procesos legales de renta y de compra-ven-
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ta se requiere delimitar y certi�car los predios a los que los ejidatarios tenían 
derecho o que acostumbraban explotar sin documentos formales.

Al mismo tiempo que empezaron a darse las reformas, las adminis-
traciones de los presidentes Carlos Salinas y Ernesto Zedillo (1994-2000) 
crearon instituciones y programas agropecuarios que los gobiernos poste-
riores han mantenido con algunas modi�caciones. En su inicio, estas ac-
ciones tuvieron el propósito de mitigar los efectos adversos de la apertura 
comercial, así como de sentar las bases para que los agricultores mexicanos 
pudieran competir en este contexto.

En 1991 el gobierno creó Apoyos y Servicios a la Comercialización 
Agropecuaria (Aserca) y sus diversos programas. Aserca surgió por el 
desmantelamiento de Conasupo y la apertura comercial y, como conse-
cuencia, por la necesidad de fortalecer la comercialización de los cultivos 
básicos de las regiones que producen excedentes, en un ambiente de com-
petencia internacional. Aserca ha operado por medio de subsidios a pro-
ductores y compradores, principalmente para el mercadeo de gramíneas 
y oleaginosas. Otro gran programa que se creó durante la administración 
de Carlos Salinas es Procampo, que forma parte de Aserca y cuya aplica-
ción inició en la temporada agrícola de invierno de 1993-1994. Original-
mente, el gobierno de Carlos Salinas planeó que Procampo concluyera en 
2008, una vez terminado el proceso de transición hacia la liberalización 
comercial agropecuaria en Norteamérica. Desde entonces, este programa 
ha otorgado transferencias monetarias directas por hectárea en usufructo 
de la super�cie registrada por los propietarios antes del inicio del apoyo y 
que se hubieran destinado al cultivo de básicos. El Procampo puede consi-
derarse, pues, un programa independiente o desvinculado de los niveles de 
producción, no así los demás programas de Aserca.

En 1995 el gobierno de Ernesto Zedillo creó el último gran programa 
agropecuario de la historia reciente de México: Alianza para el Campo 
(Alianza Contigo durante el sexenio que le siguió). Entre otros, Alianza 
tuvo como propósito básico aumentar la competitividad y productividad 
agropecuarias y de otras actividades rurales; además de capitalizar al cam-
po con base en fondos para proyectos de inversión y sanitarios, y princi-
pios de descentralización. Mediante el componente agropecuario de este 
programa se esperaba, en última instancia, vincular a agricultores con la 
cadena alimenticia. Alianza tomó su nombre del principio de correspon-
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sabilidad entre el gobierno federal, los gobiernos estatales y municipales 
y los productores, basada en la operación federalizada de recursos prove-
nientes de estas partes (una evaluación de Alianza está en el capítulo 17 
de este volumen). El diseño de Alianza incluyó, en principio, una política 
diferenciada para los productores comerciales y los de “menor desarrollo o 
tradicionales” (la última, contenida en su Programa de Desarrollo Rural).

En resumen, Aserca y Alianza se crearon para transformar la estruc-
tura de la oferta del sector, de forma que los productores agropecuarios 
pudieran enfrentar y prepararse para la competencia internacional. Tales 
acciones gubernamentales estuvieron acompañadas por los programas de 
combate a la pobreza rural de la Sedesol.

Una de las primeras metas de los poderes Ejecutivo y Legislativo a partir 
del año 2000 fue la formulación de una política rural integral, mediante un 
nuevo marco legal que fomentara una estrategia intersecretarial o transver-
sal. La Ley de Desarrollo Rural Sustentable (ldrs) de 2001 establece dicho 
marco bajo el liderazgo de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa). La ldrs tiene el objetivo de 
promover el bienestar social y económico de la población rural mediante 
la diversi�cación del empleo rural, incluyendo el no agropecuario, y dando 
atención diferenciada a las regiones de mayor rezago. Para cumplir con sus 
�nes, la ldrs promueve la concurrencia de políticas y programas del sector 
rural, a partir de la creación, en 1996, de la Comisión Intersecretarial para 
el Desarrollo Rural Sustentable (cidrs) y del Consejo Mexicano para el 
Desarrollo Rural Sustentable (cmdrs) como instancias consultivas del go-
bierno federal, con carácter incluyente y representativo de los intereses de 
los productores y agentes de la sociedad rural. La cidrs está integrada por 
nueve secretarías de estado y otras dependencias y entidades del ejecutivo.

Desde 2003, la principal herramienta de la ldrs es el Programa Especial 
Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable (pec). El pec es “resulta-
do del esfuerzo inédito de la Administración Pública Federal para armoni-
zar las tareas” en el sector rural y es “de observancia obligatoria para todas 
las dependencias y entidades del sector público federal”. El pec “recoge los 
objetivos, estrategias, líneas de acción y metas” de diversas dependencias 
federales y comprende [todas] las políticas públicas destinadas al sector ru-
ral” (Diario O�cial de la Federación [17 de junio de 2002], también [www.
sagarpa.gob.mx]).
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La ldrs de�ne al federalismo y la descentralización como criterios recto-
res de la gestión pública en materia de desarrollo rural, por lo que los progra-
mas sectoriales deberán descentralizar la determinación de prioridades y los 
mecanismos de gestión y ejecución a estados, municipios y regiones.

Sin lugar a dudas, la ldrs constituye un avance al establecer un marco 
legal para las políticas públicas al campo que añaden lo rural a lo agrope-
cuario; establece propósitos de sustentabilidad y descentralización; exige 
la coordinación intersecretarial, y orienta las acciones del estado dentro 
de una concepción integral y de largo plazo. No obstante, el carácter de las 
políticas públicas al campo no ha sufrido transformaciones respecto a las es-
tablecidas en la década de 1990 y —como muestra José María Caballero en 
el capítulo 17 de este libro— han sido magros los resultados del propósito 
descentralizador.

Un aspecto adicional de las políticas públicas al campo es que el presu-
puesto que se canaliza al campo mexicano ha ido incrementándose con-
tinuamente a partir de los primeros años de la década de 2000. En pesos 
constantes y según cálculos del Centro de Estudios para el Desarrollo Rural 
Sustentable y la Soberanía Alimentaria (cedrssa), de la Cámara de Di-
putados, el presupuesto rural casi se triplicó en 2009 respecto a 1990, y 
se duplicó si se compara con el del año 2000. Asimismo, la participación 
de dicho gasto en el presupuesto federal total programable pasó de 7% en 
1990 a 9% en 2000 y �uctuó entre 10.5% y casi 11% de 2006 a 2009 (los 
datos excluyen al Ramo 33, canalizado por el gobierno federal a los estados 
de la República, [www.cedrssa.gob.mx]).

Desde el inicio de su puesta en práctica en 2003, en el pec participa una 
docena de secretarías de Estado. Por orden de importancia en términos 
del presupuesto federal destacan la Sagarpa, la Sedesol y las secretarías de 
Educación Pública (sep), de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Se-
marnat), de Salud y Asistencia Pública (ssa), de Comunicaciones y Trans-
portes (sct), y de Hacienda y Crédito Público (shcp). La Sagarpa es la 
entidad federativa que ha recibido el mayor monto de los recursos del pec 
(más de 34% en promedio de 2003 a 2007); le siguen la sep (más de 15% 
durante el mismo periodo), la Sedesol (alrededor de 11%) y la Semarnat y 
la ssa (con menos de 7% por separado, cedrssa [www.cedrssa.gob.mx]).

Al considerar que una parte importante del presupuesto del pec que 
reciben la sep y la ssa se canaliza al programa Oportunidades en el me-
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dio rural y que la mayor parte de los programas de Sagarpa se enfocan al 
apoyo del sector agropecuario, puede concluirse que, como en la década 
de 1990, el pec ha tenido dos vertientes básicas: la promoción productiva 
al agro y el combate a la pobreza rural a partir de las transferencias de in-
greso a las jefas de sus hogares para la alimentación, educación y salud de 
su familia. Si a lo anterior agregamos que, básicamente, los subsidios de la 
Sagarpa se han dirigido a los productores comerciales, como veremos más 
adelante, la distribución del presupuesto del pec —y las características de 
los programas que lo componen— indica que en general ha habido una 
dicotomía en las políticas públicas al campo: una para los productores 
agropecuarios de corte empresarial, la mayoría de ellos viviendo en áreas 
urbanas; y otra de tipo social, que frecuentemente excluye las capaci-
dades y potencialidades productivas y de sustentabilidad de los hogares 
rurales.2

La administración del presidente Felipe Calderón (2006-2012) realizó 
modi�caciones a las políticas públicas al agro, cuya puesta en práctica se 
inició en 2008 dentro del marco de la ldrs, y manteniendo el pec como 
herramienta. Los principales cambios se relacionan con la reunión de 
los programas que tenía a su cargo la Sagarpa y las medidas para pro-
mover la seguridad alimentaria, así como el decidido impulso al proceso 
de evaluaciones periódicas de los programas de la administración públi-
ca federal exigidas por ley a cargo del Consejo Nacional de Evaluación 
de la Política de Desarrollo Social (Coneval) y la shcp. Sin embargo, los 
fundamentos de las políticas al campo no se han transformado, como 
ya comentamos. La distribución entre secretarías y agentes del gobierno 
federal y las características y distribución presupuestal de los programas 
del pec permanecen prácticamente inalteradas. Asimismo, los poderes 
Ejecutivo y Legislativo decidieron seguir privilegiando los subsidios para 
la provisión de bienes privados a agricultores y ganaderos, pues se han 
mantenido de manera inde�nida los correspondientes a Aserca, en es-
pecial Procampo y los apoyos a la comercialización de cultivos básicos 

2 El énfasis de las políticas en la transferencia de ingresos frente al apoyo para proyectos 
productivos en el sector rural se muestra con toda claridad en la estructura y los cambios 
en las fuentes de ingreso de los hogares rurales provenientes de los subsidios públicos. 
Para mayor profundidad véanse los capítulos 2, 17 y 18 de este libro; además, Dyer (2007), 
Banco Mundial (2005) y oecd (2006).
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(Taylor, Yúnez y González, 2007). A lo anterior habrá que añadir que el 
gasto público al campo continúa siendo extremadamente regresivo (Scott, 
2010). En 2011 la Sagarpa volvió a reacomodar sus programas; nueva-
mente, sin modi�caciones sustanciales (véase capítulo 18 de este libro y 
Yúnez Naude, 2012a). 

Las administraciones de los presidentes Vicente Fox y Felipe Calderón 
se esforzaron por promover la participación intersecretarial para deter-
minar el pec a partir del cidr e incorporar en el mismo a productores y 
agentes de la sociedad rural con base en el cmdrs. No obstante —y como 
expone J. M. Caballero en el capítulo 17— los resultados han sido magros. 
Sagarpa y shcp, así como los grupos interesados en el desarrollo agrope-
cuario dentro del poder Legislativo federal, siguieron siendo los actores 
que más in�uyeron para determinar el destino de los recursos públicos 
designados para el sector agropecuario. Persisten, además, las de�ciencias 
de los programas federales sobre la determinación de la población poten-
cial y objetivo a ser atendida, en su diseño y seguimiento (véanse capítulo 
18 y el sitio: [www.coneval.gob.mx]).

Las tendencias

Presentamos a continuación cómo han evolucionado los principales com-
ponentes del campo mexicano durante los últimos años. El estudio de di-
chos procesos permite conocer los rasgos del comportamiento del sector 
rural y agropecuario del país antes y durante las reformas y, con ello, saber 
qué tanto se ha transformado el campo mexicano.

Precios y comercio

Como se previó, los precios al productor de los 10 cultivos básicos más 
importantes en la oferta nacional (también los más importados por Mé-
xico) bajaron durante la década de 1990 y esta tendencia continuó hasta 
2006, cuando inició el proceso de crecimiento y volatilidad en los precios 
mundiales de los alimentos (la excepción fue el periodo de la crisis macro-
económica de México durante 1995 y 1996 (grá�ca 1 en Yúnez, 2012b). 
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Lo mismo sucedió con los precios internos de tales bienes, lo cual indica 
que los precios vigentes en México la han seguido, especialmente y como 
se esperó, con la puesta en vigor del tlcan. Al plantear lo anterior como 
hipótesis sujeta a pruebas econométricas, hay evidencia de que esto ha su-
cedido; es decir, que los precios al productor mexicano de básicos siguen 
cada vez más de cerca a los internacionales (véanse Yúnez y Barceinas 
[2004] para los cultivos básicos más importados por el país y Jaramillo et 

al. [2011] para estimaciones recientes sobre maíz, sorgo y trigo).
Asimismo, la expectativa sobre el crecimiento del comercio internacio-

nal agropecuario y de alimentos procesados (o alimentario) se ha hecho 
realidad. Medido en dólares constantes, el valor de las exportaciones e 
importaciones agropecuarias y alimentarias de México creció en más de 
2 veces durante el periodo 2005-2009 frente al que cubre 1989-1993. No 
obstante, las importaciones han aumentado más que las exportaciones, y 
aunque la balanza comercial agroalimentaria de México ha sido de�citaria 
incluso antes del inicio de la década de 1990, el dé�cit ha crecido a partir 
de mediados de ese periodo, cuando México se recuperó de la crisis econó-
mica de 1994-1995 y cuando inició el proceso de liberalización dentro del 
tlcan (grá�ca 14.1). Medido en dólares constantes y en promedio simple 
anual, el dé�cit comercial agropecuario y alimentario ha crecido continua-
mente: de 1 920 millones de dólares durante 1994-1998 a 4 977 millones de 
1999 a 2004 y a 8 063 millones durante 2005-2009. El dé�cit agropecuario 
es el que más ha crecido; por ejemplo, 1.77 veces en 2005-2009 respecto a 
1989-1993, mientras que el dé�cit alimentario lo hizo en 1.5 veces durante 
el mismo periodo.

Con el �n de estudiar los efectos que ha tenido la apertura comercial en 
la producción mexicana de alimentos, conviene revisar las tendencias de 
las compras al exterior de los cultivos básicos y no competitivos frente a la 
competencia internacional. En general, el volumen promedio anual impor-
tado por México de los diez cultivos básicos más importantes ha crecido 
desde la década de 1990: en total subió 2.16 veces de 2000 a 2007 respecto 
a 1985 y 1990 (cuadro 14.2).
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Gráfica 14.1. Balanza comercial agropecuaria y agroalimentaria: 1980-2006  

(miles de dólares estadounidenses constantes, base 2005 = 1 00)
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Fuentes: Organización Mundial del Comercio [www.wto.org]. Conversión a dólares constantes a partir 
del índice de precios al consumidor en Estados Unidos con datos del Fondo Monetario Internacional 
[www.imf.org/]. Consultados en noviembre de 2011.

Una manera de determinar si los aumentos en las importaciones de 
cultivos básicos han traído como consecuencia una creciente dependencia 
alimentaria de México es usando las cifras del cuadro 14.2 y los volúmenes 
de la producción nacional. Al calcular el peso de las importaciones en la 
producción del país resulta que éste subió tanto para las principales gra-
míneas (maíz, frijol, arroz, trigo, cebada, sorgo) como para las oleaginosas 
(ajonjolí, semilla de algodón, cártamo y soya): en promedio de menos de 
30% de 1985 a 1995 a 48% de 2000 a 2006 para el primer grupo de cultivos, 
y de producir de 1985 a 1995 43% más de oleaginosas respecto a lo impor-
tado, a comprar al exterior 11% más que la producción nacional durante 
2000-2006 (cuadro 14.3).

No obstante lo sucedido con el total de las gramíneas consideradas, 
prácticamente no ha variado el peso de las importaciones en la oferta 
mexicana de maíz, es decir, el del cultivo más importante de México, ali-
mento por excelencia de su población y cuyo desempeño ha sido y es el de 
mayor preocupación en el país. Lo anterior ya que la proporción volumen 
importado/producción interna del grano subió de 28% en 1990 a sólo 29% 
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en promedio durante 2001-2006 (cuadro 14.3). Nótese que 1995 es un año 
atípico debido a la crisis macroeconómica de México. Si a lo anterior agre-
gamos que tal proporción también se mantuvo sin grandes cambios para 
la cebada, se redujo para el frijol y no aumentó notoriamente para el sorgo, 
resulta que el crecimiento del peso de las importaciones en el consumo na-
cional durante el siglo xxi se debe a lo acontecido con el arroz y el trigo. En 
cuanto a las oleaginosas, el aumento en la mencionada relación para este 
grupo de cultivos básicos se explica sobre todo por lo sucedido con la soya. 
De esta oleaginosa, en 1990 el país produjo 12% más que lo importado, y de 
2001 a 2006 compró al exterior 1.33 veces más que su producción interna.

Cuadro 14.2. Volumen de las importaciones de cultivos básicos: 1985-2007 (miles de toneladas)

Importaciones 1985 1990 1995 2000 2001 a 2007 *

Arroz palay 3 023 2 284 3 772 6 516 7 468

Frijol 1 789 3 302 257 619 982

Maíz 30 643 41 042 26 608 53 264 62 667

Trigo 5 605 3 387 12 005 27 842 35 376

Ajonjolí 0 187 32 132 195

Cártamo 0 2 5 0 3

Algodón semilla 648 452 796 2 590 2 932

Soya 14 938 5 040 21 104 39 814 39 001

Cebada 382 1 112 684 1 590 2 269

Sorgo 34 230 28 608 20 925 51 420 35 122

* Promedio simple anual.
Fuente: Primer Informe de Gobierno de Felipe Calderón Hinojosa con datos de la Sagarpa, [www.siap.
sagarpa.gob.mx]. 

Lo anterior hace suponer que con las reformas y la liberalización ha 
aumentado la dependencia de México en cultivos básicos, aunque con al-
gunas excepciones, dentro de las que destaca el maíz. (Más adelante am-
pliamos el estudio de la evolución de la oferta nacional de estos bienes y en 
el capítulo 15, de G. A. Dyer, se analiza el caso particular del maíz.)3

3 El tema sobre los efectos de las reformas y el tclan en la autosu�ciencia alimentaria en 
México ha sido muy discutido, sin haber hasta la fecha un estudio profundo al respecto. 
Un avance está en Yúnez Naude (2012c).
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Cuadro 14.3. Peso del volumen importado en la producción nacional (%)

 1985 1990 1995 2000 2001-2006 (*)

Gramíneas (**) 0.27 0.30 0.22 0.48 0.48

Oleaginosas (***) 1.05 0.57 3.36 11.21 11.23

Arroz palay 0.37 0.58 1.03 1.85 2.68

Frijol 0.20 0.26 0.02 0.07 0.08

Maíz 0.22 0.28 0.14 0.30 0.29

Trigo 0.11 0.09 0.31 0.69 1.01

Cebada 0.07 0.23 0.14 0.22 0.25

Sorgo 0.52 0.48 0.50 0.88 0.60

Ajonjolí n.a. 0.22 0.11 0.26 0.50

Cártamo 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00

Algodón hueso 0.20 0.15 0.23 2.09 1.69

Soya 1.61 0.88 11.12 38.27 32.54

(*) Promedios anuales (los datos para 2006 son preliminares)
(**) Arroz palay, frijol, maíz, trigo, cebada y sorgo
(***) Ajonjolí, cártamo, algodón hueso y soya
n.a. no hubo importaciones durante el año
Fuente: [www.siap.sagarpa.gob.mx].

Empleo, emigración y pobreza

También, como se previó, el agro ha expulsado gran cantidad de mano de 
obra. Hacia �nes del siglo xx se ocupaba a 6.9 millones de personas, 25% 
de la fuerza de trabajo total. Dicha proporción se redujo, y llegó incluso a 
19% en los últimos años. Ello signi�ca que el sector agropecuario perdió 
aproximadamente 700 000 personas (Puyana y Romero, 2004). Empero, la 
cifra es menor a la prevista por el gobierno de Carlos Salinas como conse-
cuencia de la puesta en marcha del tlcan (Téllez, 1992), lo cual ha signi�-
cado que persiste un elevado contraste entre empleo y el pib agropecuario 
(dicho sector proporciona alrededor de 19% del empleo total del país, y 
sólo genera no más de 5% del pib nacional). Lo anterior indica que la pro-
ductividad por trabajador es reducida y se asocia con los bajos salarios y la 
pobreza que sigue caracterizando al campo mexicano (Puyana y Romero, 
2004 y Banco Mundial, 2005).
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Respecto a la emigración rural hacia el resto de México y Estados Uni-
dos, ésta ha aumentado desde que dio inicio la década de 1990, en especial 
la que se dirige al vecino país del norte, y durante la segunda mitad de esa 
década (véanse los capítulos de la parte III de este libro).

Las estimaciones sobre pobreza en México muestran que 1) la pobreza 
que se padece en el medio rural ha sido y sigue siendo mayor que la exis-
tente en el sector urbano; 2) que la crisis de mediados de los años 1990 
provocó un sustancial aumento en ambos ámbitos, y 3) que no fue sino 
hasta 2001-2002 cuando los niveles de pobreza alcanzaron los experimen-
tados en 1992, es decir, manteniéndose esta tendencia decreciente hasta 
2006, año a partir del cual, ante el aumento en el precio internacional de 
los alimentos la pobreza volvió a incrementarse. En efecto, en 1992 la po-
breza extrema o alimentaria afectó a 34% de la población rural y a 13% de 
la urbana; en 1996 su nivel subió a 53.5% y a 27%; 10 años después bajó a 
24.5% y 7.5%, y en 2008 cubrió a 31.8% y 10.6%, respectivamente. Com-
portamiento similar han tenido la pobreza de capacidades y de patrimonio, 
de acuerdo con las estimaciones del Coneval [www.coneval.gob.mx]. Las 
tendencias indican los efectos positivos de las políticas públicas de comba-
te a la pobreza, pero también la ausencia de acciones efectivas para aislar a 
los pobres de los efectos adversos de choques exógenos negativos.

Otro problema endémico que se suma es la desigualdad en la distribu-
ción del ingreso. La inequidad distributiva creció durante la segunda mitad 
de la última década del siglo xx y disminuyó ligeramente de 2002 a 2005. 
Por ejemplo, aunque la relación entre el ingreso de 10% más rico respecto 
a 10% más pobre se redujo a partir de 2002, ésta sigue siendo muy elevada: 
de 31 veces en 2005, cifra similar a la de 1992, de acuerdo con los datos de 
Coneval (Coneval, 2007).4

Producción agrícola

La oferta agrícola de México no ha crecido sustancialmente durante el pe-
riodo de reformas y liberalización comercial: a pesos constantes su pib sólo 

4 Véanse los capítulos 3 a 6 sobre las características y determinantes de la pobreza y desi-
gualdad rurales.
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aumentó a un ritmo promedio anual de 0.65% de 1994 a 2008 (éste fue de 
2.65% de 1988 a 1993) (Yúnez, 2010a).

Sorprende que frente al panorama anterior, así como a la marcada re-
ducción en los precios reales al productor mexicano de cultivos básicos 
y el aumento en las importaciones de estos bienes, la oferta mexicana de 
algunos de ellos no se haya desplomado. El fenómeno contrasta marcada-
mente con las expectativas que se tenían en la materia sobre los efectos de 
las reformas y del tlcan. Esto se ilustra al sumar los datos de la producción 
de los 10 principales cultivos básicos, que pasó en promedio de 26.2 mi-
llones de toneladas de 1983 a 1993, a 29.9 millones de 1994 a 2000 y a 33.7 
millones entre 2001 y 2008 (cuadro 14.4, panel a).

El aumento en la producción nacional de los diez cultivos básicos se 
explica por el crecimiento de la oferta de maíz y, en menor medida, por el 
crecimiento de la oferta de sorgo, cebada y frijol. Por ejemplo, el peso del 
primer cultivo en la oferta mexicana de los 10 básicos más importantes 
pasó de 52% en promedio anual durante el periodo de 1983 a 1993, a 63% 
en 2001-2008, y el volumen promedio de maíz producido creció 1.6 veces 
durante el mismo lapso. Por su parte, el volumen de la oferta de sorgo y 
frijol lo hizo en 20% y el de la cebada en 56%, mientras que disminuyó la 
oferta nacional del resto de los cultivos básicos, destacando la del arroz y 
la soya.

Al distinguir la producción maicera según el acceso al agua (una forma 
aproximada de estudiar lo sucedido con los productores comerciales frente 
a los pequeños productores de corte campesino) los datos muestran que 
la oferta del grano bajo irrigación es la que más ha crecido. Lo anterior se 
puede ver con claridad si se toma en cuenta que el peso del maíz irrigado 
en el total del volumen producido de los diez principales cultivos básicos 
bajo este régimen hídrico pasó de 31% en promedio anual para el periodo 
1983-1993, a 56% en promedio de 2001 a 2008 (cuadro 14.4, panel b). Por 
su parte, la proporción del maíz en la producción de básicos en condicio-
nes de temporal ha permanecido en alrededor de 69% durante los últimos 
25 años (cuadro 14.4, panel c).



Cuadro 14.4. Volumen de la producción de cultivos básicos: 1980-2008. Promedios anuales simples (miles de toneladas)

Periodo Cultivo

1983-1993 1994-2000 2001-2008 1983-1993 1994-2000 2001-2008 1983-1993 1994-2000 2001-2008

Panel (a) Riego y Temporal Panel (b) Riego Panel (c) Temporal 

G
ra

n
o

s 
b

ás
ic

o
s

Arroz 
palay 

478.0 391.5 269.1 304.4 223.8 149.2 173.6 167.7 119.9

Frijol 1 033.2 1 165.3 1 237.5 298.7 413.2 357.3 734.4 752.1 831.2

Maíz 
grano 

13 553.1 17 998.4 21 371.8 3 712.2 6 342.5 8 400.0 9 840.9 11 655.9 12 971.8

Trigo 
grano 

4 145.6 3 485.7 3 208.9 3 861.9 3 132.3 2 932.4 283.7 353.4 276.5

Cebada 528.3 489.7 821.9 193.1 149.3 327.0 335.2 340.4 494.9

Sorgo 
grano

5 161.0 5 489.9 6 171.9 2 346.0 2 148.4 2 514.5 2 815.0 3 341.6 3 657.4

O
le

ag
in

o
sa

s

Ajonjolí 51.2 29.0 29.0 25.2 1.2 1.7 26.0 27.8 27.3

Algodón 
hueso

419.2 531.8 323.5 396.0 478.3 321.9 28.4 53.6 1.6

Cártamo 160.8 150.4 121.6 92.7 121.3 88.2 68.2 29.0 33.4

Soya 677.1 191.2 122.1 586.0 113.6 20.0 91.1 77.5 102.1

Suma   26 207.5 29 922.8 33 677.3 11 816.0 13 123.9 15 112.2 14 396.6 16 798.9 18 516.0

(*) Los promedios sólo corresponden al periodo 1977-1979.
n.d. No disponible
Fuentes: [www.siap.sagarpa.gob.mx].
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Si tomamos en cuenta que en México el cultivo de trigo y oleaginosas se 
hace, básicamente, en tierras de riego (el de arroz es de riego y en buenas 
tierras de temporal), y que la oferta de hortalizas (cultivos de exportación) 
ha crecido (Rosenzweig, 2000 y Yúnez Naude, 2012c), puede decirse que 
la producción agrícola comercial de México bajo condiciones de riego se 
ha transformado en los últimos 25 años: de producir trigo, arroz y olea-
ginosas se pasó a cultivar maíz y hortalizas, y que un proceso similar ha 
experimentado la producción comercial en tierras de buen temporal. En 
este último caso sobre todo de cebada y sorgo (cuadro 14.4).5

Una tendencia similar ha tenido el área sembrada y cosechada con cul-
tivos básicos total y distinguiendo el régimen hídrico. Por ejemplo, res-
pecto a 1983-1993, el área promedio cosechada en 2001-2008 con maíz 
en tierras irrigadas subió en casi 19% y en sólo 2% en tierras de temporal, 
mientras que la de arroz bajó en casi 65% y 41%, respectivamente, du-
rante el mismo periodo. Asimismo, el área bajo irrigación cultivada con 
soya cayó en 96% (fuente, la del cuadro 14.4). Estos cambios porcentuales 
han sido inferiores a los experimentados por el volumen de la producción 
debido al aumento en los rendimientos físicos. En efecto, el volumen de 
básicos producido por hectárea cultivada ha ido incrementándose desde 
que dio inicio el tlcan. Si tomamos en cuenta que se ha dado, sobre todo 
en tierras irrigadas, puede argumentarse que este hecho re�eja la hetero-
geneidad en la producción agrícola de México, de acuerdo con el tipo de 
acceso al agua (cuadro 14.5).

Además del estudio de la dinámica de la producción de cultivos básicos 
es necesario revisar las tendencias en el plano de los estados del país. En 
promedio y entre 1983-1993 y 1994-2007, la participación de los principa-
les estados productores de cultivos básicos en la oferta total no ha variado 
sustancialmente, con las notables excepciones que siguen. La producción 
sinaloense de maíz (80% de la cual se produce bajo irrigación) creció casi 

5 La producción de caña de azúcar y de otras plantaciones también ha crecido (Yúnez Nau-
de, 2012c). Tratar lo sucedido con el sector azucarero es un tema de todo un artículo. Esto 
debido a que para hacerlo hay que discutir, entre otras, las complicaciones surgidas por las 
cartas paralelas elaboradas antes de la �rma del tlcan y por la nacionalización de parte 
de los ingenios que realizó la administración del presidente Vicente Fox (Yúnez Naude, 
2010b). El café sigue siendo un cultivo de exportación por excelencia, cuya producción ha 
sufrido altibajos por las fuertes �uctuaciones en su precio internacional.
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seis veces durante los periodos mencionados, mientras que la de arroz de-
creció en más de 85% y la de trigo en cerca de 74% (la de sorgo creció en 
25%). No obstante que la oferta de maíz también aumentó considerable-
mente en otros estados de peso en la oferta nacional del grano (Chiapas 
en 16%, Jalisco en 61% y Guanajuato en 31%), Sinaloa se ha convertido en 
el principal productor nacional de este grano (de participar con 3.8% en la 
oferta nacional en 1983-1993, pasó a 15.4% durante 1994-2007). Las ten-
dencias en Sinaloa sugieren que en esta entidad la producción maicera ha 
estado sustituyendo a la de arroz y trigo. A lo anterior hay que añadir que 
también destacan el aumento en la participación de Tamaulipas en la oferta 
mexicana de sorgo (de 33% a 37% durante los mismos periodos) y el cre-
cimiento en su producción (27%), así como el aumento en la participación 
de Sonora en la oferta nacional de trigo, de 34% a 40% (lo anterior no 
obstante el crecimiento negativo en el plano nacional de casi 6% durante el 
periodo considerado. Datos obtenidos del Sistema de Información Agroa-
limentaria de Consulta, Siacon, [www.sagarpa.gob.mx]).

Cuadro 14.5. Rendimientos de cultivos básicos (volumen de la producción/hectáreas cosechadas)

Periodos 1983-1993 1994-2000 2001-2008

Cultivo Riego Temporal Riego Temporal Riego Temporal

Arroz palay 4.6 2.8 5.7 3.3 6.4 3.3

Frijol 1.3 0.5 1.4 0.5 1.6 0.6

Maíz grano 3.5 1.7 4.9 1.8 6.6 2.1

Trigo grano 4.7 1.6 5.3 1.7 5.7 2.0

Cebada 3.8 1.5 4.7 1.6 5.4 2.0

Sorgo grano 4.6 2.6 5.5 2.4 6.0 2.7

Ajonjolí 0.7 0.4 0.7 0.6 0.8 0.6

Algodón hueso 2.2 1.9 2.9 1.4 3.5 1.7

Cártamo 1.4 0.6 1.9 0.7 1.7 0.6

Soya 2.0 1.4 1.7 1.4 1.7 1.7

Fuente: [www.siap.sagarpa.gob.mx].

Los estados cuya producción de maíz, sorgo y trigo ha aumentado coin-
ciden con las entidades federativas y los cultivos más apoyados por los 
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subsidios a la comercialización de Aserca. En 2005, por ejemplo, el pre-
supuesto del programa alcanzó 4 260 millones de pesos y, de este monto, 
Aserca canalizó 67% para apoyar la comercialización de cultivos básicos. 
De este porcentaje, 47% se usó para subsidiar a los productores de maíz, la 
mayoría en Sinaloa, 13% a los de trigo, sobre todo a agricultores de Sonora, 
y 11% a los de sorgo, la mayor parte de Tamaulipas (Siacon, [www.sagarpa.
gob.mx]). Sumner y Balagtas (2007) proporcionan evidencia empírica que 
muestra que los apoyos a la comercialización de Aserca han contribuido a 
promover la producción de básicos por parte de los agricultores bene�cia-
dos y en los estados en donde éstos se ubican. El cultivo que más destaca 
es el maíz irrigado, para el cual es probable que el signi�cativo aumen-
to observado en la producción y rendimientos se deba a dos fenómenos: 
primero, al impulso a la producción del grano promovido por los apoyos 
de Aserca para la comercialización e ingreso de agricultores de Sinaloa y, 
segundo, a que parte del resto de los productores comerciales del grano 
—los excluidos de los apoyos de Aserca para la comercialización— hayan 
aumentado la e�ciencia en el cultivo de maíz.

Aun cuando el aumento en la producción de maíz en tierras de temporal 
haya sido menor respecto al irrigado —32% frente a 58%, respectivamente, 
en 2001-2008 comparado con 1983-1993— (cuadro 14.4, paneles b y c), la 
tendencia tampoco ha sido la esperada ante la competencia del maíz im-
portado. Las posibles razones que pueden explicarla son de índole variada, 
como la presencia de costos de transacción en los mercados rurales locales 
de maíz y aspectos de estrategias de sobrevivencia y culturales que caracte-
rizan la economía de los hogares rurales de México (detalles más adelante 
y en el capítulo 15).

Producción ganadera

A diferencia de lo sucedido con el pib agrícola, el ganadero creció en casi 
4% como promedio anual durante 1994-2008, mientras que había decreci-
do en 1.7% durante los seis años previos (Yúnez Naude, 2010a). La oferta 
mexicana de carne en canal experimentó altibajos durante el periodo pre-
vio al inicio del tlcan y ha crecido levemente a partir de entonces. Con 
la excepción del subsector avícola, las tendencias de la dinámica de la cría 
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de ganado han sido similares a las de la carne en canal. A partir del inicio 
del tlcan el volumen de carne de bovinos producido se ha estado incre-
mentando, aunque a un ritmo reducido. Por su parte, la oferta nacional de 
carne de cerdo se desplomó en el periodo previo al inicio del tlcan y, aun-
que creció de 1994-2008, su producción no ha alcanzado la que se obtuvo 
al principio de la década de 1980. En contraste, la producción de carne de 
aves en canal ha estado creciendo a ritmos elevados desde la década previa 
al inicio del tlcan (grá�ca 14.2).

A partir de estas cifras se puede sugerir que, en general, el tlcan no 
ha tenido efectos notables en el sector ganadero nacional. El hecho de que 
la producción de algunas carnes haya crecido puede deberse en parte a la 
reducción en los precios de los alimentos para animales.6

Gráfica 14.2. Cambios en el volumen de la producción de la carne en canal: 1980-2008
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Fuente: [www.siap.sagarpa.gob.mx].

Crédito e inversión extranjera directa

Uno de los problemas que ha enfrentado el sector agropecuario en las úl-
timas dos décadas —en especial, a partir de la crisis macroeconómica de 

6 Un estudio empírico sobre los efectos de las importaciones de maíz en la ganadería y en la 
industria procesadora de alimentos está en Yúnez, Orrantia y Guzmán (2010). No obstan-
te, el análisis de los efectos de las reformas en el sector ganadero de México es un tema de 
investigación pendiente.
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1994-1995— es el desplome del crédito al campo, fenómeno que contrasta 
con la expectativa o�cial de aumentos en el �nanciamiento al sector agro-
pecuario por parte de la banca privada (Buchenau y Del Ángel, 2007). De 
igual forma, la inversión extranjera directa en actividades agropecuarias 
primarias ha sido prácticamente nula.

La aguda y prevaleciente falta de acceso al crédito en el medio rural in-
dica, entre otros, que no se ha cumplido la expectativa o�cial de que con la 
reforma ejidal los productores agropecuarios aumentarían sus posibilida-
des de ser sujetos de este servicio �nanciero. Lo anterior se muestra clara-
mente con los datos de la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México 
(enhrum), ya que del total de hogares encuestados, menos de 20% tuvo 
algún tipo de crédito en 2002, y de ellos únicamente 4.29% participó en el 
sector formal, mientras que el resto lo hizo en el informal (Cerón, Méndez 
y Rivera, 2008; también capítulos 2 y 10 en este libro).

Reflexiones finales

Las tendencias que hemos reportado sobre la agricultura mexicana indi-
can que, a diferencia de lo esperado en medios o�ciales y en organismos 
�nancieros internacionales, después de más de 20 años de reformas, el 
sector no ha crecido sustancialmente ni ha experimentado una profunda 
reorientación hacia el cultivo de bienes más competitivos en el mercado in-
ternacional. Persisten, además, la inequidad y la polarización productiva y 
regional que ha caracterizado al sector, así como la ausencia de acceso a los 
servicios �nancieros de los agricultores, la elevada incidencia de la pobreza 
en el campo y, frente a los bajos ritmos de crecimiento de la economía y de 
la demanda de trabajo, continúan las presiones para que los habitantes del 
campo busquen trabajo en Estados Unidos.

Un aspecto relevante que surge de las tendencias del agro y del medio 
rural mexicanos antes y después de las reformas es el relativo a las po-
líticas y gasto públicos dirigidos al sector. Después de haberse reducido 
durante la década de 1980 y mantenido bajo en 1990, los recursos públicos 
destinados al campo han estado aumentando durante lo que va del siglo 
xxi. En el caso del sector agropecuario y en comparación con otros doce 
países de América Latina, México destaca como el país con la más elevada 
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canalización relativa de recursos públicos hacia su agro.7 Sin embargo, este 
hecho no ha signi�cado un crecimiento sustancial en la oferta del sector, y 
el gasto público al agro ha sido muy regresivo (Scott, 2010). Además, dicha 
inequidad reduce los efectos de los programas de combate a la pobreza y 
provoca un círculo vicioso al potenciar las presiones de los grupos bene�-
ciados para seguir recibiendo subsidios (Orrantia, 2006).

No obstante la promulgación de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable 
(ldrs) y de los programas enfocados al desarrollo rural, la mayor parte del 
presupuesto de Sagarpa se sigue dirigiendo al componente agrícola del cam-
po, así como a la provisión de bienes privados y no públicos. Esto contras-
ta con la inclusión en los objetivos que tuvo Alianza Contigo hasta �nes 
del gobierno del presidente Vicente Fox por apoyar actividades rurales no 
agropecuarias, lo que llevó a desatender la enorme necesidad de canalizar el 
gasto público en investigación y desarrollo agropecuarios, en inversión en 
infraestructura y en promover la sanidad de los alimentos para el mercado 
nacional (capítulo 18 del libro y Taylor, Yúnez y González, 2007).

Con base en lo expuesto, no es entonces aventurado a�rmar que el gasto 
público destinado al agro mexicano ha sido inequitativo, costoso y excesivo. 

Uno de los problemas que, a nuestro parecer, han caracterizado las po-
líticas públicas al campo mexicano es la ausencia de una distinción siste-
mática entre productores agropecuarios comerciales y la economía de los 
hogares rurales, a lo cual habrá que añadir el énfasis que el Estado mexica-
no contemporáneo le ha dado al combate a la pobreza rural frente a la aten-
ción de aspectos productivos de dichos hogares. Lo primero se re�eja en 
las características de los programas de la Sagarpa, ya que mientras que es 
frecuente que la población potencial y objetivo se de�na a partir de carac-
terísticas de los productores (por ejemplo, los que tienen potencial com-
petitivo), los indicadores de resultados que usan los programas se re�eren 
a las hectáreas o cantidad de cabezas de ganado cubiertas. Puede entonces 
estar sucediendo que los aumentos en la cobertura de los programas de 
dicha secretaría estén bene�ciando a agricultores con amplias extensiones 
de tierra o con grandes cantidades de ganado.

7 Lo anterior se basa en lo que se conoce como el índice de orientación agropecuaria, medi-
do a partir de la proporción del gasto público y pib agropecuario en relación con el gasto 
público total y pib nacionales (Banco Mundial, 2006).
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La situación actual de la agricultura y el campo mexicano requiere de 
una profunda revisión de las políticas contemporáneas para el desarrollo 
rural y a partir de ello y de la voluntad política, reformar las reformas (véa-
se capítulo 18 de este libro). 
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15. LA POLÍTICA PARA EL SECTOR MAICERO

George A. Dyer Leal*

Introducción

La importancia del maíz en México ha servido de justi�cación para la con-
tinua intervención del gobierno desde hace cincuenta años. A lo largo de 
este periodo, la política para el sector maicero ha variado sustancialmente, 
como revela la historia del precio del grano (Appendini, 2001). Este capí-
tulo describe el origen y las características más sobresalientes de la política 
actual. El capítulo inicia con una descripción de los cambios en la interven-
ción del gobierno a raíz de la reforma agrícola, la cual llegó formalmente 
a su término con la apertura total del sector al comercio en 2008 (Yúnez, 
capítulo 14 de este libro). A continuación se expone la forma en que la po-
lítica para el sector maicero se desvirtuó, contradiciendo los objetivos de la 
reforma, hasta convertirse en una colección de programas inconexos. Más 
adelante se detallan las consecuencias de estos cambios en la distribución 
de los recursos públicos. Finalmente se explora la política para el sector en 
el contexto más reciente. 

Antes y después de la reforma agrícola

A partir de la década de 1960, el objetivo formal de la política para el sector 
maicero fue proteger a los consumidores y productores de bajos ingresos 
mediante la regulación del mercado. Un elemento central de dicha regu-
lación fue la Compañía Nacional de Subsistencias Populares (Conasupo), 
empresa paraestatal que participaba como comprador a un precio con-
trolado o de garantía (Casco, 1999; Yúnez, 2003). No obstante que dicho 

* 
e James Hutton Institute y Desarrollo y Alimentación Sustentable, A.C.



494 G E O R G E  A .  D Y E R  L E A L

precio debía tener vigencia en todo el territorio nacional, su cobertura de-
pendía de la capacidad del productor para transportar el grano a las bode-
gas de Conasupo para ser vendido. En la práctica, menos de una quinta parte 
de la producción nacional era adquirida por esta empresa. Sin embargo, en 
muchas zonas del país, Conasupo ejercía una presión signi�cativa sobre 
el precio en el mercado abierto (Heath, 1987). De acuerdo con las cifras 
o�ciales, el precio de garantía guardó siempre una relación estrecha con el 
precio al productor (grá�ca 15.1).1

Gráfica 15.1. Evolución de los precios del maíz al productor en México (1980-2007)
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Fuente: Sistema de Información Agrícola y Pecuaria (siap), Banco de México.

Tanto el precio de garantía como la participación de Conasupo en el 
mercado variaron sustancialmente a lo largo de la historia de la paraesta-
tal.2 En 1993, Conasupo realizaba más de 40% de las compras de maíz en el 
ámbito nacional, pero su participación se redujo a 7.4% para 1995 (Appen-
dini, 2001; Yúnez, 2003). A partir de entonces, Conasupo se convirtió en 

1 Aquellos productores que recurrían a intermediarios para vender sus cosechas recibían 
solo una fracción de ese precio.

2 Entre 1965 y 1992, la participación de Conasupo en el mercado 	uctuó entre 20 y 13% de 
la producción (Appendini, 2001).
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comprador de última instancia, principalmente en zonas con problemas de 
comercialización o alejadas de los centros de consumo, como Chihuahua y 
Chiapas (Casco, 1999). Su in	uencia en el precio se había reducido inexo-
rablemente desde 1994 con el inicio de la sustitución de los precios de ga-
rantía por apoyos directos al productor.

Otro componente de la intervención de Conasupo en el sector maicero 
consistió en el control de importaciones. Esta atribución no sólo le permi-
tía controlar el precio al productor, restringiendo la oferta en el mercado 
doméstico, sino también hacer uso de las importaciones para satisfacer sus 
propias obligaciones en el abasto de alimentos (Appendini, 2001; Casco, 
1999; Yúnez, 2003). Al igual que su actividad como comprador, la parti-
cipación de Conasupo en la importación de maíz disminuyó signi�cativa-
mente a mediados de la década de 1990, pasando de 99% en 1976, a 38% 
en 1993 (Yúnez, 2003). Su control sobre las importaciones se abolió de�ni-
tivamente en 1994 con la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio 
de América del Norte (tlcan).

Además de las funciones anteriores, Conasupo participó hasta 1998 en 
el procesamiento, almacenamiento y distribución de maíz alrededor de 
México (Ávalos-Sartorio, 2006).3 A partir de 1980, la empresa distribuyó 
grano y harina de maíz directamente a los consumidores por medio de 
su programa de Abasto Rural y la cadena de tiendas Diconsa. Conasupo 
también administró subsidios a la industria de la tortilla y de la harina 
de maíz a lo largo de dos décadas. También, vendía el grano a la industria 
nixtamalera a precios subsidiados, mientras que los productores de harina 
recibían una compensación por las compras que realizaban directamente 
en el mercado (Appendini, 2001; Casco, 1999). Ambos subsidios permitían 
a estas industrias una ganancia razonable a pesar del control de precios a 
la tortilla y la harina de maíz. A principio de la década de 1980, el subsidio 
representaba 30% del precio del grano, pero este porcentaje se redujo a 3% 
una década más tarde (Appendini, 2001). El esquema anterior se reformó 
en 1995 (Casco, 1999). Entre otras medidas, se establecieron estrictos lí-
mites al volumen de grano que Conasupo podía adquirir para satisfacer 

3 De acuerdo con Casco (1999), en 1999, alrededor de 90% de las instalaciones de la 
paraestatal Bodegas Rurales Conasupo (Boruconsa) había sido transferido a productores, 
ejidos y autoridades locales.
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sus obligaciones con Diconsa y la industria nixtamalera (Casco, 1999). Al 
mismo tiempo, se relajó gradualmente el control del precio de la tortilla 
hasta que en 1998 se abolieron completamente los subsidios a la industria.

La eliminación formal de los subsidios a la tortilla, en enero de 1999, im-
plicó el �n de Conasupo. En opinión de algunos analistas, la decisión de li-
quidar y desmantelar esta empresa se debió a los problemas presupuestales y 
administrativos con los que contaba, además de los compromisos adquiridos 
por el país en materia de comercio internacional (Yúnez, 2003; Ávalos-Sar-
torio, 2006). En opinión de los encargados de la política, la desaparición de 
Conasupo simplemente constituyó la culminación de la reforma moderni-
zadora del sector de granos básicos y oleaginosas iniciada a mediados de 
la década de 1980 (Casco, 1999). La reforma constituyó un giro diametral 
en la política para el sector, la cual a partir de entonces buscó integrar a los 
productores a los mercados internacionales mediante la liberalización co-
mercial. Aunque el desmantelamiento de Conasupo y la eliminación gradual 
de los precios de garantía desempeñaron un papel central, la cúspide del pro-
ceso de liberalización se dio en 1994, con la entrada en vigor del Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte (tlcan). En el esquema del gobierno, 
la apertura comercial permitiría satisfacer el exceso de demanda con impor-
taciones, al tiempo que el sector agrícola se volvería más e�ciente. Al mismo 
tiempo, la desaparición de Conasupo fomentaría la participación del sector 
privado en el almacenamiento y comercialización del grano (Casco, 1999).

Un propósito fundamental de la reforma del sector agrícola fue preci-
samente reducir la intervención del gobierno en los mercados. Su objetivo 
no fue eliminar los apoyos al sector, sino desacoplarlos de la producción, 
lo que implicó la sustitución del subsidio a los precios por apoyos directos 
al productor. Se decía que los apoyos directos no tendrían in	uencia en la 
extensión cultivada o el volumen cosechado, pues, en teoría, los apoyos 
directos están condicionados; esta es la razón por la que no se consideran 
subsidios a la producción.

Un indicador común de la intervención gubernamental en el mercado 
es el Apoyo al Precio de Mercado (apm), el cual re	eja la brecha entre el 
precio doméstico al productor y el precio de importación.4 Se ha señalado 

4 El Apoyo al Precio de Mercado (Market Price Support) es un indicador del valor mone-
tario anual de las transferencias brutas de los consumidores y contribuyentes �scales a 
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que el apm del maíz aumentó de manera considerable entre 1986 y 1993, 
gracias a la gestión de Conasupo (Yúnez, 2003; oecd, 2006). Sin embargo, 
la intervención de Conasupo no fue su�ciente para sostener el precio real 
al productor, que cayó considerablemente en ese lapso a causa de la in	a-
ción (grá�ca 15.1). Entre 1993 y 1996, el apm declinó de manera signi�ca-
tiva e incluso se tornó negativo tras la devaluación del peso a �nes de 1994, 
cuando el precio de garantía se situó por debajo del precio internacional 
(Yúnez, 2003). Aunque esto implicó la ausencia de un subsidio al precio al 
productor durante 1995, éste mantuvo su valor gracias a la presión ejerci-
da por el precio internacional. Sin embargo, hacia 1996, el precio al produc-
tor ya había perdido 17% del valor que tuvo en 1980. El precio al productor 
perdería 53% adicional entre 1996 y 2006, presionado a la baja por las 
importaciones de maíz en Estados Unidos (grá�ca 15.1).5

Con el tlcan, México se comprometió a la liberalización gradual del 
comercio de maíz mediante un sistema arancel cuota. El sistema consis-
te en una cuota libre de aranceles y un arancel �jo para las importacio-
nes sobre cuota. En el marco del tratado se acordó ampliar anualmente 
dicha cuota y disminuir los aranceles sobre cuota hasta la apertura total 
del mercado en 2008. Este esquema de desgravación permitiría que los 
productores se adaptaran gradualmente al libre mercado. Al término de 
15 años, el mercado estaría libre de la intervención gubernamental y el 
volumen de las importaciones sería ilimitado (Casco, 1999). No obstante 
que las importaciones inevitablemente presionarían el precio doméstico a 
la baja, se preveía que los agricultores podrían responder a estos cambios 
con su�ciente anticipación. El esquema se aplicó en 1994 y 1995, periodo 
en que la cuota se cumplió a cabalidad pese a que la producción doméstica 
alcanzara máximos históricos. En 1996, el gobierno federal decidió autori-
zar importaciones libres de arancel por encima de la cuota para paliar los 
efectos de una sequía en el norte del país, la cual mermó las existencias del 
grano (Casco, 1999). A partir de entonces y hasta 2007, el gobierno utilizó 
la sobrecuota de manera regular como instrumento de política. Según las 

los productores agrícolas, transferencias surgidas de las políticas públicas que crean una 
discrepancia entre los precios de referencia para un producto agrícola y los precios do-
mésticos al productor (o farm gate) (oecd, 2001).

5 Esta pérdida de valor ha sido un elemento central en el comportamiento del sector duran-
te la última década.
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autoridades responsables, el volumen de la sobrecuota se determinaba bajo 
una estricta disciplina, evitando cualquier efecto negativo en el precio do-
méstico (Casco, 1999). En opinión de algunos analistas, por el contrario, la 
sobrecuota se determinó mediante un proceso de negociación política que 
pretendía reducir el precio del maíz para asegurar la competitividad de los 
sectores pecuario y alimentario (Ávalos-Sartorio, 2006; Yúnez, 2003).

Debido a su elevado volumen, la autorización de sobrecuotas solía tener 
un impacto visible en los mercados de futuros en Estados Unidos. Es pre-
decible que, al satisfacer parcialmente la demanda interna, el volumen de 
las importaciones autorizadas también tuviera un impacto en los precios 
del maíz en México. Sin embargo, hasta la fecha no hay estudios que cuan-
ti�quen su efecto en los precios domésticos al productor o al consumidor. 
Otro aspecto relevante del comercio de maíz entre 2003 y 2007 fue la im-
portación de grandes volúmenes de maíz quebrado libre de arancel para 
la elaboración de alimentos balanceados. Se estima que estas importacio-
nes contribuyeron a deprimir el precio doméstico del grano sensiblemente 
(Westho� y 
ompson, 2007).

Aunque el tlcan no estableció compromisos en torno a la reducción 
del apoyo a los precios, la administración de Ernesto Zedillo se propu-
so abolirlos completamente y permitir que la producción nacional se de-
terminara bajo la ley de un solo precio, es decir, a partir del precio en el 
mercado norteamericano (Casco, 1999).6 Una parte importante de la es-
trategia del gobierno radicaba en fomentar la orientación a los mercados 
y asegurar el buen funcionamiento de los mismos. Debido a la ausencia 
de infraestructura adecuada, en 1991 fue creado Apoyos y Servicios a la 
Comercialización Agropecuaria (Aserca), un nuevo órgano administrativo 
que habría de asumir algunas de las funciones de Conasupo, apoyando la 
comercialización de granos básicos en zonas excedentarias. Originalmente 
Aserca administró subsidios a la comercialización de trigo, sorgo y soya, 
extendiendo su cobertura al maíz a partir de 1996 (Ávalos-Sartorio, 2006; 
Casco, 1999). Esto marcó el regreso formal de la intervención guberna-
mental al sector maicero, que pronto se convirtió en el principal receptor 
de una diversa gama de subsidios (Yúnez y Dyer, 2006). A la fecha, Aserca 

6 Otro de los propósitos del desmantelamiento de Conasupo fue impedir la reinstauración 
del control de precios (Casco, 1999).
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subsidia la comercialización, pignoración, cobertura e incluso la expor-
tación del grano bajo el rubro de Apoyos Compensatorios. A raíz de las 
críticas por su sesgo en favor de las grandes empresas, Aserca sustituyó el 
programa de comercialización por el de Ingreso Objetivo, que desde en-
tonces representa el principal subsidio al sector maicero.

El programa de Ingreso Objetivo se creó con el propósito formal de 
darle certidumbre al productor de granos en zonas excedentarias y ga-
rantizarle un ingreso mínimo; es decir, el programa intentó proteger a los 
productores de las 	uctuaciones en el mercado, así como de la competen-
cia de las importaciones. Como su nombre sugiere, el Ingreso Objetivo es-
tablece un ingreso �jo por tonelada de producto. En teoría, Aserca calcu la 
el precio al que la industria procesadora podría comprar maíz importa-
do libre de aranceles, denominado precio de indiferencia, y determina 
la magnitud del subsidio a los productores como la diferencia entre este 
precio y el Ingreso Objetivo. Contrario a lo que sostienen funcionarios de 
Aserca, el Ingreso Objetivo constituye un subsidio al precio al productor 
que, al igual que los precios de garantía, introduce distorsiones al mercado 
(Ávalos-Sartorio, 2006). El Ingreso Objetivo suprime las diferencias en los 
precios domésticos y de importación desde la perspectiva de la industria 
procesadora, pero impide la integración de estos precios desde el punto de 
vista del productor. Como se recordará, esto es contrario al objetivo ori-
ginal de la reforma del sector. El Ingreso Objetivo constituye un estímulo 
a la producción para los participantes en el programa. Su respuesta a este 
estímulo a su vez deprime el precio que reciben productores fuera de la 
cobertura del programa. Se ha estimado que, en 2007, el Ingreso Objetivo 
deprimió el precio al productor en 2.5% (Sumner y Balagtas, 2007).

Aspectos redistributivos de la reforma agrícola

La cuestión de la distorsión de los mercados es un problema esencialmente 
económico que no obstante tiene implicaciones sociales importantes. En 
general, la intervención del gobierno genera ine�ciencias con un costo so-
cial neto. Sin embargo, un resultado e�ciente no necesariamente es óptimo 
desde el punto de vista social. El costo de la intervención puede justi�carse, 
por ejemplo, con �nes redistributivos. Claramente, esto no signi�ca que 
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toda intervención tenga un saldo social favorable. El saldo de la distor-
sión en el sector maicero antes de la reforma era desfavorable (Levy y Van 
Wijnbergen, 1992). Aunque la gestión de Conasupo protegía a los consu-
midores urbanos, su impacto sobre los consumidores rurales era negativo 
(Appendini, 2001). Se esperaba que la liberalización mantuviera bajos los 
precios al consumidor en las ciudades, al tiempo que los reduciría en zonas 
rurales. Las industrias del nixtamal y la harina de maíz tuvieron acceso a 
cuotas de importación libres de arancel desde el inicio de la liberalización 
comercial. Un resultado imprevisto de la liberalización fue reducir la vo-
latilidad en los precios del grano al consumidor, de la harina y de las torti-
llas a partir de 1996 (Ávalos-Sartorio, 2006). Sin embargo, la liberalización 
nunca redujo el nivel de precios al consumidor, como se había anticipado: 
los precios reales de la harina de maíz y de la tortilla aumentaron constan-
temente a partir de 1994 (grá�ca 15.2).

Gráfica 15.2. Evolución de los precios del maíz al consumidor en México (1980-2008)
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Fuente: Banco de México.

Sin la intervención del gobierno, entre 1981 y 1993, el precio al produc-
tor podría haber sido casi 50% inferior al observado (Ávalos-Sartorio, 
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2006). El control de precios también bene�ciaba a los productores maice-
ros comerciales, en particular a los más productivos, pero no a los de au-
toconsumo. Aunque los apoyos al precio del maíz disminuyeron a lo largo 
de la reforma, esto no implicó una reducción de las transferencias al pro-
ductor. El Apoyo Estimado al Productor7 (aep) es una medida de dichas 
transferencias. Se estima que el aep se ha mantenido elevado hasta la ac-
tualidad, no obstante que su composición y distribución entre productores 
sean muy distintas a las que había al iniciar la reforma (oecd, 2006; Yúnez, 
2003). Los apoyos directos al productor cobraron singular importancia a 
partir de 1994.

Uno de los principales programas que se introdujeron a partir de la re-
forma es el de Apoyos Directos al Campo (Procampo). Antes de su lanza-
miento, este programa se presentó como sustituto del esquema de precios 
de garantía: un programa de pagos directos, desacoplados de la producción 
pero diferenciados con base en rendimiento (sarh, 1993; Aserca, 1993). 
Por lo mismo, no sorprende que la mayoría de los analistas considere que 
Procampo es una compensación por la alineación de los precios domésticos 
a los internacionales. Sin embargo, cambios de último momento resultaron 
en la sustitución del esquema anunciado por uno de pagos uniformes por 
hectárea, que no es cabalmente compatible con el objetivo anterior (Appen-
dini, 1996; Sadoulet, De Janvry y Davis, 2001). El objetivo explícito del pro-
grama es sencillamente transferir recursos en apoyo a la economía de los 
productores rurales, mejorar el nivel de ingreso de los productores de 
autoconsumo y elevar el nivel de vida de las familias rurales. Lo que sorpren-
de es que sólo una cuarta parte de los recursos del programa se destine a 
productores rurales (Dyer, 2007).8 Aunque el programa incorpora a agri-
cultores de autoconsumo, la mayor parte de los apoyos se otorga a grandes 
productores y empresas agrícolas que no son parte de la sociedad rural. 
Como podría esperarse, la distribución de apoyos es notablemente regresi-
va (Banco Mundial, 2005).

7 El Apoyo Estimado al Productor (Producer Support Estimate) es un indicador del valor 
monetario anual de las transferencias brutas de los consumidores y contribuyentes �scales 
a los productores agrícolas debidas a las políticas públicas al margen de su naturaleza, 
objetivos o impactos en la producción y el ingreso (oecd, 2001).

8 El resto corresponde a individuos y empresas que no son miembros de la población rural 
en un sentido estricto.
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Un caso similar es el de Ingreso Objetivo. Como dijimos, este programa 
restableció los subsidios al precio con el �n de dar certidumbre al produc-
tor de granos y garantizarle un ingreso mínimo. Sin embargo, la distribución 
de sus apoyos es arbitraria, ya que brinda enormes bene�cios a un grupo 
muy reducido de participantes, en perjuicio del resto de los productores 
comerciales y de los contribuyentes (Sumner y Balagtas, 2007). En general, 
es posible a�rmar que en la política maicera no hay una correspondencia 
clara entre objetivos formales y acciones concretas, así como tampoco exis-
te una diferenciación entre la política productiva y la social.

El mercado libre y la política maicera

Durante las administraciones de Carlos Salinas de Gortari y Ernesto Zedi-
llo prevaleció la idea de separar las políticas productiva y social. Con este 
objetivo se dejó de canalizar la asistencia social por medio del precio del 
maíz y se fomentó la consabida reconversión productiva, que sustituiría 
al maíz por otros cultivos. Al mismo tiempo, se abandonó el apoyo al sec-
tor como eje central de la política alimentaria, dejando que el mercado de-
terminara el volumen de maíz producido en el país. En la administración 
de Vicente Fox, la soberanía y seguridad alimentaria de la nación volvieron 
a ser un objetivo de la política, al menos nominalmente. Así lo establece 
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable de 2001. La administración de Fe-
lipe Calderón declaró en el Plan Nacional de Desarrollo su intención de 
fomentar la producción de cultivos básicos y la seguridad alimentaria. Sin 
embargo, son escasos los recursos que se destinaron a este último rubro.9 
No obstante que se dirigió un monto creciente al Programa Especial de 
Seguridad Alimentaria (pesa) en años recientes, sigue siendo un programa 
menor en el que el maíz desempeña un papel marginal. En otra palabras, 
al instaurarse el mercado libre en 2008, el fomento a la producción nacio-
nal de maíz se reducía en gran medida a la intervención de Aserca, cuya 
gestión se concentra en una fracción reducida de los productores y de la 
super�cie cultivada.

9 Se estima que los subsidios al maíz representaban 77% del total de los apoyos agrícolas a 
principios de la década de 1990, pero sólo 20% en 2006 (Ávalos-Sartorio, 2006).
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Hasta 2006 se esperaba que la apertura total del comercio con Estados 
Unidos tuviera un impacto sustantivo en el precio doméstico del maíz. El 
rápido aumento del precio en el mercado estadounidense cambió esa ex-
pectativa (Westho� y 
ompson, 2007). A raíz del alza que este último re-
gistrara, el precio medio al productor en México se elevó 43% entre 2006 
y 2008 (grá�ca 15.1). Recientemente se esperaba que el precio en Estados 
Unidos se mantuviera relativamente estable durante los próximos años y 
que el precio doméstico se redujera gradualmente a partir de 2008 (fapri, 
2008; Westho� y 
ompson, 2007). En 2008, la crisis económica mundial 
propició la caída en el precio del maíz y otros granos, al menos temporal-
mente. El fomento a la producción de biocombustibles en la presente admi-
nistración introducirá mayor incertidumbre al sector maicero (Dyer, 2010).

Conclusiones

Es difícil hablar de una política actual para el sector maicero. Sin embargo, 
como habrá quedado claro, esto no re	eja los objetivos de la reforma agrícola 
de las administraciones de Carlos Salinas y Ernesto Zedillo, que no se alcan-
zan en la actualidad, sino la ausencia misma de objetivos formales o decla-
rados. También es difícil identi�car los elementos constitutivos de la política 
de fomento a la producción de cultivos básicos y la seguridad alimentaria 
declarada por la administración de Felipe Calderón. Hemos de concluir que 
si existen políticas para el sector de cultivos básicos, no son las establecidas 
en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable o el Plan Nacional de Desarrollo.
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16. IMPACTOS DE EQUILIBRIO GENERAL  
DE POLÍTICAS PÚBLICAS AL SURESTE RURAL
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Introducción

Desde que inició la década de 1980 el campo mexicano ha sido incorporado 
a la reorientación de las políticas públicas del Estado mexicano, a saber, de 
fuertes intervenciones en la economía rural a la liberalización y apertura 
comercial (véase el capítulo 14 del presente volumen). Tal transformación 
ha estado acompañada de medidas de combate a la pobreza rural, entre los 
que destaca, para los propósitos del presente estudio, el Programa de Desa-
rrollo Humano Oportunidades, el cual se basa en transferencias directas de 
ingreso del gobierno federal. Uno de los objetivos en este artículo es estimar 
en los hogares del sureste rural de México los efectos directos e indirectos 
—de equilibrio general— del Apoyo Alimentario Vivir Mejor, una adición 
reciente a Oportunidades enfocada a proteger a los hogares en pobreza de 
los aumentos en el precio de los alimentos. También se estima el mismo 
tipo de efectos por el aumento en el precio de venta de los bienes agrícolas y 
ganaderos que producen los hogares rurales del sureste (es decir, el impacto 
que traería consigo mejorar el precio que reciben los hogares rurales por la 
venta de sus cultivos y animales). Por último, se calculan los impactos de 
equilibrio general que podría traer consigo el aumento en el crédito a los 
hogares de dicha región con diferentes tasas de interés.

Oportunidades fue creado en 1997 con el nombre de Progresa y, hasta 
el momento, es el programa más importante de la Secretaría de Desarrollo 

* Financiera Rural.
** El Colegio de México.
*** El Colegio de Posgraduados en Ciencias Agrícolas.
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Social (Sedesol), destinado a superar el rezago social en el país. El progra-
ma consiste en otorgar transferencias de ingreso a jefas de hogares en po-
breza; estas transferencias están condicionadas a que todos los miembros 
del hogar asistan a acciones preventivas de salud y los menores de 22 años a 
la escuela (Sedesol, 2010). Ante el aumento de los precios de los alimentos, 
en enero de 2008 el gobierno del presidente Calderón añadió a las transfe-
rencias de Oportunidades un monto adicional de 120 pesos mensuales por 
hogar bene�ciado, llamado Apoyo Alimentario Vivir Mejor.

Una manera de estudiar y evaluar con rigor los efectos en el sector ru-
ral de políticas públicas como Oportunidades y otros choques exógenos, 
como los aumentos en precios, es a partir de un enfoque multisectorial 
aplicado a la economía rural y con base en sus hogares, es decir, un enfoque 
microeconómico. Éste es precisamente el principal objetivo en el capítulo: 
estimar los impactos directos e indirectos de tales cambios en la economía 
del sureste rural mexicano a partir de un Modelo de Equilibrio General 
Desagregado Aplicado al Sector Rural (megdar) de dicha región.

Con el megdar se estiman los posibles impactos en la producción y el 
ingreso en los hogares rurales del sureste mexicano de los choques exógenos 
que siguen: 1) aumentos en las transferencias de Oportunidades del Progra-
ma Vivir Mejor y en el precio de los alimentos básicos (el maíz y el frijol); 2) 
crecimiento en el precio de venta de los bienes agropecuarios producidos por 
los hogares rurales, y 3) aumento en el capital de los hogares y un mayor em-
pleo de la mano de obra debido, en ambos casos, a un mayor acceso al crédito.

El capítulo se divide en cuatro secciones. Después de la presente intro-
ducción se incluye el apartado relativo al megdar elaborado para la región 
rural del sureste, así como la matriz de contabilidad social (mcs en adelante) 
usada para calibrar el modelo antes de llevar a cabo las simulaciones de cam-
bios exógenos. En la tercera sección se analizan y comentan los principales 
resultados de las simulaciones de política y, en la última, las conclusiones.

El modelo de equilibrio general  
usado para la estimación de impactos

Componente básico de las economías rurales, principalmente las de paí-
ses en vías de desarrollo, son las actividades productivas de hogares que 
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destinan parte de su producción de alimentos al consumo familiar. Como 
dichos hogares son heterogéneos en cuanto a los activos que poseen, a las 
actividades a las que se dedican sus miembros, al acceso a los mercados, et-
cétera, esto implica distintas reacciones de los agentes del campo ante cam-
bios en el entorno económico y, a partir de ellas, diferentes maneras en que 
tales efectos se transmiten a otros agentes. Por esta razón, el instrumental 
analítico que conviene usar para abordar el estudio de impactos es aquél 
que toma en cuenta la heterogeneidad económica de los hogares rurales 
y captura los efectos directos e indirectos de tales choques. Los modelos 
multisectoriales microeconómicos cumplen con dichos requisitos (Dyer, 
Taylor y Yúnez, 2005).

La base de información que con frecuencia se utiliza para calibrar mo-
delos multisectoriales es una mcs, que ofrece un marco para modelar com-
portamientos a partir de la organización de los datos sobre transacciones 
entre sectores y agentes económicos de una región, país o conjunto de na-
ciones, incorporando variables macroeconómicas como inversión, ahorro, 
balanza de pagos y cuentas del gobierno.

Uno de los problemas de los estudios multisectoriales convencionales 
para un país o conjunto de naciones es que no consideran las especi�cida-
des de la economía rural de países en desarrollo. Lo anterior se debe a que 
en los estudios se ignora que las unidades básicas de decisión son los ho-
gares rurales, los cuales se caracterizan por tener fuentes diversi�cadas de 
ingreso y por destinar parte de su producción al consumo de sus integran-
tes y, para ello, se emplea mano de obra familiar (es decir, en los modelos 
convencionales se ignora la presencia de costos de transacción y que un 
hogar rural típico es una unidad de producción y consumo). Para incluir 
estos rasgos se han elaborado mcs y modelos multisectoriales microeconó-
micos (Taylor, Yúnez y Hampton, 1999). El enfoque, además de tomar como 
unidad básica de análisis el hogar, considera la existencia de distintos 
grupos de hogares rurales, explicando su comportamiento y el tipo de vin-
culaciones con los mercados.1

1 Un ejemplo de modelos convencionales de equilibrio general aplicados a la agricultura 
mexicana es el de Robinson et al. (1993), con el que se previó una drástica reducción en la 
producción mexicana de maíz a partir de la apertura comercial con Estados Unidos en el 
marco del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan).
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La matriz de contabilidad social del sureste mexicano

Las matrices de contabilidad social (mcs) poseen una estructura similar 
a las matrices de insumo producto tipo Leontief, en las cuales se añaden 
instituciones privadas como hogares y, en consecuencia, cuestiones socia-
les relacionadas con la distribución del ingreso. Los datos para el análisis 
multisectorial que proporciona una mcs se basan en un seguimiento de los 
intercambios entre los distintos sectores e instituciones (hogares, empresas 
y gobierno). Cada elemento x

ij
 de la mcs es el ingreso de la cuenta i prove-

niente de la cuenta j.
El diseño especí�co de la mcs es muy �exible y permite de�nir cuentas 

de acuerdo con los objetivos de la investigación, del enfoque usado, así 
como de los datos disponibles. En el caso de la mcs del sureste rural mexi-
cano se cuenta con la información necesaria para distinguir, entre otros, 
grupos de hogares y sus actividades. La información se obtuvo de la infor-
mación de la Encuesta Nacional a Hogares Rurales de México (enhrum)2 
para 2002.

La parte microeconómica de la mcs del sureste contiene las cuentas que 
siguen. Seis actividades productivas de los hogares: cultivos básicos (maíz 
y frijol), cultivos comerciales (resto de cultivos), ganadería, servicios, 
construcción, y recursos naturales y pesca; y cuatro factores primarios de 
producción: tierra, capital, trabajo asalariado y trabajo familiar (los pagos 
a dichos factores constituyen los ingresos netos de los hogares). Aunque 
todos los hogares tienen fuentes diversi�cadas de ingreso, se clasi�caron en 
productores y no productores tomando como criterio su participación 
en la actividad agrícola y conforme a la posesión de tierra para este �n. 
Los primeros tienen tierra propia o arrendada para el cultivo y los segun-
dos son hogares cuyos ingresos provienen de otras fuentes (incluido, por 
ejemplo, el trabajo asalariado). A su vez, los hogares productores fueron 
clasi�cados en propietarios y no propietarios. Los propietarios son dueños 

2 La mcs fue elaborada por Arellano (2007). La enhrum es representativa de los hogares 
rurales en localidades de entre 500 y 2 499 habitantes distribuidos en las cinco regiones 
en las que el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) divide el país: sureste, 
centro, centro-occidente, noroeste y noreste. La mcs usada puede considerarse como re-
presentativa de una comunidad rural típica del sureste mexicano, que abarca los estados de 
Campeche, Chiapas, Guerrero, Oaxaca, Quintana Roo, Tabasco, Veracruz y Yucatán.
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de las parcelas que utilizan y los no propietarios son hogares que utilizan 
parcelas rentadas, prestadas o sujetas a determinados contratos de apar-
cería. Asimismo, los hogares productores propietarios y no propietarios 
se clasi�caron de acuerdo con la extensión de las parcelas que cultivan: 
menos de 2 ha, entre 2 y 5 ha y más de 5 hectáreas.

La parte “macro” de la mcs del sureste tiene los siguientes componen-
tes. Respecto de las instituciones, hay tres cuentas que capturan las vincu-
laciones económicas entre el gobierno y la región, en éstas se distinguen 
las transferencias de Oportunidades a los hogares de otras transferencias 
públicas, así como los ingresos que reciben los gobiernos provenientes 
de la región, destacando el pago de impuestos. Por su parte, la cuenta de 
capital se divide en físico y humano (inversión en educación), que tienen 
como contrapartida la cuenta de ahorro. Por último, están las cuentas 
que contienen las relaciones económicas entre la región y su entorno, 
a saber, con el sureste urbano, con el resto de México y con el exterior, 
principalmente Estados Unidos. Estas cuentas incluyen la compra y ven-
ta de bienes y servicios, las actividades de la región y las transferencias 
de ingreso de fuentes privadas y las remesas (la mcs del sureste está en 
Arellano, 2007).

El modelo de equilibrio general  

desagregado aplicado al sector rural del sureste

Con el megdar que se construyó para la región sureste rural de México 
se calibra su mcs, es decir, se reproduce la economía rural según dicha 
matriz a partir del diseño de una serie de ecuaciones simultáneas, de com-
portamiento de los hogares productores y consumidores para obtener los 
balances macro (Anexo).

En el modelo (y en la mcs) hay siete grupos de hogares: los que produ-
cen en predios con más de 5 ha, propietarios de la tierra cultivada (PP5 en 
adelante) o que la rentan (PN5); productores con predios de entre 2 y 5 
ha propias (PP2-5) o rentadas (PN2-5); productores con predios menores 
a las 2 ha, propias (PP2) o rentadas (PN2) y, el resto, hogares no propie-
tarios de tierra agropecuaria (NPr). Como ya se mencionó, se cuenta con 
seis actividades productivas de los hogares: cultivos básicos (maíz y frijol), 
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cultivos comerciales (resto de los cultivos), ganadería, recursos naturales y 
pesca, servicios (incluyendo comercio) y construcción (gasto en la vivien-
da propia).

En el megdar del sureste los hogares reciben ingreso a partir del uso de 
los factores de producción que poseen —incluida la venta de su fuerza 
de trabajo— y de las transferencias monetarias que reciben del gobierno, 
como Oportunidades, y privadas, como las remesas. Los hogares emplean 
su ingreso en consumir y en ahorro e inversión. Al menos parte de la pro-
ducción agrícola de cultivos básicos no está sujeta a transacciones mercan-
tiles, ya que es autoconsumida por los propios hogares involucrados en esta 
actividad. Además del cultivo, los hogares se dedican a otras actividades de 
producción propia o no propia; lo último por medio del trabajo asalariado 
de sus miembros. Hay cuatro factores de producción: trabajo familiar y asa-
lariado, tierra y capital. Se supone que su oferta es �ja y sus precios se deter-
minan endógenamente, es decir, en la región el ingreso por trabajo familiar 
es la ganancia que recibe el hogar por su uso en actividades productivas 
propias. Cada hogar maximiza su utilidad a partir de la compra de bienes, 
lo cual está sujeto al ingreso que percibe y a la tecnología que usan en sus 
actividades productivas. El resultado arroja un conjunto de demandas de 
trabajo, tierra y capital para cada actividad.

En el megdar, los precios de los bienes son exógenos a la región, mien-
tras que los de los factores son endógenos. Los últimos se incorporan 
al modelo a partir de restricciones de equilibrio general con las que se 
iguala la oferta y demanda de factores en la región (Dyer, Taylor y Yú-
nez, 2005, hacen consideraciones alternativas sobre la determinación de 
precios).

Los efectos de choques exógenos como los simulados en el megdar 
son complejos, debido al gran número de interacciones entre los hogares, 
los cuales desarrollan y cuentan con distintas actividades, tecnologías y 
demandas de consumo. Tales impactos son directos (por ejemplo, un au-
mento en el precio de los cultivos afecta directamente a sus hogares pro-
ductores) e indirectos (tal como el cambio en los precios relativos de los 
factores, causado por el choque inicial en el precio de los cultivos). Frente a 
esto, es imposible conocer el signo y la magnitud de los choques exógenos 
a partir de un modelo analítico; lo que se requiere es un enfoque de equi-
librio general aplicado.
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Las ecuaciones de cierre y de equilibrio general determinan, para la re-
gión y sus hogares, los excedentes comerciables de bienes y de factores. 
Como en el megdar del sureste se supone que los precios de los bienes 
producidos se determinan fuera de la región o a partir de intervenciones 
del gobierno federal, el excedente comerciable es endógeno. Por su parte, 
los precios de los factores de producción son endógenos a la región, por lo 
que su determinación es endógena. Con dichos precios se vacía el mercado 
de factores, es decir, su oferta iguala su demanda en la región. Lo anterior 
signi�ca que no hay excedente de factores en la región, pero que, indivi-
dualmente, sus hogares consideran en sus decisiones a los precios (es decir, 
se �jan en el mercado) y su excedente comerciable de factores es endógeno. 
Así entonces, en el caso de los bienes producidos por los hogares, el exce-
dente comerciable es el bien producido menos el consumo del hogar; y, en 
el caso del trabajo, dicho excedente es la diferencia entre la demanda de 
dicho factor por parte del hogar menos su oferta (es decir, la oferta neta 
de trabajo asalariado por parte del hogar).

A partir de las ecuaciones del megdar se reproduce la mcs para cada 
grupo de hogar y para la región sureste en conjunto. El megdar calibrado 
es la base para las simulaciones que se analizan más adelante. La estruc-
tura de equilibrio del modelo asegura que, una vez que éste se ajusta al 
cambio exógeno simulado, el megdar arroja como resultado la mcs co-
rrespondiente. Con ello se comparan los datos de la mcs original con los 
resultados de la simulación para conocer el impacto de equilibrio general 
del choque.

Resultados

El propósito general de las simulaciones realizadas es indagar en el plano 
cuantitativo los posibles efectos directos e indirectos de acontecimientos, 
así como de políticas públicas recientes y previsibles en el futuro cercano 
relevantes para el campo del sureste mexicano, la región más pobre del 
país. Las investigaciones se basan en tres simulaciones. La primera se re�e-
re a un fenómeno global de 2006-2007, a saber, el aumento en los precios 
de compra de los cultivos básicos y, por consecuencia, la puesta en práctica 
del programa federal Vivir Mejor. El segundo experimento está vinculado 
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al primero en cuanto al crecimiento en precios, pero atiende a la cuestión 
de las repercusiones que tendría que lograr que los hogares productores 
agropecuarios del sureste reciban los bene�cios de incrementos en los pre-
cios, es decir, con la segunda simulación se responde de manera estilizada a 
la cuestión de los impactos que podría traer consigo una mejora en las con-
diciones de venta de los bienes agropecuarios producidos por los hogares 
del sureste a partir de un aumento en el precio de los cultivos y del ganado 
que producen. Con el tercer experimento se trata otro tema fundamental 
en materia de bienestar y producción en el sureste rural, ya que con la si-
mulación se estiman los efectos que tendría en los hogares de la región un 
aumento en el uso de los factores de producción en sus actividades a partir 
del acceso al crédito.

Aumento en precios y Apoyo Alimentario Vivir Mejor

En junio de 2008 el gobierno federal anunció la incorporación de Apoyo 
Alimentario Vivir Mejor a sus programas sociales, que tiene como objetivo 
compensar la disminución del poder adquisitivo de los pobres, derivado 
del incremento generalizado en 2007 y 2008 en el precio de los alimentos. 
Vivir Mejor siguió aplicándose y consiste en una compensación de 120 pe-
sos mensuales a los hogares bene�ciarios de Oportunidades.

Para simular el efecto de esta política en los hogares y la economía rural 
del sureste, primero se identi�caron los bene�ciarios de Oportunidades y 
las transferencias que éstos recibieron del programa a partir de los datos 
recabados en la enhrum. Después se utilizó un factor de expansión para 
obtener la representatividad de dichos hogares en la región. Al multiplicar 
esta cantidad por 1 440 pesos (120 pesos mensuales a lo largo del año) se 
obtiene el incremento causado por la transferencia en el ingreso por tipo de 
hogar (cuadro 16.1).3 Al mismo tiempo, la simulación incluyó un aumento 
progresivo en el precio al que compran los cultivos básicos (maíz y frijol) 
los hogares rurales del sureste.

3 Mendoza (2008) realizó un ejercicio similar en el cual, a diferencia de la simulación para 
el presente capítulo, supone que todos los hogares del sureste reciben el apoyo, y no sólo 
los bene�ciarios de Oportunidades.
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Cuadro 16.1. Monto de la transferencia Vivir Mejor por tipo de hogar

Tipo de hogar

Hogares con

Oportunidades

Incremento por 

el componente 

Vivir Mejor 

(1 440 pesos 

anuales por tipo 

de hogar)Encuesta Representatividad*

Productores 
propietarios

Menos de 2 ha (PP2) 37 98 301 141 553 867

Entre 2 y 5 ha (PP2-5) 40 58 785 84 649 835

Más de 5 ha (PP5) 60 118 868 171 169 234

Productores  
no propietarios

Menos de 2 ha (PN2) 15 18 346 26 418 350

Entre 2 y 5 ha (PN2-5) 13 29 318 42 217 291

Más de 5 ha (PN5)  6 11 793 16 982 300

No productores (NPr) 37 81 747 117 715 802

* Se obtiene al multiplicar el número de hogares encuestados por su correspondiente factor de 
expansión. 
Fuente: elaboración propia con datos de la enhrum 2002.

La grá�ca 16.1 muestra los efectos de equilibrio general de la transfe-
rencia de Vivir Mejor a medida que aumenta el precio de los cultivos bá-
sicos y, en consecuencia, el umbral de cambio en precio a partir del cual 
la modi�cación en el ingreso por grupo de hogar, causada por Vivir Mejor 
se empieza a tornar negativo. Sin el aumento en el precio mencionado los 
menos bene�ciados de la transferencia Vivir Mejor son los hogares no pro-
ductores (NPr) y los productores agrícolas no propietarios con menos de 
2 ha de tierras rentadas, a medias, o en aparcería (PN2), para los cuales el 
ingreso real aumenta con Vivir Mejor en sólo alrededor de 1%. Los hogares 
más bene�ciados son los productores propietarios de menos de 2 ha (PP2), 
con un aumento en su ingreso real de 3.5%. La magnitud del aumento en 
el ingreso de cada tipo de hogar depende del número de hogares bene�cia-
rios por Oportunidades (cuadro 16.1).

Los efectos de equilibrio general de un cambio en el precio de compra 
de cultivos básicos son complejos. Debido a que la producción de maíz 
que siembran los hogares con actividades agropecuarias se demanda para 
el consumo familiar y venta, y también como insumo para alimentar ga-
nado y como semilla para la siembra, el incremento en su precio hace 
crecer los costos de la producción ganadera y de la propia agricultura de 
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básicos. Estos cambios afectan la composición de la demanda de facto-
res y de sus precios, que impactan de manera distinta la rentabilidad de 
las actividades productivas y el ingreso según el tipo de hogar. El efecto 
�nal del incremento en precios de compra y de la transferencia de Vivir 
Mejor sobre el ingreso real de cada grupo de hogar se puede identi�car 
a partir de la pendiente de las líneas de la grá�ca 16.1, cuyos valores son: 
PN5, -0.4; PN2, -0.35; PN2-5, -0.32; PP2-5, -0.27; PP2, -0.24; PP5, -0.23, 
y NPr, -0.06.

Gráfica 16.1. Cambios en el ingreso real por tipo de hogar según aumentos progresivos en el precio  

de compra de cultivos básicos con transferencia de Oportunidades
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Fuente: estimación propia mediante el megdar del sureste mexicano.

La grá�ca 16.1 muestra, además, que los hogares no productores (NPr) 
son los menos perjudicados por el incremento en el precio de los cultivos 
básicos. Esto debido a que, entre otros, al contar con un mucho mayor 
ingreso per cápita, respecto al resto de los hogares del sureste rural, el 
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peso de los cultivos básicos en su canasta de consumo es menor y, en con-
secuencia, también lo es el aumento en el precio de tales bienes (cuadro 
16.2). Así, entonces, una vez recibido el apoyo de Vivir Mejor, el impacto 
de equilibrio general del aumento progresivo en el precio es menos pro-
nunciado para los no productores respecto al resto de los hogares (el in-
greso real de los primeros empezará a decrecer a partir de un aumento en 
el precio de básicos por arriba de 16%). En contraste, como consumidores 
y compradores de semilla, los hogares productores no propietarios con 
menos de 2 ha de tierra rentada (PN2) son más vulnerables, a pesar de 
que el efecto inicial en su ingreso real de la transferencia de Vivir Mejor 
sea muy similar a la de los hogares no productores. Ello porque su ingreso 
comenzará a disminuir a partir de un aumento de 3% en el precio de los 
básicos.

Cuadro 16.2. Características seleccionadas de los hogares rurales del sureste

Tipo de hogar

Ingreso 

total 

(millones 

de pesos)

Ingreso 

por hogar 

(pesos)

Ingreso 

per cápita 

(pesos)

Tamaño 

promedio 

del hogar

Tamaño 

promedio 

del predio 

(ha)

Productores 
propietarios

Menos de 2 
ha (PP2)

2 983.9 15 354.8 3 362.6 4.47 0.92

Entre 2 y 5 
ha (PP2-5)

3 009.8 16 826.9 3 430.2 5.00 3.10

Más de 5 ha 
(PP5)

9 222.3 25 834.6 4 826.5 5.38 15.54

Productores 
no  
propietarios

Menos de 2 
ha (PN2)

1 775.0 24 432.3 5 191.7 4.29 0.88

Entre 2 y 5 
ha (PN2-5)

1 377.0 16 269.6 3 851.0 4.41 2.76

Más de 5 ha 
(PN5)

459.6 19 248.6 3 431.6 5.67 25.67

No productores (NPr) 10 359.1 28 307.0 6 515.2 4.31 0.00

Totales 29 186.6 146 273.9 30 608.8 4.47 4.98

Fuente: Arellano (2007) .
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Políticas de comercialización

En la última década las políticas al sector rural han adoptado como una 
de sus metas estratégicas promover la integración de lo que se ha llamado 
“sistemas producto”, con el objetivo de incrementar el ingreso de los pro-
ductores primarios a partir de mejorar el precio al que venden los bienes 
agropecuarios que producen, entre otros.

La integración de sistemas producto se da en dos sentidos: la incorpora-
ción de los productores primarios a la cadena productiva para que sean ellos 
quienes agreguen valor a su producto, y la eliminación de intermediarios 
innecesarios o “coyotes”, agentes que aprovechan la insu�ciencia de recur-
sos e información de los campesinos para comprar y acopiar su producto a 
precios bajos y venderlo al siguiente eslabón de la cadena sin agregar valor.

El experimento realizado con el megdar del sureste evalúa el segundo 
aspecto de manera estilizada a partir de simular un aumento de 5% sobre el 
precio que reciben los hogares al vender los bienes agropecuarios que pro-
ducen. El cambio simulado es conservador si se tiene en cuenta, por ejemplo, 
que el margen nacional de comercialización de los mayoristas es, para maíz 
blanco, de 46%, en tanto que los productores reciben 37% del precio que 
pagan los consumidores. En el caso de carne en pie de bovino, el productor 
obtiene un margen de comercialización de 38%, mientras que el mayorista 
captura alrededor de 18% de margen de comercialización (siap, 2007).

En el cuadro 16.3 se presentan los resultados de los cuatro experimentos 
realizados sobre aumentos en precios de venta, a saber: incremento en el 
precio de los cultivos básicos (i), de los comerciales (ii), del ganado (iii) por 
separado, y aumento en los precios de venta de los tres tipos de bienes (iv).

El crecimiento en el precio de los cultivos básicos (maíz y el frijol) hace 
más rentable esta actividad, por lo que sus hogares productores reasignan 
su dotación de factores a ella, con lo que aumenta la oferta regional de estos 
bienes en casi 25% y disminuye la del resto. No obstante, el efecto de equili-
brio general en la economía rural del sureste es positivo, ya que su Producto 
Interno Bruto (pib) crece en más de 1%. El precio de todos los factores de 
producción aumenta, así como el ingreso de todos los hogares, y de manera 
notable el de los no propietarios que rentan parcelas mayores a 5 ha (3.19%).

Los efectos de equilibrio general del aumento de 5% en el precio de los 
cultivos comerciales son de menor magnitud respecto de los de la primera 
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simulación, y algunos tienen el signo contrario. Por ejemplo, el pib del su-
reste rural crecería sólo 0.38%, frente a 1.08%, cuando aumenta el precio 
de los básicos, y el ingreso real de los hogares 0.24%, frente a 0.68% cuando 
se simula aumento en precio de los básicos; lo anterior sugiere que en el 
sureste el cultivo de básicos es más redituable. Por otro lado, y a diferencia 
del experimento previo, el único factor cuyo precio crece es el del trabajo 
asalariado, fenómeno que indica que la producción de cultivos comerciales 
es relativamente intensiva en el uso de este factor.

cuadro 16.3. Incremento de 5% en el precio de venta de las actividades  

agropecuarias (variación porcentual respecto a la base)

Variable

Aumento de 5% en precios de:

Básicos Comerciales Ganado Los tres

Producción 
por actividad

Básicos 24.72% -7.82% -2.07% 15.29%

Comerciales -20.49% 23.53% 0.81% 1.88%

Ganadería -3.18% 0.45% 33.96% 30.81%

Servicios y otras 
actividades

-0.82% -0.21% -0.77% -1.77%

Construcción -1.80% -1.11% 0.15% -2.49%

Recursos  
naturales y pesca

-12.82% 0.05% -5.58% -17.70%

Ingreso real 
por tipo  
de hogar

PP2 0.75% 0.44% 0.03% 1.14%

PP2-5 0.30% 0.13% 0.14% 0.55%

PP5 0.62% 0.22% 0.14% 0.93%

PN2 1.72% 0.14% -0.08% 1.70%

PN2-5 0.24% 0.14% 0.08% 0.44%

PN5 3.19% 0.18% 3.42% 6.60%

NoPr 0.60% 0.28% 0.05% 0.88%

Total 0.68% 0.24% 0.13% 1.01%

Precio  
de los  
factores

Tierra 14.00% -2.38% 21.35% 32.42%

Capital 10.45% -0.29% -1.06% 8.81%

Trabaja asalariado 9.75% 5.88% -0.77% 13.78%

Trabajo familiar 0.01% 0.00% 0.16% 0.18%

PIB real 1.08% 0.38% 0.21% 1.59%

Fuente: estimación propia mediante el megdar del sureste mexicano.
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En la región sureste la ganadería es muy poco tecni�cada, así la mayoría 
de las unidades de producción utiliza el pastoreo para la crianza del ganado 
y no la engorda en corrales, usando como insumo el maíz producido en los 
hogares. Tal característica explica en parte que, ante el aumento simulado 
en el precio simulado del ganado y sus productos, el de la tierra se eleve de 
forma sustancial y que la producción de básicos disminuya ligeramente. 
En términos generales, el impacto del aumento en el precio de venta de 
ganado es bastante menor que el correspondiente al que traería consigo el 
aumento en precios de los bienes agrícolas: el pib de la región crece en sólo 
0.21% y el ingreso real de los hogares en menos del 0.15 por ciento.

La última simulación sirve para identi�car el efecto que se daría si se apli-
cara una política de eliminación de intermediarios en el sector agropecuario, 
de tal forma que el precio de venta de los bienes agrícolas y ganaderos au-
mentara. Como se observa en la última columna del cuadro 16.3, el impacto 
total de dicho aumento en la economía de la región es positivo y elevado. En 
efecto, el ingreso real de los hogares aumentaría en 1.01% (frente al 0.68%, 
0.24% y 0.13% arrojado por las simulaciones i, ii y iii, respectivamente) y el 
del pib regional lo haría en 1.59% (frente a 1.08%, 0.38% y 0.21%). 

Un hallazgo adicional a partir de las estimaciones de impactos de los 
cambios en precios simulados es que el efecto positivo en el ingreso es ma-
yor para los hogares agropecuarios que rentan tierras en predios mayores a 
las 5 ha (PN5). La excepción se da cuando aumenta el precio de los cultivos 
comerciales, ya que es similar el cambio en el ingreso de todos los hogares; 
aunque su impacto es bajo para cualquiera de ellos. Otra consecuencia que 
resulta interesante es que el crecimiento del precio del ganado reduce la 
producción de cultivos básicos (en 2.1%) y, sobre todo, la de actividades 
vinculadas a la explotación de recursos naturales (en 5.6%). Dichos efectos 
ilustran, como es sabido, que la actividad ganadera compite con la produc-
ción agrícola y, sobre todo, se hace a costa de la cobertura forestal.

Acceso al crédito por parte de los hogares rurales

El acceso al crédito es clave para la producción rural, pero desafortunada-
mente es muy bajo en México.4 Por tanto, resulta fundamental aumentar 

4 Según el Censo Agropecuario de 2007, menos de 5% de las unidades de producción rural 
tuvieron en ese año acceso al crédito o al seguro.
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acceso y montos de crédito al sector rural, y el megdar al sureste es un 
instrumento adecuado para evaluar los posibles efectos de tal cambio.

Básicamente, hay dos tipos de crédito cuyo acceso bene�ciaría la pro-
ducción rural: de corto plazo para �nanciar parte del capital circulante 
(compra de insumos y pago de salarios) y de largo plazo para la compra de 
maquinaria, equipo e instalaciones.5

El experimento para evaluar el impacto que tendría un mayor acceso al 
crédito de corto plazo por parte de los hogares productores del sureste rural 
se hizo de manera estilizada, simulando de forma simultánea dos tipos de 
�ujos monetarios: monto otorgado y pago del crédito. El primero consiste 
en una inyección exógena de recursos de la cuenta de la mcs del sureste 
“Otras instituciones” a la de ‘‘Trabajo asalariado”, por montos calculados a 
partir de proporciones del pib de la región. Por su parte, el pago del crédito 
se simula como una transferencia en el sentido contrario, por un monto 
igual al del crédito más tasas de interés, distribuido entre cada grupo de 
hogar conforme a la participación de sus miembros en la producción y en su 
carácter de asalariados. El experimento para estimar el efecto del crédito a 
largo plazo se hizo de manera similar, aunque en este caso el acceso al servi-
cio �nanciero se simula como una transferencia al factor capital, y su pago, 
conforme a la propiedad del capital por tipo de hogar. En la simulación del 
crédito de corto plazo se supone que los hogares que reciben el crédito lo 
liquidan en el mismo periodo, mientras que para el de largo plazo se supone 
que se paga durante cinco ciclos, por lo que en la simulación el pago de la 
transacción �nanciera es de 20% del costo total (capital más intereses).

Las simulaciones realizadas implican relajar el supuesto de que el em-
pleo de los factores de producción no varía para los casos del trabajo asa-
lariado (crédito de corto plazo) o del capital (crédito de largo plazo), cuya 
oferta aumenta con el acceso a dicho servicio �nanciero. Este cambio exó-
geno hace crecer la capacidad de producción de los hogares, lo cual lleva 
a un aumento en la demanda de los factores que mantienen su oferta �ja, 
lo cual presiona su precio al alza y bene�cia indirectamente a los hogares 
propietarios de dichos factores.

5 En la producción agrícola el primer tipo de crédito es el de habilitación o de avío y el 
segundo el refaccionario. El de avío se otorga y destina al contrato de trabajo para la pre-
paración de la tierra y a la compra de insumos. El plazo de vencimiento de este tipo de 
crédito es aproximadamente de 180 días.
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De acuerdo con las cifras del Banco de México (2011), la penetración 
�nanciera en el sector primario para las entidades del sureste del país oscila 
entre 0.4% y 6.3%.6 Con esta base y a partir de los intereses que se cobran 
en el medio rural, los experimentos sobre acceso al crédito de corto y largo 
plazo consisten en aumentar progresivamente la penetración �nanciera y 
la tasa de interés, hasta que la primera alcance 7% del pib de la región y la 
segunda llegue a 100 por ciento.7

En la grá�ca 16.2, panel a, se expone el efecto de equilibrio general en 
el ingreso real de todos los hogares rurales del sureste provocado por una 
penetración �nanciera de 7% por la vía del crédito de corto plazo y de largo 
plazo, y a medida que crece la tasa de interés. Si ésta fuera nula, el ingreso 
de los hogares de la región crecería en más de 1.5% en el caso del crédito de 
corto plazo y de casi 5% en el del largo plazo. En ambas situaciones, a medida 
que aumenta la tasa de interés baja el crecimiento del ingreso de los hoga-
res: llega a cero cuando la tasa de interés es de 90% para el crédito de corto 
plazo (α en el panel a de la grá�ca 16.2), mientras que el ingreso aumenta 
aun con una tasa de 100% para el crédito de largo plazo (punto β). Los 
resultados muestran que, respecto al crédito de largo plazo, el impacto que 
tiene el crédito de corto plazo en el ingreso de los hogares es más sensible a 
las tasas de interés; también indican que tal efecto es menor cuando dicha 
tasa es nula, como se ve en el panel b de la grá�ca 16.2.

Los resultados de la penetración �nanciera por tipo de hogar arrojados 
por el megdar del sureste están en la grá�ca 16.3. Manteniendo la tasa de 
interés �ja a cualquier nivel, el cambio en el ingreso real de los hogares 
como función de la penetración �nanciera tiene, en general y para el cré-
dito de corto plazo, una trayectoria parecida a una parábola (panel a). Ello 
indica la presencia de un rango dentro del cual existe una relación negativa 
entre el volumen de crédito de corto plazo otorgado y el ingreso real de los 
hogares, pero una vez que se supera el punto de in�exión, la relación se 
torna positiva. Los resultados presentados en el panel a de la grá�ca 16.3 
re�ejan esto cuando se va incrementando la penetración �nanciera en la 
región, suponiendo una tasa de interés de 200%.8 Así entonces, a esa tasa, 

6 La penetración �nanciera se mide a partir de la suma de los saldos de cartera de la banca 
comercial y de desarrollo entre el pib sectorial.

7 Lo último re�eja las altas tasas de interés que las instituciones �nancieras o los prestamis-
tas informales cobran en el México rural (véase capítulo 10 en este libro).

8 Se eligió esta tasa porque con ella se ilustran mejor las curvas de ingreso de los hogares (las 
tendencias son las mismas si se eligen menores tasas de interés).
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los hogares PN2 alcanzan muy pronto el punto de in�exión (panel a, punto 
A, con menos de 0.5% de penetración �nanciera), los PN5 lo hacen en tor-
no a 2.5% (punto B) y los PP2-5 con una penetración de 6.5% (punto C). 
El resto de los hogares requieren una penetración �nanciera mayor a 10% 
para que su curva de cambio en ingreso real alcance su punto de in�exión.

Gráfica 16.2. Cambios en el ingreso real total de los hogares causados por la penetración financiera
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Gráfica 16.3. Ingreso real por hogar y penetración financiera con una tasa de interés de 200%
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En el panel b de la grá�ca 16.3 se presentan los resultados del mismo 
ejercicio para el crédito de largo plazo. Además de que su efecto en el in-
greso real de los hogares por tipo es mayor respecto al de corto plazo, tal 
impacto es positivo a cualquier nivel de penetración �nanciera. Los ho-
gares más bene�ciados son los PN2 y los PN5, mientras que los menos 
bene�ciados son los PN2-5 y PP2-5.

Las distintas trayectorias de los efectos del acceso al crédito por tipo 
de hogar se deben, en parte, a la distribución de la propiedad de los facto-
res por grupo de hogar. En cuanto al crédito de largo plazo, por ejemplo, 
los hogares PN2 poseen una elevada proporción del capital físico en la 
región sureste, por lo que, conforme al diseño de la simulación, reciben 
un alto porcentaje del crédito, y dado que en el primer periodo sólo tie-
nen que pagar una fracción de lo que reciben (20% del capital más inte-
reses) resultan ser los más bene�ciados. En contraste, como los hogares 
PN2-5 no poseen capital físico, no reciben crédito de largo plazo, pero se 
bene�cian —crece su ingreso real— indirectamente gracias a los efectos 
de equilibrio general del acceso al crédito por parte de los hogares que 
poseen capital.

Otra forma de comparar los efectos de los dos tipos de crédito en la 
economía del sureste rural es a partir de los resultados del megdar en 
cuanto a las trayectorias de sus impactos en el pib conforme crece la pene-
tración �nanciera. En la grá�ca 16.4 se muestra que, manteniendo la tasa 
de interés �ja, los créditos de corto y largo plazo afectan positivamente al 
pib regional, pero tal impacto disminuye conforme aumenta la penetra-
ción �nanciera por el efecto de los rendimientos decrecientes supuestos 
en las funciones de producción usadas en el megdar (Anexo). A niveles 
bajos de penetración �nanciera, el crédito de largo plazo tiene un impacto 
más elevado en el pib regional que el de corto plazo, y lo contrario suce-
de cuando dicha penetración supera 6% del pib. Ello debido, en parte, 
a las diferencias en la composición factorial de las distintas actividades 
productivas de la región, así como en los cambios en la productividad 
marginal de los factores.
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Gráfica 16.4. pib regional y penetración financiera
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Fuente: estimación propia mediante el megdar del sureste mexicano.

Conclusiones

La aplicación de modelos multisectoriales es una herramienta adecuada 
para evaluar los posibles efectos de choques exógenos, incluyendo los cam-
bios en las políticas públicas y propuestas para modi�carlas. Esto es espe-
cialmente válido en el caso de los modelos microeconómicos de equilibrio 
general aplicados al sector rural (megdar) de países en desarrollo, ya que 
capturan el hecho de que gran parte de sus hogares son consumidores y 
productores, así como la heterogeneidad que hay entre ellos. Además, con 
los megdar se miden los efectos directos e indirectos de choques exóge-
nos, característica muy sólida para extender las evaluaciones de impacto 
de las políticas públicas; aunque a la fecha, tales evaluaciones no incluyen 
los efectos indirectos de los cambios en las acciones gubernamentales.9 Por 

9 Comparar, por ejemplo, los resultados de las simulaciones sobre los efectos del acceso al 
crédito aquí expuestos con la evaluación externa del Precesam al programa de seguridad 
alimentaria aplicado en el estado de Guerrero o “Guerrero sin Hambre” (Yúnez et al., 2009).
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último, el enfoque multisectorial y microeconómico usado en el presente 
trabajo proporciona resultados desagregados por tipo de hogar y actividad 
productiva del sureste rural, lo cual permite observar impactos diferencia-
dos de los choques simulados.

Los que siguen son los principales hallazgos obtenidos en el presente 
estudio, así como sus implicaciones en materia de políticas de desarrollo 
agropecuario y rural de la región estudiada.

El componente Apoyo Alimentario para Vivir Mejor del Programa 
Oportunidades reduce los efectos negativos en el ingreso de los hogares del 
sureste ante aumentos en el precio de compra de los alimentos básicos. Sin 
embargo, Vivir Mejor incide de manera diferenciada en el ingreso de los 
distintos tipos de hogar. Aunque el efecto inicial en el aumento del ingreso 
real de la transferencia monetaria de Vivir Mejor es menor para los hoga-
res no productores del sureste respecto al resto, el crecimiento en el precio 
de los cultivos básicos afecta menos al primer grupo; o sea, al estimar los 
impactos de equilibrio general que tienen Vivir Mejor y los aumentos en el 
precio de los cultivos alimenticios, resulta que el programa sobrecompensa 
a los hogares no productores, que son los que tienen el ingreso más elevado 
en el sureste rural. Lo anterior indica que Vivir Mejor puede estar teniendo 
consecuencias negativas en la distribución del ingreso en dicha región y 
que la e�cacia del programa podría mejorarse con una mejor focalización.

En cuanto a los propósitos gubernamentales de eliminar intermediarios 
innecesarios en la venta de los bienes agropecuarios producidos en el sec-
tor rural del sureste, los resultados muestran que su cumplimiento traería 
bene�cios considerables en la economía de sus hogares. No obstante, la 
magnitud de los efectos varía conforme al sector que se ve bene�ciado por 
dicha política y por tipo de hogar. Los impactos positivos más pronun-
ciados en producción, pib e ingresos en el sureste se darían al aumentar 
el precio de venta del maíz y frijol, ya que serían mucho menores cuando 
crece el precio de los cultivos comerciales y el ganado. A lo anterior hay 
que agregar que el aumento del precio del ganado reduciría la producción 
de cultivos básicos y, sobre todo, la de las actividades vinculadas a la ex-
plotación de recursos naturales. Dichos efectos ilustran, como ya se men-
cionó, que la actividad ganadera compite con la producción agrícola y que 
se hace, además, a costa de los bosques y selvas. Entonces, los resultados 
muestran que la política más conveniente sería promover mejoras en el 
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precio que reciben los productores de cultivos básicos y ser cautelosos con 
el fomento ganadero.

Los resultados estilizados sobre los efectos de equilibrio general posi-
tivos del acceso al crédito para la producción ilustran la importancia que 
tendría el aumento de la oferta de servicios �nancieros en el desarrollo del 
sureste rural. El enfoque microeconómico del modelo usado hace posible 
conocer los impactos en la producción y los ingresos por tipo de hogar que 
podrían tener distintas formas de �nanciamiento y, en consecuencia, pro-
poner acciones especí�cas en materia de políticas públicas. En efecto, los 
resultados sugieren que el impacto del crédito de corto plazo en el ingreso 
de los hogares del sureste es más sensible a las tasas de interés y menor 
respecto al crédito para �nanciar al capital físico. Los hallazgos también 
indican que para que crezcan los impactos positivos que generaría un ma-
yor acceso al crédito, debería aumentar la productividad de los factores 
de producción contratados o adquiridos a partir de este tipo de �nancia-
miento; esto es especialmente importante para el capital físico, ya que los 
impactos positivos que traería consigo el acceso al crédito para comprarlo 
crecerían si en la maquinaria y equipo adquiridos estuviera incorporado el 
cambio tecnológico.

En síntesis, los resultados expuestos muestran que Vivir Mejor ha con-
tribuido a proteger el ingreso de los hogares del sureste rural. No obstante, 
el programa puede ser inequitativo y, sobre todo, muestra que hay políti-
cas alternativas que podrían contribuir al crecimiento tanto del ingreso de 
dichos hogares como de su producción; son los casos de aquellas medidas 
que permitan a los hogares productores mejores precios por la venta de sus 
productos agrícolas que, además, eleven su acceso al crédito.
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ANEXO. ECUACIONES BÁSICAS DEL MODELO  
DE EQUILIBRIO GENERAL DESAGREGADO  
APLICADO AL SECTOR RURAL (megdar)10

Sea H el conjunto de los hogares rurales, I el conjunto de actividades/bie-
nes, F el conjunto de factores de producción y Z el conjunto de cuentas 
exógenas.11 Se asume que los hogares maximizan su utilidad conforme a 
lo siguiente:
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donde U es el vector de utilidad de los hogares y Xh denota al vector (i ×1) 
cuyos elementos xi

h, con i I∈ , representan la demanda del bien i por el 
hogar h. U está sujeto a las siguientes restricciones:

(1) Ingreso
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) es el vector de precios de los bienes, hη y y h son la pro-

pensión marginal a consumir y el ingreso del hogar h, respectivamente. 
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la proporción del factor f en propiedad del hogar h. W es el vector ( f ×1) 

de precios de los factores, FD
i
 el vector ( f × 1) de demanda de los factores 

por parte de la actividad i y tz
h  las transferencias exógenas de la cuenta z 

al hogar h.

10 En la calibración y simulaciones se usó el programa computacional General Algebraic 
Modelling System (gams). La exposición de las ecuaciones del modelo siguen la sintaxis 
del gams.

11 Transferencias gubernamentales, otras instituciones y las cuentas que capturan las inte-
racciones entre la región y el resto del mundo.
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(2) Tecnologías de producción

 Q = Q (FD
i 
, V

i
)

Q es el vector (i × 1) de producción, y V
i
 es el vector (i × 1) de demanda de 

insumos intermedios por la actividad i. El modelo supone que todos los 
hogares comparten la misma tecnología para cada actividad.

Para los hogares productores, a continuación se presentan las condicio-
nes de primer orden para la maximización de la utilidad.

Producción

El valor del producto marginal de los factores es igual a su precio
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Q

FD
=W

i

⋅
∂

∂

donde PVA es el vector (i × 1) de precios del valor agregado de las activida-
des, cuyos elementos se de�nen como pva = p P Vi i i− ⋅

Consumo

La utilidad marginal del bien i es igual a su precio por la utilidad marginal 
del ingreso (el costo del consumo):
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Estas condiciones de primer orden producen una función de demanda 
de la forma

 Xh = Xh (P
 
, y h)
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Restricciones de equilibrio general

En el mercado de capitales la regla de cierre está dada por
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⎦
⎥

donde in
i
 es la inversión en la actividad i, s

z
 es la transferencia de la cuenta 

exógena z a la cuenta de capital y iω la proporción del ahorro que se des-
tina a la actividad i.

Finalmente, en el mercado de bienes, la diferencia entre la producción 
interna y la suma de la demanda de insumos locales por parte de las acti-
vidades y el consumo de los hogares determinan al vector XN de (i × 1) de 
superávit comercial:

 
XN Q− MV TQ X h
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donde MV es la matriz de i × i cuyas columnas son los vectores V
i
.
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17. MÉXICO: DESCENTRALIZACIÓN  
DE LOS PROGRAMAS DE DESARROLLO RURAL

José María Caballero†*

En este capítulo presentamos los resultados de un estudio sobre la relación 
entre la descentralización y los programas productivos para el desarrollo 
rural (ppr, en adelante). Lo anterior bajo el entendido de que el avance 
en el proceso de descentralización conduciría a mejores programas para 
revitalizar la economía rural y reducir la del mismo sector.

El gasto federal de México en las zonas rurales es muy elevado. En 2005 
se estimaba un presupuesto del orden de 14 000 millones de dólares, o cer-
ca de 560 dólares per cápita de la población rural. De este total, alrededor 
de 4 500 millones de dólares, equivalentes a una inversión anual de casi 800 
dólares por familia rural, corresponden a ppr. En su mayoría, los progra-
mas están destinados a los sectores de bajos ingresos, pero no conocemos 
la proporción de recursos que en la práctica son asignados a ellos. Asimis-
mo, el impacto de este inmenso gasto en la economía rural no es del todo 
claro. A diferencia de lo que ocurre en otros países de América Latina, en 
México el principal problema no es la falta de recursos �scales aplicados a 
las zonas rurales, sino la ine�ciencia en el uso de éstos.

Un elemento que propicia la ine�ciencia es el exceso de programas y la 
falta de coordinación y coincidencia entre ellos. Así, por ejemplo, en el Pro-
grama Especial Concurrente de 2005 había alrededor de 267 ppr federales, 

* Este texto es una versión breve (de los editores del libro) y traducida al español por Lorena 
Murillo Saldaña, de un artículo con el mismo título, que fue publicado originalmente en 
inglés por el Banco Mundial en el volumen ii del Informe Decentralized Service Delivery 

for the Poor (Banco Mundial, 2006). La versión en español no es una traducción o�cial del 
Banco Mundial. El Banco Mundial no garantiza la exactitud de la información incluida en 
esta publicación y no acepta responsabilidad alguna por cualquier consecuencia derivada 
de su uso o interpretación. En la traducción se agregaron los títulos de las secciones que 
forman parte del capítulo y una nota a pie de página.
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muchos de los cuales tenían sus propios subprogramas, además de que un 
gran número de esos programas eran redundantes. El Programa Especial 
Concurrente se creó en 2003 como un instrumento para otorgar más coor-
dinación y concurrencia a los programas rurales y constituyó, en efecto, un 
avance en esa dirección. No obstante, hasta ahora únicamente se ha utilizado 
como herramienta contable y no como medio para lograr una coordinación 
efectiva. La proliferación y falta de coordinación de los ppr es un problema 
crítico que impide el uso e�ciente del gasto público en las zonas rurales. 
Cada programa federal tiene sus propios reglamentos, tiempos y unidad 
de implementación, además de que a menudo participan en ellos comités 
ad hoc.1 Aunado a esto, no existe una estrategia nacional para los ppr que 
facilite la convergencia. La falta de coordinación horizontal en el ámbito fe-
deral di�culta la coordinación vertical entre los gobiernos federal y estatales 
y, por tanto, la descentralización efectiva, puesto que cada gobierno estatal 
debe tratar de forma independiente con la autoridad federal responsable de 
cada programa. En estas circunstancias, a los gobiernos estatales les resulta 
sumamente difícil diseñar estrategias coherentes para los ppr.

Avances y retos de la descentralización

Se han tenido avances importantes durante la década de 2010; en particu-
lar, de 2001 a 2006 en lo que se re�ere a la descentralización de los ppr. El 
programa Alianza para el Campo de la Sagarpa ha estado al frente de este 
proceso y ha sido, de hecho, su principal motor.

Se buscaba que la descentralización no sólo comprendiera la imple-
mentación de los programas y los fondos, sino también la transferencia 
del personal, infraestructuras y otros recursos de la Sagarpa a los estados 
(el así llamado “proceso de federalización”). Sin embargo, éste ha sido un 
proceso prolongado y lleno de di�cultades, y con él sólo se han alcanzado 
algunos avances parciales. La descentralización de los ppr de otras secre-
tarías federales solamente ha caminado unos cuantos pasos. No obstante, 

1 Nota de los editores. En 2008 el gobierno federal agrupó en 8 los 55 programas a cargo 
de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (Sagarpa). No obstante, 
permanecen los problemas de descentralización de los ppr discutidos por el autor (capítu-
lo 18 de este libro).



M É X I C O :  D E S C E N T R A L I Z A C I Ó N  D E  L O S  P R O G R A M A S  D E  D E S A R R O L L O  R U R A L  533

en donde sí ha habido cierto progreso es en la “desconcentración”, es decir, en 
la asignación de un papel más importante a las delegaciones (las o�cinas 
estatales de las secretarías federales). La situación varía dependiendo del 
programa, en virtud de los distintos acuerdos institucionales bajo los cua-
les operan. Los programas son fenómenos multidimensionales y el grado 
de descentralización puede ser muy distinto de acuerdo con las dimensio-
nes involucradas.

La Ley de Desarrollo Rural Sustentable (ldrs) de 2001 representó un 
paso adelante en materia de descentralización, en la medida en que creó 
plataformas institucionales, como los consejos estatales, distritales y mu-
nicipales para el desarrollo rural. Asimismo, la ldrs mandata la �rma de 
convenios entre las secretarías federales y los estados para implementar 
programas sectoriales. En este aspecto destaca Alianza, cuyas reglas de 
operación han fortalecido a los consejos estatales y municipales al hacer un 
uso activo de ellos para la administración de los programas, y han añadido 
nuevas plataformas para la descentralización, como son los �deicomisos.

También ha habido avances en la transparencia y el uso de reglas objeti-
vas para la implementación de los programas. Así, la aplicación de criterios 
claros de asignación es ahora la regla para distribuir los fondos entre los es-
tados o municipios. De igual forma, la creación de consejos para los ppr en 
varios niveles constituye un avance en la transparencia, puesto que permite 
que los representantes de la sociedad civil y de los gobiernos subnaciona-
les participen en las decisiones referentes a la implementación de algunos 
programas. Esto disuade la toma de decisiones arbitrarias y hace que éstas 
sean más transparentes. Por último, la existencia de reglas de operación 
detalladas para los programas ha dado más transparencia a los criterios 
que se aplican para elegir a los bene�ciarios, para la selección de las pro-
puestas de inversión y para mejorar otros aspectos relacionados con la eje-
cución de los programas. En cierta medida, sin embargo, esto se ha logrado 
a expensas de la e�cacia operativa y de la descentralización, puesto que la 
extensión y complejidad de las normas para los programas provoca rigidez 
operativa, di�culta que los agentes locales puedan adaptar los objetivos del 
programa a las condiciones locales e impide que los posibles bene�ciarios 
comprendan las características de los programas. Por tanto, la ganancia en 
transparencia se traduce en pérdida de e�cacia y en limitar la participación 
de los poderes locales.
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Visto en conjunto, a pesar de los avances logrados en términos de des-
centralización y transparencia a lo largo del decenio pasado, el grado de 
descentralización de los programas rurales sigue siendo bastante limitado. 
Lo que hay que subrayar es que, tal como están las cosas hoy en día, los go-
biernos estatales no pueden tener un control adecuado de la agenda rural 
de sus estados. La mayoría de los fondos públicos destinados a las zonas 
rurales proviene de fuentes federales y los gobiernos estatales tienen poca 
capacidad para in�uir en la asignación de los mismos. De igual forma, sus 
facultades para de�nir las normas con las que operarán los programas ru-
rales en sus estados son muy limitadas. Los gobiernos estatales pueden, en 
ocasiones, negociar y acordar con las autoridades centrales la distribución 
de los recursos entre los subprogramas de un determinado programa. Tam-
bién pueden tratar de atraer más fondos de los programas federales, casi 
siempre ofreciendo un �nanciamiento compartido o por meras negocia-
ciones políticas. Asimismo, pueden tomar parte en el proceso para de�nir 
las prioridades y aprobar las propuestas en algunos programas orientados 
a demandas especí�cas. Pero, aquellos aspectos en los que los gobiernos 
estatales no tienen poder alguno son: 1) el diseño de los programas y sus 
reglas de operación y, 2) la transferencia de recursos entre diversos progra-
mas, aun en los casos en que provengan de la misma secretaría, aunque en 
lo último puede haber más margen de negociación.

El análisis de los programas descentralizados de Alianza (el Agrícola, el 
Ganadero y, sobre todo, el de Desarrollo Rural) nos permite ilustrar algu-
nos de estos asuntos y los retos que enfrenta la implementación de los ppr.2

Éstos pueden resumirse de la siguiente manera:

• La aportación de fondos complementarios por parte de las autorida-
des estatales y municipales a los ppr es por lo general escasa. Así, en-
tre 1996 y 2004, los gobiernos estatales contribuyeron en promedio 
con 16% de los recursos totales para los programas descentralizados 
de Alianza. Son varios los factores que, al parecer, in�uyen en la deci-
sión de los gobiernos respecto de su aportación de fondos comple-

2 Nota de los editores. El Programa de Desarrollo Rural está enfocado a las regiones rurales 
más marginadas del país. La descripción de los objetivos de Alianza para el Campo se 
incluye en el capítulo 14 de este libro.
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mentarios, lo que explica la considerable dispersión de aportaciones 
que existe a lo largo del tiempo y el espacio.

• Las plataformas de nivel estatal, como los Consejos Estatales de De-
sarrollo Rural Sustentable (cedrs) y los Comités Técnicos de los �-
deicomisos, han mostrado ser útiles para que los funcionarios de las 
entidades estatales y federales interactúen y examinen los temas rela-
tivos a los ppr en los estados. Los Comités Técnicos también desem-
peñan un papel importante en relación con la implementación con-
creta de programas descentralizados. La e�cacia de estas plataformas 
varía mucho en cada estado. En general, los Comités Técnicos de los 
�deicomisos, que son órganos más pequeños, con funciones clara-
mente de�nidas, trabajan bien en la mayoría de los estados. Existen 
más divergencias entre los cedrs, pero, en conjunto, no han sido ca-
paces de garantizar la adecuada coordinación de los ppr dentro de 
los estados con las diversas secretarías federales o la uni�cación del 
�nanciamiento.

• A pesar de que hay una fórmula objetiva para asignar los fondos de 
Alianza a los estados, ésta es regresiva cuando se mide por la pobla-
ción rural per cápita y se compara con el índice de marginalidad de 
los estados.

• La aprobación y emisión tardías de las normas de implementación y 
la complejidad de los procedimientos retarda considerablemente la 
liberación de fondos, lo cual a menudo no ocurre sino hasta el año si-
guiente. Parecería que los programas descentralizados de Alianza (y 
otros programas descentralizados que gozan de un �deicomiso) si-
guen en la práctica un año �scal distinto, uno que va de mayo a mayo 
o de junio a junio, pero no de enero a diciembre.

• El impacto estimado de los apoyos de Alianza respecto al ingreso, 
empleo, activos y tecnología de los bene�ciarios es notable. Éste es 
mayor en ingreso, tecnología y activos (con promedios de 13 a 21%) 
que en empleo (3% en promedio), y es mayor para los bene�ciarios 
más pobres que para los que disfrutan de mejor situación.

• El exceso de programas y la presencia de objetivos comunes entre 
ellos, la complejidad de las reglas de operación y los cambios frecuen-
tes de sus características y criterios de elegibilidad di�cultan que los 
bene�ciarios e incluso los operadores de los programas y de las auto-
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ridades subnacionales conozcan los apoyos que ofrece el gobierno 
por medio de los ppr. Los bene�ciarios potenciales deben atenerse a 
la información proporcionada por intermediarios que tal vez no 
comprendan bien las normas y tengan intereses propios. Esto refuer-
za los lazos clientelistas y discrimina a quienes tienen menos acceso a 
la información.

• Los proveedores privados de servicios técnicos son los principales in-
termediarios entre los programas y los bene�ciarios, y los más impor-
tantes transmisores de la información referente a las oportunidades 
que ofrecen los programas, así como sus reglas. La situación de estos 
intermediarios, al igual que la de los operadores del gobierno que tra-
tan directamente con los bene�ciarios y que suelen ser reclutados con 
contratos ad hoc y de corto plazo, es distinta de la de los maestros y 
trabajadores sociales. No están sindicalizados, no pueden garantizar 
su permanencia en el empleo ni tienen derecho a prestaciones, ade-
más reciben muy pocos estímulos económicos o morales para reali-
zar bien su trabajo. Tampoco cuentan con asistencia técnica ni se les 
ofrece una capacitación sistemática efectiva o apoyo para operar 
como redes. Estos operadores “de ventanilla” constituyen el eslabón 
más débil de la cadena de implementación de los ppr.

• En virtud de que los programas descentralizados de Alianza están 
orientados a demandas especí�cas, las propuestas de apoyo en inver-
sión provienen de los productores rurales. En teoría, dada la carencia 
de fondos, las decisiones relativas al �nanciamiento deben tomarse 
con base en criterios de calidad y costo-e�ciencia. Sin embargo, en la 
práctica, resulta difícil de�nir prioridades a partir de estos criterios 
cuando existen miríadas de propuestas pequeñas y a menudo muy si-
milares. Por tanto, el mecanismo que se usa con más frecuencia con-
siste en atender a los primeros solicitantes que, además, lleven com-
pletos sus documentos. Así, se da prioridad a los productores que son 
los primeros en llegar con propuestas debidamente tramitadas y con 
toda la documentación requerida cuando se abre la ventanilla.

• Los Consejos Municipales de Desarrollo Rural Sustentable (cmdrs) 
representan un avance en la creación de estructuras participativas 
descentralizadas para la implementación de políticas y programas 
rurales, y para construir alianzas entre el gobierno y la sociedad civil. 
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Por desgracia, la mayoría de los consejos municipales no tienen la ca-
pacidad para ser promotores e�caces del desarrollo económico local. 
El problema de fondo parece ser que el nivel municipal no es el más 
apropiado para este propósito. Los pequeños municipios rurales no 
cuentan con el personal técnico y los conocimientos requeridos para 
llevar a cabo una planeación estratégica y luego diseñar agendas ru-
rales innovadoras. A los cmdrs se les di�culta articular criterios eco-
nómicos sólidos para priorizar las demandas de inversión. Cuando 
tienen que ejercer su facultad para asignar recursos suelen caer en el 
uso de reglas igualitarias simplistas, del tipo “una comunidad, un 
proyecto”, sin considerar los méritos objetivos de cada propuesta y las 
necesidades de las comunidades. De igual forma, los cmdrs no pare-
cen tener la capacidad para formular estrategias grupales en las pro-
puestas de inversión; la tendencia espontánea en este micronivel es 
promover inversiones atomizadas, en lugar de grupales. El espacio 
municipal rural de México es demasiado pequeño y los administra-
dores municipales son débiles y están centrados en otras actividades 
como para que los consejos municipales puedan ser entidades econó-
micas e�caces de gobernanza.

• Los Consejos Distritales de Desarrollo Rural Sustentable (cddrs), 
que operan en el plano regional, estarían en mucha mejor posición 
para promover el desarrollo económico local, función que está pre-
vista en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Por desgracia, hasta la 
fecha no se han dado la atención y las facultades su�cientes a estos 
consejos, ya que son muy inferiores a las otorgadas a los consejos mu-
nicipales. Aunque se crearon en la mayoría de los estados, su existen-
cia apenas es perceptible o sirven más bien para intercambiar infor-
mación entre las dependencias del gobierno y las autoridades 
municipales de la región. Esto se debe, al parecer, a la falta de un órga-
no responsable de los cddrs y a la falta de autoridad de éstos sobre 
los recursos de inversión.

Es preciso que se descentralicen cada vez más los ppr. Sin embargo, 
puesto que actualmente los gobiernos estatales no tienen el control de la 
agenda rural, éstos no asumen los costos y bene�cios políticos y econó-
micos de las iniciativas de desarrollo rural, así como sus éxitos y fracasos. 
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Hay una situación muy ambigua en la que ni el gobierno federal ni los 
gobiernos estatales se sienten totalmente responsables de los resultados de 
los ppr.

Una propuesta de descentralización

Consideramos que un sistema descentralizado, en el que los gobiernos es-
tatales desempeñen un papel sólido como conductores de la agenda ru-
ral, sería la mejor y quizá la única forma para superar los problemas que 
genera la falta de coordinación de los programas y de homogeneización 
del �nanciamiento. Asimismo, al hacer que los gobiernos estatales tomen 
la responsabilidad de los resultados del desarrollo rural en sus estados, la 
descentralización los obligaría a asumir todos los costos y bene�cios, favo-
reciendo así la e�ciencia y equidad en el uso de los recursos. Por último, el 
transferir a los estados los recursos de los ppr y las funciones regulatorias 
facilitaría en gran medida la aplicación de un enfoque territorial al desa-
rrollo rural.

En principio, hay dos formas de proceder. Una sería gradual, similar a la 
que se ha seguido en los últimos años, y estaría basada en el uso de los ins-
trumentos existentes. La otra sería más audaz; con ella se intentaría lograr 
una mayor transferencia de los recursos y funciones de los ppr a los estados 
en un número de años razonablemente corto, digamos, en el curso de un 
periodo político. Nosotros nos inclinamos más por este segundo camino.

Proponemos un modelo descentralizador semejante al que existe en va-
rios países de Europa, como España, Italia y Alemania, en el que las entida-
des equivalentes a los estados mexicanos (las autonomías, regioni y lander, 
respectivamente) son los ejes de la autoridad y de las decisiones relativas 
a los ppr. La diferencia, por supuesto, es que en el caso de México está 
ausente el equivalente a la Unión Europea, con una fuerte política agrícola 
y de desarrollo rural que tenga injerencia en la política y en la autoridad 
�nanciadora.

Para lograr una descentralización del tipo propuesto se requeriría lo que 
sigue.
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1. Transferir a los estados la mayor parte de los fondos de los ppr de las 
secretarías federales. Esto se haría en la forma de subsidios en bloque, 
en los que se fusionarían los fondos de distintos programas. El go-
bierno nacional conservaría para sí fondos para llevar a cabo aquellos 
ppr y actividades regulatorias que considerara estratégicos y que re-
quirieran ser implementados en el plano nacional. La distribución de 
los fondos a los estados se haría de acuerdo con una fórmula objetiva, 
basada en la demanda no regresiva.

2. Desmantelar los ppr federales correspondientes y dejar que los go-
biernos estatales los sustituyan con sus propios programas, de tal 
suerte que puedan tener verdaderamente el control de las agendas de 
desarrollo rural en sus estados. Así los programas estatales serían ins-
trumentos para poner en marcha las estrategias de desarrollo rural de 
los estados, con objetivos y resultados veri�cables.

3. Promover más la federalización a �n de que se trans�eran a los go-
biernos estatales los activos, personal y demás recursos operativos de 
las secretarías federales que sean necesarios para que los gobiernos 
estatales puedan diseñar e implementar sus propias agendas de desa-
rrollo rural.

4. De�nir: i) estándares nacionales y puntos de referencia mínimos que 
los estados deban respetar; ii) una fórmula acordada para la distribu-
ción de los fondos entre los estados, iii) y un sistema nacional de mo-
nitoreo y evaluación.

Sin duda, sería necesario un periodo de transición para llevar a cabo lo 
anterior, pero éste podría ser, en nuestra opinión, razonablemente corto, 
limitándose a un periodo político.

A continuación se examinan las funciones previstas en el sistema des-
centralizado que proponemos. Nos enfocamos en las funciones relaciona-
das con la operación de los ppr destinados a la generación de ingresos y 
de oportunidades de empleo. Dejamos entonces fuera temas tales como las 
políticas agrarias y la regulación de los derechos de propiedad, la adminis-
tración de los recursos naturales, los sistemas sanitarios y �tosanitarios, la 
investigación agrícola, el comercio internacional y otros aspectos relativos 
a los sistemas regulatorios nacionales o la provisión de bienes públicos para 
todo el país. Cada uno de estos aspectos requeriría de distintos niveles y 
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formas de descentralización (o centralización) que rebasan el alcance del 
presente trabajo.3

El plano federal

Para una operación e�ciente del sistema, el gobierno federal tendría que 
modi�car su papel regulatorio de una forma que fuera consistente con la 
transferencia a niveles inferiores de gobierno, del diseño y la operación de 
los programas. La rigidez que caracteriza el marco regulatorio actual no 
facilita el logro de los objetivos de las políticas. Las reglas de operación 
han creado un sistema de implementación muy complejo que resulta muy 
difícil de supervisar. De acuerdo con el marco actual, las responsabilidades 
a menudo son confusas debido a la multiplicidad de actores que participan 
en el proceso de implementación.

Según el esquema propuesto, las regulaciones federales relativas a las 
actividades productivas de desarrollo rural consistirían en atender linea-
mientos generales, en los que podrían de�nirse estándares mínimos para 
el diseño y operación de los ppr por estado. En particular, las normas fe-
derales podrían: i) promover la equidad geográ�ca; ii) evitar disparidades 
extremas entre regiones en cuanto al tipo y monto de los bene�cios reci-
bidos por los bene�ciarios de los programas, y iii) impedir que se gene-
ren situaciones en las que los productores de los estados reciban un trato 
distinto respecto de los competidores internacionales. El gobierno federal 
también podría vigilar y evaluar de manera independiente las estrategias de 
desarrollo rural diseñadas e implementadas por los gobiernos estatales. Al 
atender solamente los aspectos estratégicos, las normas federales permiti-
rían que los estados crearan sus propios instrumentos regulatorios, con lo 
que re�ejarían de manera más precisa las necesidades y prioridades locales.

En la medida en que las principales fuentes de ingresos �scales sigan 
siendo federales, el �nanciamiento de los ppr no dejaría de ser una res-
ponsabilidad federal. Esto trae consigo, además, la obligación adicional de 

3 Así, por ejemplo, la descentralización óptima de la administración de los recursos natura-
les es un tema sumamente complejo, que debe tratarse desde una perspectiva diferente de 
la descentralización de los ppr.



M É X I C O :  D E S C E N T R A L I Z A C I Ó N  D E  L O S  P R O G R A M A S  D E  D E S A R R O L L O  R U R A L  541

garantizar que la asignación de fondos a los estados esté basada en criterios 
muy sólidos de equidad y e�ciencia. 

Tendría que darse un drástico giro del sistema de �nanciamiento actual 
a uno que realmente trans�era la facultad decisoria a los niveles subna-
cionales de gobierno. En el sistema existente, cada rubro del presupuesto 
está etiquetado para ciertos propósitos, lo que impide que los gobiernos 
estatales hagan ajustes. En lugar de esto, los fondos federales para desa-
rrollo rural podrían transferirse como subsidios en bloque, no vinculados 
a un programa en particular. Sólo de esta manera podrían los gobier-
nos subnacionales in�uir realmente en la designación de los recursos y 
explotar las ventajas potenciales de la transferencia. Para garantizar la 
transparencia, la asignación de fondos seguiría siendo regulada por una 
fórmula federal, la cual podría ser estable a lo largo del tiempo e incluir 
mecanismos para sancionar a aquellos estados que no cumplan con sus 
compromisos presupuestarios.

Transferir a los gobiernos estatales el diseño y la implementación de los 
programas y adoptar un enfoque de subsidios en bloque para el �nancia-
miento del desarrollo rural implicaría necesariamente trasladar también a 
los gobiernos estatales el personal, instalaciones y otros recursos necesa-
rios de las secretarías, junto con los costos recurrentes para operarlos, de 
tal suerte que los gobiernos estatales cuenten con los medios para diseñar 
e implementar sus agendas rurales.

El gobierno federal podría seguir desempeñando un importante papel 
en la evaluación de los ppr, independientemente de que los gobiernos esta-
tales quieran llevar a cabo sus propias evaluaciones. Debido a que los ppr 
estarían en gran medida �nanciados por recursos federales que les asig-
nara el Congreso por medio del proceso presupuestario, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público (shcp) y el Congreso seguirían teniendo la 
obligación de supervisar el uso apropiado de dichos recursos y la calidad 
de las inversiones. El proceso de evaluación forma parte integral de esto. 
Las autoridades federales participarían en la discusión de las agendas de 
acción que resultaran de los ejercicios de evaluación y en la supervisión 
de la implementación de dichas agendas. El hecho de que los gobiernos 
estatales formularan las estrategias de desarrollo rural y los programas para 
implementarlas, con objetivos y resultados veri�cables, como condición 
para la transferencia de fondos, facilitaría la supervisión y evaluación por 
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parte del gobierno federal. Éste tendría la responsabilidad de auditar el uso 
adecuado de los subsidios en bloque, al margen de la auditoría que quisie-
ran imponer los órganos legislativos estatales.

Seguiría estando en manos del gobierno federal el diseño y operación 
de algunos programas de desarrollo rural que fueran considerados estraté-
gicos y cuya implementación en el plano nacional se juzgara necesaria, así 
como para diseñar y operar programas piloto.

El plano estatal

Los gobiernos estatales tendrían la iniciativa en la formulación de las po-
líticas de desarrollo rural de sus entidades. Elaborarían una estrategia de 
largo plazo y supervisarían su implementación y resultados, diseñarían y 
pondrían en práctica los ppr que consideraran más apropiados para el es-
tado y les asignarían recursos.

Las comisiones para la toma de decisiones a nivel estatal podrían con-
vertirse en entidades centrales para el diseño y coordinación de los pro-
gramas de desarrollo rural. Con un marco regulatorio federal más �exible, 
los Consejos Estatales de Desarrollo Rural Sustentable (cedrs) podrían 
crear reglas más especí�cas para la operación de los programas rurales 
en los estados y estar a cargo de su supervisión. También podrían ser la 
plataforma en la que las estrategias de desarrollo rural sean discutidas y 
validadas.

El objetivo de coordinar y uni�car el �nanciamiento se vería de manera 
muy distinta con el sistema de descentralización propuesto, pues la ma-
yoría de los ppr que operaran en el estado se diseñarían en su seno. Los 
gobiernos estatales o los cedrs podrían optar por transferir los recursos 
entre programas, así como crear y supervisar los mecanismos de coordi-
nación necesarios.

Los cedrs también podrían tener un papel más activo en cuanto a esta-
blecer mecanismos formales para dar prioridad a los recursos. Por ejemplo, 
la estrati�cación de los productores rurales es un instrumento de planea-
ción importante que está incluido en las reglas de Alianza, pero que a la 
fecha pocos estados utilizan. Con la descentralización, habría un interés 
mucho mayor por utilizar éste u otros instrumentos similares.
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Otra responsabilidad de los estados sería de�nir estándares de calidad 
para normar la provisión de asistencia técnica y promover un mercado 
mejorado de servicios técnicos. Actualmente, como se mencionó antes, los 
proveedores privados de servicios operan de una manera descoordinada, 
con muy poco o sin acceso a capacitación, asesoría técnica especializada, 
vínculos organizados a equipos de investigación e información sobre in-
vestigaciones, y sin redes. También carecen de incentivos para mejorar 
su desempeño. Si se proveyera a los estados de la autoridad decisoria y 
los recursos necesarios para operar los programas rurales, éstos podrían 
introducir esquemas de compensación innovadores para premiar el buen 
desempeño y diseñar estrategias coherentes para la transferencia de tecno-
logía al sector rural.

El plano regional

Se requiere de instituciones de coordinación económica de nivel medio, 
compuestas por el gobierno, el sector privado y la sociedad civil, para que 
se aplique un enfoque territorial al desarrollo rural. El conjunto de muni-
cipios, usualmente llamados “regiones”, en los que los gobiernos estatales 
dividen sus entidades para �nes de planeación suelen tener, en general, 
las dimensiones apropiadas y la identidad su�ciente para ser áreas en las 
que puede aplicarse el enfoque territorial del desarrollo rural. Por tanto, 
parecen adecuadas para agrupar inversiones y llevar a cabo programas es-
tratégicos para promover el desarrollo económico rural; por ello es muy 
importante que existan instituciones fuertes de coordinación económica 
regional. Algunos estados, como Michoacán, ya han creado consejos de 
desarrollo regional. Si se les refuerza lo su�ciente con capacidades técnicas 
y se les proveen fondos para co�nanciar programas productivos para sus 
zonas rurales, estos consejos podrían convertirse en los ejes del desarrollo 
económico rural en sus territorios.

En la mayoría de los estados, a diferencia de Michoacán, las entidades de 
coordinación que actualmente hay para el desarrollo rural a nivel regional 
son los Consejos Distritales para el Desarrollo Rural Sustentable (cddrs). 
Éstos podrían convertirse en excelentes entidades de coordinación econó-
mica de nivel medio, de acuerdo con un enfoque territorial al desarrollo 
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rural.4 Por desgracia, a la fecha los cddrs son probablemente el eslabón 
más débil del sistema de desarrollo rural en México, pues se ha dado más 
prioridad a los consejos de desarrollo rural municipales que a los distrita-
les. Fortalecer la capacidad institucional de los cddrs sería una parte im-
portante de la agenda de descentralización rural. Podrían estar equipados 
para diseñar e implementar estrategias de desarrollo rural en sus territo-
rios. Idealmente, los cddrs combinarían principios de participación con 
sólidos criterios técnicos y de mercado para diseñar estrategias territoriales 
de largo plazo. Éstas estarían basadas en el potencial que ofrecen los activos 
territoriales y la identi�cación de los principales ejes de desarrollo en torno 
de los cuales se tendría que agrupar el apoyo en inversiones. Asimismo, los 
cddrs podrían diseñar programas regionales para la puesta en práctica de 
sus estrategias de largo plazo, acordes con los ejes de desarrollo elegidos. La 
identi�cación de las prioridades y la asignación del apoyo en inversiones 
en los niveles más bajos del desarrollo rural —básicamente, en el plano 
de los consejos municipales de desarrollo rural— podrían llevarse a cabo 
dentro del marco de la estrategia territorial de largo plazo y los programas 
especí�cos establecidos por los cddrs.

De igual forma, los cddrs podrían tener la función de vincular los pro-
gramas territoriales con cadenas de producción. Promoverían, por ejem-
plo, el desarrollo de cadenas de producción regionales en sus territorios y 
su inserción en cadenas más grandes. Asimismo, en los cddrs se podrían 
diseñar y promover grandes proyectos, que se convirtieran en detonantes 
del desarrollo regional. Por tanto, los cddrs y, en general, el nivel regional, 

4 En la mayoría de los estados, el área de operación de los cddrs corresponde a grandes 
rasgos al de las “regiones” de los gobiernos estatales. Sin embargo, dicha correspondencia 
dista mucho de ser perfecta y tendría que ser ajustada. En años recientes y con grados di-
versos de determinación y éxito, casi todos los estados han intentado establecer sistemas 
únicos de regionalización, negociando con las secretarías federales la división que éstas 
hacen de los estados para sus propósitos operativos en las mismas regiones geográ�cas 
que los gobiernos estatales. Los avances en esta materia son alentadores, pero aún queda 
mucho por hacer. Lograr que se establezca un sistema único de regionalización sería un 
paso importante para promover un desarrollo regional fuerte, siendo el desarrollo rural 
territorial parte del mismo. También sería importante a este respecto uni�car el sistema 
redundante de consejos de desarrollo derivado de la Ley de Plani�cación (que creó los 
Consejos de Planeación para el Desarrollo o Coplades), la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable (que creó los consejos de desarrollo rural) y la Ley de Desarrollo Social (que creó 
los consejos de desarrollo social).
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podrían ser en cierta forma el vehículo principal para echar a andar las 
estrategias y políticas de desarrollo rural de los estados.

Para llevar a cabo las funciones antes mencionadas, los cddrs requeri-
rían de un cuadro su�ciente de personal profesional, con elevada capaci-
dad técnica. Se tendría que fortalecer la participación de la sociedad civil, 
de tal suerte que los cddrs se convirtieran en plataformas efectivas para la 
concertación y la gobernanza económica de sus territorios.

El plano municipal

Como se dijo, los gobiernos municipales en México tienen ciertos rasgos 
institucionales que les impiden actuar e�cazmente como coordinadores te-
rritoriales de las políticas de desarrollo rural. Las evidencias recabadas en 
el trabajo de campo revelaron que los Consejos Municipales de Desarrollo 
Rural Sustentable (cmdrs) tienden a atomizar los recursos para el desarro-
llo rural a �n de satisfacer las demandas de los productores locales, pero sin 
generar efectos productivos duraderos. Esta de�ciencia se debe en parte 
a la ausencia de mecanismos adecuados para priorizar los recursos en el 
plano municipal, así como a un marcado sesgo de los gobiernos municipa-
les en favor del desarrollo urbano y las inversiones en servicios.5 Además, 
los cmdrs tienden a ser debilitados por el “localismo” (Cossio, 2006), y los 
acuerdos institucionales existentes impiden la creación de sociedades de 
políticas públicas entre los municipios aledaños, lo cual sería necesario 
para que los proyectos de desarrollo rural tengan un efecto territorial de 
gran escala. En consecuencia, es preferible que la coordinación económica 
de las estrategias de desarrollo rural sea responsabilidad de una entidad 
con una jurisdicción más amplia, como los cddrs.

Lo anterior no implica que los municipios no deban participar en la 
formulación e implementación de las políticas de desarrollo rural. En pri-
mer lugar, los cmdrs estarían representados en los cddrs, de los cuales 
serían miembros importantes. Segundo, nuestras evidencias indican que 

5 Moreno (2005) presenta evidencias empíricas que sugieren que las decisiones de los go-
biernos municipales de México en materia de inversiones no atienden a las localidades 
con tasas de pobreza más altas y que la asignación de los presupuestos municipales res-
ponde, en parte, a razones electorales.
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los cmdrs están adquiriendo un lugar relevante para el diálogo sobre polí-
ticas y la difusión de programas, en los que los productores locales pueden 
participar expresando sus necesidades y prioridades. Los cmdrs seguirían 
fungiendo como foro para la participación y el debate social, y también 
como un espacio para la asignación de recursos, pero dentro del marco de 
la estrategia territorial de largo plazo y los programas regionales estable-
cidos por los cddrs y de acuerdo con sus lineamientos. Sin embargo, es 
importante trabajar para garantizar: i) que los productores locales tengan 
mayor poder de decisión dentro de los cmdrs, en lugar de sus presidentes 
municipales o los coordinadores técnicos; ii) que estén mejor informados 
de los programas y de las oportunidades que ofrecen, y iii) que se mejore el 
sistema de representación para asegurar que haya más continuidad de los 
representantes, cuidando que la cantidad de representantes sea manejable.

Reflexiones finales

La propuesta sobre la descentralización de los programas productivos 
para el desarrollo rural constituye sin duda un rompimiento con el sis-
tema actual, y para implementarla sería necesario un grado considerable 
de voluntad política. No obstante, consideramos que no se requeriría de 
una modi�cación constitucional o de otro tipo de cambio legal profundo, 
aunque sí sería necesario hacer algunos ajustes a la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable (ldrs). Asimismo, creemos que los avances logrados en los 
últimos años en cuanto a la descentralización y transparencia brindan un 
sustento �rme para una reforma tan drástica.

Existen varias razones para fundamentar los méritos que presenta una 
propuesta de descentralizar los programas de desarrollo rural como la an-
tes expuesta. La e�ciencia es una razón importante. Consideramos que 
nuestra propuesta haría más e�ciente la asignación de los fondos públicos 
para desarrollo rural en México, pues, al dejar que sean los gobiernos esta-
tales los que diseñen y lleven a cabo los programas, se respondería mejor 
a las necesidades y preferencias de los bene�ciarios, que varían mucho en 
cada estado. También mejoraría la e�ciencia en el suministro o e�ciencia x, 
puesto que la redundancia y falta de coordinación que presentan actual-
mente los programas federales se resolverían al dejar que los gobiernos 
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estatales sustituyeran la multiplicidad de programas federales de desarrollo 
rural por un número reducido de programas estatales diseñados para im-
plantar una estrategia concreta de desarrollo rural para el estado. Por últi-
mo, la e�ciencia dinámica también mejoraría, pues los programas estatales 
estarían al servicio de una estrategia de desarrollo rural de largo plazo para 
el estado, a la vez que la agrupación de las inversiones y la coordinación 
económica se optimizarían por medio de un enfoque territorial al desarro-
llo rural, basado en cddrs más fuertes.

Otros autores han expuesto diversos argumentos teóricos en favor de la 
descentralización (Tanzi, 1995). Entre ellos destacan: 1) “la rendición de 
cuentas genera responsabilidad”, y 2) la descentralización permite expe-
rimentar y, por ende, introducir y difundir las mejoras en la provisión de 
servicios para el desarrollo. Estos argumentos son pertinentes para nuestra 
propuesta de descentralización. Como lo señala Joumard (2005), la expe-
rimentación por parte de los estados y la difusión de buenas prácticas ya 
están ocurriendo en México, en aquellas zonas en las que la descentraliza-
ción ha avanzado.

Por otra parte, la redistribución y la estabilidad macroeconómica son 
aspectos que podrían verse afectados por la descentralización (Prud’hom-
me, 1994). En el caso que nos ocupa, la redistribución podría mejorar con 
nuestra propuesta de distribuir los fondos para desarrollo rural a los es-
tados por medio de una fórmula acordada, siempre que esta fórmula sea 
progresiva y basada en la demanda, considerando debidamente las nece-
sidades de cada estado. La forma actual de asignación de los fondos des-
centralizados de Alianza con una visión geográ�ca es regresiva (Banco 
Mundial, 2006: cap. 3, secc. iv). El tipo de descentralización que aquí se 
propone podría revertir esto. Respecto a la estabilidad macroeconómica, 
no hay razón para pensar que nuestra propuesta pudiera afectarla, puesto 
que lo que planteamos es distribuir a los estados aquellos fondos que ac-
tualmente ya gastan varias secretarías federales, por lo que no hay necesi-
dad de incrementar el gasto público nacional ni subnacional.

Otras inquietudes que suelen expresarse respecto a la descentralización 
son la carencia de capacidades su�cientes a nivel local para proveer servi-
cios para el desarrollo que sean adecuados, así como la existencia de exter-
nalidades y derramas del gasto público. Respecto al primer punto, la falta 
de capacidades su�cientes para diseñar e implementar los programas de 
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desarrollo rural no constituye un problema importante en lo que se re�ere 
a los gobiernos estatales de México, aunque sí lo es para los municipales. 
Nuestra propuesta es enfocarse en el mandato de desarrollo rural de los 
estados, no de los gobiernos municipales.

Como se dijo antes, el nivel municipal desempeñaría un papel en el 
sistema descentralizado propuesto por medio de los cmdds, pero bajo la 
guía y dentro de los programas regionales establecidos por los cddrs. Los 
consejos distritales serían fundamentales para que se internalicen las ex-
ternalidades y derramas que pudieran presentarse a nivel municipal, y para 
agrupar las inversiones en torno de los ejes de desarrollo más promisorios 
que se identi�caran para cada región de los estados.

Es verdad que, al transferir fondos adicionales a los gobiernos estatales, 
esta propuesta incrementaría el desequilibrio que existe actualmente entre 
las capacidades �scalizadoras de los gobiernos estatales y sus niveles de 
gasto (Joumard, 2005). Sin embargo, el sistema que proponemos de trans-
ferir a los estados subsidios en bloque etiquetados para desarrollo rural 
podría verse como un arreglo transitorio hasta que se establezca en México 
un sistema �scal más descentralizado que sea capaz de lograr un mayor 
equilibrio entre la autonomía �nanciera de los estados y sus responsabili-
dades de gasto.

Podemos prever los problemas y riesgos que presentaría la implemen-
tación de nuestra propuesta. El primero sería acordar la cantidad de recur-
sos que se habría de transferir a los estados y la fórmula de distribución 
empleada. El segundo sería la di�cultad política que implica despojar a 
las secretarías federales de una buena parte de sus recursos, de sus facul-
tades para la formulación de políticas y de su autoridad regulatoria. En 
nuestra opinión, un gobierno nuevo está en mejor posición para superar 
esta di�cultad, pues si se incluyera una reforma descentralizadora como la 
antes descrita en el programa del nuevo gobierno, las secretarías iniciarían 
su gestión sabiendo que sus facultades fueron recortadas. Por último, en 
toda reforma descentralizadora siempre existe el riesgo de que la élite local 
se apropie de buena parte de los bene�cios, mientras que las autoridades 
centrales dejan a las locales con pocos instrumentos para evitar que eso 
ocurra. Esto dependería en gran medida de la actitud de los gobiernos esta-
tales, porque, por una parte, ellos podrían ser parte del problema, pero, por 
otra, están en una posición mucho mejor que la del gobierno nacional para 
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evitar la apropiación de los recursos por parte de la élite. No puede juzgarse 
a priori si los gobiernos subnacionales sean mejor o peor intencionados 
que los gobiernos centrales. Todo lo que sabemos es que están más cerca 
de los ciudadanos y, por tanto, si creemos en el principio de subsidiaridad, 
estamos obligados a correr el riesgo.
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18. LAS POLÍTICAS PARA EL DESARROLLO RURAL: 
SITUACIÓN ACTUAL Y RETOS A PARTIR  
DE EVALUACIONES
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Antonio Yúnez Naude**

Introducción

La economía rural de México no está sólo compuesta por las actividades 
agropecuarias, ya que un componente básico de esta economía son las ac-
tividades de los hogares rurales que, además de producir cultivos y ganado 
para el consumo familiar y para la venta, explotan recursos naturales de 
bosques y selvas, producen artesanías y materiales de construcción y pro-
veen servicios; participan, además, en el mercado de trabajo rural y, en 
forma creciente, parte de sus miembros migran a ciudades mexicanas o a 
Estados Unidos y envían remesas a sus lugares de origen (véase capítulo 2 
de este libro).

Mediante la Ley de Desarrollo Rural Sustentable (ldrs), promulgada 
en 2001, el Estado mexicano deja establecido que el sector rural abarca 
más que las actividades agropecuarias; así, desde 2003, el propósito ha 
sido instrumentar esta ley a partir del Programa Especial Concurrente 
para el Desarrollo Rural Sustentable (pec). En el pec participan varias se-
cretarías de Estado, y desde su concepción está orientado a la generación 
y diversi�cación del empleo y a garantizar a la población campesina el 
bienestar y su participación e incorporación al desarrollo nacional, dando 
prioridad a las zonas de alta y muy alta marginación y a las poblaciones 
que económica y socialmente más lo requieren. Mediante la Comisión 
Intersecretarial para el Desarrollo Rural Sustentable (cidrs) se da segui-

* Desarrollo y Alimentación Sustentable A. C.
** El Colegio de México.
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miento y se coordina la concurrencia de 17 dependencias del Ejecutivo 
Federal a cargo de programas, acciones y recursos que tienen incidencia 
en el medio rural y se enfoca en nueve acciones: 1) competitividad, 2) 
asistencia social, 3) desarrollo y asistencia �nanciera, 4) infraestructura, 
5) empleo, 6) medio ambiente, 7) educación, 8) salud y 9) agraria (cidrs, 
2007 y capítulo 14).

El objeto de este capítulo es estudiar algunos de los programas de mayor 
trascendencia para el desarrollo rural orientados a diferentes vertientes del 
pec. El capítulo, además de esta breve introducción, desarrolla las siguien-
tes secciones. En la primera se presentan los principales atributos de los 
programas de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, 
Pesca y Alimentación (Sagarpa) y los cambios que se realizaron en ellos de 
2008 a 2013, que tuvieron el propósito de disminuir el número de progra-
mas y evitar duplicidades. De la misma manera, se identi�ca la problemá-
tica y los retos que implica tal reagrupación de los programas. En la tercera 
sección se hace un análisis general sobre los resultados de las evaluaciones 
de los programas para el desarrollo rural que el Precesam evaluó y se estu-
dian con mayor profundidad algunos temas que se consideran relevantes 
para el diseño y monitoreo de este tipo de programas. Por último se hace 
una re�exión sobre los principales retos que en la actualidad presentan las 
políticas de desarrollo rural de México.

Programas para el desarrollo rural de sagarpa

En términos presupuestales, Sagarpa es la dependencia dentro del pec 
que ha recibido más recursos. Todos los programas de esta secretaría tie-
nen incidencia en el sector rural, y propiamente están más enfocados a 
la producción y competitividad que a problemas sociales, como el com-
bate a la pobreza, función que atiende la Secretaría de Desarrollo Social 
(Sedesol).

No obstante que prevalece la orientación a los mercados de las políticas 
públicas (capítulo 14), la administración del presidente Felipe Calderón 
realizó modi�caciones a los programas de Sagarpa, cuya puesta en práctica 
se inició en 2008 dentro del marco de la ldrs y mantuvo al pec como su 
herramienta. 
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Los principales cambios hechos en 2008 se relacionan con la desapari-
ción de Alianza para el Campo1 y la agrupación en ocho programas, lo que 
fueron sus componentes y otros programas a cargo de Sagarpa, los cua-
les sumaban 55 en 2007 [www.sagarpa.gob.mx]. Con esta reagrupación, 
el propósito del gobierno federal fue mejorar las herramientas de política 
pública y evitar la duplicación de las acciones y apoyos de la secretaría. Ello 
con el �n de lograr una mejor incidencia en el desarrollo sustentable del 
medio rural e incrementar el número de bene�ciarios (Reglas de Opera-
ción o rop, 2008, Centro de Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable 
y la Soberanía Alimentaria o cedrssa, 2008). En 2011 el gobierno volvió 
a reagrupar los ocho programas de Sagarpa en cinco, argumentando que 
el cambio formaba parte del proceso de reingeniería de las acciones de esa 
secretaría para agilizar la operación de los recursos y el desarrollo de los 
programas y proyectos, y con ello generar un mayor impacto de los recur-
sos �scales en el crecimiento del sector. 

Sin embargo, las rop de los nuevos programas de Sagarpa y de sus com-
ponentes no sufrieron modi�caciones sustanciales respecto a su funcio-
namiento en 2007. Además de las reagrupaciones, la diferencia consistió 
en que se incorporaron nuevos componentes en algunos programas. En 
2008, al Programa de Inducción y Desarrollo del Financiamiento al Medio 
Rural se le agregaron las garantías y otros apoyos; al Programa de Soporte 
se le adicionaron los componentes de planeación y prospectiva y desarro-
llo de mercados; al Programa de Atención a Contingencias Climatológicas 
(pacc) se le sumó el componente de organismos territoriales, y al Progra-
ma para el Uso Sustentable de Recursos Naturales se adicionaron los com-
ponentes bioenergía y fuentes alternativas. Una muestra de que no fueron 
sustantivos los cambios en los programas de Sagarpa, llevados a cabo a 
inicios de la administración de Felipe Calderón, es que Procampo —el 
programa de transferencias de ingreso a agricultores de cultivos alimen-
ticios— siguió operando; no obstante su elevado peso en el presupuesto 
federal (de más de 16 000 millones de pesos anuales en promedio durante 
2009 y 2010), su duplicidad con los apoyos a la comercialización de culti-
vos básicos y el hecho de que el programa fuera creado como un programa 

1 Alianza para el Campo fue creada en 1995 y estaba conformada por un conjunto de acciones 
de apoyo a productores rurales para competir en una economía abierta (capítulos 6, 14 y 17).
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de transición vigente hasta enero de 2008, cuando se llegó a la liberaliza-
ción completa del sector agropecuario en el marco del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte (tlcan).

En 2011 los ocho programas que operaron de 2008 a 2010 se reduje-
ron a cinco, pero como en 2008 el programa Procampo siguió operando 
y no se adoptaron cambios sustanciales en su funcionamiento según las 
rop de Sagarpa correspondientes (Diario O�cial de la Federación [dof], 
31 de diciembre 2010). En esencia sólo se agruparon en los cinco nuevos 
programas los mismos componentes de los ocho programas anteriores. La 
ausencia de cambios sustantivos en las acciones se re�eja en el hecho de 
que la distribución del presupuesto entre los programas de Sagarpa no tuvo 
cambios sustanciales y en los resultados de la Evaluación de Consistencia 
y Resultados del Programa de Prevención y Manejo de Riesgos 2011, que 
el Precesam realizó para el Consejo Nacional de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social (Coneval), que muestran que este programa no tuvo 
cambios fundamentales en cuanto a su diseño y operación respecto a años 
previos.2

Las rop de los ocho programas de Sagarpa que iniciaron su operación en 
enero de 2008 se publicaron en el dof en diciembre de 2007. Con base 
en las rop 2010 y en las Matrices de Indicadores de Resultados de abril del 
mismo año (mir-2010), a continuación sintetizamos sus principales carac-
terísticas (las partes entrecomilladas son citas textuales de los resúmenes 
narrativos de los indicadores de �n o de propósito provenientes de las mir-
2010 de cada programa).3

1) El Programa para la Adquisición de Activos Productivos integró a al-
gunos de los que operaban en 2007, tales como ciertos componentes 
de Alianza Contigo (antes Alianza para el Campo), el Fondo de Apo-
yo para la Competitividad de las Ramas Productivas y el Programa 

2 Los programas de Sagarpa han estado sujetos a evaluaciones externas periódicas por parte 
de Programas de la Administración Pública Federal a cargo del Coneval, de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público (shcp) y de la Secretaría de la Función Pública, [www.
coneval.gob.mx/coneval2/htmls/evaluacion_monitoreo/].

3 Una Matriz de Indicadores de Resultados (mir) es una tabla de cuatro �las y cuatro co-
lumnas que sintetiza la información sobre un proyecto (cuadro 18.3 y el apartado “Las 
evaluaciones de programas de desarrollo rural” en este capítulo).
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Ganadero (Progan). De acuerdo con las rop 2010, el programa tuvo 
la �nalidad de incrementar los niveles de capitalización de las unida-
des económicas de los productores rurales y pesqueros por medio del 
apoyo subsidiario a la inversión en bienes de capital estratégico para 
la realización de actividades de producción primaria, sanidad e ino-
cuidad, procesos de agregación de valor y acceso a los mercados. El 
�n superior de este programa fue “[…] contribuir a que los producto-
res rurales y pesqueros incrementen su nivel de ingreso mediante la 
capitalización de sus unidades económicas”. Uno de los cambios más 
importantes de este programa respecto a los anteriores —que tenían 
objetivos similares— fue que dio mayor preferencia a los grupos vul-
nerables, a productores con menores niveles de activos y a agriculto-
res con un número máximo de 5 ha de riego y 20 de temporal (antes 
los topes eran de 10 y 20 ha respectivamente, cedrssa, 2008).

2) El Programa de Apoyos Directos al Campo (Procampo) no sufrió 
cambios en su composición y sigue siendo parte de Apoyos y Servi-
cios a la Comercialización Agropecuaria (Aserca). Operó bajo rop si-
milares a las establecidas desde 2002, las cuales establecen que su ob-
jetivo consiste en transferir recursos en apoyo de la economía de los 
productores rurales que siembren super�cie elegible registrada en el 
directorio del programa, cumplan con los requisitos que establezca la 
normatividad y acudan a solicitar por escrito el apoyo. El �n de este 
programa es “[…] contribuir a que los productores del subsector 
agropecuario cuenten con ingreso mejorado mediante la transferen-
cia de recursos en apoyo de la economía de los productores rurales, 
que siembren la super�cie elegible registrada en el directorio del pro-
grama”. Lo anterior quiere decir que Procampo se siguió otorgando 
sin condiciones.

3) El Programa de Inducción y Desarrollo del Financiamiento al Medio 
Rural (Pide�mer) sustituyó al Programa de Apoyo para Acceder al Sis-
tema Financiero Rural (Paas�r) y a los apoyos del Programa del Fondo 
de Riesgo Compartido para el Fomento de Agronegocios (Fomagro) 
para maíz y frijol, e incorporó nuevos elementos, como el Programa de 
Garantías y otros apoyos. El objetivo de este programa según las rop 
2010 fue ampliar y profundizar el acceso a los servicios �nancieros en 
el medio rural, y el �n que persigue fue “[…] contribuir a mejorar el in-
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greso de los productores”, es decir, de las “[…] personas que se dedican 
a actividades productivas en el medio rural (a partir de un) mayor ac-
ceso a servicios �nancieros” mediante los apoyos que otorga el progra-
ma a intermediarios �nancieros.

4) Programa de Uso Sustentable de Recursos Naturales para la Produc-
ción Primaria. Incluyó los siguientes programas que operaban en 
2007 como parte de Alianza Contigo: Programa Integral de Agricul-
tura Sostenible y Reconversión Productiva en Zonas de Siniestralidad 
Recurrente (Piasre); Microcuencas; Programa de Producción Pecua-
ria Sustentable y Ordenamiento Ganadero y Apícola (Progan); Pro-
grama de Acuacultura y Pesca. Tuvo el propósito de atender a los pro-
ductores marginados que trabajan en zonas clasi�cadas como de 
mayor prioridad por el grado de deterioro, sobreexplotación o esca-
sez de los recursos productivos primarios. El propósito fue que los re-
cursos naturales se utilicen de manera responsable y e�ciente, y que a 
su vez generen bene�cio a los usuarios. El Programa tuvo cinco com-
ponentes: Conservación y Uso Sustentable de Suelo y Agua (Coussa), 
Recursos Biogenéticos y Biodiversidad, Reconversión Productiva, 
Acuacultura y Pesca, y Progan. En este programa no se establecieron 
prioridades para la asignación de los recursos; los apoyos se otorga-
ron de acuerdo con el nivel de activos productivos y no de ingresos, 
como se hacía antes. También hubo un segundo criterio de selección 
de bene�ciarios, que consistió en la priorización de las iniciativas que 
se presentaran de manera grupal en lugar de las individuales. A dife-
rencia del pasado, en este nuevo programa no se de�nieron los mon-
tos de apoyo ni se estableció como prioridad el otorgamiento de los 
apoyos a los productores con menor nivel de activos productivos 
(rop 2010).

5) Programa de Atención a Problemas Estructurales (apoyos compensa-
torios). Este programa está a cargo de Aserca. Al programa previo de 
Apoyos Directos al Productor por excedentes de Comercialización 
para Reconversión Productiva se le sumaron los subsidios de energía a 
productores agropecuarios, acuícolas y pescadores. De 2008 a 2010, el 
programa tuvo dos componentes: i) Apoyo al Ingreso Objetivo, al Or-
denamiento del Mercado y para la Adquisición de Coberturas y ii) Die-
sel Agropecuario, Marino y Gasolina Ribereña. La �nalidad de este 
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programa, según sus rop 2010, fue contribuir a que los productores 
agropecuarios y pesqueros incrementen sus márgenes de operación 
mediante la entrega de apoyos temporales que compensen sus ingre-
sos y los costos de los insumos energéticos, a �n de fortalecer su parti-
cipación en los mercados y darles certidumbre a sus procesos de co-
mercialización. El �n del programa fue “[…] contribuir a estabilizar e 
incrementar los ingresos de los productores agropecuarios y pesque-
ros, fortaleciendo su participación en los mercados mediante el incre-
mento de sus márgenes de operación”.

6) El Programa de Soporte Agropecuario, como el de activos, formó 
parte de Alianza Contigo. De 2008 a 2010 agrupó los programas de 
sanidad, el Sistema Nacional de Información del Desarrollo Rural 
Sustentable (Snidrus), el Sistema Nacional de Capacitación y Asis-
tencia Técnica Rural Integral (Sinacatri), el de promoción de expor-
taciones y ferias y las acciones de inspección y vigilancia pesquera. 
Según sus rop 2010, el �n del programa fue apoyar la gestión técnica, 
económica y sanitaria de los productores agropecuarios, acuícolas, 
pesqueros y rurales, que les permita una inserción sostenible de sus 
productos en los mercados. El �n del programa fue “[…] contribuir a 
la estabilidad de los ingresos de los productores agropecuarios, pes-
queros y rurales, provenientes de sus actividades económicas me-
diante un aumento de sus capacidades generadas por estudios y ac-
ciones de investigación, asistencia técnica, capacitación y vigilancia 
pesquera”. El principal propósito del programa fue que “[…] produc-
tores agropecuarios, pesqueros, acuícolas y rurales logren una inser-
ción sostenible de sus productos en los mercados, mediante una ade-
cuada gestión técnica, económica y sanitaria de sus actividades”. Las 
modi�caciones a este programa implicaron un aumento en los mon-
tos de los apoyos para algunos componentes y la incorporación de 
nuevos tipos de soportes. Fue un programa dirigido a organismos e 
instituciones que estimulen la generación de bienes públicos, la utili-
zación ordenada y sustentable de los recursos, y que potencialicen la 
competitividad.

7) El Programa de Atención a Contingencias Climatológicas (pacc) fue, 
de 2008 a 2010, igual al antiguo Fondo para la Atención de la Población 
Rural Afectada por Contingencias Climatológicas (fapracc). Su �na-
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lidad fue atender a productores agropecuarios cuyos activos producti-
vos hayan sido afectados por fenómenos climatológicos atípicos e im-
predecibles, con la �nalidad de reincorporarlos a sus actividades 
productivas en el menor tiempo posible. Con recursos federales y esta-
tales, el pacc apoyó el pago completo de primas de seguros agropecua-
rios catastró�cos, además otorgó apoyos directos a los productores que 
hayan sufrido alguna contingencia climatológica y que no estuvieran 
asegurados. El pacc estuvo vinculado con las acciones de Agroasemex 
(de la shcp), ya que esta última institución contribuyó al �nanciamien-
to de las primas de seguros agropecuarios catastró�cos mediante el 
Programa Fondo de Contingencias Climatológicas. Dentro de las dife-
rencias que hubo entre el pacc y el fapracc se puede mencionar que el 
último se manejaba como un fondo revolvente, es decir, si no se ejer-
cían todos los recursos, éstos se transferían al siguiente ejercicio �scal. 
En el pacc cambiaron los requisitos y aumentaron el techo de hectáreas 
de los bene�ciarios, de 10 a 20. Excluyó super�cies de riego, a �n de li-
berar recursos aplicables a las super�cies de temporal que en general 
pertenecen a los pequeños productores. También se elevaron los mon-
tos de los apoyos y se redujo la aportación federal, con excepción de los 
apoyos para el pago de primas (cedrssa, 2008).

8) El Programa de Apoyo a la Participación de Actores para el Desarrollo 
Rural, como los Programas de Activos y de Soporte, fue parte de 
Alianza Contigo. Los componentes de este programa sustituyeron el 
Programa de Apoyos a las Organizaciones Sociales, Agropecuarias y 
Pesqueras (Prosap) de Alianza, y al subprograma de Fortalecimiento 
de los Sistemas Producto, que era parte del Programa de Fomento 
Agrícola, también de Alianza. Estuvo formado por los componentes: 
Apoyo a Organizaciones Sociales y Sistemas Producto.4 El �n del pro-
grama fue “[…] contribuir a que las Organizaciones Sociales partici-
pen en órganos consultivos mediante su fortalecimiento”, es decir, 

4 El Sistema Producto está conformado por el conjunto de elementos y agentes concurren-
tes de los procesos productivos de productos agropecuarios, incluidos el abastecimiento 
de equipo técnico, insumos y servicios de la producción primaria, acopio, transformación, 
distribución y comercialización. Por cada producto básico o estratégico, el artículo 150 de 
la ldrs mandata que se establecerá un Comité Nacional Sistema Producto, el cual llevará 
al Consejo Mexicano los acuerdos tomados en su seno.
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apoyar la consolidación de organizaciones sociales del sector rural que 
sin �nes de lucro promovieran la instrumentación de políticas, planes 
y programas de desarrollo rural. Antes este programa daba prioridad a 
proyectos de productores con menores ingresos, pero con la reorgani-
zación esta característica dejó de ser relevante. Después de 2010 los 
apoyos estuvieron dirigidos sólo al fortalecimiento de las organizacio-
nes (antes se enfocaban en otros rubros relacionados con la ejecución 
de proyectos, rop 2010), y los apoyos máximos eran más bajos.

Las rop de los programas de Sagarpa reagrupados en cinco nuevos pro-
gramas se publicaron en el dof del 31 de diciembre de 2010, aunque estas 
reglas fueron modi�cadas el 2 de mayo de 2011. Con base en el menciona-
do documento, a continuación señalamos la relación que existe entre los 
programas de 2011 y los que operaron de 2008 a 2010. También resumimos 
sus objetivos. 

1) Programa de Apoyo a la Inversión en Equipamiento e Infraestructu-
ra. Hasta 2010 éste fue el Programa para la Adquisición de Activos 
Productivos. La versión de 2011 incluyó los mismos componentes 
que este último programa, excepto el de desarrollo rural, y se integra-
ron seis componentes más. El propósito de este programa fue incre-
mentar los niveles de capitalización de las unidades económicas, 
agropecuarias, acuícolas y pesqueras por medio de apoyos comple-
mentarios para la inversión en equipamiento e infraestructuras en ac-
tividades de producción primaria, procesos de agregación de valor, 
acceso a los mercados y para apoyar la construcción y rehabilitación 
de infraestructura pública productiva para el bene�cio común.

2) Programa de Apoyo al Ingreso Agropecuario Procampo para Vivir 
Mejor. Además del componente de Procampo que operó hasta 2010, 
en 2011 se incluyeron cinco componentes más, de los cuales tres son 
apoyos a energéticos —que antes correspondían al programa de 
Atención a Problemas Estructurales. La �nalidad de este programa 
fue apoyar el ingreso de los productores agropecuarios, acuícolas y 
pesqueros mediante transferencias directas de ingreso; además de 
apoyos complementarios para la modernización de maquinaria y 
equipo, así como la adquisición de insumos energéticos.
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3) Programa de Prevención y Manejo de Riesgos. En él se reagrupó en 
un solo programa al Pide�mer, el componente de Apoyo al Ingreso 
Objetivo y a la comercialización del Programa de Atención a Proble-
mas Estructurales, al pacc, el componente Sanidades e Inocuidad del 
Programa de Soporte y el foini, que fue un nuevo componente. El 
objetivo de este programa fue apoyar a los productores agropecua-
rios, pesqueros, acuícolas y otros agentes económicos del sector rural 
para la prevención, manejo y administración de riesgos, por medio 
de herramientas que atiendan problemas de mercado y de �nancia-
miento, sanidad e inocuidad y ocurrencia de desastres naturales.

4) Programa de Desarrollo de Capacidades, Innovación Tecnológica y 
Extensionismo Rural. En él se incluyeron componentes del Programa 
de Soporte y del de Fortalecimiento a la Organización Rural. Su obje-
tivo fue fortalecer las capacidades técnicas y administrativas de las 
unidades económicas agropecuarias, pesqueras y acuícolas para que 
mejoren sus procesos productivos y organizativos mediante el otor-
gamiento de apoyos en servicios de asistencia técnica, capacitación y 
extensionismo; en proyectos de investigación y transferencia de tec-
nología, y en fomentar el desarrollo gerencial de las organizaciones 
sociales y de los comités sistema producto.

5) Programa de Sustentabilidad de los Recursos Naturales. En 2011 éste 
incluyó el Programa de Uso Sustentable de Recursos Naturales para la 
Producción Primaria. Con él se pretendió contribuir a la conserva-
ción, uso y manejo sustentable de los recursos naturales que se em-
plean en la producción primaria, mediante el otorgamiento de apoyos 
y servicios que permitan desarrollar sistemas integrales, obras, accio-
nes y prácticas sustentables que a su vez ayuden a rescatar, preservar y 
potenciar los recursos genéticos, e inducir una nueva estructura pro-
ductiva, incluyendo cultivos para la producción de insumos para 
bioenergéticos, el uso de fuentes alternativas de energía, así como la 
conservación y aprovechamiento sustentable del suelo, agua y vegeta-
ción de las unidades productivas.
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Consideraciones sobre la reagrupación de los programas de Sagarpa

Uno de los inconvenientes que presenta la reducción del número de pro-
gramas de Sagarpa es que se di�culta su seguimiento. Esto se aplica aun a 
los programas sin modi�caciones sustanciales, ya que al reagruparlos no 
es posible realizar evaluaciones comparativas respecto de años anteriores.

Asimismo, la reagrupación de los programas ha agudizado los pro-
blemas previos en cuanto a la de�nición de sus poblaciones objetivo. Por 
ejemplo, en los programas reagrupados en 2008 de Adquisición de Activos 
Productivos, de Soporte Agropecuario y Pide�mer, la Sagarpa propone 
como la población objetivo a (toda) la población rural, pero en sus rop no 
se proporciona una de�nición que abarque el término de población rural. 
Ésta, sin embargo, se podría determinar a partir del tamaño de las localida-
des, como lo hace el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi). 
De acuerdo con esta institución, una localidad es rural cuando tiene menos 
de 2 500 habitantes o hasta 15 000 habitantes. Por otra parte, la población 
rural se puede de�nir por la densidad de la población en las localidades 
o por el tipo de actividad productiva que realizan las personas, conside-
rando como rural las localidades en las que la mayoría de sus habitantes 
se dedican a actividades agropecuarias, forestales, pesqueras y acuícolas, 
al margen del tamaño de la localidad. Por su parte, Berdegué et al. (2010) 
usan una concepción más precisa al proponer que lo rural es un territorio 
o lugar que, al mismo tiempo, tiene una densidad poblacional, un nivel 
de acceso por parte de la población a servicios básicos y un porcentaje de 
la población económicamente activa ocupada en actividades primarias, 
signi�cativamente diferentes a niveles límites que varían por país y que 
los distinguen con claridad de las grandes ciudades y metrópolis. Si bien 
es cierto que existen serias di�cultades para de�nir lo rural (Villalvazo, 

Corona y García, 2002), es necesario hacerlo de manera clara para poder 
determinar la población potencial y objetivo de los programas públicos 
relacionados con el agro y el campo mexicano. Con ello, se podrán evaluar 
con rigor algunos de sus resultados, incluyendo cuestiones relacionadas con 
la equidad y la focalización de los apoyos.5

5 Por ejemplo, si algún programa considera rural a la producción primaria, parte de su 
población objetivo estará formada por grandes productores agropecuarios, forestales, pes-
queros, etcétera, que viven en ciudades y metrópolis.
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A lo anterior hay que agregar que las reagrupaciones de los programas 
de Sagarpa han complicado y limitado las evaluaciones externas encarga-
das por el Coneval. Esto debido a que tales evaluaciones se basan en un 
formato único creado por el Coneval aplicable a programas, excluyendo los 
componentes de los mismos, lo mismo aplica a sus mir.6

Al respecto, una complicación destacable para evaluar los programas de 
Sagarpa agrupados durante el gobierno de Felipe Calderón, es que la po-
blación objetivo de los componentes de algunos de los nuevos programas 
di�ere. Es el caso del Programa de Atención a Problemas Estructurales que 
operó de 2008 a 2010, ya que el propósito de uno de sus componentes fue 
apoyar sólo a agricultores con excedentes y con problemas de comerciali-
zación y el del componente de subsidios a energéticos abarcó tanto a agri-
cultores como a productores pesqueros y acuícolas. Entre otras causales, 
lo anterior impide crear indicadores para todo el programa, que es lo que 
debe hacerse en la evaluación de sus resultados, conforme los lineamientos 
de Coneval. Es posible que por lo anterior, el Programa de Prevención y 
Manejo de Riesgos, creado en 2011, no cuente con de�niciones precisas de 
su población potencial y objetivo (Yúnez et al., 2012). 

No obstante los avances en el diseño y medición de los efectos de las polí-
ticas al agro que han podido tener las evaluaciones externas encargadas por 
el Coneval, hay retos que deben atenderse para mejorar estas últimas. Uno de 
ellos es que es necesario contar con un padrón único de los bene�ciarios 
de los programas que componen al pec, o al menos de los de Sagarpa. Un 
avance que ha habido es la reciente encuesta a bene�ciarios de Sagarpa, 
levantada por esta secretaría y por la Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura (fao) (Sagarpa, 2008). Desafortunada-
mente la encuesta tiene problemas, algunos de ellos son: contiene datos para 
2008 (es decir, información anterior a la reagrupación de 2011 de los progra-
mas de Sagarpa); no incluye datos de la población potencial y objetivo; no 
fue publicada sino hasta 2012 y hay variables con una gran cantidad de datos 
faltantes. Otro reto es que las evaluaciones externas encargadas por el Cone-
val deben incluir valoraciones integrales de los programas de Sagarpa —no 

6 Estas características se explican porque con ellas se sistematizan los resultados de las eva-
luaciones de una gran cantidad de programas federales, lo que facilita su lectura por parte 
de los miembros del poder Legislativo, que puede servir para determinar el presupuesto 
anual de los programas de la administración pública federal.
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sólo por programa como se han estado haciendo. Ello con el �n de saber si 
los programas de la secretaría son productivistas, y descuidan los efectos de 
la actividad agropecuaria y pesquera sobre el medio ambiente y los recursos 
naturales; así como para evaluar si las acciones de Sagarpa cumplen con pro-
pósitos de focalización, cuando los haya, y con ello analizar si las acciones de 
Sagarpa promueven la inequidad. Un tercer aspecto es que las evaluaciones 
del Coneval incluyan las acciones de Sagarpa en el plano de los estados de 
la federación, para lo cual se debe enfrentar el reto que tienen los gobiernos 
estatales de proporcionar la información requerida en tiempo y forma.

Las evaluaciones de programas de desarrollo rural

En 2009 se realizó la primera ronda de las Evaluaciones Especí�cas de Des-
empeño (eed en adelante) del ejercicio �scal 2008, coordinada por el Co-
neval, en cumplimiento del Presupuesto de Egresos de la Federación y del 
Programa Anual de Evaluación.

El propósito de las eed es realizar una valoración sintética del desem-
peño de los programas federales que aporte elementos relevantes para la 
toma de decisiones (Coneval, 2010). Estas evaluaciones se elaboran en un 
formato preestablecido por el Consejo con base en la información del Sis-
tema de Evaluación del Desempeño (sed) de la shcp. El sed es uno de 
los componentes del Presupuesto basado en Resultados (PbR) que tiene 
el propósito de brindar la información necesaria para valorar y mejorar el 
desempeño de las políticas públicas, de los programas presupuestarios y 
de las instituciones, así como para determinar el impacto de los recursos 
públicos en el bienestar de la población (shcp, 2008).

La información del sed, disponible para las evaluaciones, es proporcio-
nada por los responsables de los programas y es, en principio, la única 
fuente de información que se utiliza para el análisis.

En las eed se incluye: un análisis de indicadores de resultados y gestión, 
los hallazgos más relevantes derivados de las evaluaciones externas exis-
tentes, además de una valoración de las mismas, un análisis de la cobertura 
de los programas, la identi�cación de los principales aspectos susceptibles de 
mejora y los avances que presentan los programas, además de sus fortale-
zas y debilidades.
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En 2009, el Precesam llevó a cabo la eed para nueve programas englo-
bados en un grupo llamado Programas Federales de Apoyo y Subsidio 
para el Fortalecimiento de Infraestructuras Productivas, que incluyó dos 
programas de Sagarpa, tres de Agroasemex, dos de Financiera Rural, 
uno de la Sedesol y uno de la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos 
Naturales (Semarnat). Para 2010 el Precesam realizó el mismo ejercicio 
pero para un grupo diferente de programas; Subsidios y Fondo de Apoyo 
ante Contingencias, que incluyó tres programas de Agroasemex y uno de 
Sagarpa.7 

Hacer una síntesis de los principales resultados de las eed es relevante 
para entender la evolución de los programas públicos que tienen un im-
pacto en el sector rural, en el cual se concentraba 62.8% de la población 
en pobreza alimentaria en 2008, según datos del Coneval. Por lo anterior, 
estos programas podrían haber contribuido a combatirla, sobre todo por 
medio de acciones del gobierno relacionadas con aspectos productivos y 
de seguridad ante riesgos de la población rural objetivo. Aunque no to-
dos los programas evaluados tuvieron como objetivo directo apoyar a los 
productores de menores ingresos, es probable —y deseable— que por las 
características de las actividades que apoyan, sus bene�cios lleguen a los pro-
ductores menos favorecidos.

Las evaluaciones de los programas en los ejercicios 2008 y 2009 se divi-
den en tres grupos, de acuerdo con sus objetivos.8 

Acciones para promover el aseguramiento agropecuario

Incluyeron el Programa de Subsidio a la Prima del Seguro Agropecuario, 
el de Apoyo a los Fondos de Aseguramiento Agropecuario, el Fondo de 
Contingencias y Autoseguro y el Programa de Atención a Contingencias 
Climatológicas (pacc). Los apoyos que otorgaron estos programas forta-

7 En 2012 el Precesam llevó a cabo la Evaluación de Consistencia y Resultados del Progra-
ma de Prevención y Manejo de Riesgos, de la cual se desprendieron las consideraciones 
expuestas en la sección previa del presente capítulo (Yúnez Naude et al., 2012)

8 En la mayoría de los casos se hace referencia a las rop 2010 para describir los objetivos de 
cada programa, ya que no hay diferencia entre éstas y las de los ejercicios que se evaluaron: 
2008 y 2009.
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lecen la oferta y la demanda de seguros agropecuarios. De acuerdo con las 
rop 2010, los objetivos de los programas son los que siguen: 

• Programa de Subsidio a la Prima del Seguro Agropecuario. Tuvo 
como propósito ampliar la cobertura correspondiente por medio del 
apoyo a los productores agropecuarios para reducir el costo de las 
primas que pagan por los seguros agropecuarios. También buscó fo-
mentar la participación de los sectores sociales y privados en el ase-
guramiento agropecuario e impulsar el desarrollo y consolidación 
de los mecanismos de prevención y protección de los productores 
agropecuarios en el plano nacional ante los riesgos que enfrenta su 
actividad.

• Programa de Apoyo a los Fondos de Aseguramiento Agropecuario. Su 
objetivo fue ampliar la capacidad de los Fondos y Organismos inte-
gradores para cumplir con las obligaciones de éstos de acuerdo con la 
Ley de Fondos, mediante la complementación de los gastos de admi-
nistración y operación. La �nalidad es que mejoren su capacidad de 
autogestión y la calidad de los servicios que ofrecen a sus socios y a�-
liados, además de apoyar el costo de profesionalización de los Fondos 
y Organismos Integradores.

• Programa del Fondo de Contingencias y Autoseguro. Con el propósi-
to de incrementar la cobertura del pacc para proteger las desviacio-
nes �nancieras que puedan presentarse debido a contingencias clima-
tológicas que afecten la actividad agropecuaria.

• Programa de Atención a Contingencias Climatológicas (pacc). Su ob-
jetivo se creó para apoyar a productores agropecuarios, pesqueros y 
acuícolas de bajos ingresos y así poder reincorporarlos a sus activida-
des productivas en el menor tiempo posible ante contingencias cli-
matológicas atípicas, relevantes, no recurrentes e impredecibles.

Apoyos para el financiamiento al sector rural

Estuvo compuesto por dos programas de Financiera Rural (fr): el Pro-
grama para la Constitución y Operación de Unidades de Promoción de 
Crédito y el Programa de Reducción de Costos de Acceso al Crédito. Se-
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gún las rop 2010, el objetivo de estos dos programas es facilitar el acceso 
y uso óptimo de los recursos crediticios otorgando apoyos para diseñar, 
incubar y fortalecer empresas rurales, organizaciones de productores, in-
termediarios �nancieros rurales y entidades dispersoras, además de redu-
cir los costos asociados con el acceso, contratación y administración de 
los créditos.

Desarrollo rural

En las acciones del gobierno federal para el desarrollo rural se conjuntaron 
diversos programas que atienden diferentes áreas y poblaciones. En este 
grupo estuvieron incluidos dos programas de Sagarpa, uno de Semarnat y 
otro de Sedesol.

Los programas y sus objetivos que formaron parte de Sagarpa, según sus 
rop 2010, fueron: el Programa de Apoyo a la Participación de Actores para 
el Desarrollo Rural (a partir de 2009 se llamó Programa de Fortalecimiento 
a la Organización Rural u Organízate) tuvo como �n apoyar la consolida-
ción de formas de organización social por sistema producto representati-
vas, con el �n de que éstas tengan una efectiva participación consultiva en 
la instrumentación de políticas, planes y programas de desarrollo rural. El 
Programa de Atención a Problemas Estructurales buscó contribuir a que 
los productores agropecuarios y pesqueros incrementen sus márgenes de 
operación, mediante la entrega de apoyos temporales que compensen sus 
ingresos y los costos de los insumos energéticos. De esta manera se pre-
tendió fortalecer la participación en los mercados y dar certidumbre a los 
procesos de comercialización. 

El componente de Desarrollo Rural a cargo de la Semarnat fue el Pro-
grama de Desarrollo Parcelario, con la �nalidad, según sus rop 2010, de 
mantener en condiciones óptimas de servicio y funcionamiento la infraes-
tructura hidroagrícola, en apoyo a la agricultura, mediante la adquisición 
de maquinaria y el equipamiento necesario para realizar la conservación de 
las obras existentes y mejorar el servicio de riego, así como incrementar el 
uso e�ciente del agua mediante la nivelación de tierras.

Por último estuvo el Programa del Fondo Nacional de Fomento a las 
Artesanías (Fonart, que pertenece a Sedesol, y que, según sus rop 2008, 
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tuvo el propósito de realizar acciones que promuevan el desarrollo so-
cial y económico sostenible, individual, regional y comunitario de los 
artesanos mediante los apoyos dirigidos a potenciar sus capacidades, su 
formación y la preservación del conocimiento artesanal como patrimo-
nio cultural.

Resultados

En el cuadro 18.1 evaluamos dos aspectos: si hay de�nición de las Pobla-
ciones potencial (pp), objetivo (po) y atendida (pa) y si hay lógica horizon-
tal y vertical a partir de la mir. Mientras que en el cuadro 18.2 presentamos 
los principales resultados de las eed 2008 y 2009 en cuanto al impacto de 
cada programa, así como los hallazgos relevantes de cada uno de ellos.

Cuadro 18.1. Análisis de las poblaciones y de la mir de programas del sector rural

Programa

Año  

de la eed

Claridad en la 

definición de 

las diferentes

poblaciones

mir

Lógica

horizontal

Lógica 

vertical

Aseguramiento agropecuario

Programa de Subsidio  
a la Prima del Seguro  
Agropecuario

2008
PP: No
PO: Sí
PA: Sí

No Sí

2009
PP: Sí
PO: Sí
PA: Sí

No No

Programa de Apoyo a los 
Fondos de Aseguramiento 
Agropecuario

2008
PP: No
PO: Sí
PA: Sí

No Sí

2009
PP: Sí
PO: Sí
PA: Sí

No No
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Programa

Año  

de la eed

Claridad en la 

definición de 

las diferentes

poblaciones

mir

Lógica

horizontal

Lógica 

vertical

Fondo de Contingencias  
y Autoseguro

2008
PP: No
PO: Sí
PA: No

No No

2009
PP: No
PO: Sí
PA: No

No No

Programa de Apoyo  
a Contingencias  
Climatológicas (PACC)

2009
PP: No
PO: Sí 
PA: Sí

Sí Sí

Financiamiento

Constitución y Operación  
de Unidades de Promoción  
de Crédito

2008
PP: No
PO: Sí
PA: Sí

No No

Reducción de Costos  
de Acceso al Crédito 

2008
PP: No
PO: Sí
PA: Sí

No No

Desarrollo rural

Programa de Apoyo a la 
Participación de Actores para 
el Desarrollo Rural

2008
PP: No
PO: Sí
PA: Sí

No No

Programa de Atención  
a Problemas Estructurales

2008
PP: No
PO: Sí
PA: Sí

No No

Programa de Desarrollo 
Parcelario

2008
PP: No 
PO: No
PA: No

No No

Programa del Fondo Nacional 
de Fomento a las Artesanías 
(Fonart)

2008
PP: No
PO: No
PA: Sí

No Sí

Fuente: elaboración propia con datos de las Evaluaciones Específicas de Desempeño 2008 y 2009, y 
las Matrices de Indicadores de Resultados 2008 y 2009.
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Cuadro 18.2. Principales resultados de las eed del Precesam  

y de las evaluaciones de impacto de los programas

Programa

Año de 

la eed
Evaluación 

de impacto Principales resultados de las eed

Aseguramiento agropecuario 

Pr
o

g
ra

m
a 

d
e 

Su
b

si
d

io
 a

 la
 P

ri
m

a
d

el
 S

eg
u

ro
 A

g
ro

p
ec

u
ar

io

2008 No

Desarrollo del mercado asegurador por el lado de la 
oferta y no de la demanda.  
Modificaciones en ROP con el propósito de beneficiar 
a los que aún no están asegurados.  
Se sugiere el diseño de experimentos aleatorios 
rigurosos que identifiquen qué cambios en las ROP 
incentivan la demanda.

2009 No

El programa es fundamental para la formación de 
una cultura del aseguramiento en el medio rural. 
El subsidio está más orientado a grandes producto-
res del norte del país. 
Los indicadores no representan de forma adecuada 
los objetivos.

Pr
o

g
ra

m
a 

d
e 

A
p

o
yo

 a
 lo

s 
Fo

n
d

o
s

d
e 

A
se

g
u

ra
m

ie
n

to
 A

g
ro

p
ec

u
ar

io

2008 No

Las evaluaciones externas enfatizan que el programa 
contribuye al financiamiento y capitalización en el 
medio rural.  
No se ha estudiado si las prácticas actuales para 
apoyar a los fondos y organismos integradores son 
las más adecuadas para lograr los objetivos del 
programa.

2009 No

Los fondos contribuyen a generar una cultura del 
seguro. 
Es conveniente que se revisen y adecuen los indica-
dores de la MIR09 para que sean congruentes con sus 
objetivos.

Fo
n

d
o

 d
e 

C
o

n
ti

n
g

en
ci

as
 y

 A
u

to
se

g
u

ro

2008 No

Es un programa conceptualmente complicado, ya 
que protege al PACC de las desviaciones financie-
ras y no otorga los apoyos de forma directa a los 
productores. 
Las evaluaciones de este programa no explican su 
funcionamiento.

2009 No

El programa beneficia de forma indirecta a los pro-
ductores vía Sagarpa. 
El programa atiende a un sector tradicionalmente 
desprotegido y la selección de los productores se 
realiza con técnicas confiables. 
Es necesario modificar los resúmenes narrativos de la 
MIR09 para que haya lógica horizontal.
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Programa

Año de 

la eed
Evaluación 

de impacto Principales resultados de las eed

Pr
o

g
ra

m
a 

d
e 

A
p

o
yo

  
a 

C
o

n
ti

n
g

en
ci

as
 

 C
lim

at
o

ló
g

ic
as

 (P
A

C
C
)

2009 Sí

El programa es relevante para los propósitos del 
desarrollo rural. 
El Seguro Agropecuario Catastrófico protege a los 
productores frente al riesgo y presenta una ventaja 
respecto a los apoyos directos. 
Hay avances en el rigor de las evaluaciones realiza-
das año con año. 
El programa no le otorga la misma relevancia a los 
productores pesqueros y acuícolas que a los agro-
pecuarios. 

Financiamiento

C
o

n
st

it
u

ci
ó

n
 y

  
O

p
er

ac
ió

n
 d

e 
U

n
id

ad
es

  
d

e 
Pr

o
m

o
ci

ó
n

 d
e 

C
ré

d
it

o

2008 No

Se recomienda realizar una evaluación de impacto 
que identifique los resultados que ha tenido el 
programa para cada componente y verificar si las 
prácticas actuales son las más convenientes para 
alcanzar los objetivos. 
No se cuantifican las poblaciones objetivo (PO) y 
atendida (PA) aunque están bien definidas.

R
ed

u
cc

ió
n

  
d

e 
C

o
st

o
s 

d
e 

A
cc

es
o

 a
l C

ré
d

it
o

2008 No

Dado el número de componentes definidos en 
las ROP y por la escasez de recursos, se recomienda 
realizar una evaluación de impacto para cuantifi-
car los resultados del programa e identificar qué 
componentes son los más adecuados para alcanzar 
los objetivos.

Desarrollo rural

Pr
o

g
ra

m
a 

d
e 

A
p

o
yo

 a
 la

 
Pa

rt
ic

ip
ac

ió
n

 d
e 

A
ct

o
re

s 
p

ar
a 

el
 D

es
ar

ro
llo

 R
u

ra
l

2008 No

El programa se justifica porque tiene los objetivos 
para impulsar el desarrollo rural. No obstante, tras-
ciende las competencias de Sagarpa, por lo que se 
necesita reforzar la coordinación interinstitucional. 
El diseño y la operación del programa permiten 
hacer una evaluación de impacto rigurosa.
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Programa

Año de 

la eed
Evaluación 

de impacto Principales resultados de las eed

Pr
o

g
ra

m
a 

d
e 

A
te

n
ci

ó
n

 a
 P

ro
b

le
m

as
 

Es
tr

u
ct

u
ra

le
s

2008 No

Los beneficiarios son heterogéneos, por lo que es 
difícil determinar una sola población. 
No hay evaluaciones de impacto, por lo que no se 
sabe con certeza si el programa ha contribuido a 
resolver problemas estructurales. 
Hay evidencia empírica de que el componente de 
ingreso objetivo es regresivo.

Pr
o

g
ra

m
a 

d
e 

D
es

ar
ro

llo
 

Pa
rc

el
ar

io

2008 No

La evaluación externa que se realizó al programa no 
tiene un método riguroso para medir los impactos 
del mismo sobre el recurso hídrico y sobre aspectos 
sociales y económicos del sector agrícola. Para hacer 
una evaluación precisa se necesita más informa-
ción, como número y perfil socioeconómico de los 
beneficiarios, rendimiento promedio esperado de los 
cultivos y tipo de cultivos.

Pr
o

g
ra

m
a 

d
el

 F
o

n
d

o
 

N
ac

io
n

al
 d

e 
Fo

m
en

to
 a

 la
s 

A
rt

es
an

ía
s 

(F
o

n
ar

t)

2008 No

No hay una definición clara de la población objetivo. 
Algunos de los indicadores se calculan con base 
en la opinión de los beneficiarios, lo que reduce su 
confiabilidad. 
Es necesario que el programa cuente con una 
evaluación de impacto sólida o una de seguimiento 
a beneficiarios. 

Definición de las poblaciones

Es básica la de�nición de los tres tipos de población de cada programa 
(pp, po y pa) porque, además de permitir la planeación fundamentada de 
las acciones públicas, es necesaria para la evaluación, ya que proporciona 
información para investigar hacia qué tipo de población se enfocó el pro-
grama y cuáles son sus alcances en términos de cobertura, entre otros.

Un problema común en la mayoría de los programas estudiados es que 
no tuvieron de�nida la pp y, cuando hay de�nición, no está cuanti�cada. 



572 FA B I O L A  R I V E R A  R A M Í R E Z  /  A N T O N I O  Y Ú N E Z  N AU D E

En la eed de 2009 concluimos que sólo dos programas de aseguramiento 
agropecuario de�nieron su pp: el Programa de Subsidio y el de Apoyo a los 
Fondos. No obstante, el primero de ellos no la cuanti�có. Por su parte, el 
pacc sólo tuvo bien de�nida una parte de su pp: los productores agrícolas 
y pecuarios, pero no los pesqueros y acuícolas.

En contraste, las po y pa estuvieron de�nidas para casi todos los progra-
mas. Las excepciones son el Programa de Desarrollo Parcelario, en donde 
no estuvo claramente determinado ninguno de los dos tipos de población, 
ni en su cuanti�cación para el ejercicio 2008, y el Fonart cuyas rop 2008 de-
�nen a su po de manera vaga: productores que están en condiciones de po-
breza. Un caso especial es el del Fondo de Contingencias y Autoseguro, en 
el que no puede de�nirse a la población atendida porque los apoyos no son 
directos al productor sino que se otorgan por medio del pacc de Sagarpa.

Lógica horizontal y vertical

El Método del Marco Lógico (mml) —y la Matriz de Marco Lógico (mml)— 
es la base para el diseño de programas y su evaluación, ya que mediante 
este procedimiento se presenta de manera resumida y estructurada su fun-
cionamiento. Este método se utiliza de manera conjunta con otras técnicas 
y herramientas para la formulación de proyectos. La mml es un cuadro de 
cuatro �las por cuatro columnas en la que se registra información sobre un 
proyecto (cuadro 18.3).

Cuadro 18.3. Matriz de Marco Lógico

 

Resumen  

narrativo Indicadores

Medios  

de verificación Supuestos

Fin        

Propósito        

Componentes        

Actividades        

Fuente: ilpes, 2004.
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La lógica horizontal de la mml se re�ere a la relación entre los objetivos, 
los indicadores y los medios de veri�cación. Estos últimos deben ser su�-
cientes para obtener los datos necesarios en la construcción de los indica-
dores, mientras que éstos permiten dar seguimiento al programa y evaluar 
sus objetivos. La lógica vertical de la mml sirve para conocer las relaciones 
de causalidad de abajo hacia arriba entre los distintos niveles de objetivos de 
la mml; a saber: las Actividades deben ser su�cientes para poder atender 
cada Componente, los componentes deben ser su�cientes para lograr el 
Propósito, y el logro del Propósito contribuye a cumplir con el Fin.

Las dos últimas columnas del cuadro 18.1 reportan los resultados de las 
eed en cuanto a la lógica horizontal y vertical de los programas con base 
en el análisis de las mir de cada uno de ellos.

En la eed se concluyó que el único programa que tuvo una lógica hori-
zontal es el pacc, es decir, sus indicadores fueron adecuados para medir los 
objetivos propuestos y se pueden calcular con los medios de veri�cación 
que se señalan en la mir. El resto de los programas no contaron con lógica 
horizontal, ya que algunos de los indicadores que presentan en la mir no 
son los más adecuados para medir los propósitos que se plantean, además 
de que los medios de veri�cación expuestos en la matriz no son especí�cos. 
En el Programa de Atención a Problemas Estructurales se incluyó como 
indicador de Propósito la comparación entre el ingreso de los bene�cia-
rios y los no bene�ciarios del programa. La medición no fue válida, pues 
carece de controles, es decir, en el cálculo no se considera si las diferencias 
en el ingreso entre ambos grupos se deben a fenómenos distintos de los 
bene�cios que la pa recibió del programa. Por lo anterior se consideró que 
el programa no contaba con lógica horizontal. Y se concluyó que el Fonart 
tampoco tenía lógica horizontal porque los indicadores de propósito están 
construidos con información sobre la percepción de los bene�ciarios, lo 
que no permite medir de manera adecuada y rigurosa los objetivos plan-
teados en el resumen narrativo de su mir. Lo anterior se aplica al indicador 
de Fin del Programa de Apoyo a la Participación de Actores, pues también 
se basa en la percepción de los que participan en el programa.

Respecto a la lógica vertical, dos de los programas evaluados relacio-
nados con las acciones de aseguramiento agropecuario cumplieron con 
esta característica en 2008. Sin embargo, no cumplieron en 2009, porque 
el resumen narrativo del objetivo de Fin se modi�có. Con este cambio, no 
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queda claro cómo el propósito del programa de subsidio: “productores 
agropecuarios protegidos en el ámbito nacional por pérdidas económi-
cas derivados de riesgos naturales”, que no cambió, conduce a alcanzar 
el nuevo �n: “contribuir a la constitución de un sistema nacional de ad-
ministración de riesgos”. Conclusión similar se obtuvo para el programa 
de Apoyo a los Fondos, cuyo �n no cambió en 2009: “Contribuir a la 
constitución de un sistema nacional de administración de riesgos”, no 
así su propósito; “Fondos de Aseguramiento y sus Organismos Integra-
dores cuentan con recursos para ofertar coberturas a los productores 
agropecuarios”. Por otra parte, el Fondo de Contingencias y Autoseguro 
no de�nió actividades en la matriz porque Agroasemex no lo operaba; 
simplemente trans�rió los recursos a Sagarpa. No obstante, en la eed se 
recomendó que este hecho se mencione en la mir como la única actividad 
que realiza el programa para que la matriz cumpla con la lógica vertical. 
Además de lo anterior, para 2009 no fue claro cómo el propósito contri-
buiría al �n planteado.

Por su parte, el Programa de Actores no tuvo lógica vertical en 2008 por-
que el �n, según su resumen narrativo, no parece ser uno “superior” que se 
alcance con el propósito descrito en su mir. Asimismo, en la eed del Pro-
grama de Apoyo a Problemas Estructurales se concluyó que tampoco tiene 
lógica vertical porque con los componentes incluidos en la mir no es claro 
cómo se atendió el propósito de “compensar las de�ciencias estructurales”. 
En el Programa de Desarrollo Parcelario no se especi�caron las actividades, 
y los Componentes que integraron a la mir son más bien actividades. Por lo 
anterior se consideró que el programa no cuenta con una lógica vertical. Por 
último, el pacc y el Fonart son los programas evaluados que sí presentaron 
una lógica vertical en todos los niveles de objetivos, es decir, de abajo hacia 
arriba cada nivel conduce al siguiente de manera adecuada. 

Evaluaciones de impacto

Uno de los aspectos más relevantes para determinar el desempeño de los 
programas públicos sujetos a rop son las evaluaciones de impacto. Éstas 
permiten medir si el programa tuvo los efectos deseados en la población 
atendida atribuibles al mismo. Tales evaluaciones tienen que ser cuantitati-
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vas, para lo cual hay metodologías rigurosas como la que se basa en cons-
truir un escenario contrafactual que permita medir qué habría ocurrido en 
ausencia del programa; o las cuasi experimentales, como la llamada Apa-
reamiento Mediante Puntajes de Propensión (Propensity Score Matching) 
(Baker, 2000). Estos enfoques dan la posibilidad de aislar el efecto de fac-
tores distintos a los del programa y así encontrar el verdadero impacto de 
éste mediante un grupo de control formado por sujetos que no participan 
como bene�ciarios del programa, pero que tienen características simila-
res a la población atendida. El Coneval no es ajeno a este requerimiento, 
ya que propone que para ser rigurosas las evaluaciones de impacto, éstas 
deben cumplir, entre otras, con las siguientes características: un grupo de 
control válido, un diseño muestral adecuado (representativo de la pobla-
ción objetivo) e información con�able.

De todos los programas incluidos en el presente capítulo, sólo la evalua-
ción del pacc tuvo un componente de impacto en su Evaluación Externa 
de Resultados 2009. Esta evaluación se basa en un estudio contrafactual a 
partir del cual se compara un grupo de control (no bene�ciarios) con el de 
tratamiento (bene�ciarios). Los evaluadores concluyen, en síntesis, que los 
productores bene�ciarios recuperan un mayor porcentaje de la super�cie 
siniestrada sobre los productores no bene�ciarios. Lamentablemente en 
dicho estudio no se especi�ca el método de cálculo, y la estimación de los 
efectos no mide el impacto verdadero del pacc, ya que no aísla los posi-
bles impactos que otros programas pudieron haber tenido sobre la variable 
de interés; a saber, que los productores bene�ciados hayan mantenido al 
menos 25% de su patrimonio en activos productivos. Como se señala en 
la Evaluación Externa de Resultados 2009 (uach, 2009), una contingencia 
climatológica tiene efectos en el tiempo, por lo que para algunos produc-
tores la recuperación de sus activos se puede dar en periodos posteriores a 
haber recibido el apoyo, que es cuando se observarían los impactos.

Por supuesto que no todos los programas pueden sujetarse a una eva-
luación de impacto con ese rigor. Es muy necesario realizar estudios que 
permitan saber si el programa está produciendo los efectos deseados sobre 
los bene�ciarios. Una opción es elaborar evaluaciones de seguimiento a 
la población atendida que permita saber cuáles son las condiciones de los 
bene�ciarios antes, durante y después de la aplicación del programa.
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Evaluación de Indicadores de Resultados

En 2011 el coordinador del Precesam participó en la Mesa Técnica de Re-
visión de Indicadores de Resultados de los programas de la Administra-
ción Pública Federal pertenecientes al Grupo Desarrollo Agropecuario. La 
convocatoria a la mesa fue del Coneval, en la que también participaron 
funcionarios de Sagarpa, de la shcp y de la Función Pública encargados del 
diseño, seguimiento y evaluación de programas públicos.

Los programas y acciones de Sagarpa, cuyos indicadores de resultados 
fueron revisados son los siguientes: Programa de Desarrollo de Capacida-
des, Innovación Tecnológica y Extensionismo Rural (Capacidades), Progra-
ma de Prevención y Manejo de Riesgos (ppmr), Programa de Apoyo a la 
Inversión en Equipamiento e Infraestructura (paie), Proyecto Estratégico 
de Tecni�cación del Riego, y Apoyo al Cambio Tecnológico en las Activida-
des Acuícolas y Pesqueras; esto quiere decir que en el Precesam se evaluaron 
tres de los cinco programas con los que contó Sagarpa de 2011 a 2013.9

Dejando a un lado las dos últimas acciones,10 una de las principales con-
clusiones de la revisión que hicimos de indicadores de resultados es que las 
agrupaciones de los programas de Sagarpa, en ocho de 2008 a 2010 y en 
cinco a partir de 2011, cambiaron la población objetivo (po) de los mismos.

En el caso de Capacidades, su po se amplió, ya que en 2011, además de 
incluir a productores rurales y pesqueros, abarcó organizaciones sociales 

9 No evaluamos los indicadores de resultados de Procampo y del Programa de Sustentabi-
lidad de los Recursos Naturales, debido, en parte, a que Procampo se ha mantenido como 
programa aparte del resto de los que tiene Sagarpa y los problemas que se encontraron en 
la evaluación de resultados de los tres programas antes mencionados no se aplican a Pro-
campo. No obstante, en un estudio reciente encontramos que hay fugas en las transferen-
cias de ingreso que el programa hace en el medio rural (Taylor y Yúnez, 2013). En cuanto 
al Programa de Sustentabilidad de los Recursos Naturales, las conclusiones de sus evalua-
ciones especí�cas de desempeño 2008 y 2009-2010 son similares a las que obtuvimos para 
los otros tres programas, destacando que no hay cuanti�cación de la po del programa 
(lo cual di�culta evaluarlo) ni análisis de impactos del mismo ([www.coneval.gob.mx/
cmsconeval/rw/resource/coneval/eval_mon/3719.pdf] y [www.coneval.gob.mx/cmsco-
neval/rw/resource/coneval/EVALUACIONES/especificas_desempeno/dependencias 
/SAGARPA/SAGARPA4B.pdf], respectivamente).

10 Esto debido a que el Proyecto Estratégico de Tecni�cación del Riego no es un programa y 
el Apoyo al Cambio Tecnológico en las Actividades Acuícolas y Pesqueras se circunscribe 
a acciones para evitar la pesca incidental de del�nes.
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del sector rural, grupos con actividades productivas en el medio rural e 
instituciones especializadas en la capacitación e investigación.

En 2011 el ppmr contó con cinco componentes: Apoyo al Ingreso Ob-
jetivo y a la Comercialización (aioc); Atención a Desastres Naturales en 
el Sector Agropecuario y Pesquero; Fondo de Garantías; Fondo para la In-
ducción de Inversión en Localidades de Media, Alta y Muy Alta Margina-
ción, y Sanidades. A diferencia de la estructura programática de Sagarpa 
previa a 2008, estos componentes di�rieron de manera sustancial en varios 
aspectos, incluyendo su po. En efecto, de la evaluación de los indicadores 
de resultados se desprendió que la po del ppmr incluyó no sólo a todas las 
personas físicas o morales con actividades en el medio rural (agropecua-
rias, pesqueras y acuícolas), vivan o no en el campo, así como a otro tipo 
de agentes, como las empresas comercializadoras o sus organizaciones y 
los intermediarios �nancieros.

La po del paie es también multidimensional y heterogénea, ya que in-
cluyó a personas físicas o morales, ligadas o no a un predio, que desarrollan 
actividades agropecuarias, pesqueras y acuícolas, y de posproducción e in-
vestigación genética de los bienes obtenidos a partir de estas actividades, 
así como a otras actividades productivas, industriales, comerciales y de 
servicios en el medio rural.

Los problemas en la de�nición y cuanti�cación de las po de los pro-
gramas de Sagarpa son en parte causados por las reagrupaciones que la 
secretaría llevó a cabo durante la administración de Felipe Calderón. Ello 
imposibilita atender algunos requisitos de las evaluaciones externas encar-
gadas por el Coneval e indica la necesidad que tienen estas dos institucio-
nes, así como la shcp y de la Función Pública, para acordar lineamientos 
adecuados a ser aplicados a las evaluaciones de los programas de la Sagarpa 
(como veremos en la sección que sigue, la descoordinación también se da 
entre las secretarías de Estado que participan en el pec).

Además de que la reagrupación impide seguir con exactitud los linea-
mientos y formatos de las evaluaciones del Coneval, lo expuesto es re�e-
jo de algunos de los problemas que han tenido las políticas de impulso a 
la producción rural. Otro que se podría mencionar es que la ausencia de 
datos, la heterogeneidad y tamaño de la po, además de sus distintas de�-
niciones en los documentos de los programas de Sagarpa complican el mo-
nitoreo y la evaluación rigurosos de los impactos de los mismos. De igual 
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modo, los problemas con la de�nición y cuanti�cación de la po impiden 
conocer con precisión qué tipo de agentes son los que reciben los subsidios 
de Sagarpa y, en consecuencia, si éstos son regresivos o progresivos y si los 
programas o componentes que tienen propósitos de enfocarse claramente 
a ciertos objetivos cumplen con ellos.11

Un aspecto adicional que se relaciona con la po de los programas, que 
también aplica a las poblaciones potencial (pp) y atendida (pa), es que és-
tas cubren a todo tipo de agentes vinculados con actividades en el sector 
rural, habiten o no en localidades rurales. Como tal característica tiene 
efectos distributivos entre lo rural y lo urbano —y debido a que es en el 
campo donde el ingreso es el más bajo y en donde está la población más 
pobre—, resulta de fundamental importancia que el Estado tome en cuenta 
esta condición explícitamente en el diseño de sus intervenciones y en sus 
propósitos de focalización.

No obstante los avances que ha habido en la evaluación de las políticas al 
campo mexicano gracias a las convocatorias del Coneval, es necesario me-
jorarlas, primero para llevarlas a cabo y, en última instancia, para que tales 
políticas sean e�cientes y e�caces es indispensable contar con datos duros 
de manera periódica. Además de los censos agropecuarios, esto lo puede 
atender el Estado mexicano con encuestas similares a la ya citada, realizada 
en 2008 por Sagarpa y fao, pero ampliando su cobertura a la pp y po de los 
programas del pec y validando los datos recabados en ellas. Puede argumen-
tarse que el esfuerzo y costo para hacerlas es muy elevado. Nosotros consi-
deramos que no lo es frente al elevado presupuesto del pec y a los bene�cios 
que ello traería consigo, en términos de mejoras en cuanto a e�cacia de las 
políticas al campo y del uso de tal información para evaluar su impacto.

Reflexiones finales

Los habitantes del sector rural desempeñan una amplia variedad de acti-
vidades (World Bank, 2007). Esto explica en parte por qué los programas 
contemporáneos del Estado mexicano para el desarrollo rural han sido 

11 Las estimaciones de Scott (2010) para medir el grado de inequidad de los subsidios agríco-
las muestran lo complicado que es hacer los cálculos con la información o�cial existente.
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diversos en cuanto a los objetivos que persiguen y a las poblaciones que 
atienden. Algunos se han enfocado en los productores agrícolas y pecua-
rios, otros han incluido a los pesqueros y acuícolas, y hay programas que 
tienen el propósito de cubrir una amplia gama de actividades y agentes del 
sector rural. Con los programas al campo, el Estado mexicano ha busca-
do contribuir a resolver los variados problemas a los que se enfrentan los 
productores en el sector rural, incluyendo en este concepto a los que no 
viven en el campo y forman parte de este sector. Lo anterior facilitando 
el �nanciamiento y el aseguramiento; otorgando apoyos para la compra 
de activos y para la comercialización de sus productos; apoyando la crea-
ción de cadenas de valor y a las organizaciones sociales de productores, así 
como regulando la explotación de los recursos naturales y promoviendo su 
uso sustentable.

A los programas de Sagarpa se le han sumado otros que atienden al 
sector rural a cargo de otras secretarías y que forman parte del Programa 
Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable (pec). Además 
de los de Semarnat, están los de corte social que, sobre todo por medio de 
Sedesol, buscan reducir la pobreza y mejorar las condiciones de vida de los 
habitantes del sector rural, así como disminuir las desigualdades regiona-
les del país. Conjugar las acciones de las tres secretarías (y de otras) en el 
sector rural de manera coordinada es una condición necesaria para que los 
programas al campo tengan éxito en promover el desarrollo rural. Ésta es la 
razón de ser del pec, el instrumento de la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table (ldrs). También puede ser que la necesidad de coordinar las acciones 
públicas hacia el medio rural explique por qué el Coneval ha incluido en 
las evaluaciones de la política social programas productivos y los relacio-
nados con los recursos naturales de Sagarpa y Semarnat.

Lamentablemente la coordinación intersecretarial en el diseño, aplica-
ción y seguimiento de los programas del pec ha estado ausente (Yúnez 
Naude, 2010). Del mismo modo, el Coneval y las secretarías de la función 
pública y de hacienda no han logrado promover evaluaciones integrales de 
diseño y resultados, es decir, que incluyan programas de las distintas secre-
tarías que participan en el pec (Vargas, 2008). Con ello se podrán constatar 
y dar seguimiento a duplicidades en apoyos o inconsistencias entre éstos. 
Ejemplo de lo primero han sido las transferencias de ingreso de Procampo 
a productores de cultivos básicos y de los Apoyos al Ingreso Objetivo a un 
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subconjunto de éstos: los productores comerciales; ejemplo de lo segundo 
han sido los subsidios al diésel agropecuario y pesquero y a la electricidad 
para extraer agua del subsuelo, que otorga Sagarpa frente a los propósitos 
de Semarnat de disminuir la emisión de gases de efecto invernadero y por 
promover el uso e�ciente de los acuíferos (Taylor, Yúnez y González, 2007; 
Yúnez y Aguilar, 2012).

Además de lo anterior, consideramos que hay falta de claridad en cuan-
to a la distinción entre las políticas al campo de corte productivo y social. 
De hecho, Sagarpa ha estado otorgando apoyos con �nes eminentemente 
productivos, mientras que Sedesol se ha enfocado a los aspectos sociales. 
Sin embargo, y como mencionamos, las evaluaciones de la política social 
del Coneval incluyen programas productivos de Sagarpa, así como los de 
sustentabilidad de Semarnat.

Es posible que, implícitamente, en el diseño de las políticas al campo 
mexicano contemporáneas se hayan distinguido las productivas de las so-
ciales con base en la economía del bienestar, a partir de cuyos teoremas 
resulta que hay independencia entre la e�ciencia y equidad. En términos 
de política económica, con esta base se recomienda el libre funcionamien-
to de los mercados para lograr la e�ciencia productiva y la intervención 
estatal para reducir la inequidad que puede resultar de la e�ciencia. No 
obstante, es posible argumentarse que estos dos objetivos de política no 
pueden separarse cuando hay fallas de mercado, que son más agudas en el 
medio rural de países en desarrollo como México (Scott, 2009). A lo ante-
rior habrá que añadir las complicaciones a la teoría del bienestar que trae 
consigo la existencia de externalidades que causa la ausencia de derechos 
de propiedad para el uso de recursos naturales (Yúnez y Aguilar, 2012).

La ironía es que el Estado mexicano ha canalizado cuantiosos subsidios 
al agro mexicano; además, éstos son muy regresivos. Lo anterior signi�ca 
que los apoyos a la producción agropecuaria contribuyen a la permanencia 
de la desigualdad en el medio rural, fenómeno que puede estar revirtiendo 
los efectos positivos de los programas sociales en el campo, destacando los 
de combate a la pobreza (Scott, 2010). Con la canalización de la mayor 
parte de los recursos de Sagarpa a los productores comerciales de cultivos 
alimenticios más grandes, el Estado mexicano ha descuidado la capacidad 
y el potencial productivo de otros productores asentados en el medio ru-
ral (Taylor et al., 2007). Además, este tipo de canalización de los recursos 
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públicos va contra la orientación hacia los mercados y al libre comercio 
adoptada por el Estado mexicano contemporáneo, y es pues, ine�ciente, 
ine�caz y costosa.

Es probable que las agrupaciones de los programas de Sagarpa llevadas a 
cabo por la administración de Calderón hayan facilitado el manejo del pre-
supuesto. Sin embargo, las Reglas de Operación de las acciones de la secre-
taría no se modi�caron y no se han atendido los preceptos de coordinación 
intersecretarial emanados de la ldrs. Tampoco se avanzó en la descentrali-
zación exigida en la misma ley, por lo que siguieron vigentes las recomen-
daciones del Banco Mundial expuestas en el capítulo 17, que son condición 
necesaria para impulsar el desarrollo agropecuario y rural del país a partir 
de la participación de los estados y de autoridades regionales, municipales (y 
locales) en el diseño e implementación de los programas correspondientes.

Antes y durante las reformas, el sector agropecuario ha dejado de des-
empeñar su papel como promotor de peso en el desarrollo de México (ca-
pítulo 14). La presente situación internacional de aumentos o volatilidad 
de los precios de los alimentos ante el cambio climático (y ante otros fenó-
menos) hace, hoy por hoy, mucho más urgente que el sector contribuya al 
desarrollo sustentable del país. Ello exige no sólo corregir las fallas que ha 
tenido el Estado en sus medidas para promover el desarrollo rural, sino 
que tome como suyo el nuevo paradigma que está emergiendo en el plano 
internacional sobre las contribuciones del sector agropecuario al desarro-
llo. Nos referimos a que el sector debe: 1) ser un acelerador del crecimiento 
del pib; 2) apoyar la reducción de la pobreza, la vulnerabilidad y la brecha 
entre el ingreso rural y el urbano; 3) liberar recursos escasos (agua y tierra) 
para su uso sustentable en otros sectores, y 4) proveer una multiplicidad de 
servicios ambientales (De Janvry, 2010).

En la estrategia llamada Cruzada Nacional contra el Hambre de la actual 
administración federal (2012-2018) se incluyen propósitos que coinciden 
con los aspectos 1 y 2 del nuevo paradigma: aumentar la producción de 
alimentos y los ingresos de los pequeños productores y campesinos. Para 
cumplir con estos objetivos en la estrategia se vinculan objetivos producti-
vos con sociales y se establece la coordinación intersecretarial. 

A partir de lo expuesto, podemos a�rmar que la Cruzada tiene la orien-
tación adecuada. Lo que está pendiente es su implementación a partir, en-
tre otros, de un diseño adecuado de las intervenciones del gobierno federal 
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y de acciones en las que participen de forma coordinada y coherente las 
secretarías del gobierno federal, los gobiernos estatales, municipales y lo-
cales, así como los agentes en el campo —incluyendo a los hogares produc-
tores y campesinos. 
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